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    Capítulo I


    Defensa y Seguridad


    Juicios contra el Estado


    Daños y perjuicios. Servicio Penitenciario Federal. Suicidio. Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos. Falta de servicio público. Responsabilidad del Estado. 


    La Corte Suprema expuso que quien contrae la obligación de prestar un servicio -en el caso, la custodia de un interno- lo debe hacer en condiciones adecuadas para cumplir el fin para el que ha sido establecido y es responsable de los perjuicios que cause su incumplimiento o ejecución irregular. En particular, ha precisado que el Estado incurre en responsabilidad cuando se verifica una falta de servicio, y cuando esta contribuye o permite que se produzca el desenlace fatal. La Corte Suprema expuso que el artículo 18 de la Constitución Nacional establece que las cárceles tengan como propósito fundamental la seguridad y no el castigo de los reos detenidos en ellas. Sobre esa base, afirmó que la norma constitucional impone al Estado, por intermedio de los servicios penitenciarios respectivos, la obligación y responsabilidad de dar a quienes están cumpliendo una condena o una detención preventiva la adecuada custodia que se manifiesta también en el respeto de sus vidas, salud e integridad física y moral. Las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de Reclusos establecen estándares en relación con la atención médica dentro de las cárceles, las cuales, de acuerdo con la doctrina de la Corte Suprema, configuran las pautas fundamentales a las que debe adecuarse toda detención. De acuerdo con este instrumento, el equipo médico debe velar por la salud física y mental de los reclusos y especifica que un médico debe examinar a cada recluso tras su ingreso a efectos de determinar la existencia de una enfermedad física o mental y tomar las medidas necesarias. El diagnóstico oportuno de los signos de autolesión, sumado a los problemas de adicción, debería haber conducido a la realización de un detenido examen psicológico. Ello habría permitido advertir o descartar los trastornos psicológicos, que, según el informe de la autopsia y la sentencia penal, son comunes en personas con esas características, que en situaciones de encierro pueden lesionarse a sí mismos. A su vez, ese examen habría posibilitado determinar si era necesario brindarle tratamientos médicos o de otra índole.


    H., M. A. y otro c/ Estado Nacional - Servicio Penitenciario Federal s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 93/2014/(50-H)/CS1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 8752/1998/CA2-CS1, “Correa Belisle, Rodolfo Luis c/ Estado Nacional – Estado Mayor General del Ejército y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Correa Belisle, Rodolfo Luis c/ Estado Nacional - Estado Mayor General del Ejército y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 8752/1998/2/RH1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Personal militar. Juntas de calificación. Retiro militar. Facultades discrecionales. Limites a la discrecionalidad. Revisión judicial de actos administrativos. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Errónea apreciación de la prueba. Régimen de consolidación de deudas. Ley de emergencia. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien las atribuciones conferidas a las juntas de calificación y a los órganos superiores con relación a la aptitud del personal militar para ascender, conservar el grado o pasar a situación de retiro o disponibilidad comporta el ejercicio de una actividad discrecional, ello no excluye el control judicial de los actos cuando se incurre en ilegitimidad, arbitrariedad o irrazonabilidad. El control judicial realizado por el a quo está basado en una valoración parcial, fragmentaria y descontextualizada de las pruebas incorporadas a la causa. A partir de ello, el a quo dejó sin respuesta al cuestionamiento principal realizado por el actor según el cual su pase a retiro constituyó una represalia ante la declaración testimonial que realizó en la causa penal donde se investigaba la muerte de un soldado. La sentencia prescindió de considerar la relación temporal entre la declaración testimonial del actor, la modificación en las calificaciones de las juntas y su pase a retiro, aun cuando ese testimonio tenía una especial trascendencia. En particular, en el marco de una estructura jerárquica como las fuerzas armadas, esa declaración importaba involucrar en la investigación de un caso de gran sensibilidad al entonces Jefe del Estado Mayor General del Ejército y a personal de la inteligencia militar. El actor alegó que las medidas cuestionadas en el sub lite -esto es, el pase a retiro y el juicio militar por irrespetuosidad- configuran sanciones que padeció como consecuencia de haber prestado la declaración testimonial en cuestión. En ese marco, la legitimidad del pase a retiro debía ser analizada en forma inescindible con la otra represalia, que también tuvo lugar tras la declaración testimonial y en forma coetánea a la separación del actor de las fuerzas armadas. La ilegitimidad de los hechos vinculados con el proceso militar fue reconocida por el Estado Nacional y el a quo entendió que generaban un deber de indemnizar, pero omitió considerarlos al ponderar la razonabilidad del pase a retiro. En efecto, el caso fue admitido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y las partes arribaron a un acuerdo de solución amistosa donde el Estado argentino reconoció su responsabilidad internacional por los hechos denunciados, que incluían que el actor había sido sometido ilegítimamente a un proceso militar como consecuencia de las declaraciones testimoniales mencionadas. De este modo, aun cuando la separación del cargo no fue objeto de la denuncia presentada ante el organismo internacional ni, por ende, parte del acuerdo amistoso, el tribunal no podía analizar la legitimidad del pase a retiro del actor de modo aislado y sin considerar que en ese procedimiento internacional el Estado Nacional reconoció que el actor sufrió represalias a raíz de sus declaraciones testimoniales que implicaban a la máxima autoridad del Ejército argentino. Por último, el a quo tampoco consideró los elementos probatorios traídos por el actor para acreditar que el Estado Mayor del Ejército tuvo con él un trato distinto al que asumió respecto de agentes que se encontraban en una situación similar. En suma, los argumentos expuestos por la cámara para fundar la legitimidad del pase a retiro del actor no son suficientes y permiten aseverar que debe realizarse una nueva valoración de los elementos traídos a estos autos y de su relación con la causa penal referida y la consecuente decisión de pase a retiro del actor a fin de juzgar la legitimidad de esa decisión del Estado Mayor General del Ejército. Por otro lado, en relación a la declaración de inconstitucionalidad del régimen de consolidación de deudas del Estado efectuado por el a quo, teniendo en cuenta el carácter de orden público de las leyes de consolidación, el tribunal se apartó infundadamente de las disposiciones aplicables a las deudas del Estado Nacional, a la vez que desatendió la jurisprudencia de la Corte Suprema según la que el régimen de consolidación de deudas del Estado reviste carácter de legislación de emergencia. En consecuencia, la obligación que eventualmente se establezca en cabeza del Estado Nacional deberá ser determinada de conformidad con las normas de consolidación de deudas estatales.


    Correa Belisle, Rodolfo Luis c/ Estado Nacional - Estado Mayor General del Ejército y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 8752/1998/CA2-CS1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Validez del acto administrativo. Interpretación de leyes federales. Planes de estudio. Instrucción militar. Fuerzas Armadas. Reserva militar. Facultades del Poder Ejecutivo. Admisibilidad del recurso. 


    La cuestión central sometida a conocimiento del tribunal reside en determinar si el Ministerio de Defensa de la Nación al eliminar la instrucción militar de los planes de estudio de los liceos militares que dependen de ese ministerio y, como consecuencia de ello, suprimir el título de reservistas de los egresados, afectó la composición de la reserva de las Fuerzas Armadas establecida en la Ley 19.901 para el Personal Militar. Al emitir la resolución 96/13, el Ministerio de Defensa de la Nación actuó en ejercicio de sus potestades constitucionales y legales, sin vulnerar la ley 19.901. Ante todo, el Presidente de la Nación es el "comandante en jefe de todas las Fuerzas Armadas de la Nación" (art. 99, inc. 12, Constitución Nacional) y, entre las atribuciones que la carta magna le confiere, se encuentra la de disponer de las Fuerzas Armadas, correr con su organización y distribución según las necesidades de la Nación. A su vez, las potestades del Poder Ejecutivo en la formación y capacitación en materia de defensa surgen de la Ley 22.520 de Ministerios y de la Ley 23.554 de Defensa Nacional. En efecto, el artículo 19 de la ley 22.520 encomienda al Ministerio de Defensa la función de asistir al Presidente de la Nación en todo lo inherente a la defensa nacional y las relaciones con las Fuerzas Armadas. En particular, y en lo que aquí interesa, debe entender "en la determinación de los requerimientos de la defensa nacional (inc. 3), en el "fomento de las actividades y aptitudes de interés para la defensa" (inc. 8) y en "la formulación y aplicación de los principios y normas para el funcionamiento y empleo de las Fuerzas Armadas" (inciso 23). Por su parte, el artículo 11 de la ley 23.554 de Defensa Nacional determina que el Ministro de Defensa ejercerá la dirección, ordenamiento y coordinación de las actividades propias de la defensa que no se reserve o realice directamente el Presidente de la Nación o que no sean atribuidas en esa ley a otro funcionario, órgano u organismo. En esta línea, el decreto 42/2016, modificatorio del decreto 357/2002, otorga potestades a la Subsecretaría de Formación, que funciona dentro de la órbita de ese ministerio, para intervenir en la formulación de políticas de enseñanza, formación y capacitación para la Defensa Nacional en todos sus niveles. Asimismo, le encomienda contribuir en la dirección y coordinación del funcionamiento de los establecimientos de formación y capacitación de las Fuerzas Armadas y en la formulación de las políticas de enseñanza, formación y capacitación para la Defensa Nacional en todos sus niveles, con facultades de amplio alcance (anexo 1, apartado XIV). Ahora bien, en el marco de la atribución constitucional de dictar normas para la organización y gobierno de las Fuerzas Armadas (art. 75, inc. 27, Constitución Nacional), el Congreso Nacional sancionó la ley 19.101 que, en su artículo 3, fija la estructura de las Fuerzas Armadas y determina la composición de la reserva fuera de servicio. En lo pertinente ese artículo establece: "La reserva del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea son aquellas organizaciones de sus respectivas fuerzas que sirven al propósito de completar, cuando así se disponga, los efectivos del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea, permanente. Su personal está integrado por: (…) 2°. La reserva fuera de servicio, constituida por el personal que: (...) b) (…) habiendo cursado estudios en liceos militares, haya obtenido al finalizar o interrumpir dichos estudios, un grado que lo capacite para integrar la reserva de las fuerzas armadas". Esta norma autoriza de manera genérica a las Fuerzas Armadas a convocar, cuando así lo dispongan, como reserva fuera de servicio al personal que hubiera obtenido un grado que lo capacite adecuadamente para integrar dicha reserva en el curso de sus estudios en un liceo militar. No obstante, la ley no define el contenido de la formación que se requiere para desempeñar con idoneidad esa función militar. Por ello, la determinación de los planes de estudio y de los títulos habilitantes de los liceos militares, es un asunto que compete al Ministerio de Defensa que establece el tipo de capacitación que se brinda y que, eventualmente, podrá ser exigida para integrar la reserva fuera de servicio de las Fuerzas Armadas. Por otro lado, el referido marco legal no establece una integración automática de quienes cursan estudios en los liceos militares en la reserva de las Fuerzas Armadas ni tampoco un derecho subjetivo de los liceístas a integrar esa reserva. En efecto, de los términos empleados por el legislador se infiere que los estudiantes de dichos establecimientos podrán ser convocados a integrar la reserva siempre y cuando hubieran cursado sus estudios en un liceo que ofrezca una instrucción adecuada y suficiente para ello. En estas condiciones, el Ministerio de Defensa cuenta con facultades legales para determinar los objetivos y políticas de formación e instrucción de las Fuerzas Armadas y de las academias militares, reformular los planes de estudio de los liceos que dependen de él y ajustar periódicamente los recaudos de idoneidad que considere indispensables para el ingreso a la reserva de las Fuerzas Armadas, según su apreciación política y técnica respecto de los requerimientos de la defensa de la Nación. Del análisis armónico de las normas citadas y las atribuciones que todas ellas confieren, se colige que el Ministerio de Defensa, con el dictado de la resolución 96/13, no ha alterado ni contrariado la ley 19.901. Por el contrario, al decidir no brindar instrucción militar a los alumnos de los liceos militares, ha intervenido sobre un área de su exclusivo resorte sin interferir en el modo en que se compone la reserva militar fuera de servicio. Por lo demás, en el presente caso no se advierte que el ejercicio de las potestades legales en cabeza del Ministerio de Defensa haya resultado irrazonable o arbitrario. En primer lugar, en el marco de sus competencias exclusivas, el Ministerio de Defensa valoró la necesidad de compatibilizar el régimen institucional, de gestión, pedagógico y disciplinario de los liceos militares con las actuales políticas de defensa así como adaptar la formación de las Fuerzas Armadas a los nuevos paradigmas y conceptos sobre la defensa nacional, la educación y los derechos de las niñas, niños y adolescentes. En particular, las reformas emprendidas por el Ministerio de Defensa respondieron a las directivas de la Ley 24.948 de Reestructuración de las Fuerzas Armadas que dispuso adecuar los sistemas educativos de las Fuerzas Armadas a la estructura educativa nacional para procurar una mejor inserción de sus integrantes en el medio educativo general (art. 13). En este sentido los cambios tuvieron el propósito de compatibilizar el funcionamiento y los planes de estudio de los liceos militares con la política educativa nacional regulada por la Ley 26.602 de Educación Nacional. Esta norma busca asegurar una educación integral y de calidad con igualdad de oportunidades, comprometida con los valores éticos y democráticos de participación, libertad, solidaridad, resolución pacífica de conflictos, respeto a los derechos humanos, responsabilidad, honestidad, valoración y preservación del patrimonio natural y cultural. En segundo término, en los considerandos de la resolución 96/13 el Ministerio de Defensa entendió que, en función de los cambios vinculados a una nueva concepción de la defensa, se requiere que los oficiales de reserva realicen estudios universitarios de grado. Por último, ese ministerio ponderó que el cambio respondió a la necesidad de adecuar la normativa interna a directivas del ámbito nacional e internacional, como la Convención sobre Derechos de los Niños, el Protocolo Facultativo de la Convención Derechos del Niño sobre participación de Niños en Conflictos Armados y la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes. Destacó también las observaciones finales para la Argentina, del año 2010, emitidas por el Comité de Derechos del Niño. Allí este órgano señaló que "...Aunque observa que se ha aumentado hasta 17 años la edad para recibir capacitación sobre el uso de armas, el Comité expresa su preocupación, sin embargo, por el hecho de que los niños de entre 17 y 18 años sigan recibiendo este tipo de capacitación" y recomienda al Estado parte que "siga esforzándose por prohibir que los niños reciban capacitación sobre el uso de las armas, incluidos los niños entre 17 y 18 años". Bajo este prisma, en tanto el Ministerio de Defensa ha ejercido razonablemente prerrogativas propias respetando el ordenamiento jurídico, el poder judicial carece de facultades para revisar la oportunidad, mérito o conveniencia tanto de la decisión de eliminar la instrucción militar de los planes de estudio, como de la definición de las aptitudes necesarias para obtener el título de reservista. En este sentido, la Corte Suprema ha señalado reiteradamente que "...la potestad del Poder Judicial de revisar los actos administrativos solo comprende, como principio, el control de su legitimidad -que no excluye la ponderación del prudente y razonable ejercicio de las facultades de las que se hallan investidos los funcionarios competentes- pero no el de la oportunidad, mérito o conveniencia de las medidas por estos adoptadas, y que dicho control de legitimidad supone el de la debida aplicación de las normas estatutarias, de manera que los hechos se clarifiquen adecuadamente y lo decidido se ajuste al texto legal. Por lo demás, en el sub lite, no se encuentran vulnerados derechos adquiridos de los estudiantes o de los padres, ya que, el marco normativo aplicable no establece una integración automática de quienes cursan estudios en los liceos militares en la reserva de las Fuerzas Armadas ni tampoco un derecho subjetivo de los liceístas a integrar esa reserva. A ello cabe agregar que en relación a las ofertas educativas estatales la Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene dicho que "el Estado puede legítimamente limitarlas o restringirlas, a través de los planes de estudio" y que "los planes de estudio que modifican los anteriores con relación al contenido, duración o composición de niveles o ciclos educativos, no suponen (...) una reglamentación arbitraria o irrazonable del derecho constitucional de aprender". En suma, la resolución 96/13 del Ministerio de Defensa de la Nación, que eliminó la instrucción militar de los planes de estudio de los liceos militares, fue dictada en el marco de potestades propias del organismo, sin vulnerar los términos de la ley 19.101 en lo relativo a la composición de la reserva fuera de servicio de las Fuerzas Armadas.


    Suárez, Elsa y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Amparo ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 11649/2013/CA3-CS1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


     


     


     


     

  


  
    Capítulo II


    Derecho


    Contienda positiva de competencia


    Daños y perjuicios. Responsabilidades especiales. Responsabilidad médica. Hospitales públicos. Cuestión de derecho público local. Persona jurídica pública estatal. Competencia contencioso administrativa. 


    Hospital dependiente del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Remisión al dictamen de la causa Comp. 118, L. XLIII, "F., O. y otro c/ B., M. y otros s/ daños y perjuicios"; y CIV 17913/2009/CS1, "P., J. C. c/ Municipalidad de Buenos Aires y otros s/ daños y perjuicios".


    Para resolver una cuestión de competencia hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión.


    R. F., M. I. c/ C., M. Á. y otros s/ Daños y perjuicios resp. Prof. Médicos y aux.


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 89910/2015/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia



    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis, S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN) " y CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)"; y CSJ 1737/2016 "Red Surcos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Kimberly-Clark Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1737/2017/01 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Estado de incertidumbre. Denegatoria del fuero federal. Facultades de la Municipalidad. Distribución de competencias. Cuestión federal. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.


    Cienfuegos S.A. c/ Estado Nacional - RENAR y otros s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 68144/2016/CA1-CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Proceso electoral. Elecciones. Escrutinio definitivo. Falta de tribunal superior común. Cámara electoral. Plazos procesales. Oportunidad procesal. Presentación extemporánea. Prueba. Prueba definitiva e irreproducible. 


    Artículo 123 del Código Nacional Electoral.


    Tratándose de un conflicto entre jueces y tribunales en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, toda vez que uno de ellos sostiene que a través de la denuncia penal que dio origen a la causa se formula un planteo cuya pretensión resulta materialmente idéntica a la rechazada en el ámbito electoral. Mientras en la causa tramitada ante la justicia nacional electoral, el Frente Cambiemos La Pampa pretendía que se procediera a la apertura de las urnas de las cuatro mesas del circuito 71, a fin de constatar la existencia de votos marcados y, en su caso, que se declarara su nulidad, en las actuaciones que se siguen en el Juzgado Federal se investiga la posible comisión de principio la conducta tipificada por el art. 139, inc. b. del Código Electoral Nacional. Por lo demás, en el marco del proceso seguido en sede electoral el Frente Cambiemos La Pampa intentó obtener la declaración de nulidad de las cuatro mesas del circuito de la localidad pampeana y que esa decisión se reflejara en el resultado del escrutinio definitivo del distrito electoral, la finalidad de la causa penal iniciada por la denuncia de dos fiscales de aquella agrupación política no es modificar lo resuelto en el ámbito de la justicia nacional electoral, sino comprobar si existió la conducta delictiva denunciada y decidir lo que corresponda en relación con la o las personas que eventualmente sean imputadas. La Corte tiene dicho, que "la observancia de los plazos establecidos en los arts. 110 y 111 del Código Electoral Nacional excede lo meramente formal y atañe a la sustancia del acto, cuya validez y, firmeza deben ser garantizadas, si se quiere que este sea expresión de la voluntad del pueblo genuinamente emitida que reconoce el ordenamiento electoral. Como principio, en la medida que no se formula reclamación o protesta en el plazo consagrado por las normas citadas, la expresión del electorado queda cristalizada sin que se admita, con posterioridad a ello, ”reclamación alguna"; máxime como en el caso, en el que el Frente que impugnó extemporáneamente el resultado de las mesas en cuestión conoció las irregularidades que denuncia desde el momento en que habrían ocurrido, sin que sus fiscales presentes formularan protesta alguna sino que, en cambio, consintieran la emisión de los votos que posteriormente cuestionó el apoderado de la agrupación. Así como el derecho electoral tiende a garantizar la efectiva vigencia del principio democrático de representatividad popular, también tiene como finalidad conducir regladamente el conflicto que toda competencia por el poder supone, a través de medios pacíficos y ordenados según el imperio de las leyes. En este aspecto, la normativa electoral busca dar certeza y poner fin a las disputas mediante la rápida definición de situaciones jurídicas que trascienden el interés de los partidos, y afectan el normal desenvolvimiento institucional. Es decir, cuando transcurren los plazos previstos por los arts. 110 Y 111 del Código Electoral Nacional sin que se hubieren realizado reclamaciones o protestas contra el resultado de los comicios, como regla éste queda consolidado y su validez no puede ser cuestionada, de manera tal que la denuncia penal que tramita no importa poner en tela de juicio lo resuelto en el marco del proceso electoral.


    Frente Cambiemos La Pampa s/ Protesta contra el escrutinio definitivo


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 10566/2017/2/CS1, 12 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Curatela


    Pronunciamiento inoficioso. 


    La iniciación de las actuaciones sobre curatela obedecen a un error, puesto que la situación del causante no encuadra en el art. 12 del Código Penal, cuyas previsiones están referidas exclusivamente a la reclusión o prisión por más de tres años.


    N., A. N. s/ Curatela Artículo 12 Código Penal


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 30452/2017/CS1, 09 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Servicios eléctricos. Suministro de energía eléctrica. Inconstitucionalidad. Agravio extemporáneo. Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Interrupciones en el suministro de energía eléctrica. Marco regulatorio. Magnitud y duración de los cortes del servicio. Artículo 52 de la Ley de Defensa del Consumidor.


    El artículo de la citada Ley prevé el pago del daño punitivo o multa civil cuando dispone que "Al proveedor que no cumpla sus obligaciones legales o contractuales con el consumidor, a instancia del damnificado, el juez podrá aplicar una multa civil a favor del consumidor, la que se graduará en función de la gravedad del hecho y demás circunstancias del caso, independientemente de otras indemnizaciones que correspondan cuando más de un proveedor sea responsable del incumplimiento responderán todos solidariamente ante el consumidor, sin perjuicio de las acciones de regreso que les correspondan. La multa civil que se imponga no podrá superar el máximo de la sanción de multa prevista en el artículo 47, inciso b) de la ley". En tales condiciones, la tardía introducción del agravio obsta su examen, toda vez que es aplicable la doctrina de la Corte según la cual si las argumentaciones desarrolladas por el recurrente no fueron oportuna y suficientemente propuestas a los jueces de grado, ello impide su consideración en la instancia extraordinaria.


    Roldan, Silvia Beatriz Teresa c/ EDESUR S.A. s/ Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5719/2012/1/RH1, 18 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Derecho procesal


    Juicio sumarísimo. 


    Remisión al dictamen de la causa FPA 21005129/2012/CS1-CA2, "Ibarra, Enrique Oscar y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Sumario”.


    Ibarra Enrique Oscar y otros c/ Estado Nacional, Poder Ejecutivo Nacional s/ Sumarisimo


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 21005129/2012/3/RH2, 21 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Despido


    Queja por recurso denegado. Cuestiones procesales. Inadmisibilidad del recurso. 


    Precedente “Corrales”. Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48.


    Del Rincón, Diego Fernando c/ Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 101043/2016/1/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Precedente “Corrales”. Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48.


    Hanon, Fernando Adrián c/ Estado Nacional Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 76681/2016/1/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Herencia


    Exclusión hereditaria. Doctrina de la arbitrariedad. Recurso extraordinario. Discrepancia del recurrente. Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Es jurisprudencia de la Corte que, lo referido a las facultades de los tribunales provinciales, al alcance de su jurisdicción y a la forma en que ejercen su ministerio, por ser materias que se encuentran regladas por la Constitución y las leyes locales, escapan a la vía del artículo 14 de la ley 48, en virtud del debido respeto a las atribuciones de las provincias, y la arbitrariedad es singularmente restringida a su respecto. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias que se reputen equivocadas, con sustento en la mera discrepancia con, la valoración de la prueba o con el alcance atribuido por la alzada a principios y normas del derecho común, sino que reviste un carácter excepcionalísimo. En virtud de ello, su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción extraordinaria de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones que se dicten, en desmedro de los límites establecidos por la Constitución y las leyes. En cuanto a la validez e inteligencia de los testamentos remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa, y ajena a la vía del artículo 14 de la ley 48.


    Martínez, Amelia c/ Kerbs, Claudia Marcela s/ Exclusión de herencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 148/2016/RH1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Incidente de competencia


    Competencia. Declinatoria de jurisdicción. Resoluciones equiparables a definitiva. Falta de agravio concreto. 


    Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria por no revestir carácter de sentencia definitiva; requisito que no puede suplirse, aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. Tampoco se advierte un gravamen concreto y actual de insuficiente o imposible reparación ulterior, que permita equiparar la resolución a una sentencia definitiva, puesto que no se clausura la vía judicial intentada y la actora queda sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado, en el que puede seguir tramitando su pretensión.


    Chiponi, Liliana Beatriz c/ Lodi S.A. s/ Otros reclamos - extensión resp. Solidaria


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14418/2010/1/RH1, 07 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Prenda


    Recurso extraordinario. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 7201/2015/1/RH "Banco Comafi S.A. c/ Paz, Manuel Alejandro s/ Secuestro prendario".


    Banco Comafi S.A. c/ Assad, Luis Alberto s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 23432/2012/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictame


    Queja por recurso denegado



    Accidente in itinere. Muerte del trabajador. Doctrina de la arbitrariedad. Ley sobre riesgos del trabajo. Falta de fundamentación autónoma. Recurso de apelación. Deserción del recurso. Falta de agravio concreto. Presentación extemporánea. 


    Los agravios referidos a la actualización de la prestación prevista en el artículo 14, apartado 2, inciso a, de la Ley 24.557 mediante la aplicación del índice RIPTE y la supuesta omisión de aplicar el decreto 472/14 son improcedentes puesto que la sentencia de primera instancia no actualizó esa prestación sino la prevista en el artículo 11, apartado 4, inciso e, de la Ley 24.557 y aplicó expresamente el decreto 472/14.


    Molina, Bernardino y otro c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 18011/2014/1/RH1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Cuestiones de competencia. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Gravedad institucional. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva. Distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal. Doctrina de la causa: CNT 679/2016 "Sapienza, Matías Ezequiel y Autoridad Federal de Servicios de Comunicación audiovisual y otro s/ Acción de amparo”.


    Es jurisprudencia del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la Ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal , u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Por aplicación concreta de estos criterios, el recurso intentado es inadmisible. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la Ley 48. Hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco se justifica la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Calderón, Cecilia Fernanda c/ Ministerio de Producción de la Nación s/ Medida cautelar


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 50973/2016/1/RH1, 27 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Prenda. Operaciones financieras. Domicilio del deudor. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario". Fallos: 340:905, "HSBC".


    Provincia Leasing S.A. c/ Menchacabaso, Ricardo Emiliano s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 10888/2017/1/RH1, 22 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Mantenimiento del recurso.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Infracción al Artículo 63 inciso b) de la Ley 26.215


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 747/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Infracción al Artículo 63 inciso b) de la Ley 26.215


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 775/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso.


    Santafesino Ciento por Ciento s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Control Estado Contable - Balance 2015


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 1009/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 39912/2008/CS1 "Incidente de apelación cl Banco Caseros S.A. s/ Otros - quiebra s/ Incidente de apelación”.


    Se solicita a la Corte que se tenga por evacuada la vista.


    Incidente de apelación c/ Banco Caseros S.A. s/ Otros - Quiebra s/ Incidente de Apelación


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 39912/2008/1/RH1, 28 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Cuestiones de competencia. Cuestiones procesales. Gravedad institucional. Inadmisibilidad del recurso. 


    Es jurisprudencia del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la Ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la Ley 48 reparación ulterior. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. Ello, hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco se justifica la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Coronas, Maria Belén c/ UGOFE S.A. y otros s/ Daños Y Perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 54229/2012/CS1-CS2, 27 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


     


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CAP 18935/2013/CS2, "Banco de la Provincia de Misiones SEM (EL) y otros c/ BCRA - Resolución 516/2012 (ex 100829/89 sum fin 872)".


    Banco de la Provincia de Misiones SEM (EL) y otros c/ B.C.R.A - Res. 516/2012 (Ex 100829/89 SUM FIN 872)


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 18935/2013/2/CS1, 24 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo III


    Derecho Administrativo


    Acción de amparo


    Cobertura médica. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el artículo 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades locales, ya que el respeto de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que versan sobre cuestiones propias del derecho provincial. Este último supuesto es el que se presenta en este expediente, pues la materia del pleito exige, de manera ineludible, interpretar, aplicar y establecer el alcance de disposiciones de derecho público provincial porque sólo a partir del resultado que se obtenga de dicha labor hermenéutica sería dable determinar si corresponde declarar la inconstitucionalidad solicitada; así como también evaluar si es procedente que se autorice la práctica médica requerida. No altera lo expuesto el hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales y de derechos reconocidos en tratados internacionales incorporados a la Ley Fundamental, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta, por sí sola, las causas que de ella surjan al fuero federal. En su caso, si se sostiene que las normas y actos locales resultan violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en, su caso, llegar a esa Corte por el recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48. En esas condiciones se guardan los legítimos fueros de las entidades que integran el gobierno federal, dentro de su normal jerarquía; pues carece de objeto llevar a la justicia nacional un acto que, en sus efectos, pudiere ser rectificado por la magistratura local. Tampoco surte la competencia originaria de la Corte el reclamo a la provincia por su incumplimiento en cuanto al ejercicio de la fiscalización y control de OSEP, al no tratarse dicha materia de una causa de naturaleza civil en los términos previstos en el artículo 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 según el contorno definido por el Tribunal en la causa "Barreta", pues tal como se ha advertido, la solución de la controversia requiere, eminentemente, la aplicación e interpretación de normas de carácter local. No obsta a lo expuesto la invocación de la Ley 24.240, toda vez que el concepto de causa civil se limita a aquellos litigios regidos exclusivamente por normas y principios de derecho privado, tanto en lo que concierne a la relación jurídica de que se trata, como en el examen sobre la concurrencia de cada uno de los presupuestos de la responsabilidad atribuida a la provincia. A ello se agrega en cuanto a OSEP que se trata de un ente que posee autarquía financiera, administrativa y funcional con capacidad para obligarse. De ahí pues que es un sujeto con individualidad jurídica y funcional, condición que no permite identificarlo con el Estado local demandado, que es quien tiene derecho a la jurisdicción originaria de la Corte. En tales condiciones, dado que al artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, la causa resulta ajena a la competencia originaria de la Corte.


    Vera, Mabel Celia c/ Catamarca, Provincia de y otra s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2611/2017/22 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Despido sin causa. Nulidad del despido. Reinstalación en el puesto de trabajo. Empleo público. Lotería nacional. Medidas cautelares contra el Estado. Estabilidad laboral. Verosimilitud del derecho invocado. Aplicación de la ley vigente. Derivación no razonada del derecho vigente. Cuestión federal. Gravamen irreparable. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Convenio colectivo de trabajo 54/92. Remisión a Fallos: 327:2490 “Asociación de Maestros y Profesores (AMp) de la Rioja”.


    Corresponde analizar si la medida cautelar en examen fue dictada de conformidad con la normativa vigente aplicable en la especie. Sin perjuicio del planteo del recurrente relativo a la omisión de aplicar en el presente caso la Ley 26.854, la decisión de la cámara de admitir la medida cautelar intentada en autos no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa. En efecto, los puntos vinculados a la acreditación de la verosimilitud del derecho remiten a un estudio complejo sobre la índole del vínculo que unía a las partes, el alcance de las resoluciones que designaron en planta permanente a las accionantes y la compatibilidad del artículo 7, apartado c, del convenio colectivo de trabajo 54/92, en cuanto permite el despido sin invocación de causa en los términos del artículo 245 de la Ley 20.744, con el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, que garantiza la estabilidad en el empleo público. Tales extremos exigen un ámbito de mayor debate y prueba que el del proceso cautelar. Asimismo, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en “Asociación de Maestros y Profesores (AMp) de la Rioja” (Fallos: 327:2490), al examinar la procedencia de una medida cautelar similar a la que se pretende en autos, precisó que “corresponde descalificar como medida cautelar la que produce los mismos efectos que si se hubiese hecho lugar a la demanda, pues la finalidad de dichas decisiones es asegurar el cumplimiento de una eventual sentencia favorable, mas no lograr anticipadamente el fin perseguido”. En esa oportunidad el máximo tribunal recordó también que la admisibilidad de las medidas precautorias innovativas reviste carácter excepcional y exige que los recaudos de viabilidad sean ponderados con especial prudencia “en tanto un pronunciamiento favorable altera el estado de hecho o de derecho existente al momento de su dictado y configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa”. Por esa razón, consideró que la admisión de una medida que busca obtener la reincorporación de los actores en sus respectivos cargos, así como la devolución de los sueldos no percibidos con motivo del apartamiento de sus puestos, constituye "un acto jurisdiccional de tal magnitud que excede el marco de lo hipotético, dentro del cual toda medida cautelar agota su virtualidad". En el caso de autos, las demandantes promovieron una acción de amparo a fin de que se declare la nulidad del despido sufrido por las amparistas y se ordene la reinstalación en sus puestos de trabajo. En la misma pieza solicitaron "como medida cautelar que se ordene la suspensión de los efectos de los despidos ilegales y, en consecuencia, se disponga la inmediata reinstalación de las actoras en su puesto de trabajo, con el pago de los salarios caídos, hasta tanto se dicte sentencia definitiva en los presentes autos". En ese marco, la cámara, al admitir la medida pretendida y ordenar la inmediata reinstalación de las accionantes en sus puestos de trabajo, dictó una resolución cautelar que no constituye un acto jurisdiccional válido, en tanto produjo los mismos efectos que derivarían de una sentencia definitiva sin analizar el cumplimiento de los requisitos de procedencia con la especial prudencia requerida.


    Barrera Echavarría, María Marta y otros c/ Lotería Nacional Sociedad del Estado s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 35036/2016/1/RH1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Inmuebles del dominio privado del Estado. Transferencia del inmueble. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Inscripciones ilegítimas en el Registro de la Propiedad Inmueble.


    A los efectos de determinar si los inmuebles mencionados por la actora pertenecen al Estado Nacional con afectación al servicio oficial de correos o si, por el contrario, los lotes fueron válidamente transferidos a la Provincia del Neuquén y luego al municipio demandado e inscriptos en el registro correspondiente, se requiere examinar si las partes interesadas acreditaron la efectiva transferencia a la que alude el art. 5° de la ley 19.301, cuestiones que remiten a la valoración de circunstancias de hecho y prueba que son propias de los jueces de la causa y ajenas al dictamen de este Ministerio Público.


    Correo Oficial de la República Argentina S.A. c/ Neuquén, Provincia del y otra s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2252/2006/(42-C)/CS1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Acción declarativa de certeza


    Estado de incertidumbre. Pretensión fiscal. Impuesto de sellos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 216/2013 (49-S)/CS1, "SO Energy Argentina S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Resulta aplicable la doctrina de Fallos: 310:606, en cuanto indica que la admisión de que concurren en la especie los presupuestos de la acción meramente declarativa, en especial el estado de incertidumbre respecto de los alcances de la relación jurídica concreta y el interés suficiente en el demandante, impide esgrimir la actitud de otros medios legales para poner término inmediatamente a la controversia. Se han cumplido todos los requisitos fijados por el art. 322 del código de forma para la procedencia formal de la acción intentada. No es óbice a lo expuesto la defensa que la demandada funda en la falta de agotamiento de la instancia administrativa local puesto que esta causa corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae y ella, por provenir de la Constitución Nacional, no puede quedar subordinada al cumplimiento o a la vigencia de los procedimientos administrativos o judiciales exigidos por las leyes locales. Esta solución no debe interpretarse como una limitación de las autonomías provinciales, toda vez que la Corte constituye el fuero natural de las provincias argentinas y sus competencias no son susceptibles de ampliarse ni restringirse o modificarse, mediante normas legales.


    Energía Argentina S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 115/2013/(49-E)/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Gas natural. Contratos de exploración y explotación de hidrocarburos. Regalías hidrocarburíferas. 


    Resolución 188/93 de la Secretaría de Energía de la Nación. Extracción y acondicionamiento del gas.


    En la deducción de los volúmenes de gas natural realizada por la actora en sus declaraciones juradas, se halla fuera de debate que la energía eléctrica generada con los volúmenes de gas extraídos del yacimiento es enteramente consumida dentro de ese predio, empleándose tanto en tareas de "extracción" como de "acondicionamiento" del gas; y que los hornos de aceite térmico tienen por objeto proporcionar el circuito de calor necesario para el "acondicionamiento" del gas. A la deducción de ese gas empleado para la extracción y el acondicionamiento se opone la demandada. Respecto del gas empleado para la generación de energía eléctrica destinada a las tareas de "extracción" en el yacimiento, las cuestiones planteadas son sustancialmente idénticas a las ya tratadas y resueltas por la Corte en Fallos: 334:1162, donde se dejó sentado que se excluye del pago de regalías a todos los volúmenes utilizados en las necesidades de las explotaciones y exploraciones, sin formular excepciones en cuanto a las diversas formas que su empleo pueda requerir. Asimismo, puntualizó que no podrán deducirse aquellos volúmenes utilizados para la generación de otras formas de energía que el concesionario vendiere, cuyo usufructo permitiese a terceros, o cualquier otro volumen de gas natural efectivamente aprovechado en actividades innecesarias para la explotación o explotación en las áreas de las que fuera titular. Sobre esta base, asiste la razón a la actora en cuanto a que el inc. a) del art. 2° de la resolución SE 188/93 debe ser interpretado en armonía con la ley 17.319 y el decreto 1.671/69 y, por ende, debe admitirse la detracción de los volúmenes de gas empleados para la generación de energía eléctrica destinada a su extracción. Idéntica conclusión se impone respecto del gas empleado para el "acondicionamiento" del fluido. La demandada se opone a ello pues sostiene que la resolución SE 188/93 habilita únicamente a deducir los volúmenes de gas natural utilizados en el proceso de "extracción”, y no en el de "acondicionamiento”. Especifica que "el acondicionamiento del gas natural es una etapa posterior a la extracción y está dirigida a posibilitar su transporte y comercialización y, por ende, el gas utilizado a tal fin no resulta deducible de la producción computable a los fines del pago de las regalías". Sin embargo, el art. 2° de la resolución SE 188/93 establece de manera clara: "a los volúmenes de gas natural efectivamente producidos se le podrán descontar los siguientes conceptos: a) El volumen cuyo uso sea justificadamente necesario para el mantenimiento de las explotaciones y/o exploraciones. b) El volumen de las pérdidas producidas por caso fortuito o de fuerza mayor, debidamente comprobadas y aceptadas por la Autoridad de Aplicación. c) Los volúmenes reinyectados a la formación del yacimiento. No podrán deducirse los volúmenes de gas natural y gasolina que se utilicen para la generación de otras formas de energía". La demandada pretende introducir una diferencia entre "acondicionamiento" y “extracción"" que no se encuentra en la letra de la resolución SE 188/93 ni puede ser razonablemente inferida de su armónica interpretación con lo dispuesto en la ley 17.319 y el decreto 1.671/69. No corresponde introducir diferencias cuando el precepto no lo hace, ni cabe presumir la inconsecuencia o falta de previsión del legislador, quien podría haber realizado la distinción propuesta por la Provincia demandada y, sin embargo, no lo hizo. No puede pasar desapercibido que nada esgrime la Provincia para sostener que el empleo del gas para su "acondicionamiento" no constituye un uso "justificadamente necesario para el mantenimiento de las explotaciones”. Por el contrario, reconoce que tal actividad es requisito para "posibilitar su transporte y comercialización, lo cual integra inescindiblemente la cadena económica del concepto de “explotación” empleado por el legislador. Es que toda extracción se realiza con el objeto de explotar el producto así obtenido, poniéndolo en las condiciones necesarias para ser comerciado, las que variarán dependiendo de los requerimientos del producto de que se trate. En lo que concierne a pago de regalías por los hidrocarburos que extrae y vende, la actora debe abonar únicamente por su propia "producción computable". Por ello, su obligación no puede extenderse a aquellos derivados obtenidos por tercero a partir del producto que primariamente le vendió la actora. Una solución contraria a la propuesta ampliaría el ámbito de imposición previsto en los arts. 59 y 62 de la ley 17.319, afectando el principio constitucional de reserva de ley que solo admite que una ley formal tipifique el hecho que se considera imponible y que constituirá la posterior causa de la obligación de aquel carácter. Por último, la demandada invocó la resolución 1.226/04 de la Secretaría de Energía de la Nación. Sin embargo, este acto no modifica la conclusión propuesta puesto que allí se aplicaron multas a diversas empresas por incumplimientos de las obligaciones emergentes del art. 77 de la ley 17.319, reproche infraccional que carece de toda entidad para modificar la definición de los hechos imponibles y de su base de cuantificación tipificadas en los arts. 59, 61 y 62 de la ley 17 .319. Así las cosas, el razonamiento esgrimido por la Provincia para exigir el cobro de regalías por gasolina natural y GLP a la actora no se ajusta a la normativa federal que rige esta materia y debe ser rechazado.


    O & G Developments Ltd. S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 199/2011/(47-0)/CS1, 15 de noviembre de 2017


    Ver dictamen 


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Remisión al dictamen de la causa FPA 5075/2014/CS1-CA1, "Ramírez, Julián Olegario c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad".


    Ramírez, Julián Olegario c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 5075/2014/1/RH1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FPA 5075/2014/CS1-CA1, "Ramírez, Julián Olegario cl AFIP s/ acción meramente declarativa de inconstitucionalidad".


    Ramírez, Julián Olegario c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 5075/2014/CS1-CA1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FPA 5865/2014/CS1-CA1, "García, Luis c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstituciona1idad".


    García, Luis c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 5865/2014/1/RH1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FPA 5866/2014/CS1-CA1, “Sosa, Lino Ricardo c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad".


    Sosa, Lino Ricardo c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 5866/2014/1/RH1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FPA 6210/2014/CS1-CA1, "Piccoli, Alfredo Victorio c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad".


    Piccoli, Alfredo Victorio c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 6210/2014/1/RH1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FPA 7912/2015/CS1-CA1, "Pedrini, Salvador Ernesto c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad".


    Pedrini, Salvador Ernesto c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 7912/2015/1/RH1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FPA 9093/2014/CS1-CA1, "Reyes, Félix c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad".


    Reyes, Félix c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 9093/2014/1/RH1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 43748/2006/1/RH1, "Rizzi Hausser, Jorge c/ ANSES s/ Reajustes varios".


    Garcia, Luis c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 5865/2014/CS1 - CA1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 43748/2006/1/RH1, "Rizzi Hausser, Jorge c/ ANSES s/ Reajustes varios".


    Reyes, Félix c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 9093/2014/CS1-CA1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 43748/2006/1/RH1, "Rizzi Hausser, Jorge c/ ANSES s/ Reajustes varios".


    Sosa, Lino Ricardo c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 5866/2014/CS1-CA1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 43748/2006/1/RH1, "Rizzi Hausser, Jorge c/ ANSES s/ Reajustes varios".


    Piccoli, Alfredo Victorio c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


     


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 6210/2014/CS1-CA1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Declaración de puro derecho. Beneficios previsionales. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 43748/2006/1/RH1, "Rizzi Hausser, Jorge c/ ANSES s/ Reajustes varios".


    Pedrini, Salvador Ernesto c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 7912/2015/CS1-CA1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Disposiciones (administrativo). Registro de la propiedad automotor. Facultades del mandatario. Obligaciones del mandatario. Inscripción en la matrícula. 


    Registro de Mandatarios del Automotor.


    El thema decidendum estriba en dilucidar la validez de la disposición 128/14, por medio de la cual se modifican ciertos requisitos obligaciones para la inscripción, los derechos y obligaciones de los sujetos que actúan ante el Registro de Mandatarios del Automotor, que funciona en la órbita de la Direccion Nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad Automotor y de Créditos Prendarios. Específicamente, corresponde establecer si esa repartición nacional puede exigir a los gestores y mandatarios de la Provincia de Entre Ríos que se "reempadronen" en el registro de mandatarios que tiene a su cargo, como condición para la realización de trámites ante sus dependencias, o si tal conducta invade las facultades que le corresponden al Colegio de Martilleros y Gestores de la Provincia de Entre Ríos. Para regular el derecho de dominio sobre los automotores en manera uniforme para todo el país, se dictó el Decreto-Ley 6.582/58, y a partir de allí, sustituyó la prueba de la propiedad mediante la posesión por la exigencia de la inscripción en un registro, con el correlativo otorgamiento de un título de propiedad. En su Art. 7°, establece que "La Dirección Nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad del Automotor y de Créditos Prendarios será el Organismo de Aplicación del presente régimen, y tendrá a su cargo el Registro Nacional de la Propiedad del Automotor. El Poder Ejecutivo Nacional reglará la organización y el funcionamiento del mencionado Registro conforme a los medios y procedimientos técnicos más adecuados para el mejor cumplimiento de sus fines"'. En uso de esas atribuciones, el Poder Ejecutivo Nacional emitió el decreto 335/88 y sus modificatorios, reglamentario del mencionado Decreto-Ley, por medio del cual le encomendó a la Dirección Nacional, entre otras facultades, la de "Dictar las normas administrativas y de procedimiento relativas a los trámites registrales y a la organización y funcionamiento de los Registros Seccionales (pertenecientes al Registro Nacional de la Propiedad Automotor) y fijar requisitos de la documentación que expida el Registro y de las placas y otros medios identificatorios del automotor". La disposición 128/14 expresamente invoca tales atribuciones como fundamento para su dictado, y "convoca un reempadronamiento de Mandatarios del Automotor que se encuentren inscriptos en el Registro de Mandatarios de la Dirección Nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad del Automotor y de Créditos Prendarios". Y prescribe que: "Los mandatarios colegiados conforme a los regímenes establecidos por leyes provinciales que les fueran aplicables, respecto de los Registros Seccionales con asiento en su provincia, podrán gozar de los mismos derechos otorgados a los Mandatarios del Automotor inscriptos en esa Dirección Nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad Automotor y de Créditos Prendarios hasta el 1° de noviembre de 2014. Finalizado el plazo deberán cumplir con los requisitos establecidos en Título I, Capítulo XII del Digesto de Normas Técnico-Registrales del Registro Nacional de la Propiedad del Automotor". Esa exigencia fue fijada por la autoridad nacional a fin de "incorporar nuevas opciones que habilitan las herramientas informáticas, con el objetivo de agilizar y contribuir a la transparencia del procedimiento de los trámites y servicios registrales brindados"; y de "actualizar tanto los procedimientos de inscripción de Mandatarios del Automotor como los requisitos exigidos para la misma”. La Provincia de Entre Ríos, mediante su Ley 9.798, reguló la Colegiatura de Mandatarios y Gestores en el ámbito local y creó la entidad actora, con jurisdicción en el ámbito local. Allí se faculta al colegio demandante a: "Gobernar y controlar la matrícula provincial, que tendrá carácter provincial, llevar el registro y ejercer su gobierno para todos los mandatarios y gestores que ejerzan su profesión dentro de la provincia". Por imperio de ese precepto y sus concordantes en la mencionada ley local, las atribuciones conferidas por el legislador provincial al Colegio actor se encuentran circunscriptas a las cuestiones referidas al gobierno de la matrícula local y a para desempeñar la actividad de gestores y mandatarios realizada en la provincia, en cuanto éstas se encuentren reguladas por normas de ese orden. Por el contrario, la disposición 128/14 alcanza a los colegiados bajo la Ley provincial 9.798 únicamente cuando tales sujetos realicen trámites ante estas dependencias nacionales reguladas por el decreto-ley 6.582/58 (Registros Seccionales pertenecientes al Registro Nacional de la Propiedad Automotor y de Créditos Prendarios). Nada se le encuentra a la disposición 128/14 -en cuanto obliga a los mandatarios colegiados ante la actora a cumplir con los requisitos establecidos en el Título I, Capítulo XII, del Digesto de Normas Técnico-Registrales del Registro Nacional de la Propiedad del Automotor- que permita afirmar que el Estado Nacional desconoce o invade las potestades provinciales en la regulación de la matrícula local, a poco que se repare que se trata de exigencias adicionales que únicamente deben cumplirse cuando se realicen trámites ante las propias dependencias del estado emisor, reguladas -en uso de facultades constitucionales que no han sido desconocidas- por el Decreto Ley 6.582/58. Esta solución se engarza con la doctrina del Tribunal según la cual las atribuciones o poderes han sido creados para que se ejerciten y desenvuelvan en su respectiva esfera de acción, propendiendo armónicamente a la consecución de los fines de interés público que los originan y fundamentan, sin que nada obste a la convivencia legal y material de los dos principios, rigiendo en sus respectivos campos de acción, sin roces ni conflictos irreparables, que no los hay posibles dentro de la Constitución, como quiera que no se han instituido en ella poderes discrepantes y facultades en discordia, sino al contrario, entidades legales armonizadas en la afinidad suprema de la organización social y del bien público, principio y fin de las instituciones políticas que nos rigen.


    Colegio de Mandatarios y Gestores de la Provincia de Entre Ríos c/ Ministerio de Justicia – Dirección Nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad Automotor y de Créditos Prendarios s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 4840/2014/CS1-CA1, 01 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa


    Transporte interno. Transporte internacional. Condiciones de trabajo. Direcciones provinciales de transporte. Inspección del trabajo. Poder de policía. Comercio interior. Afectación al servicio público. Facultades del gobierno nacional. 


    Ley Nacional de Transporte 12.346, art. 3°; decreto reglamentario 958/92, arts. 1°, 13° y 44°; decreto 660/96; decreto 1399/96, arts. 3°, 6°, 7° y 8°; Ley de Ministerios 22.520, art. 23°; Ley de Régimen Laboral 25.877, art. 29°; Ley 25.212; Ley 10.149; de


    La Corte ha sostenido desde antiguo que, si bien los poderes de las provincias son originarios e indefinidos y los delegados a la Nación definidos y expresos, aquéllos no pueden enervar el ejercicio razonable de estos últimos, sin convertir en ilusorios los propósitos y objetivos de tales facultades, fundadas en la necesidad de procurar eficazmente el bien común de la Nación toda, del que forman parte y participan todas las provincias. La Corte ha expresado que “las provincias pueden, en ejercicio del poder de policía, legislar sobre la seguridad, moralidad e higiene, e incluso el orden y la paz del trabajo y dictar normas para la aplicación jurisdiccional de las leyes comunes”. Tal facultad reconoce como límite los casos en que la Constitución conceda al Congreso, en términos expresos, un poder exclusivo; el ejercicio de idénticos poderes haya sido expresamente prohibido a las provincias, o que exista una directa y absoluta incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas. Entre dichos supuestos, se encuentra el caso, dado el marco de interjurisdiccionalidad en el que se plantea el conflicto, al cuestionarse la actuación fiscalizadora y sancionatoria del Ministerio de Trabajo local respecto del transporte de pasajeros interprovincial, aspecto que determina la existencia de un poder exclusivo reconocido por la Ley Fundamental al Congreso Nacional, tal como lo ha advertido la Corte, al calificar al comercio interprovincial previsto en los incs. 10 y 13 del art. 75 como una limitación expresa a la referida potestad provincial de ejercer el poder de policía de trabajo. La Corte ha adoptado la doctrina que se caracteriza por el enfoque orgánico e integrador del término “comercio”, al concebirlo como el intercambio entre los estados por cualquier clase de sistema, concepción que procura evitar que las actividades económicas interjurisdiccionales puedan ser entorpecidas, complicadas o impedidas por los estados provinciales. El Congreso Nacional reguló sobre la base del art. 75, inc. 13, de la Ley Fundamental, en el que se le reconoce a aquél de manera exclusiva la atribución de “reglar el comercio con las naciones extranjeras y de las provincias entre sí”; ello en concordancia con lo dispuesto en el art. 126 que prohíbe a las provincias “expedir leyes sobre comercio o navegación interior o exterior”. En este sentido, la ley nacional 12.346, prohíbe no sólo la afectación de la referida actividad por las reglamentaciones locales, sino también que las empresas prestadoras queden sujetas a más de una jurisdicción. Cabe recordar, asimismo, que su decreto reglamentario 958/92 prevé como autoridad de aplicación a la Secretaría de Transporte del Ministerio de Economía y Obras Servicios Públicos de la Nación, a la que le asigna la facultad de tomar intervención en la fiscalización y control de los servicios públicos alcanzados por dicha normativa. Ello, a la vez que responsabiliza a la entonces Comisión Nacional del Transporte Automotor por la fiscalización de “las actividades de las empresas operadoras en todos los aspectos, tales como las condiciones psicofísicas del personal de conducción y todo otro aspecto establecido en la normativa vigente”. De su lado, tanto la Ley de Ministerios 22.520 como la Ley de Régimen Laboral 25.877 erigen al Ministerio de Trabajo de la Nación como encargado de entender en el ejercicio del poder de policía laboral como autoridad central y de aplicación del Sistema Integral de Inspección del Trabajo y de la Seguridad Social, y, específicamente, en la elaboración, organización, aplicación y fiscalización del régimen de trabajo del transporte terrestre en todo el territorio nacional. Tanto la normativa aplicable como la jurisprudencia conducen a consagrar un principio rector en la materia, explícitamente incorporado en la parte final del referido art. 3° de la ley 12.346, cual es el de la indivisibilidad de jurisdicción. Tal como lo recordó la Corte con cita de pronunciamientos anteriores, “en nuestro derecho, no se concibe que un servicio público pueda estar sometido a un régimen bi o plurijurisdiccional. Todo servicio público reconoce un titular, pero nada más que uno [ ... ]. El servicio, pues, se halla bajo la inspección y el control de ese Estado o poder concedente con exclusión de toda voluntad extraña o intromisión de otra autoridad soberana”. La actuación fiscalizadora y sancionatoria del Ministerio de Trabajo provincial respecto de los servicios de autotransporte de pasajeros de carácter interprovincial y, por lo tanto, ya sujetos a la autoridad nacional, deviene inconstitucional a la luz de lo dispuesto en el art. 75, inc. 13. Ello es así, toda vez que tal control sobre actividades económicas netamente interjurisdiccionales, altera e interfiere en la normal prestación de ese servicio público. En tales condiciones, el hecho de sumar nuevas verificaciones por fuera de los correspondientes a la autoridad nacional, obstaculiza la actividad comercial que cumple la empresa, afectando así el desenvolvimiento del transporte interprovincial de pasajeros y, en definitiva, el objetivo constitucional de asegurar un régimen que mantenga y consolide la unión nacional.


    Crucero del Norte S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1070/2012/(C-48)/CS1, 09 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Admisión y permanencia de extranjeros


    Expulsión de extranjeros. Facultades de la administración. Libertad de circulación. Principio pro homine. 


    El inciso c, del artículo 29 de la Ley de Migraciones 25.871, establece una causal de impedimento de permanencia para aquellos extranjeros que hayan sido condenados o tengan antecedentes penales, en ambos casos, por alguno de los delitos detallados en el párrafo final de ese inciso, o respecto de aquéllos para los cuales la legislación argentina prevé una pena privativa de la libertad de tres (3) años o más. Esta inteligencia, encuentra sustento en una interpretación integral, razonable, sistemática y armónica de la disposición en examen. En efecto, el legislador, en los incisos f, g y h del artículo 29 adoptó idéntica técnica legislativa, esto es, vinculó siempre los supuestos de "antecedentes" y "condena" con los tipos penales estipulados en cada uno de ellos y les atribuyó la misma consecuencia jurídica. Además, en los aludidos incisos, estableció otros impedimentos de permanencia que se configuran por delitos distintos de los mencionados en el inciso c, tales como promover o facilitar, con fines de lucro, el ingreso, la permanencia o el egreso ilegales de extranjeros en el Territorio Nacional (inciso f), haber presentado documentación material o ideológicamente falsa (inciso g) o haber promovido la prostitución, lucrar con ello, o desarrollar actividades relacionadas con el tráfico o la explotación sexual de personas (inciso h). En este contexto normativo, la interpretación del inciso c no puede implicar que la circunstancia de haber sido condenado por cualquier delito -más allá del tipo específico y la duración de la pena prevista- resulte suficiente para que se configure el impedimento de permanencia en el territorio nacional. Si ello fuera así, los demás incisos del artículo 29, que estipulan impedimentos de permanencia por haber sido condenado por otros delitos, carecerían de sentido pues se encontrarían subsumidos en ese supuesto general. Se trataría de una interpretación de la norma que implicaría inferir que el legislador utilizó una técnica absurda. Según la doctrina de la Corte Suprema, en la tarea interpretativa no corresponde suponer que el legislador haya actuado con inconsecuencia o imprevisión al dictar las leyes, estas deben interpretarse evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el que las concilie y las deje a todas con valor y efecto. Esta interpretación asegura los derechos constitucionales a la libre circulación y residencia en consonancia con el principio pro homine que obliga a preferir, entre diversas interpretaciones posibles, el significado de la norma que resulta más acotado en cuanto al alcance de la facultad administrativa de impedir el ingreso y la permanencia, y que asegura correlativamente una esfera más amplia para el ejercicio de la libertad de circular y residir. La Corte Suprema tiene dicho que, en materia de extranjeros, por amplias que sean las facultades de la administración "su ejercicio no puede ser absoluto ni discrecional. Si ello ocurre, es misión de los jueces acordar a esos derechos la correspondiente tutela". Debe interpretarse el artículo 29, inciso c, de la ley de migraciones, en el sentido de que constituye impedimento de ingreso y permanencia la condena por delito que merezca en la legislación argentina una pena privativa de la libertad de 3 o más años.


    A. L., Pedro Roberto c/ Estado Nacional - DNM - Disp. 2560/11 (exp. 39845/09) s/ Recurso directo para juzgados


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 46527/2011/CA1-CS1, 09 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Prohibición de ingresos de extranjeros. Revisión judicial de actos administrativos. Debido proceso administrativo. Defensa en juicio. Falta de patrocinio letrado. Desproporcionalidad de la pena. Derecho a la reagrupación familiar. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 38158/2013/2/RH1,"Peralta Valiente, Mario Raúl c/ EN -M Interior - DNM s/ Recurso Directo DNM".


    En el precedente citado se puntualizó que por las singulares características de los derechos fundamentales en juego, la interpretación del alcance de los requisitos de la habilitación de la instancia judicial para revisar la legalidad y la razonabilidad de actos administrativos en materia migratoria debe partir de la adecuada ponderación de las exigencias particulares que imponen las garantías constitucionales de debido proceso y protección judicial en este ámbito al realizar el control de dichos actos el juez debe verificar con especial cuidado si la autoridad migratoria ha dado estricto cumplimiento a las garantías mínimas de debido proceso. Se destacó que en procedimientos que puedan desembocar en la expulsión o deportación de extranjeros deben reforzarse ciertas garantías básicas de defensa en juicio como consecuencia del desequilibrio procesal en el que se encuentra el migrante ante la autoridad migratoria para desarrollar una defensa adecuada de sus intereses. En aquel caso, se habían vulnerado el derecho a ser oído y la garantía de defensa en juicio, en particular, la provisión por parte del Estado de la asistencia jurídica gratuita prevista normativamente, lo que comprendía la notificación fehaciente de ese derecho. Luego, se aclaró que la solución propiciada en favor de la habilitación de instancia judicial se ajustaba a los lineamientos determinados por la Corte Suprema en el citado precedente "Gorordo" pues no había existido desidia, desinterés o negligencia, sino que la omisión de la interposición del recurso se había debido a la falta de acceso a las garantías mínimas. Tampoco habían sido debidamente ponderados en sede administrativa y judicial los derechos constitucionales que resultaban afectados por la decisión de expulsión. En la presente causa, la administración no ha respetado las garantías mínimas de defensa en juicio y debido proceso, analizadas en el marco del mencionado dictamen, lo que no fue advertido en la sentencia apelada que confirmó la falta de habilitación de instancia y restringió la revisión judicial del acto. De las actuaciones no surge que la demandada le hubiese proporcionado al actor la asistencia letrada debida, o al menos anoticiado su derecho a contar con esa asistencia de forma gratuita con anterioridad al dictado de la Disposición que denegó la solicitud de residencia en el país del recurrente, declaró irregular su permanencia, ordenó su expulsión, prohibió su reingreso por el término de ocho años y resolvió que se tramite su retención una vez agotada la vía administrativa, firme y consentida la medida. Las violaciones al debido proceso cometidas en sede administrativa y la decisión del a quo de no habilitar la revisión judicial de lo allí actuado redundaron en la falta de tratamiento de un planteo jurídico relevante, que ameritaba la apertura de la vía. La ausencia de asistencia jurídica efectiva y oportuna implicó que el recurrente quedara expuesto a una situación de indefensión que la ley especial trata de evitar en una materia tan delicada como la migratoria en función de los derechos fundamentales comprometidos, entre ellos, el derecho a la unidad familiar alegado por el accionante. La sentencia en crisis vulneró derechos enunciados en normas federales al confirmar la decisión que declaró no habilitada la instancia judicial sin tener en cuenta la importancia de los derechos en juego y sin verificar el cumplimiento de las mencionadas garantías mínimas.


    Melo, Eda Beatriz c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - DNM - Resol 1236/11 - DNM (Expte. 620204/08) s/ Recurso directo para juzgados


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 236/2012/1/RH1, 27 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Adquisición del dominio


    Prescripción veinteñal. Actos posesorios. Desafectación de bienes. Afectación al servicio público. Bienes públicos del Estado. 


    Los bienes que pertenecen al dominio público del Estado Nacional pueden cambiar su condición jurídica a través de la desafectación. Desafectar un bien significa sustraerlo de su destino al uso público, haciéndolo salir del dominio público para ingresar al dominio privado, sea del Estado o de los administrados. El principio consiste en que los bienes desafectados ingresan al dominio privado del Estado; la excepción consiste en que dichos bienes ingresen al dominio privado de los administrados. En este sentido, se ha establecido que la desafectación es la “decisión del Estado adoptada por sus autoridades competentes, en el sentido de alterar el destino de la cosa”, agregando que "de ordinario tal determinación corresponde al Poder Legislativo del Estado, pero se ha considerado que también hay desafectación cuando en virtud de una declaración del poder administrador o de otro acto suyo resulta indudable que la cosa ha dejado de servir directamente al uso o goce público, al cual hasta el momento se encontraba destinada. La Corte ha manifestado que la propiedad pública termina por la desafectación y tal desafectación produce el efecto general de cambiar la condición jurídica del bien, que se torna a partir de ella enajenable, prescriptible, embargable y regido, no ya por las disposiciones del derecho administrativo relativas a la policía de los caminos y de las calles, sino por el derecho civil, a cuyo campo de acción ha ingresado, como consecuencia de aquélla. La necesidad de una evidencia absoluta de la desafectación ha sido reconocida por la Corte. La desafectación puede ser formal o tácita, aunque vale destacar que los actos o hechos que la produzcan deben ser indudables y manifestarse por constancias inequívocas de las que se desprenda una certeza irrefutable de aquélla. Por otra parte, los hechos de los particulares, por sí solos, no son hábiles para operar la desafectación de los bienes públicos, pues requieren inexcusablemente del asentimiento indubitable de la autoridad competente. De lo expuesto se desprende que el predio en cuestión pertenece al dominio público del estado nacional, cuya administración y explotación corresponde a la ADIF S.E. por ser parte de la infraestructura ferroviaria afectada a la prestación de un servicio público y por encontrarse en zona de vía. Ello es así, pues aun si se entendiera que el bien ha sido desafectado, en virtud de lo dispuesto por el art. 1°, inc. A), de la ley 26.352 (según la modificación introducida por el art. 16 del decreto 1382/12), la administración de los bienes inmuebles que se desafecten de la explotación ferroviaria debe quedar a cargo de la AAVEE, organismo descentralizado que funciona en el ámbito de la jefatura de gabinete de ministros. En este orden de ideas, los bienes de dominio público que integran el patrimonio del estado nacional por estar fuera del comercio de derecho privado y por ser imprescriptibles, no pueden ser objeto de una prescripción adquisitiva, ni siquiera pueden ser objeto de una posesión útil por parte de terceros. Los particulares, en ningún caso, pueden adquirir por prescripción la "propiedad" de bienes dominiales, lo contrario atentaría contra principios vigentes en derecho administrativo.


    Carranza, Amanda Marta c/ Ferrocarriles Argentinos -Estado Nacional- ADIF S.E. s/ Acciones reales reivindicatoria - confesoria - posesoria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 12087410/2011/CS1, 06 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    AFIP


    Acto administrativo. Disposiciones (administrativo). Agente fiscal. Condiciones de trabajo. Remuneración. Actos de los poderes públicos. Ley federal. Sentencia arbitraria. Derivación razonada del derecho vigente. Apartamiento de la doctrina de la corte. Interpretación del derecho vigente. Ius variandi. 


    No existen elementos para determinar que las disposiciones de la AFIP impugnadas fueran emitidas por el ente público en exceso o realizando un ejercicio irrazonable de sus facultades. La Corte Suprema ha establecido que, en aras de lograr el buen servicio, debe reconocerse a la administración una razonable amplitud de criterio en el ejercicio de sus facultades discrecionales, sin que las decisiones atinentes a la política administrativa constituyan una materia justiciable, en tanto y en cuanto las medidas adoptadas no impliquen respecto de los agentes una descalificación o una medida disciplinaria. Asimismo, la Corte ha dicho que es de la esencia de la relación de empleo público la potestad del empleador de variar las funciones encomendadas en razón de la concreta necesidad del servicio, siempre que tales modificaciones sean impuestas de modo razonable y no signifiquen la asignación de tareas impropias de la posición escalafonaria que corresponde al agente. Si bien el principio del ius variandi permite al empleador introducir modificaciones en la forma y la modalidad de la prestación del trabajador, ello no debe importar un ejercicio irrazonable de tal facultad que ocasione un perjuicio moral o material al agente. Las disposiciones 327/14 y 328/14 lucen razonables a la luz de los fines públicos que buscan obtener. Es indudable la competencia que tiene el ente recaudador para reglamentar y estructurar lo atinente a la organización y distribución del trabajo en pos de lograr una gestión eficiente de las ejecuciones fiscales. La disposición 327/14 que decidió modificar, con carácter general, la organización del actual sistema de cobro judicial, y la reubicación de los actores en un grupo escalafonario superior, constituye una medida de alcance general que guarda adecuada relación con la necesidad de ampliar y reorganizar las tareas encomendadas al cuerpo de abogados del organismo, para cumplir de manera eficaz la recaudación de las rentas que conforman el Tesoro Nacional a través del cobro coactivo. Esto permite descartar, a su vez, que las decisiones adoptadas hayan implicado la aplicación de una medida disciplinaria encubierta, ya que responden a un fin público y alcanzan a todos los agentes judiciales de la AFIP por igual. Las normas en cuestión no alteran aspectos esenciales en la modalidad de trabajo. El Convenio Colectivo de Trabajo que rige en la especie, dispone idéntica jornada laboral para todos los trabajadores de la AFIP. De manera excepcional, prevé jornadas especiales y/o reducidas de trabajo. Los accionantes debían indicar cuál era la norma reglamentaria que exceptuaba de cumplir con el horario general estipulado para todos los empleados. Resulta insuficiente para acreditar ese extremo la alusión a las testimoniales brindadas por otro agente fiscal y por una ex empleada de la AFIP. Tampoco puede verse como una modificación esencial que los accionantes, a partir de la nueva categoría administrativa, deban cumplir dicha jornada en la agencia fiscal a la que pertenecen, pues los trabajadores de la AFIP deben estar dispuestos a prestar servicios en el destino que al momento del ingreso fije la AFIP dentro de sus dependencias, sitas en todo el territorio nacional y, a su vez, esa prestación debe realizarse "personalmente, encuadrando su cumplimiento en principios de eficiencia, eficacia e idoneidad laboral en las condiciones y modalidades que resultan del presente Convenio y en las que pudiera determinar la AFIP, en ejercicio de sus facultades”. No se encuentra probado que los cambios instrumentados mediante las normas impugnadas impliquen la asignación de tareas impropias de la posición escalafonaria de los agentes, pues mantienen sus funciones jurídicas, orientadas principalmente al cobro de acreencias fiscales. Tampoco se halla acreditado el perjuicio material o moral ocasionado a los trabajadores. Por un lado, los apelantes no han indicado de manera precisa cuál es la magnitud del perjuicio patrimonial que argumentan haber sufrido a partir de las disposiciones. La inclusión de los empleados administrativos en el reparto de las sumas que exceden el límite del honorario propio no es suficiente para inferir la disminución del salario de los accionantes por esa mera circunstancia. En efecto, su recategorización trajo aparejado un incremento en su remuneración y la disposición AFIP 328/14 aumentó el tope que el letrado puede apropiar en concepto de honorario propio. La distribución y percepción de honorarios judiciales provenientes de los juicios de ejecución fiscal se halla sujeta a la reglamentación de la AFIP, dado que estos no le pertenecen a los profesionales que trabajan para el Fisco Nacional, sin perjuicio del derecho a percibir un estímulo consistente en la participación. Los agentes que representan al Estado Nacional en un proceso judicial no ejercen su actividad en función de un contrato de derecho privado, sino en virtud de una relación de empleo público que los une con el organismo, siendo que el cumplimiento de la función pública es remunerado con un sueldo previsto como erogación en el presupuesto, por lo que no son acreedores a honorarios por el servicio que prestan en el desempeño de su cargo. Por otro lado, no se advierte perjuicio moral alguno ni que las disposiciones bajo análisis hayan menoscabado el derecho de los actores de conservar su empleo y el nivel alcanzado en el escalafón administrativo. No existen elementos suficientes para declarar la invalidez de las disposiciones 327/14 y 328/14 cuestionadas, toda vez que no se ha acreditado que constituyan un ejercicio irrazonable de las facultades de organización propias del ente recaudador o una medida disciplinaria encubierta, ni que alteren las modalidades esenciales del contrato, ni que generen graves perjuicios materiales, morales o en la carrera administrativa de los agentes alcanzados por ellas. Ello es así, máxime tras valorar su alcance general y los fines públicos que persiguen.


    Vieiro, Ana María y otros c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Juicio sumarísimo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 69267/2014/3/RH2, 29 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Restitución de sumas de dinero. Patrimonio. Derecho de propiedad. Medidas cautelares. Efectos del acto jurídico. Excepción de prescripción. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    La Corte tiene dicho que si bien las cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal resultan por regla ajenas a la vía excepcional del Art. 14 de la Ley 48, corresponde hacer excepción a tal principio cuando la sentencia recurrida no constituye una derivación razonada del derecho vigente, verificándose un menoscabo de las garantías consagradas en los Arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. Tal criterio resulta aplicable al caso, pues al decidir como lo hizo, el a quo omitió hacerse cargo de la índole provisoria que regularmente reviste toda medida precautoria, otorgándole efectos definitivos que desnaturalizan aquella provisionalidad, con riesgo de frustrar el derecho de la AFIP que surge de la sentencia recaída en la causa "Murgier". En el pronunciamiento dictado en dicha causa, la Corte puso fin al pleito al desestimar la pretensión de la actora de percibir sus honorarios sin las detracciones establecidas en la disposición cuestionada. Sin embargo, los alcances de esa sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada han resultado, en los hechos, desconocidos por la resolución apelada. En ésta, en efecto, se considera como definitivamente consolidado en el patrimonio del aquí demandado todo lo que éste percibió en su oportunidad al amparo de la medida cautelar concedida en el marco de la causa "Murgier", cuyo objeto coincidía con el de la demanda que fue rechazada, lo cual encierra una violación de los derechos de propiedad y de defensa en juicio de la AFIP. Por el contrario, no corresponde hacer excepción al principio citado respecto de la excepción de prescripción reiterada por la demandada en la contestación del recurso extraordinario, toda vez que la decisión cuestionada cuenta con fundamentos no federales suficientes que impiden su descalificación como acto judicial, cualquiera sea su acierto o error.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Giangreco, Alejandro Oscar s/ Reclamos varios


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 42015404/2010/1/RH1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Aplicación de la ley


    Suspensión parcial de la ley. Ley de abastecimiento. Gas oil. Ley de emergencia. Delegación legislativa. Ley vigente. Prórroga legal. 


    Precedente “Jalife”. Decretos 2284/1991 y 722/1999. Leyes 25.596 y 25.561.


    Tal como lo señaló la Corte Suprema en el precedente de la referencia, mediante el decreto 2284/1991 el Poder Ejecutivo “se autolimitó al suspender, en principio, el ejercicio de las facultades otorgadas por la citada ley de abastecimiento”, exceptuando expresamente de aquella suspensión a las facultades conferidas por el artículo 2, inciso c. En cuanto a las demás facultades otorgadas por la ley 20.680, solamente pueden ser reestablecidas previa declaración de emergencia de abastecimiento por el Congreso Nacional, ya sea a nivel general, sectorial o regional. En línea con esa previsión, el Poder Ejecutivo dictó el decreto 722/1999 en uso de las atribuciones otorgadas por el artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacional. Este decreto, en su artículo 1, declaró que “el estado de emergencia de abastecimiento a nivel general de conformidad con las previsiones del artículo 4° del Decreto 2284/1991, ratificado por la Ley N° 24.307 restableciéndose el ejercicio de las facultades otorgadas por la Ley N° 20.680 y sus modificatorias”. Específicamente respecto del gas oil, al tiempo del dictado de la resolución 25/2006 subsistía la emergencia de abastecimiento de este hidrocarburo en todo el país, que había sido dispuesta por el Congreso Nacional en el año 2002 por medio de la ley 25.596. La emergencia sectorial de gas oil que sirvió de base para la resolución se dictó en el marco de una emergencia pública de carácter general. A través de la Ley de Emergencia Pública y de Reforma del Régimen Cambiario 25.561 el Congreso Nacional declaró la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria. Esa ley de emergencia delegó en el Poder Ejecutivo Nacional la facultad de regular los precios de insumos, bienes y servicios críticos “a fin de proteger los derechos de los usuarios y consumidores, de la eventual distorsión de los mercados o de acciones de naturaleza monopólica u oligopólica”. La validez de la resolución 25/2006 tampoco se ve afectada por la aplicación de la disposición transitoria octava de la Constitución Nacional. La ley 25.148 ratificó en el Poder Ejecutivo, por el plazo de tres años y con arreglo a las bases oportunamente fijadas por el Poder Legislativo, la totalidad de la delegación legislativa sobre materias determinadas de administración o situaciones de emergencia pública, dictadas con anterioridad a la reforma constitucional de 1994, cuyo objeto no se hubiese agotado por su cumplimiento. Idéntica ratificación, se realizó mediante las leyes 25.645, 25.918, 26.135, y 26.519. Por tanto, las facultades delegadas por la Ley de Abastecimiento se encontraban vigentes al tiempo del dictado del acto administrativo cuestionado.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Estado Nacional -Secretaría de Comercio Interior- Resol 25/06 y 54/06 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 252/2007/CS1, 25 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 252/2007/CS1, “Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Estado Nacional -Secretaría de Comercio Interior- Resol 25/06 y 54/06 s/ Proceso de conocimiento.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Estado Nacional -Secretaría de Comercio Interior- Resol 25/06 y 54/06 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 252/2007/1/RH1, 25 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Asignaciones familiares


    Asignación por hijo. Asignación por ayuda escolar. Discriminación. Discriminación de la mujer. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Omisión de considerar cuestión propuesta. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha manifestado, que "la exigencia de transitar exhaustivamente las instancias ordinarias y extraordinarias provinciales como recaudo de admisibilidad del remedio federal, tiene como presupuesto el reconocimiento ineludible de la aptitud jurisdiccional de los tribunales de todo el país para considerar y aplicar en su integridad la totalidad del orden jurídico del Estado, en cuya cúspide se encuentra la Constitución Nacional" y que "el respeto cabal del régimen federal de gobierno y de la zona de reserva jurisdiccional de las provincias, impone, por un lado, reconocer a los magistrados de todas las instancias el carácter de irrenunciables custodios de los derechos y garantías de la Constitución Nacional; y, por el otro, exige colocar la intervención apelada de la Corte en el quicio que ella le ha asignado: ser su intérprete y salvaguarda final".


    Vázquez, Miriam c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Santa Cruz s/ Demanda Contecioso Administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1128/2016/RH1, 29 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Contratos administrativos


    Empleo público. Agentes de la administración pública. Honorarios. Derechos adquiridos. 


    Agentes fiscales a cargo de ejecuciones fiscales. Reorganización operativa de las jurisdicciones. Inexistencia de afectación del derecho a participar en el cobro de los honorarios. Ausencia de vulneración de derechos adquiridos. Remisión al fallo de la ca


    Si bien el actor tiene derecho a gozar de un complemento retributivo proveniente del fondo formado por los honorarios cobrados a los particulares en los juicios en los que participa, de allí no se deriva que goce de una suerte de "copropiedad" de ese fondo que permita sostener la existencia de un derecho adquirido sobre los honorarios. Esta situación tampoco puede llevar a desconocer la competencia que tiene el ente recaudador para reglamentar y estructurar lo atinente a la organización administrativa y distribución del trabajo en pos de lograr una gestión eficiente de las ejecuciones fiscales.


    Dionizio, Vicente c/ AFIP s/ Sumarísimo


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 22086821/2010/CS1, 07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Juicios contra el Estado. Acción de clases. Tarifa de gas. Inconstitucionalidad. Resolución administrativa. Juez previniente. 


    Resoluciones 226/14 de la Secretaría de Energía de la Nación y 2843/14 del ENARGAS.


    Este Ministerio Público sostuvo que aun cuando las pretensiones resultaran similares, no podía considerarse que ambos casos comprendían al mismo colectivo con intereses individuales homogéneos, pues se trataba de usuarios del servicio de distribución de gas natural prestado por distintas licenciatarias que operaban en diferentes áreas geográficas, diversidad que podría implicar que los factores que influían en el consumo del fluido (fundamentalmente, las condiciones climáticas) no fueran equiparables en ambas zonas del país. En esa oportunidad se tuvo en cuenta, además, que cuando la Corte señaló, en la causa “CSJ 4878/2014/CS1, Recurso por salto de instancia García, José y otros c/ PEN y otros s/ Amparo Ley 16.986”, la necesidad de unificar el trámite de los procesos colectivos en el tribunal que hubiera prevenido en la materia, se refirió a aquellos en los que se planteaba la inconstitucionalidad de la resolución 226/14 de la Secretaría de Energía y de la resolución 2844/14 del ENARGAS, y así lo hizo saber a las cámaras en cuyas jurisdicciones tramitaban tales actuaciones, sin alcanzar a los procesos colectivos en los que se cuestionaban las resoluciones del ENARGAS por las que se fijaron los nuevos cuadros tarifarios de otras licenciatarias del servicio de distribución de gas natural. En el caso, la Oficina Municipal de Información al Consumidor de la Municipalidad de Daireaux (Provincia de Buenos Aires), en representación de los clientes y usuarios de Camuzzi Gas Pampeana S.A. en dicho distrito, demanda al Estado Nacional, al Ente Nacional de Regulación del Gas (ENARGAS) y a la mencionada distribuidora del servicio de gas natural por redes en aquel municipio a fin de obtener que se declare la inconstitucionalidad de las resoluciones 226/14 de la Secretaría de Energía de la Nación y 2843/14 del ENARGAS, que impusieron un esquema de racionalización del servicio público de gas por redes en el distrito de Daireaux a partir del 1° de abril de 2014 y dispusieron aumentos en los cuadros tarifarios para la categoría de clientes residenciales. Por su parte, en la causa en la que previno el Juzgado Federal de Mendoza (expte. FMZ 9282/2014, "Protectora Asociación Defensa del Consumidor c/ ENARGAS y otros s/ Amparo colectivo"), que fue tenida en cuenta por la Cámara Federal de Bahía Blanca para asignarle competencia para entender en las presentes actuaciones, la jueza interviniente tomó en consideración la situación climática de la Provincia de Mendoza según se planteó en la demanda, y evaluó la actuación y situación de emergencia económica invocada por Distribuidora de Gas Cuyana S.A. de acuerdo con lo que surgía de los considerandos de la resolución 2847/14 del ENARGAS. Asimismo, del Registro Público de procesos colectivos del Tribunal se desprende que la clase comprendida en esa demanda es la de usuarios del servicio de gas de la Provincia de Mendoza. De acuerdo con lo expuesto, resulta que el colectivo representado en la causa “Protectora Asociación Defensa del Consumidor” no es coincidente con el que es abarcado en las presentes actuaciones, pues mientras en aquélla se trata de usuarios del servicio de distribución de gas natural de la Provincia de Mendoza prestado por Distribuidora de Gas Cuyana S.A., en ésta son usuarios y clientes de Camuzzi Gas Pampeana S.A. que habitan en el Partido de Daireaux, cuyos respectivos cuadros tarifarios fueron fijados por diferentes resoluciones dictadas por el ENARGAS (resoluciones 2847/14 y 2844/14 - y no 2843/14 como se menciona en la demanda-, respectivamente). Tales circunstancias, sumadas a la diversidad de climas entre ambas zonas geográficas -con su indudable repercusión en el consumo de gas- dificultan la tramitación y resolución unificada de este proceso con el que se encuentra radicado en la justicia federal de Mendoza, al tiempo que alejan el riesgo de que existan sentencias contradictorias respecto de un mismo colectivo. En tales condiciones, el conocimiento de la presente causa no debe ser asignada al Juzgado Federal de Mendoza, sino al tribunal que hubiera prevenido en la materia respecto del colectivo involucrado en este proceso (usuarios del servicio de distribución de gas natural por redes prestado por Camuzzi Gas Pampeana S.A.), el cual es el Juzgado Federal de Necochea por ser aquel ante el cual se inició la primera demanda de carácter colectivo dirigida contra la mencionada empresa distribuidora de gas natural en la que se impugna la resolución 2844/14.


    OMIC del Distrito de Daireaux c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 9982/2014/CS2, 13 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Ejecución de sentencia


    Beneficios previsionales. Intereses. Errores en la liquidación. Impuesto a las ganancias. Gravamen irreparable. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Periodicidad. Teoría clásica de la renta. Ley 20.628. Ley 11.682. Remisión al fallo de la causa D. 1148, L. XLII, "De Lorenzo, Amelia Beatriz (T.F. 21.504-I) c/ DGI” y a Fallos: 182:417.


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible, toda vez que la decisión apelada, aun cuando fue dictada en el trámite de ejecución de sentencia, reviste el carácter de definitiva, por cuanto los agravios que se invocan son insusceptibles de reparación ulterior. Dicho extremo se verifica en autos, toda vez que la consecuencia de rechazar el recurso implica dejar firme que los importes que debe percibir el actor en concepto de diferencias por haberes previsionales mal liquidados no están gravados, o están parcialmente exentos, en el impuesto a las ganancias. Por lo demás, se encuentra en juego la inteligencia de normas de carácter federal y el pronunciamiento del superior tribunal de la causa ha sido contrario al derecho que el apelante funda en ella. En tales condiciones, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de las partes o de la alzada sino que le incumbe realizar una declaración sobre los puntos controvertidos según la interpretación que rectamente les otorgue. Un orden jurídicamente lógico impone examinar, en primer término, si las diferencias por haberes previsionales mal liquidados se encuentran sujetas al impuesto a las ganancias o, por el contrario y como lo sostuvo la Cámara, no constituyen un hecho imponible alcanzado por el gravamen. En este punto, no es ocioso recordar que el art. 2 de la Ley 20.628 establece: "A los efectos de esta ley son ganancias, sin perjuicio de lo dispuesto especialmente en cada categoría y aun cuando no se indiquen en ellas: 1) los rendimientos, rentas o enriquecimientos susceptibles de una periodicidad que implique la permanencia de la fuente que los produce y su habilitación”. Al interpretar una disposición similar contenida en el art. 1 de la Ley 11.682, el Tribunal señaló que si bien los réditos o rentas no presentan en sí mismos rasgos distintivos, existen signos o caracteres objetivos tales como la periodicidad, la permanencia de la fuente que los produce y su habilitación que permiten reconocerlos con relativa seguridad. La idea de periodicidad está claramente expresada, pues el tributo recae sobre una entrada que persiste o es susceptible de persistir. Así el fruto que produce el árbol o la cosecha que da la tierra, el arrendamiento, el salario o el interés de un capital. Esa periodicidad del rédito, precisó aún más la Corte, induce la existencia de una fuente relativamente permanente que subsiste después de producirlo, la cual se debe también "mantener y conservar”, pues sólo haciéndolo así se podrán "mantener y conservar" los réditos como lo requiere la definición de la ley. Ello es así porque, para configurar el gravamen sobre las personas físicas, nuestro legislador hizo suya la denominada "teoría de la fuente", "teoría clásica de la renta" o "renta-producto", que la ley adopta durante los períodos de este juicio para las personas físicas y sucesiones indivisas, tal como lo señaló la Corte en la causa D. 1148, L. XLII, "De Lorenzo, Amelia Beatriz (T.F. 21.504-I) c/ DGI”. Los importes que debe percibir el actor en concepto de diferencias por haberes previsionales mal liquidados son susceptibles de ser encuadrados sin dificultad dentro de los cánones de la Ley 20.628 reseñados. A ello resta agregar que la configuración del gravamen decidida por el legislador involucra una cuestión ajena a la órbita del Poder Judicial, a quien no compete considerar la bondad de un sistema fiscal para buscar los tributos que requiere el erario público y decidir si uno es más conveniente que otro, sino que sólo le corresponde declarar si repugna o no a los principios y garantías contenidos en la Constitución Nacional. Por el contrario, no se encuentran alcanzados por el hecho imponible del impuesto a las ganancias los intereses percibidos por el actor como consecuencia de la falta de pago en término de una parte de sus haberes previsionales. No puede aseverarse que esos intereses sean "susceptibles de una periodicidad que implique la permanencia de la fuente que los produce", en los términos exigidos por el art. 2°, pta. 1), de la Ley 20.628, pues no hay elemento alguno que permita sostener que ellos provienen de una actividad regular del contribuyente ni tampoco que la fuente que los ha producido permanecerá en el tiempo, toda vez que se cancelaron las diferencias previsionales adeudadas y con ello se extingue el derecho al cobro de dichos intereses. Ello nítidamente diferencia a los intereses bajo estudio -originados por el incumplimiento del Estado en abonar las prestaciones previsionales debidas tempestivamente- del fruto que produce el árbol, de la cosecha que da la tierra, del arrendamiento, del salario o del interés por la colocación de un capital, citados por la Corte en Fallos: 182:417 como ejemplos típicos de renta gravada que "mantiene y conserva" a su fuente productora, y los deja fuera del objeto del tributo regulado por el art. 2°, pta. 1), de la Ley 20.628 para las personas físicas como el actor.


    Rizzi Hausser, Jorge c/ ANSES s/ Reajustes varios


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 43748/2006/1/RH1, 16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal


    Hospitales públicos. Asistencia médica. Cuestiones de competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa G. 2462, L. XLI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de"; y al dictamen de la causa G. 57, L. XLVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1691/2017/29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Empleo público


    Nulidad del despido. Derecho público. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, asi como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. La resolución del presente planteo requiere desentrañar la naturaleza del vínculo que une a la actora con el Estado y su eventual encuadramiento en el régimen de empleo público. Al ser ello así, el fuero federal en lo contencioso administrativo es el competente para conocer en autos, dado que para resolver la controversia se deberán aplicar normas y principios propios del derecho público, donde resulta clara la relevancia que los aspectos privativos del derecho administrativo asumen para su solución, circunstancias que permiten considerar al sub lite como una causa contencioso administrativa, en los términos del art. 45, inc. a) de la Ley 13.998.


    Corrado, Humberto Federico c/ Estado Nacional - Sociedad de Estado Casa de Moneda s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 38106/2014/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Expropiación


    Juicios contra el Estado. Adquisición del dominio. Prescripción adquisitiva. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Inadmisibilidad del recurso. 


    Los recursos extraordinarios deducidos resultan formalmente inadmisibles dado que no se encuentra configurada una cuestión federal típica. Los agravios esgrimidos requieren determinar si el bien objeto de la presente controversia pertenece al dominio público o privado del Estado Nacional, así como también evaluar si la actora ha cumplido las condiciones establecidas en el Código Civil para adquirir el dominio del inmueble que reclama mediante el instituto de la prescripción. Tales aspectos remiten a la aplicación e interpretación de normas de derecho común y al examen de cuestiones de hecho y prueba, los cuales resultan ajenos a la instancia extraordinaria. Dado que los planteos formulados por los recurrentes con sustento en la arbitrariedad de la sentencia han adquirido firmeza, no pueden ser objeto de examen por vía de recurso extraordinario, toda vez que los interesados no dedujeron la pertinente queja ante la resolución que denegó los recursos con relación a dichos aspectos.


    Wolynchuk, Elena Maria c/ Estado Nacional y otros s/ Civil y Comercial - Varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 12085873/2008/CS1, 07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Juicio ordinario


    Acciones de clase. Intereses homogéneos. Legitimación activa. 


    Precedente “Abarca”.


    En la causa "Abarca", la Corte Suprema consideró relevante a fin de resolver sobre la legitimación, que el juez de primera instancia identifique en forma precisa el colectivo involucrado en el caso, evalúe la eventual idoneidad del representante y establezca el procedimiento para garantizar la adecuada notificación de todos aquellos que pudieran tener un interés en el resultado del litigio. Además, agregó que el juez debía considerar si estaban involucrados "intereses individuales homogéneos”, exigencia que requiere examinar si su tutela mediante procedimientos individuales comprometería seriamente el acceso a la justicia. En esas actuaciones, la Procuración General señaló que en el ámbito de los procesos colectivos, las facultades del juez para organizar -incluso subsanando omisiones de las partes- se acrecientan a fin de asegurar que el proceso sea una herramienta eficaz de acceso a la justicia que, a la vez, resguarde el principio del debido proceso.


    Ríos, Sergio Fabián c/ Industrial and Commercial Bank of China (Argentina) S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 28892/2013/1/RH1, 06 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado


    Juicios en que es parte una provincia. Impugnación del acto administrativo. Gravamen actual. Pronunciamiento inoficioso. 


    La pretensión anulatoria esgrimida por el Estado Nacional carece de objeto actual, toda vez que más allá de los genéricos y eventuales agravios que menciona en su libelo de inicio, no detalla qué perjuicio en concreto le irroga el decreto impugnado al día de hoy, ni cuáles son, específicamente, los daños que su dictado le ha causado con anterioridad, máxime cuando, por otra parte, reconoce que la AFIP ha constatado que la empresa en cuestión nunca ha producido ni posee maquinarias para hacer film de polietileno y/o polipropileno, ya que desde que comenzó la producción se ha dedicado al rubro textil, agregando que la empresa no poseía maquinarias, personal ni inversiones afectadas a la producción de derivados de plástico. En efecto, y dicho en otras palabras, al reconocer la Nación que la actora no fabricó ni fabrica tales productos, no se advierte cómo pudo haber gozado de alguno de los beneficios de los arts. 4°, 7° y cc. de la ley 19.640 durante la vigencia de su promoción ni pretender gozar de ellos con posterioridad a su fenecimiento. Resulta aplicable la clara doctrina de la Corte que postula que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, y que, si lo demandado carece de objeto actual, su decisión es inoficiosa, puesto que la desaparición de los requisitos jurisdiccionales que habilitan su actuación importa la de poder juzgar, circunstancia comprobable aun de oficio.


    Estado Nacional (Ministerio de Economía y Finanzas Públicas) c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Impugnación de acto administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 63/2012/(48-E)/CS1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Blandino, Victorina c/ Banco Nación Argentina s/ Amparo por mora


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 27700/2017/1/RH1, 13 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Nulidad del acto administrativo


    Acción de lesividad. Defectos del procedimiento. Nulidad absoluta. Admisibilidad del recurso. 


    Ley 24.938 y decreto reglamentario 1.074/98.


    La falta de declaración de lesividad del acto por parte del Estado Nacional, no es óbice para la admisión de esta acción, en tanto el Estado Nacional no solicita la declaración de nulidad de un acto por él emanado sino de uno emitido por un estado local. Despejado lo anterior, asiste razón a la actora en cuanto sostiene que no se han cumplido los requisitos exigidos por el régimen de promoción nacional para el dictado del decreto provincial 2.182/3. De acuerdo con lo definido por el art. 4° del decreto 494/97, la única autoridad competente para realizar la evaluación técnica de los proyectos que pretendían acceder al régimen de promoción era el Estado Nacional -en este caso, por medio de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación, dependiente del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos-, la que era la responsable de establecer el carácter no industrial de los proyectos presentados. En el sub judice, no se ha dado cumplimiento oportuno de ese recaudo, ya que no sólo no hay constancia alguna de la requerida evaluación técnica por parte de la citada dependencia nacional sino que, por el contrario, ha sido un organismo provincial -la Secretaría de Agricultura y Ganadería- quien ha tomado a su cargo tal intervención. Por otra parte, de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 4°, 8° y 10° del decreto 494/97, el Estado Nacional se reservó la facultad de intervenir en el procedimiento de aprobación de los proyectos promocionados, determinando su carácter de "no industrial", sin perjuicio de que luego fueran las provincias las que debían dictar los actos administrativos correspondientes. En virtud de tales razones, se encuentra configurado un vicio en el procedimiento que, por su entidad, determina la nulidad absoluta e insanable del decreto 2.182/3 de la Provincia de Tucumán.


    Estado Nacional c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción de lesividad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 102/2011/(47-E)/CS1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Legitimación procesal. Interés concreto. Vicio de incompetencia. Nulidad absoluta. Admisibilidad del recurso. 


    El Estado Nacional tiene un interés concreto y actual en obtener la declaración de nulidad de la resolución local aquí en debate pues, tal conducta encuentra "suficiente justificación en la necesidad de restablecer sin dilaciones el imperio de la juridicidad comprometida por la existencia de un acto afectado de nulidad absoluta y que, por esa razón, no posee la estabilidad propia de los actos regulares ni puede generar válidamente derechos subjetivos de los particulares frente al orden público interesado en la vigencia de la legalidad" y en las consecuencias que podrían generarse de mantenerse incólume el acto atacado. La necesidad de restablecer sin dilaciones el imperio de la juridicidad resulta suficiente para poner en evidencia el interés actual del Estado Nacional en obtener la declaración de nulidad que aquí persigue y, a la vez, sirve de fundamento para desechar el carácter abstracto que se le pretende endilgar a la cuestión planteada. En efecto, la controversia aquí planteada se ciñe a dilucidar si, la Provincia de San Juan se extralimitó en las facultades otorgadas y, por lo tanto, dictó la resolución local sin competencia para ello. En tal sentido, los textos normativos no deben ser considerados a los efectos de establecer su sentido y alcance de manera aislada, sino correlacionándolos con los que disciplinan la misma materia, como un todo coherente y armónico, como partes de una estructura sistemática considerada en su conjunto y teniendo en cuenta la finalidad perseguida por aquéllos. A la luz de esa directriz, los beneficios promocionales fueron asignados por la Provincia de San Juan al proyecto industrial de la Sociedad Anónima al amparo de las leyes 22.021 y 22.973 y ello se hizo en el marco del régimen de sustitución establecido por su similar 23.658 y normas complementarias. En la última ley, promulgada el 30 de diciembre de 1988, se suspendió el otorgamiento de nuevos beneficios de carácter promocional contenidos en las leyes nacionales 21.608, 22.02.1, 22.702, Y 22.972; y se sustituyó de pleno derecho el sistema de utilización de los beneficios tributarios ya otorgados, al implementarse un sistema de bonos de crédito fiscal para el goce de las franquicias en ellas previstas. Esta ley tuvo por objeto reemplazar el sistema entonces vigente de regímenes promocionales por otro "explícito, claro y cuantificable", que se implementaría mediante la entrega de bonos nominativos e intransferibles, utilizables exclusivamente para el pago de los impuestos correspondientes. Buscó, de tal modo, mejorar la transparencia de las relaciones tributarias entre los particulares y el Estado, haciendo del sistema promocional un conjunto más fácilmente administrable, cerrando vías de elusión y de evasión impositivas y, por lo tanto, contribuyendo a mejorar la equidad de aquél. A esos efectos, su art. 15 previó que: "el acto de otorgamiento de los Bonos de Crédito Fiscal a los beneficiarios de las normas de carácter promocional a que alude el artículo 12" "implicará de pleno derecho la sustitución automática del sistema de utilización de los beneficios tributarios que fueran acordados a los mismos por actos administrativos dictados en virtud de las referidas normas, por el régimen que se establece en este título...". En lo que aquí interesa, este nuevo régimen facultó al Poder Ejecutivo Nacional a dictar las normas complementarias y reglamentarias pertinentes. Asimismo, se designó como autoridad de aplicación al Ministerio de Economía de la Nación, quien podía delegar la competencia en algún organismo de su jurisdicción. En ejercicio de tales atribuciones, el Poder Ejecutivo Nacional delegó en el Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos la atribución de dictar normas reglamentarias y controlar el cumplimiento de las obligaciones asumidas. Por imperio de tales disposiciones, forzoso es concluir que la Provincia de San Juan carecía de facultades para interpretar el sistema de utilización de los beneficios tributarios regulado por el título II de la ley 23.658, en virtud de que el art. 12 de esa norma únicamente atribuyó al Poder Ejecutivo Nacional la potestad para "dictar las normas complementarias y reglamentarias pertinentes". Así las cosas, asiste razón al Estado Nacional al sostener que el acto aquí impugnado fue dictado por una autoridad incompetente para pronunciarse en esos términos, presenta vicios en su competencia, causa y motivación y, por ende, corresponde declarar su nulidad absoluta.


    Estado Nacional c/ San Juan, Provincia de y otro s/ Acción de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 163/2008/(44-E)/CS1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Recurso directo


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Sanciones disciplinarias administrativas. Convenios colectivos de trabajo. Régimen disciplinario administrativo. Agotamiento de la instancia administrativa. 


    El Art. 39 de la ley 25.164 establece que los actos administrativos que dispongan sanciones al personal con estabilidad pueden ser impugnados por la vía administrativa común y luego acudir a sede judicial o pueden ser recurridos directamente ante la cámara federal que corresponda según el lugar de prestación de servicios del agente. Al hacer lugar al recurso directo deducido por el actor en los términos del precepto reseñado, el tribunal omitió tener en cuenta que el vínculo entre aquél y la AFIP-DGI se encuentra regido por el convenio colectivo de trabajo, circunstancia que obsta a la aplicación de la Ley Marco de Regulación del Empleo Público Nacional, cuyo Art. 3°, inc. f), dispone expresamente que excluye de sus alcances al "personal comprendido en convenciones colectivas de trabajo aprobadas en el marco de la Ley 14.250 o la que se dicte en su reemplazo". En concordancia con ello, se advierte que mediante la disposición -AFIP- 185/10 se aprobó el Régimen Disciplinario Unificado, cuyo Art. 27, anexo 1, dispone que las resoluciones que impongan sanciones disciplinarias son apelables por el trabajador mediante los recursos previstos en la Ley de Procedimientos Administrativos. Este precepto alude a la vía impugnatoria prevista por la ley 19.549 y su reglamentación, la cual -una vez agotada- habilita al particular afectado a acudir a sede judicial en los términos previstos por el Art. 25 mediante un juicio de conocimiento. La disposición 87/12 que impuso la sanción de cesantía y la anotación en el legajo personal del actor debió ser impugnada en sede administrativa y luego judicial mediante un juicio ordinario. Tales conclusiones resultan aplicables, a su vez, a la disposición 101/15, acto que debió ser cuestionado por la misma vía, tanto si se considerara que impone una sanción como si se entendiera que se limita a hacer efectiva la que se impuso mediante la disposición 87/12. El recurso directo deducido por el actor en los términos del Art. 39 de la ley 25.164 resulta improcedente, toda vez que se trata de un régimen no aplicable al personal de la AFIP-DGI -quienes se rigen por el respectivo convenio colectivo de trabajo- y, por lo demás, tampoco puede ser soslayada la norma específica que regula el procedimiento impugnatorio de los actos que imponen sanciones disciplinarias a agentes o ex agentes de la AFIP. Ello es así, máxime cuando el actor no ha puesto en tela de juicio su validez ni ha demostrado que acceder a la vía judicial mediante un juicio ordinario, medio normal instituido para la decisión de las controversias jurídicas, que se caracteriza por tener una mayor amplitud de debate y prueba le ocasione gravamen alguno que justifique un proceder contrario a las normas vigentes aplicables al caso, o que importa un desconocimiento grave de garantías constitucionales vinculadas a la tutela judicial efectiva.


    Mirande, Raúl Mario c/ AFIP s/ Recurso directo Artículo 39 Ley 25.164


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 7215/2015/1/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Interpretación de leyes federales. Regímenes especiales de importación. Importación temporaria. Admisibilidad del recurso. 


    En su tarea de establecer la correcta interpretación de las normas de carácter federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado y del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la inteligencia que rectamente les otorgue. El régimen de destinación suspensiva de importación temporaria es el que permite que una mercadería importada pueda permanecer con una finalidad y por un lapso determinado dentro del territorio aduanero, quedando sometida, desde el mismo momento de su libramiento, a la obligación de reexportarla para consumo con anterioridad a que se venza el plazo mencionado. De acuerdo con el relato de los hechos efectuado, las barcazas habrían estado todo el tiempo sobre las aguas del Río Paraná, que es un río internacional y, por ende, no forma parte del territorio aduanero, ni general ni especial. Por lo tanto, no puede considerarse que durante el tiempo de su navegación y posterior hundimiento, se hubiera configurado supuesto alguno de importación de ellas, al no haber ingresado al territorio aduanero. Así, al no haber detallado el ente recaudador de forma conveniente en qué momento dichas barcazas habrían ingresado efectivamente al territorio aduanero, y el momento en que egresaron de él, no resulta posible determinar la secuencia temporal de la importación eventualmente realizada en los términos del art. 250 CA ni el eventual incumplimiento de ese régimen, lo que deja sin sustento la pretensión tributaria esgrimida. Las peculiares circunstancias que rodearon el caso en cuestión impiden tener por configurados los extremos que conducen a aplicar el régimen de los arts. 250 y cc. CA. En efecto, congruentemente con lo dispuesto en esa norma, el art. 274, inc. 1, ap. a, CA establece que la mercadería que hubiera sido sometida al régimen de importación temporaria se considerará importada para consumo -incluso cuando su importación estuviera sometida a una prohibición- si se hubiera vencido el plazo otorgado para su permanencia sin haberse cumplido con la obligación de reexportar. Y, por su parte, los arts. 259 a 263 CA establecen ciertos supuestos que permiten dispensar, del pago de tributos al incumplimiento de la obligación de reexportar en término. La idea que subyace en la regulación de este régimen es la de evitar gravar las mercaderías que ingresan al territorio aduanero nacional, siempre y cuando éstas vayan a permanecer en él durante un lapso reducido de tiempo. El objetivo tenido en cuenta por el legislador, es impedir el uso económico de esos bienes -incluso por períodos de tiempo breves- dentro de la economía nacional. Reiteradamente ha dicho la Corte que la primera regla de interpretación de un texto legal es la de asignar pleno efecto a la voluntad del legislador, cuya fuente principal es la letra de la ley y en esta tarea no pueden descartarse los antecedentes parlamentarios y el mensaje del órgano que lo propone, que resultan útiles para conocer su sentido y alcance. Las barcazas en cuestión, debido a las averías que sufrieron, no pueden ser consideradas productos que hayan sido despachados a plaza o que hayan estado prestando servicios en la órbita del circuito económico nacional, y menos aún que se haya intentado evitar el pago de los correspondientes derechos por su importación. En otros términos, no se advierte que la conducta de la actora haya implicado poner en riesgo la renta fiscal, o que ocultase alguna maniobra fraudulenta en tal sentido, y por ello, no puede concluirse, como pretende la Aduana, que los bienes objeto de esta causa deban ser tratados bajo los rígidos cánones del régimen de los arts. 250 y cc. CA, a pesar de haber padecido un siniestro. No puedo considerarse tampoco, que los bienes fueron despachados a plaza, toda vez que, desde el siniestro y hasta el egreso de las barcazas, la actora y los demás responsables de esos bienes mantuvieron informadas a las autoridades competentes del estado y del destino de ellos, con dirección hacia fuera de las fronteras. Es doctrina de la Corte que "cuando la inteligencia de un precepto, basada exclusivamente en la literalidad de su texto, conduzca a resultados concretos que no armonicen con el ordenamiento jurídico restante o arribe a consecuencias reñidas con los valores por él tutelados, la interpretación debe integrarse al conjunto armónico del referido ordenamiento". Asimismo, la Corte ha afirmado reiteradamente que los textos legales no deben ser considerados a los efectos de establecer su alcance y sentido aisladamente, sino como un todo coherente y armónico, como partes de una estructura sistemática considerada en su conjunto, teniendo en cuenta, además de la letra, la finalidad perseguida por aquéllos, y adoptando un sentido que concilie y deje a todas sus disposiciones con valor y efectos. Por estas razones, tampoco puede reputarse en el caso que se haya configurado un supuesto –siquiera presuntivo- de una importación para consumo que habilite al ente recaudador a dejar sin efecto el régimen de importación suspensiva y que pueda proceder al cobro de los pertinentes gravámenes.


    Agencia Marítima Dulce S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49067/2015/CA1-CS1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Multa administrativa. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Impugnación de la notificación. Inadmisibilidad del recurso. 


    Fallo “Losicer”.


    Las cuestiones presentadas por el recurrente como de naturaleza federal, que se circunscriben a la aplicación de la doctrina de esa Corte en cuanto a la violación de la garantía a ser juzgado en un plazo razonable, no resultan suficientes para refutar lo decidido por la Cámara. Ello es así, toda vez que la sentencia recurrida, para rechazar el recurso directo se sustentó en la extemporaneidad de su presentación.


    Banco de la Provincia de Misiones SEM (EL) y otros c/ B.C.R.A. - Res. 516/2012 (Ex 100829/89 SUM FIN 872)


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 18935/2013/CS2, 24 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Régimen de promoción


    Beneficios promocionales. Nulidad del acto administrativo. Revocación del acto administrativo. Falta de acción. 


    La defensa de falta de acción del Estado Nacional opuesta por la Provincia de La Rioja debe prosperar toda vez que la resolución (SPyT) 142/01, cuya declaración de nulidad solicita la actora, fue dejada sin efecto en el ámbito local mediante el dictado de la resolución 54/06 del Ministerio de Industria, Comercio y Empleo de la Provincia de La Rioja. En este último acto se resolvió revocar en todas sus partes la resolución SPyT 142/01. Esa revocación fue realizada con arreglo a lo dispuesto en los Arts. 86, 94 y sus correlativos y concordantes del ordenamiento procedimental administrativo. Frente a la claridad de dichos textos, la revocación por parte de la Provincia de La Rioja del acto administrativo cuya declaración de nulidad persigue la actora debe entenderse, de acuerdo con las normas locales, como una extinción de un acto ilegítimo desde su origen, realizada a los fines de restablecer el imperio de la juridicidad comprometida desde su génesis Le asiste la razón a la provincia de La Rioja en cuanto sostiene que el Estado Nacional carece de acción judicial que lo habilite para poner en tela de juicio un acto administrativo local que ya había sido dejado sin efecto en el orden provincial con antelación.


    Estado Nacional c/ La Rioja, Provincia de s/ Nulidad de acto administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 94/2013/(49-E)/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remoción del interventor


    Registro de la propiedad automotor. Facultades discrecionales. Revisión judicial de actos administrativos. Motivación del acto administrativo. Admisibilidad del recurso. 


    No puede sostenerse válidamente que el ejercicio de facultades discrecionales, por parte de un órgano administrativo, para remover a una persona del cargo para el cual había sido designada, aun con carácter transitorio o precario, lo exima de verificar los recaudos que para todo acto administrativo exige el Art. 7° de la ley 19.549. Ha reconocido la Corte que el control judicial de los actos denominados tradicionalmente discrecionales o de pura administración encuentra su ámbito de actuación, por un lado, en los elementos reglados de la decisión -competencia, forma, causa, finalidad y motivación- y, por el otro, el examen de su razonabilidad. En consecuencia, admitido el control de los elementos reglados de un acto discrecional, es dable reparar que en el sub lite, la disposición de cese no invocó ningún hecho concreto como causa de la remoción, antes bien sólo se fundó en razones de servicio, que, de por sí, no constituye un fundamento suficiente para la revocación de la designación. Tal omisión torna ilegítimo el acto, sin que quepa dispensar la ausencia de las razones que lo justifiquen por el hecho de haberse ejercido facultades discrecionales, las que, por el contrario, imponen una observancia mayor de la debida motivación.


    Scarpa, Raquel Adriana Teresa c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos humanos s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 9979/2015/CA2-CS1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remuneración


    Personal militar. Adicionales de remuneración. Bonificación generalizada. Asignación remunerativa. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho que para que una asignación sea incluida en el concepto de sueldo, se requiere que la norma de creación la haya otorgado a la totalidad de los militares en actividad y excepcionalmente, en el caso en que de la norma no surja su carácter general, en la medida en que se demuestre de un modo inequívoco que la totalidad del personal en actividad de un mismo grado o de todos los grados lo percibe y que importe una ruptura de la razonable proporcionalidad que debe existir entre el sueldo en actividad y el haber de retiro. La situación que se presenta en el sub examine difiere de la considerada por la Corte en las causas "Bovari de Díaz" y "Villegas" (Fallos: 323:1048 y 1061, respectivamente), pues mientras en aquella oportunidad se arribó a la conclusión de que los suplementos y compensaciones creados por el decreto 2769/93 y la resolución 1459/93 del Ministerio de Defensa no habían sido creados ni otorgados con carácter generalizado a la totalidad del personal en actividad ni a la totalidad del personal de un mismo grado y, por esas razones, no podían ser acordadas en concepto de sueldo, en el presente caso está acreditado que la totalidad del personal de varios grados perciben uno u otro suplemento de los creados por el decreto 1305/12 y sus modificatorios, los cuales son de significación económica equivalente según se desprende de los anexos de los decretos aludidos. Vista en conjunto, la arquitectura salarial estructurada por el decreto 1305/12 no tuvo como intención remunerar situaciones especiales del cumplimiento de misiones específicas del personal militar mediante la creación de nuevos suplementos particulares, sino otorgar en forma general una asignación que mantuviera o, en su caso, aumentara la retribución total mensual que venía percibiendo el personal en actividad de las Fuerzas Armadas como consecuencia de lo dispuesto por los decretos 1104/05, 1095/06, 871/07, 1053/08 Y 751/09.


    Sosa, Carla Elizabeth y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 46478/2013/1/RH1, 16 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Policía Federal. Adicionales de remuneración. Bonificación generalizada. Asignación remunerativa. Improcedencia del recurso. 


    El Art. 75 de la ley 21. 965, establece que "el sueldo básico y la suma de aquellos conceptos que perciba la generalidad del personal policial en servicio efectivo, cuya enumeración y alcances determine la reglamentación se denominará 'haber mensual'. Cualquier asignación que en el futuro resulte necesario otorgar al personal policial en actividad y [...] revista carácter general, se incluirá en el rubro del 'haber mensual que establezca la norma legal que la otorgue' (art.75). Es dable recordar que la Corte tiene dicho que el carácter general de una asignación determina indudablemente su inclusión en el haber mensual, sin que sea óbice para ello su calificación normativa, en la medida en que se demuestre de un modo inequívoco que la totalidad del personal en actividad de un mismo grado o de todos los grados la percibe Del decreto 2140/13 no surge que los suplementos hayan sido otorgados a todo el personal policial en actividad; antes bien, ambos son definidos como suplementos particulares cuyo goce está sujeto al cumplimiento de las condiciones reseñadas. Corresponde advertir que las sumas fijadas por el citado decreto representan en promedio un 30% del haber mensual bruto, constituye una parte sustancial de la remuneración, al punto que, de no. ser así entendida, la expresión "haber" dejaría de tener una verdadera significación real, desde que la exclusión de asignaciones que por su entidad conforman una parte importante de él, tiene el efecto de transformar la remuneración principal en accesoria. Ello, con el consiguiente trastrocamiento de la función primordial que el haber cumple, cual es la de servir de base para el cálculo de otros suplementos, lo que es contrario a la finalidad perseguida por el citado arto.75 de la ley 21.965. Es dable concluir que los arts. 10 y 20 del decreto 2140/13 deben ser interpretados como un otorgamiento en forma general de asignaciones a las que no corresponde negar su condición de parte integrante del haber mensual, lo cual viene impuesto por aplicación del citado arto 75 de la ley 21.965, en cuanto norma superior que, al expresar la voluntad del legislador en el punto, constituye una garantía para los integrantes de esa fuerza de seguridad, a la que deben ceñirse sus reglamentaciones.


    Bosso, Fabián Gonzalo c/ EN - Ministerio de Seguridad - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 73977/2014/CS1-CA1, 03 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Universidades nacionales


    Ley federal de educación. Estatutos universitarios. Modificación del estatuto universitario. Domicilio legal. Concursos docentes. Docentes interinos. Sistema electoral. 


    La controversia se circunscribe a determinar el grado de adecuación de las disposiciones del Estatuto de la Universidad Nacional de Jujuy que han sido observadas por el Ministerio de Educación y Deportes de la Nación con las previsiones de la Ley de Educación Superior 24.521. El art. 34 de la LES establece que el estatuto y sus modificaciones deben ser comunicados al Ministerio de Cultura y Educación a efectos de verificar su adecuación a la ley. En caso de que no se ajuste a ella, el ministerio debe plantear sus observaciones dentro de los diez dias ante la cámara federal de apelaciones, la que decide en un plazo de veinte días. Si no existieran observaciones dentro del plazo establecido, los estatutos se consideran aprobados y se publican en el Boletín Oficial. El ejercicio de esta potestad revisora en cumplimiento del control de tutela que le compete sobre las entidades universitarias no puede cercenarse por la circunstancia de que, en una oportunidad anterior, el ministerio no realizó observaciones al mismo texto que ahora se le presenta. Una inteligencia en este sentido significaría tanto como establecer criterios pétreos en la interpretación y aplicación de la ley 24.521 y desconocer que los parámetros empleados por el ministerio en ejercicio de funciones asignadas legalmente pueden modificarse incidiendo en las exigencias que se requieren a las universidades en ocasión de verificar el ajuste de sus estatutos a las disposiciones de la LES. El art. 1° establece que la Universidad Nacional de Jujuy es una persona jurídica de derecho público con autonomía institucional y autarquía financiera y añade que tiene su sede y domicilio legal en la ciudad de San Salvador de Jujuy. Este precepto importa un incumplimiento del art. 34 de la LES, pues este lugar constituye el domicilio legal de la institución, de modo tal que se torna necesario que la fijación de la sede principal incluya no sólo la ciudad sino también la dirección exacta con la calle y el número correspondiente. Los arts. 38, inc. 16), y 61 del estatuto determinan que el Consejo Académico puede contratar a docentes e investigadores de distintas categorías y especialidad, en las condiciones, funciones y emolumentos que en cada caso se establezca en el marco del presupuesto otorgado por el Consejo Superior. Asimismo, el art. 61 dispone que los profesores visitantes pueden ser rentados o no y que, en caso de ser rentados, pueden ser designados por contrato o como interinos por el Consejo Superior a propuesta del Consejo Académico, no pudiendo alcanzar su designación más de un período lectivo. El art. 51 de la LES establece que, con carácter excepcional, las universidades e institutos universitarios nacionales pueden contratar, al margen del régimen de personalidades sobresalientes concursos y sólo por tiempo determinado, a personalidad de reconocido prestigio y méritos académicos para que desarrollen cursos, seminarios o actividades similares. La intención del legislador fue la de permitir que las instituciones universitarias tengan la posibilidad de contratar a personalidades cuyos antecedentes justifiquen que se soslaye el régimen de concurso público de antecedentes y oposición que rige como regla. A pesar de las limitaciones establecidas por la LES en forma expresa, el estatuto no sólo incluye la posibilidad de designar a los docentes e investigadores con carácter interino sino que, además, no hace referencia alguna a los méritos académicos que deben reunir aquellas personalidades a las que podrá contratarse de modo excepcional, otorgando a las autoridades universitarias un marco de discrecionalidad incompatible con las previsiones de la ley 24.521. En tales condiciones, el dicho estatuto se aparta de la disposición legal aludida, de lo que resulta la invalidez de las respectivas cláusulas. En lo que se refiere a los docentes interinos, el art. 46, inc. b), del estatuto dispone que son aquellos que, por razones debidamente fundadas, son designados sin que se hubiera sustanciado el concurso público de antecedentes y prueba de oposición. Sin embargo, lo dispuesto por el art. 51 de la LES al respecto ha sido soslayado por la universidad. Este precepto establece que el ingreso a la carrera universitaria se realiza mediante concurso público y abierto de antecedentes y oposición, y, con carácter excepcional, se puede prever la designación temporaria de docentes interinos, cuando ello sea imprescindible y mientras se sustancie el correspondiente concurso. De ello se desprende que el acceso a la carrera docente se realiza por concurso con la intervención de jurados que garanticen la mayor imparcialidad y el máximo rigor académico mientras que las designaciones temporales con carácter interino sólo pueden realizarse de modo excepcional y bajo ciertos requisitos. Las condiciones aludidas que se refieren a la transitoriedad, a una situación que la torna imprescindible y a su duración mientras se sustancia el pertinente concurso, debieron ser establecidas de modo preciso en el estatuto, pues dicho ordenamiento es el que debe contener en forma expresa las previsiones que requiere la LES con respecto a cuestiones decisivas para el buen funcionamiento institucional y no pueden ser delegadas en una reglamentación del Consejo Superior. Con respecto a la conformación del padrón docente, no es posible sostener que la previsión del estatuto que permite a los docentes extraordinarios formar parte del padrón docente -habilitándolos de este modo a ejercer derechos electorales- torna inoperante el art. 55 de la LES. En efecto, esta norma establece que "Los representantes de los docentes, que deberán haber accedido a sus cargos por concurso, serán elegidos por docentes que reúnan igual calidad, requisito que se encuentra cumplido en el caso, pues sólo pueden ser designados profesores eméritos o consultos aquellos titulares ordinarios que alcanzaron la edad jubilatoria, según lo dispuesto por el estatuto. En ese contexto, una interpretación razonable y armónica de la ley y del estatuto universitario permite concluir que no existe colisión entre ambos ni con los preceptos constitucionales relativos a la autonomía universitaria. En cuanto a la observación de los arts. 101 a 117 del estatuto, referidos al régimen electoral, no se verifica en el sub lite un interés jurídico inmediato o directo que dé lugar a una controversia actual y concreta, sin que el hecho de que se trate de un procedimiento complejo y de doble cómputo de sufragios para ciertos cargos habilite al ministerio a impugnar dicho régimen. En efecto, los agravios del apelante se limitan a reiterar argumentos vertidos acerca de la falta de claridad en cuanto a la fórmula adoptada para los distintos procesos eleccionarios. Sin embargo, tales expresiones desconocen que la Universidad Nacional de Jujuy, en ejercicio de su autonomía, ha considerado conveniente establecer un régimen que prevé una votación directa, secreta y obligatoria para la elección del rector, vicerrector, decano, vicedecano y consejeros sobre la base de fórmulas que tienen en cuenta los porcentajes por claustros y por cada facultad. La atribución de definir sus órganos de gobierno, establecer sus funciones, decidir su integración y elegir sus autoridades corresponde a las instituciones universitarias por mandato de la Constitución Nacional como atributos inescindibles de su autonomía. Asi también lo dispuso la propia LES y, al mismo tiempo, determinó porcentajes mínimos y condiciones que se han de cumplir en la conformación de los órganos de gobierno de la universidad. Resulta razonable interpretar que el legislador, en el art. 53 de la ley, se ha limitado a establecer determinados presupuestos que deberán asegurar los estatutos de cada universidad, ya que es precisamente la norma estatutaria la encargada de determinar la integración de sus órganos colegiados de gobierno y, en el caso, el ministerio no demuestra el incumplimiento por parte de la universidad de aquellos presupuestos destinados a garantizar la representación de los distintos estamentos universitarios.


    Estado Nacional - Ministerio de Educación y Deportes de la Nación c/ Universidad Nacional de Jujuy s/ Recurso directo Ley de educación superior Ley 24.521


    FSA-Justicia Federal de Salta, 6899/2016/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


     


     


     

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Aeronautico


    Contienda negativa de competencia


    Lesiones. Transporte aéreo. Código aeronáutico. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa: Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”


    Corresponde al fuero federal el juzgamiento de las cuestiones relacionadas principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o cosas, de un aeródromo a otro y sujetas, por ende, a las previsiones del Código Aeronáutico, su reglamentación y normas operativas de la autoridad aeronáutica.


    Ramos, Marta Alicia c/ Aeropuertos Argentina 2000 S.A. y otro s/ Lesión y/o Muerte de pasajero transporte aéreo


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 39236/2015/2/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


     


     

  


  
    Capítulo V


    Derecho Civil y Comercial


    Derecho Civil


    Contienda negativa de competencia


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Indemnización por muerte. Muerte del damnificado. Competencia nacional. 


    En las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    T., Miguel Antonio y otro c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 110747/2011/CA2-CS1, 20 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Divorcio


    Causales subjetivas de divorcio. Retroactividad de la ley. Pronunciamiento inoficioso. 


    Adecuación al nuevo Código Civil y Comercial y la Nación.


    La impugnación se circunscribe a obtener la revisión de los términos en los que fue declarado el divorcio y, prioritariamente, el reconocimiento del efecto inmediato del Código Civil y Comercial de la Nación (ley n° 26.994), en cuanto deroga las disposiciones que reglaban la disolución del matrimonio, a partir de causales subjetivas. Las cuestiones atinentes a la disolución del vínculo matrimonial -procedencia, modo, forma y efectos- se encuentran hoy reguladas en los arts. 435 y siguientes del Código Civil y Comercial de la Nación, normativa que, en virtud de la regla general establecida en el art. 7° del mencionado código, resulta de inmediata aplicación al caso. La ausencia de una decisión firme sobre el fondo del asunto obsta a que se tenga por configurada una situación jurídica agotada o consumida bajo el anterior régimen que, por el principio de irretroactividad, obste a la aplicación de las nuevas disposiciones. Deviene inoficioso que la Corte se expida acerca de planteos relacionados con la configuración de las causales subjetivas que fundaron el divorcio, cuya existencia a los fines pretendidos ha fenecido por imperativo legal, sin que se advierta interés económico o jurídico actual que justifique un pronunciamiento sobre el punto al haber desaparecido uno de los requisitos que condicionan la jurisdicción del Tribunal.


    B., R. E. c/ P., D. A. s/ Divorcio vincular - contencioso


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 26/2016/RH1, 21 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado


    Donación con cargo. Obligaciones accesorias. Mora. Revocación de la donación. Prescripción. Cuestiones de hecho y prueba. 


    La contienda gira en torno a la supuesta mora en la ejecución de la obligación accesoria establecida por una sociedad anónima al donar unos inmuebles a la Provincia de Neuquén hace más de treinta y seis años; y, en su caso, a si el derecho a pedir la revocación de la liberalidad se halla o no prescripto y es procedente el planteo. Desde esta perspectiva, la contienda requiere, ineludiblemente, el estudio de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, ajenas a la incumbencia del Ministerio Público Fiscal.


    Monte Belvedere S. A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Revocación de donación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 775/2006/(M-42)/CS1, 16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Medicina prepaga


    Cobertura médica. Técnicas de reproducción humana asistida. Obligaciones de la obra social. 


    Ley 26.862 y decreto 956/13.


    La operatividad de la carga impuesta a los sujetos enumerados en el artículo 8° de la ley 26.862 respecto de la ovodonación ha sido reconocida por la Corte, que precisó que el nuevo régimen -de orden público- estatuye que todos los agentes que brinden servicios médico asistenciales a sus afiliados, independientemente de la figura jurídica que presenten, incorporarán como prestaciones obligatorias, la cobertura integral e interdisciplinaria del abordaje, diagnóstico, fármacos, terapias de apoyo y procedimientos y técnicas que la Organización Mundial de la Salud define como de reproducción médicamente asistida, los cuales incluyen: la inducción de la ovulación; la estimulación ovárica controlada; el desencadenamiento de la ovulación; las técnicas de reproducción asistida (TRA); y la inseminación intrauterina, intracervical o intravaginal, con gametos del cónyuge, pareja conviviente -o no-, o de un donante, según los criterios que establezca la autoridad de aplicación. Sobre tal base, juzgó que la nueva normativa regula expresamente la situación sometida a solución; esto es, la obligación de la obra social de solventar en forma total los gastos que irrogue el tratamiento de reproducción asistida en programa de ovodonación. En consecuencia, habilitó la cobertura de la fertilización heteróloga, aun cuando no se había dictado la reglamentación. En similar sentido la Corte manifestó, que no cabe asentir al reclamo de prácticas no incluidas dentro de las técnicas y procedimientos enumerados por la ley como integrantes de la cobertura obligatoria, lo que no sucede con las prestaciones reclamadas, puesto que la preceptiva incluye entre las técnicas de alta complejidad, la criopreservación y la donación de ovocitos y embriones. La ley 26.862 precisa que estos procedimientos quedan incluidos en el Programa Médico Obligatorio, PMO, así como los de diagnóstico, medicamentos y terapias de apoyo, con los criterios y las modalidades de cobertura que indique la autoridad de aplicación; y que también quedan comprendidos en la cobertura prevista, los servicios de guarda de gametos o de tejidos reproductivos. A su tumo, el decreto 956/13, ratifica el propósito de garantizar el acceso integral a los procedimientos y las técnicas médico-asistenciales de reproducción médicamente asistida, y puntualiza que,[l]a autoridad de aplicación podrá elaborar una norma de diagnóstico e indicaciones terapéuticas de medicamentos, procedimientos y técnicas de reproducción asistida para la cobertura por el Programa Médico Obligatorio, sin que ello implique demora en la aplicación inmediata de las garantías que establece la Ley n° 26.862 [ ... ] La ausencia del dictado de tal norma no implicará dilación alguna en la aplicación inmediata de las mencionadas garantías". En ese contexto, si bien es cierto que ley citada realiza un reenvío final "… a los criterios y modalidades de cobertura que establezca la autoridad de aplicación...", y que esta última no ha formulado aún ninguna precisión al respecto, lo expuesto, las directivas hermenéuticas de los artículos 1 ° y 2° del Código Civil y Comercial y los principios y valores jurídicos aceptados en materia del derecho de salud, impiden que la mora reglamentaria prevalezca por sobre los fines y la letra de una preceptiva específica. Dado que el problema se ubica en el plano de los derechos humanos, las normas que rigen el caso no pueden ser interpretadas de manera que lleven a avalar acciones regresivas, en un área gobernada por el principio pro homine, que exige resolver las cuestiones de exégesis constitucional privilegiando la hermenéutica menos restrictiva para el derecho comprometido. De no ser así, todas las directivas superiores que rigen en este terreno no pasarían de ser meras enumeraciones programáticas, vacías de operatividad. Por otro lado, el Código Civil y Comercial de la Nación ha venido a reforzar la autorización legal respecto de la reproducción asistida con gametos aportados por terceros y que la condena a solventar los distintos aspectos de la terapia reproductiva quedó sujeta tanto a los términos regulados por el decreto 956/13, como a las directivas de la alzada en orden a la condición de los embriones supernumerarios. No es ocioso consignar, en orden a la apuntada falta de inscripción como banco de gametos del Instituto Halitus –prestador de la obra social demandada-, que el decreto 956/13, autoriza claramente la provisión de óvulos por otra entidad distinta de aquella que lleva a cabo el tratamiento.


    Sarmiento, Florencia y otro c/ Corte Suprema de Justicia - Obra Social del Poder Judicial (OSPJN) s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 17133/2015/CA1-CS1, 10 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Obras sociales


    Obligaciones de la obra social. Cobertura médica. Técnicas de reproducción humana asistida. 


    En cuanto al alcance de las obligaciones de la obra social en orden al suministro de la medicación para los tratamientos prescriptos, remisión al fallo de la causa FBB 6678/2014/1/RH1, "S., A. J. y otro c/ Mutual Federada 25 de junio S.P.R. s/ Amparo ley 16.986". Respecto de la crio-conservación de los embriones, remisión al dictamen de la causa FPA 17133/2015/CA1-CS1, "S. F. y otro c/ O.S.P.J.N. s/ Amparo".


    En lo que toca a la capacitación espermática, al estar garantizada la cobertura de los tratamientos y de los medicamentos indicados -lo que involucra, particularmente, la cobertura directa, inmediata y total de las prestaciones principales, tanto de baja como de alta complejidad-, y dado el tenor y el costo de la práctica cuya modalidad de pago se controvierte -capacitación espermática-, no resulta irrazonable la respuesta provista al planteo, en este supuesto, por la OSPJN.


    A., L. S. c/ Poder Judicial s/ Leyes especiales (diabetes, cáncer, fertilidad)


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 14968/2015/1/RH1, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FPA 17133/2015/CA1-CS1, "S. F. y otro c/ O.S.P.J.N. s/ Amparo".


    V., R. I. y otro c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 11356/2014/1/RH1, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FPA 17133/2015/CA1-CS1, "S., F. y otro c/ Corte Suprema de Justicia - Obra Social del Poder Judicial de la Nación (OSPJN) s/ Amparo ley n° 16.986”.


    O., V. L c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación s/ Amparo Ley 16.986


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 832/2016/3/RH1, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Prescripción adquisitiva


    Bienes inmuebles. Dominio público. Fundamentación de sentencias. Sentencia ultra petita. Derechos y garantías constitucionales. Procedencia del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que si el recurso tiene dos planteos y uno es la arbitrariedad de la decisión, junto con la cuestión federal estricta, corresponde comenzar por el análisis del primero, puesto que, de existir dicha tacha, no habría sentencia propiamente dicha. Ha dicho la Corte, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del art. 14 de la ley 48 cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de la causa, sin embargo, también ha establecido que el pronunciamiento judicial que desconoce o acuerda derechos no debatidos en la causa es incompatible con las garantías de los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional, pues el juzgador no puede convertirse en el intérprete de la voluntad implícita de una de las partes sin alterar, de tal modo, el equilibrio procesal de los litigantes en desmedro de la parte contraria. En punto al recaudo procesal que debía examinar el a quo, la carencia de legitimación se configura cuando una de las partes no es titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento. No obstante este contexto a decidir, el tribunal a quo efectuó innecesariamente una valoración de la normativa a propósito de la titularidad del bien en cuestión, con un alcance e interpretación que excedía claramente la materia ritual que debía decidir, extralimitándose incluso de los fundamentos sustanciales que cimentaron la resolución apelada. Cabe recordar, que la sentencia constituye una unidad lógico-jurídica, cuya parte dispositiva no es sino la conclusión final y necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuado en su fundamentación. Por ello, si bien es cierto que para establecer los límites de la cosa juzgada que emana de un fallo ha de atenderse primordialmente a su parte dispositiva, no lo es menos que, a esos fines, no puede prescindirse de sus motivaciones y, muy frecuentemente, es ineludible acudir a ellas. Este criterio resulta de aplicación al caso, pues aun cuando los argumentos que agravian al quejoso no se encuentran expresamente reproducidos en la parte dispositiva, surgen en forma inequívoca pudiendo adquirir efectos de cosa juzgada respecto de las partes, de tal suerte que el Estado Nacional podría, eventualmente, hacerlos valer en un futuro juicio donde se controvierta la titularidad del bien. En ese sentido, la conclusión de que el inmueble es un bien de dominio público que sirve a intereses federales, pertenece al Estado Nacional y la Ciudad de Buenos Aires no es su titular, al margen de constituir un exceso de jurisdicción, en razón del carácter restringido que cabría acordarle al examen de una cuestión ritual, importa una evidente afectación al derecho de defensa del actor que priva de adecuado sustento al fallo impugnado, con arreglo a conocida jurisprudencia de la Corte. En tales condiciones, la falencia que traduce la sentencia pone de manifiesto una lesión a las garantías consagradas en los arts. 17 Y 18 de la Constitución Nacional y en tal medida guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales invocadas. En otro orden de ideas, la Corte ha expresado que "la imposición de las costas en las instancias ordinarias es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa, y ajena al remedio federal”, por lo cual, la resolución atacada en este aspecto no puede ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad que se invoca.


    GCBA - Procuración c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 16881/2009/1/RH1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Relación de consumo


    Acción de clases. Reclamo colectivo. Restitución de sumas de dinero. Acuerdo de partes. Homologación del acuerdo. Homologación judicial. Deber de información. Cosa juzgada. Queja por recurso denegado. Gravamen irreparable. Exceso ritual manifiesto. Sentencia arbitraria. 


    Si bien en principio los pronunciamientos dictados en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el Art. 14 de la Ley 48, ello admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la cuestión discutida y causa un perjuicio de imposible reparación ulterior. Ese extremo se verifica si el apelante no tiene otra posibilidad de replantear sus agravios, tal como acontece aquí respecto al dictado de las medidas que permitan la difusión eficaz del acuerdo. Por lo demás, el Tribunal ha admitido que puede conocerse en un planteo referente a la existencia de cosa juzgada, pese a su naturaleza fáctica y procesal, cuando la decisión impugnada extiende el valor formal del instituto más allá de límites razonables y omite una adecuada ponderación de a aspectos relevantes del expediente, lo cual redunda en un evidente menoscabo de la garantía del Art. 18 de la Constitución Nacional. Ese supuesto se configura en estos autos porque el rechazo de las medidas complementarias con sostén en la existencia de cosa juzgada se presenta revestido de un excesivo ritualismo y de una inadecuada valoración de aspectos relevantes del proceso, y soslaya disposiciones procesales y de orden público de ineludible ponderación en el ámbito de las relaciones de consumo. No puede preterirse que se trata de la homologación de un convenio alcanzado en el marco de una acción colectiva, no de un reclamo individual; en el que se ha plasmado el reconocimiento del derecho al reintegro de las primas de seguros de vida, a la par que un procedimiento para la devolución de esas sumas. Frente al interés general involucrado en las acciones de incidencia colectiva y a la ausencia de una norma integral que las regule, se impone un plus en la intervención de los jueces en orden a la dirección de estos litigios, que atienda al fin tuitivo que rige en la materia y posibilite el conocimiento por parte de los consumidores de los pleitos iniciados para resguardar sus intereses. Ello es así, a los efectos de tutelar a las partes más vulnerables en las relaciones de consumo, equilibrando las asimetrías que existen en los vínculos entre los agentes del mercado. En el caso, ello se encuentra abonado por las directivas del Art. 54 de la Ley 24.240, y de manera general, por el Art. 511 del Código Procesal, referentes a la restitución de sumas de dinero y a sus modalidades de ejecución, respectivamente. Habiendo reconocido la accionada el derecho de los ex-clientes al reintegro de lo abonado en exceso y habiéndose verificado el fracaso del sistema de publicidad previsto en el acuerdo, la negativa de los jueces a considerar medidas complementarias dirigidas a fortalecer su difusión se revela irrazonable y, consecuentemente, debe ser descalificada como acto jurisdiccional. La Constitución Nacional consagra expresamente el derecho de los consumidores a una información adecuada y veraz y a la protección de sus intereses económicos; y que el deber de informar de los proveedores es más acentuado en las relaciones de consumo e implica proveer los datos suficientes para evitar que la otra parte incurra en error o no pueda ejercer sus derechos.


    Asociación Civil Cruzada Cívica c/ GPAT Compañía Financiera S.A. s/ Sumarísimo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 28880/2007/1/RH1, 08 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Relaciones de familia


    Responsabilidad parental. Domicilio del menor. Principio de inmediación. Acceso a la justicia. Competencia provincial. 


    Cuando ninguna de las partes vive en esta ciudad y siendo que los hijos residen junto a su progenitora en una localidad de la provincia de Buenos Aires, adquiere plena virtualidad el temperamento que otorga primacía al lugar donde habitan efectivamente los niños, ya que la inmediación del juez contribuye a la eficacia de la actividad protectoria. El enfoque propuesto es coherente con las directivas del Código Civil y Comercial de la Nación en tanto que, por un lado, consagra como principio procesal el respeto de la tutela judicial efectiva y de la inmediación; y, por el otro, asigna el conocimiento de los asuntos referentes a los niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida. En consecuencia, en pos de no escindir la continencia de los distintos aspectos de esta única realidad familiar, y ponderando la flexibilidad propia de los procesos de familia, todas las actuaciones deben quedar radicadas ante un único Juzgado de Familia. Por el alcance del conflicto parental, los padres en primer término, y los jueces en su ministerio ordenador, deben profundizar los esfuerzos para llegar lo antes posible a las soluciones más respetuosas de los derechos de estos niños.


    M. G. B. E. c/ G. R. V. s/ Medidas precautorias


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2334/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Servidumbre de electroducto


    Derecho de propiedad. Titular del dominio. Interpretación de la ley. Confirmación de sentencia. 


    La corte ha señalado que la constitución de una servidumbre administrativa importa para el propietario de la cosa la privación de parte de su derecho de propiedad y de su derecho de dominio, al ver afectada su exclusividad y, recíprocamente, confiere a la Administración Pública o, por delegación, al concesionario, una atribución jurídica sobre la cosa. No obstante, el propietario conserva su calidad de tal y su derecho de dominio, así como la posesión de la cosa (art. 3039 del Código Civil entonces vigente) y, eventualmente, su uso en función del concreto objeto de la servidumbre. Desde ese punto de vista, no parece irrazonable entender que las previsiones normativas intentan proteger al titular del dominio, lo que justifica el modo limitado de constituir la servidumbre. La corte ha considerado reiteradamente que las leyes deben interpretarse teniendo en cuenta el contexto general y los fines que las informan y que la exposición de motivos constituye un valioso elemento para apreciar cuál ha sido la intención de los autores del texto legal El art. 14 de la ley 19.552 establece un modo taxativo de constitución de servidumbre por entender que no resulta irrazonable que las previsiones normativas intenten proteger al titular del dominio, justificándose, de esa manera, el modo limitado de constituir la servidumbre de electroducto.


    Edesur S.A. -Cirilli y otro- c/ Juan Domingo Perón 1493-99 Consorcio Propietarios s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 5003/2010/CA1-CS1, 07 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Derecho Comercial


    Concurso preventivo


    AFIP. Plan de pagos. Deudas impositivas. Defensa en juicio. Igualdad entre acreedores. Desistimiento de la acción. 


    La resolución general 3587/14 en cuanto incorpora el allanamiento, desistimiento y renuncia a toda acción y derecho, incluso el de repetición por parte del concursado, como requisito necesario para acceder al plan de facilidades de pago y, de tal forma, a la posibilidad de que el Fisco preste conformidad al acuerdo preventivo, desatiende no sólo las circunstancias propias del deudor, que se encuentra sujeto a un proceso universal en el que confluyen diversos intereses, sino también la finalidad expresada en el artículo 32 de la Ley 11.683 que reglamenta, afectando el derecho de defensa del concursado y la pars conditio creditorum. En efecto, el artículo 32 de la citada ley instaura un régimen de facilidades de pago para aquellos contribuyentes que no puedan cumplir oportunamente con sus obligaciones en razón de su situación económica financiera, con el objeto de promover la conservación de su actividad y la cancelación de las deudas tributarias. Ahora bien, la exigencia de desistir de toda acción no resulta razonable ni conduce a la finalidad expuesta por la ley, que atiende a la situación de crisis para facilitar el cumplimiento de las obligaciones fiscales. La Corte ha señalado que la facultad reglamentaria debe ejercitarse cuidando de no alterar el espíritu de las leyes de la Nación, precepto que alcanza no sólo a los decretos que dicte el Poder Ejecutivo en virtud de dicha norma, sino también a resoluciones que emanan de organismos de la administración. Por lo demás, la exigencia de renunciar en forma incondicionada a cualquier acción e inclusive a reclamar la repetición de lo ya pagado, lesiona derechos esenciales garantizados constitucionalmente y expresamente previstos en los tratados internacionales incorporados a la Carta Magna, como el de defensa en juicio, lo cual, en el contexto de un proceso concursal, es susceptible de violar los derechos patrimoniales y de igualdad del resto de los acreedores, que verán disminuida su posibilidad de cobro en razón de créditos fiscales con privilegio cuyo monto, en definitiva y aun mediando la verificación del crédito insinuado, fue definido unilateralmente. En tales condiciones, la exigencia prevista en la resolución general 3587/14 como necesaria para la conformidad de la AFIP al acuerdo preventivo, en cuanto anula el derecho de defensa, viola derechos constitucionales en perjuicio de la concursada y del resto de los acreedores y no constituye una reglamentación razonable de las normas superiores en juego, por lo que debe declararse su inconstitucionalidad para el caso.


    Incidente n° 35 AFIP - DGI en autos Veinfar industrial y comercial S.A. s/ Concurso Preventivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 13417/2014/35/CA3-CS1, 29 de agosto de 2017


    Ver dictamen


     


    Crédito fiscal. Saldos a favor. Existencia del agravio. Gravamen actual. Agravio concreto. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 13417/2014/35/CA3-CS1, caratulados "Incidente N° 35 AFIP-DGI en autos Veinfar Industrial y Comercial S.A. s/ Concurso preventivo”.


    Refinadora Neuquina S.A. s/ Concurso Preventivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 26727/2014/CS1, 25 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Concursos


    Quiebra. Excepción de Prescripción. Resolución equiparable a definitiva. Sentencia arbitraria. Garantía a ser juzgado en plazo razonable. 


    Si bien las decisiones que rechazan la defensa de prescripción no constituyen fallos definitivos, en tanto no ponen fin al pleito ni impiden su continuación, la sentencia bajo examen puede ser equiparada a aquellos pronunciamientos, teniendo en consideración el agravio presentado por los recurrentes -afectación de la garantía a ser juzgados en un plazo razonable-, pues ese aspecto no podrá ser revisado con eficacia en la oportunidad de dictarse el fallo sobre el fondo. Los agravios relativos al rechazo de la prescripción prevista en el artículo 167 de la ley 19.551, remiten al examen de extremos fácticos y de derecho procesal y común, materia propia de los jueces de la causa, y ajena, por regla, a la instancia del artículo 14 de la ley 48. Por otra parte, se advierte que no fue examinado en la sentencia recurrida el planteo presentado por los accionados como de raigambre federal, vinculado con la violación de la garantía del juzgamiento en plazo razonable, omisión que fue admitida en el auto de concesión dictado a fojas 1186, por lo que corresponde que el superior tribunal de la causa se expida sobre el punto. Por todo lo expuesto, Corresponde dejar sin efecto la decisión apelada con el alcance indicado y restituir la causa al tribunal de origen para que dicte una nueva, sin que el presente dictamen importe juicio alguno acerca de su sentido.


    Banco Peña S.A. (En liquidación, Banco Central de la República Argentina) c/ Peña, Jaime Joaquín y otros s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 23325/1992/CS1, 11 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


     


    Verificación de créditos. Crédito privilegiado. Curatela. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Personas con discapacidad. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 344/2011 (47-I), "Instituto Médicos Antártida s/ Quiebra s/ Inc. de verificación R. A. F. y de L. R. H. de F."


    Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia s/ Quiebra s/ Inc. verificación de crédito por L., A. R. y otros


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 8283/2006/34/CS1, 10 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Juicio ejecutivo. Aportes y contribuciones sindicales. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa: COM 12963/2015/CS1, “SOEME c/ Instituto Secundario Municipal Esteban Ancarani s/ Ejecución fiscal”.


    SOEME c/ Tello, Patricia E. y Daparo, Rosa M., S. H. s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 36234/2015/CS1-CA2, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


     


    Juicio sumarísimo. Derechos de incidencia colectiva. Derecho del consumidor. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa: COM 28812/2014/CS1, “Proconsumer c/ Telecom Personal S.A. s/ Ordinario”.


    Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur - PROCONSUMER c/ Telecom Personal S.A. s/ Sumarísimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2250/2017/CS1, 19 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Gas licuado. Dominio del mercado. Fijación de precios. Abuso de posición dominante. Defensa de la competencia. Responsabilidad contractual. Monto de la indemnización. Sentencia arbitraria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 482/2014 (50-A)/CS1, "Auto-O-Gas S.A. c/ Y.P.F. y otro s/ Ordinario".


    Auto-O-Gas S.A. c/ Y.P.F. y otro s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 418/2014/(50-A)/CS1, 03 de mayo de 2017


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 482/2014 (50-A)/CS1, "Auto-O-Gas S.A. c/ Y.P.F. y otro s/ Ordinario".


    Auto-O-Gas S.A. c/ Y.P.F. y otro s/ Proceso de conocimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 426/2014/(50-A)/CS1, 03 de mayo de 2017


    Ver dictamen


     


    Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF).


    En cuanto al encuadre de la responsabilidad, en el marco del derecho de defensa de la competencia, los daños causados al interés económico general como consecuencia del abuso de posición dominante son susceptibles de generar tanto responsabilidad extracontractual como contractual. La ley de defensa de la competencia prohíbe la fijación de precios en abuso de la posición dominante en el mercado. De allí se sigue que cuando una práctica anticompetitiva se desarrolla en el marco de una relación contractual, como ocurre en autos respecto del adquirente primario del producto, la situación de dominio del mercado se traduce en asimetrías e imposiciones en el contrato, por lo que las obligaciones y expectativas recíprocas que nacen de esa vinculación contractual contribuyen a definir las características y el alcance de los daños que deben ser reparados. Todo ello sostiene la naturaleza contractual de la responsabilidad atribuida en el caso a YFF por los perjuicios económicos causados a la actora, en su carácter de suministrado. La sentencia recurrida es arbitraria en cuanto establece la cuantificación del daño sobre aspectos distorsionados por la conducta cuya consecuencia se busca reparar, así como sobre elementos que no guardan una relación suficiente con la conclusión a la que arriba. Ello descalifica al decisorio como sentencia válida pues pone a las partes en un estado de indefensión ante la imposibilidad de conocer el fundamento de ese aspecto de la decisión y evaluar su pertinencia.


    Auto - Gas S.A. c/ Y.P.F. y otro s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 482/2014/(50-A)/CS1, 03 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Intermediación financiera


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 214/2014 (50-M)/CS1 MCL "Emprendimientos e Negocios Ltda. c/ Beltrán, María Noé y otros s/ Civil y Comercial Varios”.


    MCL Emprendimientos E Negocios LTDA c/ Beltrán, María Noe y Otros s/ Varios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 71/2014/(50-M)/CS1, 08 de junio de 2017


    Ver dictamen 


    Empresa extranjera. Sociedad constituida en el extranjero. Venta de acciones. Falta de prueba. Reglas de la sana crítica. Sentencia arbitraria.



    Es condición de validez de los fallos judiciales que éstos sean fundados, exigencia que no se satisface cuando las resoluciones atacadas no proveen un estudio razonado de cuestiones introducidas oportunamente y que resultan conducentes para la dilucidación de la causa, todo lo cual procura, esencialmente, la exclusión de decisiones irregulares que afecten el adecuado servicio de justicia. Asiste razón a los recurrentes, en cuanto a la falta de prueba suficiente para determinar la existencia de la intermediación internacional, como así también los defectos en la valoración de las constancias y hechos examinados. En tales condiciones, cabe recordar que resultan descalificables las sentencias en cuanto no se ajusten a las reglas de la sana crítica, como lo exige el código de procedimientos. En ese contexto, el pronunciamiento en examen se limita a realizar un análisis parcial y aislado de diversos elementos de juicio sin integrarlos ni armonizarlos debidamente, con menoscabo de la verdad material y los derechos de la demandada.


    MCL Emprendimientos E Negocios LTDA c/ Beltrán, María Noe y Otros s/ Varios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 214/2014/(50-M)/CS1, 08 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Prenda. Ley de defensa del consumidor. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1 "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario". Precedente de Fallos: 340:905.


    La Corte Suprema se expidió recientemente en el precedente de la referencia, "HSBC", donde consideró aplicables las reglas de competencia de la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor, texto según ley 26.361, en el marco de las actuaciones promovidas a raíz de una operación de crédito para el consumo.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Sad, Alfredo Marcelo s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6793/2017/1/RH1, 06 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Quiebra


    Depósito bancario. Moneda extranjera. Tipo de cambio. Tasas de interés. Tasa pasiva. Derecho de propiedad. Confiscatoriedad. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia ultra petita. Defensa en juicio. 


    Depósitos judiciales redolarizados. Precedente de Fallos: 330:971 "EMM". Remisión al dictamen de la causa A. 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ Quiebra".


    La suma a la que arriba la liquidación aprobada, traduce un resultado excesivo, que deriva en un enriquecimiento incausado del patrimonio de la quiebra y se aparta palmariamente del accesorio que hubiere generado la imposición en la divisa extranjera en el lapso que corresponde. Así, la sola conversión de los intereses del depósito judicial invertido a plazo en pesos, cuando medió una redolarización aceptada por las partes, no encuentra sustento legal y deviene irrazonable valorando la diferencia cuantitativa que generan los réditos en inversiones en ambas monedas, sin que la sindicatura haya indicado que los intereses que naturalmente hubiere generado el plazo fijo en dólares por el período en cuestión, sea superior al que pretende abonar la entidad financiera. La Corte se pronunció, en autos "Algodonera Lavallol S.A. s/ Quiebra", tal como se cita, respecto de la procedencia y alcance de los accesorios de los depósitos judiciales redolarizados en el marco de lo previsto en Fallos: 330:971 "EMM" e invertidos a plazo.


    Incidente de apelación c/ Banco Caseros S.A. s/ Otros - Quiebra s/ Incidente de Apelación


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 39912/2008/CS1, 28 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Concurso preventivo. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 13417/20 14/35/CA3-CS1, caratulados "Incidente N° 35 AFIP-DGI en autos Veinfar Industrial y Comercial S.A. s/ Concurso preventivo"


    Petrolera Argentina S.A. s/ Concurso Preventivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 31321/2014/CS1, 25 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo vI


    Derecho Informático


    Medidas cautelares


    Contenido de sitios de internet. Bloqueo de sitios de internet. Libertad de expresión. Funcionarios públicos. Interés público. Sentencia arbitraria. 


    A fines de dictar la medida cautelar peticionada, el tribunal a quo examinó si estaba acreditada la verosimilitud en el derecho y si existía un peligro irreparable en la demora. Sin embargo, la conclusión se apartó del derecho vigente. Con relación al primer requisito, el tribunal ponderó únicamente si la información difundida tiene potencialidad de dañar la reputación del actor. Sin embargo, ese elemento es insuficiente, puesto que no puede impedirse la libre circulación de información si es el resultado del ejercicio legítimo de la libertad de expresión, aun cuando ella pueda molestar u ofender al sujeto de la información difundida. En este sentido, la Corte Suprema tiene dicho que el bloqueo del acceso a contenidos digitales por parte de quienes ofrecen servicios de búsqueda como la demandada debe estar precedido del examen respecto de la licitud del contenido. Esta doctrina de la Corte se encuentra en consonancia con el criterio de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos según el cual el bloqueo de contenidos digitales "solo será excepcionalmente admisible en los estrictos términos establecidos en el artículo 13 de la Convención Americana". Asimismo, ese organismo ha afirmado que "las medidas de filtrado o bloqueo deben diseñarse y aplicarse de modo tal que impacten, exclusivamente, el contenido reputado ilegítimo, sin afectar otros contenidos". En particular, ha considerado que las medidas de bloqueo de contenidos no se pueden utilizar para controlar o limitar la difusión de discursos especialmente protegidos o que tienen presunción de protección cuando dicha presunción no ha sido desvirtuada por una autoridad competente". Además, de conformidad con la Declaración conjunta sobre libertad de expresión e Internet, el bloqueo obligatorio de direcciones IP constituye una medida extrema, más aún cuando se trata del bloqueo de un discurso que puede merecer especial protección por estar vinculado con el ejercicio de funciones públicas. En este marco normativo, la cámara debió evaluar si el contenido que dio origen a las presentes actuaciones resultaba prima facie ilegítimo a efectos de tener por acreditada la verosimilitud en el derecho. Para ello, debió analizar la naturaleza del discurso. Los artículos difundidos consisten en acusaciones a un funcionario público y exponen una cuestión de interés público en tanto critican su desempeño en el cargo. Además, el contenido reviste interés público toda vez que se refiere al modo en el que el actor ejercía ese cargo público y, en particular, a su intervención en las actividades políticas realizadas por los estudiantes de la universidad. En atención a la naturaleza de la medida ordenada, correspondía evaluar la existencia de otros medios para satisfacer la pretensión del actor con una medida menos gravosa para la libre circulación de información.


    Paquez, José c/ Google Inc s/ Medidas Precautorias


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 23410/2014/3/RH2, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo vii


    Derecho Internacional


    Recurso directo


    Acuerdo sobre doble imposición. Acuerdo sobre doble imposición. Interpretación de tratados internacionales. Norma anti-abuso. Aplicación de tratados internacionales. Jerarquía de las leyes. Jerarquía de los Tratados Internacionales. 


    Es necesario proseguir el estudio de la cuestión con el agravio de la actora fincado en la interpretación de las normas del Convenio para evitar la Doble Imposición entre Chile y Argentina, aprobado por la ley 23.228 –el CDI, en adelante-, realizada a la luz del Art. 2° de la ley de rito fiscal. - Que este tratado fue negociado sobre la base del modelo de convenio para, evitar la doble imposición propuesto por el grupo de países del Pacto Andino y adoptó como regla distribuidora de la potestad tributaria entre ambos países el criterio de la fuente, de manera exclusiva, por lo que resultaba indiferente la residencia de la persona gravada. - Que este convenio no contenía norma alguna de las denominadas del "beneficiario efectivo" como sí las contienen otros tratados similares signados por nuestro país, ni disposición alguna de las denominadas "anti abuso". - Que tampoco hay disputa sobre la residencia de las sociedades involucradas ya que ambas tenían pleno derecho a aplicar las normas del CDI. - Que el CDI fue denunciado por Argentina y surtió sus efectos para los ejercicios fiscales posteriores a esta fecha. Dicho acto tuvo por finalidad evaluar y revisar los convenios de este tipo que tenía suscripto nuestro país, y proponer la tesitura que debía adoptarse en cada caso. - Que, con antelación a su denuncia, - luego de la entrada en vigor de la ley 19.840 chilena-, ambas partes habían acordado un Protocolo con respecto a ese CDI, el que fue aprobado por la ley 26.232, y que afectaba concretamente su capítulo III referido al impuesto sobre el patrimonio en lo atinente a las participaciones sociales, o acciones en el capital o patrimonio de una sociedad. - Que con la sanción de la tantas veces citada ley chilena 19.840, Chile creó la figura de las "sociedades plataforma de negocios", con el objeto de atraer inversiones extranjeras hacia él y que luego éstas fueran reinvertidas en el exterior, de forma tal de generar un aumento de exportaciones de servicios chilenos y de dar un mayor impulso al desarrollo de su infraestructura nacional, entre otros objetivos. - Que, desde el punto de vista fiscal, el Art. 41.D de la ley del impuesto a la renta chileno -modificado por esa misma ley 19.840- estableció que dichas "sociedades plataforma de negocios" estarían exentas de tributar en Chile por las ganancias que obtuvieran de fuente extranjera, para evitar que se volvieran a gravar las utilidades generadas que ya habían tributado en sus respectivos países de origen. - Que el Servicio de Impuestos Internos de Chile, organismo recaudador de dicho país, mediante el oficio 5.029, del 2/10/2003, sostuvo que las "sociedades plataforma de inversiones" estaban habilitadas para aplicar las normas del CDI. - Que por el lado argentino, y paralelamente, luego de ciertas actuaciones internas de la AFIP en las cuales se opinó que correspondía cerrar el procedimiento inspector sin ajuste dado el correcto encuadramiento normativo realizado por la firma contribuyente se decidió consultar a la Dirección Nacional de Impuestos. Dicha dependencia, luego de tres años de estudio, dictó el memorando 799/2010, del 4/11/2010, en el que se sostuvo que en el caso había un abuso de tratado y que, por lo tanto, los dividendos distribuidos por las sociedades holding de Chile debían quedar al margen del CDI, mediante la aplicación de la normativa interna anti abuso, es decir del Art. 2° de la ley 11.683. - Que no se activó el mecanismo de consultas que preveía el Art. 22 de la CDI para la situación en que se pudiera presentar “cualquier dificultad o duda”, “en la aplicación del presente convenio”, pudiendo las autoridades competentes respectivas celebrar “consultas entre sí” e intercambiar “la información necesario para resolver, de mutuo acuerdo” la cuestión. Y que toda sugerencia en este sentido no fue atendida por las autoridades nacionales competentes. - Que el Fisco Nacional tampoco hizo lo pertinente para que, por aplicación de lo dispuesto por los Arts. 133 y 148 de la ley del impuesto a las ganancias, se incorporase a las "sociedades plataforma de negocios" chilenas en el decreto 1.344/1998 como equiparadas, en cuanto a sus consecuencias tributarias, a aquellas ubicadas en los denominados "paraísos fiscales". - Que la AFIP no ha discutido la existencia formal de la sociedad, ni de otras empresas del grupo, ni la regularidad de su estrategia de negocios internacional, sino únicamente sus consecuencias tributarias en Argentina. - Que tanto el Fisco como el a quo consideran que las cláusulas del arto 11 del CDI tienen por objeto conceder un beneficio a las empresas de los Estados contratantes respecto de los dividendos, gravándolos en una sola de esas jurisdicciones, pero de ninguna manera fue su propósito extender este beneficio a dividendos que provengan de terceros países que no son parte de ese CDI. El núcleo argumental de la decisión recurrida -que sigue estriba en sostener que la actora se valió de las normas del CDI para centralizar sus ingresos consistentes en dividendos de diversas empresas ubicadas en el extranjero en las que participaba obteniendo como resultado que tales rentas quedaran fuera del alcance del impuesto de la ley 20.628 en virtud de que Argentina había asumido voluntariamente, acorde con lo convenido en los arts. 2°,4°,11 Y cc. del CDI, quedar privada de su potestad tributaria respecto de ellas, a la vez que Chile las dejaba exentas. Es decir, se arribaba a una situación que el Fisco y las instancias de grado adjetivaron como de "doble no imposición" y que, según su criterio, constituía una conducta abusiva de ese CDI cuyo objeto no era producir esas consecuencias sino más bien evitar sólo las situaciones de doble tributación. El CDI aprobado por la ley 23.228 no contenía norma alguna de las calificadas como "anti abuso", es decir de las que permiten soslayar un resultado económico determinado si no se cumple con ciertas condiciones subyacentes. La sentencia en crisis convalida así un doble error cometido por el Fisco Nacional, que la ley 19.840 de Chile importó un "modificación unilateral" del CDI, como así al considerar tanto "apartamiento" o también que, ante situaciones que se consideran “abusivas" del CDI, corresponde aplicar las normas internas argentinas para evitar ese resultado (en el caso, el Art. 2° de la ley 11.683). No puede considerarse tal conducta como un "apartamiento" o "modificación unilateral" del CDI, ya que no había norma alguna en éste que prohibiera ese proceder, o bien lo condicionara en su ejercicio o, más aún, que permitiera a la Argentina retomar la potestad tributaria resignada al suscribirlo. Si la política fiscal llevada a cabo por chile no fuera compartida por nuestro país, o le resultare inconveniente desde la perspectiva de sus intereses económicos, siempre quedaba la opción de intentar renegociar el CDI o bien de denunciarlo, tal como finalmente ocurrió. La modificación de compromisos internacionales, deben tener efectos hacia el futuro debido a elementales consideraciones de reserva de ley tributaria y de seguridad jurídica. En efecto, enlazando ambos principios, ese Tribunal ha sostenido que el principio de reserva de la ley tributaria, de rango constitucional y propio del Estado de Derecho, únicamente admite que una norma jurídica con la naturaleza de ley formal tipifique el hecho que se considera imponible y que constituirá la posterior causa de la obligación tributaria. En lo concerniente a la aplicación de normas internas argentinas para evitar el resultado no querido por el fisco, ocurre que el CDI en cuestión goza de la jerarquía supra-legal que le otorgan los Arts. 31 y 75, inc. 22, de nuestra Carta Magna y, por ende, no puede ser modificado por disposiciones de orden interno. Esta norma ha sido interpretada por la Corte, otorgándole supremacía sobre la legislación interna.


    Molinos Río de la Plata S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1351/2014/CA1-CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Laudo arbitral internacional. Laudo arbitral internacional. Reconocimiento de sentencia extranjera. Ejecución de sentencia. Tratados internacionales. Orden público. Principio de legalidad. Exequátur. Actuación de oficio. Reformatio in pejus. Fundamentación del recurso. Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión no federal. Desestimación del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario sólo será formalmente admisible en la medida en que se alegue y demuestre que la decisión del a quo no constituye un acto judicial válido, según los términos y con el alcance delimitados por la jurisprudencia del Tribunal. Un examen estricto de los términos del recurso, llevan a concluir que no cumple con el requisito de fundamentación autónoma que requiere el art. 15 de la ley 48, toda vez que, la apelante no se hace cargo, como es debido, de los argumentos federales que fundamentan la sentencia, y no los rebate, como es exigible, mediante una completa y adecuada crítica, pues sus agravios evidencian tan sólo discrepancias con aspectos no federales de la cuestión. En efecto, la recurrente no se hace cargo de las consideraciones efectuadas por el superior tribunal basadas en que, a lo largo del trámite, los jueces omitieron reparar en la falta de un procedimiento acorde a nuestros principios constitucionales y, por ende, en que se habían transgredido las disposiciones de orden público de la República Argentina, para lo cual aquéllos estaban habilitados a intervenir, aún oficiosamente. Ello, de acuerdo con los términos del art. V.2.b) de la Convención de Nueva York aprobada por la ley 23.619, según el cual "se podrá denegar el reconocimiento y ejecución de una sentencia arbitral si la autoridad competente del país en que se pide el reconocimiento y la ejecución, comprueba que el reconocimiento o la ejecución de la sentencia serian contrarios al orden público de ese país". El superior tribunal fundó aquella aseveración en el elemental principio de legalidad que consagra dicha cláusula y en conceptos sustentados por la Corte, tales como que la eficacia extraterritorial de una resolución dictada en el extranjero está condicionada a la satisfacción de ciertos requisitos contenidos en el respectivo tratado, algunos de los cuales pueden ser verificados de oficio por el juez requerido, entre los que se encuentran la compatibilidad de lo actuado y resuelto con los principios y leyes de orden público del Estado donde se pida el reconocimiento y ejecución. Y que el principio del debido proceso adjetivo integra el orden público internacional argentino, no sólo en procedimientos de carácter penal, sino también en aquellos que versan sobre derechos de contenido patrimonial, subrayando que a ello debe conformarse todo procedimiento jurisdiccional que concluya en sentencia o resolución que tenga efectos en la República Argentina. Tal como fuera expresado, la apelante no rebatió debidamente, con una crítica prolija, los fundamentos de la sentencia, que encuentran sustento también en los dictámenes en que este Ministerio Público recordó que el control de la observancia del orden público interno está previsto en una abrumadora cantidad de convenios bilaterales e internacionales suscriptos por la República Argentina y que legislaciones internas de numerosos países supeditan el reconocimiento y ejecución de decisiones foráneas a la condición de que no afecten el orden público o sus poli ticas públicas fundamentales. Asimismo, se expuso que uno de los objetos centrales del procedimiento de exequátur -tal como está regulado en nuestro derecho, así corno en los tratados internacionales y en el derecho comparado- es que el juez nacional controle que la decisión extranjera no vulnere el orden público local. Es así que los planteos de la apelante sobre la violación de la cosa juzgada y del principio de congruencia se vuelven insustanciales frente a los fundamentos del pronunciamiento apelado, en el cual el tribunal justifica debidamente su intervención oficiosa en el proceso para salvaguardar el orden público violado, toda vez que a quienes correspondía resolver les había pasado inadvertida la circunstancia de la transgresión de disposiciones de aquel orden. Por otra parte, la Corte tiene dicho que las meras discrepancias con aspectos no federales del fallo, vinculados a cuestiones de derecho público local que, al margen de su acierto o error, le confieren fundamentos del mismo orden suficientes para su validez jurisdiccional, no alcanzan a sustentar la mencionada tacha de arbitrariedad, dado el carácter excepcional de esta doctrina. Al respecto, la Corte ha dicho reiteradamente, que lo atinente a las facultades de los tribunales provinciales, al alcance de su Jurisdicción y a la forma con que ejercen su ministerio, todo ello reglado por normas de constituciones y leyes locales, es materia irrevisable en esta instancia, en razón del debido respeto a la atribución de las provincias de darse sus instituciones y regirse por ellas. Por lo demás, no se ha verificado un supuesto de reformatio in pejus en la medida en que el fallo apelado confirmó el anterior aunque con distintos fundamentos. El Tribunal ha sostenido que la confirmación de una sentencia -por sus propios argumentos o por otros- no plantea cuestión federal alguna, toda vez que no hay reformatio in pejus, la que sólo se configura cuando se coloca al único apelante en peor situación que la resultante del pronunciamiento recurrido. En efecto, la reformatio in pejus no sólo requiere omisión de recurso, sino además, agravamiento de la situación de la parte de una instancia a otra, lo que no ha acontecido en el caso, toda vez que la sentencia de la Suprema Corte ha sido confirmatoria de la dictada por la Cámara. El examen que precede pone en evidencia que el escrito recursivo no rebate todos los fundamentos de la sentencia mediante una crítica prolija y circunstanciada, y remite al examen de cuestiones de hecho, derecho procesal y público local no aptas para habilitar la vía extraordinaria.


    Milantic Trans S.A. c/ Ministerio de la Producción (Ast. Río Santiago y otro) s/ Ejecución de sentencia - recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley y nulidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1460/2016/CS1, 29 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Extradición. Extradición. Homicidio. Robo con intimidación en las personas. Menor procesado. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Orden público. Control de legalidad. Interés del menor. Sentencia firme. Cosa juzgada. Debido proceso. Garantías procesales. Cómputo de la pena. Prescripción de la acción penal. Pronunciamiento inoficioso. Derecho interno. Confirmación de sentencia. 


    Si bien los agravios han recibido respuesta suficiente en el fallo del a quo y su insistencia revela una discrepancia con el criterio adverso allí adoptado, resulta pertinente su tratamiento en esta instancia en función del interés que representa este Ministerio Público tanto por la procedencia de la extradición (art. 25 de la ley 24.767) como por el orden público y la defensa de la legalidad que le competen (art. 120 de la Constitución Nacional). En esa inteligencia, en cuanto a la minoría de edad que la imputada registraba al momento de los hechos por los que resultó condenada, la defensa pretende por esta vía el examen de las circunstancias que valoró la justicia chilena -de conformidad con su derecho interno entonces vigente- al enjuiciar a la nombrada e individualizar la pena que se le aplicó. Entre otras razones, frente al silencio que respecto de los menores presenta el Tratado Interamericano de Extradición aplicable, suscripto en Montevideo en 1933, invoca el artículo 11, inciso c), de la ley 24.767; el artículo 10 del Acuerdo sobre Extradición entre los Estados Partes del Mercosur -aprobado en Río de Janeiro el 10 de diciembre de 1998-, la Convención sobre los Derechos del Niño y la ley 20.084 de la República de Chile. Al respecto, Nuestra Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (art. 2) y la coincidente doctrina de la Corte, determinan que ante la existencia de tratado, sus disposiciones y no las de la legislación interna, son las aplicables al pedido de extradición, ya que de lo contrario importaría apartarse del texto del instrumento convencional (art. 31 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados) e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre varias naciones. Si bien lo dicho bastaría para desestimar el planteo, cabe añadir que más allá de cuanto pueda reflejar sobre el estado del ius cogens, la invocación del citado artículo 10 del Acuerdo sobre Extradición entre los Estados Partes del Mercosur resulta insustancial desde que se trata de un instrumento que aún carece de vigencia. No obstante ello, ante la alegada afectación tanto del orden público como del interés superior del niño consagrado en el artículo 3.1 de la Convención sobre los Derechos del Niño y de lo resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos in re "Mendoza", es pertinente observar que ese instrumento internacional admite la restricción de la libertad en las condiciones previstas en su artículo 37, y que los antecedentes del legajo no permiten vislumbrar menoscabo alguno al respecto. Ello, toda vez que existió una inferior reacción estatal en el quantum aplicado a la requerida, prima facie acorde a la menor culpabilidad atribuible a los niños por su inmadurez emocional y a la regla de la prisión “durante el período más breve que proceda" que fija el artículo 37.b del citado instrumento internacional. En esas condiciones, ingresar al análisis de la necesidad de esa sanción y su proporcionalidad según nuestra legislación resulta improcedente, por tratarse de valoraciones de fondo que per se exceden los términos del tratado aplicable y la naturaleza del juicio de extradición, además de importar una indebida descalificación e intromisión en el procedimiento extranjero, con potencial menoscabo de las buenas relaciones bilaterales con el Estado requirente. Esta afirmación también alcanza lo referido a la interpretación y aplicación retroactiva de la ley 20.084 de la República de Chile que propone la recurrente. En consecuencia, no acreditada la afectación de las garantías que rigen el derecho penal de los menores, corresponde desestimar el planteo. En cuanto al segundo agravio, referido a la incertidumbre sobre la firmeza de la condena por la cual se reclama la entrega de la imputada, surge de las constancias que aunque el expediente sólo haya podido reconstruirse parcialmente, ello no impide que exista certeza sobre la ejecutoriedad del fallo condenatorio. Por otra parte, la pretensión de la defensa de que el pronunciamiento de alzada fue dictado en ausencia y por lo tanto no es útil a los fines de la extradición omite refutar el fundamento del a quo que, con invocación del precedente "Reichelt" de la Corte, afirmó que "el juicio propiamente dicho no puede asimilarse materialmente a un juicio de casación de fondo”. En efecto, la acusada estuvo a derecho desde el inicio del proceso extranjero, fue oída y contó con asistencia letrada y, ya excarcelada, se ausentó voluntariamente durante el trámite recursivo, sin que existan elementos que indiquen que en esa etapa "sea exigible, en salvaguarda de la garantía del 'debido proceso', la celebración de una vista oral o, a todo evento, que se garantice el derecho de la contraparte a ser escuchada en ese marco procesal, aún en forma escrita". Así las cosas, no es posible argüir en el sub lite que por esa circunstancia la reclamada haya visto menoscabadas sus garantías fundamentales, como así tampoco poner en duda la vigencia de la sentencia y de la pena aplicada, lo cual también determina la improcedencia del argumento de la defensa oficial sobre la prescripción de la acción penal en aplicación de la ley chilena 20.084. Al igual que en el apartado anterior, la asistencia técnica invoca criterios de derecho interno dirigidos a la procedencia de la hipotética revisión de la condena extranjera que aun cuando se invoque el sistema procesal actual del Estado requirente, se trata de una cuestión de fondo que pretende afectar la cosa juzgada, que -en todo caso- podría introducir la parte ante la justicia de la República de Chile, y que por su naturaleza excede el objeto de este proceso de extradición. Otro tanto corresponde afirmar sobre el planteo acerca del cómputo de la pena aplicada pues se trata de una facultad propia de la justicia del Estado requirente que sólo podría ejercerse una vez que la acusada se encuentre a derecho en esa jurisdicción. En dichas condiciones, el agravio así introducido tampoco resulta procedente. Por último, en cuanto a la afectación del interés superior del niño ante la omisión de adoptar medidas para reducir al máximo posible el impacto negativo que el traslado de la acusada habría de generar a su hija de cinco años, el planteo resulta prematuro desde que el juez federal ha sujetado expresamente su dictado a que la sentencia impugnada adquiera firmeza, lo cual, torna inoficioso pronunciarse ahora sobre la cuestión.


    M. de la F., M. R. y otro s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 14488/2016/CS1, 16 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Oposición a la extradición. Cooperación internacional. Plazos procesales. Prescripción. Confirmación de sentencia. 


    Precedentes "Larrain Cruz" y T. 338/2013; L. XLIX, “Toman, Jiri s/ Extradición”.


    Contra la sentencia que concedió la extradición se interpuso recurso ordinario de apelación en razón de los siguientes agravios: 1. El Estado requirente incumplió con el plazo para presentar debidamente la documentación necesaria a fin de solicitar el extrañamiento y tampoco acompañó la totalidad de las normas penales y procesales aplicables; 2. En el caso no se verifica la doble incriminación de la conducta que motiva el trámite; y 3. La pretensión punitiva del país que ruega la asistencia internacional prescribió. En primer lugar, el Estado requirente cumplió con su deber de entregar la documentación antes del término acordado. Fuera de ello cabe recordar, que la Ley de Cooperación Internacional acuerda esta facultad al juzgador "hasta el momento de dictar sentencia". En segundo lugar, la ley 24.767 no exige que se acompañe la totalidad de la legislación extranjera, sino sólo la que se encuentra especialmente señalada en sus artículos 13 y 14, según el pedido se refiera a un imputado o a un condenado. Al tratarse en estas actuaciones de una rogatoria para el cumplimiento de una condena, carece de pertinencia para su resolución la incorporación de la ley de introducción al Código Tributario Alemán ya que, esa consideración escapa a las características del caso, donde únicamente se debe evaluar la subsistencia de la pena según la ley del Estado requirente. Cabe apuntar que ese requisito ha sido acreditado. Lo hasta aquí expuesto, determina la improcedencia de los planteos referidos al tardío e incompleto envío de los recaudos formales por parte del Estado requirente. En relación a la doble incriminación de la conducta, la individualización de qué situaciones constituyen hecho imponible es de exclusiva competencia de cada Estado, pero ello no impide que, en casos como el de autos, donde no existe discusión respecto de la conducta penalmente relevante, esto es, las declaraciones u ocultaciones al fisco engañosas, incorrectas, maliciosas o incompletas, como medio para evadir el pago de impuestos, esa clara identidad típica resulte suficiente a aquellos fines, sin necesidad de ingresar a un análisis pormenorizado de los respectivos regímenes impositivos para lograr una exacta analogía fiscal. La improcedencia de planteos de esa naturaleza ha sido examinada por la Corte en el precedente de referencia, donde afirmó que "los elementos normativos pueden concretarse sólo en el orden jurídico al cual pertenecen, y sólo de manera abstracta pueden compararse con otros análogos de otras jurisdicciones estatales", juzgó acreditada la doble subsunción al afirmar que la verificación de la sustancia de la infracción no alude a los "casos en los que la ley del país requerido establece en el tipo un elemento normativo que no contiene la ley penal del país requirente, en cuyo caso no se trata ya de la misma infracción; sino de casos que contienen los mismos elementos que fundan la incriminación y; sólo difieren en las particularidades de esos elementos propios del régimen jurídico en el que se insertan". Volviendo al sub judice, la gama de tributos a los que se puede referir la conducta que es considerada delito en ambos Estados, constituye un elemento normativo cuya definición es propia de cada uno de ellos y las diferencias que existan al respecto carecen de efecto impediente a los fines de la extradición, pues hay coincidencia en el castigo de la sustancia de la infracción. Por lo demás, ese principio ha sido aplicado por la Corte, en otro precedente -citado en las referencias-, donde la evasión tributaria imputada al requerido se refería a "la reducción de la base impositiva en las declaraciones juradas correspondientes al Impuesto al Valor Añadido… correspondientes a sociedades comerciales a las que aparece vinculado, mediante un accionar deliberado para inducir a engaño o ardid al fisco extranjero, causándole el perjuicio… En el primer supuesto, por la 'no incorporación' a los fines del cálculo en cuestión de todas las operaciones comerciales de la sociedad. En el segundo, mediante interpósita persona jurídica con el fin de ocultar la real actividad de la contribuyente y, por esa vía, reducir la base impositiva". Luego de esa descripción, la Corte sostuvo "que tal proceder encuadra, a los fines que aquí conciernen y según el derecho argentino, en el tipo penal que contempla el artículo 1 ° de la ley 24.769 como delito de evasión mediante "ardid o engaño ", "declaraciones engañosas ", "ocultaciones maliciosas" o cualquier otro en tanto da cuenta de un proceder dirigido a ocultarle información al fisco extranjero, burlando así la confianza depositada sobre la veracidad de la información proporcionada por el contribuyente en sus declaraciones impositivas con el consecuente perjuicio económico". Como se puede apreciar, aun cuando el tributo en cuestión podía ser invocado a los fines de la doble subsunción -incluso a partir de su denominación- con el similar de nuestro régimen impositivo, bastó -como en el caso de autos- con la descripción de lo esencial de la conducta típica para juzgar acreditado ese recaudo. En tales condiciones, el agravio resulta improcedente. Tampoco asiste razón a la defensa en su pretensión de analizar la extinción de la acción penal en el Estado solicitante, en tanto se trata de un aspecto que, en el caso, debe regirse según su ley y, además, la extradición ha sido solicitada para el cumplimiento de una condena firme. En consecuencia, la prescripción debe analizarse exclusivamente con ese alcance. Sin necesidad de ingresar al análisis sobre el carácter procesal, sustantivo o mixto que la jurisprudencia y doctrina de Alemania asignan a las normas sobre prescripción corresponde entonces remitirse a la textualidad de la ley de extradiciones que -en lo relevante para el sub judice- reza que deberá brindarse "la explicación de las razones por las cuales la pena no se encuentra extinguida". En tales condiciones, se ha acreditado ese requisito formal. Por ello, además de tratarse de un aspecto que fue expresamente examinado y resuelto en la sentencia extranjera firme, corresponde desestimar el planteo referido a la prescripción de la acción penal.


    S. S., Peter s/ Extradición


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 5147/2016/CS1, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


     


     


     


     

  


  
    Capítulo viii


    Derecho Laboral


    Accidentes de trabajo


    Cuestiones de competencia. Queja por denegación del recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 38166/2014/1/RH1, "Radua, Agustín c/ Nuevas Cristalerías Avellaneda S.A. y otro s/ Accidente acción civil".


    Cáceres, Dionisio c/ Papelera Samseng S.A. y otros s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 48498/2015/1/RH1, 17 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Incapacidad laboral. Porcentaje de incapacidad. Ley sobre riesgos del trabajo. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. 


    Fallos: 339:781, "Esposito" y otros.


    Con respecto al agravio que cuestiona la aplicación de la Ley 26.773 a un accidente ocurrido antes de su entrada en vigencia, cabe señalar que, sin perjuicio de la posición sostenida por la Procuración General en los autos CNT 18036/2011/1/RH1, "Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente- ley especial", la Corte Suprema se ha pronunciado en el fallo de la referencia, en sentido contrario al propiciado por la cámara. En efecto, la Corte señaló que el artículo 17.5 de la ley 26.773 "al establecer 'que las disposiciones atinentes a las prestaciones en dinero' entrarían en vigencia a partir de la publicación de la ley en el Boletín Oficial, no dejó margen alguno para otra interpretación". Precisó que la regla que emana de este último precepto legal "no puede dejarse de lado, mediante la dogmática invocación de supuestas razones de justicia y equidad".


    Núñez, Nelson Esteban c/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 15329/2013/2/RH1, 28 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Queja por recurso denegado. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64722/2013/1/RH1, "Páez Alfonzo, Matilde y otro c/ Asociart ART S.A. y otro s/ Indemnización por fallecimiento”.


    Castro, Verónica Liliana c/ Galeno Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente- Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 57453/2013/1/RH1, 15 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por incapacidad. Asegurador por riesgos del trabajo. Irretroactividad de la ley. 


    Remisión al fallo de la causa CNT 18036/2011/1/RH1, “Espósito, Dardo L. c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente - ley especial”.


    Rivero, Claudio Martín c/ Asociart ART S.A. s/ Ordinario - recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4109/2015/RH1, 09 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por muerte del trabajador. Beneficiarios de la indemnización laboral. Improcedencia de recurso. Tasas de interés. Herederos. Ley de contrato de trabajo. Interpretación de la ley. Cuestión de derecho común. Admisibilidad del recurso. Liquidación judicial. Sentencia arbitraria. 


    Carencia de fundamentos. Aplicación razonada del derecho vigente. Acto jurisdiccional invalido.


    El recurso extraordinario, en cuanto discute la tasa de interés aplicada y el carácter de derechohabientes de los hijos del causante y la interpretación del artículo 248 de la Ley de Contrato de Trabajo, resulta improcedente, pues la instancia extraordinaria no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio en relación con la interpretación y aplicación que hacen de normas de derecho común. Además, la sentencia se funda en argumentos suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. En cuanto a los agravios que cuestionan que la liquidación se haya calculado en proporción a la obligación asumida por el demandado en el pago del salario, si bien remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común, ajenas a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para admitir el recurso por arbitrariedad, pues la decisión apelada no realizó una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa. En consecuencia, no satisface, en este punto, las exigencias de fundamentación necesarias para considerar el pronunciamiento como un acto judicial válido. El a quo, al calcular la indemnización por muerte solo sobre la base de los rubros que abonaba la demandada, soslayó que existió un único contrato de trabajo que unió al causante con el demandado y, en forma indirecta, con el Estado Nacional y que la remuneración que percibía el trabajador por sus tareas, en el marco de ese contrato, incluía el rubro "Categoría Estado". Además, no ponderó que los rubros en cuestión deben ser abonados en forma íntegra por el empleador y en caso de pluralidad de empleadores o interposición de personas la responsabilidad será solidaria, sin perjuicio de las acciones civiles que puedan ejercer entre ellos. La sentencia en crisis, en cuanto consideró que el contrato de trabajo se rigió por la LCT y reconoció que el rubro "Categoría Estado" formaba parte de la remuneración habitual del trabajador, pero, no obstante ello, lo excluyó de la liquidación, luce contradictoria y carente de fundamentos por lo que debe ser dejada sin efecto sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Albornoz, María Elena c/ Colegio de escribanos de la Ciudad Autonóma de Buenos Aires s/ Indemnización por fallecimiento


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21671/2009/1/RH1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Ley especial. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64722/2013/1/RH1, "Páez Alfonso, Matilde y otro c/ Asociart ART SA y otro s/ Indemnización por fallecimiento”.


    Ramos Benitez, Carmelo César c/ Galeno ART S.A s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 22719/2013/1/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CNT 64722/2013/1/RH1, “Páez Alfonzo, Matilde y otro c/ Asociart ART S.A. y otro s/ Indemn. Por fallecimiento”.


    Molina, Héctor Raúl c/ Mapfre Argentina ART S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14114/2013/1/RH1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CNT 64722/2013/1/RH1, “Páez Alfonzo, Matilde y otro c/ Asociart ART S.A. y otro s/ Indemn. Por fallecimiento”.


    Ocampo, Juan Gabriel c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente –Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 66726/2014/1/RH1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Sentencia definitiva. 


    Remisión al dictamen de la causa: CNT 9027/2015/1/RH1, “Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART SA s/ Accidente-acción civil”.


    Cerulli, Leonardo c/ Naturel S.A. y otro s/ Accidente


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 57778/2014/1/RH1, 10 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Acción civil por accidente de trabajo


    Cuestiones de competencia. Excepción de incompetencia. Queja por denegación del recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 38166/2014/1/RH1,"Radua, Agustín c/ Nuevas Cristalerías Avellaneda S.A. y otro s/ Accidente acción civil".


    Acuña, María Isabel c/ Swiss Medical ART S.A. s/ Accidente acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 4561/2015/1/RH1, 17 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Queja por denegación del recurso extraordinario. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64142/2013/1/RH1, "Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos de Trabajo SA s/ Accidente-acción civil".


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí interesa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. La sentencia no deniega el fuero en tanto las partes solicitaron la intervención de un tribunal nacional en materia ordinaria. En ese sentido, las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre juzgados nacionales con asiento en la Capital Federal no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la ley 48. A los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la ley 48, el decisorio en crisis tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la codemandada quedó sometida a la jurisdicción laboral de la Capital Federal en la que puede ejercer las restantes defensas planteadas. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Meert, Valeria Lorena c/ Swiss Medical ART S.A. y otro s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 76611/2014/1/RH1, 03 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Responsabilidad del empleador. Relación de causalidad. Discrepancia del recurrente. Inexistencia de cuestión federal suficiente. 


    Remisión al precedente de la causa “Torrillo”.


    Los agravios referidos a la atribución de responsabilidad derivada de un accidente de trabajo remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. Respecto a la acreditación del nexo de causalidad adecuado entre los incumplimientos endilgados a la ART y el daño sufrido por la actora, la Corte Suprema sostuvo en el caso "Torrillo" que "no existe razón alguna para poner a una ART al margen del régimen de responsabilidad previsto por el Código Civil, por los daños a la persona de un trabajador derivados de un accidente o enfermedad laboral, en el caso en que se demuestren los presupuestos de aquél, que incluyen tanto el acto ilícito y la imputación, cuanto el nexo causal adecuado (excluyente o no) entre dichos daños y la omisión o el cumplimiento deficiente por parte de la primera de sus deberes legales". No advirtiéndose en las constancias de la causa acción preventiva alguna de la aseguradora, la sentencia luce fundada. Por su parte, la recurrente no cuestiona adecuadamente la conclusión de que su responsabilidad surge por la omisión de una conducta impuesta por deberes legales, dirigida a interrumpir la cadena causal, con eficacia para prevenir o morigerar el daño.


    Baranowski, Sabrina Elisabet c/ Tetrafarm S.A. y otro s/ Accidente-Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47538/2010/CS1-CA1, 09 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Asociaciones sindicales


    Personería gremial. Trabajo penitenciario. 


    Precedente del fallo de la causa A. 803, L. XLVI, “Asociación Civil Defeinder y otros c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Proceso de conocimiento”.


    Remisión al fallo de la causa CSJ 841/2013 (49-S) CS1; “Sindicato Único de Trabajadores Privados de la Libertad Ambulatoria c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación y otros s/ Amparo”.


    Sutpla y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación y otros s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 55653/2012/1/RH1, 06 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Accidentes de trabajo. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la Contienda. Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, “Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido”, y resuelto en sentido concordante por la Corte Suprema en Fallos: 340:620.


    Para la correcta traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición.


    Díaz de Tuesta, Marcelo Hernán c/ Galeno ART S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 98830/2016/CS1, 27 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Colegio de escribanos. Diferencias salariales. Agentes de la administración pública. Personal contratado. Competencia laboral. Justicia nacional del trabajo. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CNT 64061/2013,"Alvarez c/ Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires" y CNT 74004/2014/CS1, "García Crocco c/ Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires".


    Vilacha, Andrea Marta y otros c/ Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Diferencias de salarios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20412/2014/CS1, 13 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 74007/2014/CS1, "García Crocco, Javier y otros c/ Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires".


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. La cuestión que aquí toca dilucidar se circunscribe exclusivamente a determinar la justicia competente para resolver acerca el reclamo iniciado por el personal "contratado" por el Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires que presta servicios en el RPI. La materia del pleito, en lo que respecta al personal contratado, atañe al derecho laboral común, pues debe determinarse si a ellos, en el marco de su relación contractual ajena al régimen de empleo público conforme a lo dispuesto en el art. 7° in fine de la ley 17.050, les resulta aplicable el aumento salarial que aquí se reclama.


    Álvarez, Mayra Elizabeth y otros c/ Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 64061/2013/CS2-CS1, 07 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Obligaciones del empleador. Empleo registrado. Beneficios previsionales. Denegatoria del beneficio. Competencia laboral. 


    Es doctrina de la Corte que, para dilucidar conflictos de competencia debe tenerse en cuenta, principalmente, la relación de hechos contenida en la demanda y después, en la medida en que se ajuste a ese relato, el derecho invocado en sustento del reclamo; y, a ese fin, es menester indagar en la naturaleza de la petición y del vínculo jurídico existente entre las partes El presente caso no escapa a la aptitud jurisdiccional de la justicia laboral, pues, estrictamente, se persigue el resarcimiento de un gravamen patrimonial y moral ocasionado en virtud de un vínculo de trabajo que unió al dependiente con su empleadora, por lo que deviene aplicable el artículo 20 de la Ley 18.345. De ello se sigue que revestiría influencia decisiva para resolver la presente disputa la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho del trabajo.


    IlIasoff, Ally Ismael c/ Empresa Bolland y Cía. S.A. s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 108/2017/CS1, 21 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Elecciones gremiales. Nulidad de la elección. Cuestión de derecho común. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 44, L. XLVII, “Miñana, Esteban c/ Junta Electoral del Sindicato de Trabajadores de Correos y Telecomunicaciones s/ Amparo”.


    Lista Roja Franja Celeste c/ Sindicato de obreros y empacadores de fruta de Río Negro y Neuquén


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1337/2016/CS1, 04 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Contrato de trabajo. Accidentes de trabajo. Incapacidad laboral. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Tiene dicho la Corte que las cuestiones de competencia entre jueces de distintas jurisdicciones deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos; sobre dicha base, en los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares rige el artículo 24 de la ley 18.345, que prevé que en las causas entre trabajadores y empleadores es competente -a elección del actor-el juez del lugar del trabajo, el del lugar de la celebración del contrato o el del domicilio del demandado. Corresponde al fuero que previno continuar interviniendo en el caso.


    Frías, Víctor Matías c/ IMECA S.R.L. y otro s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 92518/2016/CS1, 06 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Convenios colectivos de trabajo


    Recomposición salarial. Arbitraje obligatorio. Autonomía de la voluntad. Declaración de inconstitucionalidad. Organización Internacional del Trabajo. Principios laborales. Principio pro homine. 


    Ley 20.638. Convenios 87, 98 y 154 de la OIT.


    La presunta contradicción entre la ley 20.638 y los convenios de OIT sólo puede habilitar un juicio de invalidez constitucional de la ley referida luego de la reforma constitucional de 1994, que le otorgó rango constitucional al convenio 87 y supralegal a los convenios 98 y 154 de la OIT. A la misma conclusión corresponde arribar si se entiende que la Convención de Viena sobre Derechos de los Tratados, aprobada por la ley 19.865, y que entró en vigencia el 27 de enero de 1980, alteró el ordenamiento legal argentino y dio primacía al derecho internacional convencional por sobre la ley interna, pues el laudo cuestionado se dictó antes de que se estableciera ese cambio de jerarquía. En cuanto a las pautas de aplicación de los convenios de la OIT y su relación con las leyes y convenciones colectivas nacionales, la constitución de ese organismo internacional, en su artículo 19.8, establece que "En ningún caso podrá considerarse que la adopción de un convenio o de una recomendación por la conferencia, o la ratificación de un convenio por cualquier Miembro, menoscabará cualquier ley, sentencia, costumbre o acuerdo que garantice a los trabajadores condiciones más favorables que las que figuren en el convenio o en la recomendación". Esa pauta interpretativa, en virtud del principio de aplicación de la norma más favorable, garantiza que las normas de la OIT, que actúan como pisos mínimos, nunca puedan ser aplicadas para reducir derechos o desmerecer el nivel de tutela alcanzado por la norma interna. Esta regla hermenéutica es coherente con el principio pro hómine o de la efectiva y más plena tutela del derecho social. La pauta remuneratoria prevista en el artículo 58 del convenio 17/75 establece un piso mínimo de garantías salariales que no invalida mejores beneficios de los trabajadores, y conserva la facultad de las partes de negociar y acordar libremente en el marco de la negociación colectiva. El hecho de que esa pauta haya surgido de un laudo producto del arbitraje obligatorio no restringió indebidamente la voluntad colectiva de las partes, que incluso, en algunas ocasiones, negociaron pautas salariales diferentes y, en otras, retomaron la prevista en el artículo 58. No se observa que en el curso de las diferentes rondas de negociación las partes hayan sufrido un agravio o restricción ilegítima en su autonomía colectiva, en contra de los derechos de negociación colectiva y libertad sindical que reconocen los convenios de la OIT, más allá del ejercicio inicial del laudo por la autoridad laboral. En consecuencia, no existen elementos para sostener que el artículo 58 del convenio 17/75 vulnere los convenios 87, 98 y 154 de la OIT y, por lo tanto, contenga algún vicio de constitucionalidad.


    Assuma, Orlando José c/ Supercanal S.A. s/ Despido p/ Recurso extraordinario de inconstitucionalidad - casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 382/2016/CS1, 25 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Medida cautelar innovativa. Contrato de trabajo. Obligaciones del trabajador. Competencia laboral. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    A los fines de resolver cuestiones de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, como así también a la naturaleza de la relación habida entre las partes. Cabe recordar que será juez competente, en las medidas preliminares y precautorias, el que deba entender en el proceso principal. En autos, la actora peticiona el dictado de una medida innovativa, anticipando que promoverá una demanda dirigida a obtener la reparación de los daños y perjuicios causados por la divulgación maliciosa de información interna de las empresas, la que fue obtenida por el demandado en su condición de trabajador, pretiriendo el pacto que lo obligaba a no difundir datos de los laboratorios, inclusive luego de extinguirse la relación laboral. En ese contexto, el caso atañe a la aptitud jurisdiccional específica, pues se peticiona a propósito de la supuesta inobservancia de un compromiso de reserva y confidencialidad, concertado en el marco del contrato de trabajo que unió a las partes. De ello se sigue que reviste influencia decisiva para solventar esta controversia la determinación de cuestiones directamente relacionadas con aspectos individuales del derecho del trabajo, lo que toma aplicable los artículos 20 y 21 de la ley 18.345.


    Laboratorios Raffo S.A. y otro c/ Sánchez, Denis Bernardo s/ Otros reclamos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 88539/2014/CS2, 25 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Demanda laboral


    Despido. Banco Central de la República Argentina. Estatuto para el personal bancario. Cargo de mayor jerarquía. Inconstitucionalidad. Estabilidad del empleado público. Igualdad ante la ley. Pérdida de la estabilidad laboral. Estatuto para el personal bancario. Prueba insuficiente. 


    Precedente “Luque” (Fallos: 338:1104).


    El BCRA es una entidad autárquica del Estado Nacional regida por las disposiciones de su Carta Orgánica y demás normas concordantes y, en virtud de ello, le corresponde fijar su régimen de administración de personal. La relación laboral que unió a las partes se rigió, desde el inicio, exclusivamente por la Ley de Contrato de Trabajo y el convenio colectivo respectivo, por lo que no podría ser encuadrada, en principio, en un régimen de derecho público de estabilidad propia. El actor fue designado a propuesta del presidente de la entidad mediante la modalidad de contratación general del BCRA, sujeta a la legislación laboral común, para cumplir funciones de la más alta jerarquía en el organismo. En tal sentido, el artículo 16 de la ley 24.144 establece que los subgerentes generales llevan adelante la administración del banco, son asesores del presidente y dependen funcionalmente de él o del funcionario que este designe en el cargo de Gerente General, pudiendo concurrir, a requerimiento, a las reuniones de directorio. Pueden, además, dictar reglamentaciones internas y deben mantener informados al presidente sobre la marcha del banco. Por las singulares características de la relación laboral entre el recurrente y el organismo demandado, el modo en que ingresó al Banco Central de la República Argentina y la naturaleza de las funciones desempeñadas, los fundamentos no logran demostrar que los artículos 18 del estatuto para el personal del BCRA y 2 de la Ley de Contrato de Trabajo se encuentren en contradicción con el artículo 14 bis de la Constitución Nacional. En tal sentido, es doctrina que la declaración de inconstitucionalidad de una ley o de alguna de sus partes es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como la última ratio del orden jurídico, por lo cual el interesado debe demostrar claramente de qué manera aquellas contrarían a la Constitución Nacional. En cuanto a los agravios que atribuyen un móvil discriminatorio al despido, la actora no logró siquiera acreditar un cuadro indiciario que, prima facíe, permita inducir su existencia. El recurrente no acreditó que la resolución BCRA que dispuso su despido sin causa, haya vulnerado las garantías constitucionales previstas en los artículos 14 bis y 16 de la Constitución Nacional.


    Rabasa, Pedro Héctor c/ Banco Central de la República Argentina s/ Otros reclamos - reincorporación


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21517/2010/CA2-CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Estabilidad del empleado público. Cargo de mayor jerarquía. Inconstitucionalidad. Igualdad ante la ley. Pérdida de la estabilidad laboral. Prueba insuficiente. 


    Precedente “Luque” (Fallos: 338:1104).


    El BCRA es una entidad autárquica del Estado Nacional regida por las disposiciones de su Carta Orgánica y demás normas concordantes y, en virtud de ello, le corresponde fijar su régimen de administración de personal. La relación laboral que unió a las partes se rigió, desde el inicio, exclusivamente por la Ley de Contrato de Trabajo y el convenio colectivo respectivo, por lo que no podría ser encuadrada, en principio, en un régimen de derecho público de estabilidad propia. El actor fue designado a propuesta del presidente de la entidad mediante la modalidad de contratación general del BCRA, sujeta a la legislación laboral común, para cumplir funciones de la más alta jerarquía en el organismo. En tal sentido, el artículo 16 de la ley 24.144 establece que los subgerentes generales llevan adelante la administración del banco, son asesores del presidente y dependen funcionalmente de él o del funcionario que este designe en el cargo de Gerente General, pudiendo concurrir, a requerimiento, a las reuniones de directorio. Pueden, además, dictar reglamentaciones internas y deben mantener informados al presidente sobre la marcha del banco. Por las singulares características de la relación laboral entre el recurrente y el organismo demandado, el modo en que ingresó al Banco Central de la República Argentina y la naturaleza de las funciones desempeñadas, los fundamentos no logran demostrar que los artículos 18 del estatuto para el personal del BCRA y 2 de la Ley de Contrato de Trabajo se encuentren en contradicción con el artículo 14 bis de la Constitución Nacional. En tal sentido, es doctrina que la declaración de inconstitucionalidad de una ley o de alguna de sus partes es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como la última ratio del orden jurídico, por lo cual el interesado debe demostrar claramente de qué manera aquellas contrarían a la Constitución Nacional. En cuanto a los agravios que atribuyen un móvil discriminatorio al despido, la actora no logró siquiera acreditar un cuadro indiciario que, prima facie, permita inducir su existencia. El recurrente no acreditó que la resolución BCRA que dispuso su despido sin causa, haya vulnerado las garantías constitucionales previstas en los artículos 14 bis y 16 de la Constitución Nacional.


    Domínguez, Norberto Rubén c/ Banco Central de la República Argentina s/ Otros reclamos - reincorporación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 744/2013/(49-D)/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo


    Incapacidad permanente. Seguro por accidente de trabajo. Renta periódica. Seguro de retiro. Renta vitalicia. Actualización monetaria. 


    Leyes 24.457 y 26.773. Precedente del fallo de la causa CNT 38558/2010/1/RH1, “Nieva, Alejandra Mariela c/ Nación Seguros de Retiro S.A. y otro s/ Acción de amparo”.


    La aseguradora de retiro recibió de la aseguradora contratada por el empleador del demandante, una suma para que administrara los pagos inherentes al trabajador bajo la forma de “renta periódica”, en el marco de la póliza emitida en los términos del contrato suscripto con el actor. Dado que se suscribió un contrato de seguro de retiro con posterioridad a la determinación del daño no resulta razonable condenar a la aseguradora de retiro a pagar un capital mayor al transferido e intereses relativos a sumas que no estuvieron en su poder. Resultaba menester examinar si ello constituía una obligación a cargo de esa parte, por el período anterior al depósito referido y si esa aseguradora, además, debía afrontar el pago del capital no transferido. En ese sentido, el pago único no debería ser comprensivo de las sumas que no fueron transferidas y por lo tanto, no formaban parte del contrato suscripto. Al respecto, también cabía considerar que la propia demandada depositó la reserva del contrato de renta vitalicia del actor al momento de la contestación de la demanda a los efectos de que la jueza a quo decidiera si procedía en consecuencia el pago único al actor, pago al cual alega no haberse opuesto pero que no podría haberlo decidido en forma unilateral atento el carácter irrenunciable del contrato de renta vitalicia.


    Benitez, Jorge Ariel c/ Galicia Retiro Compañía de Seguros S.A. s/ Juicio sumarísimo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 35777/2014/1/RH1, 14 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Ley especial. Doctrina de la arbitrariedad. Constitucionalidad. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. 


    La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. La Corte sostuvo que tanto el Decreto 1694/09 como la Ley 26.773 no son aplicables a accidentes o enfermedades cuya primera manifestación invalidante sea anterior a su entrada en vigencia.


    Monsalvo, Marcela Alejandra c/ Provincia ART S.A s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 44331/2010/1/RH1, 22 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64722/2013/1/RH1, "Páez Alfonso, Matilde y otro c/ Asociart ART SA y otro s/ Indemn. por fallecimiento".


    En cuanto a los agravios que cuestionan la aplicación temporal del artículo 3 de la ley 26.773 con base en que esa norma no estaba vigente al ocurrir el accidente, el recurso carece de la fundamentación exigida por el artículo 15 de la ley 48, ya que el hecho generador de responsabilidad ocurrió después de publicada la norma en el Boletín Oficial. Ello conduce a declarar, en el punto, la deserción de la apelación.


    Casciotto, Sergio Antonio c/ Galeno Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A s/ Accidente - ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 15364/2014/1/RH1, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios no constituyen una crítica concreta y razonada de la sentencia apelada, sino que presentan consideraciones que no tienen vinculación con la decisión recurrida. El cuestionamiento introducido en el recurso de queja resulta fruto de una reflexión tardía, ya que fue resuelta por el juez de primera instancia y no fue impugnada ante la alzada ni introducida en el recurso extraordinario.


    Aiello, Roberto Alfredo c/ Galeno ART S.A s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 32325/2014/1/RH1, 01 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por despido


    Horas extra. Estatutos especiales. Personal jerárquico. Discrepancia del recurrente. Principio protectorio. In dubio pro operario. Vacaciones no gozadas. Integración del mes de despido. Obligaciones del empleador. 


    La cámara apreció que el Estatuto Profesional del Periodista, en tanto norma especial más favorable, desplaza las previsiones de la ley general en materia de jornada - que excluye del beneficio contendido al personal jerárquico -, y sobre esa base hizo lugar al reclamo de horas suplementarias. La recurrente discrepa con ese temperamento, pero no demuestra que el fallo deba ser descalificado en este aspecto por la extrema gravedad de sus desaciertos y omisiones. Por otra parte, los jueces interpretaron las previsiones del artículo 43 del estatuto con arreglo al principio protectorio y al principio in dubio pro operario, en el entendimiento de que la voz “percibido” refiere a lo que el trabajador debió cobrar conforme a derecho. En esa inteligencia, el apelante no refuta el argumento central sostenido por la sala en orden a que la inobservancia de las obligaciones legales a cargo del principal -en punto a las horas extras-, no puede beneficiarlo en perjuicio del trabajador. Tampoco rebate el quejoso el temperamento expuesto por la alzada respecto de los rubros vacaciones no gozadas e integración del mes de despido. A ese respecto, sólo diverge con el parecer sentado en torno a que la ley 20.744, en tanto norma general, se aplica en forma supletoria para aquellos aspectos que no se encuentran expresamente regulados en la norma especial. En esa inteligencia, la sala evaluó que se trata de beneficios que, si bien no se hallan previstos en el estatuto, resultan compatibles con la naturaleza y la modalidad de la tarea y con el régimen específico al que se halla sujeta. Agregó a lo anterior que el despido imputable al principal no puede eximirlo del deber de otorgar vacaciones. El recurso es inadmisible pues los agravios planteados constituyen meras discrepancias con lo resuelto por el tribunal de la causa, en el ejercicio de sus atribuciones, sin que se patentice un apartamiento notorio de la prueba ni de la preceptiva aplicable, encontrándose el fallo a resguardo de la tacha de arbitrariedad.


    Cazeres, Marcelo Luis c/ Eventos Producciones S.A. y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 39746/2010/3/RH1, 30 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Monto de la indemnización. Intereses moratorios. Modificación de la tasa de interés. Sentencia arbitraria. 


    De conformidad con la doctrina de la Corte Suprema, a pesar de que la tasa de interés aplicable en los términos del artículo 622 del Código Civil es determinada a partir de la razonable discreción de los jueces de la causa, dicha determinación tiene como límite que la interpretación de dichos ordenamientos no lesione garantías constitucionales. La aplicación de la tasa de interés impugnada implicaría que los intereses moratorios, cuya finalidad es castigar la mora del deudor y reparar el daño que esa mora provoca en el derecho del acreedor, se habrían tornado inexistentes durante el transcurso del proceso judicial. Ello dejaría sin sanción al incumplimiento del deudor y sin protección adecuada al valor real del crédito alimentario del trabajador. En consecuencia, la extensa prolongación en el tiempo del proceso judicial podría afectar al acreedor, mientras que beneficiaría al incumplidor. El trabajador es un sujeto de preferente tutela constitucional, que debe recibir la protección especial establecida en la legislación vigente. A su vez, la Corte en reiteradas oportunidades señaló que los créditos laborales, tales como las deudas salariales y las indemnizaciones que derivan del despido, tienen carácter alimentario.


    A., Alfredo Osmar c/ Axis Logística y otra s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4741/2014/RH1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Ley de contrato de trabajo


    Remuneración. Diferencias salariales. Beneficios sociales. Vales de comida. Cuestiones de hecho y prueba. Inadmisibilidad del recurso. Sentencia arbitraria. Cuestión no federal. Discrepancia del recurrente. 


    El recurso es inadmisible toda vez que los argumentos presentados como de naturaleza federal se circunscriben a cuestionar el parámetro empleado en el cálculo pericial, bajo el marco de la ley 26.341 y el convenio laboral que resulte aplicable, cuestiones éstas vinculadas con aspectos de hecho, prueba y de derecho común que son propias de los jueces de la causa y ajenas por regla al ámbito de apelación extraordinaria; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. La cuestión federal debe tener relación directa e inmediata con la materia litigiosa, y tal relación existe cuando la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación del precepto constitucional invocado. La sentencia recurrida, más allá de su grado de acierto o error, no luce irrazonable y se encuentra debidamente fundada en las circunstancias comprobadas de la causa y en las normas de derecho común aplicables, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Quinteros, Daniel Alfredo c/ Ferrovías S.A.C. s/ Diferencias de salarios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47613/2012/1/RH1, 28 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Personal de casas particulares


    Escala salarial. Aplicación de la ley laboral. Derecho a la justa retribución. Salario mínimo, vital y móvil. Orden público laboral. Procedencia del recurso. 


    Se discute la aplicación en la provincia de Corrientes de las escalas salariales pautadas por el Ministerio de Trabajo de la Nación para el empleo prestado en el ámbito de la vida familiar. La solución de la alzada se aparta palmariamente del marco legal y desconoce garantías relativas a la retribución justa, al salario mínimo y a la tutela contra el despido arbitrario invocadas por la actora. En efecto, se desprende del artículo 10 del decreto-ley 326/1956, que el estatuto "regirá en todo el territorio de la Nación las relaciones de trabajo que los empleados de ambos sexos presten dentro de la vida doméstica"; y del artículo 13, que "El Poder Ejecutivo reglamentará la fijación de los salarios mínimos de los empleados comprendidos en este decreto ley, la que se hará por zonas, de acuerdo a la importancia económica, las condiciones de vida de cada una de ellas y las modalidades del contrato de trabajo". Por su parte, el artículo 20 del decreto reglamentario 7.979/1956, determinó cinco categorías laborales para la Capital Federal, "...cuyas remuneraciones podrán convenirse libremente, en tanto superen los sueldos mínimos en dinero que se fijan en cada caso...". A su turno, el artículo 24 del decreto mencionado, estableció que: "Los señores comisionados federales en las provincias quedan facultados para adoptar las precedentes disposiciones o dictar las reglamentaciones para la aplicación del decreto-ley 326/1956, en su respectiva jurisdicción y fijar asimismo las retribuciones". De todo lo anterior resulta que, aun en el acotado ámbito provisto por la legislación citada, era imperativo el establecimiento de salarios mínimos para los trabajadores comprendidos en esta actividad, restando sólo determinar, en el plano local, si se acudía a la reglamentación plasmada por la autoridad nacional o se establecía una propia. Cabe destacar el alcance que la Corte le ha dado a la tutela del trabajo. En tal sentido, el artículo 14 bis de la Constitución Nacional pone de manifiesto que el objeto y el sujeto principales sobre los que operó la reforma del año 1957 fueron el universo del trabajo y el trabajador. De tal modo, bajo la luz del principio protectorio ("El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes..."), asentaron su plaza en la cima del orden jurídico positivo diversos derechos inviolables del trabajador y deberes inexcusables por parte del Congreso de asegurarlos. Entre ellos cabe señalar el derecho a la retribución justa y al salario mínimo. Conforme a lo anterior, resulta concluyente que las disposiciones del citado artículo, que refiere al trabajo en sus diversas formas, resulta comprensivo del que se desarrolla tanto en el campo de la actividad pública como de la privada y, dentro de esta última, se incluye al que se despliega en las casas particulares. Sentado ello, queda por determinar el alcance de esas garantías y, en cuanto a la retribución justa, ha dicho la Corte que la justicia del salario se determina por dos factores; en primer lugar, la estimación económica, consistente, en definitiva, en un juicio de valoración del trabajo y de su resultado. En segundo lugar, es primordial en nuestro orden jurídico, la exigencia de que el salario proporcione el sustento de una vida digna del trabajador y de su familia. Esta garantía se encuentra estrechamente vinculada con la base remuneratoria que integra el derecho, también constitucional, a la protección contra el despido arbitrario. Lo anterior exige que la autonomía de las partes para determinar ese estipendio se encuentre limitada por el orden público laboral, compuesto, entre otras normas, por las disposiciones que emanan de la Constitución Nacional y de los tratados internacionales. En ese sentido ha dicho la Corte que, una vez establecido que la disputa involucra el trabajo al que refiere al artículo 14bis citado, como ocurre aquí, el principio protectorio que el precepto enuncia y el tenor inviolable de los derechos que reconoce, conducen con necesidad a la indisponibilidad y prohibición de renuncia de la aplicación de las normas que tutelan el trabajo en todas sus formas. Por otro lado, el derecho a la fijación del salario mínimo configura, para la Organización Internacional de Trabajo, un componente necesario de toda política establecida para eliminar la pobreza, garantizar la satisfacción de las necesidades de los trabajadores y sus familias y proporcionar a los asalariados el necesario amparo social respecto de los niveles mínimos permisibles de salarios Esa protección halla también fundamento en numerosos textos internacionales, entre los que cabe enunciar el convenio 131 de la OIT, pendiente de ratificación por nuestro país, la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. A su vez, el Convenio 189 de la OIT prevé específicamente que los trabajadores domésticos se beneficien de un régimen de salario mínimo, allí donde ese régimen exista. Asimismo, esa garantía fue receptada por la nueva regulación legal del trabajo en casas particulares, que prevé la fijación de salarios mínimos para toda la nación. Sentadas las bases en que se funda el derecho de la trabajadora a gozar de la protección de la garantía de salarios mínimos y del derecho a la retribución justa, no resulta admisible la invocación de cuestiones relativas a la organización federal ni a supuestos vacíos normativos, para frustrar el efectivo goce de derechos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales citados. Al respecto, ha sostenido la Corte que las garantías constitucionales existen y protegen a los individuos por el solo hecho de estar plasmadas en la Norma Fundamental e independientemente de sus leyes reglamentarias, cuyas limitaciones o su ausencia no pueden constituir obstáculo para la vigencia efectiva de esas garantías. Y es que, si la génesis del derecho laboral ha sido la comprobación de la hiposuficiencia del trabajador a la hora de negociar su salario, la inadvertencia del legislador provincial no puede situar esta relación en la órbita del derecho civil y otorgar validez a lo pactado entre partes notoriamente desiguales. La naturaleza laboral de la tarea prestada en casas particulares caería en saco roto, al tiempo de la extinción, si no se viera acompañada por la aplicación de las escalas nacionales a los rubros retributivos y resarcitorios adeudados. Interesa añadir, en materia hermenéutica, que la reclamante, como trabajadora, es sujeto de "preferente tutela constitucional", y que con arreglo al principio in dubio pro justitia socialis, la preceptiva debe ser interpretada a favor de quienes al serle aplicada con este sentido tienden a alcanzar el "bienestar", esto es, las condiciones de vida a través de las cuales es posible a la persona humana desarrollarse según su dignidad. De conformidad con lo manifestado, la demandante tiene derecho a un pronunciamiento que sea respetuoso del orden legal y de las garantías de retribución justa y de salario mínimo, dado que se trata de prerrogativas consagradas para todos los trabajadores del país, sin distingo de tareas o ámbito personal o territorial en que se presten.


    Ortiz, Graciela c/ Serpa de Torres, Nidia y/o Torres, Carlos y/o Quien resulte responsable s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 643/2015/RH1, 08 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Despido por matrimonio. Indemnización agravada. Igualdad de trato. Interpretación de la ley. 


    El artículo 181 de la ley de contrato de trabajo se debe interpretar en forma evolutiva y rige para todos los trabajadores sin distinción de género.


    Más allá de que el artículo 181 en cuestión se ubica bajo el título "Del trabajo de las Mujeres", la interpretación de esa norma, atendiendo a su finalidad y a los derechos constitucionales involucrados, conduce a afirmar que la presunción allí prevista comprende a los trabajadores varones que, en ejercicio de su plan de vida autónomo, deciden contraer matrimonio y formar una familia. Esa presunción iuris tantum constituye, junto a la indemnización agravada, una pieza fundamental del dispositivo legal dirigido a inhibir despidos discriminatorios por causa de matrimonio en tanto contribuye a la implementación efectiva de la prohibición. Esta presunción obedece a las serias dificultades probatorias que se presentan para acreditar la motivación real del despido y resulta una vía imprescindible para asegurar la tutela efectiva de los trabajadores frente a despidos discriminatorios. Sobre esta cuestión, en el precedente registrado en Fallos: 334:1387, "Pellicori", la Corte reafirmó la idea de que el régimen probatorio resulta decisivo para la eficaz implementación de la tutela antidiscriminatoria en la esfera laboral y puntualizó que la protección contra el despido discriminatorio exige arbitrar reglas probatorias que permitan que la protección correspondiente sea efectiva. La Corte expresó que las leyes deben interpretarse de manera evolutiva, teniendo en consideración las "nuevas condiciones y necesidades de la comunidad, porque toda ley, por naturaleza, tiene una visión de futuro" La interpretación del alcance del artículo 181 de la LCT que postulo se encuentra en línea con el mandato constitucional de generar condiciones paritarias entre los cónyuges en las tareas de cuidado y en las responsabilidades familiares, para asegurar igualdad real de oportunidades y evitar que esas tareas y responsabilidades constituyan un factor discriminatorio en perjuicio de las mujeres en diferentes ámbitos, en especial en la esfera laboral. El artículo 17, punto 4, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos impone a los Estados la obligación de "tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio". La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer prevé que la acción estatal debe tender a “modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres" (Art. 5, inc. 8). A su vez, su artículo 16 estipula que los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares y, en particular, asegurarán, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y como progenitores, en materias relacionadas con sus hijos. Resulta imperativo ponderar que "la discriminación contra los hombres que tratan de asumir una mayor parte de las responsabilidades familiares y de los quehaceres domésticos reafirma más los estereotipos y perjudica a las mujeres". Más aún, "Es evidente la necesidad de adoptar un criterio de transformación de conformidad con el derecho de derechos humanos, y combatir los prejuicios y las prácticas consuetudinarias basados en funciones estereotipadas de hombres y mujeres. A tal fin, las políticas estatales deben reconocer y valorar la importancia del trabajo doméstico no remunerado, pero sin reafirmarlo como responsabilidad exclusiva de la mujer, ni apoyar determinados modelos de familia con exclusión de otros". Por ello, "Es necesario que el Estado facilite, incentive y apoye la participación de los hombres en estas tareas, por ejemplo asegurándoles la igualdad de derechos a la licencia laboral como padres y cuidadores, y ofreciendo educación y capacitación a hombres, mujeres y empleadores" En el presente caso, el referido marco constitucional, vinculado con el derecho a formar una familia y con el deber estatal de promover la distribución equitativa de las responsabilidades familiares, es el que impone interpretar las normas laborales aludidas en el sentido más amplio posible, de modo de asegurar a todos los trabajadores la protección especial de la vida familiar otorgada por la ley laboral, sin distinción de género. Esta protección amplia es además la vía adecuada para asegurar la igualdad real de oportunidades y de trato en el empleo de las mujeres -artículo 75, inciso 23, Constitución Nacional-, históricamente segregadas en las relaciones laborales a causa de la asunción de responsabilidades familiares y tareas de cuidado. En estas condiciones, debe interpretarse que la presunción establecida en el artículo 181 de la LCT rige para todos los trabajadores sin distinción de género.


    Puig, Fernando Rodolfo c/ Minera Santa Cruz S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 57589/2012/1/RH1, 13 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4741/2014/RH1, "Avalos, Alfredo Osmar c/ Axis Logística y otra s/ Despido".


    Avalos, Juan Carlos c/ Compañía de Alimentos Fargo S.A. s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3577/2015/RH1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4741/2014/RH1, "Avalos, Alfredo Osmar c/ Axis Logística y otra s/ Despido".


    Campodónico, José Jesús c/ Swift Armour S.A, Argentina S.A. y otras s/ Despido y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 855/2016/RH1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Despido. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 9027/2015/1/RH1, "Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente-acción civil”.


    Roldan, Maximiliano Damián c/ PPE Argentina S.A. y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 77064/2015/1/RH1, 10 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso de queja


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 9027/2015/1/RH1, “Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente-Acción civil”.


    Rodríguez, Alicia Agustina c/ Fundación Instituto Quirúrgico del Callao y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 18333/2015/1/RH1, 13 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remuneración


    Reclamo salarial. Diferencias salariales. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 52116/2014/1/RH1, "Castello, Vicente c/ Citibank N.A. s/ Diferencias de salarios”.


    Sánchez, Américo Ramón c/ Glaxosmithkline Argentina S.A. y otro s/ Diferencias de salarios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 68634/2015/1/RH1, 13 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


     


     


     


     

  


  
    Capítulo Ix


    Derecho Penal


    Acción penal


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Procuraduría de Investigaciones Administrativas. Falta de legitimación para obrar. Funcionarios públicos. Facultades del fiscal. Interpretación de la ley. Interpretación amplia. Finalidad de la ley. 


    En el sub lite se halla en debate el alcance de las facultades que le conceden a la Procuraduría de Investigaciones Administrativas (en adelante PIA) los artículos 45, inciso c, y 48 de la ley 24.946, y 27 de la ley 27.148 para ejercer la acción penal en procesos por hechos de corrupción. En particular, se discute si la procuraduría tiene potestad para intervenir en todo proceso por hechos de corrupción en los que pudieran estar involucrados funcionarios públicos nacionales, aunque éstos no hayan sido individualizados, así como si esa facultad se extiende a los particulares involucrados en esa clase de hechos, en especial, aquellos que actúan en carácter de intermediarios, o si la PIA ha sido legitimada por esas normas únicamente para intervenir en los procesos penales en los que se ha formulado imputación contra un funcionario público nacional y sólo para ejercer la acción penal respecto de éste. En el precedente “Moreno”, donde se debatía el alcance de las facultades de la PIA (entonces FIA), la Corte recordó que la interpretación de las leyes debe practicarse teniendo en cuenta su contexto general y los fines que las informan, regla que impone no sólo armonizar sus preceptos, sino también conectarlos con las demás normas que integran el orden jurídico, de modo que concuerden con su objetivo, y recordó también que, a ese fin, la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento de sus términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente, para evitar la frustración de los objetivos de la norma. Y con ese marco como esquema rector concluyó que la aplicación de esos principios conducía a que debiera preferirse la interpretación amplia de los artículos 45, inciso c, y 48 de la ley 24.946, que facultaba a la FIA a intervenir en todo proceso penal en que se discutiera la posible responsabilidad de un funcionario público, aunque el sumario no hubiese sido iniciado por denuncia de ese organismo, pues ésa era la exégesis que favorecía del mejor modo la consecución de los objetivos para los que fue concebida esa fiscalía. Este criterio fue ratificado en las causas "De Vido" y luego también en el caso "Skanska", en el que la Corte debió interpretar una vez más el alcance de las facultades de la FIA para intervenir en el proceso penal, aunque ahora con relación al requisito del “criterio contrario a la prosecución de la acción" que, según el artículo 45, inciso c, de la ley 24.946, habilitaba a la FIA a asumir el ejercicio directo de la acción penal. Luego de reafirmar la vigencia del estándar interpretativo sentado en "Moreno", la Corte concluyó que, conforme la exégesis que había ya practicado en aquel precedente de los artículos 45, inciso c, y 48 de la ley 24.946, también en el debate acerca de esta cuestión debía preferirse la interpretación amplia de las potestades de la FIA Y que, por ello, se hallaba facultada para apelar la exclusión de prueba determinante para la investigación. Si bien esas consideraciones fueron formuladas respecto de la interpretación de los artículos 45, inciso c, y 48 de la ley 24.946, son aplicables a la exégesis del artículo 27 de la ley 27.148, en la medida en que esta disposición recoge la regulación contenida en aquellas otras y se dan a su respecto las mismas razones que tuvo en cuenta la Corte para dotarlas de un sentido que no frustre la misión encomendada a ese organismo especializado. No parece razonable inferir que, en el caso de la PIA y a diferencia del modo en el que opera la totalidad del Ministerio Público Fiscal, el ejercicio de la acción penal se encuentre condicionado a que estén ya individualizados de antemano los funcionarios presuntamente involucrados cuando la comprobación del hecho y, en particular, la identificación de los responsables es, precisamente, el objeto del proceso penal en el que la ley quiere que el organismo especializado intervenga, así como de la investigación que espera que tome a su cargo. Por otro lado, tampoco puede desconocerse que en general la comisión de delitos de corrupción involucra a particulares y que nuestra ley penal castiga esa participación (así, por ejemplo, artículos 256, 256 bis y 258 del Código Penal). A su vez, el compromiso internacional asumido por nuestro país en los instrumentos internacionales vinculados a la lucha contra la criminalidad en la administración pública comprende a particulares involucrados en hechos delictivos de esa especie (artículo VI, incisos «b» y «e» de la Convención Interamericana contra la Corrupción; artículos 15 y ss. de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción; preámbulo y articulo 1 de la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales; y articulo 8 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional). La correcta interpretación de los artículos 45, inciso c, y 48 de la ley 24.946, y 27 de la ley 27.148 es aquella que postula que la PIA se halla facultada para intervenir en todo proceso por hechos de corrupción en los que pudieran estar involucrados funcionarios nacionales, aunque éstos no se hallen aún individualizados, y que esa facultad se extiende a los particulares que pudieran haber intervenido en esa clase de hechos, en especial, aquellos que pudieran haber actuado en carácter de intermediarios.


    A., Gustavo Héctor s/ Incidente de falta de acción


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 439/2017/2/1/RH1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Acuerdo de juicio abreviado


    Graduación de la pena. Incongruencia. Avenimiento. Falta de agravio concreto. 


    La ley procesal establece como requisito de impugnabilidad subjetiva que condiciona la procedencia del recurso y; de ese modo, la jurisdicción propia del tribunal revisor, la exigencia de gravamen o interés en recurrir; y ello se hallaba ausente en el caso por falta de diferencia entre lo consentido por la parte en el acuerdo abreviado y lo resuelto por el tribunal de juicio en el dispositivo de la decisión atacada. Esa plena concordancia impedía juzgar acreditado el requisito del "interés directo" en recurrir, previsto como regla en el artículo 432 del Código Procesal Penal de la Nación, bajo cuya pauta debe interpretarse la vía casatoria que contempla el inciso 6° del artículo 431 bis de ese cuerpo legal. Resultaba aplicable el principio según el cual nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz, tal como lo fue el avenimiento del imputado y su defensa con los términos del acuerdo de juicio abreviado, donde quedó consentida expresamente la pena de cuatro años y seis meses de prisión que se le puso. Al habilitar su jurisdicción y pronunciarse como lo hizo, el a quo incurrió en un apartamiento inequívoco de las disposiciones legales aplicables, que torna arbitrario lo resuelto, máxime cuando no se presentan las circunstancias que la Corte valoró en el precedente "Aráoz", pues en el caso de autos el tribunal de mérito no se apartó de los términos del acuerdo abreviado. En cuanto al monto de la pena acordada e impuesta, tampoco aparecía como una conclusión ilógica a la luz de la escala penal de cuatro a quince años prevista para el delito por el que recayó condena, las consideraciones efectuadas por el tribunal, la conformidad manifestada por el imputado y la audiencia de conocimiento, datos estos últimos que además el a quo pasó por alto.


    L., Leonel Alexis s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5°, Inciso C)


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 12001212/2013/TO1/3/1/1/RH1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Arresto domiciliario


    Mayor de edad. Facultades de los jueces. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Acierta el recurrente al cuestionar por arbitraria la decisión del a quo, en tanto ésta se basó en el supuesto del artículo 32, letra "a", de la Ley 24.660, pero sin que se haya fundado debidamente la subsunción del caso en esa norma. Es que, no se advierten las razones humanitarias que justifiquen la concesión de una medida excepcional, como lo es la detención domiciliaria, ya que, según los informes médicos citados en esas actuaciones, el beneficiario se encontraba compensado, sin signos de patologías en evolución, más allá de las propias de su edad. Si bien es un paciente de alto riesgo y la unidad de detención no contaba con la estructura necesaria para asistirlo ante una eventual descompensación aguda, aquella está ubicada a mil quinientos metros, aproximadamente, de tres centros sanitarios de alta complejidad. El a quo no brindó argumentos que demuestren que las patologías no pueden ser tratadas adecuadamente en el penal donde estaba detenido, ni que en su domicilio se encontraría en mejor situación de ser asistido de manera eficiente ante una emergencia. Por otro lado, si bien el interesado cumple con el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la Ley 24.660, esa circunstancia, no puede considerarse decisiva, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los condenados mayores de setenta años. En ese sentido, cabe recordar que el legislador tampoco aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, por lo que habría que tener en cuenta los objetivos del instituto para evitar arbitrariedades, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de condenados. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de alguno de los dos fines cuya consecución es, según el criterio de esta Procuración, la ratio de la medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    M., Gabino s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 93001169/2009/TO1/20/1/1/RH2, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Servicio Penitenciario Federal. Traslado de internos. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    No está en discusión que las patologías pueden recibir el tratamiento médico adecuado aun cuando aquel permanezca en prisión, pero no se ha logrado precisar si el Servicio Penitenciario Federal es incapaz de cumplir con su deber de trasladar oportunamente al interno para que reciba cierta atención profesional necesaria fuera del penal, o bien si los incumplimientos registrados se debieron a errores que pueden ser evitados en el futuro. La aclaración de esa cuestión era decisiva para resolver fundadamente el caso pues, según la posición ya sentada por esta Procuración General, la detención domiciliaria es una medida excepcional dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del privado de su libertad o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, como el derecho a la salud. El a quo no debió disponer esa medida excepcional sin antes haber corroborado que el Servicio Penitenciario no puede garantizar que se reciba la atención médica necesaria para resguardar la salud. En particular, no existía una situación de urgencia por la cual se debía considerar que la salud o la vida del interno corrían un peligro inminente y, en consecuencia, debía adoptarse esa decisión con premura, aun cuando se careciera de una información que resultaba decisiva.


    A., Gustavo Adolfo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 93000172/2009/TO1/5/1/1/CS1, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Asociación ilícita


    Fraude a la Administración Pública. Extorsión. Intención de eludir la acción de la justicia. Intención de entorpecer la investigación judicial. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Prisión preventiva ilegal. Responsabilidad internacional del Estado. 


    El pronunciamiento impugnado tuvo por acreditada la probabilidad de que la recurrente entorpeciera el esclarecimiento de los hechos sin fundar por qué, en el caso, los hechos descriptos en las declaraciones de los denunciantes y testigos permiten suponer un riesgo actual y cierto sobre el normal desarrollo del proceso. El tratamiento de la falta credibilidad y el interés de los denunciantes y testigos eran particularmente relevantes en este caso puesto que la defensa también denunció graves irregularidades en torno al proceso penal que derivó en el encarcelamiento cautelar. En especial, criticó los motivos que dieron origen a la presente causa y puso en tela de juicio la legalidad del nombramiento de la fiscal del proceso y del accionar de la justicia local. Ninguna de estas impugnaciones fue examinada por el tribunal apelado a pesar de que eran conducentes para resolver la cuestión controvertida. El tribunal entendió que la posición de liderazgo y la capacidad organizativa de la recurrente permitían inferir la existencia de riesgo de fuga y entorpecimiento de la investigación. Al respecto, la Procuración General ha considerado que las características personales del supuesto autor no son, por sí mismas, justificación suficiente de la prisión preventiva. Asimismo, entendió que resultaba arbitraria la sentencia que confirma una prisión preventiva sobre la base de la capacidad organizativa que los imputados habrían aplicado en la ejecución de delitos sin explicar de qué modo esa organización podría trasladarse al proceso penal e influir en su desarrollo. El tribunal a quo tuvo por acreditada la existencia de riesgos procesales de obstrucción del proceso y elusión de la acción de la justicia sobre la base de argumentos aparentes y conclusiones dogmáticas, y prescindiendo de analizar planteos conducentes de la defensa. Todo ello lleva a descalificar la sentencia sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad. La prisión preventiva impuesta en estas actuaciones no se ajusta a los estándares relativos a la privación cautelar de la libertad en los términos del artículo 18 de la Constitución Nacional y del artículo 7, inciso 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En particular, la restricción cautelar de la libertad de la imputada, en los términos expuestos en la sentencia apelada, no permite tener por acreditado que ella atienda al fin de neutralizar peligros procesales concretos. Ello podría comprometer la responsabilidad del Estado argentino frente al orden jurídico supranacional. La Corte Suprema y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han destacado que la prisión preventiva es una medida de carácter excepcional, y es legítima cuando tiene por objeto asegurar que el imputado no obstruya el desarrollo del proceso o eluda la acción de la justicia. Además, la Corte Interamericana de Derechos Humanos planteó que cualquier restricción a la libertad que no contenga una motivación suficiente que permita evaluar si se ajusta a las condiciones señaladas será arbitraria y, por tanto, violará el artículo 7.3 de la Convención. Asimismo, el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria de la Organización de las Naciones Unidas concluyó que la privación de la libertad de la recurrente es arbitraria y violatoria del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y de la Declaración Universal de los Derechos Humanos.


    S., Milagro s/ P.S.A. asociación ilícita, fraude a la administración pública y extorsión.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 120/2017/CS1, 05 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Cambio de calificación legal


    Sentencia arbitraria. Recurso de queja. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa H. 139, L. XLVIII, "H., Miguel y R., Javier Nicolás s/ Incidente de recurso extraordinario", y P. 289, L. XLIX, "P., Oscar Enrique s/ Causa 14.770".


    M., Martín s/ Homicidio agravado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33084/2011/4/1/1/RH1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Concurso de delitos


    Portación ilegitima de armas. Tentativa de homicidio. Encubrimiento. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Si bien la aplicación de las reglas de concurso constituye, en principio, un tema de derecho común, propio de los jueces de la causa e irrevisable en la instancia extraordinaria, los argumentos ofrecidos por la mayoría del a quo para postular que los delitos atribuidos al imputado concurren de manera aparente no cumplen el estándar de fundamentación vigente en la materia, ni se ajustan a las circunstancias probadas en el caso. En el derecho penal argentino la portación ilegítima de arma de fuego es un delito de peligro abstracto contra la seguridad pública, y si bien la doctrina explica que los delitos de peligro quedan desplazados por el correspondiente delito de lesión, también enseña que ello no rige para los delitos de peligro abstracto y de peligro común, pues no es posible en esos casos sostener que se trate de una infracción progresiva sobre un mismo y único objeto de ataque, y en el sub lite, ni siquiera de un mismo bien jurídico. Esta circunstancia, a pesar de su relevancia no fue considerada en el voto mayoritario ni se ensayo ninguna vía alternativa en orden a explicar por qué otra razón podría considerarse así y todo suficientemente abarcado en el caso el desvalor de un delito en el otro, a pesar de la diferencia estructural señalada. Del mismo modo, los magistrados tampoco intentaron explicar, de qué forma se conciliaría su solución con el hecho de que la portación del arma no fue sólo concomitante con su utilización sino que preexistió a los disparos, pues el imputado la llevaba ya antes de hacer uso de ella. Similar déficit de fundamentación cabe atribuir a la afirmación relativa a que "entre los hechos media también un concurso aparente de leyes atento que no pudo acreditarse en autos la recepción previa del arma... ", pues tal enunciado no sólo resulta manifiestamente contradictorio sino que además constituye un apartamiento de las constancias obrantes en la causa. Aun asumiendo por vía de hipótesis que fuese cierto que, la receptación previa del arma por parte del imputado no se encontrara probada en el sub lite, de ello no se deriva lógicamente que entre el encubrimiento y la portación ilegal de aquélla medie un concurso aparente de leyes. Más aun, ni siquiera es posible afirmar, sin incurrir en contradicción, que un delito que no existió o no pudo ser probado mantiene algún tipo de relación concursal con otro, pues cualquier consideración al respecto presupone justamente la comprobación de los delitos cuya concurrencia se discute y se ha de resolver. De esto se colige que el razonamiento con el que el a quo pretendió respaldar la existencia de un concurso aparente entre los hechos presenta defectos que lo inhabilitan como fundamento válido de lo resuelto en este punto. Por lo demás, la receptación dolosa por parte del imputado de la pistola que a su vez portaba el día del hecho y que utilizó para disparar, ha quedado acreditada mediante una serie de pruebas que, a tal fin, el tribunal de juicio enumeró y cuya valoración no fue cuestionada por la defensa en el marco del recurso de casación interpuesto. Sin embargo, la duda que expresa el a quo sobre la receptación del arma por parte del imputado reposa en la pura subjetividad de los jueces que integraron el voto mayoritario, y no en la racional y objetiva valoración de las constancias del proceso que la invocación del principio in dubio pro reo impone. Por último, acreditados como se encuentran los extremos exigidos para tener por configurado el encubrimiento, no se hallan argumentos que, con apoyo en la doctrina o jurisprudencia, sustenten la relación concursal que el a quo postula entre éste y la portación ilegítima de arma de guerra. Y ello, no sólo por la diferencia estructural que existe entre ambos delitos -este último es permanente y el encubrimiento instantáneo, incluso cuando sus efectos se prolonguen en el tiempo-, sino porque, además, los tipos penales involucrados no se presentan en el caso con las características que en general definen al concurso aparente, desde que ninguno de ellos abarca conceptual o valorativamente el desvalor del otro, ni tutelan, tampoco, el mismo bien jurídico. Frente a este cuadro de situación, no puede sino concluirse que la sentencia recurrida presenta defectos de argumentación que, de conformidad con la doctrina de la arbitrariedad desarrollada por la Corte, privan al pronunciamiento de fundamentos suficientes que lo sustenten y basta para descalificarlo como acto jurisdiccional válido.


    Q., Daniel Hernán s/ Robo con arma de fuego


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37245/2013/TO1/4/RH1, 21 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Amenazas. Intimidación. Interés particular. Competencia provincial. 


    Las frases amenazantes y demás comportamientos intimidantes atribuidos a los imputados no constituyen delitos que surtan la competencia del fuero federal, en especial si no se advierte una motivación que exceda el interés particular.


    N.N. s/ Averiguación de delito denunciante: B., Nelly Elida y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12459/2015/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Investigación inconclusa. Competencia contravencional y de faltas. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    La declinatoria de la competencia por el Juzgado en lo Penal, Contravencional y de Faltas es prematura, la contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte Suprema pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados. Los elementos probatorios incorporados a la causa no permiten derivar ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida.


    N.N. - Damnificado: Casa de la Provincia de Chubut s/ Daños


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1810/2017/CS1, 22 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Delitos contra la integridad sexual. Interés del menor. Economía procesal. Competencia nacional. 


    En relación al conflicto de competencia en trato no hay nuevas circunstancias que tornen necesario modificar la decisión adoptada por la Corte con remisión al dictamen de la Procuración General, donde se sostuvo la acumulación de los hechos de abuso sexual a raíz de que si bien el de la niña aparecía cometido en jurisdicción local, ambos habrían sucedido en el mismo seno familiar. Se concluyó que la protección de la integridad e interés de los menores, sumada a razones de una eficaz investigación y mayor economía procesal aconsejaban mantener la competencia en la justicia nacional que previno, pues a sus estrados había acudido la denunciante, en esta ciudad se domiciliaban los niños con sus padres, habían sido entrevistados en Cámara Gesell y evaluados por los especialistas del Cuerpo Médico Forense, y la pesquisa se encontraba avanzada, en tanto se había convocado a uno de los imputados a prestar indagatoria. La declinatoria dispuesta en la oportunidad del dictado de condena, importaría un dispendio jurisdiccional innecesario que retrogradaría, cuanto menos, las instancias preliminares del juicio, y expondría a la menor, quien ha sido nuevamente entrevistada en cámara Gesell y evaluada psicológicamente por el Cuerpo Médico Forense a la reedición de una misma situación traumática en distinta sede.


    M., B. E. y otro s/ Delito contra la integridad sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30292/2012/TO2/3/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Falsificación de instrumento público. Documentación del automotor. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia local que instruía la sustracción del automóvil ocurrido en su ámbito territorial, profundizar la investigación hasta ubicar a los imputados, de modo que, oportunamente, pueda dictarse un auto de mérito que defina la situación jurídica de ambos, tal como lo exige la jurisprudencia de la Corte, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del rodado y su incautación constituya una pauta que autorice a desechar su participación en el delito contra la propiedad. En lo que se refiere al título de propiedad automotor, la Corte tiene dicho que de acuerdo a su carácter nacional, la investigación sobre su falsedad concierne a la justicia federal de la sección donde se la descubrió. Asimismo, y con relación a la licencia de conducir falsa, aunque no se trate de un instrumento de ese mismo carácter corresponde a esa sede asignar su conocimiento, como así también de las infracciones al artículo 289 del Código Penal, debido a la estrecha vinculación existente entre estos delitos y el título de propiedad automotor apócrifo, ya que desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que la investigación de todos ellos queden a cargo de un único tribunal, que en el caso debe ser la justicia de excepción de esta capital, ámbito en el que se descubrieron esas irregularidades aunque no haya sido parte en la contienda.


    W., Carlos H. y otro s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11784/2016/1/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Tiene resuelto la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    L., Brian Javier s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40682/2014/2/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Participación. Robo. Competencia Nacional. 


    Incorrecta traba de contienda.


    La contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa. Es doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. No se ha indagado acerca de la manera que el acusado habría conseguido tener en su poder el vehículo, ni la averiguación de sus precisas circunstancias.


    L., Norberto Gastón s/ Encubrimiento (Art. 277, Inc. 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1090/2017/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Competencia provincial. 


    La relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento, imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica con relación al desapoderamiento del automóvil, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resulta ajeno a ese hecho, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice a desechar la participación de aquél en el delito contra la propiedad. La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no hayan tenido participación alguna en el desapoderamiento. Sin embargo, tal como ha quedado expuesto, dicha circunstancia aún no se presenta en autos. En lo que concierne a la supresión de las placas resulta aplicable la doctrina de la Corte, que sostiene que los delitos del artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    Y., Raymundo s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 24985/2015/1/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Estafa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Tiene establecido la Corte que la sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él, y en el delito de estafa o su tentativa -que concurriría idealmente con su falsificación- perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que de las constancias incorporadas al incidente no surge el lugar de entrega fraudulenta del documento, corresponde a la justicia nacional que previno profundizar la investigación.


    M., Nicolás Rino Emilio s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66112/2016/1/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Hábeas Corpus. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa: CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas Corpus”.


    M., Juan Pablo s/ Hábeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44073/2017/1/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas Corpus”.


    N., Liang Hsien s/ Hábeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47101/2017/1/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que la competencia penal por razón del territorio se establece, en principio, atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que, según surge de lo relatado, el hecho del cual resultaron las lesiones padecidas habrían ocurrido en la provincia de Buenos Aires, más allá de la resolución que en definitiva se adopte sobre el fondo del asunto, corresponde al juzgado de garantías conocer en esta investigación.


    N.N. s/ Lesiones culposas (Artículo 94 - 1° párrafo). Damnificado: V., Osvaldo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67868/2016/1/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Lesiones. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que la competencia penal ratione loci se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    M., Nélida s/ Averiguación de delito. Denunciante C., Antonia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65156/2016/1/CS2, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En virtud de lo declarado por la denunciante, quien refirió que el hecho ocurrió en la localidad bonaerense. Corresponde al Juzgado de Garantías de la Provincia conocer en las presentes actuaciones.


    M., G. A. s/ Abuso sexual - Artículo 119, 1° Párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1286/2017/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Atento que cabe a todos los organismos intervinientes hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores, además de aquellas hipótesis contra la libertad sexual que presuntamente se habrían cometido en esta ciudad, respecto de las cuales el juzgado de garantías de la provincia deberá ceder su intervención a favor del juzgado nacional.


    F., Nicolás Cristian s/ Privación ilegal de la libertad agravada (Artículo 142, inciso 3°)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 79462/2016/1/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Concursos de delitos. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable al presente caso la doctrina de la Corte que determina que si la privación de la libertad ocurrió en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de la última a los que corresponde conocer en la causa.


    Incidente N° 1 - Damnificado: F., Edgardo Adalberto N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78864/2016/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Prostitución. Explotación sexual. Competencia local. 


    De las constancias remitidas se desprende que la fiscalía formuló requerimiento de elevación a juicio por considerar a la imputada como autora del delito de explotación económica de la prostitución ajena, agravado por haber mediado abuso de la situación de vulnerabilidad de las víctimas. En tales condiciones, corresponde a la justicia local, que además no controvierte la naturaleza ordinaria de esa calificación legal, continuar conociendo en la causa.


    G. G., G. N. s/ Infracción Artículo 145 bis, conforme Ley 26.842


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 54006517/2012/TO2/2/CS2, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Abuso de autoridad. Malversación de caudales públicos. Plan para la vivienda. Separación de procesos. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que los fondos remitidos por el Ministerio de Planificación Federal de la Nación en el marco de un plan de viviendas habrían ingresado a las arcas del municipio de la provincia, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, una vez que aquéllos fueron recibidos e incorporados al patrimonio local, su presunta afectación o uso indebido solo causaría un perjuicio a sus rentas y no al Estado nacional, por lo que corresponde a la justicia local entender acerca de los hechos presuntamente delictivos que pudieron haberse cometido desde entonces.


    N., Germán Andrés s/ Abuso de autoridad denunciante: R., María Claudia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16728/2016/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Contrabando


    Suspensión del juicio a prueba. Pena accesoria. Pago de la multa. 


    Requisito para la concesión del beneficio de la suspensión del juicio a prueba.


    De conformidad con el artículo 76 bis, párrafo quinto del Código Penal el pago mínimo de la multa es requisito para la concesión de la suspensión del juicio en los casos en los que esta pena se impone de modo alternativo o conjunto. En ese marco, correspondía analizar si la multa prevista en el artículo 876.1, inciso c, del Código Aduanero constituye una pena alternativa, conjunta o accesoria, pues en este último supuesto no es exigible el pago de su mínimo para acceder a la suspensión de juicio a prueba. La Corte Suprema ha establecido que la sanción de multa prevista en el artículo 876.1 para los delitos de contrabando, tentativa y encubrimiento de contrabando es accesoria de la pena privativa de la libertad. En este sentido, señaló que el art. 876 mantiene la accesoriedad de las sanciones y depurando la técnica legislativa en los incisos a), b) y c) sustituye la palabra ilícito por la de delito, lo que es congruente con la afirmación del Tribunal de que la jurisdicción otorgada a la administración por las normas en examen, no es para juzgamiento de infracciones aduaneras, sino para la aplicación de ciertas consecuencias accesorias a la condena por el delito del derecho penal. La exigencia de que el pago del mínimo de la multa del artículo 76 bis del Código Penal comprenda solo a las penas pecuniarias previstas en forma conjunta o alternativa y excluya a las accesorias encuentra explicación en que estas últimas requieren como presupuesto para su aplicación la condena del imputado mediante sentencia firme, situación incompatible con la esencia misma de la suspensión del proceso a prueba. La multa no es la "consecuencia penal" del delito de contrabando sino una sanción accesoria que se rige por los principios propios del procedimiento aduanero. Por ello, la falta de pago de su mínimo no es óbice para la procedencia del instituto contemplado en el artículo 76 bis del Código Penal.


    T. de B., Mónica Alejandra s/ Contrabando, artículo 863 -Código Aduanero-


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3526/2015/CS1, 08 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Estupefacientes. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa: Comp. 159, L. XLIII, “Juárez, Rosa Stella Maris s/ Tenencia de estupefacientes”.


    M., Leandro Rubén s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 inciso c)


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 10274/2017/1/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Habeas corpus. Cámaras de casación. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 39442/2010, "Torti, Gabriel Alejandro".


    D., César Oscar s/ Hábeas Corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76182/2016/1/1/CS2, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Delitos aduaneros


    Sociedades comerciales. Responsabilidad de las personas jurídicas. Auto de procesamiento. Incongruencia. Sentencia arbitraria. Fundamento del fallo. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Al declararse incompetente para conocer en el caso respecto de la sociedad comercial, el tribunal de juicio se valió de un pasaje de la expresión de fundamentos de la resolución de la Cámara de Apelaciones en lo Penal Económico que confirmó el procesamiento tanto respecto del imputado como de la sociedad comercial de la que era socio gerente, en el que la cámara parece desconocer la posibilidad de someter a enjuiciamiento penal a una persona jurídica por la comisión de delitos de contrabando. A pesar de que la causa fue oportunamente elevada a juicio respecto de los dos imputados el tribunal oral entendió, sobre la base de aquel pasaje, que desde la intervención de la cámara de apelaciones la persecución penal había quedado limitada a al imputado y que la eventual responsabilidad de sociedad comercial estaría restringida a su calidad de deudora solidaria por las posibles penas pecuniarias que pudieran corresponderle a aquél, en el sentido regulado por el artículo 887 del Código Aduanero. La cámara de casación, a su vez, reconoció la inconsistencia en la decisión que resolvió la apelación del auto de procesamiento entre, por un lado, el pasaje que sugiere la limitación del papel procesal de la sociedad comercial como deudora solidaria de las sanciones pecuniarias de sus dependientes y, por otro, la confirmación lisa y llana del procesamiento respecto de la sociedad comercial y su socio gerente como autores penalmente responsables de los delitos aduaneros atribuidos. Sin embargo, entendió que era una carga que correspondería a las partes acusadoras la de solicitar una rectificación que resolviera esa inconsistencia aparente, en los términos del artículo 126 del Código Procesal Penal de la Nación, dentro de los tres días de dictada la resolución de la cámara de apelaciones. Como ni la fiscalía ni la querella requirieron esa aclaratoria, aquel pronunciamiento quedó firme y ello daría razón a la decisión del tribunal de juicio de declararse incompetente para conocer acerca de una posible pretensión punitiva respecto de la sociedad comercial. El a quo no ha brindado fundamentos suficientes para justificar su decisión y, de ese modo infundado, ha frustrado la pretensión del Ministerio Público Fiscal de llevar a juicio también a la sociedad comercial involucrada en los hechos de contrabando imputados. En lugar de adjudicar la cuestión sobre la base de razones y argumentos, los magistrados que integraron la mayoría del a quo se atribuyen la carga de resolver la aparente inconsistencia de la resolución de la cámara de apelaciones, a las partes a quienes lo resuelto no causaba agravio. Se dio por presupuesto lo que, se debía decidir motivadamente. Ese déficit impide reconocer al pronunciamiento impugnado el carácter de acto jurisdiccional válido de acuerdo con la afianzada jurisprudencia de la Corte según la cual es insostenible el fallo que carece de fundamentación suficiente, pues conculca derechos constitucionalmente garantizados al debido proceso y la defensa enjuicio.


    U., Gustavo Héctor y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000167/2013/TO1/2/2/RH3, 25 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Delitos contra la humanidad


    Homicidio por alevosía. Personal militar. Fuerzas de seguridad. Partidos políticos. Ius cogens. Fundamentación de sentencias. Sentencia arbitraria. Corte Penal Internacional. Proceso de reorganización nacional. Delitos contra los poderes públicos y el orden constitucional. Comisión interamericana de Derechos Humanos. Violación de derechos humanos. 


    La Procuración General de la Nación en la causa conocida como la "masacre de Trelew" sostuvo que, ya a partir de 1968, mediante la aprobación de reglamentos militares, leyes y directivas, y el adoctrinamiento y entrenamiento de los integrantes de las fuerzas armadas, comenzó la progresiva elaboración por parte de las autoridades militares de un plan o política dirigida a la neutralización o eliminación de todo aquel grupo o miembro de la población considerado "subversivo". Entre los métodos previstos para conseguir este objetivo destacaban la tortura, las detenciones arbitrarias y las ejecuciones extrajudiciales, según ese plan o política, en cuya base se encontraba la doctrina de la seguridad nacional, la que ubicaba al enemigo en el interior del país. Se afirmó también, según el mismo dictamen, que su aplicación práctica comenzó a principios de 1970, lo que se sustentó en varios testimonios que dieron cuenta de detenciones arbitrarias, torturas y amenazas ocurridos a partir de ese año, además de los homicidios que constituyeron el objeto de la causa, con características comunes que permitieron considerarlos, razonablemente, como acciones ejecutivas del mismo ataque. Los hechos del sub examine resultan análogos a los de la "masacre de Trelew" en cuanto a que en ambos casos, según las acusaciones, se trató de homicidios de integrantes de grupos insurgentes por parte de efectivos de las fuerzas armadas que ya habían logrado su detención. Y ello debe considerarse, un indicio serio de la vigencia del plan o política, como lo afirmó la Corte Penal Internacional, su existencia se puede inferir de, inter alia, acciones repetidas que sean conformes a una misma secuencia, y su carácter sistemático, de la realización de hechos que respondan al mismo patrón o modelo (pattern), de manera que sea factible afirmar su interrelación y descartar su espontaneidad o aleatoriedad. Es que, según esa Corte, es relativamente raro, si bien no se puede excluir completamente, que un Estado u organización que busque promover un ataque contra una población civil adopte y divulgue un proyecto o plan preestablecido con ese fin. De manera concordante, en la doctrina se explicó que el requisito fundamental de los delitos de lesa humanidad es que los hechos no estén desvinculados del ataque, por lo que resulte imposible considerarlos conductas aisladas o aleatorias de individuos que actúan sin relación entre ellos. Y en cuanto a la forma del plan o política de conformidad con el cual se debe llevar a cabo, se sostuvo que no hay mayor controversia, en tanto ha sido reiterado muchas veces en la jurisprudencia que el tipo no requiere la adopción formal del plan o proyecto como una política de estado, ni debe ser declarado expresamente o estar establecido de manera clara y precisa. Si bien es cierto que el proceso de reorganización nacional involucró al Estado en su conjunto en la lucha contra la subversión, en aplicación de un plan sistemático y generalizado de ataque contra la población civil, ya años antes las fuerzas armadas habían comenzado su ejecución, aunque con menor intensidad y distintas modalidades, lo que se consideró como el "germen" del quebrantamiento del orden constitucional Con base en esa conclusión, se señaló que la comisión de delitos de lesa humanidad no exige el contexto propio de un "terrorismo de Estado", como el que se habría verificado en el país entre 1976 y 1983, sino que es factible incluso en el marco de gobiernos constitucionales. La represión del ejército se llevó a cabo en respuesta a la realización de actos preparatorios del asalto a un regimiento militar, pero ello no tiene ninguna relevancia para excluir su calificación como parte de un ataque, si esa actuación respondió, a juzgar por la forma en que se llevó a cabo, a sus fines y marco característico. el pronunciamiento apelado mediante recurso federal, carece de fundamento idóneo para sostener la arbitrariedad atribuida a la sentencia de condena y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, lo que autoriza su descalificación bajo la doctrina de la Corte en esa materia. La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos señaló, indudablemente, que las ejecuciones sumarias o extralegales, tales como las que son objeto de esta causa según la reconstrucción fáctica efectuada por el tribunal oral, constituyen graves violaciones a los derechos humanos. En consecuencia, si correspondiera evaluar la posible extinción de la acción penal por prescripción, no podría prescindirse de aquella jurisprudencia, en la que se dejó sentado, además, que ante la supuesta comisión de ese tipo de delitos, el Estado tiene la obligación imperativa de investigar y, en su caso, perseguir penalmente a los responsables, sin que la pueda desechar o condicionar por actos o disposiciones normativas internas de ninguna. La Procuración General de la Nación ha fijado su posición al afirmar que "más allá de lo dispuesto en el artículo 68.1 de la Convención, con el fin de honrar de la manera más profunda los compromisos asumidos internacionalmente por nuestro Estado, los tribunales nacionales deben también hacer el máximo esfuerzo por cumplir la jurisprudencia de los órganos internacionales de protección de derechos humanos encargados del control de aquellos instrumentos internacionales que gozan de rango constitucional en el orden jurídico argentino, sin desconocer, por supuesto, en dicha tarea, los principios y reglas supremos del orden jurídico interno y la competencia misma asignada por la Constitución a los tribunales nacionales para decidir los procesos judiciales internos.


    C.S., Carlos Eduardo del Valle y otros s/ Consignación


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 16/2012/1/RH1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Derecho procesal


    Recursos. 


    Hágase lugar a lo solicitado.


    M., Jorge José y otros


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 271/2013/(49-M)/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Encomienda postal


    Violación de correspondencia. Marihuana. 


    El término "correspondencia" designa la comunicación de ideas, sentimientos, propósitos o noticias que una persona hace a otra u otras especialmente determinadas, por un medio apto para fijar, transmitir o recibir la expresión del pensamiento, y que no cabe extender ese concepto a los paquetes postales o encomiendas por los que suelen remitirse objetos o mercancías, cuando las circunstancias del caso permitieren suponer que no contienen ninguna clase de comunicación personal.


    C., Mónica Beatriz y otro s/ Inf. Ley 23.737


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 91013927/2009/TO1/1/CS1, 04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Estupefacientes


    Cuestión federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 3341/2015/RH1"G. C., Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego - aptitud disparo no acreditada".


    G., Claudio Fernando s/ Infracción Ley 23.737


    FSA-Justicia Federal de Salta, 52001461/2011/TO1/3/CS1, 10 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 3341/2015/RH1, "G. C., Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego – aptitud disparo no acreditada".


    Por los fundamentos desarrollados en el dictamen citado, corresponde revocar la sentencia en cuanto declara la inconstitucionalidad del artículo 12, segunda y tercera disposición, del Código Penal, y deja sin efecto su aplicación al caso.


    A. R., Diego Fernando y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 4908/2013/TO1/CS1, 01 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Extradición


    Abuso sexual calificado por acceso carnal. Tipo penal. Calificación legal. Ius cogens. Condiciones de detención. Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 


    Precedente del fallo “Schlaen”; “Aquino”; “Borelina”; entre otros.


    Al analizar la configuración de los tipos penales, cuando un "elemento de hecho" del tipo penal que integra la "sustancia de la infracción" posee mayores exigencias típicas que la figura extranjera, debe considerarse que el legislador entendió que sólo esa circunstancia posee aptitud para suscitar el poder intimidante. Sin embargo, del precedente “Schalaen”, surge que el principio de la doble incriminación consiste en que una misma acción sea típica en las legislaciones de ambos Estados, lo que no implica que deba existir identidad normativa entre los tipos penales, sino que lo relevante es que las normas del país requirente y del país requerido prevean y castiguen "en sustancia" la misma infracción penal. En el mismo sentido, el acuerdo bilateral que rige la solicitud prevé que deberá considerarse que la "conducta subyacente" constituya delito en ambos Estados. Es doctrina de la Corte, que los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del país requirente. Por ello debe confrontarse la descripción del hecho efectuada por el país requirente con el ordenamiento penal argentino, a fin de determinar si aquél es subsumible en algún tipo penal conminado con una pena, sin que para esta constatación el juez de la extradición esté afectado por el nomen iuris del delito. Ello se debe a que la tarea de subsunción en la legislación nacional presenta ciertas características peculiares, específicas de la naturaleza del proceso de extradición. En efecto, la doble subsunción no se realiza en un mismo plano, pues mientras que el examen de la adecuación a un tipo legal del país requirente se efectúa sobre la base de un hecho hipotético que ese país pretende probar, el examen de su adecuación a un tipo legal del país requerido se efectúa sobre la base de que ese hecho, hipotéticamente, cayese bajo su ley. Es decir, mientras que para el país requirente la existencia del hecho es hipotética, para el país requerido lo hipotético es que el hecho caiga bajo su jurisdicción". Las características del caso permiten afirmar que encuadran en las disposiciones del estupro, porque el artículo 120 de ese cuerpo legal sanciona conductas cuando afecte a una persona menor de dieciséis años, con la condición de que se aproveche de su inmadurez sexual, en razón de la mayoría de edad del autor, su relación de preeminencia respecto de la víctima, u otra circunstancia equivalente. En tal sentido, el requerido se aprovechó de "la relación sentimental que tenía con la agraviada". En atención a que al tiempo del hecho el requerido tenía diecinueve años y que para la víctima fue su iniciación sexual, se verifican los requisitos tanto de la inmadurez sexual como la preeminencia en función de su mayoría de edad. Acreditados los elementos de hecho y normativos del tipo penal del artículo 120 del Código Penal argentino, que reprime una conducta que en sustancia guarda identidad con la que se imputa al requerido, en el sub examine" se encuentra verificado el requisito de la doble subsunción del hecho. Por otro lado, para determinar si el riesgo de que el requerido pueda enfrentarse a tratamientos incompatibles con los estándares internacionales de derechos humanos y de esa forma activar la cláusula de excepción prevista en la Ley 24.767, debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que autoricen a poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del Estado solicitante en este proceso en particular, de modo que represente un riesgo cierto y actual que afecte al requerido. Es decir, para que se torne operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que, de concederse la entrega, el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos y que éstos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Esto constituye la positivización del principio del ius cogens de non refoulement, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no se respetarán sus derechos fundamentales. Más allá de que aún persisten -en menor medida- problemas estructurales que podrían repercutir en las condiciones de detención de los individuos privados de su libertad en algunos de los centros penitenciarios del país requirente, mucho han variado las condiciones legales y sociales que fueron señaladas en la disidencia del precedente "Borelina", destacándose el compromiso asumido por la República del Perú de seguir el procedimiento facultativo para la presentación de informes periódicos ante el Comité contra la Tortura, a fin de continuar morigerando, a partir de sus recomendaciones, las circunstancias planteadas. A través del decreto legislativo n° 1325 el propio Estado requirente ha reconocido aquellas deficiencias y dispuso diversas medidas "para garantizar el funcionamiento y operatividad de los establecimientos penitenciarios", lo cual condice con su voluntad manifestada ante los organismos internacionales de solucionar la problemática. De esta forma, no puede afirmarse que hoy día el Estado solicitante registre un cuadro de manifiestas y masivas violaciones a los derechos fundamentales, que implique un riesgo probable de que el requerido será sometido a tratos incompatibles con los estándares internacionales. Sin perjuicio de ello, en atención al alegado hacinamiento y sobrepoblación de los establecimientos penitenciarios del Estado requirente, es oportuno agregar que en "Aquino" sostuvo la Corte que “ello no conduce per se, a que el requerido quedará expuesto a un riesgo cierto y actual' de condiciones inhumanas de detención".


    Segunda Sala Penal de Reos Libre de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte (Perú)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3038/2016/29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Auxilio jurídico internacional. Delitos contra la fe pública. Responsabilidad parental. Cuestiones de hecho. Menores. Insuficiencia del agravio. 


    Doble incriminación. Subsunción.


    Los agravios relativos a que no se verifica la doble incriminación del hecho por el cual se solicitó la asistencia internacional y a que la conducta podría excitar la jurisdicción nacional, son formalmente inadmisibles, toda vez que son fruto de una reflexión tardía y fueron introducidos recién en esta instancia, razón por la que corresponde su rechazo in limine. Si bien en varios precedentes la Corte decidió dejar de lado este reparo formal y tratar los planteos, ello ocurrió frente a cuestiones susceptibles de afectar el orden público argentino, y en esta oportunidad no se presenten aquellas circunstancias extraordinarias que han permitido a la Corte soslayar óbices formales para remediar ostensibles nulidades absolutas. La conducta por la que se solicita la extradición se encuentra tipificada en el artículo 427, primer y segundo párrafo, del Código Penal del Perú y en los artículos 292 y 296 de nuestro digesto punitivo. Esta conclusión sólo ha sido objetada por la señora Defensora General con argumentos de fondo mediante los que afirmó que, ausente allí el requisito de doble subsunción, debe considerarse que carecen de relevancia penal los hechos contra la fe pública cometidos para ese presunto plan de acción, por los cuales ha sido solicitada la asistencia jurídica internacional, pues quedan absorbidos por las consecuencias de aquella falta de identidad entre las normas de ambos Estados que reprimen la maniobra central. El examen que se propone en esos términos excede doblemente el objeto de este proceso, porque no sólo conduce a la valoración de aspectos sustanciales del hecho, como es la eventual relación concursal que pudiera existir entre el delito contra la patria potestad y los delitos contra la fe pública que se imputan en la justicia peruana, sino también por sustentarse en la inteligencia del tipo penal referido a un hecho por el que no ha sido solicitada la entrega, razones por las cuales su consideración resulta extraña a estas actuaciones. Al no existir constancia de haberse iniciado el proceso o juzgado en la República Argentina por los hechos en cuestión, la pretensión de que la mera posibilidad en tal sentido pueda significar un impedimento a la extradición, no se encuentra entre las causales que el acuerdo aplicable contempla para denegar la asistencia jurídica internacional. En relación al agravio relativo a que no se valoró el interés superior de los hijos menores de edad ni fueron oídos en el proceso que ni el tratado internacional, ni por caso la ley nacional, prevén como impedimento para conceder la extradición que la requerida tenga hijos menores de edad, máxime cuando quedarían al cuidado de su pareja, padre de uno de ellos. Cabe aquí recordar que los niños no tienen una pretensión autónoma para oponerse a la declaración de procedencia de la entreayuda; que de prosperar ésta, los menores habrían de continuar al cuidado del nombrado; y que la separación temporal respecto de su madre por causas legales es una situación expresamente contemplada por la Convención sobre los Derechos del Niño que también ha sido reconocida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC 21/14. Por otra parte, la Corte ha tenido oportunidad de pronunciarse en rogatorias internacionales en las que no se le dio intervención en el proceso a los hijos menores de edad del extraditurus, donde sostuvo que esta queja resulta infundada tanto como causal de improcedencia de la entreayuda como de nulidad. No sólo los órganos judiciales sino toda institución estatal han de aplicar el principio del "interés superior del niño", estudiando sistemáticamente cómo sus derechos e intereses puedan verse afectados por las decisiones y las medidas que adopten. En ese sentido, el ordenamiento jurídico argentino regula mecanismos de tutela que el juez de la instancia y/o las demás autoridades a las que competa intervenir en lo que resta del procedimiento de extradición podrán utilizar para reducir al máximo posible el impacto negativo que sobre la integridad de los menores pudiera eventualmente generar la entrega de su progenitora.


    C. C., Yngrid Vanessa s/ Recurso directo - Extradición cooperación en materia penal - Ley 24.767


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 34679/2015/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Comisiones especiales. Non bis in ídem. Prescripción. Estado penitenciario. Insuficiencia del agravio. Falta de fundamentación autónoma. 


    Juzgamiento en ausencia. Condena vigente en Argentina.


    El recurso ordinario interpuesto resulta infundado, ya que los agravios que se intentan hacer valer constituyen una mera reiteración de los ya ventilados a lo largo del proceso y particularmente en el debate, los cuales fueron considerados por el a quo de forma ajustada a derecho, sin que la parte se hiciera cargo en su escueta presentación de las razones brindadas en esa instancia para desestimarlos. En cuanto al planteo de inconstitucionalidad del artículo VIII.5 del tratado aplicable, el régimen allí previsto no sólo guarda analogía con el que regula el artículo 50 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, sino también con el establecido en diversos tratados de extradición suscriptos por la República Argentina. La Corte ha considerado que ese procedimiento no constituye razón para fundar una inmunidad contra todo arresto ulterior por la misma causa y que la prosecución de actuaciones luego de su archivo en virtud de un impedimento formal, no constituye afectación de la garantía que impide el non bis in ídem. El alegado juzgamiento por una comisión especial resulta infundado desde que no sólo omite refutar lo considerado por el a quo acerca de que el tribunal peruano interviniente integra la estructura judicial de ese país, sino que también confunde el impedimento que contemplan al respecto tanto el artículo IV.5 del tratado bilateral aplicable como el artículo 8, inciso c), de la Ley 24.767, con el estado de trámite del proceso extranjero, lo cual abona su improcedencia. A igual conclusión desestimatoria corresponde arribar en cuanto al agravio de ser juzgado en ausencia, pues desconoce que los antecedentes del legajo acreditan la calidad de procesado para ser sometido a enjuiciamiento por el presunto delito de robo agravado que registra ante la justicia del Estado requirente. En relación a la existencia de un vicio en la interpretación del instituto de la prescripción en la legislación peruana, se advierte que además de omitir toda referencia a los fundamentos del a quo en el pronunciamiento recurrido, la defensa pretende cuestionar la vigencia de la acción penal -que debe regirse por la ley peruana- bajo la errónea invocación del requisito de doble incriminación, cuya acreditación se encuentra fuera de discusión. Respecto a que registra una condena vigente en Argentina, la adecuada consideración del a quo con arreglo a la aplicación del art. 39 de la Ley 24.767, que tampoco ha sido controvertida por la defensa, observa la previsión específica del artículo X del acuerdo bilateral, que faculta al Estado requerido a diferir la entrega en supuestos como el de autos. Más allá de la falta de fundamentación en la sentencia recurrida sobre el planteo acerca de las condiciones penitenciarias en la República del Perú, el agravio resulta insustancial de conformidad con el criterio adoptado por la Corte en Fallos: 329:1245 y en los autos “Alfaro Muñoz”. Igual temperamento corresponde sugerir en relación a la invocación de la situación familiar y de arraigo, que –sin refutación- ha sido resuelta por el juez de conformidad con la doctrina pertinente del dictamen de esta Procuración General al que hizo remisión el precedente de Fallos: 331:1352, máxime cuando el artículo III del tratado bilateral incluso autoriza la extradición de nacionales del Estado requerido.


    M. Q., Juan Pedro s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11234/2015/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Refugiados. Orden de detención. Facultades jurisdiccionales. Extinción de la acción. Prescripción. Falta de pedido de extradición. Discrepancia del recurrente. Fundamentación del recurso. 


    Doble subsunción. Precedente de los fallos “Cohen”; “Perriod”; y Fallos 315:575.


    Los agravios introducidos por la defensa fruto de una reflexión tardía, que sean introducidos recién en instancia de apelación, determinan su rechazo in limine. Si bien la corte en varios precedentes decidió dejar de lado ese reparo formal y hacer lugar a los planteos, ello ocurrió frente a cuestiones susceptibles de afectar el orden público argentino. En cuanto a la afectación a la garantía a ser juzgado en un plazo razonable en referencia al proceso en trámite ante la justicia del país requirente, se trata de una cuestión que podría ser introducida con la debida fundamentación en esa jurisdicción. En efecto y sin desconocer la vigencia de esa garantía tanto en el ámbito interno como en el internacional, su evaluación requiere el análisis de la complejidad del asunto, la actividad desarrollada por las partes y por las autoridades judiciales intervinientes y la afectación en la situación de la persona involucrada. La doble subsunción se acredita cuando los hechos descriptos en el pedido formal de extradición también pueden ser tipificados como delictuales según la ley del Estado requerido, circunstancia que ha sido verificada positivamente por el a quo, y que no ha sido objeto de una crítica adecuada por la defensa. En ejercicio del interés por la extradición que compete al Ministerio Público, se imputa al requerido el delito de evasión tributaria agravada por el contenido falso de la facturación emitida y el consiguiente reclamo y reembolso del impuesto al valor agregado, el cual ha sido subsumido en artículos del Código Penal del país requirente y encuentra identidad sustancial con la figura prevista en la Ley Penal Tributaria 24.769 argentina. Introducirse a la valoración del accionar del sujeto implica inmiscuirse en cuestiones que están vedadas a los tribunales nacionales por tratarse de aspectos que atañen al fondo del asunto. A partir del precedente "Cohen" la Corte entendió que la sustanciación del trámite para decidir sobre la procedencia de la condición de refugiado de la persona reclamada no constituye un óbice para continuar con el curso judicial de la extradición, en tanto el Poder Ejecutivo Nacional en la etapa final cuenta con la potestad de reconocer tal condición. Respecto de la queja referida a la falta de resolución emanada de un magistrado con atributos jurisdiccionales que solicite formalmente la extradición, no asiste razón a la recurrente, ya que para los países miembros de la Unión Europea la Corte sostuvo que la orden de detención europea, que en el caso emana de un juez, es una resolución judicial adecuada para satisfacer el extremo exigido por la legislación nacional. De acuerdo a la Decisión Marco relativa a la orden de detención y a los procedimientos de entrega entre Estados Miembros, el Ministerio de Administraciones Públicas y de Justicia de Hungría, que ha sido la autoridad que solicitó la extradición, lo cual no implica que ese organismo no judicial haya asumido facultades exclusivas del tribunal interviniente, sino muy por el contrario, que únicamente a partir de la decisión de éste último, donde fundadamente ordenó la detención del extraditurus, se encuentra habilitado para trasladar esa resolución judicial al plano internacional. Finalmente, sostiene la defensa que tampoco se cuenta con las normas legales que regulan la extinción del ius puniendi. El artículo 13 de la ley 24.767 requiere que se brinde una explicación de las razones por las cuales la acción no se encuentra extinguida y que se acompañen los textos de las normas penales y procesales aplicables. Si bien las normas de los artículos 32 b), 33 b) 1) del CP y letra a) de la Res 1/2005 del Tribunal Supremo no fueron acompañadas con la solicitud formal de extradición, ante la ausencia de tratado, mal podría haber cumplido el Estado requirente con esa exigencia de derecho interno. La punibilidad se extinguirá por el paso del tiempo que el dies ad quem será determinado por el máximo de tiempo dispuesto para la pena del delito que se trate; y que el dies a quo en el caso de delitos continuados, es el día en el que cesa la conducta.


    B., Attila Gabor s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 402/2012/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Pedido de extradición. Nulidad procesal. Nulidad de sentencia. Falta de agravio concreto. Improcedencia del recurso. 


    Precedente “Baez”. Precedente “Quiroga”.


    La nulidad aducida no debe recibir acogida favorable, en tanto se limita a cuestionar únicamente la agregación de la solicitud formal de extradición como prueba para ser contemplada en la etapa del juicio. Al respecto, corresponde recordar el criterio restrictivo que rige en materia de nulidades procesales, el cual también es de aplicación en actuaciones de esta naturaleza. Bajo esa pauta, en el precedente “Baez” se expresa que el pedido formal de extradición funciona en nuestro sistema procesal de forma similar al instituto de la requisitoria de elevación a juicio, piedra basal de la acusación, que sin embargo no precisa de una invocación expresa por parte de la fiscalía para que goce de plena existencia válida en el juicio. Circunstancia que, además, queda expresamente aclarada con la sola lectura de las previsiones de la ley ritual, en cuanto determina que al iniciarse el debate propiamente dicho, debe darse lectura al requerimiento fiscal de elevación, o en su caso, al auto que así lo ordena. Ese temperamento no contradice el interés por la extradición que compete al Ministerio Público, el cual fue ejercido positivamente por el fiscal durante la audiencia oral tanto al oponerse al planteo de nulidad formulado por la defensa, como al solicitar que se declare procedente la extradición. Asimismo, de la utilización por parte del juez de aquélla potestad contemplada en la ley procesal no puede predicarse la afectación de la imparcialidad del juzgador o la asunción de una función acusatoria, en tanto no implica más que el desempeño de sus atribuciones como director del proceso que en modo alguno resultan incompatibles con la de juzgar que propiamente le corresponde. Al fallar en "Quiroga", la Corte invocó el criterio del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en cuanto interpretó que la garantía de imparcialidad significa que no pueden atribuirse a un mismo órgano las funciones de formular la pretensión penal y la de juzgar acerca de su procedencia. Ello impide considerar afectados los derechos del requerido, como así tampoco que de lo actuado surja menoscabo al orden público. En consecuencia, ausente el requisito de perjuicio concreto, se impone concluir que el planteo constituye un mero formalismo y, en aplicación del criterio restrictivo que gobierna la materia, postular su improcedencia.


    D. C., W. L. s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13427/2015/CS2, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Estado requerido. Estado requirente. Comité contra la tortura. Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos. Interés del menor. 


    Sostuvo el doctor Fayt en su voto de la causa "Romero Severo", que al contemplar el artículo 8 e de la ley de extradiciones, "la posibilidad de que existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes a resultas de la decisión de entrega, constituye la recepción en el ámbito del derecho argentino del principio vigente en el derecho internacional de los derechos humanos conforme con el cual un Estado parte de un tratado tiene la obligación de asegurar que cumple sus demás compromisos jurídicos de una forma compatible con el respeto de los derechos humanos, pues su responsabilidad internacional podría verse comprometida si la decisión de entrega sometiera al sujeto requerido al sufrimiento o al riesgo de sufrir, en el proceso penal extranjero, una flagrante denegación de justicia o un riesgo efectivo (consecuencia necesaria y previsible) de que sus derechos humanos fundamentales sean violados en jurisdicción del país requirente" (considerando 11). Para determinar si ese riesgo de exposición es de una magnitud tal para activar la cláusula de excepción prevista en la ley 24.767, se ha sostenido en "Gómez Gómez" (Fallos: 324:3484), "Crousillat Carreña" (Fallos: 329:1245), "A costa González" (Fallos: 331:2249) y en "Alfaro Muñoz" (CFP 2952/2013/CS1, resuelto el 4 de febrero de 2016), debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del Estado solicitante en este proceso en particular, de modo que represente un riesgo cierto y actual que afecte al requerido. Este criterio se ajusta al que propugna el Comité contra la Tortura (el organismo de las Naciones Unidas para el contralor del correcto cumplimiento de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, respecto del deber estatuido en el artículo 3 de dicha Convención, esto es, la prohibición de extraditar o entregar personas a países donde puedan ser sometidas a torturas. Para que se torne operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que, de concederse la entrega, el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos deben ser infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia (art. 1 de la citada Convención). Esto constituye la positivización del principio del ius cogens de non refoulement, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no serán respetados sus derechos fundamentales. En cuanto a los riesgos derivados de las deficiencias de la situación del sistema, como refiriera, no se invoca razón alguna que permita personalizarlos del modo indicado en las reseñas que anteceden en los términos en que se ha planteado el agravio, que basta, con arreglo a los criterios fijados por la Corte en los precedentes "Cerboni" (Fallos: 331: 1 028, considerando 7°), "Machado de Souza" (Fallos: 332:1322, considerando 10); "Valenzuela" (Fallos: 333:1205, considerando 6°) y "Mercado Muñoz" (Fallos: 336:610, considerando 5°), y como bien se dispone en la sentencia, que el juez de grado recabe de su par extranjero las condiciones de detención a las que estará sometido el imputado en el marco de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos de las Naciones Unidas y que, de ser necesario, solicite las debidas garantías para preservar su vida y seguridad personal. En atención al alegado hacinamiento y sobrepoblación de los establecimientos penitenciarios del Estado requirente, es oportuno agregar que en "Aquino" (Fallos: 336:2238) sostuvo la Corte que " han sido incluidos entre los problemas más graves y extendidos en la región y entre los principales desafíos que enfrentan los sistemas penitenciarios de América Latina, sobre los cuales tienen dirigido su foco de atención y monitoreo desde hace décadas no solo el sistema interamericano de derechos humanos sino también el de la Organización de las Naciones Unidas" (considerando 5°), y que "sin embargo, ello no conduce per se, a que el requerido quedará expuesto, en las circunstancias del sub lite, a un riesgo 'cierto' y 'actual' de condiciones inhumanas de detención" (considerando 6°). Los términos de esta valoración del Tribunal respecto de una situación análoga a la invocada en autos por la defensa, determina -sobre la base de lo señalado en el párrafo anterior- la insustancialidad del planteo. En tales condiciones, no es posible afirmar que la procedencia de la extradición pueda significar menoscabo alguno a las garantías que consagran los instrumentos internacionales de derechos humanos como lo ha sostenido la Corte reiteradamente, no sólo los órganos judiciales sino toda institución estatal ha de aplicar el principio del "interés superior del niño", estudiando sistemáticamente cómo sus derechos e intereses puedan verse afectados por las decisiones y las medidas que adopten. El ordenamiento jurídico argentino regula mecanismos de tutela que el juez de instancia y/o las demás autoridades a las que competa intervenir en lo que resta del procedimiento de extradición -aun luego de adquirir firmeza su declaración de procedencia podrán utilizar para reducir al máximo posible el impacto negativo que sobre la integridad de las menores pudiera eventualmente generar la entrega de su progenitor. Ese criterio, impide incorporar de modo unilateral recaudos no previstos en el acuerdo aplicable- concurre a la improcedencia del agravio.


    J. E., Juan Miguel s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5174/2016/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de moneda



    Suspensión del juicio a prueba. Delito de acción pública. Facultades del fiscal. 


    Resolución PGN n° 97/2009. Remisión al dictamen de la causa G. 61, L. XLVIII, "Góngora, Gabriel Arnaldo s/ Causa n° 14.092".


    El artículo 76 bis del Código Penal claramente prevé el consentimiento del fiscal como requisito ineludible para la concesión del beneficio en examen, pues además del cumplimiento de condiciones objetivas requiere una valoración subjetiva que deberá hacer el agente fiscal, sobre circunstancias distintas a aquellas condiciones previas que se dan por sentadas, y sin cuya aprobación no podrá, en ningún caso, concederse la suspensión del juicio. El Congreso no es el único poder ni el único organismo del Estado con facultades en materia de política criminal, y en la disposición en examen los legisladores han efectuado una remisión a las que posee el Ministerio Público Fiscal, vinculadas con su función de promover y ejercer la acción pública en las causas criminales y correccionales. Las instrucciones en la materia tienen carácter general y están dirigidas a fijar pautas de actuación en determinados aspectos que pudieren generar alguna controversia. No constituyen, en cambio, un medio de regulación o respuesta frente a todas las situaciones que podrían presentarse en cada caso concreto, cuyo análisis compete al fiscal que interviene en cada uno de ellos, el que cuenta con la potestad de aplicar dentro del marco legal –al igual que lo hace en todos los demás aspectos de su función- sus propias razones y valoraciones de política criminal, en tanto no sean contrarias a las instrucciones dadas por la Procuración. El examen que el juez hizo de la adecuación de la opinión del fiscal a la resolución PGN n° 97/09 importó una intromisión en actos propios de un órgano independiente, dentro de cuya estructura, en todo caso, sólo dicho magistrado debería responder. El análisis armónico e integrado de los términos de la resolución PGN 97/2009 lleva a concluir que cuenta con una instrucción para los casos por delitos de corrupción y con otras aplicables para otros delitos, entre las que se encuentran las referida al supuesto en que la suspensión del juicio respecto de uno de los imputados pueda debilitar la acusación en el debate oral contra los otros a los que no se les aplique ese beneficio. Ésa es la situación que invocó el fiscal en sustento de su oposición a la suspensión del juicio en el sub lite.


    M., Erik Amaury y otro s/ Falsificación de moneda


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7925/2013/TO1/10/1/RH1, 07 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública


    Garantías procesales. Jueces naturales. Ley penal más benigna. Principio de congruencia. Discrepancia del recurrente. Insuficiencia del agravio. Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FGR 81000599/2007/17/RH9 "G., Omar y otros s/ Administración pública. Querellante: Oficina de Anticorrupción, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación". Doctrina de Fallos: 323:1452 y 329:1191.


    En cuanto a la pretensión de aplicar al caso la redacción anterior del artículo 67 del Código Penal por considerar que resulta más favorable al imputado, se trata de un agravio insustancial desde que la defensa pretende cuestionar el criterio que el a quo adoptó en sentido opuesto, sin hacerse cargo de la jurisprudencia vigente de la Corte. El planteo desconoce que la conclusión a la que se arribó en la sentencia de mérito no altera la esencia del hecho imputado, esto es, "haber gestionado fraudulentamente varios subsidios por ante la Administración de Programas Especiales... ". La circunstancia de haberse ordenado investigar la intervención de terceros carece de la entidad que se pretende, desde que no ha significado agravar en modo alguno la situación de los imputados, cuyas conductas han quedado consolidadas por la correlación así formulada y con el pronunciamiento dictado. Asimismo, en lo vinculado con la calificación y sus elementos típicos, se insiste en que la nueva investigación descarta la existencia del engaño a la administración pública que requiere la figura de estafa en la cual se han subsumido los hechos, sin advertir que se trata de una afirmación conjetural desde que se desconoce si alguno o algunos de los funcionarios que tomaron intervención en el trámite de los subsidios pudo haber actuado con su voluntad viciada. Respecto de las objeciones contra la insuficiente fundamentación de las penas de prisión, inhabilitación y multa, cabe decir que, en primer lugar la supuesta contradicción que se denuncia en cuanto a la invocación del artículo 26 del Código Penal desatiende que esa norma, además de regular el instituto de la condena de ejecución condicional, también alude al requerimiento de "las informaciones pertinentes para formar criterio" al respecto y su mera cita no implica la directa aplicación de esa modalidad de cumplimiento. En cuanto a la omisión de examinar cierta prueba y otras cuestiones que serían con la ponderación de la naturaleza de la acción y de los medios empleados para ejecutarla son pautas expresamente contempladas en el inciso 1°) del artículo 41 del Código Penal, razón por la cual la consideración de las "maniobras desplegadas" y "su concurrencia con el accionar de funcionarios públicos desleales" en modo alguno constituye una doble valoración de elementos del tipo penal para individualizar la sanción, sino una razonable aplicación de esa norma . Teniendo en cuenta que los jueces sólo están obligados a valorar los aspectos que consideren relevantes para la decisión del pleito, respecto de lo primero, el apelante no alcanza a demostrar cómo los efectos de un expediente en ese estado pueden comprometer la garantía que impide el doble juzgamiento, pues el mero archivo carece de la entidad que se le atribuye. En cuanto a la insistencia de la defensa en su impugnación contra la validez constitucional de la ley 27.145 y nulidad de las designaciones de jueces subrogantes hechas en aplicación de esa norma, se advierte que más allá del domicilio constituido desactualizado al que le fue cursada la notificación del rechazo del recurso extraordinario que la parte había interpuesto ante el a quo al respecto, los términos de su inmediatamente posterior presentación, de la notificación para la audiencia de lectura de la sentencia definitiva ante la Cámara y, fundamentalmente, el alcance del fallo dictado sobre aquella cuestión por la Corte, donde resolvió similares apelaciones de la asistencia técnica de los acusados, constituyen circunstancias sobrevinientes a la interposición del recurso que permiten afirmar que el planteo así introducido resulta un mero ritualismo y carece de interés actual.


    G., Omar y otros s/ Administración pública. Querellante: Oficina de Anticorrupción, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 81000599/2007/16/RH8, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Jueces naturales. Deber de imparcialidad. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Principio de congruencia. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Queja por recurso denegado. Procedencia del recurso. 


    Remisión al precedente de la causa “Uriarte”.


    En cuanto al agravio referido a la afectación del principio de razonabilidad y de las garantías de juez natural e imparcialidad en virtud de la integración del tribunal. El planteo, además de infundado, resulta improcedente e incluso contradictorio con el referido a la garantía del plazo razonable. Ello es así, porque sin sustento alguno la defensa alega que ante la inminencia del vencimiento del plazo, fue inconstitucional y arbitrario que el a quo retomara una intervención que no fue autorizada por la Corte. Respecto de la alegada afectación al principio de Congruencia, si bien el planteo, remite a cuestiones de prueba y derecho común en relación al modo en que fueron considerados los hechos y su calificación legal, lo cual constituye una materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia extraordinaria, es pertinente señalar que la descripción fáctica tanto en el requerimiento de elevación a juicio de la parte querellante como del representante del Ministerio Público como en el fallo del tribunal oral no difieren en cuanto sustancialmente aluden a la gestión fraudulenta de subsidios, con invocación de objetivos ficticios y para dar a los fondos un destino distinto al previsto e informado. Es criterio de la Corte que lo atinente al alcance de cualquier tipo penal configura una cuestión eminentemente de derecho común, ajena a la vía del artículo 14 de la ley 48. Además tiene como criterio la Corte, que "el ejercicio por parte de los magistrados de sus facultades para graduar las sanciones dentro de los límites ofrecidos para ello por las leyes respectivas, se vincula con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas, por regla, al ámbito de la apelación federal extraordinaria". En tales condiciones, sin perjuicio del grado de discrecionalidad que per se conlleva el ejercicio de esta facultad por parte de los jueces de la causa, las circunstancias que a criterio de la defensa han sido omitidas en el fallo apelado no hacen más que mostrar que su insistencia en la aplicación de una pena menor en suspenso, constituye aquella mera discrepancia con el criterio adoptado que no permite tachar de arbitrario lo resuelto.


    G., Omar y otros s/ Administración pública. Querellante: Oficina de Anticorrupción, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 81000599/2007/17/RH9, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Graduación de la pena


    Pena accesoria. Non bis in ídem. Derecho penal de autor. Pena accesoria. 


    Remisión al fallo de la causa: 337:637. Incapacidad civil accesoria: remisión a los fundamentos del dictamen de Fallos: 340:669.


    El hecho de que la legislación – en este caso, los artículos 40 y 41 del Código Penal – ajuste la respuesta penal por un hecho delictivo a la historia punitiva del condenado no implica una violación de los derechos fundamentales amparados por las garantías constitucionales contra la persecución penal múltiple (non bis in ídem) y la adopción de un derecho penal de autor.


    A. R., Hugo Luis s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1078/2010/TO1/2/RH1, 19 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Prisión perpetua. Reclusión accesoria por tiempo indeterminado. Límite temporal. Sentencia consentida. Cosa juzgada. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2641, L. XXXIX, “Chueke, Daniel Isaac y otros s/ homicidio agravado por el vínculo etc.”; y de la causa CSJ 1768/2014/RH1, “Gigena, José Elías”.


    La sentencia impugnada, que no informa con claridad las razones por las cuales es lícito convertir una pena perpetua en otra temporal, señala dos argumentos para justificar el procedimiento. En primer lugar, a partir de la interpretación del contenido de fin preventivo especial de la pena estatal, por el cual se afirma que una pena realmente perpetua, es decir, sin posibilidad de libertad condicional, sería inconstitucional pues desatendería el mandato de reinserción social. Este argumento no podía servir de base para la conversión operada, pues si se consideraba que regía el caso el Código Penal en su formulación anterior a la ley 25.982, entonces debieron aplicar las reglas de los artículos 13, 15, 16, 17 y 53, a tenor de los cuales, el condenado a una pena perpetua que podía obtener primero la libertad condicional y luego incluso extinguir la pena. A su vez, si entendían que debía aplicarse el Código Penal con la reforma de la ley 25.892, regía la regla del artículo 14, que prohíbe la libertad condicional al condenado por el artículo 80 inciso 7. Pero incluso si se aceptara la tesis esbozada por el a quo acerca de que en la etapa de ejecución es posible volver a someter a revisión la constitucionalidad de las normas que rigen la pena pese a la existencia de cosa juzgada material, y que una pena realmente perpetua era inconstitucional, deberían haber declarado la invalidez de la regla del artículo 14 para haber aplicado las disposiciones de los artículos 13, 15, 16, 17 y 53, con la salvedad del plazo del artículo 13, que pasó de veinte a treintaicinco años. En esta alternativa, incluso aceptando la posibilidad de considerar inconstitucional e inaplicable la medida accesoria de reclusión por tiempo indeterminado, la conclusión debería haber sido que el condenado habría podido obtener la libertad condicional una vez cumplidos treintaicinco años de condena. Es decir que, ni siquiera partiendo de las propias premisas del fallo era posible arribar a la sustitución de una pena de reclusión perpetua, por otra temporal de veinticinco años. Al haber transformado una reclusión perpetua en una pena temporal, con fecha de vencimiento, los jueces concedieron al condenado contra legem el derecho a que cumplidos veinticinco años de condena se le dé por extinguida la pena, cualquiera fuera su comportamiento intramuros o su pronóstico de reinserción social. Según el segundo de los argumentos, toda pena privativa de libertad debe tener un límite temporal y, la falta de una fecha concreta de vencimiento o agotamiento de las penas perpetuas debe ser remediada mediante la fijación de una por parte del juez, pues de lo contrario se afectaría el principio de legalidad ejecutivo. Este punto de vista reprueba la constitucionalidad de las penas perpetuas aun cuando el condenado cuente con la posibilidad de acceder a la libertad condicional. Sin embargo, tampoco este argumento pueda dar fundamento válido a la solución que adoptó en definitiva el a quo en la sentencia impugnada. Como lo ha sostenido esta Procuración General, al dictaminar en "Chueke” y en "Gigena”, la adopción de la pena de prisión perpetua, tal como se encuentra regulada en el derecho nacional, está dentro de las atribuciones de política criminal que la Constitución Nacional reserva al Congreso, y no hay nada en el derecho internacional de los derechos humanos que conduzca a negar de plano esa facultad. En esa oportunidad se recordó que en el precedente de Fallos: 328:4343 ("Maldonado"), la Corte respecto de la pena perpetua prevista para los homicidios agravados cometidos por mayores, expresó que "la sola subsunción de la imputación en el tipo penal basta para dejar sentada la gravedad del hecho, pues la pena prevista es absoluta y por lo tanto, no exige ningún esfuerzo argumental adicional para la determinación de la pena: prisión perpetua", para luego agregar que "las penas absolutas, tal como la prisión perpetua, se caracterizan por no admitir agravantes o atenuantes de ninguna naturaleza. Esto significa, que el legislador declara, de iure, que todo descargo resulta irrelevante: son hechos tan graves que no admiten atenuación alguna. En los casos de plena culpabilidad por el hecho, este recurso legislativo resulta, en principio, admisible". Lo que termina por descalificar la tesis del a quo es que la inconstitucionalidad que predica descansa tácitamente en una interpretación del principio de legalidad material que no se ajusta con el modo en que ha sido entendido tradicionalmente por la doctrina y la jurisprudencia de la Corte, y que consiste en afirmar dogmáticamente que el mandato de certeza impondría también la determinación de una fecha concreta de vencimiento de pena, que no satisfaría la prevista por el código en el artículo 16, a los cinco años de concedida la libertad condicional no revocada, por su carácter eventual. Por otra parte, tal criterio contrasta con la aceptación generalizada de esta pena en el derecho comparado y en el nacional, donde ha regido y ha sido aplicada sin cuestionamiento alguno como el aquí reseñado. En definitiva, ello afecta también la fundamentación de este segundo argumento y, por ende, a la decisión impugnada, que se presenta en este punto como un acto de voluntad de los jueces que se aparta de la solución normativa prevista para el caso. En cuanto al resto de las razones en sustento de lo resuelto, también merece censura el a quo cuando afirma que el hecho de que se trate de condenas pasadas en autoridad de cosa juzgada no sería óbice para que los jueces de ejecución pudieran volver a examinar la constitucionalidad de las normas en virtud de las que fueron dictadas. Esa afirmación soslaya que aquello que caracteriza a la cosa juzgada es precisamente la inmutabilidad de las decisiones firmes aunque se las considere jurídicamente incorrectas o, incluso, inconstitucionales. La inconstitucionalidad que se predica no puede ser por ello a su vez la excusa para afectar, la estabilidad de las sentencias firmes que procura garantía. Por último, tampoco puede ofrecer sustento válido a la decisión impugnada, los límites a su jurisdicción que el a quo alegó en razón del contenido de los agravios de la defensa, único recurrente, pues ello no justificaba la postura que asumió frente a una cuestión ya firme como la aplicación de la reclusión por tiempo indeterminado, ni lo obligaba tampoco a consentir la conversión de la especie de pena operada. Antes bien, podría haber rechazado cualquier nueva pretensión de modificación del statu quo logrado en la instancia anterior por la defensa o, incluso, haber reconducido la cuestión y satisfecho parcialmente el reclamo.


    Á., Guillermo Antonio y otro s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70150/2006/TO1/1/2/RH1, 20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Homicidio


    Tentativa de homicidio. Queja por denegación del recurso extraordinario. Delitos contra la humanidad. Ius cogens. Imprescriptibilidad de la acción penal. Irretroactividad de la ley penal. Ley de obediencia debida. Derecho al recurso del acusador. Improcedencia del recurso. 


    En la óptica de la recurrente los hechos imputados no pueden ser calificados como delitos de lesa humanidad, ya que se habrían cometido antes del último golpe de estado, en particular en una época en que regía en nuestro país un gobierno constitucional, por lo que faltaría el llamado elemento típico de contexto de esos delitos, es decir, el ataque generalizado o sistemático contra la población civil. Y critica la sentencia del a quo en cuanto, en su opinión, se habría limitado a reiterar lo expuesto a ese respecto por el tribunal oral, lo que no alcanzaría para satisfacer el estándar mínimo de una decisión jurisdiccional válida. La Procuración General ha señalado que la circunstancia de que los hechos se hayan cometido durante la vigencia de un gobierno democrático y, de todas formas, antes del golpe de estado de 1976, no puede considerarse decisiva para excluir su calificación como delitos de lesa humanidad. Por un lado, no hay ningún elemento típico de esos delitos que excluya su consumación en el marco de gobiernos constitucionales, y, por el otro, porque si bien es cierto que la ruptura total y completa del estado de derecho en nuestro país se produjo con el golpe mencionado, ya años antes las fuerzas armadas habían comenzado la ejecución del plan generalizado y sistemático de persecución de los opositores políticos a nivel nacional, aunque con menor intensidad y distintas modalidades, mediante acciones concretas que demostraron su autonomía de decisión a ese respecto y un poder fáctico suficiente para actuar al margen de la ley, lo que quedó evidenciado al usurpar el gobierno político pocos días después de los hechos de esta causa. La existencia del contexto requerido por el tipo de los delitos de lesa humanidad constituye una cuestión de hecho y prueba que resulta ajena al examen de la Corte cuando conoce por la vía extraordinaria, en particular si no se demuestran groseras deficiencias lógicas de razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo que impidan considerar al fallo como la "sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En relación con los otros motivos de agravio referidos a la afectación del principio de legalidad y la inconstitucionalidad de la ley 25.779, puesto que la parte no logra refutar los argumentos que dan sustento a la decisión apelada en relación con las cuestiones federales planteadas. El a quo rechazó esas objeciones con base en jurisprudencia de la Corte, según la cual los delitos de lesa humanidad y su imprescriptibilidad estaban previstos en el derecho internacional, ya en la época de los hechos de esta causa, como normas de naturaleza ius cogens, por lo que carece de fundamento la alegada irretroactividad de la ley penal más gravosa; ni resulta decisivo el planteo de inconstitucionalidad de la ley 25.779, en la medida en que dispuso la nulidad de las leyes 23.492 y 23.521 por contradecir la Constitución, en consonancia con lo resuelto por la Corte en la jurisprudencia citada, pues, en definitiva, su contenido coincide con lo que los jueces deben declarar. La parte pretende demostrar la inexistencia de una norma consuetudinaria de carácter ius cogens que estableciera esa imprescriptibilidad ya en la época de los hechos, con sustento en ciertas posiciones adoptadas por el Estado argentino desde sus tres poderes, entre 1973 y 1994, en cuanto a la persecución de aquellos delitos, que, según alega, revelarían su contrariedad con esa norma, por lo que no se la podría tener por conformada. La Corte no omitió la consideración del comportamiento de nuestro Estado al pronunciarse sobre el asunto, es decir, no desconoció esa circunstancia, sino que, tras un repaso histórico de lo ocurrido, la valoró de manera diferente al afirmar que la práctica de la República Argentina importó una innegable contribución al desarrollo de una costumbre internacional a favor de la imprescriptibilidad. En cuanto a la violación de la jurisprudencia desarrollada por la Corte respecto de la impugnación de las partes acusadoras contra una sentencia absolutoria, la Corte ha señalado explícitamente que el hecho de que la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos aseguren a toda persona el derecho de recurrir la sentencia por la que se la condena, no obsta a que el legislador, si lo considera necesario, le reconozca a las partes acusadoras un derecho simétrico a impugnar el pronunciamiento absolutorio. Más aún, es doctrina tradicional de la Corte que cuando la ley procesal aplicable efectivamente confiere ese derecho, como en este caso, está alcanzado por la garantía constitucional del debido proceso legal consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional y no puede suprimirse arbitrariamente. Además, añadió con posterioridad que el derecho a recurrir del acusador privado está amparado constitucionalmente por las normas internacionales sobre garantías y protección judicial previstas en los artículos 8, apartado 1°, y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La Corte presupone la validez constitucional de las reglas procesales que conceden a las partes acusadoras el derecho a pretender la revocación de una sentencia absolutoria por la vía del recurso de casación, siempre que, como se dispuso en esta causa, el condenado por primera vez en segunda instancia -tras el éxito de la impugnación y revocación de su absolución dictada por el tribunal oral- tenga garantizado su derecho a una revisión amplia de esa condena mediante un recurso ordinario, accesible y eficaz, sin que a ello obste el hecho de que las leyes procesales no se lo reconozcan explícitamente.


    M., Luciano Benjamín y otros s/ Encubrimiento y otros


    FSA-Justicia Federal de Salta, 73000764/2008/TO1/2/1/4/RH3, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Ingreso de divisas


    Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Extinción de la acción penal. Vencimiento del plazo. Sentencia arbitraria. Apartamiento de la doctrina de la corte. 


    Precedente “Re Dress”.


    Bajo la invocación de la garantía a ser juzgado en un plazo razonable, el criterio adoptado en la sentencia impugnada implica el tácito apartamiento de la doctrina fijada el 17 de mayo de 2016 por la Corte a partir del precedente "Re Dress". Las características del caso guardan sustancial analogía con las de aquél, en tanto también aquí se discutía cuál era la fecha relevante de vencimiento de la obligación de ingresar las divisas procedentes de las exportaciones: si la fijada originalmente o bien-como lo determinó la Corte en su pronunciamiento- la resultante de la aplicación de normas posteriores que extendieron el plazo para su cumplimiento. La diferencia entre uno y otro criterio, repercute en la subsistencia de la acción penal y la procedencia de una sanción ante una infracción penal cambiaria fehacientemente acreditada, o en la omisión de hacerlo como consecuencia de la desnaturalización del régimen de prescripción que contempla el artículo 19 de la Ley 19.359. Es criterio de la Corte que aun cuando el derecho del imputado a ser juzgado sin dilaciones indebidas no puede, traducirse en un número de días, meses o años, el fin de la situación de incertidumbre que comporta el proceso penal puede encontrar tutela en la prescripción de la acción; que ese instituto tiene una estrecha vinculación con aquella garantía constitucional y que dicha excepción es el instrumento jurídico adecuado para salvaguardar el derecho en cuestión. No ha operado el plazo previsto para la prescripción de la acción penal cambiaria de interpretárselo de conformidad con la doctrina establecida en el precedente "Re Dress", es decir, desde que ocurrió el vencimiento "recalculado" de las obligaciones según las normas "en vigor" (art. 1, inc. "e", de la ley 19.359). La confirmación de la extinción de la pretensión punitiva por el a quo bajo la forzada invocación de la garantía que asegura el juzgamiento en un plazo razonable y sin consideración alguna sobre la relación que aquel instituto específico presenta en la materia, ni sobre las constancias de la causa relevantes a tal fin, debe ser dejada sin efecto por tornar inoperante el régimen del artículo 19 de la ley 19.359 e importar la indebida frustración del derecho aplicable. El fallo recurrido también debe ser descalificado como acto jurisdiccional válido en tanto ha importado la arbitraria inobservancia del precedente "Re Dress", sustancialmente análogo. Esa deficiencia adquiere mayor gravedad si se tiene presente que la resolución del juez de primera instancia se había sustentado, precisamente, en la interpretación que la Corte dejó sin efecto al fallar en ese caso.


    I. A. S.A. (continuadora de I. S.PA. Sucursal Argentina) y otros s/ Infracción Ley 24.144 - Denunciante: Banco Central República Argentina


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1420/2014/1/RH1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Juicio abreviado


    Formalidades procesales. Voto de los jueces. 


    Límite a la presentación del acuerdo de juicio abreviado. Ausencia de mayoría absoluta de opiniones con fundamentos concordantes.


    No existen opiniones sustancialmente coincidentes en los fundamentos que permitan llegar a la conclusión adoptada por la mayoría de los miembros del tribunal a quo. En efecto, en el primer voto el juez sostuvo que la interpretación correcta del artículo 431 bis del Código Procesal Penal de la Nación es la que admite el procedimiento abreviado mientras no hubiese sido proveída la prueba ni comenzado el diligenciamiento de las citaciones de los testigos. Añadió que la inteligencia contraria -la que toma como límite el mero decreto de designación de la audiencia de debate- daría lugar a un ritualismo. En el otro voto, la juez se pronunció por la inadmisibilidad de los recursos en razón de que los fundamentos se ajustaban a los que expuso en el citado precedente "Garat". Sin embargo, sostuvo la interpretación que su colega calificó de mero ritualismo. En tales condiciones, no se advierte una mayoría absoluta de opiniones con fundamentos concordantes respecto del instante a partir del cual se configuró el límite a la presentación del acuerdo de juicio abreviado. Y difícilmente el tribunal oral al que le corresponda intervenir en lo sucesivo, así como las demás partes en el proceso, puedan determinar cuál es la doctrina a la que, según el a quo, deberían ajustar su actuación en ese aspecto. Por ello, la sentencia apelada no puede ser considerada como acto jurisdiccional válido. Respecto a la arbitrariedad del pronunciamiento impugnado, es conveniente mencionar que la ocasión en que fue planteado el juicio abreviado -cuestión sobre la que se basó el a quo para concluir en la inadmisibilidad del recurso de casación- no fue objeto de reparo por parte de la mayoría del tribunal oral. Por otro lado, la decisión apelada fue dictada más de un año después de que quedaron sin efecto las audiencias del juicio en relación con la imputada. En consecuencia, la afirmación que hizo el a quo de la extemporaneidad del acuerdo, bajo el argumento de que fue posterior al diligenciamiento de las citaciones para el juicio oral, careció de sentido más de un año después de que las audiencias que motivaron esas convocatorias habían quedado sin efecto, y constituyó un ritualismo de la índole que pretendía evitar, incompatible con el adecuado servicio de justicia.


    A. S., Nadia Soledad y otro s/ Infracción Ley 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 95000257/2012/TO1/3/1/RH1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Menor privado de libertad


    Libertad condicional. Revisión judicial. Interés del menor. Convención de los derechos del niño. Declaración de inconstitucionalidad. Sentencia ultra petita. 


    La determinación de las escalas punitivas, de la clase y extensión de las penas conminadas para cada tipo de delito es una materia propia de la política criminal reservada al Congreso. Ahora bien, cuando la aplicación de las leyes penales pone en juego derechos fundamentales de un niño, niña o adolescente -o de quien lo era en el momento de los hechos juzgados- debe atenderse como consideración primordial al interés superior del niño, tal como lo impone el artículo 3.1 de la Convención sobre los Derechos del Niño; y eso implica, en general, y tal como lo ha interpretado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la adopción de un principio interpretativo dirigido a garantizar la máxima satisfacción de los derechos del niño que, en contrapartida, también debe servir para asegurar la mínima restricción de tales derechos. En lo que respecta a la imposición de sanciones penales a jóvenes, atender al interés superior del niño importa, según las disposiciones expresas del artículo 40.1 de la convención mencionada, promover la reintegración social del niño y apuntar a que éste asuma una función constructiva en la sociedad. Al interpretar esa cláusula, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con invocación de lo observado por el Comité de Derechos del Niño, puntualizó como principio respecto de las medidas privativas de la libertad de menores en conflicto con la ley penal, que la posibilidad de la puesta en libertad deberá ser realista y objeto de examen periódico, pues si las circunstancias han cambiado y ya no es necesaria su reclusión, es deber de los Estados poner a los niños en libertad, aun cuando no hayan cumplido la pena establecida en cada caso concreto. El a quo entendió que ese derecho fundamental a una revisión periódica de la persistencia de la necesidad del encierro carcelario es inconsistente con la regla de derecho común, adoptada por la ley 25.892, que priva a los condenados por ciertos delitos especialmente graves de la posibilidad de aspirar a la libertad condicional regulada por los artículos 13 a 17 del Código Penal. Sin embargo, esa contradicción no es tal. Efectivamente, el artículo 14, segunda parte, de ese cuerpo legal ha establecido que las penas privativas de la libertad que corresponden según la ley a quienes cometen ciertos delitos de particular gravedad están excluidas del régimen de libertad condicional que define el artículo anterior. Este régimen permite, en ciertas condiciones, a quienes han cumplido efectivamente una fracción determinada del tiempo de prisión o reclusión al que fueron condenados solicitar que el resto de su condena transcurra extramuros. De acuerdo con la regla del artículo 14, segunda parte, del Código Penal, como consecuencia de los crímenes cometidos, el menor carece del derecho a reclamar su liberación en virtud del hecho de que ha pasado en detención un tiempo equivalente a los dos tercios del plazo de prisión por el que ha sido condenado. Sin embargo, esa norma no lo priva -ni podría válidamente hacerlo- del derecho que garantizan los artículos 3.1 y 40.1 de la Convención sobre los Derechos del Niño, tal como han sido interpretados, a promover una evaluación periódica de las condiciones que hacen necesaria su reclusión en una institución carcelaria y, en su caso, a obtener anticipadamente su libertad en la medida en que sea el medio adecuado para una reinserción social apropiada. La regla cuestionada sólo limita la posibilidad -cuya fuente no es sino la regla de derecho común del artículo 13 del Código Penal- de aspirar, en ciertas condiciones, a una liberación anticipada por el solo hecho de haber cumplido una fracción determinada del tiempo de condena.


    T. I., J. A. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 500000934/2008/TO1/2/1/1/RH1, 06 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Prisión domiciliaria


    Deber de asistencia entre cónyuges. Personas con discapacidad. Interpretación y aplicación de la ley. Finalidad de la ley. 


    Según el texto de los artículos 32, letra "f', de la Ley 24.660 y 10, letra "f', del Código Penal, se puede otorgar la detención domiciliaria a la madre de un niño menor de cinco (5) años o de una persona con discapacidad". Sin embargo, en el sub examine se solicito ese beneficio para que el imputado pudiera asistir a su pareja, no a su hijo o hija. La exigencia normativa de la relación filial entre el encarcelado y la persona discapacitada necesitada de asistencia, surge también claramente de los antecedentes parlamentarios de la Ley 26.472, que modificó la 24.660 y el artículo 10 del Código Penal. En los fundamentos del proyecto de esa ley de reforma se señala que la decisión de establecer el supuesto en cuestión, es decir, la posibilidad de otorgar la detención domiciliaria a la madre de un discapacitado, tiene la finalidad de adecuar nuestra legislación a la Convención sobre los Derechos del Niño. Tampoco se puede desconocer lo dicho durante la discusión del proyecto, cuando se señaló que su finalidad "es extender el beneficio a cuatro grupos vulnerables no comprendidos hasta el momento: la mujer embarazada; la madre de un niño menor de cinco años o de una persona con discapacidad a su cargo; y el discapacitado, cuando la prisión efectiva en una cárcel sea inadecuada a su condición, implicándole así un trato indigno". A lo que agregó que "el objetivo que se busca y que trata de ampliar esta figura de la prisión domiciliaria tiene un tema esencial, que es el cuidado de los menores e, indudablemente, adecuar nuestra legislación a los convenios internacionales". Ni del enunciado lingüístico de los artículos 32, letra "f', de la Ley 24.660 y 10, letra "f', del Código Penal, ni de la intención del legislador se desprende que el caso bajo análisis se encuentre comprendido por la norma invocada por el recurrente. La voluntad inequívoca del legislador, al ampliar los supuestos en los cuales puede concederse la detención domiciliaria, fue precisamente la de adecuar la legislación argentina a los compromisos internacionales en materia de derechos humanos. No se advierte que existan en el sub examine circunstancias extraordinarias que requieran al juez efectuar una interpretación del derecho internacional vinculante para nuestro país que exceda los términos de la normativa local que regula la detención domiciliaria, reformada hace pocos años justamente para dar cumplimiento a las exigencias derivadas de ese ordenamiento. En este caso, en el que no se presenta ninguno de los supuestos previstos en los artículos 10 del Código Penal y 32 de la Ley 24.660, no es necesario conceder excepcionalmente la detención domiciliaria para garantizar los derechos de su pareja. Ni se puede admitir, que el encarcelado debe hacerse cargo del cuidado, según lo dispuesto en el artículo 431 del Código Civil y Comercial de la Nación, que se refiere a la asistencia mutua que se deben los cónyuges entre sí. Pues con base en el mismo argumento se debería afirmar que todos los encarcelados cuyos cónyuges o convivientes necesitaran cuidados especiales, debidos a problemas de salud, automáticamente deberían ser beneficiados con la detención domiciliaria, aun cuando otras personas pudieran brindarles asistencia. Esta conclusión sería contraria al texto de las normas que regulan la detención domiciliaria, no sólo porque el supuesto considerado, no está previsto en ellas, sino también porque está fuera de discusión que la concesión de ese beneficio es una facultad, y no una obligación del juez, el cual, en consecuencia, debe verificar tanto si el caso se subsume en alguno de los supuestos legales, como si la medida cumpliría con la finalidad que la justifica La decisión del a quo no puede ser calificada como arbitraria pues, no se basa en fundamentos aparentes, ni adolece de otros vicios que la hagan aparecer como inconcebible en el marco de una racional administración de justicia.


    S. M., Carlos Guillermo y otros s/ Inf. Art. 144 bis, inc. 1 y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14216/2003/TO4/12/2/RH28, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Programa de prevención y erradicación de la trata de personas y asistencia a sus víctimas


    Recusación. Deberes del juez. Deber de imparcialidad. Queja por recurso denegado. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha establecido, salvo una mejor interpretación de sus fallos, que no cualquier actuación previa de los jueces en la causa donde se debieran pronunciar como integrantes de un tribunal de alzada, da lugar a la sospecha objetiva de parcialidad que requiera su apartamiento, sino sólo aquella que pudiera generar dudas razonables acerca de su neutralidad frente al caso. Por ello, la Corte también afirmó que quien invoca esas dudas debe señalar el contenido específico de las intervenciones llevadas a cabo por el juez recusado, que hayan sido capaces de viciar su imparcialidad.


    D., Raúl s/ Infracción Ley 26.364


    FSA-Justicia Federal de Salta, 71003881/2013/TO1/3/1/RH2, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario



    Consignación. Sentencia arbitraria. Delito contra la humanidad. Corte penal internacional. Violación de derechos humanos. 


    Remisión al dictamen de la causa: FTU 16/2012/1/RH1, ¨C. S., Carlos Eduardo del V. y otros s/Consignación¨.


    C. S., Carlos Eduardo del Valle y otros s/ Consignación


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 16/2012/2/RH2, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: FTU 16/2012/1/RH1, ¨C. S., Carlos Eduardo del V. y otros s/Consignación¨.


    C. S., Carlos Eduardo del Valle y otros s/ Consignación


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 16/2012/3/RH3, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Homicidio calificado. Delitos contra la humanidad. Imprescriptibilidad de la acción penal. Irretroactividad de la ley penal. Ley de obediencia debida. Fuerzas de seguridad. Delitos en el desempeño de cargos. Dominio parcial del hecho. Improcedencia del recurso. 


    Los motivos de agravio referidos a la vigencia de la acción penal, la calificación de los hechos como delitos de lesa humanidad y la inconstitucionalidad de la ley 25.799, remisión al dictamen de la causa: FSA 73000764/2008/TO1/2/1/4/RH3, “M., Luciano Ben


    Los condenados tuvieron el dominio de lo ocurrido, en la medida en que dominaban parcialmente la organización que cometió los hechos. Y dado que esa imputación fue la dirigida a los acusados al comienzo del debate y la que se tuvo por probada en la sentencia del tribunal oral, se rechazó que la defensa hubiera resultado perjudicada por la supuesta indeterminación de la base fáctica del proceso. Por ello, no le asiste razón a la recurrente cuando afirma que la responsabilidad de los acusados se sustentó exclusivamente en los cargos que desempeñaron en ese momento. En rigor, al haberse demostrado que los imputados integraban la cadena de mando dentro de la estructura de poder conformada por las fuerzas armadas y de seguridad civil que estaba a cargo de la ejecución del plan de represión de enemigos políticos, que los hechos coincidían con la finalidad de este plan y que en ellos intervinieron sus subordinados, no habría resultado necesario para garantizar su defensa aclarar de qué manera habrían determinado a esos subordinados a actuar, pues lo decisivo es el dominio, aunque sea parcial, de la organización a la que estos pertenecían. No se acusó a los imputados por haber desempeñado ciertos cargos dentro de las fuerzas de seguridad, sino por haber ordenado y dirigido la ejecución del plan de ataque en la parte correspondiente a sus respectivas competencias dentro de la organización encargada de su cumplimiento. El a quo también se ocupó de revisar los argumentos mediante los cuales se fundamentó la intervención de la policía provincial en la comisión de los hechos, en particular de los acusados dado que la recurrente no puso en duda que las agresiones a las tres víctimas hubieran ocurrido tal como se las describió en la sentencia del tribunal oral, sino sólo la participación de aquéllos. En la sentencia de condena se destacaron ciertos objetivos previstos en la Directiva 1/75 del Consejo de Defensa, en particular el de eliminar y desalentar el apoyo que personas u organizaciones de distintos tipos pudieran brindar a la subversión, que serían perseguidos mediante el accionar conjunto de las fuerzas de seguridad, sin necesidad de declarar alguna emergencia. Pero se puso énfasis en que, según la misma directiva, no se trataba sólo de combatir a las organizaciones subversivas, sino que se ampliaba el horizonte a cualquier persona o institución que se opusiera al proceso de reordenamiento que estaban comenzando a desarrollar las fuerzas armadas, por lo que se incluía entre esos objetivos a los partidos políticos y personas vinculadas como oponentes potenciales. Por lo tanto, quedaban comprendidos todos aquellos que habían estado relacionados con el quehacer nacional, provincial o municipal, a quienes se responsabilizaba por el caos que, según los autores de la directiva, estaba atravesando el país. Los ejecutores de los hechos contaron entonces con protección policial antes y durante su actuación, pero también con posterioridad. A este respecto, se entendió que la muestra más clara fueron las "irregularidades superlativas", dirigidas a ocultar la verdad, que se advirtieron en la investigación y tramitación del sumario iniciado como consecuencia de los hechos. En síntesis, el a quo señaló que el tribunal oral tuvo en cuenta las irregularidades reseñadas, junto a la entrega del cuerpo de una de las víctimas a sus familiares sin haberse realizado la autopsia correspondiente, la devolución de los vehículos utilizados en el operativo sin que se realizaran las pericias de rigor, la omisión de levantar de la escena del crimen los casquillos y los proyectiles allí esparcidos, etcétera. La sentencia del a quo no ha sido refutada, ni aparece como inconcebible en el marco de una racional administración de justicia, en tanto no se basa en fundamentos aparentes, ni presenta contradicciones que impidan verificar de qué manera se han reconstruido los hechos, por lo que no cabe descalificarla con sustento en la conocida doctrina de la Corte sobre arbitrariedad.


    M., Luciano Benjamín y otros s/ Encubrimiento y otros


    FSA-Justicia Federal de Salta, 73000764/2008/TO1/2/1/3/RH2, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Prisión preventiva. Plazo razonable. Riesgos procesales. Delitos contra la humanidad. Gravedad institucional. 


    Es correcto que la duración de la prisión preventiva se haya determinado mediante la suma del tiempo que el imputado pasó en esa situación en esta y otras causas, pese a que la Corte ya había aclarado que ese cálculo debe efectuarse de manera independiente por cada uno de los hechos que concurren realmente, dado que proceder como lo ha hecho el tribunal oral importaría confundir conceptos procesales, como la conexidad, con los sustanciales referidos a la unidad y pluralidad de hechos, lo que acarrearía consecuencias contrarias a la lógica jurídica. El máximo tribunal también ha fijado las cuestiones de hecho y de derecho que deben ser analizadas en casos como en el sub examine para decidir acerca de la razonabilidad del plazo de la prisión preventiva. La Corte señaló (a) la complejidad del caso; (b) los obstáculos que pueden oponerse a la investigación, como la circunstancia de que los delitos como los que integran el objeto de esta causa fueron cometidos desde el Estado y conforme a un aparato con participación de múltiples personas, que pueden contar aún hoy con encubridores y partícipes desconocidos; (c) el grado de avance de la causa como, por ejemplo, si está próximo el juicio oral; (d) la enorme cantidad de trabas que ha debido superar el juzgamiento de estos delitos; (e) la normativa internacional que prohíbe permitir su impunidad; (f) el general deber de afianzar la justicia emergente de la Constitución. Por lo que no se puede admitir que la debida ponderación de todas esas cuestiones que, de acuerdo con lo expuesto, se presentan en el caso bajo análisis, haya sido omitida con el argumento de la inexistencia de riesgos procesales derivada de que la libertad no se hará efectiva porque el imputado está sometido a prisión preventiva en otros procesos, ya que este argumento desconoce que esa privación de la libertad podría ser revocada en cualquier momento, a causa de su carácter cautelar, así como las dos condenas a prisión perpetua impuestas al acusado, pues no están firmes. Por lo tanto, se trata de un argumento aparente porque es posible que se conceda la libertad al condenado en el marco de los otros procesos todavía en curso y que, en consecuencia, se concrete el peligro que el Ministerio Público pretende aventar mediante la impugnación de lo decidido por el tribunal oral y la cámara de casación en esta causa. El a quo al haber confirmado una decisión que podría tener como consecuencia la liberación de un imputado por numerosos delitos de lesa humanidad, se encuentran en riesgo los compromisos de la Nación, lo que configura un caso de gravedad institucional.


    C., Gustavo Adolfo s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 605/2010/TO1/33/1/1/RH11, 10 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Sobreseimiento provisional. Ley derogada. Suspensión de la prescripción de la acción penal. 


    La Corte debe suspender el trámite de la queja, a resultas de la decisión de los jueces de la causa que ha quedado pendiente.


    A., Carlos Edgardo y otros


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 51000097/1991/2/2/RH3, 10 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Remisión al dictamen en los recursos de hecho registrados en los expedientes CFP 2404/1999/75/1/RH1, CFP 2404/1999/76/1/RH4, CFP 2404/1999/77/1/RH5, CFP 2404/1999/78/1/RH2, CFP 2404/1999/79/1/RH3 y CFP 2404/1999/74/1/RH6.


    M., Raúl Juan Pedro y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2404/1999/74/2/RH7, 12 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen en los recursos de hecho registrados en los expedientes CFP 2404/1999/75/1/RH1, CFP 2404/1999/76/1/RH4, CFP 2404/1999/77/1/RH5, CFP 2404/1999/78/1/RH2, CFP 2404/1999/79/1/RH3 y CFP 2404/1999/74/1/RH6.


    M., Raúl Juan Pedro y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2404/1999/78/2/RH11, 12 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen en los recursos de hecho registrados en los expedientes CFP 2404/1999/75/1/RH1, CFP 2404/1999/76/1/RH4, CFP 2404/1999/77/1/RH5, CFP 2404/1999/78/1/RH2, CFP 2404/1999/79/1/RH3 y CFP 2404/1999/74/1/RH6.


    M., Raúl Juan Pedro y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2404/1999/79/2/RH12, 12 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al precedente de la causa FLP 605/2010/TO1/33/1/1/RH11, "C., Gustavo Adolfo s/ Legajo de casación".


    Se mantiene la queja.


    F., Ricardo Armando s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 605/2010/TO1/30/1/1/RH14, 10 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al precedente de la causa FLP 605/2010/TO1/33/1/1/RH11, "C., Gustavo Adolfo s/ Legajo de casación".


    Se mantiene la queja.


    H. A., Emilio Alberto s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 605/2010/TO1/25/1/1/RH12, 10 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al precedente de la causa FLP 605/2010/TO1/33/1/1/RH11, "C., Gustavo Adolfo s/ Legajo de casación".


    Se mantiene la queja.


    R. P., Jorge Antonio s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 605/2010/TO1/32/1/1/RH17, 10 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al precedente de la causa FLP 605/2010/TO1/33/1/1/RH11, "C., Gustavo Adolfo s/ Legajo de casación".


    Se mantiene la queja.


    S., Jaime Lamont s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 605/2010/TO2/25/1/1/RH13, 10 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al precedente de la causa FLP 605/2010/TO1/33/1/1/RH11, "C., Gustavo Adolfo s/ Legajo de casación".


    Se mantiene la queja.


    S., Jaime Lamont s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 605/2010/TO1/22/1/1/RH18, 10 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Suspensión del juicio a prueba. Cuestión abstracta. Desistimiento del recurso. 


    Cuestión devenida abstracta.


    G., Carlos Alberto s/ Falsificación de documentos públicos


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 487/2011/TO1/1/1/RH1, 10 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Prescripción de la acción penal. Suspensión del proceso judicial. 


    Remisión al dictamen de la causa FRO 51000097/1991/2/2/RH3 "A., Carlos Edgardo y otros".


    A., Carlos Edgardo y otros


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 51000097/1991/2/3/RH4, 10 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Prisión domiciliaria. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El remedio del artículo 14 de la Ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. El estándar aplicable es que la detención domiciliaria es una medida excepcional dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar.


    T., Carlos Eduardo s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 81810081/2012/TO1/44/2/1/RH8, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Régimen penal cambiario. Operación de cambio irregular. Desistimiento del recurso. 


    Remisión al precedente de Fallos: 329:1053 “Cristalux”. Criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440.


    S. A. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.144


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 70177/2014/3/RH2, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al precedente de Fallos: 329:1053 “Cristalux”. Criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440.


    S. A. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.144


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 70177/2014/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Revelación de secretos concernientes a la defensa nacional. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FSM 2253/2012/5/1/RH6, "Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (art. 222) Querellante: T., Héctor y otro".


    Se mantiene la queja interpuesta.


    Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2253/2012/3/1/RH8, 06 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso de queja


    Mantenimiento del recurso. 


    Mantiene la queja.


    Q., Juan José s/ Homicidio culposo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6983/2010/TO1/1/1/RH2, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa M. 898, L. XLVIII, “M., Luis Sebastián s/ Causa n° 13.478".


    Se mantiene la queja interpuesta por el señor Fiscal General.


    G., Emiliano Iván y otro s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10262/2013/TO1/4/RH1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 25599/2012, "P., Martín Sebastián s/ Robo con arma”.


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General.


    L., Antonio Rogelio s/ Robo de automotor


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27554/2011/TO1/2/RH1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Calificación legal. Concepto de arma. Arma impropia. Robo calificado. 


    La Corte ha establecido que, más allá de que los agravios pueden tener vinculación con cuestiones ajenas a su competencia cuando conoce por la vía extraordinaria, las particularidades que presentan determinados casos, permiten hacer excepción a dicha regla ya que, a través de aquella doctrina se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan al Ministerio Público Fiscal, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Es posible apreciar que el voto que conformó la mayoría, se limitó a una interpretación literal sin reparar en que, como ha sostenido la Corte “…son numerosos y cotidianos los supuestos en que se hace necesario que el juez se aparte de las palabras de la ley para aplicar la norma con auténtico sentido de justicia y recto juicio prudencial en los casos concretos, toda vez que éstos son particulares y contingentes y, por su indeterminación, y multiplicidad no son siempre susceptibles de ser abarcados en su totalidad cuantitativa ni en su tipicidad cualitativa en la previsión del legislador. .. ". La Corte también afirmó que cuando la expresión literal presenta imperfecciones técnicas, dudas o ambigüedades jurídicas, o admite razonables distinciones, la misión judicial consiste en recurrir a la "ratio legis", porque no es el espíritu de la ley el que debe subordinarse a las palabras sino éstas a aquél. En ese orden de ideas, cabe recordar que la disposición agravada del robo incluye las armas propias y también aquellos elementos que sin haber sido concebidos como tales, pueden ser utilizados para aumentar el poder vulnerante del autor, como ocurre en el caso pues, si bien la tijera es de aquellos elementos que no han sido concebidos como arma, fue empleada como tal. Una consecuencia ridícula o absurda se configuraría en el sub examine de aceptarse sin más el criterio por el que solamente podrían ser armas aquellos elementos que fueron concebidos ab initio como tales, excluyendo otros que pueden cumplir idéntica función y que empleados de ese modo se ajustan al espíritu de la norma y a la voluntad del legislador de agravar el robo en razón del mayor poder ofensivo e intimidatorio evidenciado por el autor. Confirma dicha aseveración, que en la última modificación del artículo 166 del Código Penal, se incluyó a las denominadas armas de utilería que, lejos de tener en su génesis la finalidad de atacar o defender, son objetos o enseres que se utilizan en los escenarios teatrales o cinematográficos. Ello, permite dilucidar que el legislador ha querido agravar el robo, aún cuando los elementos utilizados para llevarlo a cabo no tengan la capacidad ofensiva de las armas propiamente dichas, aunque sí su poder intimidatorio. De allí resulta lo absurdo que sería pretender excluir del tipo penal en análisis a aquellos objetos que además de un mayor poder de amedrentar, detentan en sí mismos una potencialidad vulnerante que depende exclusivamente del modo en que el autor decida utilizarlo. Precisamente, es esa doble condición de elemento intimidatorio- lacerante que las posiciona en un tipo algo más grave que aquél en el que sólo se considera una de ellas que, además, es la menos dañina de ambas desde que no importa un riesgo para la integridad física de la víctima. En esa línea, el a quo, so pretexto de posibles imperfecciones técnicas en la instrumentación legal, realizó una interpretación que puso en pugna disposiciones del Código Penal destruyendo las unas por las otras en lugar de adoptar como verdadero el valor que las concilie y deje a todas con valor y efecto, al desconocer la doctrina de la Corte que tiene establecido que la primera regla de hermenéutica legal consiste en dar pleno efecto a la intención del legislador de quien no se presupone inconsecuencia o imprevisión. En definitiva, los magistrados de la instancia anterior mediante una fundamentación arbitraria han hecho una aplicación inadecuada de la norma a punto tal de volverla inoperante.


    L., Jonathan Iván s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7372/2011/TO1/1/CS1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 1066/2014/CS1 "D. y otros"; y FMZ 19108/2014/CS1 "Banco Central de la República Argentina eleva actuaciones (F.) s/ Infracción ley 19.359”


    M. Argentina S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 460/2016/CS1, 25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Prisión domiciliaria. Condiciones de detención. Derecho a la salud. Diagnóstico médico. Cuerpo médico forense. Doctrina de la arbitrariedad. 


    En lo concerniente a la admisibilidad del recurso, remisión al fallo de la causa: O. 296, XLVIII, “O. R., Jorge Carlos s/ Recurso de Casación”.


    La Procuración General de la Nación ya ha sentado su posición a ese respecto, al sostener que el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la Ley 24.660 no es suficiente para conceder la detención cautelar domiciliaria, la que está dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del privado de su libertad o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, como el derecho a la salud. Desde esa perspectiva, la decisión del a quo sólo podría considerarse fundada en la medida en que haya brindado argumentos suficientes para demostrar que las condiciones del encierro al que estaba sometido el condenado provocaron alguna de esas dos consecuencias ilícitas. La Corte ha remarcado que “los informes del Cuerpo Médico Forense no sólo son los de un perito, sino que constituyen el asesoramiento técnico de auxiliares de justicia cuya imparcialidad está garantizada por normas específicas y, por tal motivo, le ha dado intervención a dicho organismo en oportunidad de ordenar, como medidas para proveer, la realización de informes médicos tendientes a determinar el estado de salud o capacidad de las personas". Corresponde descalificar la decisión impugnada mediante recurso federal por haber mediado arbitrariedad, en tanto no se demostró que las condiciones de detención del imputado fueran inadecuadas para atender debidamente a sus patologías, y se omitió requerir un informe sobre su estado de salud actual al Cuerpo Médico Forense, cuya realización es "ineludible" en estos casos.


    E., Miguel Osvaldo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 737/2013/35/2/1/RH11, 10 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Régimen penal cambiario. Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario. 


    Precedente de Fallos: 329:1053 “Cristalux”. Criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440. Suspensión del trámite del recurso extraordinario.


    En atención a que la doctrina del precedente de la referencia es aplicable al sub examine, y que ello podría tornar inoficioso un pronunciamiento de la Corte, conforme a los fallos de la referencia entre otros, corresponde ordenar la suspensión del remedio federal a las resultas de la decisión que los jueces de la causa han de tomar respecto de las consecuencias que para el caso pueda tener el decreto 893/17.


    C. G. de A. S.A. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 906/2014/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Circunstancias sobrevinientes. Desistimiento del recurso. 


    Precedente de Fallos: 329:1053 “Cristalux”.


    La doctrina del precedente de la referencia es incuestionablemente aplicable al sub examine, habida cuenta de que la situación sobreviniente ha hecho perder vigencia a' la cuestión federal bien planteada por el representante del Ministerio Público y de conformidad con el criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440, entre otros, desisto del recurso interpuesto.


    J. A. Argentina S.A. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1265/2015/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Desistimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa: “Cristalux”, Fallos: 329:1053.


    D. A. L. Sucursal Argentina y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 988/2015/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa: “Cristalux”, Fallos: 329:1053.


    La doctrina del precedente “Cristalux” es incuestionablemente aplicable al sub examine, habida cuenta de que esta situación sobreviniente ha hecho perder vigencia a la cuestión federal bien planteada por el representante del Ministerio Público y de conformidad con el criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440.


    C. C. S.A. - Sucursal Argentina y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 340/2014/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa: “Cristalux”, Fallos: 329:1053.


    La doctrina del precedente “Cristalux” es incuestionablemente aplicable al sub examine, habida cuenta de que esta situación sobreviniente ha hecho perder vigencia a la cuestión federal bien planteada por el representante del Ministerio Público y de conformidad con el criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440.


    C. C. S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 340/2014/2/RH2, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa: “Cristalux”, Fallos: 329:1053.


    La doctrina del precedente “Cristalux” es incuestionablemente aplicable al sub examine, habida cuenta de que esta situación sobreviniente ha hecho perder vigencia a la cuestión federal bien planteada por el representante del Ministerio Público y de conformidad con el criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440.


    C. P. P. S.A. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 845/2014/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa: “Cristalux”, Fallos: 329:1053.


    La doctrina del precedente “Cristalux” es incuestionablemente aplicable al sub examine, habida cuenta de que esta situación sobreviniente ha hecho perder vigencia a la cuestión federal bien planteada por el representante del Ministerio Público y de conformidad con el criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440.


    F. H. Sociedad Anónima y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 410/2016/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Revelación de secretos concernientes a la defensa nacional. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FSM 2253/2012/5/1/RH6, "Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (art. 222) Querellante: T., Héctor y otro".


    Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2253/2012/4/CS1, 06 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Extradición. Condiciones de detención. Salud humana. Falta de agravio concreto. Presentación extemporánea. 


    Precedente “Pacheco Guarda”.


    En primer lugar, la ley de extradiciones no prevé el rechazo de la entre ayuda por la mera circunstancia que el extraditable padezca una enfermedad. En segundo lugar, no puede sostenerse que existan motivos fundados para suponer que el requerido sea sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, por considerar que la situación sanitaria que atraviesa el Estado solicitante impida que pueda prestarle las atenciones médicas que necesite, en tanto ninguna constancia se ha acompañado para probar tal tesitura, ni se explicaron las razones por las que se vería privado de los cuidados de su salud durante el cumplimiento de su condena.


    T., Brian José s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7776/2015/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Régimen penal cambiario


    Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario. Ley penal más benigna. Irretroactividad de la ley penal. Ley penal en blanco. Queja por recurso denegado. Mantenimiento del recurso. 


    El a quo ha efectuado una hermenéutica irrazonable del derecho federal en juego, pues, en primer lugar, la cámara ha hecho una aplicación infundada de la doctrina de la Corte en materia del principio de retroactividad de la ley penal más benigna y su vigencia respecto de los complementos reglamentarios de los tipos penales en blanco, como los del artículo 1 de la ley 19.359. El derecho reconocido en los artículos 9 in fine de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15.1 in fine del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos alcanza también, a las modificaciones de los reglamentos de naturaleza no punitiva cuyo contenido completa la descripción del comportamiento criminalizado por normas penales como las del Régimen Penal Cambiario. Sin embargo, la retroactividad de la ley más benigna no resulta aplicable de modo indiscriminado en el campo de las leyes penales en blanco. De acuerdo con esta doctrina la aplicación retroactiva de la ley penal más benigna a la que se tiene derecho en virtud de las disposiciones citadas de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, no consiste en la aplicación mecánica o irreflexiva de cualquier reglamento posterior al hecho imputado por la sola razón de que beneficiaría al acusado en comparación con la norma en vigor en el momento de comisión del hecho. Antes bien, ella exige una evaluación del sentido de la reforma a fin de determinar si constituye la clase de variación normativa que da fundamento al derecho federal en cuestión. En segundo lugar, se incurre en una interpretación irrazonable del derecho federal aplicable al caso al considerar más beneficiosa la reducción del plazo para introducir las divisas obtenidas mediante operaciones de comercio exterior que dispuso el Banco Central de la República Argentina con su Comunicación "A" 5300. Aplicar esa disposición a las operaciones de exportación importa redefinir ex post lacto el estatus jurídico de comportamientos en ese momento penalmente irrelevantes y declararlos retroactivamente ilícitos. La decisión del a quo de aplicar a esos hechos la regulación posterior que dejó sin efecto el plazo adicional de ciento veinte días hábiles y mantuvo sólo el de ciento ochenta días corridos, tiene el efecto de convertir en una infracción cambiaria un comportamiento anterior que la ley no mandaba y que los imputados llevaron a cabo en ejercicio de su libertad constitucional. En el momento en el que tuvo lugar esa omisión fue lícita; y los artículos 18 y 19 de la Constitución Nacional, así como la primera cláusula de los artículos 9 de la CADH y 15.1 del PIDCyP aseguran que ninguna modificación legal posterior puede convertirla retroactivamente en delictiva. No pueden ser condenados por esa omisión no porque ha vencido el plazo de prescripción de la acción penal, sino porque el comportamiento en cuestión fue lícito en el momento de su realización. La norma convencional aducida -la última cláusula de los artículos 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos- que la Corte ha interpretado no guarda relación, con los hechos de la causa. Dicha norma presupone, como condición para la pertinencia de su invocación, que se ha cometido un comportamiento delictivo bajo la legislación vigente en el momento del hecho, y que en virtud de una modificación jurídica posterior comportamientos de esa clase ya no son delictivos o son sometidos a un tratamiento más leve.


    D. S.R.L. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1066/2014/CS1, 27 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Compra y venta de divisas. Autorización de compra de moneda extranjera. Nulidad procesal. 


    El cuestionamiento contra el auto que confirmó la condena conserva su vigencia y, por lo tanto, así acreditada la falta del requisito de sentencia firme, queda sin sustento la revisión contemporáneamente planteada, lo cual invalida todo lo actuado al respecto por el a quo y vuelve inoficiosa la apelación federal concedida e insubsistentes los requisitos que hacen a la jurisdicción de la Corte. Lo postulado observa el criterio restrictivo que debe regir en materia de nulidades procesales, pues la solución contraria importaría una inteligencia que, de oficio, podría menoscabar la defensa en juicio y el debido proceso que ampara a los justiciables. En efecto, de juzgarse consentida la condena y no viciado el trámite y la resolución del recurso de revisión, el devenir del recurso extraordinario acusatorio concedido en estas actuaciones podría afectar aquellas garantías de modo definitivo; riesgo ausente de seguirse el temperamento propuesto, pues de resultarle adverso el fallo final respecto de la apelación federal que intenta la defensa en su queja, su dictado no habría de impedirle acudir oportunamente a la vía prevista en el artículo 479 del Código Procesal Penal de la Nación.


    H. A. de P. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.144. Denunciante: Banco Central República Argentina


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1117/2015/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Falsa declaración relacionada con operaciones de cambio. Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario. Operaciones de cambio sin autorización. Fundamentación de sentencias. Error de tipo. Bien jurídico protegido. Responsabilidad de las personas jurídicas. Ley penal más benigna. Recurso de nulidad. Improcedencia del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. Insuficiencia del agravio. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 1117/2015/CS1


    La impugnación de la defensa se sustenta en la insistencia de los planteos ajenos a la vía intentada, ya introducidos al apelar la resolución del juez en lo penal económico y que, más allá de la brevedad de los fundamentos de la Cámara al confirmarla, fueron desestimados en esa instancia. Los términos de esa resolución configuran una ratificación de sus consideraciones en las cuales fueron examinadas y respondidas las cuestiones que se juzgaron atinentes a la resolución del caso. En cuanto a la cronología de las dos operaciones cambiarias realizadas, la interpretación del juez de primera instancia, que el a quo compartió, resulta razonable y no ha logrado ser desvirtuada por los argumentos de la defensa. Porque hallándose fuera de discusión la existencia de otra transacción en esa fecha, la pretensión de desvincular la responsabilidad de uno de los involucrados para sugerirla respecto de otro funcionario, no se encuentra acreditada por los elementos de juicio obrantes en autos. Se trata de una mera conjetura que, además de no alterar lo sustancial, carece de respaldo probatorio. El criterio adoptado en la sentencia no resulta irrazonable e interpreta las pruebas con un criterio que observa las reglas de la lógica de la sana crítica que los recurrentes no alcanzan a confutar con su sola argumentación. Esa orfandad al desarrollar los agravios concurre a enervar el vinculado con la existencia de un error en el elemento subjetivo, pues la no individualización del supuesto otro funcionario que habría obrado sin dolo y la admisión de haberse excedido el límite mensual sin autorización, determinan la insuficiencia del planteo. Ello es suficiente para afirmar que se comprometió per se el bien jurídico que la ley 19.359 y las normas que la complementan tienden a proteger, y que el planteo pretende de modo inapropiado la revisión ex post de los criterios de política monetaria y cambiaria a los que respondió el dictado de las que fueron aplicadas en autos. Cabe recordar que esa específica potestad reglamentaria ha sido expresamente reconocida por la Corte al sostener que "... en materia cambiaria, al igual que en otras formas de actividad económica, por esencia movediza y proteica, resulta indispensable disponer de un instrumento ágil que pueda describir con rapidez conductas políticamente dañosas y, a la vez, desincriminar otras que ha dejado de serlo". Por último, respecto al planteo de nulidad de la sentencia por sancionar a la persona jurídica en base a que atenta contra el principio general que indica que se trata de un sujeto que no puede ser responsabilizado penalmente, habida cuenta que tampoco aquí ha sido cuestionada la constitucionalidad del artículo 2, inciso f), de la ley 19.359 y que en el fallo impugnado se ha hecho estricta aplicación de esa norma vigente, lo así resuelto carece de vicios que lo invaliden, sin que el agravio presentado en esos términos pueda ser considerado como tal, máxime ante el criterio restrictivo que rige en materia de nulidades.


    H. A. de P. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.144. Denunciante: Banco Central República Argentina


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1117/2015/1/RH1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Reincidencia


    Defectos en la fundamentación normativa. Fundamentos de la sentencia. Sentencia arbitraria. Tribunal colegiado. Voto de los jueces. 


    Ausencia de coincidencia mayoritaria sustancial en los fundamentos.


    La resolución impugnada, que ha resultado de la agregación de las opiniones individuales de dos magistrados, no exhibe la coincidencia mayoritaria sustancial sobre los fundamentos que dan apoyo a la decisión adoptada que es exigida, como condición de validez, por la doctrina de la Corte en materia de sentencias de tribunales colegiados, por lo que corresponde descalificar la sentencia de casación impugnada y ordenar el dictado de una nueva. Asimismo, ninguno de los argumentos que aporta cada uno de los votos que han confluido en la decisión del a quo es idóneo para validar un pronunciamiento como el apelado. El argumento que refiere que el solo el cumplimiento efectivo de encierro carcelario por un lapso equivalente a las dos terceras partes del total de la pena impuesta podría justificar la agravación por reincidencia de la condena por un delito posterior, ha sido reiteradamente desechada por la Corte, en razón de que ella "conduciría prácticamente a eliminar la reincidencia de nuestro derecho positivo", lo que viola la pauta hermenéutica que indica que no corresponde dar a las leyes un alcance que, sin un asiento textual, las desvirtúe o vuelva inoperantes. Un déficit de fundamentación semejante también afecta a la tesis que sostiene exigir que el condenado haya completado satisfactoriamente todas las fases del tratamiento penitenciario que se le haya determinado para que pueda decirse de él que ha "cumplido parcialmente pena" en el sentido en el que esta expresión figura en el artículo 50 del Código Penal no se ciñe a la letra de esa regla, que no alude más que a que se haya cumplido una parte de la pena impuesta, sin cualificar ni cuantificar en modo alguno esa fracción. Los antecedentes de esa norma, como lo ha puesto de manifiesto la Corte, muestran un margen de discreción judicial que permitiría omitir la declaración formal de reincidencia sólo en "ciertas situaciones intermedias, límites o excepcionales cuando, por ejemplo, el tiempo de cumplimiento parcial es muy breve, casi insignificante". El voto en examen no sólo no se ciñe al tenor literal de la regla del artículo 50, ni a su historia legislativa, sino que tampoco da cuenta de la doctrina más reciente del Tribunal de acuerdo con la cual es la mayor culpabilidad que cabe razonablemente atribuir a quien comete un nuevo delito después de haber experimentado pena por la comisión de un crimen anterior lo que da soporte constitucional al régimen de agravación punitiva por reincidencia que regula el Código Penal. En el voto se presupone que el fundamento que justifica la agravación de la nueva condena no es la mayor culpabilidad manifestada en el segundo hecho, sino que estaría dado por el fracaso preventivo del "tratamiento declamado por las leyes". El fundamento de la agravación implicaría, así, el sometimiento completo a tal tratamiento, de modo que uno trunco, como el ejecutado por el imputado en su anterior condena no justificaría el ajuste en la severidad del nuevo tratamiento penitenciario que reglamentaría el régimen vigente de reincidencia. Los votos que coincidieron en la solución mayoritaria presentan defectos de fundamentación tales que los hacen individual y conjuntamente insuficientes para dotar de validez al pronunciamiento impugnado. Ambos han consagrado una exégesis infundada del texto legal aplicable, que se aparta de precedentes, como los de Fallos: 308:1938 y 337:637, a cuya doctrina los jueces deben conformar sus decisiones.


    A., Cesar Ariel s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56523/2014/TO1/3/1/RH1, 06 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Prescripción de la reincidencia. Principio de inocencia. Sentencia arbitraria. 


    La regla de la reincidencia y su así llamada "prescripción", comparte con otras normas de fondo (artículos 15 y 16, 27 y 67 del Código Penal) una estructura similar por la cual se supedita la producción de cierta consecuencia jurídica a la "comisión de un nuevo delito" dentro de un plazo determinado. La interpretación que defiende la Procuración General para normas de esta clase sostiene que si bien el principio de inocencia exige siempre que el nuevo delito sea determinado por una sentencia firme, sus efectos son ex tune, es decir, la resolución judicial declara la existencia del delito y le reconoce los efectos que el texto de la norma literalmente le asigna de pleno derecho desde la fecha de su comisión. En consecuencia, según la interpretación ajustada a la norma, la condición de reincidente se adquiere siempre que el nuevo delito cometido por quien haya sufrido una pena anterior tenga lugar dentro del plazo al que se refiere el artículo 50 del Código Penal, con independencia del momento en que la sentencia efectúe esa declaración, tal como ha sido tradicionalmente mantenido en la doctrina nacional. La solución que propone la sentencia aparece en franca oposición con esos antecedentes, sin que tampoco se advierta un principio constitucional, legal o jurisprudencial que otorgue fundamento a distinciones interpretativas que conducen a una drástica reducción de la vigencia de la norma. En tales condiciones, es posible concluir que lo resuelto en la instancia anterior es arbitrario, pues importa una exégesis irrazonable de la norma que la desvirtúa y la torna inoperante.


    G.R., Miguel Francisco y otros s/ Robo de automotor


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10399/2011/TO1/10/1/RH1, 06 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Situación del imputado


    Alternativas a la prisión preventiva. Prisión domiciliaria. Derechos humanos. 


    Acto jurisdiccional inválido. Fundamento aparente.


    Según la posición propugnada por la Procuración General, en el dictamen emitido en la causa “Olivera Róvere” la prisión domiciliaria está dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del detenido o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, como el derecho a la salud. No hay indicios de que la salud del imputado haya resultado afectada por su detención carcelaria, o bien de que el servicio penitenciario no se encuentre en condiciones de brindarle la atención médica que necesita según su estado de salud actual, lleva a concluir que lo decidido por el a quo debe ser descalificado como acto jurisdiccional válido, pues no ha dado un adecuado tratamiento a la cuestión de acuerdo a las constancias de la causa, al haberlas considerado de forma fragmentaria y aislada, por lo que su fundamentación es sólo aparente.


    C. F., Manuel Antonio Luis s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14216/2003/583/2/CS5, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Sobreseimiento


    Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    Decisiones prematuras. Acto jurisdiccional inválido.


    La Cámara Federal de Casación ha incurrido en arbitrariedad desde que, mediante afirmaciones dogmáticas que carecen de referencias a las circunstancias del caso pasó por alto que los funcionarios penitenciarios atendieron sólo a las constancias del legajo confeccionado por ese servicio bonaerense y no efectuaron ninguna comunicación al efecto con la Policía Federal Argentina, la Policía de la Provincia de Buenos Aires o el Registro Nacional de Reincidencia, lo que les habría permitido constatar que aquél había sido condenado a una pena de prisión que no estaba vencida, y se encontraba también detenido. En tales condiciones, el pronunciamiento debe ser descalificado como acto jurisdiccional válido.


    N.N. y otro s/ Favorecimiento de evasión y evasión culposa (art. 281, último párrafo)


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 79000566/2009/2/1/RH2, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Sentencia firme. Cosa juzgada. Excepción de cosa juzgada. Violación al debido proceso. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El pronunciamiento apelado padece de un defecto de fundamentación tal que impide considerarlo como un acto jurisdiccional válido, en los términos de la doctrina constitucional sobre arbitrariedad de sentencias. La Corte ha desarrollado una jurisprudencia según la cual corresponde hacer excepción a la regla de la inalterabilidad de la cosa juzgada "en honor a principios de alto valor cuya observancia, a pesar de la lesión del carácter definitivo de las decisiones jurisdiccionales, salvaguarda la autoridad de éstas en la medida en que propugna su justicia material y su sentido moral". Esa jurisprudencia ha convalidado, fuera de los casos previstos en las leyes procesales de revisión de sentencias penales firmes en favor de los condenados, el examen de pronunciamientos judiciales pasados en autoridad de cosa juzgada cuando éstos pudieron haber sido el resultado del fraude o la estafa procesal o el producto de un procedimiento sesgado, sin las garantías del debido proceso y de la independencia judicial. En general, como lo sostuvo el Procurador General de la Nación, el principio que subyace a esa jurisprudencia indica que “no puede invocarse la cosa juzgada cuando no ha existido un auténtico y verdadero proceso judicial, ni puede aceptarse que habiendo sido establecida dicha institución para asegurar derechos legítimamente adquiridos, cubra también aquellos supuestos en los que se reconozca que ha mediado sólo un remedo de juicio”. En el caso en examen, el fiscal que actuó durante el debate y el tribunal ante el cual tuvo lugar el juicio coincidieron en que el sobreseimiento dictado durante la instrucción de la causa era la manifestación de un procedimiento que no observó las condiciones del debido proceso necesarias para asegurarle el valor propio de la cosa juzgada. La ostensible ilegalidad del pronunciamiento liberatorio demanda una explicación que sólo puede ofrecer razonablemente la hipótesis de que el procedimiento que llevó a esa decisión padeció defectos fundamentalmente equivalentes a los que han llevado a la Corte, de acuerdo con la jurisprudencia citada, a convalidar la revisión de sentencias pasadas en autoridad de cosa juzgada. No es el mero error en la aplicación del derecho al caso lo que motiva la declaración de nulidad del sobreseimiento. Antes bien, lo que da fundamento a la resolución es el hecho de que el procedimiento que resultó en la decisión de clausura respecto de un imputado no pudo cumplir con los requisitos de un proceso judicial válido, de un modo análogo al de un procedimiento manipulado por el fraude, o guiado por la parcialidad o falta de independencia de los magistrados. El a quo no dio del fundamento genuino de la sentencia del tribunal; se niega de plano la concurrencia de razones para la declaración de invalidez del sobreseimiento firme, como si aquélla hubiera estado fundada en el simple hallazgo de un error de derecho, cuando el motivo determinante seria la intolerable injusticia del procedimiento que permiten revelar las características del error que anida en el pronunciamiento liberatorio, y el modo en el que ese error perduró. Ello, priva a la sentencia del carácter de acto jurisdiccional válido.


    B., Carlos Agustín y otros


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 94020003/2012/TO1/1/RH1, 05 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefaciente para consumo personal



    Derecho a la privacidad. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    El temperamento adoptado por la mayoría del a quo omitió brindar adecuado tratamiento a agravios que involucran no sólo materia federal -como es la interpretación del artículo 14, segundo párrafo, de la ley 23.737 e incluso el alcance que cabe asignar, en el caso, a la esfera de intimidad que tutela el artículo 19 de la Constitución Nacional- sino que a la vez configura una causal de arbitrariedad ante la omisión de los mínimos requisitos que exige la doctrina de Fallos: 324:4123, 339:408, entre otros, para arribar, mediante afirmaciones dogmáticas, a una decisión que exhibe una fundamentación sólo aparente. Tratándose de los dos aspectos específicamente señalados por la Corte in re "Di Nunzio" como propios de la competencia de la Cámara Federal de Casación en su calidad de tribunal intermedio, la omisión de pronunciarse frente a planteos de esa naturaleza, impone la descalificación de la inadmisibilidad del recurso intentado en esa instancia por el representante del Ministerio Público.


    T., Maximiliano Eduardo y otro s/ Infracción Ley 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 13458/2015/1/RH1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Declaración de reincidencia. Fundamentación de la resolución. 


    Decisión judicial razonable.


    Según reiterada jurisprudencia de la Corte en esta materia, la motivación ofrecida por los jueces de mérito, bien que sucinta, cumple sin embargo con el requisito de fundamentación mínima necesaria para que su pronunciamiento cuente como el acto jurisdiccional válido al que las partes tienen derecho. La disposición del a quo, que exigió sin más al tribunal de juicio dejar "sentadas las conclusiones que se extraían” de los registros de antecedentes y cumplimiento de pena en lugar de sólo remitir a lo que surge de ellos, esconde tras una demanda aparente de una mayor fundamentación, la revocación arbitraria de una decisión judicial razonable.


    C., Mario Ramón y otro


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 3359/2013/TO1/6/RH1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Torturas


    Tormentos seguidos de muerte. Sobreseimiento. Personal policial. Prueba. Hechos nuevos. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Duda insuperable. Fundamento aparente. Muerte dudosa.


    Si bien el recurso remite al examen de cuestiones que, por su índole, no exceden del marco de las facultades propias de los jueces de la causa y que, por regla, son ajenas a la instancia extraordinaria, en tanto vincula aspectos directamente referidos a temas de hecho, prueba y de derecho común y procesal. Ello no es óbice para que la Corte pueda conocer con base en la doctrina de la arbitrariedad que exige que las sentencias gocen de una adecuada fundamentación para ser consideradas jurisdiccionalmente válidas. El fallo recurrido satisface sólo de manera aparente la exigencia constitucional de adecuada fundamentación, sin atender a los reclamos de la querella, ni responder los fundamentos que sustentaban el recurso. En primer lugar, deja firme el sobreseimiento por la tortura seguida de muerte cuando esta hipótesis no podría ser descartada pues, le resta eficacia probatoria a las reiteradas apreciaciones del perito. El reenvió ordenado por el a quo para que la Cámara de Acusación investigue delitos residuales y/o subsidiarios, resulta incompatible con el supuesto de "duda insuperable" previsto en el artículo 350 inciso 5° del Código Procesal cordobés e invocado por dicho Tribunal para confirmar el sobreseimiento de los imputados. El efecto del sobreseimiento es cerrar de forma definitiva e irrevocable el proceso penal y que su dictado en la etapa de instrucción reviste carácter excepcional. Por ello, debe provenir de una instrucción completa susceptible de producir en el juzgador la certeza de la concurrencia, en este caso, de alguna de las causales numeradas en al artículo 350 del Código Procesal Penal de Córdoba, las que revisten, además, carácter taxativo. Esta característica luce incompatible con la sentencia impugnada toda vez que revoca el sobreseimiento total de los imputados dejando firme la decisión de clausurar la investigación por la tortura seguida de muerte pero dispone el reenvío para considerar otras alternativas punitivas planteadas por la querella en la etapa de instrucción. La investigación penal que recae sobre los mismos hechos e imputados no puede escindirse por tipos penales. No se trata, de probar o descartar una determinada calificación legal sino resolver lo que ocurrió. Por ello, carece de lógica la coexistencia de la necesidad de producir prueba con el sobreseimiento por duda insuperable cuando se refiere a una misma plataforma fáctica. Pues, al advertir que la instrucción no está completa porque no se han investigado eventuales incumplimientos de los funcionarios policiales se desvanece el presupuesto que hace operativa la causal del artículo 350, inciso 5 del Código Procesal Penal que consiste precisamente en que se encuentre acreditada la imposibilidad de incorporar nueva prueba. Aun ante la posible existencia de conductas omisivas o imprudentes por parte de los funcionaros policiales vinculadas al deber de velar por el resguardo de la vida o integridad física de los detenidos se impone la necesidad de obtener nuevos elementos de convicción. El a quo debió anular de forma total y no parcial, el sobreseimiento por duda insuperable; pues si en el caso se trata de un mismo suceso histórico del cual todavía no se puede aseverar cuáles fueron las causas que derivaron en la muerte por lo que, en esta etapa del proceso y ante la posibilidad de nuevas pruebas, no puede descartarse la configuración de conductas típicas de los funcionarios públicos imputados.


    C., Mauricio Ariel y otros s/ Tortura calificada por muerte


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 333/2016/RH1, 07 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Violación de derechos humanos


    Terrorismo de Estado. Delitos contra la integridad. Abuso deshonesto. Violación. Tipo penal. Calificación legal. Sentencia arbitraria. Fundamentación del recurso. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Plan sistemático de represión.


    En la sentencia impugnada la cámara consideró que los delitos de abuso deshonesto y de violación debían ser caracterizados como “delitos de propia mano” pues indicó que la atribución de responsabilidad penal por esos crímenes a título de autoría requiere la realización corporal de la acción prohibida. De este modo, consideró que los delitos en cuestión excluyen formas de autoría distintas de la directa. Esa conclusión es dogmática y carece de argumentos serios y suficientes para descartar la aplicación de los delitos de abuso deshonesto y violación, prescindiendo del texto legal y del bien jurídico protegido por los artículos 119, 122 y 127 del Código Penal según la ley 11.179, y desconociendo las implicancias concretas del caso donde los actos de violencia sexual fueron cometidos como parte del plan sistemático de represión. El texto de las figuras penales vigentes al momento de los hechos describe acciones susceptibles de ser realizadas por quienes no hubieran tenido contacto sexual directo con la víctima. En particular, cabe recordar que el tipo penal de abuso deshonesto imponía prisión “al que abusare deshonestamente de personas de uno y otro sexo, concurriendo alguna de las circunstancias del artículo 119, sin que haya acceso carnal”. Esa norma criminalizaba los tocamientos con contenido sexual. En este sentido, un tocamiento con connotación sexual mantiene ese significado independientemente del modo en el que sea ejecutado; esto es, sin perjuicio de que aquel sea realizado mediante el propio cuerpo, o a través de un objeto o del dominio material o influencia sobre la voluntad ajena. Lo mismo puede decirse de la acción tipificada por el delito de violación establecido en el anterior artículo 119, que, al momento de los hechos, penalizaba a quien “tuviere acceso carnal con persona de uno u otro sexo” sin su consentimiento válido. La connotación sexual de las acciones tipificadas no se encuentra determinada por la transmisión de propiedades físicas entre el autor material y la víctima, por lo que no es dable presuponer que existan diferencias entre que una persona toque o acceda sexualmente a otra sin su consentimiento con una parte de su cuerpo o, por ejemplo, a través del dominio o autoridad ejercidos respecto de las acciones de un agente subordinado. Los actos de violencia sexual constituyeron uno de los métodos planificados para someter, humillar y castigar a las mujeres detenidas en los centros clandestinos de detención durante la última dictadura. En este contexto, a fin de determinar la configuración de los delitos en cuestión, adquieren relevancia aquellas conductas que formaron parte del atentado contra la libertad sexual de las víctimas, más allá de la materialidad de cada hecho sexual. En un régimen de disciplina y mando, como aquel que reinaba en el ámbito de cautiverio, es posible determinar que el superior que impone las circunstancias para que el ilícito del subordinado se produzca debe ser considerado como un perpetrador de ese hecho. En este marco, la exclusión de responsabilidad penal de los superiores jerárquicos por los delitos de abuso deshonesto y violación implica desatender el hecho de que fueron ellos quienes garantizaron las condiciones para que estos crímenes sean cometidos, a la vez que contribuyeron a la posterior impunidad de los autores materiales. Esta posición se alinea con los tribunales penales internacionales que han establecido la responsabilidad penal de superiores por la comisión de delitos sexuales, aun cuando aquellos no hubieran ejecutado las acciones sexuales con su propio cuerpo.


    M., O. B. y otros s/ Averiguación de delito


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 41001077/2011/TO1/4/1/RH3, 21 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Violación de secretos


    Violencia de género. Desestimación de la querella. Acceso a la justicia. Exceso ritual manifiesto. 


    La valoración del tribunal es de un injustificado rigor formal que no ha tenido en cuenta los derechos a la tutela judicial efectiva y al acceso a la justicia reconocidos en el artículo 18 de la Constitución Nacional, los artículos 8, inciso 1, y 25 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, y los artículos 2, inciso 3, y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. En el caso, dicho resguardo era especialmente exigible pues la petición se vinculaba con la alegación de haber sido víctima de hechos de violencia de género. En estos supuestos, la protección de los derechos constitucionales que asisten a las víctimas en general está especialmente garantizada por la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer y la Ley 26.485 de Protección Integral a las Mujeres. El archivo de la investigación penal por presuntos hechos de violencia contra una mujer sin la participación idónea de quien alega ser víctima podría configurar un incumplimiento del deber de investigar con debida diligencia todos los actos de violencia contra las mujeres.


    C., C. y otra s/ Violación de secretos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3171/2015/RH1, 08 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Violencia de género


    Abuso sexual. Sobreseimiento. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Medios de prueba. Errónea apreciación de la prueba. Responsabilidad del Estado. Deber de diligencia e iniciativa. Ampliación de la prueba. Sentencia arbitraria. Aplicación de tratados internacionales. 


    Convención de Belem do Para. Precedente de la Corte IDH “Inés Fernández Ortega vs México”.


    Si bien por vía de principio, la apreciación de la prueba constituye facultad propia de los jueces de la causa y no es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, así se trate de la de presunciones, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso que también amparan al Ministerio Fiscal exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Tanto la decisión del juez de instrucción como la de sus revisores adoleció de aquellos requisitos, en tanto se hizo un examen superficial y prematuro de la prueba, limitándose su valoración al cumplimiento de paradigmas procesales que sólo impidieron la posibilidad de descubrir la verdad de lo acontecido cuando, precisamente, ése es su objeto. Esa deficiencia, adquiere mayor relevancia en el caso donde se encuentra comprometido el cumplimiento de obligaciones internacionales que han previsto recaudos específicos e imprescindibles para abordar los casos de violencia de género previstos principalmente en la Convención de Belem do Pará. Cabe apreciar que uno de los argumentos con los que se pretende poner fin a esta investigación, es que la declaración de la víctima no se encuentra corroborada con ningún otro elemento probatorio y en que no hay refrendatarios presenciales de lo denunciado, sin reparar en que la Corte IDH, en "Inés Fernández Ortega vs. México” sostuvo que, en sucesos de esta naturaleza, no resulta inusual que el relato de la víctima contenga imprecisiones, y que debe considerarse que este tipo de agresiones sexuales se cometen en ámbitos íntimos y por fuera del alcance de terceros, por lo que no corresponde clausurar la investigación con el mero argumento de la inexistencia de testigos directos. Es el Estado por su propia iniciativa el que tiene la responsabilidad de determinar la verdad, sin que ello pueda quedar librado a los esfuerzos propios de la víctima o de sus familiares, o al aporte privado de elementos probatorios pues, es la autoridad pública la que debe buscar efectivamente la verdad, tanto más frente a la expresa predisposición de la víctima. Las falencias apuntadas parecen corresponderse además, con lo concluido por la Comisión IDH en el informe de "Acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencia sexual en Mesoamérica". Las prácticas apreciadas en el sub lite se contraponen directamente con los estándares internacionales de debida diligencia en la investigación de esta clase de hechos. Esas premisas además, han tenido receptación legislativa expresa en la ley 26.485, que reconoció que debe existir una amplitud probatoria para acreditar los hechos denunciados, teniendo en cuenta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quiénes son sus testigos. Ninguna duda cabe acerca de la arbitrariedad que cimentó el sobreseimiento, al desatender los agravios que la fiscalía hizo discurrir sobre las recomendaciones específicas en materia de violencia de género y limitarse a hacer una remisión dogmática que no parece acorde con su trascendencia. Esa forma de resolver importa un menoscabo al compromiso de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer que ha sido plasmado en la Convención de Belém do Pará y tal como ha sido interpretado por la Corte IDH, extremo que permite afirmar la existencia die una cuestión federal en los términos del inciso 3° del artículo 14 de la Ley 48. Si la decisión impugnada veda la posibilidad de revisar el pronunciamiento con base en esos parámetros importaría la desatención de cuestiones que debieron ser abordadas con el rigor exigido por los compromisos internacionales.


    C. G., E. s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61636/2014/1/1/1/RH1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Delito de acción pública. Denuncia penal. Desestimación de la denuncia. Aplicación errónea de la ley. Aplicación de tratados internacionales. Tutela judicial efectiva. Sentencia arbitraria. Gravedad institucional. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Facultades jurisdiccionales. 


    No se comprende por qué razón habría de negársele el carácter de denuncia, en los términos del artículo 174 del código de rito, a la comunicación de un hecho delictivo que la propia víctima formula ante una oficina creada en el ámbito de la máxima instancia judicial de la Nación, que depende y actúa bajo la dirección de la Presidencia de la propia Corte (artículo 1º de las Acordadas nº 39/06, y 40/2006), y que luego es puesta inmediatamente en conocimiento del juez de primera instancia. En todo caso, el argumento que invocan con carácter dirimente los integrantes del tribunal a quo, relativo a que el catálogo de autoridades competentes para recibir denuncias por delitos de acción pública puede ser ampliado por una ley que modifique o complemente el código, más no por una norma infralegal, como lo es una acordada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación no es idóneo, para dar fundamento válido en la resolución impugnada. Es que, el supuesto en el marco del cual resultaría aplicable el criterio esbozado por los magistrados no es el que se presenta en el sub lite. En efecto, instituir mediante una acordada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación una estructura jurisdiccional especializada en perspectiva de género como la Oficina de Violencia Doméstica para que, entre otras tareas, oficie de puente entre la víctima y el sistema de administración de justicia, y dotarla, a tal fin, de funciones tales como, entre otras, "recibir el relato de los afectados que concurran y labrar las actas pertinentes para efectuar, en su caso, las derivaciones a la justicia civil y/ o penal, según corresponda" (artículo 3°, Acordada nº39/06), de ningún modo importa delegar la facultad de recibir denuncias en un operador estatal cualquiera ni modificar por voluntad de la Corte las autoridades ante las que puede instarse la promoción del proceso penal, como parece interpretar el a quo. Se trata tan sólo del diseño de un curso de acción que, en línea con la política internacional en materia de violencia de género y en el marco de las facultades que le son propias, el máximo Tribunal de la Nación juzgó eficiente para atender una problemática compleja y garantizar a sus víctimas el derecho básico que les asiste de acceder a una tutela judicial efectiva reconocido en diversos instrumentos internacionales sobre derechos humanos y, en particular, en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará), aprobada por la ley 24.632. Por último, por la índole de la cuestión involucrada en el caso y la proyección que el criterio postulado por el a quo pueda tener sobre otras causas, concurren también razones que justifican que, de conformidad con la doctrina sobre gravedad institucional, la Corte prescinda de óbices formales y tome intervención en el caso a fin de asegurar una correcta administración de justicia.


    C., R. A. s/ Lesiones agravadas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8789/2013/PL1/2/1/RH1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo x


    Derecho Procesal Administrativo


    Acción contencioso administrativa


    Ordenanzas municipales. Club de campo. Recurso extraordinario. Falta de legitimación para obrar. Denegatoria del recurso. 


    Los recursos extraordinarios interpuestos son formalmente inadmisibles, toda vez que los apelantes sólo expresan meras discrepancias con la interpretación efectuada por el máximo tribunal local con respecto al alcance de lo peticionado por la actora y a la inteligencia asignada a las normas locales en juego que regulan el ordenamiento territorial y los usos del suelo, sin demostrar apartamiento de las reglas aplicables, falta de fundamentación en los hechos conducentes del sub lite, o irrazonabilidad de sus conclusiones. Los miembros del tribunal entendieron que para transformar un barrio cerrado en un club de campo, la entidad peticionaria debe ostentar la representación de la totalidad de los propietarios que lo componen. En el sub lite no se halla configurado dicho presupuesto en razón de que la solicitud de transformación formulada a la comuna provino de una entidad sin fines de lucro que no ejercía la representación de todos los propietarios de lotes del barrio, puesto que algunos de ellos no se encontraban asociados, motivo por el cual resultan nulas las ordenanzas que así lo dispusieron. En cuanto al recurso deducido por el municipio demandado, se torna improcedente por cuanto se limita a alegar la existencia de un exceso de jurisdicción por parte del a quo y omite tener en cuenta que del escrito de inicio surge que la actora pretende que se declare la nulidad de aquellos actos que transforman el barrio parque en un club de campo, modificando así los derechos adquiridos sobre los lotes de su propiedad ubicados en la urbanización. El Tribunal ha resuelto en reiteradas oportunidades que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional en los que graves deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento jurídico impidan considerar el pronunciamiento de los jueces de la causa como una sentencia fundada en ley, con directa lesión a la garantía del debido proceso.


    Cornacchione, Ana Maria c/ Municipalidad de Marcos Paz s/ Acción contencioso administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3192/2015/CS1, 01 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Acción de reintegro


    Remuneración. Investigaciones científicas y técnicas. Investigadores científicos y técnicos. Docentes. Perjuicio fiscal. Adicionales de remuneración. Adicional por antigüedad. Derechos y garantías constitucionales. Derecho de propiedad. Derecho de trabajar. Debido proceso. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Leyes 20.464 y 19.549. Decreto 1572/76. Resolución 583/01.


    El CONICET ha sido creado con el fin de promover, coordinar y orientar las investigaciones en el campo de las ciencias puras y de las aplicadas. Por su parte, el art. 2°, anexo I, de la Ley 20.464 señala que la carrera del investigador comprende las personas que realizan investigación y desarrollo creativo en sus distintos ni veles de concepción, diseño, dirección y ejecución, y tiene por objeto, entre otros, favorecer la plena y permanente dedicación de los investigadores a la labor científica y tecnológica original. En ese contexto, el medio escogido por el precepto legal impugnado -que establece que la remuneración que perciban los investigadores y el personal de apoyo por las tareas docentes que desempeñen no podrá exceder a la correspondiente a un profesor titular con dedicación simple de una universidad nacional y que, en caso de ser superior, la diferencia se descuenta del haber de investigador- tiene una relación proporcionada con el fin y la función que desempeña el CONICET, esto es, favorecer el quehacer investigativo y la formación integral del investigador. En efecto, al establecer como límite la remuneración que puedan percibir los agentes por sus funciones docentes a la de un profesor titular con dedicación simple, el punto décimo tercero, anexo I, del decreto 1572/76 tiende a asegurar la plena labor investigativa en el ámbito del mencionado organismo. De ello se desprende que dicha norma no prohíbe a los agentes ejercer la actividad docente, contrariamente a lo que afirma el apelante, sino que se trata de compatibilizarla con la dedicación que exige la carrera de investigador. De tal modo, los criterios expuestos en el decreto 1572/76 a fin de determinar la remuneración de los agentes del CONICET ingresan dentro de una materia en la cual, con excepción de aquellas hipótesis de arbitrariedad o irrazonabilidad manifiesta, procede respetar las opciones valorativas y el margen de discrecionalidad indispensable de las autoridades administrativas, cuando actúan válidamente en la esfera de sus potestades constitucionales. El citado acto administrativo declaró clausurada la información sumaria y estableció el monto que el demandado debe reintegrar al CONICET. En este sentido, ordenó la inmediata intervención de la Dirección del Servicio Jurídico a efectos de proceder al recupero de las sumas que habrían sido indebidamente percibidas. Al momento de determinar el perjuicio fiscal, la resolución remite a un informe del Departamento de Liquidaciones, del que se desprende que el monto al que arriba ha sido calculado sobre la base de una comparación entre lo que el accionado percibió por sus tareas académicas y el sueldo que cobró como investigador del CONICET. Lo expuesto implica una ostensible contradicción con lo dispuesto en la norma aplicable pues, de acuerdo con ella, el órgano administrativo debió tomar en cuenta la retribución del demandado por su actividad académica y el salario de un profesor titular con dedicación simple de una universidad pública, a fin de determinar si el investigador percibió por el desempeño de actividades docentes una retribución superior y, en consecuencia, descontar la diferencia del haber que recibe del ente. En atención a ello, es posible concluir que el acto impugnado aparece desprovisto de los elementos causa y objeto, lo que deriva en la nulidad del acto emitido con tales defectos, en los términos de los arts. 7 y 14 de la Ley 19.549, aspectos que fueron soslayados por la cámara en su sentencia. Por otra parte, el pronunciamiento apelado es contradictorio. En efecto, por un lado el a quo remarcó que, a los fines de efectuar la comparación establecida por el decreto 1572/76, no debían considerarse los adicionales y la antigüedad docente. Sin embargo, en contraposición con lo anterior, sostuvo la plena validez de la resolución 583/01 que determinó el perjuicio económico del organismo sobre la base de un cálculo que tuvo en cuenta los rubros mencionados. En tales condiciones, el pronunciamiento apelado, en el aspecto vinculado al análisis de la resolución 583/01, exhibe defectos graves de fundamentación que afectan en forma directa e inmediata las garantías constitucionales que se dicen vulneradas, circunstancia que habilita a descalificarlo -en ese punto- como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de las sentencias.


    EN - Conicet (Expte. 7334/98) y otro c/ Andereggen Ignacio Eugenio y otros s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 19791/2006/CA2-CS1, 13 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Nulidad del acto administrativo. Agravio concreto. Interés actual. Principio de juridicidad. Existencia del agravio. 


    El Estado Nacional sigue teniendo un interés concreto y actual en obtener la declaración de nulidad que persigue, pues tal conducta, encuentra "suficiente justificación en la necesidad de restablecer sin dilaciones el imperio de la juridicidad comprometida por la existencia de un acto afectado de nulidad absoluta y que, por esa razón, no posee la estabilidad propia de los actos regulares ni puede generar válidamente derechos subjetivos de los particulares frente al orden público interesado en la vigencia de la legalidad", y en las consecuencias que podrían generarse de mantenerse incólume el acto atacado.


    Estado Nacional c/ San Juan, Provincia de y otros s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 162/2013/(49-E)/CS1, 26 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Amparo


    Plan de pagos. Deudas impositivas. Agotamiento de la instancia administrativa. 


    Artículo 32 de la Ley 11.683. Ley 24.769. Precedente A. 2809, L. XXXVIII, "Angarola, Alfredo Eduardo c/ AFIP-DGI y/o EN s/ Amparo".


    El artículo 4 de la resolución general AFIP 3451/13 no constituye una sanción impuesta por la AFIP en ejercicio de facultades sancionatorias. Por el contrario, se trata de una limitación razonable al acceso a un régimen excepcional de facilidades de pago establecida por ese organismo en ejercicio de su potestad de adoptar medidas convenientes para facilitar la aplicación, percepción y fiscalización de gravámenes. En ese ámbito regulatorio, el principio de inocencia y el derecho a un juicio previo no son aplicables, pero sí son aplicables el derecho a la igualdad y la garantía de la razonabilidad. El principio general es que los contribuyentes deben cumplir sus obligaciones tributarias en tiempo y forma, y que los planes de facilidades de pago configuran beneficios excepcionales a favor de los que reúnan las condiciones de acceso. En el precedente "Angarola” se señaló que el beneficio de acceder a un plan de facilidades de pago configura un privilegio del cual solo disfruta el contribuyente incorporado al mismo, criterio que fue compartido por la Corte Suprema. En ningún caso, la limitación prevista en el artículo 4 configura una sanción administrativa, puesto que no persigue propósitos represivos ni se trata, en palabras de la Corte Suprema, de un acto tendiente a "restaurar el orden jurídico infringido, para cuyo cometido es necesario herir al infractor en su patrimonio", sino que establece requisitos generales de admisibilidad a un régimen facultativo y excepcional de facilidades de pago en materia impositiva. La exclusión del plan por incumplimiento de los requisitos no equivale a una sanción patrimonial. En este contexto, no resultan aplicables los derechos de presunción de inocencia y a un juicio previo, propios de la esfera del derecho penal y administrativo sancionatorio. El resultado de la causa penal originada en la denuncia de la agencia administrativa no altera esa condición. El acceso a un plan de facilidades de pago es un modo de determinar la forma de percepción de los gravámenes adeudados, aspecto que hace a la ejecución de la deuda y sobre el cual el resultado de la causa penal iniciada por evasión fiscal no tiene incidencia. El establecimiento de la limitación prevista tampoco configura una situación de desigualdad ante la ley o un trato discriminatorio. La exclusión de los sujetos denunciados penalmente por delitos vinculados a incumplimientos de obligaciones fiscales se encuentra inspirada en un criterio razonable para acceder a un beneficio tributario de esta índole, y no importa una distinción arbitraria ni persecutoria, dicha exclusión obedece a un fin público de disuadir la comisión de delitos fiscales, y no conlleva en el caso una iniquidad manifiesta. La exclusión prevista en la norma se halla estrictamente vinculada con la situación particular que reviste el contribuyente frente a la AFIP. La ponderación por el organismo recaudador de la posible existencia de un ilícito brinda suficientes razones objetivas para justificar la diferencia de trato respecto de los demás contribuyentes que sólo están en mora en el cumplimiento de sus obligaciones fiscales.


    Howard SRL c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 43102452/2013/CA1, 03 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Accidente. Daños y perjuicios. Representación del Estado en juicio. Competencia federal. 


    La Corte tiene dicho que cuando el Estado Nacional -o una de sus entidades- es citado y comparece a juicio, aunque lo sea como tercero en los términos de artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, procede la jurisdicción federal, aun cuando intervengan personas no amparadas en el fuero de excepción, sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Muñoz, Nancy c/ Municipalidad de Pilar y UGOFE SA s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1193/2017/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Facultades de la alzada. Cámara de Apelaciones. Cámara contencioso administrativa. 


    No es la Corte el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia planteada en las presentes actuaciones. Ello es así, toda vez que el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que se pronunció en primer término. Por lo demás, al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual "(t)odo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal". De conformidad con ambas reglas, pues, la contienda debería ser dirimida por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Jelen, Gabriel c/ Gobierno Nacional y otro s/ Amparo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 51525/2015/CS1, 10 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Trasplante de órganos. Derecho a la vida. Derecho a la salud. Facultades de la Cámara de Apelaciones. Competencia civil y comercial federal. 


    Al haber intervenido en la contienda un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el artículo 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual "(t)odo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal". Así las cosas, corresponde estar a lo ya decidido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, sin que pueda entenderse por configurado un conflicto de competencia que deba resolver la Corte.


    S. R., D. O. c/ INCUCAI s/ Amparo Ley 16.986


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4100/2017/CS1-CA1, 15 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Administración Pública. Banco Nacional de Datos Genéticos. Derecho público. Competencia contencioso administrativa. 


    Es doctrina de la Corte que para dilucidar los conflictos de competencia debe considerarse, principalmente, la relación de hechos contenida en el escrito inicial y después, en tanto se ajuste a ese relato, el derecho alegado en sustento de la petición. Asimismo, es menester indagar en la naturaleza de la pretensión, en su origen y en la relación jurídica existente entre las partes. Desde esta perspectiva, la accionante solicita una medida cautelar autónoma contra el Banco Nacional de Datos Genéticos, con el objeto de que se ordene el ingreso de su material genético como medida para facilitar la búsqueda de su hijo o hija. Dicha pretensión, se funda esencialmente en la presunta negativa del órgano administrativo demandado y cuestiona la inteligencia de la ley 26.548 que regula su funcionamiento. En este sentido, es aplicable la doctrina de la Corte según la cual corresponde atribuir competencia al fuero contencioso administrativo cuando es parte en el litigio un órgano de la Administración Pública. Ello así pues, en este caso, la parte demandada es el Banco Nacional de Datos Genéticos, organismo autónomo y autárquico dependiente del Ministerio de Ciencia Tecnología e Innovación Productiva. Además, la sustanciación del caso requiere del análisis de normas y principios de derecho público vinculadas con las facultades y deberes propios de la administración.


    M. C., M. I. c/ Estado Nacional – Ministerio de Ciencia y Tecnología - Banco Nacional de Datos Genéticos s/ Medida cautelar (autónoma)


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 64863/2015/CA1-CS1, 16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Amparo. Tarifa de servicios públicos. Aumento de tarifas. Cámara federal de apelaciones. 


    Conflicto entre jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Tal como lo dispone el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58, la contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada de la que depende el magistrado que previno, sin que obste a dicha solución la circunstancia que se trate, en el caso, de magistrados federales con asiento en distintas jurisdicciones territoriales.


    Soule, Osvaldo Sergio y otros c/ Camuzzi Gas Pampeana y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 12706/2016/CS1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Caducidad del subsidio estatal. Emergencia habitacional. Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. 


    La Corte tiene dicho que cuando el Estado Nacional -o una de sus entidades- es citado y comparece a juicio, aunque lo sea como tercero en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, procede la jurisdicción federal, aun cuando intervengan personas no amparadas en el fuero de excepción, sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    A. L., Pamela c/ GCBA s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2208/2016/CS1, 16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Competencia por la persona. Ley de defensa del consumidor. Revisión judicial de actos administrativos. Prórroga de la competencia. Competencia contencioso administrativa. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En el presente, la actora promovió demanda ante la justicia contencioso administrativo provincial, con el objeto de impugnar una multa por infracción al art. 48 de la ley 13.133; ello, en el marco del procedimiento llevado a cabo a partir de la denuncia formulada por un particular ante la Dirección de Defensa al Usuario y al Consumidor de la Municipalidad; sin embargo, luego, la actora invocó su derecho a la jurisdicción federal, sobre cuya base opuso la excepción de incompetencia de la justicia provincial ante la cual había iniciado la presente acción. En tales circunstancias resulta de aplicación lo dispuesto en el art. 70 de la ley 13.311, en cuanto allí se establece que las impugnaciones judiciales de los actos de aplicación de la ley de defensa del consumidor emitidos por la autoridad local, son competencia de la justicia contencioso administrativo local. No obsta a tal conclusión que la entidad actora sea el Banco de la Nación Argentina, desde que con su conducta ha prorrogado la competencia a favor de la justicia provincial. Cabe recordar al respecto que el derecho a litigar en el fuero federal cuando surge en razón de las personas es renunciable expresa o tácitamente. Tal es el supuesto verificado en autos, desde que el banco actor interpuso la presente demanda ante la justicia provincial, por lo que resulta válido presumir que ha consentido que sean esos tribunales locales los que revisen la multa por aplicación de la ley de defensa del consumidor. Cabe destacar asimismo, que si bien el artículo 27 de la ley 21.799 -Carta Orgánica del Banco de la Nación- establece que dicha entidad financiera está sometida exclusivamente a la jurisdicción federal, lo cierto es que allí también se dispone que cuando dicha entidad sea actora en un juicio, la competencia federal será concurrente con la justicia ordinaria de la provincia.


    Banco de la Nación Argentina c/ Municipalidad de Quilmes s/ Proceso sumario de ilegitimidad - otros juicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 318/2017/CS1, 04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Cámara Nacional de Apelaciones. Competencia contenciosa administrativa. Competencia federal. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Conflicto entre jueces nacionales. Remisión al dictamen de la causa Competencia CSJ 400/2013 (49-Cl)/CS1, "Costa, Matías Hernán c/ Registro Automotor N°46 (señora A. Norma F. de Lopez) s/ Diligencia preliminar"


    CNRT - Disposición 1.859/01 (Expediente S01: 204.989/04 y otro) c/ Ramat, Leonel José s/ Proceso de ejecución


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 11771/2011/CS1, 18 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Patentes. Impuestos provinciales. Competencia contenciosa administrativa y tributaria. 


    La materia debatida, se circunscribe al estudio de aspectos propios del derecho administrativo en cuanto se vinculan con impuestos de patentes sobre rodados de recaudación local, sin que se encuentre en controversia la organización del sistema de salud, por lo que no resulta procedente el fuero federal. Al respecto, cabe señalar que el artículo 38 de la ley 23.661 establece esa competencia sólo para aquellas cuestiones que, de un modo u otro, comprometan principios invocados por la ley referida y en la medida que los conflictos afecten la instrumentación o planificación de las prestaciones médico-asistenciales de la ley de obras sociales y de salud.


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Obra social del personal del Automovil Club Argentino s/ Ejecución Fiscal


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5664/2015/CS1, 21 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Recurso directo. Seguro de salud. Defensa del consumidor. Lugar del hecho. Cámara Federal de apelaciones. 


    El art. 45 de la ley 24.240 disponía, en su redacción previa a la reforma introducida por la ley 26.993 en virtud de lo dispuesto por los arts. 46 y 76 de la ley mencionada en último término, que "contra los actos administrativos que dispongan sanciones se podrá recurrir por ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, o ante las cámaras federales de apelaciones con asiento en las provincias, según corresponda de acuerdo al lugar de comisión del hecho".


    Assit - Card Argentina S.A. Servicios c/ DNCI s/ Defensa del consumidor - Ley 24.240 -


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 47813/2015/CS1, 18 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Servicio público. Aumento de tarifas. Facultades de la alzada. Cámara contencioso administrativa. 


    No es la Corte el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia planteada en las presentes actuaciones. Ello es así, porque el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban, como en el caso, entre jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término, sin que obste a ello, la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia. De acuerdo con esa regla, la contienda debería ser dirimida por la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata. Sin embargo, al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual "[t]odo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal". Lo anterior no se modifica por la intervención que en la causa le cupo a la Sala II de la Cámara Federal de La Plata a raíz de las apelaciones planteadas por las partes en autos, toda vez que ella no tuvo los alcances de un pronunciamiento sobre la competencia para entender en la causa, sino que se circunscribió a confirmar la denegación –por razones formales- del recurso de la actora. En virtud de lo expuesto, la causa debe ser remitida a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal para que resuelva la contienda negativa de competencia planteada.


    Centro Deportivo S.A. c/ Estado Nacional Ministerio del Interior Subsecretaria de Recursos y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 30185/2016/CS1-CA1, 09 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Subsidio para excombatientes. Cámara contencioso administrativa. 


    El Alto Tribunal ha sostenido que en virtud de lo establecido por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/1958, el órgano facultado para dirimir la contienda de competencia es el tribunal de alzada del juez que primero conoció. Sin embargo, al haber intervenido en el conflicto un juez en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación el artículo 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, el que establece que todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativa Federal.


    Aquino, Miguel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa / Personal militar y civil y de las FF.AA. y de seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 38297/2014/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia federal. Competencia previsional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 867, L. XLVI, "Aguirre, Ramón C. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.".


    Biondini, Luis Enrique y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de seguridad


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 90853/2011/CS1, 07 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Atención médica. Daños y perjuicios. Persona jurídica pública estatal. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Para resolver una cuestión de competencia corresponde atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión. En el caso, el demandado es una persona jurídica pública estatal -G.C.B.A.- y la materia debatida es propia del derecho público local, en consecuencia, el pleito deberá seguir con su trámite ante el Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario local.


    M., A. c/ M., L. y otros s/ Daños y perjuicios - responsabilidad profesional médicos y auxiliares


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 14370/2017/CS1, 30 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Médicos. Mala praxis. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Ornar y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios", y CIV 17913/2009/CS1, "Pantano, Juan Carlos c/ Municipalidad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios".


    J., V. y otros c/ Hospital Tornú y otros s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad profesionales médicos y auxiliares


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 75283/2015/CS1, 27 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Mala praxis. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 118, L. XLIII, “Fiorito, Omar y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios” y CIV 17913/2009/CS1, “Pantano, Juan C. c/ Municipalidad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios”.


    S., M. E. c/ Hospital General de Agudos J.M. Ramos Mejía y otro s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad Profesional Médicos y Auxiliares


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 52018/2014/CA1-CS1, 10 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 118, L. XLIII, “Fiorito, Omar y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios”.


    C., R. del V. c/ C., C. G. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 36150/2014/CS1, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Amparo. Cámara contencioso administrativa. 


    Tiene dicho la Corte que constituye una exigencia previa emanada de su función jurisdiccional el control, aun de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, toda vez que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta una garantía constitucional, no podría convalidarse.


    Asociación Civil Gente de Derecho (Por la Defensa de la República, los derechos civiles y sociales) c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 9421/2017/1/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Anulación del acto administrativo. Contratos administrativos. Contrato de obra pública. Rescisión del contrato. Daños y perjuicios. Entes autárquicos. Institutos provinciales de la vivienda. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Al no aparecer la Provincia de Buenos Aires como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte nominal ni sustancial en la litis. Por lo demás la Corte tiene dicho que los municipios provinciales, ya sea que se los caracterice como entes autárquicos o autónomos, no resultan identificables con las provincias respectivas a los fines de la competencia originaria. Asimismo, el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Compañía Metropolitana de Construcciones S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otras ( Estado Nacional) s/ Anulación de actos administrativos y daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1484/2017/28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Aportes a obras sociales. Cámara contencioso administrativa. 


    Tiene competencia para resolver el conflicto suscitado entre los tribunales de grado la Cámara en lo Contencioso Administrativo Federal, en virtud de lo reglado por el artículo 20, 2° párrafo, de la ley 26.854.


    Padrevechi, Pablo y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Seguridad - OSPFA/Personal militar y civil FFAA y de seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 9898/2015/CS1, 03 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Facturación de servicios públicos. Servicio telefónico. Tarifa telefónica. Aportes patronales. Competencia federal. 


    Más allá de que el actor funde su pretensión en normas que, como la ley 24.240, integran el derecho común, lo medular de la cuestión planteada exige interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan lo atinente al servicio básico telefónico para determinar si la demandada se encontraba habilitada para incluir el cargo cuestionado en la facturación del servicio público que presta. En tales condiciones, la materia debatida en el sub lite es de carácter federal.


    Asociación de consumidores del NOA c/ Telecom Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 6514/2016/CS1, 04 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Periodistas y empleados administrativos de empresas periodísticas. Acto administrativo. Servicios de comunicación audiovisual. Procedimiento licitatorio. Pliego de bases y condiciones. Competencia contencioso administrativa. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. En lo sustancial, la actora cuestiona el contenido de un acto administrativo emanado de la autoridad de aplicación mediante el cual se aprobó el pliego de bases y condiciones que regirá el procedimiento de selección del nuevo licenciatario del servicio, por resultar, según su juicio, arbitrario, discriminatorio y contrario a la Constitución Nacional -arts. 14, 14 bis, 32 y 75, inc. 22- y a las previsiones del artículo 50 de la ley 26.522 y su decreto reglamentario 1225/10. Sobre esta base, la resolución del caso excede el ámbito de competencia de la justicia nacional del trabajo pues, en autos, no se discute el accionar del ente en su rol de empleador a la luz de normas de derecho común, sino que, en esencia, se cuestionan ciertas cláusulas de un acto emitido en ejercicio de sus facultades para elaborar y aprobar los pliegos de bases y condiciones para la adjudicación de servicios de comunicación audiovisual y, en particular, se debate el alcance de los deberes y funciones de la citada autoridad vinculados con la continuidad del servicio y el resguardo de las fuentes de trabajo frente a la extinción de una licencia (arts. 12, inc. 7 y 50, ley 26.522 y 50, dto. 1225/10). Lo expuesto determina, que la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal resulta competente, pues la materia en examen atañe centralmente a cuestiones que se relacionan con facultades inherentes a la Administración, como lo es la elaboración y aprobación de pliegos de bases y condiciones para la adjudicación de licencias de servicios audiovisuales -regulada en la ley federal 26.522 y su decreto reglamentario 1225/1.0-, por lo que la pretensión deducida se desenvuelve en la esfera propia del Derecho Administrativo. Ello sin perjuicio de que además de la legislación especial que rige el proceso licitatorio y las funciones administrativas propias de la entidad demandada, puedan resultar aplicables al caso normas y principios del derecho laboral, toda vez que la presente acción se dirige a mantener la continuidad de los trabajadores, en condiciones de igualdad, pues el derecho administrativo no se desnaturaliza por la aplicación de distintos institutos del derecho común.


    Dondero, Fernando Alberto y otros c/ Ente Nacional de Comunicaciones ENACOM s/ Amparo Ley 16.986


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 89031/2016/CS1, 22 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión del expediente. Cámara nacional de apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez del fuero contencioso administrativo federal.


    No existe en el proceso una cuestión de competencia que la Corte deba resolver en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, toda vez que la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, no se pronunció en ningún sentido respecto de la inhibitoria admitida por la Cámara en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, pues la jueza del fuero remitió directamente los autos requeridos por el juez local, sin que aquella cámara se pronunciara al respecto, como era menester.


    Intepla S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 471/2017/CS1, 21 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Nulidad del acto administrativo


    Obras sociales. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Incumbe a la justicia federal entender en la acción dirigida contra OSPEDYC, en tanto esa obra social se encuentra comprendida, en principio, en los términos de los artículos 1 y 2 de la ley 23.660 y 2 y 15 de la ley 23.661. Por tal motivo, deviene aplicable el artículo 38 de este último ordenamiento, en cuanto prevé el sometimiento exclusivo de sus agentes al fuero de excepción, pudiendo optar por el fuero ordinario sólo cuando sean actores.


    SACRA filial Salta c/ UTEDYC - OSPEDIC s/ Nulidad de acta administrativa


    FSA-Justicia Federal de Salta, 10378/2014/CA1 CS1, 20 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Cuestiones de competencia. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Inadmisibilidad del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia -como sucede en el sub lite- no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible ó tardía reparación ulterior. Por aplicación concreta de estos criterios al caso de autos, el recurso intentado es inadmisible. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. Ello sentado, la Corte ha ratificado el criterio esbozado en el marco de la causa penal “Corrales”, que implicó abandonar la tradicional doctrina del Tribunal cuya aplicación aquí se propone, al sostener que “no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio”. Ello no obstante, hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en Juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Lanzilotta, Humberto José c/ Instituto Nacional de Tecnología Industrial y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 65607/2013/1/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen 


    Recurso de queja


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1128/2016/RH1, “Vázquez, Miriam c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Santa Cruz s/ Demanda contencioso administrativa”.


    Amuchastegui, Claudia Beatriz c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Santa Cruz s/ Demanda Contencioso Administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1129/2016/RH1, 29 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Derechos de los migrantes. Expulsión de extranjeros. Habilitación de instancia. Revisión judicial de actos administrativos. Resoluciones equiparables a definitiva. Interpretación de leyes federales. Derechos y garantías constitucionales. Debido proceso. Defensa en juicio. Derecho a ser oído. Patrocinio gratuito. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario interpuesto fue mal denegado ya que la resolución que rechazó la habilitación de instancia judicial resulta equiparable a sentencia definitiva pues, de quedar firme, clausura toda posibilidad del recurrente de acceder a la justicia. Esta circunstancia deriva en la restricción sustancial de su derecho a la defensa en juicio. Asimismo, se ha puesto en tela de juicio la aplicación de normas federales y la decisión apelada ha sido contraria al derecho que en ellas fundó el apelante. En cuanto a la habilitación de la instancia judicial, también le asiste razón al apelante. Esta Procuración General puntualizó que, por las singulares características de los derechos fundamentales en juego, la interpretación del alcance de los requisitos de la habilitación de la instancia judicial para revisar la legalidad y la razonabilidad de actos administrativos en materia migratoria, debe partir de la adecuada ponderación de las exigencias particulares que imponen las garantías constitucionales de debido proceso y protección judicial en este ámbito. En tal sentido, se señaló que al realizar el control de actos de esa naturaleza el juez debe verificar con especial cuidado si la autoridad migratoria ha dado estricto cumplimiento a las garantías mínimas de debido proceso. En esa oportunidad, se puntualizó que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha reafirmado el derecho de toda persona a recurrir judicialmente todas las decisiones administrativas que se adopten en el marco de procesos migratorios, especialmente aquellas que ordenen la expulsión o denieguen un permiso de ingreso o permanencia. Se destacó también que, en procedimientos que puedan desembocar en la expulsión o deportación de extranjeros, deben reforzarse ciertas garantías básicas de defensa en juicio como consecuencia del desequilibrio procesal en el que se encuentra el migrante ante la autoridad migratoria para desarrollar una defensa adecuada de sus intereses. Específicamente, en cuanto a la garantía de defensa en juicio y la asistencia letrada, se recordó que el derecho a la defensa obliga al Estado a tratar al individuo en todo momento como un verdadero sujeto del proceso y no simplemente como objeto del mismo, y que los literales d y e del artículo 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establecen el derecho de ser asistido por un defensor, pues "en procedimientos administrativos o judiciales en los cuales se pueda adoptar una decisión que implique la deportación, expulsión o privación de libertad, la prestación de un servicio público gratuito de defensa legal a favor de éstas es necesaria para evitar la vulneración del derecho a las garantías del debido proceso". En la presente causa la administración no ha respetado de manera adecuada las garantías mínimas de defensa en juicio y debido proceso, lo que no fue advertido por la sentencia apelada al confirmar la falta de habilitación de instancia y restringir la revisión judicial de lo actuado en sede administrativa. Al respecto, junto a la previsión genérica del artículo 1, inciso f, apartado 1, de la Ley de Procedimientos Administrativos 19.549, específicamente en materia migratoria, el derecho a ser oído y a la asistencia jurídica gratuita se encuentra consagrado en el artículo 86 de la ley 25.871. Esa norma dispone: "Los extranjeros que se encuentren en territorio nacional y que carezcan de medios económicos, tendrán derecho a asistencia jurídica gratuita en aquellos procedimientos administrativos y judiciales que puedan llevar a la denegación de su entrada, al retorno a su país de origen o a la expulsión del territorio argentino. Además tendrán derecho a la asistencia de intérprete/s si no comprenden o hablan el idioma oficial. Las reglamentaciones a la presente, que en su caso se dicten, deberán resguardar el ejercicio del derecho constitucional de defensa". A su vez, el artículo 86 del decreto 616/2010, reglamentario de la ley 25.871, establecía, de modo imperativo, que la Dirección Nacional de Migraciones, ante el planteo que efectúe un extranjero, debía procurar la inmediata intervención del Ministerio Público de la Defensa, disponiendo la suspensión de cualquier trámite y de los plazos en curso en las actuaciones administrativas, hasta que el referido ministerio tomase intervención o el interesado recibiese la asistencia jurídica necesaria para la salvaguarda de sus intereses. En consonancia con ello, la Corte Interamericana de Derechos Humanos remarcó que para poder satisfacer los requisitos de una defensa técnica, la asistencia debe ser ejercida por un profesional y que la persona sometida a un proceso administrativo sancionatorio debe tener acceso a ella desde el momento en que la autoridad dispone o ejecuta actos que implican afectación de derechos. En tales supuestos, impedir que el administrado cuente con la asistencia de su abogado defensor constituye una limitación severa del derecho a la defensa, ocasiona desequilibrio procesal y deja al individuo sin tutela frente al ejercicio del poder punitivo. Ese tribunal resaltó también que una persona extranjera se encuentra en una situación agravada de vulnerabilidad al encontrarse privada de libertad, lo cual requiere que el Estado tome en cuenta las particularidades de su situación. Por su parte, conforme lo expresado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, para cumplir con las exigencias básicas del debido proceso no basta la existencia formal de patrocinio letrado sino que es menester, además, que el defensor actúe de manera diligente con el fin de evitar que los derechos de su asistido se vean lesionados. Particularmente, la Corte explicó que es necesario analizar en cada caso si la acción u omisión del defensor constituyó una negligencia inexcusable o una falla manifiesta en el ejercicio de la defensa que tuvo o pudo tener un efecto decisivo en contra de los intereses del asistido. Asimismo, la Corte afirmó que la negligencia del profesional interviniente no puede acarrearle perjuicios al imputado, ni se puede sancionar la falta del defensor en cabeza del defendido, sin ocasionar un grave perjuicio al ejercicio de su derecho constitucional de defensa cuya titularidad ostenta exclusivamente y cuya inobservancia puede acarrear responsabilidad internacional al Estado Argentino. En el caso sometido a examen, impedir el acceso a la justicia al migrante con fundamento en la extemporaneidad del recurso implica sancionarlo por la actuación irregular del propio Estado, tanto por la omisión de la autoridad migratoria de brindarle asistencia jurídica oportuna durante el trámite administrativo, como por el accionar del organismo público que se hallaba encargado de resguardar y hacer efectivo su derecho de defensa. En efecto, la vulneración del derecho a ser oído y ser asistido técnicamente en la instancia administrativa colocó al actor en un estado de indefensión, lo cual se vio agravado por el hecho de encontrarse privado de libertad durante toda la sustanciación del proceso. Aun cuando el interesado interpuso los recursos legalmente previstos, sus argumentos basados en el principio jurídico de reunificación familiar fueron rechazados por carecer de entidad suficiente, así como por no aportar prueba respecto de los vínculos denunciados. Esta circunstancia evidencia que el incumplimiento de la administración, al no proporcionarle la asistencia letrada gratuita prevista en el artículo 86 de la ley de migraciones, le impidió ejercer de manera adecuada su derecho de defensa y perfeccionar la voluntad impugnatoria plasmada en los recursos. Para más, las violaciones al debido proceso cometidas en el trámite administrativo y la decisión del a quo de no habilitar la revisión judicial de lo allí actuado, redundó en la falta de tratamiento en sede judicial de un planteo jurídico relevante que ameritaba la apertura de la vía porque involucra el derecho constitucional a la unidad familiar. Aun cuando no constituye materia de análisis en el presente dictamen, por encontrarse vinculado al fondo del asunto, las consecuencias de las decisiones adoptadas en este proceso sobre el derecho a la unidad familiar, dados los vínculos familiares señalados por el actor, debieron haber sido especialmente ponderadas tanto en sede administrativa como en las instancias judiciales posteriores. En suma, si bien los artículos 79 y 80 de la ley 25.871 prevén la revisión judicial de las resoluciones de la autoridad de aplicación en materia de expulsión de migrantes, esa posibilidad ha quedado neutralizada en los hechos por la decisión del a quo de rechazar la habilitación de la instancia judicial. Al adoptar esa decisión, la cámara no tuvo en cuenta que la negligencia en la presentación extemporánea del recurso no era imputable al actor, cuyo derecho a ser oído, con la asistencia letrada debida, no había sido resguardado de manera efectiva y oportuna en el trámite vinculado con la presente acción.


    Velázquez, Rubén Darío c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Dirección Nacional de Migraciones - Resol. 424/11 (Ex 228414/89) s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 21878/2013/1/RH1, 26 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Interpretación de leyes federales. Migraciones. Expulsión de extranjeros. Derecho a la reagrupación familiar. Derecho a la protección integral de la familia. Facultades de la administración. Razonabilidad del acto administrativo. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte Suprema ha establecido que si el auto de concesión circunscribió la admisibilidad de la apelación a la cuestión federal y el recurrente no interpuso queja con relación a la arbitrariedad, no cabe tratar ese planteo. La cuestión federal planteada en el sub lite reside en determinar si la decisión de la administración de declarar la irregularidad de la permanencia en el país de la actora y rechazar la aplicación de la dispensa por razones de reunificación familiar, prevista en el último párrafo del artículo 29 de la ley 25.871, se ajustó a los parámetros legales y constitucionales. La Corte Suprema destacó la importancia central que tiene la unidad familiar en la actual legislación migratoria. En primer término, porque el derecho a la reunificación familiar constituye una finalidad explícita de la Ley de Migraciones 25.871 (artículo 3, inc. d), cuyo ejercicio se encuentra expresamente garantizado a los migrantes por el Estado (art. 10). En segundo término, por la competencia que se le otorga a la autoridad de aplicación para admitir excepcionalmente, en razón de tal derecho, a extranjeros que se encuentren comprendidos en algunas de las causales que obsten a su ingreso. A ello, cabe agregar que la unidad familiar es causal de dispensa (arts. 29, último párrafo, y 62, última parte) y resulta, en ciertos casos, un impedimento para la expulsión del migrante (art. 70). A su vez, en los considerandos del decreto 616/2010, reglamentario de la Ley de Migraciones, se manifiesta la necesidad de "incorporar principios internacionalmente reconocidos hacia las personas de los migrantes, como ser los que garantizan el ejercicio del derecho a la reunificación familiar". En este sentido, su artículo 10 estipula que se adoptarán las medidas necesarias para asegurar el ejercicio del derecho a la reunificación familiar con los alcances previstos en la Convención Internacional sobre la Protección de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familias. El artículo 44 de esa Convención prevé que "[l]os Estados Partes, reconociendo que la familia es el grupo básico natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a protección por parte de la sociedad y del Estado, adoptarán las medidas apropiadas para asegurar la protección de la unidad de la familia del trabajador migratorio". El derecho a la unidad familiar en el contexto migratorio ha sido reconocido como una manifestación del derecho más amplio a la protección de la familia, consagrado en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional y en diversos instrumentos internacionales que integran el bloque de constitucionalidad. Del marco normativo surge que la legislación migratoria brinda una significativa tutela a la protección de la vida familiar, que determina tanto obligaciones positivas del Estado dirigidas a proteger razonablemente la unidad de la familia en el contexto migratorio, como obligaciones negativas a fin de evitar actos de la administración que puedan ocasionar una injerencia arbitraria o abusiva en la vida familiar por razones migratorias. En línea con ello, la facultad de la Dirección Nacional de Migraciones de otorgar la dispensa por razones de unidad familiar, consagrada en el párrafo final del artículo 29 de la ley 25.871, aun cuando pueda ser dictada en el ejercicio de facultades discrecionales, debe ejercerse de manera legítima y razonable, con estricto apego a la finalidad pública perseguida a través de la expulsión, y con cumplimiento de las obligaciones referidas. En efecto, el ejercicio de esa facultad administrativa debe respetar el principio básico de razonabilidad que corresponde a toda decisión de las autoridades públicas, lo que implica que el acto administrativo debe satisfacer un fin público, y guardar proporcionalidad entre el medio empleado y el fin perseguido. Específicamente en materia de extranjeros, desde antaño la Corte Suprema tiene dicho que por amplias que sean las facultades de la administración, ello no obsta al examen de razonabilidad de la decisión administrativa, cuando puede afectar derechos de raíz constitucional, en virtud de que su ejercicio no puede ser absoluto ni discrecional. Si ello ocurre, es misión de los jueces acordar a esos derechos la correspondiente tutela. Bajo ese prisma, con el objeto de alcanzar un balance adecuado de los intereses en juego, el examen de razonabilidad del ejercicio de esa facultad en la esfera migratoria, debe ponderar, por un lado, la legitimidad y relevancia de los fines que persigue la administración a través de la orden de expulsión, y por otro lado, los eventuales perjuicios que la expulsión puede ocasionar en la vida de relación y en el vínculo familiar del migrante, en atención a la naturaleza y conformación de ese vínculo. En tal sentido, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) señala que "... aunque el Estado indudablemente tiene el derecho y el deber de mantener el orden público a través del control del ingreso, la residencia y la expulsión de extranjeros, ese derecho debe equilibrarse en relación al perjuicio que se puede causar a los derechos de las personas involucradas en el caso particular...". Asimismo, expresa que "... en los casos, en que la toma de decisiones implica la potencial separación de una familia, la resultante interferencia en la vida familiar puede justificarse solamente cuando es necesaria para satisfacer una necesidad apremiante de proteger el orden público y cuando los medios son proporcionales al fin. La aplicación de estos criterios por parte de varios órganos de supervisión de los derechos humanos indica que se debe buscar este equilibrio caso por caso y que las razones que justifiquen la interferencia en la vida familiar deben realmente ser muy serias... ". En consonancia con ello, la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH), sostiene que la expulsión o deportación de una persona de un país en donde residen sus familiares cercanos puede suponer una violación del derecho a la vida familiar y que, en tanto una deportación puede interferir en ese derecho, la medida deberá ser necesaria en una sociedad democrática, es decir, justificada por una ingente necesidad social y proporcional al objetivo legítimo que se persigue. Sólo cuando la medida reúna todos estos requisitos se entenderá que es legal, proporcional y no arbitraria. Por su parte, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, señaló que, para realizar esa evaluación, debe considerarse: la edad en que el migrante emigró al Estado recipiente; el tiempo de residencia en el país recipiente; sus vínculos familiares en el Estado recipiente; el alcance de las penurias que constituye la deportación para su familia en el Estado recipiente; sus contribuciones sociales; el alcance de sus vínculos en su país de origen; el carácter y severidad del delito o delitos cometidos; la edad en el momento que cometió el delito; el período transcurrido desde que tuvo actividad delincuencial y las pruebas de su rehabilitación con respecto a su actividad criminal. En consecuencia, en consonancia con lo decidido por el a quo, en función de las garantías constitucionales en juego y a las probanzas de la causa, en el sub lite, la dispensa prevista en el artículo 29, último párrafo, de la ley 25.871 ha sido mal denegada por la administración, por lo que la resolución del Ministerio del Interior que confirmó la medida de expulsión, debe ser anulada.


    Barrios Rojas Zoyla, Cristina c/ Estado Nacional - Dirección Nacional de Migraciones - Resol. 561/11 (Exp. 2091169/06 (805462/95)) y otro s/ Recurso directo para juzgados


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 31968/2011/CA1-CS1, 26 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Policía federal. Sueldo básico. Adicionales de remuneración. Adicional por destino especial. Facultades del Poder Ejecutivo. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni por los argumentos de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue. El art. 77 de la ley para el personal de la Policía Federal Argentina (ley 21.965) dispone que "(l) os suplementos particulares para el personal en servicio efectivo, los percibirá quien desarrolle actividades que impliquen normalmente un riesgo o peligro o provoquen un deterioro físico o psíquico, en el monto y condiciones que fije la Reglamentación" y agrega que "(e)l Poder Ejecutivo Nacional podrá crear, además, otros suplementos particulares en razón de las exigencias a que se vea sometido el personal, como consecuencia de la evolución técnica de los medios que equipan a la Institución, o de las zonas, ambientes o situaciones especiales en que deba actuar". Uno de esos suplementos particulares era, precisamente (hasta la entrada en vigencia del decreto 380/17), el denominado "suplemente zona sur" previsto por el art. 397 de la reglamentación de la ley para el personal de la Policía Federal Argentina aprobada por el decreto 1866/83. Según dicho art. 397, "(e)l suplemento zona sur lo percibirá mensualmente el personal que preste servicios en dependencias ubicadas en las provincias de La Pampa, Neuquén, Rio Negro, Chubut y Santa Cruz. El monto de este suplemento consistirá en el veinte por ciento (20%) del haber mensual de cada grado" (texto según decreto 1431/87). La cuestión debatida en la causa, es de qué manera debe conformarse el "haber mensual" que constituye la base de cálculo del "suplemento zona sur". Conviene recordar que el art. 74 de la ley 21.965 establece que "(e)l personal en situación de actividad percibirá el sueldo básico, suplementos generales, suplementos particulares y compensaciones que para cada caso determine expresamente esta Ley y su Reglamentación". A su vez, el art. 75 dispone que "(e)l sueldo básico y la suma de aquellos conceptos que perciba la generalidad del personal policial en servicio efectivo, cuya enumeración y alcances determine la Reglamentación se denominará 'haber mensual'. Cualquier asignación que en el futuro resulte necesario otorgar al personal policial en actividad y la misma revista carácter general, se incluirá en el rubro del haber mensual que establezca la norma legal que la otorgue". A su vez, el art. 76 determina cuáles son los suplementos generales para el personal en actividad: a) "antigüedad de servicios", b) "tiempo mínimo en el grado", y c) "título" (este último, incorporado por la ley 26.884). Por su parte, la reglamentación de la ley para el personal de la Policía Federal Argentina dispone que "(e)l Haber Mensual estará compuesto por el concepto Sueldo Básico" (art. 385, texto según decreto 1327/05), y que “(l) os conceptos que se determinan a continuación no integran el haber mensual: a) Suplementos generales: 1. Suplemento por antigüedad de servicios, y 2. Suplemento por tiempo mínimo en el grado; b) Suplementos particulares, y c) Compensaciones" (art. 388). En primer lugar, es dable precisar que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto normativo constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado como la ultima ratio del orden jurídico; por lo que no cabe recurrir a ella sino cuando un acabado examen de la norma conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados. Bajo tales premisas, no se advierte que lo dispuesto por el art. 75 de la ley 21.965 brinde sustento suficiente para declarar la inconstitucionalidad del art. 388 del decreto 1866/83 y, por esa vía, disponer que los suplementos generales pasen a formar parte del haber mensual del personal en actividad de la Policía Federal Argentina. En efecto, el citado art. 75 se limitó a establecer que se denominará "haber mensual" al "sueldo básico y la suma de aquellos conceptos que perciba la generalidad del personal policial en servicio efectivo, cuya enumeración y alcances determine la Reglamentación"; es decir, dejó en manos de la reglamentación el determinar los rubros que integrarían el haber mensual del personal policial en actividad. Si el legislador hubiera querido que los suplementos generales integraran el haber mensual, habría bastado con que así lo indicara en el art. 75, pues se trata de un rubro salarial que ya estaba contemplado, en la propia ley 21.965 (el art. 74 lo menciona y el art. 76 determina cuáles son), y resultaba innecesario deferir aquella decisión a lo que dispusiera la reglamentación. En el esquema de la ley para el personal policial, si la intención del legislador –supuestamente contrariada por la reglamentación- hubiera sido que los suplementos generales integraran el haber mensual, no tendría sentido haber dispuesto en el art. 75 que serán parte de aquél (además del sueldo básico) aquellos conceptos que perciba la generalidad del personal en servicio efectivo cuya enumeración y alcance serán determinados por la reglamentación, cuando a continuación es el propio legislador el que enumera los suplementos generales y bien pudo -y no lo hizo- disponer que también formaran parte del haber mensual. En tales condiciones, si -como dispone la ley- los rubros que integran el haber mensual los enumera la reglamentación y, en ese marco, el Poder Ejecutivo cuenta con la razonable amplitud de criterio que le acuerda la norma legal señalada, el art. 388 del decreto 1866/83, en cuanto excluye a los suplementos generales del haber mensual, no luce inconstitucional, máxime cuando los suplementos generales constituyen un rubro de la remuneración del personal policial expresamente contemplado por la ley, mas no incluido por ella en el haber mensual. Por otra parte, el argumento del a quo según el cual los suplementos generales integran el haber mensual dado que éste debe, necesariamente -según lo dispuesto por el art. 75-, estar compuesto por más de un ítem salarial, no tiene en cuenta, que hasta hace relativamente poco tiempo el haber mensual estaba compuesto por el "sueldo básico" y la "bonificación complementaria", rubros que solamente en 2005 fueron unificados bajo la denominación de "sueldo básico" (conf. decreto 1327/05); asimismo, la "compensación por inestabilidad de residencia" también formó parte del haber mensual (v. decreto 103/03). Es decir, así como en la actualidad el haber mensual está compuesto únicamente por el ítem "sueldo básico" (v. art. 385 del decreto 1866/83, modificado por el decreto 1327/05), en el pasado reciente estaba integrado por más de un concepto, lo que demuestra que el número de rubros que componen el haber mensual en un determinado momento no puede resultar, por sí solo, elemento suficiente para justificar la declaración de inconstitucionalidad del art. 388 del decreto 1866/83, desde que se trata de una circunstancia variable y sujeta a reglamentación según lo dispuesto por el art. 75 de la ley 21.965. En definitiva, la determinación de los rubros que integran el haber mensual comporta el ejercicio de una facultad expresamente otorgada al Poder Ejecutivo Nacional por el art. 75 de la ley 21.965, y –en tal sentido- la Corte tiene dicho que el grado de acierto u error, mérito o conveniencia de la solución adoptada por otros poderes constituyen puntos sobre los cuales no cabe al Poder Judicial pronunciarse, en la medida en que el ejercicio de las facultades propias de aquellos no se constate irrazonable, inicuo o arbitrario, vicios que, por las razones expresadas, no se encuentran configurados en el caso.


    Canales, José Luis y otros c/ Estado Nacional (Policía Federal Argentina) s/ Suplementos fuerzas armadas y de seguridad


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 21000434/2012/CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Subsidio estatal. Interpretación de leyes federales. Nulidad del acto administrativo. Causa del acto administrativo. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En la tarea de establecer la correcta inteligencia de las normas federales, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones de los jueces de la causa y del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue. Mediante la resolución 9/2007, el entonces Ministerio de Economía y Producción creó un mecanismo destinado a otorgar subsidios al consumo, que se canalizaba por medio de los industriales y operadores que vendían en el mercado interno productos derivados del trigo, maíz, girasol y soja. Asimismo facultó a la ONCCA a dictar las normas complementarias a fin de lograr los objetivos establecidos en dicha medida. A partir de ello, el citado organismo, mediante su resolución 1.378/2007, incorporó al mecanismo de compensaciones los establecimientos que se dedicaban al engorde del ganado bovino a corral. Con base en tales normativas, el actor presentó sus solicitudes de compensación, las que fueron desestimadas por el art. 5° de la resolución conjunta que, en concreto, establece que “a partir de la entrada en vigencia de la presente medida, se tienen por denegadas y/o anuladas todas las solicitudes de compensaciones y/o subsidios y/o reembolsos que se encuentren pendientes del dictado de acto resolutivo, debiendo los peticionantes, en su caso, proceder a efectuar su solicitud conforme esta normativa. En el caso de las solicitudes que se encuentren pendientes de pago, la Unidad previo informe de la Secretaría Ejecutiva, impartirá las instrucciones tendientes a la prosecución del trámite administrativo”. En consecuencia, no pueden ser atendidas las críticas formuladas por el recurrente contra la sentencia de la anterior instancia, en cuanto declaró la nulidad del art. 5° de la resolución conjunta, pues el precepto atacado por el demandante carece de un requisito esencial para su validez, cual es el de su motivación. En efecto, requerir la configuración explícita de tal elemento como recaudo de validez del acto administrativo no puede calificarse como un rigorismo formal, ya que se trata de una exigencia que –por imperio legal- es establecida como elemental condición para la real vigencia del principio de legalidad en la actuación de los órganos administrativos, presupuesto ineludible del estado de derecho y del sistema republicano de gobierno. Así, antes que un mero formulismo, la mención expresa de las razones y antecedentes -fácticos y jurídicos- determinantes de la emisión del acto se dirige a garantizar una eficaz tutela de los derechos individuales, de modo que los particulares puedan acceder a un efectivo conocimiento de las motivaciones y fundamentos que indujeron a la administración al dictado de un acto que interfiere en su esfera jurídica, ello en función de un adecuado control frente a la arbitrariedad y del pleno ejercicio del derecho de defensa. Si bien es cierto que no existen formas rígidas para el cumplimiento de esta exigencia, la cual debe adecuarse –en cuanto a la modalidad de su configuración- a la índole particular de cada acto administrativo, no pueden admitirse fórmulas carentes de contenido, expresiones de manifiesta generalidad, o en su caso, circunscribirse a la mención de citas legales -que contemplan sólo una potestad genérica no justificada en los actos concretos-, pues tal interpretación equivaldría a prescindir de ese recaudo esencial cuya observancia es determinante para la validez del acto de que se trate. Sobre la base de tales principios, el art. 5° de la resolución conjunta no cumple con dicha exigencia. En efecto, de los considerandos de aquélla no surge cuáles han sido las razones o motivos que tuvo en miras la administración para rechazar las peticiones presentadas. Es decir, la norma impugnada omitió invocar fundamento alguno que sustente la negativa a las solicitudes de compensación, vulnerando, con tal proceder, el derecho de defensa del actor. Con arreglo a lo expuesto, el vicio apuntado constituye una causa de nulidad del acto emitido con tal defecto.


    Glibota, Pedro Pablo y otros c/ Estado Nacional - Mnisterio de Economía Resol. 235, 166 y 334/2011 y otros s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17202/2012/CS1, 07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Universidades


    Autonomía universitaria. Concursos docentes. Exclusión del concurso. Impugnación del acto administrativo. Derecho de defensa. Fundamentación del recurso. Denegatoria del recurso extraordinario. 


    El recurso extraordinario interpuesto no cumple con el requisito de fundamentación autónoma ni contiene una crítica prolija de la sentencia impugnada en los términos de la jurisprudencia de la Corte, es decir que no rebate todos y cada uno de los fundamentos en que se apoyó el tribunal para arribar a las conclusiones que agravian al apelante. La Cámara consideró que las resoluciones 98/2012 del Consejo Directivo de la Facultad de Ciencias Económicas y 595/2012 del Honorable Consejo Superior resultan nulas, pero sus argumentos no han sido desvirtuados por el apelante, quien se limitó a realizar afirmaciones meramente dogmáticas y genéricas referidas a las facultades discrecionales del jurado en la valoración de cuestiones académicas, a los efectos que corresponde asignar a la autonomía universitaria y la imposibilidad de revisión judicial que de ella deriva, aspectos que carecen de relevancia a los fines de rebatir las conclusiones a las que arribó la Cámara. La Corte en forma contraria a la postura del recurrente, sostuvo que la autonomía universitaria no puede ser entendida de tal manera que implique colocar a las universidades, en el plano normativo, al margen de todo control de constitucionalidad y legalidad, desconociéndose así el principio general del art. 116 de la Constitución Nacional, piedra angular del sistema judicial argentino. Asimismo, indicó que por amplia que sea la autonomía consagrada por la reforma constitucional, ésta no deja de estar engarzada en el ordenamiento jurídico en general, sin que pueda sostenerse que la autonomía universitaria es por sí misma un poder en sentido institucional. Por lo tanto, con toda la independencia que se quiera conceder a las universidades, siempre estarán sujetas a las leyes del Congreso. En tales condiciones, el recurso extraordinario deducido por la demandada carece de una crítica concreta y razonada, pues omite toda consideración acerca de los argumentos expuestos por el tribunal apelado para declarar la nulidad de los actos impugnados por el actor y, en consecuencia, no satisface el requisito de fundamentación autónoma a que se refiere el art. 15 de la ley 48.


    Moncarz, Pedro Esteban c/ Universidad Nacional de Córdoba s/ Recurso directo ley de educación superior ley 24.521


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 27171/2013/1/RH1, 29 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


     

  


  
    Capítulo xI


    Derecho Procesal Civil y Comercial


    Accidente in itinere


    Incapacidad. Indemnización. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 18036/2011/1/RH1, "Espósito, Dardo c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente ley especial",


    R., E. S. c/ Consolidar ART S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 16728/2011/CA1-CS1, 06 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo


    Excepción de incompetencia. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Ausencia de resolución definitiva. Remisión al dictamen de la causa CNT 38166/2014/1/RH1 "Radua, Agustín c/ Nuevas Cristalerías Avellaneda S.A. y otro s/ Accidente - Acción civil".


    Rodríguez, Gladys Beatriz c/ QBE Argentina A.R.T. S.A. y otro s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 70237/2014/1/RH1, 17 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Acción civil por accidente de trabajo


    Cuestiones de competencia. Excepción de incompetencia. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    Resulta de aplicación la tradicional doctrina de la Corte con arreglo a la cual las cuestiones de competencia no habilitan la jurisdicción del artículo 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el requisito de la sentencia definitiva. Tal principio admite excepción en los asuntos en que mediare denegación del fuero federal. Ello no acontece, pues la resolución declina la competencia ordinaria de un tribunal con asiento en Capital Federal en favor de otro de jurisdicción local Más allá de lo opinable que pueda resultar la resolución de la juzgadora, en un área de eminente naturaleza fáctica y procesal, tampoco se advierte un gravamen concreto y actual de insusceptible reparación ulterior que permita equiparla a una decisión definitiva, puesto que no clausura la vía intentada y el actor podrá acudir a la jurisdicción de un tribunal determinado para seguir tramitando su pretensión. En el punto, cabe recordar que la falta de sentencia definitiva no se suple por la alegación de arbitrariedad ni de garantías constitucionales supuestamente vulneradas En el marco de la solución propuesta, vale advertir que el quejoso no esgrime agravios concretos vinculados con la resolución de archivar las actuaciones, las que se encuentran en un estado inicial donde aún no se ha abierto a prueba.


    Ahumada, Alberto Ezequiel c/ Prevención ART S.A. s/ Accidente – Acción Civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20111/2014/1/RH1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 38/2014 (50-D)/CS1, "Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4084/2015/08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Acciones de clase


    Beneficio de litigar sin gastos. Igualdad ante la ley. Derecho de propiedad. Cuestión no federal. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Cuestión de derecho común. 


    Precedentes de los dictamenes de las causas CAF 17990/2012/1/RH1, "ADDUC y otros c/ AYSA: S.A. s/ proceso de conocimiento"; y COM 38707/2007/1/RH1 "Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ beneficio de litigar sin gastos".


    Las objeciones planteadas no constituyen cuestión federal pues las garantías constitucionales que entiende vulneradas no tienen una relación inmediata y directa con la cuestión controvertida. En efecto, tal relación existe cuando la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación del precepto constitucional invocado. Además, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto cubrir las discrepancias de las partes con lo resuelto, sino requiere que se logre demostrar que el fallo contiene defectos graves de fundamentación o que en él se ha omitido el tratamiento de cuestiones conducentes planteadas en la instancia ordinaria. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional. Los agravios sólo exhiben un criterio diverso al propuesto por la cámara en lo atinente a cuestiones de derecho común y procesal, ajenas a la instancia del artículo 14 de la ley 48.


    Usuarios y Consumidores Unidos c/ Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ Proceso de conocimiento


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4840/2014/1/RH1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos


    Derechos de incidencia colectiva. Costas. Gratuidad del procedimiento. Derechos del usuario. Derechos del consumidor. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 17990/2012/1/RH1, "ADDUC y otros c/ AYSA S.A. s/ Proceso de conocimiento". Precedente COM 039060/2011/1/RH001, "Recurso de hecho deducido por la actora en la causa Consumidores Financieros Asociación Civil p/ su Defensa c/ Nación Seguros S.A. s/ Ordinario".


    La cuestión vinculada con los alcances del artículo 55, último párrafo, de la Ley 24.240 que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de derechos de incidencia colectiva ha sido analizada por esta Procuración General en los autos CAF 17990/2012/1/RH1, "ADDUC y otros c/ AYSA S.A. s/ Proceso de conocimiento". En aquella oportunidad se puntualizó que la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. Asimismo, se explicó que en el precedente COM 039060/2011/1/RH001, "Recurso de hecho deducido por la actora en la causa Consumidores Financieros Asociación Civil p/ su Defensa c/ Nación Seguros S.A. s/ Ordinario", la Corte Suprema señaló que "...la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, se recordó que la Corte Suprema expuso en el citado caso que "... el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos" y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". En este sentido, cabe puntualizar que el beneficio de litigar sin gastos como instituto procesal encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. A ello cabe agregar que; en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que los usuarios enfrentan al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. El beneficio de justicia gratuita del artículo 55 de la Ley 24.240, con el alcance que aquí se propicia, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 38707/2007/1/RH1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia


    Desplazamiento de la competencia. Fuero de atracción. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, requisito que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el caso, no media denegación del fuero federal, en tanto la resolución apelada declina la competencia ordinaria de un juez de la Capital Federal en favor de otro magistrado de la misma jurisdicción. Tampoco se advierte un gravamen concreto y actual no susceptible o de insuficiente reparación ulterior que permita equiparar la resolución a una sentencia definitiva puesto que no clausura la vía procesal intentada y la actora queda sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado, en el que puede seguir tramitando su pretensión.


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Transporte Automotor Plaza S.A. s/ Ejecución Fiscal


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 50315/2014/1/RH1, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Accidente de trabajo. Asegurador por riesgos de trabajo. Indemnización. Competencia Nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, “Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido”.


    Chávez, Leticia c/ Swiss Medical ART. s/ Accidente


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 73258/2015/CS1, 10 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Higiene y seguridad del trabajo. Competencia Nacional. 


    La Corte tiene establecido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada; Es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes antes de resolver la competencia, sin perjuicio de la ulterior remisión al Juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Semino, Juan Pablo c/ Argenova SA y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 69120/2015/CA2-CS1, 26 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización. Higiene y seguridad del trabajo. Competencia Nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, “Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido”.


    Climiño, Luis Vicente c/ Provincia ART S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 60283/2014/CS1, 10 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Accidente ferroviario. Competencia civil. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. De tal exposición en el presente, el actor promovió demanda contra UGOFE y luego la amplió contra el Estado Nacional, con el objeto de reclamar el pago de los daños y perjuicios sufridos como consecuencia del accidente acaecido. Tiene dicho la Corte que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil. Por lo expuesto, la causa debe seguir su trámite ante la justicia nacional en lo civil.


    Ballesteros, Nelson Ovidio c/ UGOFE S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 84946/2013/CS1-CA2, 26 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Accidente in itinere. Indemnización por muerte del trabajador. Daños y perjuicios. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, “Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido”.


    Matuchaka, Johana Andrea c/ A Evangelista S.A. y otro s/ Accidente - Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 67335/2016/CS1, 22 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Ley sobre riesgos del trabajo. Competencia excepcional. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido".


    García, Cristian Esteban c/ Asociación Ward y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 61485/2015/CS1, 03 de mayo de 2017


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido".


    Gauto, Elvio Valentín c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 24328/2015/CS1-CA2, 03 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido".


    Vanlascott, Adolfo Emilio c/ La Caja ART S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 4070/2016/CS1, 28 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido".


    Luyo Jakie, Orlando Diego c/ INC S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38408/2015/CS1, 03 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Competencia laboral. 


    Dictamen y fallo en la causa CNT 36780/2014/CS1, “Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido”.


    Tal como surge del relato de los hechos de la demanda, los cuales deben ser considerados a fin de resolver las cuestiones de competencia, el actor reclama el resarcimiento de los daños y perjuicios que arguye haber sufrido con motivo de un accidente de trabajo sobre la base de preceptos civiles y de otros sistemas de responsabilidad de naturaleza laboral -incumplimiento de deberes de seguridad e higiene, prevención y contralor-. En consecuencia y por las conclusiones del precedente citado en el campo referencia, a las que corresponde remitir, corresponde conocer en las presentes actuaciones al Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo.


    Mendoza, Alex Fabián c/ ART Interacción S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)"


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 1786/2016/CS1, 26 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido".


    Gómez, Luis Eduardo c/ Argenmar S.A. y otro s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 23391/2016/CS1, 27 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Responsabilidad del empleador. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido".


    Gómez, Enzo Hilario c/ ART Liderar S.A. s/ Accidente - Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 57093/2014/CS1, 26 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido".


    López, Griselda Tamara c/ ART Interacción S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 43165/2016/CS1, 10 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Cobertura médica. Medidas cautelares. Cámara federal de apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez donde se encuentra radicada la causa.


    Resulta aplicable el criterio del Tribunal, en el sentido de que la alzada del magistrado ante el cual vino a quedar radicada una causa, es la que debe resolver los recursos deducidos contra las medidas cautelares dictadas por el juzgado incompetente que previno en el proceso.


    B. B., María Graciela (en representación de A.B.L.) c/ OSDE s/ Amparo contra actos particulares


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 626/2017/CS1, 18 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Contrato de fútbol. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    El presente caso es de la competencia de la justicia ordinaria, pues lo debatido centralmente se vincula con la interpretación y alcance de las cláusulas del convenio celebrado entre la parte actora y el club, sin que se advierta que se encuentre controvertida la inteligencia o aplicación de alguna norma de naturaleza federal.


    Pardo, María Elizabeth y otro c/ A.F.A. y Club Atlético Lanús s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1969/2016/CS1, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


     Créditos hipotecarios para la vivienda. Incumplimiento del contrato. Ex empresas del Estado. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial.


    Programa de Crédito Argentino.


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal (art. 116), y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. Se trata de un incumplimiento contractual, cuestión propia del ámbito del derecho privado, razón por la cual no se advierte, dentro del limitado marco cognoscitivo en que se resuelven las cuestiones de competencia, que se encuentre en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata. En nada afecta a tal conclusión que el vínculo entre las partes se haya planteado en el contexto del Programa de Crédito Argentino del Bicentenario instaurado por el decreto 902/12, dado que sus términos y condiciones se encuentran fuera del ámbito de discusión del presente. En cuanto a la competencia federal en razón de las personas, cabe precisar que no es parte en estas actuaciones el Estado Nacional o alguna entidad nacional con derecho al fuero federal, ni se advierte configurado el requisito de distinta vecindad. En efecto, la sociedad codemandada es, de conformidad con lo establecido en los arts. 16 de la ley 24.855 y 26 del decreto reglamentario 924/97, una sociedad anónima regida por la ley 19.550, a partir de su privatización y consiguiente derogación de la carta orgánica por la que la entidad quedaba sometida al Estado Nacional. En tales condiciones, toda vez que la jurisdicción federal es un fuero de excepción, y al no constatarse una causa especifica que lo haga surgir, el pleito debe continuar su trámite ante la justicia provincial.


    Asociación Civil Barrio La Esperanza c/ Latasa, Alfonsina Valeria y otro s/ Amparo Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1529/2016/CS1, 06 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Filiación. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Voluntad procreacional. Plan de parentalidad. Derecho de comunicación. Competencia nacional. 


    Triple filiación.


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 593/2015/CS1, “B., M. C. c/ G.C.B.A. s/ Filiación”.


    A., N. R. y otros c/ Gobierno de la ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1073/2017/CS1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Sindicatos. Derechos sindicales. Cuestión de derecho común. Autonomía provincial. Competencia civil y comercial. Competencia laboral. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia.


    La Corte ha reiterado que la atribución de competencia a la justicia local que establece el artículo 63 de la ley 23.551, es consecuencia de la regulación que ha juzgado conveniente disponer el Congreso, en relación a una materia regida por el derecho común (Ley de Asociaciones Sindicales), con la reserva de jurisdicción que incumbe a cada provincia (art. 75, inc. 12, C.N.), salvo los casos especiales de competencia excepcional que la propia norma prevé. Por lo demás, la sola circunstancia que el Ministerio de Trabajo Nacional sea la autoridad de aplicación de la ley 23.551, no implica que ese organismo sea parte necesaria en las contiendas judiciales entre trabajadores y entidades sindicales.


    Romanchuk, Gabriela Ines c/ Guadarrama Juan Antonio s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1022/2017/CS1, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Acción de regreso. Competencia comercial. 


    A los fines de resolver las cuestiones de competencia debe estarse a los hechos expuestos en la demanda, así como indagar el origen y naturaleza de la petición y la relación de derecho existente entre las partes. En ese marco, es competente la justicia comercial pues, no mediando un conflicto entre trabajador y empleador, el caso resulta ajeno al artículo 20 de la ley 18.345. Se agrega a ello que, prima facie, no posee influencia decisiva para la solución del litigio la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho laboral.


    Berkley International ART S.A. c/ Valenti Especialidades S.A. s/ Otros reclamos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 7523/2016/CS1, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Acciones posesorias. Subasta de inmuebles. Competencia por conexidad. 


    Si bien en las acciones posesorias sobre bienes inmuebles resulta competente el juez del lugar donde está situada la cosa litigiosa según dispone el artículo 5 inciso 1° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el fórum conexitatis estatuido en el artículo 6° posibilita sustanciar ante un mismo magistrado causas relacionadas entre sí, y su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia, lo cual importa admitir el desplazamiento de un juicio a favor de otro juez con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones vinculadas por la misma relación jurídica y evitar el dictado de sentencias contradictorias. En el caso, median circunstancias fácticas y jurídicas comunes que conviene concentrar en un mismo tribunal y que dan fundamento a la conexidad instrumental, que está enderezada también a asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, evitando el dictado de sentencias contradictorias.


    Paz, Adriana Antonia c/ Fissolo, Edgardo Armando y otro s/ Interdicto


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 29365/2016/CS1, 13 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    La admisión del forum conexitatis previsto en el artículo 6° del Código adjetivo, posibilita la sustanciación ante un mismo juzgado de causas vinculadas. A su vez, la aplicación del instituto constituye una causal de excepción a las reglas generales sobre competencia e importa admitir el traslado de la jurisdicción natural en favor de otro juez, dada la conveniencia de concentrar ante un tribunal todas las acciones ligadas a una misma relación jurídica y de evitar el riesgo del dictado de sentencias contradictorias. En ese orden, resulta razonable declarar operativa la conexidad de los pleitos y que el juez provincial asuma el conocimiento del que tramita en el fuero nacional. Es que ambos procesos se refieren al mismo evento y se sustancian contra las mismas demandadas. En esta causa la aseguradora reclama la repetición de las sumas que pagó por el accidente in itinere de los damnificados; y en la que tramita en el foro local éstos persiguen la reparación de los daños padecidos en aquél siniestro.


    Liberty ART S.A. c/ Ojeda, Enrique Pastor y otro s/ Interrupción de prescripción


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 11229/2011/CS1, 10 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Alumbrado, barrido y limpieza. Falta de pago. Competencia civil. 


    La Corte Suprema de Justicia de Nación, desde antiguo, ha consagrado el principio de que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia de los jueces son de orden público y, en consecuencia, aun en caso de silencio de ellas, se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes, siempre que ello no importe privar de validez a los actos procesales ya cumplidos conforme a las leyes anteriores. En línea con lo anterior, también tiene dicho que el límite para la referida transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de lo que ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces. Sentado ello, las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos. Por lo tanto, la causa debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil.


    MCBA c/ SIFCO S.A. s/ Ejecución fiscal


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 140151/1995/CS1, 29 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Amparo. Asistencia médica. Suministro de medicamentos. Programa federal de salud. Competencia provincial. 


    Transferencia a la órbita provincial. Remisión a los fallos de las causas FSM 4931/2014/CS1, "Host, Enrique c/ PROFE s/ Prestaciones médicas"; FMP 10027/2015/CS1, "Parasuco, Raquel el PROFE - Programa Federal de Salud s/ Amparo contra actos de particulares"; y CSJ 963/2016/CS1, "Tito, Margarita c/ Ministerio de Salud – PROFE s/ Amparo”.


    El amparo interpuesto por el defensor oficial se dirige a obtener la medicación prescripta al actor para tratar la enfermedad que sufre y su tratamiento psicológico. El amparista se domicilia en la ciudad de Bahía Blanca y el reclamo se orienta contra el Programa Incluir Salud (ex PROFE). En esos términos, el problema encuentra suficiente respuesta en lo decidido por esa Corte en los autos FSM 4931/2014/CS1, "Host, Enrique c/ PROFE s/ Prestaciones médicas"; FMP 10027/2015/CS1, "Parasuco, Raquel el PROFE - Programa Federal de Salud s/ Amparo contra actos de particulares"; y CSJ 963/2016/CS1, "Tito, Margarita c/ Ministerio de Salud – PROFE s/ Amparo”, entre otros, a los que cabe estar, en lo pertinente, por razón de brevedad. En efecto, allí se observó que si bien el "PROFE" fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias adhirieron al sistema con el objeto de que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica. En lo que atañe al ámbito bonaerense, se apuntó que el decreto 880/04 aprobó el convenio entre la Nación y la provincia; y posteriormente, el decreto 1532/10 transfirió -a partir del 01/07/10- la Unidad Ejecutora PROFE, del marco del IOMA a la órbita del Ministerio de Salud provincial, con sus acciones, estructura, cargos y recursos.


    Ríos, Ramón c/ Programa Incluir Salud s/ Amparo Ley 16.986


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 13540/2016/1/CS1, 15 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Asegurador por riesgos de trabajo. Restitución de sumas de dinero. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Tiene dicho la Corte que los conflictos de competencia entre jueces de extraña jurisdicción deben resolverse por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimientos. La corte tiene establecido que la admisión del fórum conexitatis estatuido en el artículo 6° del Código ritual, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas relacionadas, y su aplicación constituye una causal de excepción a las normas sobre competencia contenidas en ese código que importa admitir el desplazamiento de un juicio a favor de otro juez, con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un tribunal las acciones que se hallan vinculadas por la misma relación jurídica y de evitar así el riesgo de dictado de pronunciamientos contradictorios. Al referirse los juicios al mismo accidente de tránsito y mediar identidad de demandados, corresponde declarar operativa la conexidad y atribuir al juez local el conocimiento de este pleito.


    Asociart S.A. ART c/ La Nueva Perla S.R.L. y otros s/ Interrupción de prescripción (Artículo 3986 Código Civil)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 21325/2014/CS1, 06 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Debe intervenir el fuero comercial pues, al no mediar conflicto entre un empleado y su empleador, el caso resulta ajeno al artículo 20 de la ley 18.345. Se agrega a ello que, prima facie, no posee influencia decisiva para la solución del litigio la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho laboral.


    Asociart S.A. ART c/ Bosan S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 34414/2015/CS1, 07 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Cajas de previsión. Cobro de sumas de dinero. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 143, L. XLV, "Martínez Borda, P. c/ Fondo Compensador para Jubilados y Pensionados Telefónicos s/ Cobro de pesos", y CSS 89593/2012/CS1, "Peluffo, Jorge c/ Centro de Capitanes de Ultramar y Oficiales de la Marina Mercante s/ Cobro de pesos”.


    Rossomando, Silvia Ester Hortensia c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de pesos


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 39185/2014/CS1, 22 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Cámara federal de apelaciones. 


    Remisión a Fallos: 339:740 (“Constantino...”).


    Racioppi, Federico c/ ANSES s/ Reajustes varios


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 39957/2006/CA1 - CS1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Certificado de trabajo. Daños y perjuicios. Justicia nacional en lo civil. 


    La peticionaria persigue que la demandada -ex empleadora de su marido fallecido- asuma la reparación de los daños y perjuicios por la falta de entrega de una constancia donde se informe la remuneración que ostenta una persona que ocupa el mismo cargo que el que tenía su cónyuge, para poder presentarla ante el organismo previsional solicitante y obtener un posible reajuste en su haber de pensión. El presente caso escapa a la aptitud jurisdiccional de la justicia laboral pues no encuadra en lo dispuesto por el artículo 20 de la ley 18.345, ya que no hay un vínculo laboral entre la pretensora y la demandada y menos aún con el trabajador fallecido. En tal sentido, la legislación vigente en materia de distribución de competencia de la justicia nacional, ha establecido en el artículo 43, inciso b, del decreto-ley 1285/58, según texto del artículo 1° de la ley 24.290, que resulta competente en acciones de naturaleza como la presente, la justicia nacional en lo civil.


    Rivaroli, Elsa Ester c/ Electroingeniería S.A. s/ Otros reclamos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 10444/2016/CS1, 06 de febrero de 2017


    Ver dictamen


     Cobro de expensas comunes. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia civil.


    Fallo en la causa CIV 12515/2006/CS1, “Vilchi de March, María Angélica c/ PAMI y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Las reglas que rigen el fuero de atracción del sucesorio son imperativas o de orden público, pues tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión, por lo que no pueden ser dejadas de lado, ni aun por convenio de partes. En el fallo de referencia, la Corte dijo que la solución según la cual el juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto, se ajusta a lo establecido por el Código Civil y Comercial de la Nación. Bajo esa regla, en la ejecución de una deuda por expensas devengadas con fecha anterior al fallecimiento de la demandada, procede el fuero de atracción.


    Consorcio Propietarios Av. De Mayo 7XX c/ Nudel, Susana Adelina y otro s/ Ejecución de expensas


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 30946/2001/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Economía procesal. Celeridad procesal. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Pluralidad de jurisdicciones.


    Para dilucidar las cuestiones de competencia debe estarse a los hechos de la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se alega como fundamento de la petición. Es claro que la materia del litigio es civil, en el sentido de que su decisión habrá de pasar por la aplicación de normas de derecho común. A ello se suma que resulta del escrito de inicio la distinta vecindad de las partes.


    Terminal 6 S.A. c/ Fluvialco Navegación S.A. s/ Cobro de pesos- Sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1144/2017/CS1, 17 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CIV 45881/2015/CS1, "Municipalidad de Picún Leufú c/ Lehmann, Kevin s/ Ejecución".


    Municipalidad de Picun Leufu c/ Carrion, Ángel Constantino s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 360/2017/CS1, 20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    El Alto Tribunal no está llamado a intervenir en esta controversia, ya que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, le corresponde dirimir el conflicto a la alzada de la que depende el magistrado que previno.


    Nasife, Elsa Esther c/ HCBC Seguros de Retiro Argentina S.A. s/ Sumarísimo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2667/2016/CS1-CA1, 04 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia por la materia. Amparo. Asistencia médica. Medicina prepaga. Alcance de la cobertura. Trastornos generalizados del desarrollo. Competencia federal. 


    Remisión a los autos S.C. Comp. 743, L. XLV, "Luraschi, Cecilia s/ Acción de amparo"; S.C. Comp. 590, L. XLVIII, "G., G. D. S. c/ lOMA y otro"; S.C. Comp. 352, L. XLIX, "Leguiza, Ángela Beatriz c/ IOMA s/ Amparo"; y Comp. FLP 17807/2014/1/1CS1, "G., A. A. y otro c/ IOMA s/ Incidente”.


    M., R. A. y otro/a c/ Caja de Previsión Social para Abogados Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2321/2016/CS1, 15 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa FMZ 16901/2013/CS1-CA2 "Tramat S.A. c/ Expreso Uspallata S.A. y otro s/ Acuerdo preventivo".


    Expreso Uspallata S.A. s/ Concurso Grande


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2007/2017/CS1, 04 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia territorial. Accidente de trabajo. Asegurador por riesgos de trabajo. Indemnización. Competencia Nacional. 


    No existe un conflicto de competencia que corresponda resolver a la Corte Suprema; los autos fueron erróneamente remitidos al fuero nacional civil, que tiene la misma jurisdicción territorial, lo que obsta a la configuración de una contienda negativa de competencia.


    Pedrozo, Juan c/ La Segunda ART S.A. y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 107379/2016/CS1, 10 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Compraventa. Actividad inmobiliaria. Perpetatatio jurisdictions. Economía procesal. Seguridad jurídica. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Resulta razonable declarar operativa la conexidad y atribuir al juez nacional el conocimiento del litigio, dado que en la causa radicada en esta Ciudad se notificó primero el reclamo. Ello es así, porque de la lectura de los autos y de los que tramitan en sede provincial, emerge que ambos juicios se refieren al mismo emprendimiento inmobiliario, y que media identidad en la parte demandada. Vale referir que en la causa promovida ante la justicia nacional, se cuestiona la validez de los boletos de compraventa suscriptos por la demandada, muchos de los cuales fueron agregados a las actuaciones en virtud de presentaciones en ese expediente, realizadas por personas (art. 90 CPCCN) que invocan ser adquirentes de buena fe y a título oneroso. En tal contexto y, teniendo en cuenta que media identidad de parte demandada, resulta pertinente declarar operativa la conexidad, disponiendo su trámite ante el magistrado nacional, en razón de principios de economía y celeridad procesal como así también de seguridad jurídica, para asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, evitando el dictado de sentencias eventualmente contradictorias.


    Sapia Leonardo c/ Andrade, Graciela Raquel s/ Resolución de contrato Compra/ Venta inmuebles


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 894/2017/CS1, 26 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Competencia por conexidad. Domicilio social. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Las normas de competencia en materia de concursos son de orden público y no pueden ser alteradas por las partes o los tribunales en su aplicación. Por otro lado, la ley 24.522 prevé en su artículo 3°, inciso 3°, que, en caso de concurso de personas de existencia ideal de carácter privado regularmente constituidas, debe entender el juez del lugar del domicilio social inscripto.


    Areco Consignaciones S.R.L. s/ Concurso preventivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1837/2016/CS1, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Conclusión del acuerdo preventivo. Fuero de atracción. Competencia por la materia. Competencia comercial. 


    La deuda en cuestión se devengó con anterioridad a la sentencia de concurso preventivo de la sociedad demandada, razón por la resulta aplicable el fuero de atracción previsto en el artículo 21 (según ley 26.086), toda vez que opera respecto de obligaciones de causa o título anterior a la apertura del concurso. Por su parte, el artículo 59 de la ley 24.522 establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo preventivo, sus consecuencias respecto de la actuación del síndico y la intervención de otros funcionarios concursales; de los efectos de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del proceso universal y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transporte Nueve de Julio S.A.C. s/ Ejecución Fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 836/2017/CS1, 27 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Domicilio inscripto. Seguridad jurídica. Competencia nacional. 


    Las normas de competencia en materia de concursos son de orden público y no pueden ser alteradas por las partes o los tribunales en su aplicación. Por otro lado, la ley 24.522 prevé en su artículo 3°, inciso 3°, que, en caso de concurso de personas de existencia ideal de carácter privado regularmente constituidas, debe entender el juez del lugar del domicilio social inscripto. Al generar una competencia presunta y obligada, la ley concursal tuvo en cuenta la normativa en materia societaria que impone la obligación de inscripción de las modificaciones estatutarias para ser oponibles a los terceros.


    Airca S.A. s/ Concurso preventivo (Pequeño)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 845/2017/CS1, 26 de octubre de 2017


    Ver dictamen


      Concursos. Sociedades comerciales. Inscripción de sociedades. Economía procesal. Domicilio social. Competencia civil y comercial.


    La ley 24.522 prevé en su artículo 3°, inciso 3°, que, en caso de concurso de personas de existencia ideal de carácter privado regularmente constituidas, debe entender el juez del lugar del domicilio social inscripto. Es conveniente señalar que, al generar una competencia presunta y obligada, la ley concursal tuvo en cuenta la normativa en materia societaria que impone la obligación de inscripción de las modificaciones estatutarias para ser oponibles a los terceros –art. 12, ley19.55-. La excepción a la regla impuesta por el artículo 3, inciso 3°, de la ley 24.522 sólo es posible ante la existencia de un domicilio ficticio, caracterizada como aquél aparente y convencional, lo cual no aparece con certeza así configurado en la causa, desde que allí funciona una sede de la sociedad. A fin de evitar situaciones que comprometan los intereses de los acreedores y por razones de seguridad jurídica, es necesario en el caso tener en cuenta el domicilio social inscripto a los efectos de establecer la competencia judicial.


    Organizadora Coordinadora Argentina s/ Concurso Preventivo (Grande)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1469/2017/CS1, 11 de octubre de 2017


    Ver dictamen


     Consignación de documentos. Despido indirecto. Empleo no registrado. Acumulación de procesos. Competencia laboral. Competencia provincial.


    Cabe estar al artículo 44 de la ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo, el que prevé que la acumulación de los juicios “... se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda ...” y “... se requerirá que el juez al que le corresponda entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia”.


    Salva, Alejandro Gabriel c/ La Galvanoplástica S.A. y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 58156/2012/CS1-CA1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Procedimiento laboral. Acumulación de procesos. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Procede estar al artículo 44 de la ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo, el que prevé que la acumulación “... se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda” y “se requerirá, que el juez al que le corresponda entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia”.


    Arruabarrena, Carlos Alberto c/ Nuestro Lugar Vidka S.R.L. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 79684/2016/CS1, 07 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Contrato de telefonía celular. Incumplimiento del contrato. Daños y perjuicios. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    En autos se remite con influencia decisiva al estudio de la responsabilidad derivada del incumplimiento de las obligaciones emergentes de un contrato celebrado entre particulares, un usuario del servicio de telefonía celular y la empresa prestadora del mismo. En casos análogos, la Corte declaró la competencia de la justicia local con fundamento en que la discusión no está directamente relacionada con las reglas contenidas en la Ley Nacional de Telecomunicaciones 19.798 y en que no se dan los supuestos de los artículos 116 de la Constitución Nacional y 2 de la ley 48.


    Gomez, Marta Graciela c/ CTI s/ Daños y perjuicios por incumplimiento contractual (sin resp. Estado)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1387/2016/CS1, 17 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Curatela. Establecimientos penitenciarios. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Dado que las finalidades del proceso de curatela establecido por el artículo 12 del Código Penal se encuentran agotadas, la cuestión se ha tomado abstracta y, consecuentemente, que un pronunciamiento de la Corte Suprema devendría inoficioso.


    H. M. s/ Apremio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1591/2017/CS1, 19 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Domicilio real. Ejecución de la pena. Juzgado de familia. Competencia provincial. 


    Tanto el domicilio real como el lugar de la ejecución de la pena se encuentran en el ámbito bonaerense, corresponde disponer la restitución de estos autos al Juzgado de Familia provincial.


    S., M. D. s/ Curatela


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1832/2017/CS1, 11 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Corresponde conferir intervención al foro del lugar de residencia del causante, por lo que la causa deberá quedar radicada ante la justicia de la provincia de Buenos Aires.


    N. M. B. y otro s/ Curatela


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 357/2017/CS1, 11 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de navegación. Transporte fluvial. Transporte interno. Facultades del gobierno nacional. Competencia federal. 


    Precedentes de Fallos: 321:3453, 324:387, y 334:757.


    Como ha sido esclarecido en los precedentes de la referencia, la navegación interjurisdiccional, es una sola y no cabe circunscribir la potestad de la que está investido el Gobierno Federal para reglamentarla a determinado tipo de buques, porque si así fuera, las provincias podrían regular todo lo referente a las embarcaciones menores, o no destinadas al comercio. Por lo demás, atañe a las autoridades federales legislar acerca de la navegación fluvial, uno de cuyos aspectos relevantes es la seguridad de los artefactos usados en ella, por lo que no cabe excluir de tal jurisdicción a cualquier hecho que haya afectado de alguna manera la circulación, aun cuando de él no resulte concreto obstáculo o entorpecimiento para la de otros buques.


    Fernandez Urquiza, Tupac Nahue c/ Leoni, Agustín y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 506/2017/CS1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Asegurador. Lugar del hecho. Competencia civil. 


    En caso de acciones personales derivadas de hechos ilícitos en los que se demanda, entre otros, a una compañía de seguros, los eventuales damnificados pueden optar por deducir la demanda ante el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador, con arreglo al artículo 118 de la ley 17.418.


    Vargas, Yanina c/ Jonusa, Héctor y otro s/ Daños y perjuicios (Accidente de tránsito c/ Lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 77031/2016/CS1, 14 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Jueces naturales. Competencia nacional.



    Dado que el fuero de atracción se hizo operativo en base a un dato incorrecto, la intervención del juez del sucesorio en este proceso de daños es improcedente puesto que el difunto resulta extraño a los sucesos que aquí se ventilan. En consecuencia, es menester que sea el juez natural el que dirija el trámite y defina el conflicto jurídico de fondo.


    Benítez, Rosa Margarita c/ Torilla, Luis Maria y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 515/2017/CS1, 11 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria al no revestir carácter de sentencia definitiva; requisito que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Lackovic, Eduardo c/ Soruco Estrada, Carlos Eduardo y otro s/ Daños y perjuicios (Acc. tran. sin lesiones)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 38071/2014/CS1, 28 de abril de 2017


    Ver dictamen


     Accidentes de trabajo. Competencia laboral.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido".


    Barrios, Víctor Ricardo c/ Work Group S.R.L. y otro s/ Daños y perjuicios (Accidentes de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 67802/2016/CS1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido".



    Kalatakis, Enrique Leonel c/ Asociart ART S.A. y otro s/ Daños y Perjuicios (Accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 73327/2016/CS1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido".


    Anze, Tomás René c/ Asociart S.A. A.R.T. s/ Daños y perjuicios (Accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 64153/2014/CS1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Economía procesal. Competencia laboral. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen de la causa CNT 36780/2014/CS1, "Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido"; Y resuelto en sentido concordante por la Corte Suprema.


    Romero, Elizabeth Dora c/ Geriátricos Privados Don Bosco S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38337/2016/CS1, 26 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


     Acciones personales. Competencia provincial. Competencia civil y comercial.


    Remisión al fallo de la causa CIV 12515/2006/CS1, "Vilchi de March, María c/ PAMI y otros s/ Daños y perjuicios".


    El Tribunal entendió que la solución en orden a la competencia de las acciones personales promovidas con anterioridad al fallecimiento del causante, que eran atraídas al juicio sucesorio según el derogado artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil, se ajusta a lo dispuesto por el actual Código Civil y Comercial de la Nación.


    Costa Tolona, Elvira Noemí c/ Telecom Argentina S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 79569/2010/CS1, 09 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Acreedores de la sucesión. Nombre comercial. Nombre de fantasía. Domicilio del causante. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    La parte accionada, no es una entidad jurídica, sino un nombre de fantasía puesto al servicio del giro de los negocios pertenecientes a una persona física que ha fallecido. Es doctrina de la Corte que la solución del derogado artículo 3284, inciso 4°, C.C., en materia de acciones personales de los acreedores del causante, se ajusta a lo dispuesto por el Código Civil y Comercial de la Nación.


    Seance S.R.L c/ Electromecánica Vasconcellos s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 446/2017/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    ANSES. Competencia ratione personae. Prerrogativa de invocación del fuero.


    Es doctrina admitida que cuando el fuero federal surte ratione personae, puede ser declinado por el titular del privilegio, y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso. De tal manera, la ANSES en oportunidad de comparecer a juicio, conservaba la prerrogativa de invocar o no el fuero federal que le concierne en su calidad de aforada; facultad que finalmente no ejerció, consintiendo así la intervención del tribunal local.


    Sesanego, Gladys Mabel c/ Fiat Auto Argentina y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 209/2017/CS1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Derechos del consumidor. Actos ilícitos. Competencia nacional. 


    Para dilucidar asuntos de competencia, debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, como así también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. El reclamo del actor no está directamente vinculado a las normas contenidas en la legislación nacional sobre telecomunicaciones, y aún no se encuentra operativo el fuero local inherente a las relaciones de consumo. En tales condiciones, el supuesto encuadra en el artículo 43, inciso b), del decreto-ley 1285/58, texto según Ley 24.290.


    Dalessio, Roberto Alejandro c/ Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 80872/2016/CS1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Economía procesal. Acumulación de procesos. Competencia por conexidad. Competencia de familia. 


    Único tribunal a cargo.


    Las disputas de competencia entre jueces de distintas jurisdicciones deben ser resueltas por aplicación de normas nacionales de procedimientos, como único medio razonable de mantener la coexistencia entre las jurisdicciones dentro de un orden federal. La solución de este tipo de conflictos exige atender al relato de los hechos contenido en el escrito inicial, e indagar acerca del origen y la naturaleza de la pretensión. Es aconsejable que intervenga un solo tribunal para lograr una mayor eficiencia en el trámite y una unidad de criterio en el juzgamiento.


    R., M. I. c/ Montello Luis s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 28369/2014/CS1, 12 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


     Empresa de servicios eléctricos. Prestación del servicio público. Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Justicia nacional en lo civil.


    La Corte no está llamada a intervenir desde que, al haberse planteado entre los jueces de primera instancia civil y civil y comercial federal de la Ciudad de Buenos Aires, debe ser resuelto por la alzada de la que dependa el juez que previno.


    Perfinsa Cooperativa de crédito consumo vivienda turismo y servicios asistenciales Ltda. c/ Edesur S.A. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 50748/2014/CS1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Falta de servicio público. Responsabilidad del Estado. Responsabilidad de la empresa ferroviaria. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Precedente de Fallos: 328:293.


    Según criterio de la Corte, las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Acosta, Eliana Solange c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencias y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 34682/2014/CS1, 16 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Precedente de Fallos: 328:293.


    Según criterio de la Corte, las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Britos, Luz Clara c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Federal I. P. y S. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 45520/2014/CS1-CA1, 28 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Precedente de Fallos: 328:293.


    Según criterio de la Corte, las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Chari, Silvina Daiana c/ Estado Nacional - Ministerio de Interior y Transporte - S. T. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 39931/2012/CS1, 20 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Precedente de Fallos: 328:293.


    Según criterio de la Corte, las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Rami, Silvia Natalia c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencias y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 44572/2013/CS1, 28 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de tránsito. Acreedores de la sucesión. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    Precedente del fallo de la causa CIV 12515/2006/CS1, “Vilchi de March, María A. c/ PAMI y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Las reglas que rigen el fuero de atracción del sucesorio son imperativas o de orden público, pues tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión, por lo que no pueden ser dejadas de lado, ni aun por convenio de partes. En el precedente de la referencia, la Corte dijo que la solución según la cual el juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto, se ajusta a lo establecido por el Código Civil y Comercial de la Nación.


    Bakker, Bernardo y otro c/ Epu Kona S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 69844/2016/CS1, 23 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Muerte de las partes. Acreedores de la sucesión. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    Precedente del fallo de la causa CIV 12515/2006/CS1, “Vilchi de March, María A. c/ PAMI y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Las reglas que rigen el fuero de atracción del sucesorio son imperativas o de orden público, pues tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión, por lo que no pueden ser dejadas de lado, ni aun por convenio de partes. En el precedente de la referencia, la Corte dijo que la solución según la cual las acciones personales promovidas con anterioridad al deceso del causante son atraídas al sucesorio, se ajusta a lo dispuesto por el nuevo Código Civil y Comercial de la Nación.


    Pérez, Rubén c/ Kiyan, Ángel y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 63898/2012/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Inhibición general de bienes. Competencia por conexidad. Economía procesal. Seguridad jurídica. Competencia provincial. 


    La admisión del fórum conexitatis, reglado en el artículo 6° del Código adjetivo, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de las causas relacionadas. A su vez, la aplicación de este instituto configura una causal de excepción a las reglas sobre competencia que importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otro juez, dada la conveniencia de reunir ante un tribunal las acciones vinculadas por la misma relación jurídica y evitar así el riesgo del dictado de pronunciamientos contrapuestos. Toda vez que la acción tiene por objeto el resarcimiento que una ejecución ocasionó a la reclamante, y que media identidad de partes, resulta conveniente que se disponga su trámite ante el juez que dictó la restricción en cuestión, en razón de principios de economía y celeridad procesal, como así también de seguridad jurídica. La Corte tiene dicho que si bien el artículo 354, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación prevé el archivo del expediente en el caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, esa norma no puede extenderse más allá de aquellos supuestos en que sea admisible ponderar inválido lo actuado ante el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud.


    Zanetti, Alicia c/ Palacios, Verónica Fabiana s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 6693/2013/CS1-CA1, 13 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Medicina prepaga. Incumplimiento del contrato. Competencia provincial. 


    La Corte ha reiterado que para resolver cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como apoyo de la pretensión. El objeto del proceso remite al estudio de aspectos contractuales, propios del derecho común, sin que se encuentre controvertida la instrumentación del sistema de salud. Es que resulta de los dichos del actor que la entidad de medicina prepaga no le está negando la cobertura por razones sustantivas, sino que le exige el pago de al menos parte de lo adeudado para poder continuar con la prestación.


    Romano, Bruno c/ MEDIFE Asociación Civil s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1753/2017/CS1, 12 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


     Muerte de las partes. Juicios contra el Estado. Economía procesal. Fuero de atracción. Competencia provincial.


    Incorrecta traba de la contienda.


    La actora promueve acción por deudas cuyo origen sería anterior al deceso de la causante. En ese plano, el juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto, y opera aun tratándose de procesos universales que correspondieren al fuero federal, sea cual fuere la causa que determine la jurisdicción. Por lo demás, la inscripción de la declaratoria no produce el cese de la indivisión hereditaria, lo que sólo ocurre mediante la partición de los bienes debidamente inscripta.


    Mata, Roberto Pedro y otros c/ Quindimil, Ana María y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2153/2016/CS1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Preclusión. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    La Corte ha reiterado que si bien el régimen de la preclusión es ajeno, por principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre su respectiva competencia, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneos. La profusión de decisiones jurisdiccionales en torno a los temas de competencia, máxime, en causas que llevan cerca de cinco años de iniciadas, va en desmedro de los principios de economía y celeridad procesal, y no corresponde la promoción de planteos que no se ajustan a los propósitos de lograr una pronta terminación de los pleitos, requerida por la buena administración de justicia.


    Suárez, Dora Estela c/ Compañía Noroeste S.A. de Transportes s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1360/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Proveedor de internet. Empresa telefónica. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Lo medular de la controversia planteada involucra cuestiones de derecho común, ya que la cuestión debatida está ceñida exclusivamente a la relación contractual trabada entre el actor y la empresa de telefonía y a las desinteligencias puramente comerciales que pudieran existir entre ambas partes en lo atinente a las modalidades de prestación del servicio de conexión a Internet, aspectos regulados por los arts. 4°, 10 bis, 19 y concordantes de la ley 24.240, que integran el derecho común, y no se advierte que sea necesario interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan lo atinente al servicio de tecnologías de la información y las comunicaciones. Es doctrina del Tribunal que corresponde la competencia de la justicia local cuando no se dan los supuestos contemplados por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2° de la ley 48 en tanto la discusión no esté directamente relacionada con las disposiciones de la ley nacional de telecomunicaciones 19.798.


    Padula, Víctor Rodolfo c/ Telecom Argentina S.A. Arnet s/ Daños y perjuicios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 9796/2016/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Responsabilidad civil. Responsabilidad extracontractual. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    Debe intervenir el fuero ordinario, pues el reclamo se centra en la inteligencia de cuestiones vinculadas a la responsabilidad civil extracontractual, lo que involucra con influencia decisiva el estudio de aspectos propios del derecho común. Se adiciona a ello que la actora expresa que la medida no propende a la supresión de contenidos existentes en bases de datos de internet, sino al resarcimiento del quebranto provocado.


    Alonso, Patricia Claudia c/ I.C.B.C. S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1743/2016/CS1, 17 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Responsabilidad médica. Competencia civil. 


    La Corte tiene dicho que, para resolver una cuestión de competencia, debe estarse a la exposición de los hechos formulada en la demanda y, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. Cuando se demanda la responsabilidad civil de los médicos, corresponde entender a la justicia civil, aun cuando integren la litis como demandados entes sujetos al fuero federal.


    Enríquez, Ricardo Omar c/ De Urtiaga, Daniel y otros s/ Responsabilidad médica


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 100967/2012/CS1-CA3, 03 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Declaración de incapacidad. Curador. Acceso a la justicia. Organismos internacionales de derechos humanos. Competencia nacional. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial prevé que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el tribunal correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el proceso, o ante el juez del lugar de su internación. Tales circunstancias deben atenderse puesto que la adecuación a las directivas constitucionales y al diseño legal plasmado por el nuevo código, descarta la aplicación mecánica del principio de inmediatez y requiere ponderar las características de cada supuesto. Implica, sobre todo, evaluar si, al modificarse el tribunal, se generarán dificultades relevantes en el futuro desempeño de los roles de apoyo y, por ende, en el bienestar del afectado. Precisamente, es dable inferir que la solución propuesta facilitará el desempeño del único familiar que presta los cuidados del incapaz, tal como lo encarecen los organismos internacionales de derechos humanos.


    L., A. F. s/ Artículo 152 Ter. Código Civil


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 47402/1993/CS1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Cuestión abstracta. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    La contienda se ha vuelto abstracta, desde que se ha revertido el único dato fáctico que sustenta, en rigor, la declaración de incompetencia; esto es, la residencia de la persona con padecimiento mental fuera del propio ámbito jurisdiccional.


    G., F. J. s/ Insania


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 615/2017/CS1, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Demanda laboral. Litisconsorcio pasivo. Acción de repetición. Responsabilidad solidaria. Economía procesal. Deudor solidario. Acción de regreso. Competencia comercial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Toda vez que el acreedor laboral fue desinteresado de la controversia, en virtud de lo pagado por el tercero subrogante de la acreencia en el citado juicio laboral, el pleito no es una extensión de la controversia originaria y, por ende, no existe necesidad de imponer una unidad de apreciación en la materia que se trata, a lo que se añade que no se plantea una relación entre un trabajador y un empleador o una basada en el derecho laboral. Sentado ello, el reclamo promovido entre codeudores solidarios es independiente del pago efectivizado por el tercero al acreedor laboral y, el planteo ordinario por cobro de pesos, sustentado en una acción de regreso, conduce a la prevalencia del fuero mercantil, en función de la naturaleza de las relaciones entre los sujetos involucrados. Por lo demás, el juez del concurso tiene competencia en las causas donde la concursada es demandada, pero no cuando asume la calidad de sujeto accionante.


    Niro Construcciones S.A. c/ Sigalov, Santiago Jaime s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 32286/2015/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Despido. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 918/2017/CS1, "Alderete, Victor Hugo c/ Donnelley Cochrane Arg. S.A. y otros s/ Despido - cobro".


    Gomez, Nora Cristina c/ R.R. Donnelley Cochrane Argentina S.A. y otros s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 919/2017/CS1, 25 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Cámara federal de apelaciones. 


    La Corte no está llamada a decidir la contienda de autos porque los conflictos entre jueces federales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de la cual dependa el tribunal que previno (v. art. 24, inc. 7°, dec.-ley 1285/58, texto según ley 21.708).


    F., Ricardo Antonio c/ Marcopesa S.A. s/ Despido


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 42026035/2013/CS1, 07 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Quiebra. Verificación de créditos. Economía procesal. Juicios universales. Competencia comercial. 


    El artículo 56 de la ley de procedimiento laboral provincial 11.653, prevé que en caso de sentencia condenatoria, sólo serán concedidos los recursos cuando media depósito• previo de capital, intereses y costas. Sin embargo, la norma exceptúa de tal exigencia a las demandadas en quiebra, que en el caso en estudio fue declarada con posterioridad al depósito. Más allá de la naturaleza laboral del proceso, excluido del fuero de atracción (arts. 21, inciso 2°, y 132, ley 24.522), corresponde valorar las particulares circunstancias que rodean la situación planteada, las que determinan que la causa deba radicarse, para imprimirle el trámite que competa, ante el juzgado a cargo del proceso universal, con arreglo a principios de orden superior, como los de seguridad jurídica, interés general de los acreedores y cumplimiento de las reglas de orden público concursal, cuyo resguardo es función propia del Ministerio Público. El ordenamiento concursal establece que los procesos laborales se encuentran excluidos del fuero de atracción, pero exige la presentación de ese crédito en el concurso en los términos del artículo 32 de la ley 24.522, para lo cual dispone que la sentencia que allí se dicte vale como título verificatorio en el trámite universal. Ello no resulta aplicable al proceso en cuestión, dado que los fondos destinados a satisfacer la condena permanecen depositados a la orden del juzgado y a nombre de autos. En ese contexto, a fin de evitar situaciones que afecten intereses contrapuestos (tales como los del deudor laboral y los dejos acreedores del concurso), y en razón de principios de economía y celeridad procesal, es necesario que el tribunal que entiende en el juicio universal sea el competente para entender en la ejecución.


    Alderete Víctor Hugo c/ Donnelley Cochrane Arg. S.A. y Otros s/ Despido - Cobro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 918/2017/CS1, 25 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Desplazamiento de la competencia. Economía procesal. Consignación de documentos. Despido. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Si bien la correcta traba de un conflicto de competencia exige el conocimiento por parte del tribunal que lo inició de las razones que informan lo resuelto por el otro órgano, para que declare si mantiene su posición, y ello no ocurrió aquí pues el juez provincial no comunicó los motivos de su rechazo a su par nacional, razones de economía y celeridad procesal aconsejan, salvo mejor criterio del Tribunal, dejar de lado ese reparo formal y expedirse sobre el asunto. Las cuestiones de competencia planteadas entre tribunales de distinta jurisdicción, deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. En el caso, cabe estar al artículo 44 de la Ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo, el que prevé que la acumulación "... se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda" y "se requerirá, [...], que el juez al que le corresponda entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia". Sentado ello, surge de las actuaciones que se hallan debatidas cuestiones de orden laboral y que el proceso entre las partes radicado en la jurisdicción bonaerense fue iniciado con anterioridad al deducido en la justicia nacional. A la luz de lo reseñado y de las circunstancias de la causa, aprecio que la Corte debe dirimir la contienda y, de juzgarlo pertinente, disponer que estas actuaciones -junto con el proceso sobre despido-, prosigan con su trámite en sede provincial.


    Denver Farma S.A. c/ Guaymas, Yanina Débora s/ Consignación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1535/2016/CS1, 01 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Determinación de la incapacidad. Acceso a la justicia. Residencia habitual. Principio de inmediación. Competencia provincial. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial de la Nación establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad, se deduce ante el tribunal correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación. Esa pauta legal debe leerse a la luz de "sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento" (arts. 1 Y 2, CCyCN). En tal contexto interpretativo y aun cuando el proceso se inició en 1980, adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que la Corte ha elaborado sobre la base de esa directiva constitucional. El juzgado bonaerense se encuentra en mejores condiciones para proseguir con la función tutelar, sobre todo si se repara en que, entre los deberes impuestos al magistrado, está el de "garantizar la inmediatez con el interesado durante el proceso".


    A., C. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 73913/1983/CS1, 27 de junio de 2017


    Ver dictamen


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial de la Nación establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad, se deduce ante el tribunal correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación. Esa pauta legal debe leerse a la luz de "sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento" (arts. 1 Y 2, CCyCN). En tal contexto interpretativo y aun cuando el proceso se inició en 1980, adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que la Corte ha elaborado sobre la base de esa directiva constitucional. El juzgado bonaerense se encuentra en mejores condiciones para proseguir con la función tutelar, sobre todo si se repara en que, entre los deberes impuestos al magistrado, está el de "garantizar la inmediatez con el interesado durante el proceso".


    M.A.C. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 60641/1983/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Internación. Principio de inmediación. Competencia provincial. 


    Control judicial de internación.


    El proceso autónomo de control de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del lugar en el que el tratamiento se lleva a cabo. En tal sentido, es doctrina de la Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal de quien se ve afectado por la medida. Por otro lado, favorece la concentración de las diligencias destinadas a determinar el estado de salud, con lo que elimina las gestiones procesales superfluas y onerosas y evita la dilación excesiva en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria de la persona internada.


    G., C. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 82427/2016/CS1, 13 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Diligencias preliminares. Prueba anticipada. Propiedad intelectual. Derechos de autor. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Supuesta utilización ilegítima de obras de software. Remisión al dictamen de la causa Comp. 309, L. XLVIII, "Microsoft Corporation y otros s/ Medidas preliminares y de prueba anticipada". Ley 11.723.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En tales condiciones, resulta aplicable el criterio seguido por el Tribunal en la causa de la referencia, oportunidad en la que tuvo en cuenta que los programas de computación se encontraban incluidos entre las obras que describía el art. 10 de la Ley 11. 723, y que el objeto principal del juicio a iniciarse en el futuro se vincularía prima facie con la interpretación, sentido y alcance de aquellos aspectos relativos a los derechos de autor y de propiedad intelectual sobre determinadas obras de software, tema regulado por aquella ley, motivo por el cual entendió que correspondía atribuir competencia a la justicia nacional en lo civil, dada la naturaleza de la materia debatida.


    Sánchez Vázquez, Luis c/ Ministerio de Economía y Finanzas Publicas s/ Medidas preliminares y de prueba anticipada


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 69091/2015/CS1, 18 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Ejecución de alquileres. Muerte de las partes. Economía procesal. Fuero de atracción. Opción de competencia. Acreedores de la sucesión. Domicilio del causante. Heredero único. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Ante el fallecimiento de la inquilina ejecutada, la acción personal de la locadora, acreedora de la causante, debe tramitar ante el juez del sucesorio; sin perjuicio de la opción que pudiere ejercer esta última, en los términos del artículo 2.336, última parte, del Código Civil y Comercial de la Nación, Ley 26.994.


    Fabregat, Aida Lujan c/ Roldan, Nora Emilia y otros s/ Ejecución de alquileres


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 15078/2003/CS1, 10 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Ejecución de créditos laborales. Ejecución contra el concursado. Juicios universales. Competencia comercial. 


    Más allá de la naturaleza laboral del proceso, excluido del fuero de atracción (arts. 21, inciso 2°, y 132, ley 24.522), corresponde valorar las particulares circunstancias que rodean el caso, las que determinan que la causa deba radicarse, para imprimirle el trámite que competa, ante el juzgado a cargo del proceso universal, con arreglo a principios de orden superior, como los de seguridad jurídica, interés general de los acreedores y cumplimiento de las reglas de orden público concursal, cuyo resguardo es función propia de este Ministerio Público. En este sentido, en autos se decretó y trabó embargo sobre los fondos presentes y futuros que la concursada tuviera en cuentas del Banco Supervielle S.A., que fue denegado su levantamiento por el magistrado de primera instancia y que a raíz de la apelación concedida, la alzada se declaró incompetente para entender en la petición. En tales condiciones, a fin de evitar situaciones que afecten intereses contrapuestos (tales como los del deudor laboral y los de los acreedores del concurso), y en razón de principios de economía y celeridad procesal, es necesario que el tribunal que entiende en el juicio universal sea el competente para entender en la ejecución. En este orden de ideas, el artículo 135 de la Ley N° 18.345 establece que "la ejecución contra el deudor fallido o concursado, se deberá llevar al respectivo juicio universal".


    Sanabria, Gastón Ariel c/ Histap S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 17357/2010/CS1, 13 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Aportes sindicales. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial. 


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    La Corte no está llamada a decidir la controversia pues los conflictos habidos entre los jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de la cual dependa el tribunal que previno.


    Sindicato de Obreros y Empleados de Minoridad y Educación c/ Asociación Civil Escuela de la Familia Agrícola Cristo Rey de Tamandua – Los Helechos s/ Ejecución fiscal


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9322/2015/CS1, 07 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.



    La Corte no está llamada a decidir la controversia pues los conflictos habidos entre los jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de la cual dependa el tribunal que previno.


    Sindicato de Obreros y Empleados de Minoridad y Educación c/ Fundación Escuela Inteligente s/ Ejecución fiscal


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 15151/2015/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    La Corte no está llamada a decidir la controversia pues los conflictos habidos entre los jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de la cual dependa el tribunal que previno.


    Sindicato de Obreros y Empleados de Minoridad y Educación c/ Escuela particular incorporada N° 1095 Nuestra Señora de la s/ Ejecución fiscal


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 13007/2015/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 12963/2015/CS1, "SOEME c/ Instituto Secundario Municipal Esteban Ancarani s/ Ejecución fiscal".


    SOEME c/ Organización No Gubernamental Programas Sociales Comunitarios s/ Ejecución fiscal


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 28265/2015/CS1, 30 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 12963/2015/CS1, "SOEME c/ Instituto Secundario Municipal Esteban Ancarini s/ Ejecución fiscal".


    Soeme c/ SAED (Sede Administrativa de las Escuelas Diocesanas) - Obispado de Santiago


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 23768/2015/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa CIV 45881/2015/CS1, "Municipalidad de Picún Leufú c/ Lehmann, Kevin s/ Ejecución".


    Municipalidad de Picun Leufu c/ Bruno, Carlos Pablo s/ Ejecución


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 68562/2016/CS1, 29 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Concursos. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    La deuda en cuestión se devengó con anterioridad a la sentencia de quiebra de la sociedad demandada, razón por la cual resulta aplicable el fuero de atracción previsto en el artículo 132 (según ley 26.086), toda vez que opera respecto de obligaciones de causa o título anterior a la declaración falencial. No surge que el magistrado a cargo del proceso falencial haya ordenado el auto de conclusión de la quiebra. En ese contexto, la clausura del procedimiento por falta de activo dispuesta, conforme a lo normado por el artículo 232 de la ley 24.522 constituye una medida provisional, que importa la suspensión del trámite, toda vez que continúa la operatividad del fuero de atracción. No resulta ocioso mencionar que, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 231 del citado cuerpo normativo, el procedimiento puede reabrirse cuando se conozca la existencia de bienes susceptibles de desapoderamiento.


    GCBA c/ Thomas 1151 S.A. s/ Ejecución fiscal - Ingresos brutos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2251/2016/CS1, 20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Juez del concurso. Sentencia firme. Competencia provincial.



    Remisión a Fallos: 331:756. Doctrina de Fallos: 327:457.


    Toda vez que las cuestiones planteadas en el caso resultan sustancialmente análogas a las examinadas y resueltas en el precedente de Fallos: 331:756, en el cual el Máximo Tribunal ordenó aplicar la doctrina sentada en los autos S.C. Comp. 607, L. XXXIX, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ ARPEC S.A." (Fallos: 327:457) en cuanto a la improcedencia del fuero de atracción del concurso de la demandada respecto de ejecuciones fiscales en las que media sentencia firme, cabe remitirse a las consideraciones allí vertidas por razones de brevedad. En esos casos se resolvió que cuando se ha dictado sentencia, que se encuentra firme, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio del derecho del acreedor de verificar la acreencia contra el concursado en el marco del proceso universal.


    Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1999/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo.


    Félix Menéndez S.R.L. c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1996/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo.


    Municipalidad de Concordia c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1995/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo.


    Sampietro, Nora Beatriz c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1998/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


     Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo.


    Siner S.A. c/ Citricola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1994/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo.


    Siner S.A.A.I.C. c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2000/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo.


    Cristina, Eduardo Horacio c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2002/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Servicios sanitarios. Bienes inmuebles. Competencia civil. 


    Cuando la Ciudad Autónoma de Buenos Aires no resulta parte sustancial en una causa, ya que no es actora, ni demandada, ni tercero en el proceso, requisito que resulta ineludible, a la luz de lo establecido en los arts. 1° y 2° del Código Contencioso Administrativo y Tributario local, no procede la competencia de dicho fuero.


    Agua y Saneamientos Argentinos S.A. c/ Aizenberg, Martín José s/ Ejecución fiscal


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 6045/2017/CS1, 21 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Sucesiones. Competencia nacional. Competencia civil. 


    En los supuestos de acciones personales de los acreedores del de cujus, la operatividad del fuero de atracción se adecua a la normativa del Código Civil y Comercial de la Nación. Además, los juicios de apremio son absorbidos por el proceso sucesorio, aunque incluyan períodos posteriores al fallecimiento del causante.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Del Bosco Etchart María Cristina s/ Ejecución fiscal


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 214748/2015/CS1, 07 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia civil. 


    El juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto sobre la base de que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público, pues propenden a facilitar la liquidación del acervo hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la propia sucesión y no pueden ser dejadas de lado, ni siquiera por convención de partes.


    Dachili, Norma Ines y otros c/ Scotto, Jorge s/ Ejecución Hipotecaria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 420/2017/CS1, 09 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Extensión de la responsabilidad. Incidente. Compensación económica. Despido. Conexidad objetiva. Accidentes de trabajo. Correo oficial. Empresa de servicios públicos. Competencia por la persona. Competencia federal. 


    Para decidir cuestiones de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión. Si la demanda se inicia contra entidades nacionales, el fuero de excepción surte por razón de la persona. Ello es así, por un lado, porque el decreto 721/04 dispuso la creación del Correo Oficial de la República Argentina S.A., cuyo capital es enteramente estatal y, por otro, porque esa entidad reclamó que se le reconozca su derecho a litigar en sede federal desde la primera ocasión que tuvo.


    Gómez, Ángel Héctor c/ Bonvicino, Camilo y otros s/ Cobro de pesos - acc. de trabajo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 234/2017/CS1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Gastos médicos. Asistencia médica. Medicina prepaga. Causas regidas por normas federales. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que, para dilucidar los conflictos de competencia, debe considerarse, principalmente, la relación de hechos contenida en el escrito inicial y luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho alegado. Asimismo, es menester indagar en la naturaleza de la pretensión, en su origen y en el vínculo existente entre las partes. Los asuntos relativos a la extensión de la cobertura provista por las entidades de medicina prepaga, hacen directa referencia a las obligaciones y derechos del campo específico de la salud. Conducen, en definitiva, a la interpretación y aplicación de normas, reglamentos y resoluciones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra, entre otros entes, a prestadoras de servicios médicos. Consecuentemente, resulta aplicable el concepto rector expuesto por la Corte, donde se concluyó que los litigios que versan sobre situaciones jurídicas que, prima facie, se encuentran regidas por normas de índole federal, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    Rossi, Emilse María c/ Emedic S.A. s/ Amparo contra actos de particulares


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 971/2017/CS1, 03 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Honorarios. Fuero de atracción. Competencia civil. 


    El instituto del fuero de atracción sólo procede respecto de las acciones donde el causante es demandado, como un modo de concentrar ante el sucesorio todos los litigios contra el extinto que pudieran afectar la universalidad de su patrimonio. En ese contexto, son atraídas aquellas acciones que involucran deudas personales del difunto, entre las que se encuentran comprendidas las dirigidas al cobro de los honorarios, independientemente de que éste haya revestido la condición de actor en las actuaciones que dieron lugar al reclamo de los estipendios.


    Scarimbolo, Martín c/ Zariello, Osvaldo Ernesto y otros s/ Incidente de ejecución de honorarios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1654/2017/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Hospitales públicos de autogestión. Obras sociales. Cobro de sumas de dinero. Daños y perjuicios. Reintegro de gastos. Gastos médicos. Causas regidas por normas federales. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Para dilucidar los conflictos de competencia, debe atenderse, principalmente, a la relación de hechos contenida en el escrito inicial y después, en tanto se ajuste a ese relato, al derecho alegado en sustento de la petición. Asimismo, es menester indagar en la naturaleza de la pretensión, en su origen y en la relación jurídica existente entre las partes. Es doctrina de la Corte que los litigios que versan sobre situaciones jurídicas regidas, prima facie, por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Municipalidad de Lujan c/ OSUTHGRA s/ Cobro ordinario de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 460/2017/CS1, 27 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Incapacidad. Residencia habitual. Principio de inmediación. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial de la Nación dispone que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el proceso, o ante el juez del lugar de su internación. La adecuación a las directivas constitucionales y al diseño previsto por el nuevo Código Civil y Comercial, descarta la aplicación mecánica del principio de inmediatez, y requiere valorar las características de cada caso. Implica, sobre todo, evaluar si, al alterar el tribunal se generarán dificultades relevantes en el futuro desempeño de los roles de apoyo y, por ende, en el bienestar del afectado. Precisamente, es dable inferir aquí que la solución propuesta facilitará el desempeño de la familiar que presta su cuidado cotidiano al causante, tal como lo encarecen los organismos internacionales de derechos humanos. En ese marco, ponderando que no se ha evidenciado una alteración en las condiciones imperantes con suficiente entidad como para justificar el desplazamiento de la competencia del foro de origen, el expediente debe continuar su trámite ante el Juzgado de origen.


    A., J. L. s/ Proceso sobre capacidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1898/2017/CS1, 17 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato. Responsabilidad contractual. Competencia comercial. 


    A fin de esclarecer el presente conflicto resulta menester considerar principalmente la relación de hechos contenida en el escrito de inicio y después, en tanto se adecue a ese relato, el derecho invocado en sustento de la petición, siendo necesario a ese fin, indagar en la naturaleza de la pretensión, en su origen y en la relación jurídica habida entre las partes. La cuestión remite al estudio de la responsabilidad contractual derivada del incumplimiento de las obligaciones emergentes de un contrato de provisión y puesta a punta de cierto equipamiento médico con certificado de libre venta de ANMAT, celebrado entre la UTE actora y la demandada -sociedad privada-, que lo comercializa. En ese contexto, corresponde que en razón de la materia deba declararse la competencia del fuero nacional en lo comercial para entender en las presentes actuaciones. No obsta a la solución propuesta, que la actora haya informado que la compraventa se celebró en el marco de una licitación y contrato de obra pública -sujeta al régimen de contrataciones del Estado- y que el incumplimiento invocado haya consistido en la entrega del equipamiento sin la certificación de ANMAT, toda vez que el pleito se vincula en forma preponderante con la dilucidación de cuestiones de naturaleza comercial entre particulares en el desenvolvimiento de su específica actividad empresarial. Cabe descartar el fuero federal, asimismo, en razón de las personas, en tanto ni el Estado Nacional, ni otros entes públicos han sido nominal y sustancialmente demandados.


    Caputo SAIC y F-Grupo Farallon Desarrollos Inmobiliarios SA-SES- S.A. UTE c/ CEC Electrónica SRL s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 29374/2015/CS1, 22 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Accidente in itinere. Asegurador por riesgos del trabajo. Tribunal de trabajo para el personal de casas particulares. Competencia laboral. 


    Procede recordar que el artículo 51 de la ley 26.844 prevé que el Tribunal de Trabajo para el Personal de Casas Particulares, dependiente del Ministerio de Trabajo de la Nación, será el organismo competente para intervenir en los conflictos que se deriven de las relaciones regladas por esa ley que se hayan desenvuelto en la Capital Federal. Por su parte, el artículo 74 de ese ordenamiento determina que las trabajadoras/es comprendidas en dicha norma serán incorporadas al régimen de las leyes 24.557 y 26.773, en el modo y condiciones que se establezca por vía reglamentaria, para alcanzar en forma gradual y progresiva las prestaciones contempladas en ese sistema, en función de las particularidades del estatuto. Resulta de aplicación la jurisprudencia de la Corte conforme a la cual no puede alterarse la competencia que procede razonablemente atribuir al tribunal administrativo, asignándole facultades para resolver cuestiones que le están reservadas al poder jurisdiccional. Y es que el artículo 51 de la ley 26.844 ha sido concebido para ceñir la potestad a los rubros que se fundan en su estructura estatutaria y en su marco territorial, respecto del empleador doméstico.


    Portillo Acosta, Pablina c/ La Caja ART S.A. s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2233/2016/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Competencia laboral. Competencia provincial. 


    No es de aplicación el art. 354, inc. 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que disponía el archivo del expediente en caso de que el tribunal considerado competente fuera de distinta jurisdicción, la Corte había resuelto que dicha norma no podía extenderse más allá de aquellos supuestos en que fuera admisible estimar inválido lo actuado por el juez en principio competente, aunque luego hubiera perdido esa aptitud. La circunstancia de que el juez nacional del trabajo, con posterioridad a declarar su incompetencia y ordenar la remisión de la causa a la justicia de provincial y que no recibió cuestionamiento alguno- haya dictado una providencia en la que ordenaba el archivo de las actuaciones, en tanto lo hizo una vez que había quedado firme la remisión anteriormente dispuesta y, por lo tanto, ella no podía ser dejada sin efecto.


    Bustos, Carlos Luciano c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente de trabajo - acción escpecial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1888/2017/CS1, 10 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Obras sociales. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 492, L. XLVIII, “Canales, Graciela Beatriz c/ Salud Total y otros s/ Laboral”.


    Gaite, Marcela Adriana c/ Obra Social del Personal Marítimo s/ Despido


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 350/2016/CS1, 04 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Personal de casas particulares. Empleados de comercio. Empleo no registrado. Competencia laboral. 


    El artículo 3°, inciso f), de la ley 26.844 prevé que no se considerará personal de casas particulares y, en consecuencia quedarán excluidas del régimen especial: “f) Las personas que además de realizar tareas de índole domésticas deban prestar otros servicios ajenos a la casa particular u hogar familiar, con cualquier periodicidad, en actividades o empresas de su empleador; supuesto en el cual se presume la existencia de una única relación laboral ajena al régimen regulado por esta ley”. Por su parte, el artículo 51 de ese ordenamiento, sustituye en cuanto a sus normas, denominación, competencia y funciones al “Consejo de Trabajo Doméstico” del decreto 7.979/1956, por el “Tribunal de Trabajo para el Personal de Casas Particulares”, dependiente del Ministerio de Trabajo Nacional, que será el organismo competente para entender en los conflictos que se deriven de las relaciones laborales reguladas por dicha ley que se hayan desenvuelto en la Capital Federal. Resulta de de aplicación la jurisprudencia de la Corte con arreglo a la cual no puede alterarse la competencia que procede razonablemente atribuir al tribunal administrativo, asignándole facultades para entender y decidir cuestiones que le están reservadas al Poder Judicial. Atento a su índole, ajena stricto sensu, al empleo doméstico, y estimando el carácter excepcional del tribunal administrativo que previno, el reclamo referido deberá sustanciarse ante la Justicia Nacional del Trabajo.


    Fleitas, Graciela c/ Gewisgold, Laura Irene y otros s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 91/2017/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por incapacidad. Personal de casas particulares. Asegurador por riesgos del trabajo. Facultades del Poder Judicial. Competencia laboral. 


    El hecho de que la actora sea una empleada sujeta a un tribunal propio en orden a las cuestiones derivadas del vínculo estatutario con su empleador, no incide en la competencia cuando se trata de una acción contra la aseguradora que tiene su apoyo principal en las Leyes 24.557 y 26.773, las que regulan una materia comprendida en el artículo 20 de la Ley 18.345. La Corte anotó que no puede alterarse la competencia que cabe razonablemente atribuir al tribunal administrativo, asignándole facultades para entender y decidir cuestiones que le están reservadas al Poder Judicial. Luego, teniendo en cuenta el carácter excepcional del órgano administrativo, los rubros en debate deben reclamarse ante el fuero del trabajo.


    Rivero, Cristina Isidora c/ QBE Argentina Art S.A. s/ Accidente - Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 64962/2015/CS1, 29 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Infracciones relacionadas con los derechos del consumidor. Información al consumidor. Competencia provincial. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Lo medular de la controversia planteada involucra cuestiones de derecho común, tales como el derecho de los consumidores a recibir información cierta, clara y detallada acerca de los bienes y servicios contratados y el deber de los proveedores de dichos bienes y servicios de satisfacer ese derecho a la información, incumplimiento que puede acarrear la imposición de multas a favor de aquéllos, aspectos regulados por los arts. 4° y 52 bis de la ley 24.240, que integran el derecho común, y no se advierte que sea necesario –esencial e ineludiblemente- interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan lo atinente al servicio de telefonía fija. Al ser ello así, resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte que declaró la competencia de la justicia local con fundamento en que no se daban los supuestos contemplados por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2° de la ley 48 en tanto la discusión no estaba directamente relacionada con las disposiciones de la ley nacional de telecomunicaciones 19.798. Por lo expuesto, la causa debe continuar su trámite ante la justicia de la provincia de Buenos Aires.


    Usuarios y Consumidores Unidos c/ Telecom Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2268/2016/CS1, 02 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Internación psiquiátrica. Residencia habitual. Tratamiento psiquiátrico. Principio de inmediación. Competencia provincial. 


    Control de internación.


    El proceso autónomo de control de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del lugar en el que se lleva a cabo el tratamiento. En tal sentido, es doctrina de la Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal de quien se ve afectado por la medida. Por otro lado, favorece la concentración de las diligencias destinadas a determinar el estado de salud, con lo que elimina las gestiones procesales superfluas y onerosas y evita la dilación excesiva en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria de la persona internada.


    O.C. S. s/ Interpretación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1324/2017/CS1, 15 de agosto de 2017


    Ver dictamen


     Control de internación.


    El proceso autónomo de control de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del lugar en el que se realiza el tratamiento. En tal sentido, es doctrina de la Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal de quien se ve afectado por la medida, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar el estado de salud, con lo que elimina las gestiones procesales superfluas y onerosas y evita las demoras en la adopción de resoluciones vinculadas a la libertad ambulatoria de la persona internada.


    M.S.A. s/ Internación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1323/2017/CS1, 15 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Internación. Domicilio del causante. Competencia nacional. 


    Dado que, la internación del causante, ha concluido con alta médica. Además, su domicilio real se ubica en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En tales condiciones, en las que el único punto de contacto subsistente a los efectos de establecer la competencia de un tribunal es el lugar de residencia del causante, corresponde remitir el expediente, para que se disponga el archivo de la causa, ya que ha perdido su finalidad.


    M., C. A. s/ Internación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2463/2017/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


     Intervención del sindicato. Tutela sindical. Daños y perjuicios. Acumulación de procesos. Desplazamiento de la competencia. Competencia criminal y correccional.


    Único tribunal a cargo.


    Resulta aplicable la doctrina de la Corte que sostiene que "la admisión del forum conexitatis estatuido en el artículo 6 del C.P.C.C.N. posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas entre sí; a su vez la aplicación de este instituto constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en el mencionado Código, aplicables en el caso e importan admitir el desplazamiento de la competencia natural en favor de otro juez, lo que obedece a la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas a una misma relación jurídica". En este sentido, existe una íntima relación de conexidad entre el caso y la causa penal que ordenó la intervención del sindicato, y, en caso de tramitar ante magistrados diferentes, se podría arribar al dictado de sentencias contradictorias.


    Brighina, Felipe c/ Alonso Nalles, Jorge Carlos s/ Acción de amparo.


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 23547/2016/CS1, 16 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Juez del concurso. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo”.


    Automatismo S.R.L. c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2006/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo”.


    Félix Menéndez S.R.L. c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2004/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo”.


    Ladislao Popelka y Cia. S.A. c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2003/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui SAAIC s/ Ejecutivo".


    Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui SAAIC s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1990/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui SAAIC s/ Ejecutivo".


    Blumhagen, Javier Ignacio c/ Citrícola Ayui SAAIC s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1988/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui SAAIC s/ Ejecutivo".


    Guerrero, Roberto David c/ Citrícola Ayui SAAIC s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1985/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui SAAIC s/ Ejecutivo".


    Kober Hermanos S.A. c/ Citrícola Ayui SAAIC s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1993/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui SAAIC s/ Ejecutivo".


    Pérez y Marfil S.R.L. c/ Citrícola Ayui SAAIC s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1991/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui SAAIC s/ Ejecutivo".


    Ríos, Cristian Exequiel c/ Citrícola Ayui SAAIC s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1986/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui SAAIC s/ Ejecutivo".


    Siner S.A. c/ Citrícola Ayui SAAIC s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1987/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui SAAIC s/ Ejecutivo".


    Transportes Galeón S.A. c/ Citrícola Ayui SAAIC s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1989/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Al haberse verificado el crédito en el concurso, no corresponde que la causa tramite ante el juzgado comercial, sin perjuicio de que pueda ser solicitado como prueba.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gayg, Carlos Alberto s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 27653054/2003/CS1, 10 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Domicilio del demandado. Orden público. Competencia nacional. 


    Las particularidades de las circunstancias del caso (actividad financiera de la accionante y que el deudor sea una persona humana) resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240 (texto según ley 26.361), en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda la demanda. En este sentido, es oportuno recordar que la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240 encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma. Por lo demás, esa Corte tiene dicho que si bien el artículo 354, Inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación prevé el archivo del expediente en el caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, esa norma no puede extenderse más allá de aquellos supuestos en que sea admisible ponderar inválido lo actuado ante el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud circunstancia ésta última que no ha sido referida por el juez nacional en oportunidad de pronunciarse sobre el rechazo de la radicación de la causa ante su jurisdicción.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Carpano, Carlos Antonio s/ Cobro Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 688/2017/CS1, 19 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Liquidación de entidades financieras. Ley de defensa del consumidor. Domicilio del demandado. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240 (texto según ley 26.361), en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para la adquisición de cosas. En este sentido, es oportuno recordar que la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240 encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma (art. 65 de ese cuerpo legal).


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Giménez Juan Walter y otro s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 3984/2017/CS1, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Pagaré. Domicilio del demandado. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Dadas las particulares circunstancias del caso (actividad financiera de la accionante, que el deudor sea una persona humana, el monto reclamado) resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda en la demanda. En este sentido, es oportuno recordar que la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240, encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma. No obsta a la solución propuesta el estado procesal de la causa -se dictó sentencia sobre el fondo y se encuentra en etapa de ejecución-, ni que haya mediado notificación al consumidor demandado de las decisiones judiciales adoptadas, ya que su conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva de sus derechos de defensa en juicio.


    Crédito Para Todos S.A. c/ Brandan, Cristian Gustavo s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22048/2016/CS1, 05 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Dadas las particulares circunstancias del caso (actividad financiera de la accionante, que la deudora sea una persona humana y el monto reclamado) resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda la demanda. En este sentido, es oportuno recordar que la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240 encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma. No obsta a la solución propuesta el estado procesal de la causa -se dictó sentencia sobre el fondo y se encuentra en etapa de ejecución-, ni que haya mediado notificación a la consumidora demandada de las decisiones judiciales adoptadas, ya que su conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva de sus derechos de defensa en juicio.


    Crédito para todos S.A. c/ Jiménez, Claudia Lucía


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 2282/2017/CS1, 09 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Dadas las particulares circunstancias del caso (actividad financiera de la accionante, que la deudora sea una persona humana y el monto reclamado) resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda la demanda. En este sentido, es oportuno recordar que la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240 encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma. No obsta a la solución propuesta el estado procesal de la causa -se dictó sentencia sobre el fondo y se encuentra en etapa de ejecución-, ni que haya mediado notificación al consumidor demandado de las decisiones judiciales adoptadas, ya que su conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva de sus derechos de defensa en juicio.


    Crédito para todos S.A. c/ Báez, Verónica Fernanda


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 2284/2017/CS1, 09 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial. 


    Dadas las particulares circunstancias del caso (actividad financiera de la accionante, que el deudor sea una persona humana, el monto reclamado) resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda en la demanda. En este sentido, es oportuno recordar que la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240, encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma. No obsta a la solución propuesta el estado procesal de la causa -se dictó sentencia sobre el fondo y se encuentra en etapa de ejecución-, ni que haya mediado notificación al consumidor demandado de las decisiones judiciales adoptadas, ya que su conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva de sus derechos de defensa en juicio.


    Credife S.A. c/ Escobio, Alejandro Daniel s/ Juicio ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 181/2016/CS1, 05 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Dadas las particulares circunstancias del caso (actividad financiera de la accionante, que el deudor sea una persona humana, el monto reclamado) resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda en la demanda. En este sentido, es oportuno recordar que la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240, encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma. No obsta a la solución propuesta el estado procesal de la causa -se dictó sentencia sobre el fondo y se encuentra en etapa de ejecución-, ni que haya mediado notificación al consumidor demandado de las decisiones judiciales adoptadas, ya que su conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva de sus derechos de defensa en juicio.


    Caja de Crédito Cuenta Coop. Ltda. c/ Orona, Pedro Guillermo s/ Cobro ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2200/2016/CS1, 05 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Ley de defensa del consumidor. Domicilio del demandado. Competencia nacional. 


    Para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho alegado. También se torna imprescindible indagar en la naturaleza y el origen de la pretensión y en la relación de derecho existente entre las partes. En el caso, resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda en la demanda. En este sentido, la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240, encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma. No obsta a la solución propuesta el estado procesal de la causa, ni que haya mediado notificación al consumidor demandado de las decisiones judiciales adoptadas, ya que su conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva de sus derechos de defensa en juicio.


    Sol Cooperativa de Vivienda y Crédito y Consumo Ltda. c/ Duguet, Patricia del Carmen s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6469/2016/CS1, 16 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho alegado. También se torna imprescindible indagar en la naturaleza y el origen de la pretensión y en la relación de derecho existente entre las partes. En el caso, resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda en la demanda. En este sentido, la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240, encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma. No obsta a la solución propuesta el estado procesal de la causa, ni que haya mediado notificación al consumidor demandado de las decisiones judiciales adoptadas, ya que su conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva de sus derechos de defensa en juicio.


    Dilfer S.A. c/ Herrera, Osvaldo Luis s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 387/2016/CS1, 16 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Responsabilidad médica. Competencia provincial. 


    El precepto que establece el fuero de excepción en las causas en que la Nación o una de sus entidades autárquicas es parte, no es inexcusable y puede ser prorrogado por sus titulares. Esa doctrina no es aplicable cuando la competencia federal procede no solo por razón de la persona (arts. 2, inc. 6°, ley 48, y 14, ley 19.032), sino por la naturaleza de las disposiciones que han de utilizarse para resolver el pleito. Si el ente nacional aún no compareció a juicio, conserva la prerrogativa de invocar -o no- la jurisdicción que le atañe en su calidad de aforado.


    Martínez Romina Eva s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1661/2017/CS1, 22 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Pago. Certificado de deuda. Economía procesal. Competencia civil y comercial. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia.


    Los conflictos entre jueces de distintas jurisdicciones deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. En ese marco, los jueces deben ajustarse a las oportunidades legales previstas para desprenderse del conocimiento de un asunto que consideren ajeno a su competencia, lo que sólo puede suceder al inicio de la acción, o al tiempo de resolver una incidencia de tal naturaleza planteada por las partes (arts. 4°, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), salvo que se trate de la Corte Suprema cuando interviene en instancia originaria o de los jueces federales con asiento en las provincias, quienes pueden hacerlo en cualquier estado del proceso de conformidad con lo dispuesto por el art. 352, segundo párrafo, del mismo código; directivas que encuentran sustento en motivos de seguridad jurídica y economía procesal.


    Municipalidad de Buena Esperanza c/ América Latina Logística Central S.A. s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 451/2017/CS1, 02 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Ley de contrato de trabajo. Sociedad anónima. Competencia laboral. 


    Tiene dicho la Corte que, para dilucidar los conflictos de competencia, debe considerarse principalmente la relación de hechos contenida en el escrito de inicio y después, en tanto se adecue a ese relato, el derecho invocado en sustento de la petición. Expuso también que, a ese fin, es necesario indagar en la naturaleza de la pretensión, en su origen y en la relación jurídica habida entre las partes. En tanto la sociedad se rige por las normas que regulan las sociedades anónimas (arts. 163 a 307, ley 19.550), y se invoca la ley 20.744 como sustento de la relación jurídica que une al empleador con el trabajador, resulta competente la justicia local para entender en la presente apelación promovida en el marco de una ley provincial -ley 10.149-. Al respecto, el hecho de que el patrimonio del Estado se encuentre indirectamente afectado, no es suficiente fundamento para hacer surtir la competencia de los tribunales federales, lo cual se compadece con los principios consagrados por la Constitución Nacional en la materia, pues allí se impone la actuación del fuero de excepción cuando la Nación es parte y no necesariamente en todos los casos en que pueda recaer un perjuicio sobre su patrimonio de manera más o menos directa.


    Nucleoeléctrica Argentina S.A. c/ Secretaría de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires s/ Recurso de apelación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2063/2016/CS1, 21 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Mala praxis. Responsabilidad médica. Competencia nacional. 


    Resulta competente para conocer en las causas, en las que se reclama la responsabilidad civil de médicos -incluso cuando entes sujetos al fuero federal son codemandados-, la justicia nacional civil, con arreglo a los artículos 43, inciso c), y 43 bis inciso c), del decreto-ley 1285/58.


    D., G. y otro c/ Clínica M. M. de Hospital Privado M. M. S.A. y otros s/ Responsabilidad médica


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 50280/2010/CS1, 05 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Medicina prepaga. Incumplimiento del contrato. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Resulta aplicable el concepto rector expuesto por la Corte Suprema, consistente en que los litigios que versan sobre situaciones jurídicas que -prima facie- se hallan regidas por normas de índole federal, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    D., V. C. c/ OSDE s/ Incumplimiento de contrato


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1692/2016/CS1, 02 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia de familia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2334/2017/CS1, "M.G.B.E. c/ G.R.V. s/ Medidas precautorias".


    G. R. V. c/ M. G. B. E. s/ Materia a categorizar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2340/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Desplazamiento de la competencia. Competencia por conexidad. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Irregularidades en el manejo de los negocios. Vaciamiento de patrimonio.


    El fórum conexitas, estatuido en el artículo 6° del Código Procesal posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas. A su vez la aplicación de este instituto constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia previstas en ese código, que importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción de un juez en favor de otro órgano, dada la conveniencia de reunir ante un único tribunal las acciones ligadas aun misma relación jurídica y de evitar así el riesgo del dictado de pronunciamientos contradictorios. En tal sentido, tiene dicho la Corte que la aplicación de las reglas de conexidad está inspirada en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia.


    Benedetti, María Angélica, Beatriz s/ Medidas cautelares (Traba/levantamiento)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 607/2017/CS1, 26 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Personal penitenciario. Reajuste jubilatorio. Declaración de incompetencia. Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Asuntos exclusivamente patrimoniales.


    En los asuntos exclusivamente patrimoniales, no procede la declaración de incompetencia de oficio en razón del territorio. La oportunidad para plantear cuestiones de esta índole reconoce la limitación establecida por expresas normas procesales -arts. 4°, 10 y 325 del CPCCN-; y que el artículo 2°, apartado 1, de la ley 26.854 no brinda una ocasión procesal para expedirse sobre la competencia distinta de las previstas por la ley ritual.


    Santangelo, Alfredo Irineo c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia Seguridad y Derechos Humanos – Servicio Penitenciario s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 96821/2014/CS1, 18 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Apertura del concurso. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    El artículo 21 de la ley 24.522 adopta la regla del fuero de atracción al disponer que la apertura del concurso produce, a partir de la publicación de edictos, la suspensión del trámite de los juicios de contenido patrimonial contra el concursado por causa o título anterior a su presentación, y su radicación en sede concursal. Esa norma, asimismo, prohíbe la deducción de nuevas acciones con fundamento en tales causas o títulos. Luego, excluye de esa regla de fuero de atracción distintos casos previstos en el artículo 21, incisos 1° a 3°. En especial, el artículo 21, inciso 2°, considera la situación de los procesos de conocimiento "en trámite" y de los juicios laborales. El régimen que prevé para esos supuestos implica exceptuarlos de los efectos mencionados en el párrafo precedente. En relación con los procesos de conocimiento, el legislador juzgó dirimente para apartarse del principio de universalidad, que se encuentren en trámite al momento de la apertura del concurso preventivo. El caso de autos un proceso de conocimiento iniciado con posterioridad a la apertura del concurso preventivo, por lo que no se encuentra exceptuado de los efectos del fuero de atracción.


    Tramat S.A. c/ Expreso Uspallata S.A. y otro s/ Cumplimiento de contrato


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 16901/2013/CS1-CA2, 04 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Retención de aportes sindicales. Economía procesal. Opción de competencia. Competencia comercial. 


    Ley 24.642.


    La Ley 24.642 fija el trámite a seguir en los casos de cobro al que estarán sujetos los créditos de los entes sindicales, originados en la obligación patronal de actuar como agente de retención de los aportes y contribuciones que deben abonar los afiliados. En su artículo 5° dispone que el cobro judicial de los créditos allí previstos se haga por la vía de apremio o de ejecución fiscal prescriptos en los códigos adjetivos de cada jurisdicción, sirviendo de suficiente título el certificado de deuda expedido por la asociación gremial. También dispone que, en la Capital Federal, donde tiene su sede la actora y donde se expidió el título, las entidades sindicales “... podrán optar por la justicia nacional con competencia en lo laboral o por los juzgados con competencia en lo civil y comercial...”.


    Sindicato de Obreros y Empleados de Minoridad y Educación c/ Instituto Secundario Municipal Ancarani s/ Ejecución fiscal


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 12963/2015/CS1, 14 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Publicación periodística. Daños y perjuicios. Daño moral. Competencia Provincial. 


    Asiste razón a la jueza federal cuando señala que, en el caso, no se verifica el requisito exigido para la procedencia del fuero federal por distinta vecindad, pues no fue posible ubicar fehacientemente a la demandada en ninguno de los domicilios denunciados ni por edictos. El tribunal ha establecido que, para que proceda el fuero federal por razón de la distinta vecindad, es necesario que quien tenga derecho a esa jurisdicción lo ejerza, pues tal privilegio es prorrogable o renunciable, de manera expresa o tácita. Por lo expuesto, habiendo transcurrido más de 6 años sin que el presente pleito encuentre una radicación definitiva, corresponde atribuir su conocimiento al juzgado de primera instancia en lo Civil, Comercial y de Minería n° 4 de Neuquén.


    Barros, Jorge Alberto c/ Manucopr S.A. y otro s/ Daños y perjuicios por responsabilidad extracontractual de particulares


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1447/2017/CS1, 05 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


     Quiebra. Domicilio del deudor. Competencia comercial.


    El conflicto debe ser resuelto por aplicación del artículo 3, inciso 10, de la ley 24.522, y de la doctrina en virtud de la cual, cuando se pretende la declaración en concurso de personas de existencia visible, corresponde intervenir al juez del lugar de la sede de la administración de sus negocios y, a falta de éste, al del lugar del domicilio.


    Sadovsky, Guido Javier s/ Pedido de propia quiebra


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 21054/2016/CS1, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Fuero de atracción. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión al fallo de la causa: Com. 607, L. XXXIX, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ ARPEC S.A.”.


    Corresponde dirimir la presente contienda y declarar que esta ejecución fiscal continúe su trámite ante el Juzgado de Primera instancia en lo contencioso Administrativo y Tributario N° 2 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    GCBA c/ Imagen Cristal S.A. s/ Ejecución fiscal - Otros


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1504/2017/CS1, 05 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Cámara federal de apelaciones. 


    Remisión al fallo de la causa CSS 14646/2002/CS1, “Constantino, Eduardo Francisco c/ ANSES s/ Reajustes varios”.


    Navarro, Primo Ramón c/ ANSES s/ Incidente


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 4959/2015/CS1, 10 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Competencia federal. Competencia provincial. 


    Remisión a Fallos: 339:740.


    Collacciani, Filomena c/ ANSES s/ Reajustes varios


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 40292/2013/CS1, 28 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Competencia Provincial. 


    Las cuestiones de competencia planteadas entre tribunales de distinta jurisdicción, deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento; Siguiendo una inteligencia armónica de los artículos 4°, 10 y 352 del Código Procesal, corresponde desestimar la declinatoria oficiosa efectuada por la alzada local, ya que la oportunidad de los tribunales de origen para desprenderse de la causa sólo puede verificarse de oficio al inicio de la acción o al tiempo de decidir una excepción de incompetencia, extremos que no se configuraron en autos. La decisión de la Cámara de desprenderse de la competencia asumida por el juez de primera instancia, luego de dictada una decisión sobre el fondo del asunto que se encuentra firme y sin que haya sido siquiera solicitado por las partes conlleva a una declinación extemporánea de competencia que no debe aceptarse, solución que se compadece no sólo lo dispuesto por las normas procesales antes citadas, sino con el criterio sentado en los precedentes que desautorizan los desplazamientos de competencia dispuestos oficiosamente por las Cámaras, en detrimento de los principios cardinales de seguridad y economía procesal. Por lo tanto, corresponde que la causa siga su trámite por ante la justicia en lo civil y comercial del Departamento Judicial de San Martín, debiendo devolverse el expediente a la Cámara contendiente, a sus efectos.


    Mercado Claros, María c/ Montenegro, Diego Alberto s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1274/2017/CS1, 09 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Reintegro de aportes y contribuciones. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Cámara federal de apelaciones. 


    El Alto Tribunal no está llamado a intervenir en el conflicto de autos, desde que, al haberse planteado entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelto por la alzada de la que dependa el juez que previno (v. art. 24, inc. 7°, dec.-Iey 1285/58).


    Giraudo, Carlos Alfredo c/ Banco de la Nación Argentina s/ Otros reclamos


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 11070080/2011/CS1, 22 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Relación de consumo. Mutuo dinerario. Pagaré. Juicio ejecutivo. Domicilio del demandado. Competencia nacional. 


    Precedente del fallo de la causa Comp. 577, L. XLVII, “Productos Financieros S.A. c/ Ahumada, Ana Laura s/ Cobro ejecutivo”.


    Dada la actividad financiera de la accionante, que el deudor sea una persona humana, y el monto reclamado, resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda en la demanda. En ese sentido, la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240, encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma.


    F.I. Inversiones S.R.L. c/ González, Jonathan Carlos s/ Cobro ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2272/2016/CS1, 09 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Economía procesal. Domicilio del demandado. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda. Precedente del fallo de la causa Comp. 577, L. XLVII, “Productos Financieros S.A. c/ Ahumada, Ana Laura s/ Cobro ejecutivo”. Precedente del dictamen de la causa COM 23620/2016/CS1 “Crédito para Todos S.A. c/ Díaz, Fernando Alberto s/ Ejecutivo”.


    Dada la actividad financiera de la accionante, que el deudor sea una persona humana, y el monto reclamado, resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda la demanda. En ese sentido, la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240, encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma. No obsta a la solución propuesta el dictado de sentencia sobre el fondo y que se encuentre en etapa de ejecución, ni que haya mediado notificación al consumidor demandado de las decisiones judiciales adoptadas, ya que su conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva de sus derechos de defensa en juicio.


    Forma Crédito S.A. c/ López, Luis Alejandro s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 4195/2017/CS1, 09 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Restricciones a la capacidad. Acceso a la justicia. Domicilio real. Competencia nacional. 


    Según dispone el artículo 36 del Código Civil y Comercial, la declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad, se deduce ante el juzgado correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el tribunal del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de "... sus finalidades, las leyes análogas,... los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento... ". El Código actual asigna al juez la obligación de dictar sentencia sobre la base de dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia personal del interesado (arts. 35, 37 y 40). Asimismo, según dispone el citado artículo 35, la entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que le preste asistencia al afectado. La cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas. Al propio tiempo, incide en la concentración y demás aspectos prácticos característicos de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el nuevo código excede de la mera aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar en el que habita establemente la persona afectada; máxime cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.


    M. V. L. y otros s/ Determinación de la capacidad jurídica


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2249/2017/CS1, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Control judicial de internación.


    En la sección destinada a las restricciones de la capacidad, el Código Civil y Comercial de la Nación, se ocupa de organizar lo referido a la competencia, que -por regla, y a falta de previsión legislativa en contrario- resulta de aplicación inmediata. El artículo 36 del nuevo régimen establece que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de "sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento " (cfr. arts. 1 y 2, CCCN). Dado el tenor de esa encomienda, la cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas. Al propio tiempo, incide en la concentración y demás aspectos prácticos característicos de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el nuevo código va más allá de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar en el que habita establemente la persona afectada; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados. Entre los deberes impuestos al juez, está el de “garantizar la inmediatez con el interesado durante el proceso”. Asimismo, se observa que la restricción a la capacidad establecida, no se ha adecuado a los parámetros vigentes a partir de la ley 26.657 y del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación.


    I., R. E. y otro s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 106615/2008/CS1, 18 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Domicilio. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial prevé que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación; pauta que debe leerse a la luz de "sus finalidades, las leyes análogas, [...] los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento... ". El código actual asigna al juez la obligación de revisar periódicamente la sentencia, tarea ésta que ha de llevarse a cabo sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia personal del interesado. La entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que preste asistencia al afectado. Dado el tenor de la encomienda, la cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas. Al propio tiempo, incide en la concentración y demás aspectos prácticos característicos de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el nuevo código va más allá de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, relacionado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando la actividad de los profesionales involucrados podría verse dificultada fuera del ámbito territorial para el que fueron designados.


    R. M. C. s/ Insania (sustituido)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 101998/2009/CS1, 07 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Domicilio. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de " ... sus finalidades, las leyes análogas, [ ... ] los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento ... ". Es preciso tener en cuenta que el Código actual asigna al juez la obligación de revisar periódicamente la sentencia, tarea ésta que ha de llevarse a cabo sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia del interesado. La entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que preste asistencia al afectado (arts. 35 y 40). Dado el tenor de la encomienda, la cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas. Al propio tiempo, incide en la concentración y demás aspectos prácticos característicos de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el nuevo código excede la aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, relacionado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando la actividad de los profesionales involucrados podría verse dificultada fuera del ámbito territorial para el que fueron designados.


    F., B. S. s/ Artículo 152 ter. Código Civil


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 90415/1998/CS1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Sentencia no firme. Apelación pendiente. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La excepción de incompetencia presentada fue recurrida por la demandada y la Cámara de apelaciones de la provincia declinó pronunciarse sobre la procedencia de dicho remedio. La mencionada providencia, no se encuentra firme. No se ha trabado un conflicto que se deba atender en esta instancia, en los términos del 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/1958, puesto que la configuración futura de la disputa queda ligada a la suerte de la apelación pendiente.


    C., R. c/ P., N. R. s/ Medida Cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1681/2017/CS1, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


     Servidumbre de electroducto. Nulidad de la notificación. Facultades del gobierno nacional. Competencia federal.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En el caso, el actor pretende obtener que se declare la nulidad del acta labrada mediante escritura Pública, mediante la cual se intentó notificarle la constitución a favor de la demandada de una servidumbre administrativa de electroducto sobre un inmueble rural de su propiedad. Más allá de que la demanda que inició la actora involucra cuestiones regidas por el derecho común y público local, se advierte que lo medular de la controversia planteada exige -esencial e ineludiblemente- determinar si la notificación a la que se hizo referencia satisface lo dispuesto por el art. 6° de la ley nacional 19.552 y si la pretensión de impedir el ingreso de la demandada al predio rural de la actora, con fundamento en los defectos formales de dicha diligencia, interfiere en el ejercicio de facultades exclusivas del Gobierno federal en materia de transporte interjurisdiccional de energía eléctrica. Al respecto, la Corte ha sostenido que la prestación del servicio público interconectado de transporte interjurisdiccional de electricidad está incorporada en la expresión “comercio” del art. 75, inc. 13, como así también en el inc. 18 de ese artículo. Por lo expuesto, este proceso debe continuar su trámite ante la justicia federal.


    Fantasía, Jorge Horacio c/ Intesar S.A. s/ Nulidad acto jurídico


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1338/2016/CS1, 28 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Situación de calle. Emergencia habitacional. Juicios en que la Nación es parte. Competencia federal. 


    La Corte tiene dicho que cuando el Estado Nacional -o una de sus entidades- es citado y comparece a juicio, aunque lo sea como tercero en los términos del Art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, procede la jurisdicción federal, aun cuando intervengan personas no amparadas en el fuero de excepción, sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Maia, Ricardo Ramón Ángel c/ GCBA s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 336/2017/CS1, 20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Sucesión ab intestato. Competencia por el territorio. Domicilio del causante. Competencia nacional. Competencia civil. 


    La competencia territorial en los procesos sucesorios atañe a los jueces del último domicilio del difunto (art. 2336, Código Civil y Comercial), y las excepciones a la regla deben interpretarse con criterio restrictivo. Según jurisprudencia de la Corte, cuando la prueba producida con respecto al último domicilio del causante es poco clara o contradictoria, debe tenerse por cierto que éste se hallaba en el lugar de su deceso, donde corresponde abrir la sucesión.


    Ayala, María del Carmen s/ Sucesión ab intestato


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 969/2016/CS1, 21 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Inscripción de la declaratoria de herederos. Domicilio del causante. Competencia provincial. 


    Además de que la declinatoria no fue comunicada a los herederos declarados, el trámite del juicio sucesorio se encuentra sustancialmente concluido. Por tanto, la declinación de la competencia asumida en plenitud por el tribunal bonaerense, deviene inoportuna.


    C., J. R. s/ Suc. ab-intestato


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 216/2017/CS1, 19 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia Federal. 


    La Corte Suprema debe resolver conflictos de competencia sólo cuando no media un superior común entre los tribunales en conflicto, conforme lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/1958, texto según ley 21.708, el cual prevé que los habidos entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de la que depende el juez previniente, sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados sea federal, con asiento en una provincia. El fallecimiento de dos de los codemandados permite preterir el principio conforme el cual el juicio universal atrae todas las acciones personales deducidas contra el causante, pues no habría motivos valederos para dar preeminencia a una sucesión por sobre la otra, en tanto el fuero de atracción tutela idéntico interés en ambas, de manera tal que no resulta posible implementar el desplazamiento de la competencia derivado del fuero de atracción.


    Banco de la Nación Argentina c/ Gorojovsky, Eduardo Adrián y otros s/ Cobro de pesos / Sumas de dinero


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 17076854/1986/CS1, 06 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia Nacional. 


    Las reglas que rigen el fuero de atracción del sucesorio son imperativas o de orden público, pues tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión, por lo que no pueden ser dejadas de lado, ni aun por convenio de partes. En este caso, procede el fuero de atracción, el instituto permite concentrar ante el juez del proceso universal, todos los juicios seguidos contra el causante que pudieran afectar la universalidad del patrimonio.


    Lignini, Juan M. c/ Murgio, Jorge s/ Cobro ordinario de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1418/2017/CS1, 05 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Herencia. División de la herencia. Acervo sucesorio. Extinción del fuero de atracción. Desplazamiento de la competencia. competencia provincial. 


    Fallecimiento de más de un codemandado.


    El litigio concierne directamente a la determinación del contenido de la herencia, una de las tareas medulares encomendadas al juez del sucesorio, y, además, constituye una controversia que, en definitiva, se vincula con la liquidación del acervo hereditario. Cuando fallece más de un codemandado, el fuero de atracción pierde su operatividad, desde que no es posible dar preeminencia a una sucesión sobre la otra.


    García, Jorge Miguel c/ García, Francisco José y otros s/ Simulación -reservado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 536/2017/CS1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Sustracción de menores. Violencia familiar. Economía procesal. Interés del menor. Residencia habitual. Principio de inmediación. Acceso a la justicia. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El régimen de protección integral de los niños, niñas y adolescentes, define al centro de vida como el lugar donde hayan transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia; e impone que se lo interprete en armonía con la definición de. “residencia habitual” contenida en los tratados ratificados en el campo de la sustracción y restitución internacional de menores. La Corte ha destacado la necesidad de analizar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo exige el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. Toda vez que los jueces en conflicto se hallaran en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de este niño. Resulta necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de un cuidado eficaz de aquellos derechos. Por tanto los tribunales provinciales cuentan con un elemento privilegiado en el cumplimiento de la función protectoria, puesto que sus jueces poseen, dentro de su propio ámbito territorial, acceso directo a la persona afectada. El enfoque propuesto es coherente con la directiva del artículo 706 del nuevo Código Civil y Comercial que, entre los principios generales que deben gobernar los procesos de familia, consagra el respeto de la tutela judicial efectiva y de la inmediación.


    F., S. D. y otro c/ M., S. C. s/ Reintegro de hijo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 642/2017/CS1, 31 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Títulos de crédito. Pagaré. Domicilio del deudor. Competencia nacional. 


    Precedente de la causa COM 23620/2016/CS1, "Crédito para Todos S.A., c/ Díaz, Fernando Alberto s/ Ejecutivo.


    Para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho alegado. También se torna imprescindible indagar en la naturaleza y el origen de la pretensión y en la relación de derecho existente entre las partes. El artículo 36 de la ley 24.240 prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda la demanda. en este sentido, la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la Ley 24.240 encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma. No obsta a la solución propuesta el estado procesal de la causa, ni que haya mediado notificación al consumidor demandado de las decisiones judiciales adoptadas, ya que su conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva de sus derechos de defensa en juicio.


    Forma crédito S.A. c/ Giménez, Gladys Esther s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6256/2017/CS1, 27 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Transferencia del régimen de jubilaciones y pensiones. Competencia federal. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 287, L. XLV, “Schroeder, Alberto c/ Provincia de Rio Negro - Unidad de Control Previsional s/ Amparo”, y Comp. 542, L. XLIX, “Gutiérrez, Gloria c/ ANSES s/ Reajuste de haberes”.


    Fuentes, Miguel Arcangel y otros c/ Provincia de Rio Negro s/ Contencioso administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1781/2016/CS1, 01 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 287, L. XLV, “Schroeder, Alberto c/ Provincia de Rio Negro - Unidad de Control Previsional s/ Amparo”, y Comp. 542, L. XLIX, “Gutiérrez, Gloria c/ ANSES s/ Reajuste de haberes”.


    Vega, Carlos Juan y otros c/ Provincia, de Río Negro s/ Contencioso administrativo - Vario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2123/2016/CS1, 07 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Violencia familiar. Residencia habitual. Celeridad procesal. Competencia nacional. 


    El problema viene encuadrado dentro del marco de la violencia familiar y en el acotado ámbito en el que se dictamina, debe acudirse al criterio sostenido en anteriores oportunidades por el Tribunal, en el sentido de que lo decisivo en esta materia es el domicilio del supuesto damnificado. Tal Solución favorece la implementación oportuna y efectiva de la actividad protectoria, la optimización de los recursos y la celeridad en la intervención.


    M.,M. R. c/ A., A. s/ Protección contra la violencia familiar (Ley 12.569)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 948/2017/CS1, 27 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Competencia por vía de inhibitoria. Competencia federal. 


    Las cuestiones de competencia planteadas entre tribunales de distinta jurisdicción, deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. El artículo 7 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone que las cuestiones de competencia, sea por vía de declinatoria o inhibitoria, sólo pueden promoverse antes de haber consentido la que se reclama y que, elegida una vía, no puede en lo sucesivo usarse la otra.


    Aceros Zapla S.A. s/ Pedido de inhibitoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 305/2017/CS1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Cuidado personal. Principio de inmediación. Competencia provincial. Juzgado de familia. 


    El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716). A su vez, la ley 26.061 define tal concepto como el lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, noción que debe interpretarse en armonía con la definición de "residencia habitual" contenida en los tratados internacionales que ratificó la República en el campo de la sustracción y restitución internacional. En autos, no es posible determinar con rigor si el centro de vida de la menor se asienta en el lugar donde vive con su madre, desde que esa noción excede de los meros datos fácticos tocantes a la simple residencia y el transcurso del tiempo. Dado que ambos jueces en conflicto se encontrarían en una situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de la niña. Es necesario priorizar la salvaguarda del principio de inmediatez, en procura de un cuidado eficaz de los derechos. Por ello, los tribunales bonaerenses cuentan con un elemento privilegiado en el cumplimiento de la función protectoria, puesto que sus jueces poseen, dentro de su propio ámbito territorial, acceso directo a la persona afectada.


    C., M. M. c/ P., E. M. s/ Cuidado personal de hijos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 218/2017/CS1, 04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Mala praxis. Responsabilidad médica. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios".


    F., S. M. c/ Hospital General de Agudos Dr. Cosmé Argerich y otros s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad Profesionales Médicos y Auxiliares


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 65045/2014/CS1, 21 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Lugar de ejecución del contrato de trabajo. Domicilio del demandado. Competencia provincial. Competencia laboral. 


    En los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares rige el artículo 24 de la ley 18.345, que prevé que en las causas entre trabajadores y empleadores es competente -a elección del actor- el juez del lugar del trabajo, el del lugar de la celebración del contrato o el del domicilio del accionado.


    A., Lucas David y otros c/ Vagnoni, Marcelo s/ Indemnización por antigüedad, etc.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1378/2016/CS1, 02 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Trabajadores portuarios. Estibador. Contrato de ajuste. Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Derecho privado. Competencia laboral. 


    Precedente del fallo de la causa Comp. 724, L. XLIII, “Fiseres, Noemí Elsa c/ Serviport Marítima S.R.L.”.


    Resulta aplicable la doctrina del precedente de la referencia por cuanto: 1) la actora y las demandadas no aducen que medie entre ellas un contrato de ajuste; 2) no se alega la afectación del normal funcionamiento de la terminal portuaria ni de la navegación o el compromiso de servicios empleados en el comercio interprovincial o internacional; y, 3) el reclamo atañe a sujetos de derecho privado y a propósito de extremos de orden común.


    González, Cristian y otros c/ Cooperativa de trabajo La Nueva Unión Ltda. y otro s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2107/2016/CS1, 08 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Transporte aéreo. Medidas cautelares. Reglamento de aeronavegabilidad. Competencia civil y comercial federal. 


    Ante todo, cabe recordar que, según lo dispuesto por el art. 7° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, elegida una vía para promover la cuestión de competencia, no podrá en lo sucesivo usarse la otra. En tales condiciones, más allá de la irregularidad que supone el ejercicio simultáneo de una facultad que la legislación autoriza a ejercer únicamente en forma alternativa, cabe entender que, por haber sido interpuesta la inhibitoria con anterioridad, la vía de la declinatoria devino inoficiosa. Aclarado el punto que antecede, cabe recordar que resulta aplicable en autos el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en las medidas preliminares y precautorias, será competente el juez que deba conocer en el proceso principal. Seguidamente corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En el caso, la controversia planteada se encuentra en la órbita del derecho aeronáutico, toda vez que la ANAC, al dictar la resolución 810/02 –acto administrativo cuestionado por la recurrente y cuyos efectos solicito se suspendan-, puso en ejercicio las funciones y facultades otorgadas por el decreto 1770/07, cuyo art. 2°, inc. 1°, la autoriza a realizar las acciones necesarias competentes a la autoridad aeronáutica derivadas del Código Aeronáutico, las regulaciones aeronáuticas, convenios y acuerdos internacionales, Reglamento del Aire y demás normativas y disposiciones vigentes, tanto nacionales como internacionales, mientras que el inc. 2 ° del mismo artículo faculta a aquel organismo administrativo a ejercer la fiscalización y control de los aeródromos públicos y privados del territorio nacional. Tales competencias, además, emanan del Código Aeronáutico, cuyo capítulo I del título II se refiere a los aeródromos y determina que la autoridad aeronáutica fijará el régimen y las condiciones de su funcionamiento. Al ser ello así, resulta de aplicación lo dispuesto por el art. 42 de la ley 13.998, el cual dispone -en cuanto aquí interesa- que los juzgados nacionales de primera instancia en lo civil y comercial federal conocerán de las causas que versen sobre hechos, actos y contratos regidos por el derecho aeronáutico. Lo expuesto no varía por la intervención conferida en esta causa al ORSNA en virtud del dictado de las resoluciones 123 y 124/13, cuyos efectos también pidió la actora que se suspendieran cautelarmente, en tanto ellas fueron emitidas como consecuencia de lo dispuesto por la autoridad aeronáutica (la ANAC) mediante la resolución 810/02. Es decir, que debe prevalecer, a los fines de determinar el tribunal competente, la materia sobre la que versa la controversia (en el caso, esencialmente regida por el derecho aeronáutico) por sobre la prerrogativa asignada al ORSNA por el art. 28 del decreto 375/97, cuya participación en la causa es accesoria en su calidad de ente de regulación y control de los contratos de concesión del Sistema Nacional de Aeropuertos.


    Estado Nacional - ANAC c/ Macair Jet S.A. s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 30759/2013/CS1-CA1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Impugnación del acto administrativo. Competencia por conexidad. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    La admisión del forum conexitatis, estatuido en el artículo 6° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas relacionadas entre sí, y que su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en dicho código, que importa admitir el desplazamiento de un juicio a favor de otro juez, con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas por la misma relación jurídica. En autos no se configura una conexidad sustancial con entidad suficiente para justificar que sea un solo magistrado el que conozca en ambos procesos, pues no se halla configurado uno de los recaudos procesales exigidos para que proceda la conexidad que reclama el juez titular del Juzgado Contencioso Administrativo y Tributario. Mientras que en el sub lite la pretensión del Banco de la República Oriental del Uruguay se dirige centralmente a obtener la impugnación de la resolución 391/AGIP/09, por la se confirmó la determinación de oficio sobre base cierta que se le había practicado a la actora en concepto de impuesto sobre los ingresos brutos en relación al bono compensatorio que recibió del Estado Nacional, así como la multa aplicada que equivalía al 65% del gravamen; en el expediente "Banco República Oriental del Uruguay e/ GCBA AGIP RSL 391/09 - DGR-RSL 1047 y 611/09 (ex 28.551/09) s/ proceso de conocimiento" (expediente 31.921/09), en trámite por ante la justicia en lo contencioso administrativo federal, lo que se persigue es obtener una declaración de certeza a fin de despejar la procedencia de la resolución 391/AGIP/09 por resultar contraria a la legislación federal vigente.


    Banco de la República Oriental del Uruguay c/ GCBA y otros s/ Impugnación actos administrativos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 595/2017/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte. Ello es así, toda vez que el conflicto trabado entre el fuero nacional en lo civil y el fuero nacional del trabajo, quedó resuelto con la decisión de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil que atribuyó la competencia al Juzgado Nacional de 1ª Instancia del Trabajo.


    Cargill SACI c/ Batista, Diego s/ Otros reclamos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 2141/2016/CS1, 08 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Acción civil. Responsabilidad contractual. Responsabilidad extracontractual. Juicios en que la Nación en parte. Justicia nacional en lo civil. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En relación a la pretensión de la actora, la Corte tiene dicho que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    P., F. c/ Club Atlético River Plate y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 42062/2011/CS1, 09 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    La Corte ha dicho que no procede la acumulación de litigios en tanto que una vez terminado el juicio supuestamente conexo desaparece la necesidad de conjurar el riesgo de fallos contradictorios que justifica la acumulación, por lo que la reasignación carece en el supuesto de sentido práctico.


    Renaudo, Juan Antonio y otra c/ Triunfo Cooperativa de Seguros Limitada y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1966/2016/CS1, 18 de mayo de 2017


    Ver dictamen


     Accidente in itinere. Competencia laboral.


    Incorrecta traba de la contienda.


    En autos, se trata de un reclamo dirigido contra un sujeto de derecho privado, a propósito de servicios prestados en la sede, que se basa en legislación común, de la que no resulta la existencia de una específica finalidad federal que fundamente una declaración de tal naturaleza.


    López, Paulo c/ Prevención ART S.A. s/ Accidente - enfermedad profesional - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 91906/2016/CS1, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Competencia laboral. 


    Incorrecta traba de la contienda. Dictamen y fallo en la causa CNT 36780/2014/CS1, “Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido”.


    Tal como surge del relato de los hechos de la demanda, los cuales deben ser considerados a fin de resolver las cuestiones de competencia, el actor reclama el resarcimiento de los daños y perjuicios que arguye haber sufrido con motivo de un accidente de trabajo sobre la base de preceptos civiles y de otros sistemas de responsabilidad de naturaleza laboral -incumplimiento de deberes de seguridad e higiene, prevención y contralor-. En consecuencia y por las conclusiones del precedente citado en el campo referencia, a las que corresponde remitir, corresponde conocer en las presentes actuaciones al Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo.


    Vallejos, Jessica c/ Geriátricos Privados Don Bosco S.A. s/ Daños y perjuicios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 17731/2015/CS1, 10 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por muerte del trabajador. Sentencia definitiva. Extinción del objeto del proceso. 


    No se ha trabado en el caso un conflicto de competencia que deba resolver esa Corte, pues, no procedería el desplazamiento de la competencia en tanto ha perdido el objeto práctico que lo justifica al haber sido resuelta la cuestión de fondo, lo cual despeja el peligro de sentencias contradictorias.


    Wdoviak, Francisca c/ Establecimiento Las Marías y otros s/ Indemnización por accidente de trabajo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1356/2017/CS1, 13 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Acción de regreso. Seguros. Competencia comercial. 


    En la demanda no se plantea una relación entre un trabajador y un empleador o una basada en el derecho del trabajo. Se trata, en cambio, de una petición que incumbe a dos sociedades comerciales, a propósito de una acción de regreso que se enmarca en el contrato de seguro que las vinculara y en la responsabilidad solidaria declarada y que se emprende con base en los artículos 716 y 717 del Código Civil entonces vigente. En tales condiciones, la acción no puede juzgarse inserta en la aptitud jurisdiccional de la justicia del trabajo sino que atañe al fuero comercial.


    Swiss Medical ART S.A. c/ Buenos Aires Vending S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9643/2015/CS1, 27 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Sociedades comerciales. Responsabilidad solidaria. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiterado que para dilucidar conflictos de competencia debe tenerse en cuenta, principalmente, la relación de hechos contenida en la demanda y después, en la medida en que se ajuste a ese relato, el derecho invocado en sustento del reclamo; y que, a ese fin, es menester indagar en la naturaleza de la petición y del vínculo jurídico existente entre las partes. Esta acción de regreso, se trata de una petición que incumbe a dos sociedades comerciales y que se enmarca en la póliza de seguro que las vinculara como tomadora y prestataria y en la responsabilidad solidaria declarada en la condena dictada en sede laboral. En tal contexto, resulta competente la justicia comercial pues, no mediando un conflicto entre un empleado y su empleador, el caso resulta ajeno al artículo 20 de la ley 18.345. Se adiciona a ello que, prima facie, no posee influencia decisiva para la solución de este supuesto la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho laboral.


    Prevención ART S.A. c/ Casa Loureiro S.A. s/ Ordinario


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14858/2015/CS1, 07 de abril de 2017


    Ver dictamen


     Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Impuesto sobre los ingresos brutos. Transporte de pasajeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.


    Remisión al dictamen de la causa C. 1540, L.XLIV, "Compañía Micrómnibus La Colorada S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad (ingresos brutos)"; T. 21, L.XLVIII, "Transportes Don Otto S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2574/2014, "La Costera Criolla S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 Cód. Prac.)"; CSJ 4325/2015, "Derudder Hermanos S.R.L. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y CSJ 335/2016, "Expreso Tigre Iguazú c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    González Tarabelli S.R.L. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 611/2017/07 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Cámara nacional de apelaciones. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de aquéllas que deba resolver la Corte, toda vez que, como lo prevé el artículo 24, inciso 7, del decreto- ley 1285/58, texto según ley 21.708, las contiendas suscitadas entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltas por la alzada de la que depende el magistrado que primero hubiese conocido. Por otro lado, cabe recordar que la potestad de discernir la competencia de un tercer magistrado que no intervino en el conflicto constituye una atribución exclusiva de la Corte, como órgano supremo de la magistratura.


    Héctor Enrique Mancini S.A. c/ Galeno ART s/ Ordinario


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 2578/2015/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa CIV 45881/2015/CS1, “Municipalidad de Picún Leufú c/ Lehmann, Kevin s/ Ejecución”.


    Municipalidad de Picún Leufú c/ Bngolea Monzón, Paula s/ Ejecución


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 28241/2016/CS1, 20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Litisconsorcio pasivo. Separación de procesos. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. l°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Por lo tanto, quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En mérito de lo anterior, en el proceso, la materia no reviste manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, el actor reclama una indemnización por daños y perjuicios imputándole responsabilidad a la Provincia de Buenos Aires en la comisión de los hechos dañosos, entendida aquélla como una materia regida por el derecho público local y del resorte exclusivo, por ende, de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional. Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. En consecuencia, el reclamo del actor deberá ser formulado ante los tribunales que resulten competentes, cuya determinación surgirá según la persona que se demande, puesto que la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar resulta inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a la instancia originaria del Tribunal, ni existen, en principio, motivos suficientes para concluir que el litis consorcio pasivo sea necesario, pues la relación jurídica que vincula a las partes en el pleito no es común e indivisible, como lo requiere el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sino que, por el contrario, el actor pretende obtener una sentencia condenatoria que exija a los demandados el cumplimiento de obligaciones de dar sumas de dinero, cuyas pretensiones tolerarían un tratamiento procesal independiente. En virtud de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Aguirre, Diego Jesús c/ Universidad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios - resp. prof. médicos y aux.


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 92611/2012/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia por vía de inhibitoria. Industria pesquera. Denegatoria del fuero federal. Discrepancia del recurrente. Doctrina de la arbitrariedad. Concesión errónea del recurso. 


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del artículo 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegatoria del fuero federal. Los agravios del recurrente se ciñen centralmente a la procedencia de la vía inhibitoria con el objeto de que la alzada nacional entienda en la apelación presentada contra una sentencia dictada por un magistrado local en el marco de un concurso preventivo, materia de eminente naturaleza común y procesal y ajena, por lo tanto, a esta instancia extraordinaria. En tales condiciones, los argumentos presentados por el apelante no logran conmover las premisas de las que parte el tribunal para desestimar la inhibitoria. La Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal como principio, sólo puede conocer en apelaciones presentadas contra decisiones de tribunales inferiores del mismo fuero, sin que por ello se encuentren cercenadas las garantías de debido proceso y defensa en juicio del Consejo, quien puede acudir a los medios recursivos previstos por el ordenamiento provincial y, eventualmente, al recurso extraordinario federal para cuestionar el fondo de la medida cautelar.


    Consejo Federal Pesquero s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 65034/2015/CA1-CS1, 13 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, "Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo".


    Busatto, Walter Dario c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1983/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, "Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo".


    Siner S.A. c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1978/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, "Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo".



    Ybyraty S.A. c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1984/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, "Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo".


    Gonzalez, Jorge Agustin c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1981/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, "Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo".


    Siner S.A. c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1982/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, "Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo".


    Vertisoles S.R.L. c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1980/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Contrato de prestaciones médicas. Medicina prepaga. Cobertura médica. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. El estudio de la presente causa corresponde a la justicia en lo civil y comercial federal, al estar en juego una serie de normas y principios institucionales y constitucionales de prioritaria trascendencia para la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, lo cual excluye la competencia del fuero en lo contencioso administrativo federal que se define, no por el órgano productor del acto, ni porque intervenga en juicio el Estado lato sensu, sino por la materia en debate, por su contenido jurídico y por el derecho que se intenta hacer valer, esto es, por la subsunción del caso en el derecho administrativo. A ello cabe agregar que la Corte tiene dicho que en el ámbito de la justicia federal, cuando en el caso no prevalecen prima facie aspectos relativos al derecho administrativo, corresponde declarar la competencia del fuero civil y comercial federal, tal como se propone en autos.


    Swiss Medical S.A. c/ Superintendencia de Servicios de Salud s/ Nulidad de acto administrativo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 31353/2016/CS1, 02 de mayo de 2017


    Ver dictamen


     Cuidado personal. Residencia habitual del niño. Principio de inmediación. Competencia provincial. Tribunales de familia.


    No es posible determinar si el centro de vida del niño se asienta o no en el lugar donde vive con su madre, desde que -al hacer directa referencia, entre otros factores, a la legitimidad- aquella noción excede de los meros datos fácticos atinentes a la residencia y el transcurso del tiempo. En tales condiciones, la elección debe hacerse sopesando cuál de los jueces estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales del niño. En tal entendimiento, las características que rodean al caso conducen a considerar que es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos. El enfoque propuesto guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial de la Nación que, entre los principios generales que deben gobernar los procesos de familia, consagra expresamente el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación.


    J., C. A. c/ M., M. P. s/ Cuidado personal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1678/2016/CS1, 18 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Curatela. Personas privadas de la libertad. Domicilio del causante. Principio de inmediación. Economía procesal. Competencia civil. 


    La curatela del penado, prevista en el artículo 12 del Código Penal, reviste, en principio, carácter tuitivo y se trata de una incapacidad restringida de hecho, para los actos a que dicho artículo se refiere, que está regida por el derecho civil y tiene por objeto evitar perjuicios en sus bienes por el tiempo que dure la detención, sin que se vea afectada la capacidad jurídica general del sujeto. Ha dicho la Corte, sin desconocer la intervención del fuero civil en la materia, que la jurisdicción del magistrado del lugar de residencia del causante, que opera como centro de sus intereses familiares y patrimoniales, es el que mejor coadyuva al contacto directo y personal del órgano judicial que conoce en la curatela con el afectado, dando primacía a los principios de inmediatez y economía procesal, esenciales a su naturaleza y finalidad.


    C., Raúl Norberto s/ Materia de otro fuero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2106/2016/CS1, 08 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Daños al automotor. Daños y perjuicios. Garantías procesales. Debido proceso. Defensa en juicio. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Fallos de las causas B. 2303; L. XL, “Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios” y A. 820; L. XXXIX, “Aguilar, Patricia Marcela c/ Rey, Héctor y otra (provincia de Buenos Aires) s/ Daños y perjuicios”.


    En este proceso no se verifica una causa de naturaleza civil que corresponda a la competencia originaria de la Corte reglada en el art. 117 de la Constitución Nacional y en el art. 24, inc. 10, del decreto-ley 1285/58, por lo que la Corte debe inhibirse de continuar conociendo de este asunto. El estado procesal de las actuaciones no obsta a un pronunciamiento como el indicado, pues la competencia originaria de la Corte de incuestionable raigambre constitucional reviste el carácter de exclusiva e insusceptible de extenderse, por persona ni poder alguno, como lo ha establecido una constante jurisprudencia de la Corte, razón por la cual la inhibición debe declararse de oficio en cualquier estado de la causa y pese a la tramitación dada al asunto. No obstante lo expuesto, la Corte como juez de la causa podría mantener su competencia originaria en el sub lite haciendo una excepción a la aplicación de la doctrina sentada en el caso "Barreto", con fundamento en el prolongado trámite de esta causa y en evidentes razones de economía procesal requeridas por la buena administración de justicia, a fin de preservar las garantías constitucionales de defensa en juicio y del debido proceso que asisten a las partes, ante la necesidad de obtener una rápida y eficaz decisión judicial que ponga fin a la controversia.


    Transporte Perretta Hermanos S.R.L. c/ Corrientes, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 247/2003/(39-T)/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Declinatoria. Demanda laboral. Cuestión no federal. Cuestiones procesales. Archivo del expediente. Falta de agravio concreto. 


    Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, requisito que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el caso, no media denegación del fuero federal, en tanto la resolución apelada declina la competencia ordinaria de un juez de la Capital Federal en favor de un magistrado provincial. Tampoco se advierte un gravamen concreto y actual no susceptible o de insuficiente reparación ulterior que permita equiparar la resolución a una sentencia definitiva puesto que no clausura la vía procesal intentada y la actora queda sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado, en el que puede seguir tramitando su pretensión. Los agravios presentados en orden a la decisión de archivar las actuaciones en los términos del artículo 354 inciso 1° del código de procedimientos, remiten al examen de aspectos procesales, ajenos a la instancia extraordinaria, sin que el apelante haya invocado agravios concretos vinculados con esa decisión.


    Salvia, Carmen María c/ Coviares S.A. y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 13264/2014/1/RH1, 15 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Demanda laboral. Comisiones médicas. Dictámenes. Cuestión abstracta. Competencia federal. 


    No media una contienda jurisdiccional que incumba decidir al Alto Cuerpo. Es que, llamado a que declare si sostiene la declinatoria, el tribunal federal resolvió no mantener la incompetencia en la causa.


    C., Sixto Daniel c/ Agua Marina S.A. s/ Demanda laboral


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1503/2016/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Despido. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia trabadas entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. En el caso, procede estar al artículo 44 de la ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo, el que dispone que la acumulación "...se pedirá y se resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda" y "se requerirá, [...], que el juez al que le corresponda entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia".


    Fernández, Marcelo Serafín c/ Empresa Abel y Marcial García S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 51961/2016/CS1, 30 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia laboral. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    A los fines de resolver cuestiones de competencia corresponde estar, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos al derecho que funda la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica. Por cuanto: 1) la actora y las demandadas no aducen que medie entre ellos un contrato de ajuste; 2) no se alega la afectación del normal funcionamiento de la terminal portuaria ni la navegación, o el compromiso de servicios empleados en el comercio interprovincial o internacional; y 3) el reclamo atañe a sujetos de derecho privado y a propósito de extremos de orden común, debe seguir entendiendo en la causa el Tribunal del Trabajo.


    Díaz, Rodrigo César c/ Rizzo, Pablo y otro s/ Reclamos varios


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 20634/2015/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Quiebra. Recurso de inaplicabilidad de ley. Devolución del expediente. Superior Tribunal de Justicia.



    Incorrecta traba de la contienda.


    En la causa no existe conflicto de competencia que deba dirimir el Tribunal. Subsisten dos recursos de inaplicabilidad de ley concedidos, deducidos contra la sentencia sobre el fondo dictada en la causa y contra el rechazo de la solicitud de la transferencia de los fondos depositados en los términos del artículo 56 de la ley local 11.653, que deben ser resueltos por el superior tribunal provincial. En este sentido, esa Corte ha establecido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Casas, Graciela Noemí c/ R.R. Donneley Cochrane Argentina S.A. y otros s/ Despido y cobro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 970/2017/CS1, 25 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    En la causa no existe conflicto de competencia que deba dirimir el Tribunal. Subsisten dos recursos de inaplicabilidad de ley concedidos, deducidos contra la sentencia sobre el fondo dictada en la causa y contra el rechazo de la solicitud de la transferencia de los fondos depositados en los términos del artículo 56 de la ley local 11.653, que deben ser resueltos por el superior tribunal provincial. En este sentido, esa Corte ha establecido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Gomez, Claudia Lorena c/ Donnelley Cochrane Argentina S.A. y otros s/ Despido - Cobro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1021/2017/CS1, 25 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    En la causa no existe conflicto de competencia que deba dirimir el Tribunal. Subsisten dos recursos de inaplicabilidad de ley concedidos, deducidos contra la sentencia sobre el fondo dictada en la causa y contra el rechazo de la solicitud de la transferencia de los fondos depositados en los términos del artículo 56 de la ley local 11.653, que deben ser resueltos por el superior tribunal provincial. En este sentido, esa Corte ha establecido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Ríos, Mercedes Elizabeth c/ Donneley Cochrane Argentina S.A. y otros s/ Despido - Cobro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1003/2017/CS1, 25 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


     Incorrecta traba de la contienda.


    En la causa no existe conflicto de competencia que deba dirimir el Tribunal. Subsisten dos recursos de inaplicabilidad de ley concedidos, deducidos contra la sentencia sobre el fondo dictada en la causa y contra el rechazo de la solicitud de la transferencia de los fondos depositados en los términos del artículo 56 de la ley local 11.653, que deben ser resueltos por el superior tribunal provincial. En este sentido, esa Corte ha establecido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Ruiz, María Susana c/ Donneley Cochrane Argentina S.A. y otros s/ Despido - Cobro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1020/2017/CS1, 25 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Domicilio del menor. Residencia habitual del niño. Interés del menor. Principio de inmediación. Acceso a la justicia. Competencia provincial. 


    El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida. A su vez, la ley 26.061 define tal concepto como el lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia, noción que debe interpretarse en armonía con la definición de "residencia habitual" contenida en los tratados internacionales que ratificó la República en el campo de la sustracción y restitución internacional. Por otro lado, en varias ocasiones se ha resaltado la necesidad de analizar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo impone el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. Estudiada la cuestión con ajuste a esos parámetros, no existe certeza en cuanto a los motivos que originaron la actual situación y a sus alcances, puesto que, en principio, las explicaciones que las partes ofrecen respecto de los sucesos que signaron la relación familiar exhiben marcadas discordancias; sin que corresponda ingresar ahora en el esclarecimiento de esos aspectos. Por ende, no es posible determinar si el centro de vida del niño se asienta en el lugar donde vive, desde que -al hacer referencia, entre otros factores, a la legitimidad- aquella noción excede de los meros datos fácticos atinentes a la simple residencia y el transcurso del tiempo. En tales condiciones, dado que ambos jueces en conflicto se encontrarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales del niño. En esa tarea, no puede soslayarse donde el menor reside actualmente, ya que la proximidad de la que gozan los magistrados locales constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar. Desde esa perspectiva -sin que ello implique un anticipo sobre la suerte que deben correr las pretensiones de los litigantes-, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de un cuidado eficaz de aquellos derechos. En definitiva, es dable concluir que los tribunales bonaerenses cuentan con un elemento privilegiado en el cumplimiento de la función protectoria, puesto que sus jueces poseen, dentro de su propio ámbito territorial, acceso directo a la persona afectada. El enfoque aquí propuesto, es coherente con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial que, entre los principios generales que deben gobernar los procesos de familia, consagra expresamente el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación.


    V., L. S. c/ C., G. E. s/ Medidas precautorias


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1834/2017/CS1, 23 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Enfermedad profesional. Daños y perjuicios. Competencia laboral. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen y fallo de la causa CNT 36780/2014/CS1, “Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido” en Fallos: 340:620.


    Justiniano, Esteban c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 54919/2015/CS1, 28 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Fondo Nacional de Incentivo Docente. Juicios en que la Nación es parte. Competencia por la persona. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y, después, sólo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que invoca como fundamento de la acción; también se ha dicho que, a tal fin, se debe indagar la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes. Las actuaciones atañen a la justicia federal ratione personae, pues cuando el Estado Nacional –o una de sus entidades- es citado y comparece a juicio, aunque sea como tercero –art. 94 CPCCN-, corresponde intervenir al fuero de excepción, aunque participen otras personas no aforadas y sin que quepa distinción respecto del grado y carácter de tal participación federal. Por lo demás, la presente causa resulta ajena a la competencia originaria de la Corte Suprema, en tanto la Dirección General de Cultura y Educación de la provincia de Buenos Aires es una entidad que goza de autarquía administrativa, técnica y financiera y posee la capacidad para actuar en el ámbito del derecho público y privado y, en tales términos, no se identifica con la provincia, la cual no fue demandada ni citada en los términos del artículo 94 del código de procedimientos.


    Ayek, Alejandra Sandra y Otros c/ Municipalidad de General Pueyrredón s/ Pretensión anulatoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1515/2017/CS1, 11 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Incapacidad laboral. Empleo público. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa CNT 56188/2013/CS1, “Olguín, Martín Adrián c/ Prevención ART S.A. s/ Accidente de trabajo –enfermedad profesional- acción civil”.


    Benítez, Gastón Ariel c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad - Policía Federal Argentina y otro s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 76872/2016/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


     Incorrecta traba de la contienda. Indemnización por muerte del trabajador. Economía procesal. Competencia comercial.


    La Corte tiene dicho que para dilucidar conflictos de competencia debe tenerse en cuenta, principalmente, la relación de hechos contenida en la demanda y después, en la medida en que se ajuste a ese relato, el derecho invocado en sustento del reclamo; y que, a ese fin, es menester indagar en la naturaleza de la petición y del vínculo jurídico existente entre las partes. Es competente la justicia comercial pues, no mediando un conflicto entre un empleado y su empleador, tal planteo resulta ajeno al artículo 20 de la ley 18.345. Se añade a ello, tampoco posee influencia decisiva para la solución del supuesto, la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho laboral.


    Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del trabajo c/ Tabique del Plata S.A. y otro s/ Interrumpe prescripción


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 27411/2015/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Muerte del trabajador. Facultades de la alzada. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el sub lite no se ha configurado un conflicto de competencia que corresponda resolver a la Corte Suprema. En efecto, más allá de las posibles deficiencias en la configuración del conflicto por falta de atribución recíproca, tal como lo dispone el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58 - texto según ley 21. 708-, la contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada de la que depende el magistrado que previno.


    A., H. p/ Si y en rep. de su hijo menor R., G. N. y otros c/ Mapfre Argentina ART S.A. s/ Accidente - Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 28510/2013/CS1 - CA1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de tránsito. Competencia civil. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica ce la relación existente entre las partes. En tales condiciones, las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil, criterio que ha sido reiterado por la Corte en procesos análogos.


    Olima, Horacio Oscar c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 75006/2010/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


     Inscripción registral. Registro de la propiedad automotor. Competencia civil y comercial.


    Para resolver una cuestión de competencia, hay que estar, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión teniendo presente que los conflictos entre órganos de distintas jurisdicciones deben ser resueltos por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos. Tratándose de un proceso no contencioso -sin contraparte-, que persigue una declaración de certeza sobre la titularidad de un vehículo a los fines de su posterior inscripción en el Registro Nacional de hl Propiedad del Automotor, no se dan los supuestos que determinan la competencia federal, la cual es de excepción y debe limitarse a los asuntos contenciosos que la ley le asigna. Por lo expuesto, en el limitado marco cognoscitivo en el que se deciden estas cuestiones y sin abrir juicio sobre la procedencia de la vía, los autos deberán proseguir su trámite por ante el Juzgado en lo Civil y Comercial provincial.


    Stok, Victorino s/ Información sumaria


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 19739/2016/CS1, 26 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Internación. Competencia provincial.



    Incorrecta traba de la contienda.


    El proceso autónomo de control de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del lugar en el que se realiza el tratamiento. En tal sentido, es doctrina de esa Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal de quien se ve afectado por la medida, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar el estado de salud, con lo que elimina las gestiones procesales superfluas y onerosas y evita las demoras en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria de la persona internada. En concordancia con ese criterio y habida cuenta de que, el causante continúa el tratamiento con internación en la Provincia de Buenos Aires, resulta aconsejable, en pos de una mayor eficacia de la actividad tutelar, que los jueces de ese foro lleven adelante el pertinente control legal.


    A., R. M. s/ Evaluación Art. 42 CCCN


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 65738/2017/CS1, 10 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Interrupción de la prescripción. Daños y perjuicios. Accidente in itinere. Acumulación de procesos. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    La Corte ha sentado que los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimientos. También ha dicho que la admisión del forum conexitatis estatuido en el artículo 6° del Código ritual, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas relacionadas entre sí, y su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en dicho código que importa admitir el desplazamiento de un juicio a favor de otro juez, con base en la conveniencia de concentrar ante un tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas por la misma relación jurídica y de evitar así el riesgo de dictado de pronunciamientos contradictorios.


    Asociart S.A. ART c/ Lescano, María y otros s/ Interrupción de Prescripción (Art. 3986 C.C)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1321/2016/CS1, 10 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Asistencia médica. Hospitales públicos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa G. 2462; L. XLI, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos” y al dictamen de la causa G. 57; L. XLII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2084/2017/28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Pagaré. Ley de defensa del consumidor. Domicilio del demandado. Competencia nacional. 


    Para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho alegado. También se torna imprescindible indagar en la naturaleza y el origen de la pretensión y en la relación de derecho existente entre las partes. En el caso, resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda en la demanda. En este sentido, la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240, encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma. No obsta a la solución propuesta el estado procesal de la causa, ni que haya mediado notificación al consumidor demandado de las decisiones judiciales adoptadas, ya que su conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva de sus derechos de defensa en juicio.


    Crédito para todos S.A. c/ Diaz, Fernando Alberto s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 23620/2016/CS1, 05 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho alegado. También se torna imprescindible indagar en la naturaleza y el origen de la pretensión y en la relación de derecho existente entre las partes. En el caso, resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda en la demanda. En este sentido, la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240, encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma. No obsta a la solución propuesta el estado procesal de la causa, ni que haya mediado notificación al consumidor demandado de las decisiones judiciales adoptadas, ya que su conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva de sus derechos de defensa en juicio.


    Crédito para todos S.A. c/ Gonzalez, Ernesto Osvaldo s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22265/2016/CS1, 05 de abril de 2017


    Ver dictamen


     Para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho alegado. También se torna imprescindible indagar en la naturaleza y el origen de la pretensión y en la relación de derecho existente entre las partes. Resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda en la demanda En este sentido, la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240, encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma. No obsta a la solución propuesta, el estado procesal de la causa, ni que haya mediado notificación al consumidor demandado de las decisiones judiciales adoptadas, ya que su conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva de sus derechos de defensa en juicio.


    Crédito para todos S.A. c/ Gonzalez, Rubén Darío s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22049/2016/CS1, 05 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho alegado. También se torna imprescindible indagar en la naturaleza y el origen de la pretensión y en la relación de derecho existente entre las partes. En el caso, resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240 en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda en la demanda. En este sentido, la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240, encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma. No obsta a la solución propuesta el estado procesal de la causa ni que haya mediado notificación al consumidor demandado de las decisiones judiciales adoptadas, ya que su conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva de sus derechos de defensa en juicio. Finalmente, configura una potestad exclusiva de la Corte, como órgano supremo de la magistratura, atribuir la causa a un tercer magistrado que no intervino en la controversia, por lo cual, corresponde que este proceso continúe su trámite ante la justicia ordinaria de la provincia.


    Caja de Crédito Cuenca Coop. Ltda. c/ Dangri, Andrea Bibiana s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 7495/2016/CS1, 05 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2046/2016 "Telenco S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad y repetición".


    Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires c/ San Luis, Provincia de s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1680/2017/28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Pago. Certificado de deuda. Obras sociales. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas O. 28. XLIX, "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal" y O. 215. XLIX, "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Obra Social para actividad docente (OSPLAD) c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 641/2017/24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Locación. Incumplimiento del contrato. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en procura de tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. Por lo tanto, el Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Sobre tales bases, el sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que según se desprende de los términos del escrito de inicio -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, el actor dirige su pretensión, en primer lugar, contra quien no es titular de ese privilegio, puesto que no se encuentra acreditado en nuestro país en algún cargo que le confiera "status diplomático" en los términos del art. 1°, inc. e), de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961; y, en segundo lugar, contra la Embajada de la República Islámica de Pakistán, la cual no reviste la calidad de aforada en los términos del art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58. No obsta a ello la intervención del fiador, que no lo ha sido a título personal, sino en su calidad de representante de aquella legación. Además, surge del "contrato de locación", cláusula décimo sexta, que las partes pactaron someterse a la jurisdicción de los tribunales ordinarios con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, renunciando expresamente a cualquier otro fuero o jurisdicción que pudiera corresponder. Por ello, dado que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos expresamente previstos en el art. 117 de la Ley Fundamental y toda vez que no puede ampliarse, restringirse, ni modificarse, el proceso no debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    José Luis Giordano c/ Zafar Saleem y otra s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2286/2016/17 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Modificación del haber de retiro. Competencia por el territorio. Declaración de oficio. Oportunidad procesal. Competencia provincial. 


    Resultan aplicables las reglas del artículo 4° del Código Procesal, que disponen que no procederá la declinatoria de oficio, en los asuntos exclusivamente patrimoniales, por razón del territorio. Ello es así, toda vez que los actores peticionan que su retiro se incremente con la inclusión de las asignaciones otorgadas al personal en actividad por distintos preceptos.


    Firpo, Mario Dionisio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 72703/2014/CS1, 20 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Plan de parentalidad. Residencia habitual del niño. Competencia provincial. 


    La protección de la que son acreedores las personas menores de edad comporta, ante todo, su cuidado y vigilancia global, que se ven facilitados de modo innegable a través de la cercanía física de los tribunales. Sin embargo, una correcta hermenéutica descarta la aplicación mecánica de dicha pauta, y postula la utilización de un criterio circunstancial, que contemple las características del caso concreto. Desde tal perspectiva, la concesión de la custodia provisoria al progenitor, además de desconocer lo dispuesto por el artículo 12 del Código ritual y de impedir el regreso pactado al lugar de residencia habitual, supone ignorar la directiva del Código Civil y Comercial de la Nación que asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños al juez de su centro de vida, que la norma define como el lugar donde aquéllos hubiesen transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia y que debe interpretarse en armonía con la noción de "residencia habitual" contenida en los tratados internacionales ratificados por la República, en el campo de la sustracción y restitución internacional . En ese marco fáctico y normativo, sin perjuicio de la flexibilidad propia de las relaciones familiares que inspira al artículo 716 del Código sustantivo, las actuaciones deben quedar radicadas ante el tribunal de familia donde se encuentra el centro de vida de la menor, que fue modificado unilateralmente por su padre, sin que, a esta altura, aparezca justificado como es menester que esa conducta disruptiva, crucial para la vida de la hija, haya obedecido a una exigencia impostergable de su mejor interés. Además, debe tenerse en cuenta que está en curso la orden de restitución de la menor a la casa materna, foro en el que también tramitan varios expedientes referidos a la problemática familiar.


    D., N. E. c/ C., D. A. s/ Régimen de comunicación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 559/2017/CS1, 15 de agosto de 2017


    Ver dictamen


     


    Procesos de ejecución. Cobro de sumas de dinero. Embargo. Bienes inmuebles. Simulación. Nulidad del acto jurídico. Competencia por conexidad. Competencia civil y comercial. 


    La Corte tiene dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. En autos, la actora obtuvo una sentencia parcialmente favorable en el marco de otro expediente en el que se ordenó la ejecución por una suma de dinero y ante el intento de embargo del inmueble propiedad del demandado, de los informes del Registro de la Propiedad Inmueble, surgió que al tiempo de devengarse las deudas por aportes y contribuciones en ejecución, el titular del pago de los aportes y contribuciones, había enajenado el inmueble a sus hijos con usufructo vitalicio a su favor y el de su cónyuge. En ese contexto, la actora promovió el presente juicio ordinario por simulación e inoponibilidad, solicitando se decrete la nulidad de la inscripción por ante el Registro de la Propiedad Inmueble del inmueble en cuestión. En tales condiciones, no existe entre ambas causas una relación de conexidad que justifique el desplazamiento de la competencia, desde que la acción ordinaria conllevará a declarar -o no- la nulidad por simulación de actos jurídicos por medio de los cuales se transfirió la propiedad de un determinado inmueble, sin que este aspecto sea materia de debate en el juicio ejecutivo, más allá de las implicancias que una decisión sobre el punto pueda, finalmente, tener en este último. En este sentido, cabe recordar que la Corte ha establecido que la admisión del forum conexitatis posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas relacionadas entre sí, y su aplicación constituye una excepción a las reglas generales para determinar la competencia, ya que importa un desplazamiento de un juicio a favor de otro juez con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas con la misma relación jurídica.


    Obra Social para la Actividad Vitivinícola c/ Vagnoni Valila, Juan y otros s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2238/2016/CS1, 15 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Deudas de la sucesión. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En autos, la actora promueve ejecución reclamando una deuda cuyo origen es anterior al deceso del causante. En ese marco, el juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto sobre la base de las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión –de carácter imperativo o de orden público- y que tiende a facilitar la liquidación del acervo hereditario, tanto en beneficio de los acreedores como de la propia sucesión. Por lo demás, el cese de la indivisión hereditaria ocurre mediante la partición de los bienes debidamente inscripta en el registro respectivo, extremo que en rigor, no se ha verificado en el sucesorio.


    Banco de Corrientes S.A. c/ Sucesores de Somma, Carlos s/ Proceso Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1542/2017/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


     Reparación integral. Indemnización por accidente de tránsito. Rutas nacionales. Intervención de terceros. Estado Provincial. Estado Nacional. Competencia civil.


    Precedente de Fallos: 328:293.


    En el precedente de la referencia, la Corte indicó que atañen al fuero civil todas las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, referentes a responsabilidad contractual o extracontractual, aun cuando la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, inclusive ferroviarios.


    Castaño de Jaber, Reyna Isabel c/ Vial Cinco S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 63561/2007/CS1, 28 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Restricciones a la capacidad. Domicilio. Curador. Caso concreto. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial de la Nación, establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el tribunal correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el proceso, o ante el juez del lugar de su internación. En autos, interviene la justicia nacional en lo civil desde el año 1989, aun cuando, desde un inicio, el causante ha residido ininterrumpidamente en Luján, Provincia de Buenos Aires. Ello, en virtud de que el padre y, hasta ahora, curador -domiciliado en esta ciudad-, pidió expresamente que la causa permanezca en sede nacional, con apoyo en su condición vulnerable y en las complicaciones que le acarrearía el cambio de jurisdicción. Tales circunstancias deben atenderse, puesto que la adecuación a las directivas constitucionales y al diseño previsto por el nuevo Código Civil y Comercial, descarta la aplicación mecánica del principio de inmediatez, y requiere contemplar las características de cada caso en concreto. Implica, sobre todo, evaluar si una variación de tribunal aparejará o no dificultades relevantes en el futuro desempeño de los roles de apoyo y, por ende, en el bienestar del afectado. Precisamente, en el sub lite es dable inferir que la solución propuesta ha de contribuir a la facilitación del desempeño del único familiar que presta sus cuidados al causante, tal como lo encarecen los organismos internacionales de derechos humanos. En ese marco, ponderando que no se ha evidenciado una alteración en las condiciones imperantes con suficiente entidad como para justificar el desplazamiento de la competencia del foro de origen, el expediente debe continuar su trámite ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    A., R. A. s/ Insanía y curatela


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 667/2017/CS1, 07 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Residencia habitual. Competencia provincial. 


    De los antecedentes de la causa, resulta que, el causante ha vivido ininterrumpidamente en localidades pertenecientes al Departamento Judicial de San Isidro. Por otro lado, dadas las características del supuesto, es dable pensar que el desplazamiento de la competencia no generará inconvenientes en el desempeño del rol de apoyo. En tales condiciones, y valorando el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que la Corte ha elaborado sobre la base de esa directiva constitucional, el tribunal de San Isidro se encuentra en mejores condiciones para proseguir con la función tutelar, sobre todo si se repara en que, entre los deberes impuestos al juez, se cuenta el de "garantizar la inmediatez con el interesado durante el proceso".


    T., J. E. y otro s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 72068/1983/CS1, 15 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Servicio de agua corriente. Falta de pago. Competencia civil. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse en primer lugar a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. De la exposición de los hechos que la actora hace en su demanda no surge que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires resulte parte sustancial en el sub lite, ya que no resulta ser actora, ni demandada, ni tercero en el presente proceso, requisito que resulta ineludible, a la luz de lo establecido en los arts. l° y 2° del Código Contencioso Administrativo y Tributario local, para que proceda la competencia de dicho fuero. En consecuencia, en tanto en la presente causa la empresa AySA se dirige contra quien resulte propietario, poseedor o tenedor del inmueble ubicado en la Ciudad de Buenos Aires, con el objeto de ejecutar una deuda por servicios sanitarios impagos, corresponde a la Justicia Nacional en lo Civil de la Capital Federal continuar entendiendo en autos.


    Agua y Saneamientos Argentinos S.A. (AYSA) c/ Propietario y/o tenedor Donizetti s/ Ejecución fiscal


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 7350/2017/CS1, 16 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CIV 7350/2017/CS1, Competencia, "Agua y Saneamientos Argentinos S.A. (Aysa) c/ Propietario y/o tenedor Donizetti 244".


    Agua y Saneamientos Argentinos S.A. c/ Dinamic Cosmetics S.A. s/ Ejecución fiscal


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 21535/2017/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Servicios de comunicación audiovisual. Pluralidad de expediente. Medidas autosatisfactivas. Principio de no contradicción. Juez previniente. Competencia por conexidad. Competencia federal. 


    Razones de economía procesal. Único tribunal a cargo.


    En el presente se ha configurado un conflicto entre dos órganos jurisdiccionales puesto que en el marco de una primer causa, la cámara local considera que se halla habilitada para disponer una medida mediante la cual ordena a diversas empresas y sociedades que se abstengan de interrumpir, en forma parcial o total, el servicio de comunicación audiovisual de televisión por cable a los usuarios de la provincia; mientras que en el marco de otro proceso, el titular del Juzgado Federal sostiene su competencia para ordenar lo contrario, contra los mismos destinatarios. La cuestión, vinculada con la prestación de servicios de comunicación audiovisual, se encuentra regulada por normas de carácter federal, esto es, las leyes de Servicios de Comunicación Audiovisual N° 26.522, de Defensa de la Competencia N° 25.156 y Argentina Digital N° 27.078. A su vez, la medida autosatisfactiva solicitada ante el tribunal local guarda íntima y directa vinculación con lo debatido en estas actuaciones, que fueron iniciadas previamente ante la Justicia Federal. De hecho, al peticionar esa medida ante la justicia ordinaria la propia parte actora invocó el conflicto judicial entre las demandadas y Supercanal para fundar el peligro inminente de corte del servicio. En tales condiciones, el juez federal es quien debe conocer en ambas causas, pues la cuestión central a decidir trae aparejada la competencia federal ratione materiae, improrrogable por su propia naturaleza, privativa y excluyente de los tribunales provinciales. Para más, el juez federal es quien previno en el conocimiento del asunto. No empece a lo expuesto el hecho de que lo pretendido en el expediente que tramita ante la justicia provincial se halle fundado en la ley 24.240, que integra el derecho común, pues al encontrarse lo allí solicitado estrechamente ligado a la pretensión de fondo incoada en esta causa resulta aplicable el forum conexitatis. Tal como lo ha entendido la Corte, dicho instituto permite de manera excepcional el desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otro juez, pues obedece a la conveniencia de concentrar ante un único tribunal todas las acciones vinculadas y evitar así el dictado de sentencias contradictorias. Tal supuesto se verifica en la especie, en atención a que las resoluciones dictadas en cada uno de los procesos en examen se dirigen a los mismos destinatarios pero disponen medidas en sentido opuesto, lo que evidencia la necesidad de concentrar ante un único magistrado el conocimiento de ambos expedientes.


    Supercanal S.A. c/ Piñero, Daniel Enrique y otros s/ Amparo contra actos de particulares


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 35214/2015/CS1, 18 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Sucesiones. Acción de repetición. Restitución de sumas de dinero. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    El deceso de un segundo codemandado constituye un elemento definitorio para la correcta determinación de la competencia. Pero, dado que no se ha elucidado la posible apertura del proceso sucesorio del primero, queda pendiente el esclarecimiento de este dato relevante a los fines de la determinación de la competencia.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Arribas, José Luis y otros s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 5044/2013/CS1, 23 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia civil y comercial. 


    Las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público, pues tienen a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores corno de la sucesión. A su vez, el Máximo Tribunal ha entendido que la atracción al sucesorio de la acción personal con causa anterior al fallecimiento según lo disponía el derogado inciso 4° del artículo 3284 del Código Civil, se ajusta a lo previsto por el Código Civil y Comercial de la Nación. En ese marco, es aplicable la jurisprudencia de esa Corte en el sentido de que el fuero de atracción de los juicios universales -sea sucesión o concurso- opera aun tratándose de procesos que correspondieren al fuero federal y sea cual fuere la causa que determine la jurisdicción.


    Vidal, Patricia Laura y otro c/ Municipalidad de Escobar y otros s/ Daños y perjuicios Responsabilidad del estado (Del/Cuas. Exc. Autonom.)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1215/2017/CS1, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Violencia familiar. Menores. Juez previniente. Competencia civil. 


    Es cierto que, tal como enseña la Corte, la eficacia de la actividad tutelar en las cuestiones vinculadas a los niños, aconseja que el juez del lugar donde ellos viven, sea quien dirija los pleitos que los afectan. No obstante, éste es un supuesto excepcional ya que, desde muy temprana edad, además de haber sido entrevistada por varios operadores de distintas instituciones, la menor se ha visto sometida a reiteradas modificaciones abruptas, en puntos esenciales de su vida, especialmente respecto de la figura adulta que ejerce su cuidado y en el lugar en donde reside. En ese derrotero, su diagnóstico se ha agravado hasta el grado de altísimo riesgo. Frente a esa caótica secuencia en la que ya han intervenido, por lo menos, cinco juzgados, remitir a esta víctima, de tan solo seis años de edad, a un sexto tribunal, lejos de contribuir al trato respetuoso que merece, a la optimización de los recursos y a la celeridad de la intervención jurisdiccional, redundará en su re-victimización, postergando un asunto que por su misma índole, debe definirse con agilidad y precisión, minimizando al extremo las posibles contradicciones de los órganos que ejercen el rol ordenador. Es que estamos ante un panorama irresoluto, que resulta necesario esclarecer y orientar con prontitud, por su incidencia profundamente negativa en el goce de los derechos fundamentales de una persona menor de edad. La importancia y urgencia de esa tarea, exigen la continuidad en la intervención del tribunal que abordó plenamente el caso, accediendo al conocimiento del conflicto familiar desde un inicio, con el acompañamiento de procesos terapéuticos y diagnósticos en instituciones especializadas. En este sentido, no debería perderse de vista que la actual residencia de la menor no solo se encuentra cuestionada, sino que obedece a una situación cautelar y, por ende, esencialmente provisoria. Por último, este Ministerio Público Fiscal debe recomendar que el tribunal centralice todos los aspectos civiles atinentes a la menor, de manera que el problema se clarifique y encauce prontamente, sobre la base de un estudio integral del caso, que prevenga la prolongación o generación de situaciones inapropiadas para la niña.


    A., P. G. c/ S., M. L. s/ Denuncia por violencia familiar


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 30706/2012/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Accidentes de trabajo. Muerte del trabajador. Cuestión no federal. valoración de la prueba. Responsabilidad contractual. Responsabilidad del asegurador. 


    Los agravios referidos a la atribución de responsabilidad derivada de un accidente de trabajo remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la Ley 48, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La decisión del superior tribunal de justicia en cuanto a la valoración que hizo el tribunal de grado de las constancias de la causa, no fue rebatida suficientemente por el recurrente. Por ello, su mera discrepancia no logra configurar un supuesto de arbitrariedad. Por otro lado, por las particularidades del proceso laboral de la Provincia de Buenos Aires establece algunos elementos probatorios que son de imposible revisión en las instancias superiores. Los planteos basados en la aplicación temporal de la Resolución SRT 414/99 y la tasa de interés aplicable no constituyen cuestión federal susceptible de habilitar la instancia extraordinaria, sino que queda ubicada en el espacio de la razonable discreción de los jueces de la causa, en la medida que no resulten afectadas garantías constitucionales. La Corte se ha pronunciado en contra de la aplicación de modificaciones y mejoras al régimen de riesgos de trabajo a accidentes anteriores a la entrada en vigencia de las normas modificatorias.


    Pastorini, María Magdalena y otros c/ Metalúrgica Inmeca S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4336/2015/RH1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Asistencia médica. Falta de atención médica. Responsabilidad médica. Responsabilidad de los establecimientos asistenciales. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. 


    En principio, cuando las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el orden local, la tacha de arbitrariedad debe ser considerada como particularmente restrictiva. A su vez, la doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. Además, no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", con directa lesión a la garantía del debido proceso.


    B., R. W. y otra c/ Sanatorio Privado M. M. S.C.A. y otros s/ Daños perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 883/2015/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Difusión periodística. Interés público. Libertad de expresión. Libertad de prensa. Derecho al honor. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Doctrina de la real malicia. Precedente de Fallos 331:1530, “Patitó”.


    La libertad de expresión representa un valor fundamental en una sociedad democrática. En este sentido, la Corte Suprema expuso en numerosos pronunciamientos que cuando está en juego la difusión de información de interés público corresponde acudir a la doctrina de la real malicia a fin de armonizar el derecho a la libertad de expresión con el derecho al honor. Esta doctrina procura garantizar el debate libre y desinhibido sobre asuntos públicos, que constituye una precondición esencial para el funcionamiento de un gobierno democrático. De acuerdo con ella, y tal como fue desarrollada en el precedente "Patitó", registrado en Fallos: 331:1530, quien difunde información de interés público que pueda afectar el honor de figuras públicas o particulares que hubieran intervenido en cuestiones públicas solo debe responder jurídicamente si el agraviado prueba la falsedad de la información y que esta fue difundida con conocimiento de su falsedad o con notoria despreocupación por su veracidad. En esta causa, el asunto que dio origen a las presentes actuaciones reviste un indudable interés público. En ese contexto, la doctrina de la real malicia es aplicable para resolver la cuestión controvertida en tanto se hizo referencia a la actora solo en la medida en que esta se encontraba involucrada en una cuestión de interés público. En consecuencia, la condena debe ser revocada en tanto las constancias probatorias no muestran que el demandado haya divulgado información falsa a sabiendas de su falsedad o con notoria despreocupación al respecto. Si bien la sentencia apelada tuvo por acreditado que fue la actora, y no su esposo, quien en realidad adquirió el vehículo, del expediente no surge que los recurrentes hayan hecho pública esa información con conocimiento de su falsedad.


    García, Adriana Beatriz c/ Diario La Arena y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 10/2015/RH1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Honorarios. Liquidación. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 15260/1996/1/RH1, "Colombres Federico José y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Proceso de conocimiento”.


    Invercapital Inc. c/ Estado Nacional s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 15259/1996/1/RH1, 25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Irigoytia, Carlos Francisco y otro c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ Ordinario - Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1026/2016/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Vela, Marcia Andrea y otros c/ Gas Natural BAN S.A. y otros s/ Daños y Perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 65945/2011/1/RH1, 10 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Derecho procesal


    Secuestro de bienes. Jurisdicción. Lugar de cumplimiento de la obligación. Jerarquía de las leyes. Derechos y garantías constitucionales. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Se mantiene la queja interpuesta por la Fiscalía General.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro Prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 25194/2015/1/RH1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Despido



    Excepción de incompetencia. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Ausencia de resolución definitiva. Remisión al dictamen de la causa CNT 20989/2014/1/RH1 "Núñez Benítez, Marciano c/ Promotion Building S.A. y otros s/ Accidente - Acción civil”.


    Rodríguez Lazo, Lucas Gustavo c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 49491/2015/1/RH1, 17 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Enfermedad de Alzheimer


    Amparo. Medicina prepaga. Cobertura médica. Medidas de seguridad curativas. Internación. Queja por recurso denegado. Improcedencia del recurso. 


    La parte actora reclamó "la medicación en la dosis y cantidad indicada conforme la prescripción médica del profesional tratante, que pertenece a la cartilla del Centro. En tales condiciones, dado que la demandada ha confirmado en varias oportunidades la cobertura de dicho rubro, el tratamiento de los planteos presentados al respecto en esta instancia deviene inconducente. Los restantes agravios resultan inadmisibles, por no satisfacer el recaudo de autosuficiencia. Esa omisión deja indeterminada la necesaria relación directa entre el agravio y las cláusulas federales que se dicen vulneradas; con lo cual, la apelación tampoco llena la exigencia que para este remedio de excepción impone el art. 15 de la ley 48. Las alegaciones de la demandada no logran rebatir el fundamento central, cual es que el tratamiento en régimen de internación, obedece a la recomendación de un neurólogo, confirmada por la perito oficial. En ese contexto, la apelación no demuestra que la alternativa domiciliaria haya podido responder adecuadamente a los requerimientos del enfermo, máxime frente al señalamiento en contrario que hizo el médico tratante.


    C., L. Á. E. (Dra. Elizabeth A) c/ C s/ Amparo


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 107024/2009/1/RH1, 18 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia


    Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Muerte del trabajador. Economía procesal. Sentencias contradictorias. Competencia por conexidad. Acumulación de acciones. Competencia laboral. Competencia provincial. 


    Sin desconocer las deficiencias procesales en la resolución de los aspectos vinculados a la competencia desde el inicio del proceso, procede estar a los artículos 88 y 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto disponen -por razones de economía procesal y de seguridad jurídica- que sea un solo magistrado el que entienda en los procesos que tienen como común denominador pretensiones conexas, a fin de evitar el dictado de sentencias contradictorias, o que las resoluciones que recaigan en uno de los-litigios hagan cosa juzgada respecto de las cuestiones planteadas en el otro u otros. Tales razones de conexidad resultan aquí evidentes si se considera que se persigue la indemnización de los daños y perjuicios derivados del mismo infortunio laboral y que, si bien no se configura la estricta identidad de partes requerida por el artículo 188 del Código adjetivo, toda vez que la causa origen de ambos reclamos es la misma, deviene preciso que sea un solo juez el que intervenga en todos esos pleitos, a fin de evitar el posible dictado de sentencias contradictorias. En tal sentido, cabe recordar la doctrina del Tribunal en orden a que procede la acumulación, no obstante que no concurra la triple identidad de sujetos, objeto y causa, si media la posibilidad de que, en cuestiones similares, se expidan fallos contrapuestos. Ahora bien, dado que esta situación, además, fue consentida por las partes y que la demanda se habría notificado en las causas en trámite por ante la justicia provincial con anterioridad, aprecio que el Tribunal de Trabajo provincial deberá seguir conociendo en el presente juicio.


    Ibáñez, Verónica Elisa p/ Sí y en representación de su hijo mejor Montiel, Thiago c/ Edesur S.A. y otros s/ Accidente – acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 19378/2010/CS1, 01 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Estado Nacional. Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Cuestiones procesales. Cuestión no federal. Privación de justicia. Sentencia definitiva. Gravedad institucional. Inadmisibilidad del recurso. 


    La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en una causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo no justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal de la queja. La resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. La doctrina de la Corte enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco se justifica la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Flores, Alan Sebastián c/ Unión de Gestión Operativa Mitre Sarmiento S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5833/2014/CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Fisco Nacional. Certificado de trabajo. Cuestiones procesales. Cuestión no federal. Privación de justicia. Sentencia definitiva. Gravedad institucional. Inadmisibilidad del recurso. 


    La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en una causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo no justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal de la queja. La resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. La doctrina de la Corte enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco se justifica la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Castello, Vicente c/ Citibank N.A. s/ Diferencia de salarios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 52116/2014/1/RH1, 04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Impuesto a las ganancias. Indemnización. Cuestiones procesales. Cuestión no federal. Privación de justicia. Sentencia definitiva. Gravedad institucional. Inadmisibilidad del recurso. 


    La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en una causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo no justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal de la queja. La resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. La doctrina de la Corte enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco se justifica la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Galantai, Roberto Ladislao c/ American Express Argentina S.A. s/ Otros reclamos


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 49664/2015/1/RH1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato. Correo oficial. Cuestiones procesales. Cuestión no federal. Privación de justicia. Sentencia definitiva. Gravedad institucional. Inadmisibilidad del recurso. 


    La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en una causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo no justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal de la queja. La resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. La doctrina de la Corte enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco se justifica la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Blue Steel S.A. c/ Correo Oficial de la República Argentina s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 12593/2014/2/RH1, 16 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Honorarios


    Cuestiones de hecho y prueba. Derechos y garantías constitucionales. Doctrina de la arbitrariedad. 


    La Corte tiene dicho que las cuestiones de hecho y prueba, de derecho común y procesal –materia propia de los jueces de la causa- no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48. También ha sostenido la Corte que "la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido", pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales. Aún cuando la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peticiones de las partes constituyen extremos de índole fáctica y procesal ajenos a la instancia extraordinaria, en el caso el tribunal apelado adoptó un enfoque erróneo de lo debatido en la causa y omitió examinar cuestiones decisivas oportunamente propuestas, con menoscabo de las garantías que consagran los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional En el sub lite se configura un supuesto de arbitrariedad en los términos de la doctrina del Tribunal, toda vez que la cámara omitió el tratamiento de cuestiones oportunamente introducidas por el apelante sin dar razones valederas para ello, con desconocimiento de las constancias relevantes de la causa. En consecuencia, el pronunciamiento recurrido no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso y tiene graves defectos en la consideración de extremos conducentes para la correcta solución del litigio, por lo que, al guardar los planteos del apelante relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, corresponde descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Colombres, Federico José y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 15260/1996/1/RH1, 17 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. 


    La Corte tiene dicho que las cuestiones de hecho y prueba, de derecho común y procesal -materia propia de los jueces de la causa- no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48. También ha sostenido la Corte que "la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido", pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales. En el sub lite no corresponde hacer excepción a la mencionada regla, toda vez que el apelante sólo pone de manifiesto una mera discrepancia con la apreciación efectuada por los jueces intervinientes con respecto a los elementos probatorios agregados a la causa, sin que sus criticas alcancen a rebatir adecuadamente los argumentos en que se sustenta el pronunciamiento, ni demuestran que la sentencia impugnada sea arbitraria. Al respecto, cabe recordar que la Corte tiene dicho que las discrepancias del apelante con el criterio de selección y apreciación de las pruebas no autoriza a la Corte a sustituir a los jueces en la decisión de cuestiones que, en principio, les son privativas, en razón del carácter excepcional de la doctrina de la arbitrariedad.


    Otimi S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Proceso de conocimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 54/2014/(50-0)/CS1, 17 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por incapacidad


    Accidente de tránsito. Invalidez del acto jurídico. Estafa procesal. Asociación ilícita. Independencia del Poder Judicial. Deber de imparcialidad. Jueces naturales. Sentencia arbitraria. 


    El fallo impugnado exhibe graves defectos que lo descalifican como acto judicial válido. Abona tal caracterización la conclusión del juzgado criminal - que fuera confirmada, en todo lo pertinente, por la alzada respectiva- por cuanto "se han dado todos los elementos de la estafa la cual estuvo dirigida al órgano jurisdiccional y que por tal motivo, la denominamos 'procesal '. Sin embargo en estos casos los propios jueces eran sospechados e imputados de pertenecer y/o presidir la asociación ilícita y por lo tanto podrían haber tenido conocimiento de la maniobra que se gestaba -lo cual desnaturaliza la denominada 'estafa procesal' que, como tal, dirige el engaño al juez". En efecto, se vislumbra que tanto la producción como el mérito de la prueba concretado en primera instancia reflejan una deliberada intención tendiente a admitir, sin más, el reclamo del actor y la consecuente imposición de cuantiosas sumas en concepto de reparación por rubros diversos, sin apreciar las impugnaciones que sobre aquélla efectuaran las contrarias. En tal sentido, la decisión del Juzgado Criminal y Correccional es concluyente en torno a que "al expediente judicial se incorporaron pruebas falsas sobre las que se basaría el juzgador en su sentencia, antecedente para que el condenado civilmente deba hacer la disposición patrimonial". Esta situación constituye una grave afrenta a los principios de independencia e imparcialidad que deben guiar la actuación de los magistrados que conforman el Poder Judicial, e importa una clara violación a la garantía de juez natural y al adecuado servicio de justicia que garantiza el artículo 18 de la Constitución Nacional Se ha utilizado una causa judicial como medio exclusivo para hacer prevalecer el reprochable interés personal de la jueza de mérito, en desmedro de la búsqueda de la verdad jurídica objetiva que debe ser el norte de todo proceso civil La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el debido proceso tiene como uno de sus presupuestos fundamentales "que el juez que interviene en una contienda particular se aproxime a los hechos de la causa de modo imparcial", extremo que no ha ocurrido en las actuaciones. Dada la incidencia y la gravitación de las pruebas que han sido determinantes para estructurar la decisión, el pronunciamiento apelado encarna una renuncia consciente a la verdad objetiva, lo que resulta incompatible con el adecuado ejercicio de la función jurisdiccional. Tal circunstancia habilita a descalificarlo como acto judicial válido en los términos de la doctrina sobre sentencias arbitrarias.


    Barril, Orlando Pablo c/ Jérez, Eduardo Raúl y otro s/ Sumario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 517/1991/(23-B)/CS1, 18 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo


    Asistencia médica. Facturas. Falta de pago. Estado Provincial. Juicios contra el Estado. Cuestiones de competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa G. 2462, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos”; y al dictamen de la causa G. 57, XLVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 683/2017/08 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Marcas


    Buscadores de internet. Cese de uso de marca. Principio de congruencia. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Concesión parcial del recurso. Sentencia ultra petita. 


    El recurso extraordinario federal fue bien concedido en tanto plantea que la sentencia violó el principio de congruencia al ordenar a la demandada cesar en la contratación del servicio de enlaces patrocinados que ofrecen determinados buscadores de internet. En este sentido, la Procuración General y la Corte Suprema tienen dicho que la circunstancia de que los agravios remitan a aspectos fácticos y de índole procesal y derecho común no resulta óbice para habilitar el recurso extraordinario cuando la cámara se excedió en la jurisdicción conferida por las presentaciones de las partes, límite que tiene jerarquía constitucional en cuanto implica la afectación del principio de congruencia y, consecuentemente, de la garantía de defensa en juicio. Sobre este punto, la Corte ha resuelto en reiteradas oportunidades que la jurisdicción de las cámaras está limitada por los términos en que quedó trabada la relación procesal y el alcance de los recursos concedidos, que determinan el ámbito de su facultad decisoria, y que la prescindencia de tal limitación infringe el principio de congruencia que se sustenta en los Arts.17 y18 de la Constitución Nacional. Ese extremo que se configura en el caso, ya que la accionante solicitó diversos remedios específicos que no incluían el ordenado por la Cámara. En tal sentido, cabe recordar que el principio de congruencia impone a los jueces y tribunales decidir de conformidad con los hechos y pretensiones deducidas conforme lo establecido por los artículos 34, inciso 4°, y 163, inciso 6°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En este contexto, el cese de aquellas actividades consiste en una pretensión que no fue materia de controversia y, por lo tanto, no fue debatida por las partes. En consecuencia, el remedio otorgado por la cámara impuso el cese de una práctica comercial sin que la actora lo hubiese requerido y sin que la demandada haya tenido oportunidad de formular la defensa correspondiente. Debe rechazarse el recurso en cuanto alega que la cámara omitió dar tratamiento a los argumentos formulados por la demandada en relación con la aplicación del convenio suscripto por ambas partes a la presente controversia. El planteo de la recurrente recibió adecuado tratamiento por parte del tribunal a quo, pues explicó por qué interpretaba que ese acuerdo había resultado insuficiente para proteger los derechos marcarios de la actora y, en ese marco, analizó sus pretensiones. Por lo tanto, la respuesta dada por el a quo a esta cuestión luce razonable sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Nike International LTD c/ De Remate Com de Argentina c/ Cese de uso de marcas. Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2060/2008/CS1, 15 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Se solicita medida para mejor dictaminar.


    Osecac c/ Sucesores de Antonio Azarloza s/ Ejecución fiscal


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 12000173/2003/CS1, 25 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Personal militar retirado. 


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Pons, Luis Alberto Pablo c/ CRJPPF s/ Personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seguridad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 370/2013/(49-P)/CS1, 06 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Presentación extemporánea


    Recurso de apelación (procesal). Plazo horario. Falta de fundamentación autónoma. Cuestión no federal. Cuestiones procesales. 


    La Corte ha dicho que declarar mal concedida una apelación, por haber sido presentada después de las 48 horas previstas por el artículo 15 de la Ley 16.986, importa una decisión de orden procesal, propia de los jueces de la causa y ajena a la jurisdicción extraordinaria. Máxime, si el criterio adoptado por el a quo en torno al cómputo hora por hora, en forma continua, obedece a una interpretación razonable de la norma adjetiva mencionada, y encuentra sustento en precedentes jurisprudenciales, pues dichas circunstancias excluyen la invocación de la tacha de arbitrariedad.


    Carcavilla, Rogelio c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 8801/2014/2/RH2, 28 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Daños y perjuicios. Seguros. Póliza. Carga de la prueba. Violación al debido proceso. Procedencia del recurso. 


    Si bien los agravios expuestos por la recurrente remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal que, en principio, resultan ajenas a la instancia extraordinaria, ello no es obstáculo para la procedencia del recurso extraordinario cuando el tribunal ha prescindido de dar un tratamiento adecuado a la controversia, de acuerdo con las normas aplicables y las constancias de la causa. Es dable recordar que quien invoca ciertos hechos como fundamento de su pretensión tiene la carga de acreditarlos (art. 377 del CPCCN), y si no logra cumplir con esa carga mediante la actividad probatoria desarrollada durante el juicio, corre el riesgo de que su acción sea rechazada. Sin embargo, se observa que existió una actividad probatoria activa por parte de la compañía aseguradora tendientes a comprobar aquellos extremos argumentales. Ello, en tanto acompañó como prueba documental a la póliza del seguro -que fue reconocida por la asegurada-, y que intentó respaldar mediante la prueba pericial contable, que fue declarada superflua o meramente dilatoria. De esa manera, la Cámara, al condenar a la aseguradora sin los límites contractuales manifestados, incurrió en una incorrecta valoración de las constancias obrantes en la causa. En estas condiciones, las conclusiones a las que se arriba en el pronunciamiento importan una efectiva lesión al derecho de defensa, lo que resulta irrazonable e incompatible con un adecuado servicio de justicia.


    Sepulveda, Rosana Patricia c/ Compañía de Transporte Vecinal S.A. Línea 326 y otros s/ Daños y perjuicios (Acc. Trans. c/ Les. o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 55147/2011/1/RH1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Accidente de trabajo. Cuestiones de competencia. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan esas excepciones en el caso. Por un lado, corresponde destacar que la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. Por otro lado, la sentencia en crisis tampoco coloca al recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la ley 48, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la codemandada quedó sometida a la jurisdicción nacional del trabajo en la que puede ejercer las restantes defensas planteadas. Finalmente, el recurrente tampoco logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Bariqua, Esteban Eugenio c/ Sinopec Argentina Exploration y Production Inc. Sucursal Argentina y otro s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 2274/2015/1/RH1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Accidente in itinere. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    CNT 64722/2013/1/RH1, "Páez Alfonso, Matilde y otro c/ Asociart ART S.A. y otro s/ indemnización por fallecimiento".


    Los agravios referidos a la aplicación del decreto 472/14 encuentran adecuada respuesta en el punto III del dictamen de esta Procuración General que se consigna como referencia. La solución propuesta exime el tratamiento de los planteos basados en la doble actualización del crédito. Por el contrario, los planteos que cuestionan el porcentaje de incapacidad atribuido, la cuantificación del ingreso base mensual y la interpretación del artículo 3 de la ley 26.773, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho común que son propios de los jueces de la causa y ajenas por regla al ámbito de apelación extraordinaria, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. En cuanto a los agravios que cuestionan la determinación del porcentaje de incapacidad y la cuantificación del ingreso base mensual, el a quo realizó un análisis de la prueba pericial médica e informativa que no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Pezzarini, Juan Martín c/ La Caja Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente-Ley


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 27907/2013/1/RH1, 24 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Decretos. Cuestiones de hecho y prueba. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso "Espósito" señaló que "...el decreto reglamentario 472/14 explicitó que el ajuste previsto en los arts. 8 y 17.6 se refería a los importes de las prestaciones adicionales de suma fija que habían sido incorporadas al régimen por el decreto 1278/00, y de los pisos mínimos establecidos por el decreto 1694/09 y por el arto 3° de la propia ley reglamentada". Además, consideró que del juego armónico de los arts. 8° y 17.6 de la ley 26.773 claramente se desprende que la intención del legislador no fue otra que la de: (1) aplicar sobre los importes fijados a fines de 2009 por el decreto 1694 un reajuste, según la evolución que tuvo el índice RIPTE entre enero de 2010 y la fecha de entrada en vigencia de la ley, que los dejara "actualizados" a esta última fecha; y (2) ordenar, a partir de allí, un reajuste cada seis meses de esos importes de acuerdo con la variación del mismo índice". Sobre esa base, concluyó que "...la ley 26.773 dispuso el reajuste mediante el índice RIPTE de los 'importes' a los que aludían los arts. 1°, 3° y 4° del decreto 1694/09 exclusivamente con el fin de que esas prestaciones de suma fija y pisos mínimos reajustados se aplicaran a las contingencias futuras". Por ello, los argumentos que fundaron la declaración de invalidez constitucional del decreto 472/14 no se ajustan al criterio señalado y, en consecuencia, la sentencia en crisis, en este punto, debe ser revocada. Por otro lado, en relación a la interpretación del artículo 3 de la ley 26.773 si bien en el citado fallo "Espósito" la Corte Suprema de Justicia de la Nación, al referirse a las modificaciones introducidas por la ley 26.773, realiza una mención sobre el punto, no puede entenderse que el máximo tribunal haya sentado un criterio aplicable en la materia. En consecuencia, el agravio traído por la recurrente se vincula con aspectos de hecho, prueba y de derecho común que son propios de los jueces de la causa y ajenas por regla al ámbito de apelación extraordinaria; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.


    Páez Alfonzo, Matilde y otro c/ Asociart ART S.A. y otro s/ Indemnización por fallecimiento


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 64722/2013/1/RH1, 31 de agosto de 2017


    Ver dictamen


     Porcentaje de incapacidad. Ley de accidentes de trabajo. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso.


    Los agravios de la recurrente que cuestionan el porcentaje de incapacidad que padece el actor no cumplen con el requisito de fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48 pues están basados en afirmaciones dogmáticas y no se condicen con los argumentos vertidos en la sentencia apelada. Por otro lado, los cuestionamientos referidos a la aplicación del artículo 3 de la ley 26.773 al sub lite se vinculan con aspectos de hecho, prueba y de derecho común que son propios de los jueces de la causa y ajenos por regla al ámbito de apelación extraordinaria; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.


    Bareiro Acosta, Jorge Alberto c/ Asociart ART s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 33141/2013/2/RH1, 24 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64722/2013/1/RH1, "Páez Alfonzo, Matilde y otro c/ Asociart ART S.A. y otro s/ Indemn. por fallecimiento".


    Guevara, Ernesto Rubén c/ Galeno ART S,A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 40076/2013/1/RH1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


     Remisión al dictamen de la causa CNT 64722/2013/1/RH1, "Páez Alfonzo, Matilde y otro c/ Asociart ART S.A. y otro s/ Indemn. por fallecimiento".


    Martínez, Leonardo Matías c/ Galeno Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente - Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 54967/2013/1/RH1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. RIPTE. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien los agravios remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, ajenas en principio a la instancia extraordinaria, la Corte Suprema tiene dicho que ello no constituye un obstáculo para admitir el remedio federal cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la contienda de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida y, por tanto, el pronunciamiento no configura un acto judicial válido. En el caso, la cámara para confirmar la sentencia de la instancia anterior, sé remitió a un precedente sentado por la propia sala, y si bien resaltó que la aplicación de ese criterio importaría una reformatio in peius, omitió brindar una respuesta al planteo de la demandada, por lo cual, la sentencia, en este punto, debe ser revocada con sustento en la doctrina de la arbitrariedad.


    Aurio, Pablo Patricio c/ Galeno Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47410/2013/1/RH1, 28 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Porcentaje de incapacidad. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. 


    Dictamen de la causa CNT 64722/2013/1/RH1, “Páez Alfonso, Matilde y otro c/ Asociart ART S.A. y otro s/ Indemnización por fallecimiento”.


    La cuestión vinculada a la actualización mediante el índice RIPTE de la prestación prevista en el artículo 14, punto 2, inciso a, de la ley 24.557 encuentra adecuada respuesta en el dictamen de referencia de esta Procuración General, cuya solución exime de tratar los planteos basados en la doble actualización del crédito. Por el contrario, los planteos en relación al porcentaje de incapacidad atribuido como consecuencia del accidente de trabajo, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, materia propia de los jueces de la causa y ajena por regla a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. Al respecto, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir supuestos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al fallo una sentencia fundada en ley. En conclusión, la sentencia recurrida que más allá de su grado de acierto o error, realizó una interpretación de la prueba y de las circunstancias fácticas comprobadas de la causa, no luce irrazonable sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Chavez, Carlos Nicolás c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 54136/2013/1/RH1, 22 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Acción civil por accidente de trabajo. Cuestiones de competencia. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan esas excepciones en el caso. Por un lado, corresponde destacar que la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. En ese sentido, las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre juzgados nacionales con asiento en la Capital Federal no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la ley 48. Por otro lado, la sentencia en crisis tampoco coloca al recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la ley 48, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la actora quedó sometida a la jurisdicción nacional en lo civil en la que puede ejercer su acción. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. En tales condiciones, el recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48 y, en consecuencia, el planteo resulta inadmisible.


    Brandan, Fernando Jesús c/ La Caja ART S.A. s/ Accidente - Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 6592/2015/1/RH1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Asociaciones de consumidores. Gratuidad del procedimiento. Tasa de justicia. Costas. Mantenimiento del recurso. 


    La cuestión se vincula con los alcances del beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 para las acciones judiciales iniciadas en defensa de derechos de incidencia colectiva. Al respecto, la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores y señaló que "...la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, la Corte Suprema expuso que "... el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos” y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Asimismo, esta Procuración General puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos –como instituto procesal- encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. A ello cabe agregar que, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita del artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que se propicia, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores - ADUC - c/ Banco Supervielle S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 35134/2015/1/RH1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Beneficios de litigar sin gastos. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 38707/2007/1/RH1, “Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos".


    Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores c/ Banco Crecicoop Coop. Ltda. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 35674/2015/1/RH1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 38707/2007/1/RH1, “Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos".


    Consum. En Acción Asociación Civil c/ Liderar Compañía General de Seguros S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22323/2015/2/RH2, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 38707/2007/1/RH1, “Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos".


    Consum. en Acción Asociación Civil c/ Liderar Compañía General de Seguros S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22323/2015/1/RH1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 38707/2007/1/RH1, “Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos".


    Consumidores Argentinos Asociación para la Defensa, Educación e Información del Consumidor c/ la Segunda Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 41078/2010/1/RH1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


     Cuestiones de competencia. Accidente in itinere. Ley sobre riesgos del trabajo. Denegatoria del recurso.


    Remisión al dictamen de la causa CNT 20989/2014/1/RH1, “Núñez Benítez, Marciano c/ Promotion Building S.A. y otros s/ Accidente – acción civil.


    Ayala, José Eduardo c/ Caminos Protegidos Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. y otros s/ Accidente - ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 8137/2016/1/RH1, 28 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Competencia laboral. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64142/2013/1/RH1, "Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. s/ Accidente - Acción civil”.


    Correa, Alan Oscar c/ Aptar B & H S.A. y otro s/ Accidente - Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 45320/2015/1/RH1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64142/2013/1/RH1, "Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. s/ Accidente - Acción civil”.


    Martínez, Marcelo Alejandro c/ Spicer Ejes Pesados S.A. y otro s/ Accidente - Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 37976/2015/1/RH1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


     Empleo público. Indemnización. Resoluciones equiparables a definitiva. Derechos y garantías constitucionales. Denegatoria del recurso.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie una denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a pronunciamientos definitivos, tales como el desconocimiento de un privilegio federal o una privación de justicia de imposible o muy dificultosa reparación ulterior. No se presentan esas circunstancias excepcionales en el caso, pues, por un lado, corresponde destacar que la sentencia no deniega el fuero federal, en tanto la decisión observada ordena la remisión de la causa a un órgano jurisdiccional de tal carácter. Por otro lado, tampoco coloca al actor en una situación de privación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, la garantía de la defensa en juicio ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, el actor quedó sometido a la jurisdicción del fuero contencioso administrativo federal donde puede continuar el trámite de su pretensión. Asimismo, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Villalón, Carlos Ariel c/ Prevención Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 34786/2015/1/RH1, 12 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Facultades de la alzada. Denegatoria del recurso.



    Dictamen en causa CNT 9027/2015/1/RH1, "Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente-Acción civil".


    El recurso extraordinario no habilita la intervención de la Corte para resolver cuestiones de competencia cuya solución la ley encomienda a otros órganos judiciales. En ese sentido, el artículo 24, inciso 7, del decreto 1285/58 establece que cuando los conflictos se planteen entre jueces nacionales de primera instancia, serán resueltos por la cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido. Por lo demás, las cuestiones que se debaten en el sub lite encuentran adecuada respuesta en el dictamen de referencia. En tales condiciones, el recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Hinojosa Ramos, Yola Susset c/ Asociart A.R.T. S.A. y otro s/ Accidente - Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 16718/2015/1/RH1, 13 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Incapacidad. Residencia médica. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia nacional. 


    Dictamen en la causa P. 553; L. XLIV, “P., C. F. s/ Insania”.


    Los pronunciamientos dictados en materia de competencia no autorizan la apertura de este remedio de excepción en tanto que carecen -por principio- de naturaleza definitiva. Sin embargo, aquellas decisiones deben equipararse a sentencia definitiva cuando ocasionan un agravio de insuficiente, tardía o dificultosa reparación ulterior. Tal es lo que sucede con el auto interlocutorio, por cuanto impide que el tribunal con jurisdicción donde reside la causante tome el control de los autos, y los efectos de esta negativa continúan verificándose día a día con relación a ella, privándola de una protección eficaz. Sin perjuicio de que la cuestión llega a esta instancia por la vía recursiva, y no como una controversia entre tribunales de distintas circunscripciones territoriales; y si bien no resulta claro que al momento de dictar el fallo apelado los jueces hayan tenido noticia del traslado ocurrido pocos días antes, adquieren particular relevancia los motivos alegados para el traslado, en tanto permiten atribuirle visos de estabilidad. Ellos son, por un lado, a propósito de una paciente de setenta años de edad con síndrome de Down, la aparición de dolencias progresivas que exigirían atención permanente -osteoartrosis, Alzheimer- y, por el otro, como consigna la certificación médica, la existencia de familiares cercanos, radicados en la Ciudad y dispuestos a asumir el cuidado de la causante y de establecimientos sanitarios adecuados para ello. Asimismo, es necesario tener en cuenta que, hoy en día, no habría puntos de contacto que liguen al caso con los tribunales de Corrientes; foro éste que, además, se ubica a más de novecientos kilómetros de esta Ciudad, con las dificultades prácticas que pueden derivarse de esa circunstancia. Desde tal perspectiva, corresponde remitir a los términos del dictamen de referencia. Finalmente, más allá del objeto de la vista conferida, este Ministerio Fiscal debe señalar que el seguimiento jurisdiccional se encuentra interrumpido, de manera tal que resulta ineludible retomar prontamente el control personal y patrimonial, incluyendo el debido contacto personal con la causante y los informes periódicos del establecimiento que la alberga, cuyas posibilidades para brindarle una adecuada atención no se han verificado como es menester. Se advierte, asimismo, que la restricción a la capacidad establecida en su oportunidad no se ha ajustado a los parámetros del nuevo código en la materia, pues aún está pendiente la revisión de la sentencia y la determinación del plan de vida y apoyos más adecuado para la afectada. A fin de salvaguardar la integridad psicofísica y patrimonial de la causante, cabe concluir que se haga lugar a la queja y al recurso extraordinario, se deje sin efecto la sentencia recurrida y se disponga la intervención de la justicia nacional, la que deberá ocuparse de los aspectos señalados, ajustando de inmediato el procedimiento a lo dispuesto por el artículo 31, ss. y ccs. del Código respectivo; sin perjuicio de adecuar su actuación a las restantes directivas de ese ordenamiento y de la ley 26.657, en tanto sean pertinentes.


    M. L., M. E. s/ Declaración de incapacidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1818/2017/RH1, 17 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Sentencia equiparable a definitiva. Privación de justicia. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 


    Corresponde recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de arbitrariedad o del desconocimiento de garantías constitucionales. No se encuentra configurada situación excepcional alguna que permita apartarse de la regla dado que la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni tampoco puede ser equiparada a tal si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal, pues la causa que originó el planteo de inhibitoria se encuentra radicado en la justicia federal. Tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal en determinado en donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Usuarios y Consumidores Unidos c/ Telefónica Moviles Argentina S.A. s/ Ley de defensa del consumidor


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 21060/2013/2/RH2, 04 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan esas excepciones en el caso. Por un lado, la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. Por otro lado, la sentencia en crisis tampoco coloca al recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la ley 48, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la codemandada quedó sometida a la justicia nacional del trabajo en la que puede ejercer las restantes defensas planteadas A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. En tales condiciones, el recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Rizzi, Débora c/ Jumbo Retail Argentina S.A. y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 72840/2014/1/RH1, 03 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Daño por el hecho o en ocasión del trabajo. Higiene y seguridad del trabajo. Responsabilidad del asegurador. Relación de causalidad. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Los agravios referidos a la atribución de responsabilidad derivadas de un accidente de trabajo remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48. Sin embargo, la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias constituye sustento suficiente para la procedencia formal del recurso en examen en tanto, por las razones que se expondrán, la argumentación provista en la sentencia recurrida no satisface las exigencias de fundamentación necesarias para considerar el pronunciamiento como un acto judicial válido. En el caso se discute la acreditación de incumplimientos a los deberes legales de la aseguradora que guarden un nexo de causalidad adecuada con el daño sufrido por el actor. Al respecto la Corte afirmó que "...el deficiente ejercicio del deber de control en materia de higiene y seguridad más allá de su naturaleza jurídica, cuya determinación es ajena a la competencia extraordinaria de esta Corte, no puede generar responsabilidad con independencia del nexo causal adecuado, ya que éste es requisito indispensable para la procedencia de la acción resarcitoria". En igual sentido, sostuvo que "...no existe razón alguna para poner a una ART al margen del régimen de responsabilidad previsto por el Código Civil, por los daños a la persona de un trabajador derivados de un accidente o enfermedad laboral, en el caso en que se demuestren los presupuestos de aquél, que incluyen tanto el acto ilícito y la imputación, cuanto el nexo causal adecuado (excluyente o no) entre dichos daños y la omisión o el cumplimiento deficiente por parte de la primera de sus deberes legales". Le asiste razón a la recurrente pues la argumentación de la cámara resulta dogmática e insuficiente. En efecto, la sentencia no individualizó cuál fue la inobservancia legal en la que habría incurrido la aseguradora sino que se limitó a mencionar, en forma genérica, una supuesta omisión a su deber de asesorar al empleador. Tampoco explicó qué tipo de asesoramiento hubiera contribuido a evitar el siniestro, en cuya mecánica -que arriba firme a esta instancia- se imputa el hecho a la acción de un tercero. De este modo, la sentencia recurrida atribuyó responsabilidad a la aseguradora sin analizar de modo suficiente la configuración de los presupuestos en materia de responsabilidad civil; en particular, al no identificar claramente los incumplimientos legales atribuidos a la aseguradora que habrían constituido una de las causas o condiciones para que ocurriera el siniestro, ni analizar su posible nexo de causalidad con el daño, la sentencia apelada carece de la debida fundamentación exigible a las decisiones judiciales y lesiona las garantías constitucionales consagradas en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional, por lo que se la debe descalificar como acto jurisdiccional sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Palacin, Fernando Sergio c/ Bruno, Darío Hugo y otro s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 5310/2008/1/RH1, 03 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Mala praxis. Médicos. Responsabilidad médica. Responsabilidad de la obra social. Procedencia del recurso. 


    Resulta importante destacar que no se encuentra contendido que la Obra Social y la demandada constituyen dos personas jurídicas distintas y que poseen un marco de actuación específico en las leyes 23.660 y 23.551, respectivamente, así como que la cámara, al momento de extender la responsabilidad al ente sindical, se apoyó centralmente en la configuración de una responsabilidad del principal por el hecho de terceros de los que se sirve para el cumplimiento de sus obligaciones (art.1113, C. Civil). Al respecto, carece de uno de los presupuestos necesarios para la configuración de ese supuesto de responsabilidad, que no es otro que la obligación específica y preexistente del sindicato respecto de la actora, lo que no alcanza a configurarse con las previsiones estatutarias o legales referidas por la sala, en cuanto ello hace a la capacidad del gremio como persona jurídica (arts. 30 y sigs., C. Civil). Por tanto, más allá de la índole de la relación existente entre la apelante y la obra social, la extensión de la responsabilidad a obra social debe ser descartada. Ello es así, toda vez que, como adujo la accionada y admitieron el juez de grado y el voto en disidencia, el accionar lesivo de los médicos condenados tuvo lugar en su desempeño como prestadores de la obra Social 'no del sindicato', y es imputable directamente a esta última 'no demandada' como deudora de las prestaciones de salud, sin que se configure en las actuaciones un fundamento legal 'alegado y probado' para la extensión de la responsabilidad a la recurrente.


    M., S. y otros c/ F. del S. de L. y F. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 42609/2003/5/RH1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Seguros. Vista del procurador. 


    La Corte se ha pronunciado respecto a análogos planteos en la causa "Flores". Allí, el Tribunal sostuvo que la función social que debe cumplir el seguro no implica, empero, que deban repararse todos los daños producidos al tercero víctima sin consideración de las pautas del contrato que se invoca. Agregó que no puede afirmarse que la franquicia -como límite cuantitativo de la cobertura- es un instrumento que perjudica a terceros, ya que es el ejercicio razonable de una limitación del riesgo de la actividad. En ese contexto, resolvió revocar la sentencia en cuanto extendía los efectos de la condena a la compañía aseguradora sin tener en cuenta lo previsto contractualmente y prescindiendo arbitrariamente de la normativa legal. En atención a la consideración primordial de los derechos de todas las partes involucradas y, en especial, a los de la víctima del accidente, es conveniente exhortar a las autoridades competentes a que consideren la adopción de las medidas necesarias a los efectos de garantizar que el seguro obligatorio de responsabilidad civil del transporte automotor -art. 68, ley 24.449- cumpla la función social que resaltó esa Corte, adecuando los límites mínimos de las coberturas -y sus primas- a los parámetros indemnizatorios actuales.


    Latella, Juana Lucía c/ Toledo, Víctor Cesar y otros s/ Daños y perjuicios (Accidente de transito c/ Lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 106450/2009/1/RH1, 14 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


     Sentencia extra petita. Libertad de expresión. Libertad de prensa. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso.


    La queja es atendible toda vez que los agravios sustentados en la doctrina de la arbitrariedad deben prosperar. En primer lugar, le asiste razón a la recurrente en tanto alega que la orden de publicar las conclusiones de la sentencia penal que sobreseyó al actor es arbitraria por exceso de jurisdicción. En el sub lite, si bien el tribunal a quo reconoció que el remedio cuestionado no fue solicitado por el actor consideró que su establecimiento respondía a una obligación jurídica que excede el interés de las partes y se sustenta en los artículos 2 y 3, incisos g, h, e, i, de la ley 26.522 de Servicios de Comunicación Audiovisual. Sin embargo, esa decisión es infundada en tanto se basó en una interpretación que excede ostensiblemente lo establecido en la ley. En efecto, el artículo 2 de la ley 26.522 declara que la actividad periodística es de interés público y que, en consecuencia "el Estado debe salvaguardar el derecho a la información, a la participación, preservación y desarrollo del Estado de Derecho, así como los valores de la libertad de expresión". El artículo 3 prevé que "[s]e establecen para los servicios de comunicación audiovisual y los contenidos de sus emisiones, los siguientes objetivos: (…) g) El ejercicio del derecho de los habitantes al acceso a la información pública; h) La actuación de los medios de comunicación en base a principios éticos; i) La participación de los medios de comunicación como formadores de sujetos, de actores sociales y de diferentes modos de comprensión de la vida y del mundo, con pluralidad de puntos de vista y debate pleno de las ideas…". Es decir, las disposiciones transcriptas no ofrecen sustento normativo a la orden de la cámara de publicar información adicional en el diario demandado. En estas circunstancias, ante la falta de pedido expreso de la actora, el tribunal a quo ha fallado extra petita. En tal sentido, cabe recordar que la Corte ha resuelto en reiteradas oportunidades que "la jurisdicción de las cámaras está limitada por los términos en que quedó trabada la relación procesal y el alcance de los recursos concedidos, que determinan el ámbito de su facultad decisoria, y que la prescindencia de tal limitación infringe el principio de congruencia que se sustenta en los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. Ello cobra especial relevancia en el presente caso en tanto la orden a un medio periodístico para que publique contenido específico, sin que ello se sustente en una clara obligación legal, y sin que esa medida haya sido solicitada ni debatida por las partes, afecta la libertad de prensa, condición esencial para el funcionamiento de una sociedad democrática. En segundo lugar, en cuanto al agravio relativo a la imposición de costas en el orden causado, la Corte Suprema ha sostenido reiteradamente que, al tratarse de una cuestión fáctica y procesal, resulta propia de los tribunales de la causa y ajena, por principio, a la vía del artículo 14 de la ley 48.


    Bercún, Carlos y otros c/ S.A. La Nación y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 69715/2004/1/RH1, 04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Cuestiones de hecho. Denegatoria del recurso. 


    Dictamen de la causa FLP 0034045/2016/1/RH1, “Central Bazar S.A. c/ Corporación del Mercado Central de Buenos Aires s/ Medida cautelar autónoma”.


    Tal como ésta Procuración indicó en el precedente citado, en el caso, no media una denegatoria del fuero federal, en tanto la decisión cuestionada declina intervenir en favor de otro tribunal de ese carácter, a lo que se agrega que tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal federal determinado donde puede continuar tramitando su pretensión. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales involucrados es competente para intervenir en autos, así como el criterio seguido acerca de las posibilidades de la vía recursiva, constituyen una cuestión de naturaleza fáctica y de orden procesal que, por no ocasionar un agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Máximo Tribunal por la vía excepcional que se intenta. Por lo demás, no se patentiza que la decisión pronunciada conduzca a una restricción palmaria y sustancial del intento impugnativo promovido por el quejoso, toda vez que, por el contrario, ese pronunciamiento le deja expedita la instancia ordinaria para su más amplia defensa.


    Central Bazar S.A. c/ Corporación del Mercado Central de Buenos Aires s/ Recurso directo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 34046/2016/3/RH2, 20 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 34045/2016/1/RH1, “Central Bazar S.A. c/ Corporación del Mercado Central de Buenos Aires s/ Medida cautelar autónoma”.


    Central Bazar S.A. c/ Corporación del Mercado Central de Buenos Aires s/ Recurso directo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 34046/2016/1/RH1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Derechos de incidencia colectiva. Relación de consumo. Acceso a la justicia. Gastos del proceso. Beneficio de litigar sin gastos. Costas. Derechos y garantías constitucionales. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Mantenimiento del recurso. 


    La cuestión vinculada con los alcances del beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 para las acciones judiciales iniciadas en defensa de derechos de incidencia colectiva, ha sido analizada por esta Procuración General en distintas causas en las que se puntualizó que la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. Esta Procuración General también explicó que la Corte Suprema señaló -en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el artículo 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- que "... la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, se recordó que la Corte Suprema expuso que "...el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé “para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos" y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Por último, esta Procuración General puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos –como instituto procesal- encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley (arts. 18 Y 16, Constitución Nacional). A ello cabe agregar que, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita del artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores (ADUC) c/ Banco Supervielle S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 35479/2015/1/RH1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    La cuestión vinculada con los alcances del beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 para las acciones judiciales iniciadas en defensa de derechos de incidencia colectiva, ha sido analizada por esta Procuración General en distintas causas en las que se puntualizó que la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. Esta Procuración General también explicó que la Corte Suprema señaló -en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el artículo 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- que "... la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, se recordó que la Corte Suprema expuso que "...el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé “para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos" y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Por último, esta Procuración General puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos –como instituto procesal- encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley (arts. 18 Y 16, Constitución Nacional). A ello cabe agregar que, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita del artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores (ADUC) c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 36567/2015/12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Desalojo administrativo. Medidas precautelares. Denegatoria del recurso. 


    Con arreglo a jurisprudencia de la Corte, las decisiones recaídas en materia de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie una denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar los interlocutorios a pronunciamientos definitivos; verbigracia, cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, tiene establecido que el requisito de sentencia definitiva, en los términos del artículo 14 de la ley 48, no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En este caso, no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que el pronunciamiento atacado no constituye una sentencia definitiva ni puede equiparse a tal, si se pondera que no media una denegación del fuero federal, en tanto la decisión observada declina la competencia en favor de otro órgano de ese carácter. Asimismo, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede continuar tramitando su pretensión, con el resguardo, incluso, del mantenimiento de la medida precautelar. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales federales es competente para intervenir en estos autos, constituye una cuestión de orden fáctico y procesal que, por no ocasionar un agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada a la Corte por la vía excepcional que se intenta.


    Central Bazar S.A. c/ Corporación del Mercado Central de Buenos Aires s/ Medida cautelar autónoma


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 34045/2016/1/RH1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Despido discriminatorio. Personal jerárquico. Ley de contrato de trabajo. Facultad rescisoria del empleador. Fundamentación del recurso. Insuficiencia del agravio. Deserción del recurso. Denegatoria del recurso. 


    El recurso carece de la fundamentación exigida por el artículo 15 de la ley 48. En ese sentido, la Corte sostuvo que "un principio fundamental de la teoría recursiva es el que sostiene que los argumentos del juzgador deben ser rebatidos por el apelante a través de una crítica concreta y razonada de los mismos, corolario de lo cual es que no basta a ese efecto la reiteración dogmática de meras manifestaciones, opuestas con anterioridad y atendidas a su turno por el sentenciante". En el caso, la cámara confirmó la decisión de grado que consideró que la LCT regía el contrato entre las partes -extremo que arriba firme a esta instancia-, y que el despido se dispuso en los términos del artículo 245 de esa norma. Por ello, estimó inoficioso pronunciarse sobre la constitucionalidad del artículo 106, inciso b, de la ley 26.727. Además, la sentencia de primera instancia consideró que ese artículo no altera el sistema de estabilidad de los dependientes de la demandada pues, ya sea que ocupen o no cargos jerárquicos, todos se rigen por la LCT que otorga al empleador la potestad de disolver el contrato de trabajo sin invocación de causa. Esos argumentos que, en definitiva, fundan la aplicación del régimen de estabilidad impropia consagrado en la ley 20.744 al contrato de trabajo que unió a las partes, no fueron adecuadamente controvertidos ya que la actora no formula -como es imprescindible- una crítica concreta y razonada a los fundamentos desarrollados por el juez de primera instancia y confirmados por la cámara, circunstancia que conduce a declarar la deserción del recurso. Por último, en cuanto a los agravios referidos al apartamiento del precedente RENATRE, esta Procuración General sostuvo que en esa oportunidad la Corte Suprema "no declaró la inconstitucionalidad de la creación del RENATEA ni se pronunció sobre la validez de los actos emitidos por ese órgano, tal como lo afirma la recurrente. En efecto, esa decisión consideró arbitraria la sentencia dictada por la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo en tanto había omitido tratar el argumento relativo a que el traspaso del seguro social desde un ente administrado por un directorio conformado por representantes de los sectores empresario y sindical, fiscalizado por un síndico designado por el Ministerio de Trabajo, hacia un ente autárquico administrado por un director general designado por el Poder Ejecutivo Nacional, vulneraría el principio de prohibición de regresividad en materia de derechos sociales". Por ello, en este punto, el recurso también carece de fundamentación.


    Raiteri, María Inés c/ Registro Nacional de Trabajadores y Empleadores Agrarios RENATEA s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 13108/2013/1/RH1, 28 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Despido sin causa. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien los agravios remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común que, en principio, resultan ajenas a la instancia extraordinaria, ello no constituye un obstáculo para admitir el remedio federal cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la contienda de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida y, por tanto, el pronunciamiento no configura un acto judicial válido. En el caso, la aplicación de oficio de la doctrina del precedente “Vizzoti” sin ponderar los parámetros del Convenio Colectivo de Trabajo de la actividad, afecta los derechos constitucionales de defensa y propiedad (arts. 17 y 18 Constitución Nacional). Por lo demás, las circunstancias sustento de la desestimación de la pretensión, no encuentran reflejo en las constancias de la causa, además de que otros extremos, por demás relevantes y conducentes para la resolución del punto, debieron ser analizados por el tribunal. Por todo ello, la sentencia en crisis, debe ser revocada con base en la doctrina de la arbitrariedad, sin que ello implique adelantar opinión sobre la solución que, en definitiva, se adopte sobre el fondo del asunto. No obstante lo anterior, en orden al planteo referido a la aplicación de la sanción prevista en el artículo 275 de la LCT, su análisis, además de remitir al estudio de aspectos fácticos, probatorios y de derecho común, ajenos a la instancia extraordinaria y que son propios de los jueces de las instancias ordinarias, no evidencian la arbitrariedad alegada.


    Espinosa, Gustavo Carlos c/ Marítima Maruba S.A. y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 45315/2011/1/RH1, 29 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Diferencias salariales. Convenios colectivos de trabajo. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Omisión de considerar cuestión propuesta. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4741/2014/RH1, “Ávalos, Alfredo Osmar c/ Axis Logística y otra s/ Despido”.


    Si bien los agravios relacionados con el tratamiento de las diferencias salariales en los términos del Convenio Colectivo de Trabajo remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, ajenas en principio a la instancia extraordinaria, la Corte Suprema tiene dicho que ello no constituye un obstáculo para admitir el remedio federal cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado al asunto. Cabe descalificar el pronunciamiento examinado como acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de arbitrariedad de sentencias pues el a quo omitió pronunciarse fundadamente sobre una cuestión oportunamente planteada y conducente para la correcta decisión del caso. Con respecto a los agravios que sostienen que la tasa de interés no repara adecuadamente el daño ni cumple con su función resarcitoria, encuentran adecuada respuesta en el dictamen al que se hace alusión en la referencia.


    Henrik, Julio Guillermo y otro c/ Nuevo Banco Industrial de Azul S.A. s/ Diferencia de haberes


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 140/2016/RH1, 07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Ley de defensa del consumidor. Derechos del consumidor. Relación de consumo. Derechos de incidencia colectiva. Beneficio de litigar sin gastos. Exención de costas. Acceso a la justicia. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Mantenimiento del recurso. 


    Fallos: 338:1344, "Consumidores Financieros".


    En relación a la cuestión vinculada con los alcances del beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 para las acciones judiciales iniciadas en defensa de derechos de incidencia colectiva, la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. En el precedente de referencia, la Corte Suprema señaló que "... la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, recordó que "... el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé “para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos” y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Por último, el beneficio de litigar sin gastos -como instituto procesal- encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. A ello cabe agregar que, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita del artículo 55 de la ley 24.240 configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    ACYMA Asociación Civil c/ Cencosud S.A. (Easy) s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 19346/2015/2/RH2, 22 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Locación de servicios profesionales. Contrato de trabajo. Prueba del contrato de trabajo. Extensión de la responsabilidad. Costas. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. Cabe precisar que lo relativo a la existencia o inexistencia de un vínculo laboral entre las partes y a la apreciación de los elementos demostrativos de aquel, así como también lo referido a la extensión de la condena a los socios y a la determinación de la base salarial para el cálculo de la indemnización, remiten al análisis de temas de hecho, prueba y derecho común que, como regla, son propios de los jueces de la causa y ajenos al recurso previsto por el artículo 14 de la ley 48; máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En efecto, el a quo realizó una interpretación del artículo 23 de la ley 20.744 y de los elementos probatorios del caso que no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia de los recurrentes pueda configurar un supuesto de arbitrariedad. Por otro lado, en relación a la extensión solidaria de la condena a los socios gerentes, para que opere la responsabilidad de los integrantes del órgano de administración no es determinante la participación directa de cada director en los hechos generadores de responsabilidad cuando se prueba una conducta omisiva frente a un deber de actuar y de conocer los hechos en función del grado de diligencia esperado para quien ocupa la conducción empresaria. Finalmente, no procede el agravio vinculado a la imposición de las costas, pues se trata de una cuestión meramente fáctica y procesal propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la vía del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando el pronunciamiento a su respecto cuenta con fundamentos mínimos suficientes para asegurar su validez como acto jurisdiccional.


    Bermejo, Cecilia Irma c/ Dra. Carolina Carminatti SRL y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 3828/2012/2/RH1, 22 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Pedido de quiebra. Cuestiones de competencia. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiterado que las resoluciones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales, no son susceptibles de apelación extraordinaria al no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48; y que tal recaudo no puede suplirse aunque se invoque arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el caso, no media denegación del fuero federal, en tanto el pronunciamiento apelado declina la competencia ordinaria de un juez de Capital Federal en favor de otro provincial. En tales condiciones, y más allá de lo opinable que pueda resultar la decisión de la alzada, en una materia de eminente carácter fáctico y de derecho procesal y común, no se advierte un gravamen concreto y actual de insusceptible o insuficiente reparación ulterior que equipare el fallo a uno definitivo, toda vez que no se clausuró la vía procesal intentada y, por consiguiente, el quejoso quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir tramitando su pretensión.


    Recurso de Queja N° 1 en autos ALPESCA S.A. ; Le pide la quiebra Cañuleo, Daniel H.


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 36243/2015/1/RH1, 14 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Reducción de la multa. Modificación de la tasa de interés. Juicios universales. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Los argumentos presentados por el organismo recurrente como de naturaleza federal, estrictamente se circunscriben a cuestionar la sentencia por incongruente y arbitraria, en virtud del alcance del allanamiento efectuado por la concursada y la alegada omisión de normas que resultarían aplicables, lo cual remite al examen de aspectos fácticos y procesales, ajenos -como regla y por su naturaleza- a esta instancia extraordinaria. En ese contexto, la decisión cuestionada no resulta irrazonable, valorando que fue tomada en el marco de un proceso universal en el que el magistrado debe velar y asegurar el derecho de propiedad, la igualdad de tratamiento, el debido proceso y la defensa en juicio de todos los acreedores. Al respecto, cabe precisar que el organismo de control no demuestra que el tribunal haya hecho un ejercicio manifiestamente irrazonable de su facultad morigeratoria al establecer los límites en relación con las multas y los intereses, y así fue entendido también por la sindicatura del concurso en la contestación del recurso extraordinario. En relación con ello, es menester señalar que en un precedente la Cámara sostuvo que el estado de cesación de pagos de la concursada hace que las multas pierdan su función esencial, cual es conseguir el pago en término, por lo que se consideró ajustado a derecho mantener la cuantía de dichos créditos, salvo que excedan el máximo del 30% del monto del capital adeudado. Por lo demás, teniendo en cuenta los principios generales que sostienen el procedimiento concursal que son de orden público y que tienden a conciliar diversos intereses que exceden el individual del acreedor, la tasa de interés máxima dispuesta por la alzada no deviene arbitraria ni confiscatoria. En este punto, no es ocioso recordar que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", con directa lesión a la garantía del debido proceso situación que conforme lo expuesto en los párrafos precedentes, no ocurre en el caso de autos.


    Desarrollos en Salud S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente revisión por Fisco Nacional


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 26928/2002/2/1/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Revisión del acto administrativo. Cuestiones de competencia. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan esas circunstancias excepcionales en el caso. Por un lado, corresponde destacar que la sentencia no deniega el fuero federal. Por otro lado, lo resuelto no tiene como consecuencia una palmaria denegación de justicia, con afectación directa e inmediata de la garantía de la defensa en juicio, en tanto no concluye el proceso ni se ha acreditado que, a partir del rechazo de la inhibitoria, se esté cercenando la posibilidad de participación del recurrente en los respectivos expedientes. En tales condiciones, dado que los extremos de procedencia formal del recurso extraordinario no pueden soslayarse invocando la doctrina en materia de sentencias arbitrarias o el supuesto desconocimiento de garantías constitucionales, el planteo resulta inadmisible.


    Estado Nacional - Ministerio de Energía y Minería de la Nación c/ Di Palma S.R.L. s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 58269/2016/1/RH1, 07 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Seguro de responsabilidad civil. Superintendencia. Poder de policía. Responsabilidad extracontractual del Estado. Relación de causalidad. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que en la tarea de esclarecer la hermenéutica de este tipo de normas no se encuentra limitado por las posiciones de los magistrados actuantes, ni de las partes sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos en debate y que, al ser invocadas también causales de arbitrariedad que se encuentran inescindiblemente vinculadas con los temas federales en discusión procede que tales planteos sean examinados en forma conjunta. Cabe destacar que en supuestos como el del sub examine –donde se discute la omisión antijurídica en el ejercicio del poder de policía- rigen los presupuestos derivados de la responsabilidad extracontractual del Estado, los que en términos generales se verifican cuando: a) aquél incurra en una falta de servicio (art. 1112 del Código Civil), b) el actor haya sufrido un daño cierto y c) exista una relación de causalidad directa entre la conducta u omisión estatal impugnada y el daño cuya reparación se persigue. Es menester tomar en cuenta, asimismo, que en tales supuestos sólo le puede caber responsabilidad al organismo oficial si incumplió el deber legal que le imponía obstar el evento lesivo, puesto que una conclusión contraria llevaría al extremo de convertir al Estado en un ente asegurador de todo hecho dañoso que se cometiera. A la luz de tal doctrina, en este caso la potestad genérica de la SSN de control, que contempla la ley 20.091 y los deberes y atribuciones que dicho ordenamiento le confiere, no son suficiente para responsabilizar a la Superintendencia subsidiariamente por los montos insolutos de una condena que alcanza al responsable del hecho ilícito -compañía de turismo- y a la aseguradora, en el marco de la póliza. En ese contexto, la genérica imputación basada en el artículo 25 de la ley 20.091, al referirse estrictamente a la protección de las condiciones contractuales en defensa de su equidad, no permite atribuir responsabilidad a la Superintendencia de Seguros de la Nación en los términos pretendidos por la parte actora. En ese sentido, los interesados no han demostrado que en el caso el límite de responsabilidad contractual desnaturalizaba el seguro, lo tornaba inútil o carente de toda finalidad, sino que antes bien su reclamo se basa centralmente en la circunstancia sobreviniente de que la empresa de transporte demandada se encuentra en una supuesta crisis que obsta a que satisfaga por sí la reparación plena de los derechos lesionados. En definitiva, dadas las circunstancias del caso y el alcance de la pretensión invocada, no resulta atendible responsabilizar a la Superintendencia por las consecuencias dañosas producidas con motivo de un hecho extraño a su intervención directa, cuando dicha solución no encuentra, en el contexto de autos, sustento en el alcance de las atribuciones legalmente acordadas para el ejercicio de su poder de policía.


    Albo, Modesta del Valle y otros c/ Giménez Viajes S.R.L. y otros s/ Daños y perjuicios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 10005/2002/1/RH1, 30 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Servidumbre de gasoducto. Doctrina de la arbitrariedad. Gravedad institucional. Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente inadmisible porque no satisface el requisito de fundamentación autónoma que exige la jurisprudencia del Tribunal. Al respecto, tiene dicho la Corte que “… la fundamentación autónoma consiste en que el escrito de interposición del recurso extraordinario traiga un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que, incluso, valga a tal efecto una nueva critica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia". La Corte ha dicho que no basta la expresión de una determinada solución contraria a la escogida en la sentencia sobre la base de la interpretación de normas federales, cuando ella no atiende y controvierte los argumentos que sustentan la decisión apelada. Por otra parte, tanto las criticas referidas al porcentaje de desvalorización como el modo en que la Cámara valoró la prueba sobre tales circunstancias deben ser rechazadas, toda vez que remiten a cuestiones de hecho y prueba las que, por principio y naturaleza, son ajenas al recurso extraordinario. Cabe recordar que la Corte tiene dicho que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el recurrente considere tales, con sustento en su mera discrepancia con la valoración de la prueba, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional. En virtud de ello, su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las leyes. Asimismo, ha dicho que la doctrina de la arbitrariedad tampoco tiene por objeto constituir a la Corte Suprema en una tercera instancia ordinaria que sustituya a los jueces de la causa en la decisión de las cuestiones que le son propias, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional, en los que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impidan considerar el pronunciamiento de los jueces como "la sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los arts. 17 Y 18 de la Constitución Nacional. De lo expresado, tampoco se advierte un caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte en materias que, según el art. 14 de la ley 48, son ajenas a la instancia extraordinaria. De la misma manera, no se advierte la existencia de un supuesto de gravedad institucional, toda vez que tal objeción sólo se ha hecho en términos genéricos y en forma que no satisface el requisito de fundamentación del recurso extraordinario exigible de acuerdo con el art. 15 de la ley 48 y la reiterada doctrina de la Corte.


    Transportadora Gas del Norte S.A. - Incidente de recurso extraordinario II c/ Resolución 526/04 ENARGAS y otro s/ Interlocutorio


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 23374/2009/2/RH2, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Encuadre legal. Aplicación de la ley. Aplicación temporal de la ley. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien los agravios deducidos constituyen materia ajena, como principio, al recurso extraordinario, éste resulta procedente por vía de la doctrina de la arbitrariedad. La Corte ha expresado, desde antiguo, que los tribunales son los órganos de aplicación del derecho vigente y les incumbe, pues, la obligación de fundar en él sus decisiones. Esta concepción tiene raíz y trascendencia constitucional (arts. 17 y 18 de la Ley Fundamental) y, por tal motivo, los tribunales no pueden aplicar un texto normativo derogado y sustituido por otro cuando se dicta sentencia, sin herir tan fecundos principios. Ello conduce a admitir la pertinencia del agravio formulado por el apelante, aun cuando pudiera resultar que la aplicación del nuevo reglamento no provocara variante alguna en la solución del litigio. Cabe agregar que la Corte no se halla habilitada, por vía de recurso extraordinario, para ponderar a la luz de los hechos de la causa la aplicación de una y otra norma -la derogada y la vigente-, toda vez que dicha función debe cumplirse en las instancias pertinentes, apreciando, con toda la amplitud que las normas procesales brindan, las constancias obrantes en las actuaciones, lo que no puede hacerse cuando el pronunciamiento está restringido por los límites del recurso.


    Tartara, Estela c/ Transportadora de Gas del Sur S.A. s/ Artículos 66-43-70 Ley 24.076 - ENARGAS


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 74522/2014/1/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización. Confirmación de sentencia. Inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 


    No se advierte que la sentencia sea arbitraria, pues resulta correcto aplicar los parámetros de la resolución ENARGAS 584/98 -vigente al momento de dictarse la sentencia (hoy derogada por la resolución ENARGAS 3562/15) - para resolver el caso sub examine y no las normas del derecho común, pues ello constituye una interpretación razonable del marco jurídico que rige la causa y que, además, se compadece con la doctrina de la Corte sobre la diferente naturaleza de las servidumbres administrativas con relación a las del derecho privado. En efecto, la Corte dijo que las limitaciones al dominio que generan la obligación legal de indemnizar, tienen su origen en una servidumbre administrativa que, aunque participa de algunas características de las de derecho privado, tiene también connotaciones propias. Así, se ha señalado que en las limitaciones de interés público (restricciones y servidumbres administrativas), se hace retroceder el ejercicio absoluto y exclusivo del derecho de propiedad privada, hasta donde lo exija el interés público concretado en las necesidades administrativas. La constitución de una servidumbre administrativa importa para el propietario de la cosa la privación de parte de su derecho de propiedad y de su derecho de dominio, al ver afectada su exclusividad y recíprocamente, al conferir a la Administración Pública una atribución jurídica sobre la cosa. No obstante, el propietario conserva su calidad de tal y su derecho de dominio y eventualmente su uso en función del concreto objeto de la servidumbre. Así pues, la servidumbre administrativa de gasoducto que se constituyó en el sub lite importó la instalación de infraestructuras destinadas al servicio de transporte de gas en el predio del actor, sin embargo, éste conservó todas las potestades jurídicas inherentes a su derecho de dominio, para ingresar por sí o por terceros a él, de allí que no resulte viable su reclamo de que se calcule la desvalorización del inmueble sobre el valor del inmueble como si se tratara de una expropiación o de un resarcimiento basado en el derecho privado, cuando no se está indemnizando la privación total del dominio del bien. Por último, conocida jurisprudencia de la Corte indica que el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contradice la Constitución Nacional, qué gravamen le causa, y debe probar, además, que ello ocurre en el caso concreto, sin que, a tal fin, alcance la invocación de agravios conjeturales. Resulta oportuno recordar aquí que la declaración de inconstitucionalidad, constituye la más delicada de las funciones a encomendar a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado la ultima ratio del orden jurídico, por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocada.


    Transportadora Gas del Norte S.A. - Incidente de recurso extraordinario II c/ Resolución 526/04 ENARGAS y otro s/ Interlocutorio


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 23374/2009/1/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Accidentes de trabajo. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64722/2013/1/RH1, "Páez Alfonzo, Matilde y otro c/ Asociart ART S.A. y otro s/ Indemnización por fallecimiento".


    Cisneros, Carlos Abel c/ Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo SA s/ Accidente-ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 67468/2013/1/RH1, 16 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Excusación. Denegatoria del recurso. 


    Ante todo, deviene ineficaz el remedio extraordinario condicionado al resultado de otro recurso. Se adiciona a ello que la Corte ha reiterado que los autos que resuelven cuestiones de competencia no configuran sentencias definitivas a los efectos del recurso extraordinario, salvo que medie una denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equipararlos a pronunciamientos definitivos, tales como el desconocimiento de un privilegio federal o una privación de justicia de imposible o muy dificultosa reparación ulterior. Por aplicación concreta de estos criterios al caso, el recurso intentado es inadmisible ya que en el pleito no media una denegatoria del fuero federal, desde que la decisión apelada asigna la causa a un tribunal de la misma circunscripción judicial y por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio o el juez natural, ya que queda sujeto a la jurisdicción de un tribunal determinado, establecido de manera general por una ley anterior al hecho de la causa, en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que postula que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.


    González, Rey Alberto c/ Liderar ART S.A. s/ Ordinario - Incapacidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2257/2016/RH1, 28 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Reafiliación a obras sociales


    Deberes del personal judicial. Remisión del expediente. Impulso procesal. Inactividad del Tribunal. Caducidad de instancia. Interpretación restrictiva. Sentencia arbitraria. 


    Los jueces concluyeron que la demora en el envío de las actuaciones no era atribuible al juzgado, sin estudiar meticulosamente las directivas que, en contrario, contienen los artículos 15 de la ley 16.986 y 251 del código de procedimientos -aplicable en forma supletoria, en función de lo dispuesto por el art. 17, ley 16.986-. Esta cuidadosa evaluación resultaba insoslayable, no solo porque la negativa a escuchar los argumentos que le fueron presentados conlleva la pérdida de un derecho; sino porque el artículo 313, inciso 3°, CPCCN, excluye la ocurrencia misma de la caducidad cuando la prosecución del trámite dependiere de una actividad que el Código o las reglamentaciones de superintendencia imponen al secretario o al oficial primero. No cabe extender al justiciable una actividad que no le es exigible -en tanto la ley adjetiva no se las atribuye-, sin riesgo de incurrir en una delegación no prevista. En otros términos, si la parte está exenta de la carga procesal de impulso, su pasividad no puede ser presumida como abandono de la instancia, porque ello importaría imputarle las consecuencias del incumplimiento de las obligaciones que corresponden a los funcionarios judiciales responsables. Este instituto halla su justificación en la necesidad de conferir un instrumento al Estado para evitar la indefinida prolongación de los juicios, pero no configura un artificio tendiente a impedir un pronunciamiento sobre el fondo del pleito; máxime cuando el juicio ha llegado a un estadio avanzado. Por lo demás, el instituto de la caducidad de instancia es de interpretación restrictiva, para cuya procedencia debe descartarse los casos de duda razonable, debiendo privilegiarse la solución que mantenga con vida el proceso.


    Conci, Santiago Alejandro c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2032/2012/2/RH1, 07 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Recurso de queja



    Cuestiones de competencia. Domicilio del deudor. Mantenimiento del recurso. 


    Secuestro prendario. Remisión al precedente del fallo: 390:905, “HSBC”. Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Claros, María Cristina s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 1229/2017/1/RH1, 29 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Secuestro de bienes. Mantenimiento del recurso. Cámara de Apelaciones. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Lucero, Laura Edith s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 21913/2016/1/RH1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Demetrio, Jeremías Maico s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 19776/2016/1/RH1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Diaz, Sara Argentina s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 15608/2016/1/RH1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Vallejos, Ubaldo Amaranto s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9046/2016/1/RH1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Falta de notificación. Debido proceso. Remisión del expediente. Juez previniente. 


    Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, particularmente el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa.


    Bigio, Alfredo c/ BCRA - Resol 265/00 - EXPTE 100511/99 SUM FIN 971


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36080/2000/2/RH2, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Fertilización asistida. Responsabilidad de la obra social. Derecho a la salud. Programas de salud. Procedencia del recurso. 


    Como puntualizó la Corte, el derecho a la salud, del cual forma parte el derecho a la salud reproductiva, no es absoluto sino que debe ser ejercitado con arreglo a una reglamentación que garantice el bienestar general, respetando su sustancia. En este punto, como igualmente explicitó el Tribunal, la propia ley remite a los criterios y modalidades de cobertura plasmados en la reglamentación y a la labor encomendada al Ministerio de Salud, como autoridad de aplicación de este régimen, cuya misión apunta a entender en la planificación global de estas políticas y en la coordinación e integración de sus acciones con las autoridades sanitarias de las distintas jurisdicciones y de diversas entidades a fin de implementar un sistema sanitario que cuente con suficiente viabilidad social en miras a la plena realización del derecho a la salud.


    Y., M. V. y otro c/ IOSE s/ Amparo de Salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4612/2014/CS1, 06 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Remisión al dictamen de la causa FCB 8801/2014/2/RH2, “Carcavilla, Rogelio c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986”.


    Alpacor Asociados S.R.L. c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 13010004/2013/CS1, 22 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FLP 34046/2016/3/RH2, “Central Bazar S.A. c/ Corporación del mercado Central de Buenos Aires s/ Recurso directo”, corresponde estar a lo allí dictaminado.


    Central Bazar S.A. c/ Corporación del Mercado Central de Buenos Aires s/ Medida cautelar autónoma


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 34045/2016/3/RH2, 20 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Acceso a la información pública. Denegatoria del recurso. 


    Precedentes "Asociación por los Derechos Civiles c/ Estado Nacional – PAMI” (Fallos: 335:2393) y "CIPPEC c/ Estado Nacional –Ministerio de Desarrollo Social” (Fallos: 337:256).


    La Corte Suprema en el precedente citado decidió que una institución pública no estatal se hallaba obligada a brindar datos sobre su publicidad oficial en aras de garantizar el derecho de acceso a la información pública. Allí recordó que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha desprendido el derecho de acceso a la información del derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, consagrados en el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Subrayó también, invocando la doctrina sentada por el tribunal interamericano en el caso "Claude Reyes y otros vs. Chile", la idea de que el derecho de acceso a la información resulta fundamental en toda sociedad democrática y tiene una doble vertiente: como derecho individual de toda persona a buscar información y como obligación positiva del Estado de garantizar que se pueda acceder a la información solicitada o que, en su defecto, se reciba una respuesta fundamentada cuando exista una restricción legítima. Asimismo, señaló que la información solicitada debe ser entregada sin necesidad de acreditar un interés directo para su obtención o una afectación personal, es decir, que en materia de acceso a la información pública la legitimación activa es amplia. En cuanto a los sujetos obligados a brindar información pública, la Corte Suprema dijo que "para que los Estados cumplan con su obligación general de adecuar su ordenamiento interno con la Convención Americana en este sentido, no solo deben garantizar este derecho en el ámbito puramente administrativo o de instituciones ligadas al Poder Ejecutivo, sino a todos los órganos del poder público […]. Dicha amplitud supone incluir como sujetos obligados no solamente a los órganos públicos estatales, en todas sus ramas y niveles, locales o nacionales, sino también a empresas del Estado, hospitales, las instituciones privadas o de otra índole que actúan con capacidad estatal o ejercen funciones públicas". Precisó que "...que aun cuando el recurrente no posea naturaleza estatal, dadas sus especiales características y los importantes y trascendentes intereses públicos involucrados, la negativa a brindar la información requerida constituye un acto arbitrario e ilegítimo en el marco de los principios de una sociedad democrática e implica, en consecuencia, una acción que recorta en forma severa derechos que son reservados (...) a cualquier ciudadano, en tanto se trate de datos de indudable interés público y que hagan a la transparencia y a la publicidad de gestión de gobierno, pilares fundamentales de una sociedad que se precie de ser democrática". Y concluyó que "el objeto del reclamo trata de la solicitud de una información pública a una institución que gestiona intereses públicos y que detenta una función delegada del Estado, siendo indiscutible la interacción entre el ente demandado y la administración estatal. Por lo que, con ese alcance, la asociación actora posee el derecho a que le brinden la información solicitada en forma completa y la demandada tiene la obligación de brindarlo, siempre que no demuestre -circunstancia que no se ha dado en la especie- que le cabe alguna restricción legal". En ese marco jurídico, cabe destacar que el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal es una persona jurídica de derecho público no estatal que ejerce funciones delegadas por el Estado. Con respecto a la naturaleza de la información requerida, cabe destacar que reviste un carácter eminentemente público, no sólo por ser materia inherente al control del gobierno de la entidad, sino también porque los recursos de dicho colegio profesional se conforman sustancialmente con aportes obligatorios fijados por ley y que deben ser integrados por la totalidad de los profesionales matriculados. En este punto corresponde señalar que media una directa vinculación entre el acceso a la información y el resguardo de la transparencia y la publicidad de la gestión de los asuntos públicos, lo que resulta aplicable a un entidad que administra fondos que resultan de aportes compulsivos fijados por la ley. Ello además se ve reforzado por el principio de máxima divulgación que rige en la materia, según el cual toda información en poder de autoridades públicas debe presumirse accesible, sujeta a un sistema restringido de excepciones legales. Finalmente, en lo que respecta a la legitimación activa, ésta ha sido interpretada con un alcance amplio que no requiere acreditar un interés calificado del demandante. En este orden de ideas, cabe concluir que los actores tienen derecho a que el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal les brinde la información solicitada en forma completa e integral y que éste tiene el deber de brindarla en atención a lo dispuesto por las normas constitucionales que garantizan el derecho de acceso de la información pública y por el decreto 1172/03, máxime cuando no se ha acreditado la existencia de alguna excepción legal. Finalmente, cabe señalar que la solución es consistente con la Ley 27.275 de Acceso a la Información Pública (B.O. 29 de septiembre de 2016), en especial lo normado en su artículo 7, inciso 1.


    Mihura Estrada, Ricardo y otros c/ Colegio Público de Abogados de la Capital Federal s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 28786/2015/CA1-CS1, 22 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    AFIP DGI. Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 8801/2014/2/RH2, "Carcavilla, Rogelio c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986".


    Juán Mondino e Hijos S.A. c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 34728/2014/CS1, 22 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Contratos de consumo. Domicilio del deudor. Mantenimiento del recurso. 


    Dictamen en causa COM 25194/2015/1/RH1, “HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario”.


    La Corte Suprema se expidió recientemente y consideró aplicables las reglas de competencia de la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor, texto según ley 26.361, en el marco de las actuaciones promovidas a raíz de una operación de crédito para el consumo. Ese tribunal sostuvo que el mencionado artículo 36 encabeza el capítulo referido a las operaciones financieras para el consumo y de crédito para el consumo, sin efectuar distinción ni exclusión de ninguna especie. Concluyó que "por aplicación de la regla contenida en el art. 36 de la ley 24.240, texto según ley 26.361, resulta competente para conocer en las actuaciones el juez con jurisdicción sobre el domicilio real del deudor - consumidor sin que sea un óbice la naturaleza del proceso".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Benitez, Ramona Beatriz s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 1220/2017/CS1, 13 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Despido. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan esas excepciones en el caso ya que, por un lado, corresponde destacar que la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. Por otro lado, la sentencia en crisis tampoco coloca al recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la ley 48, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la citada en garantía quedó sometida a la jurisdicción laboral de la Capital Federal en la que puede ejercer las restantes defensas planteadas. En tales condiciones, el recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Galarza, Walter Alejandro c/ Nudo S.A. y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 31100/2015/1/RH1, 26 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Empresa de servicios públicos. Ley de defensa del consumidor. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del artículo 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegatoria del fuero federal, como ocurre en el supuesto de autos. La licenciataria se halla sujeta al cumplimiento tanto del conjunto normativo que envuelve a la ley de defensa del consumidor como el de la ley nacional de telecomunicaciones. En ese sentido, el artículo 25 de la ley 24.240 indica que "...Los servicios públicos domiciliarios con legislación específica y cuya actuación sea controlada por los organismos que ella contempla serán regidos por esas normas y por la presente ley. En caso de duda sobre la normativa aplicable, resultará la más favorable para el consumidor...". En ese entendimiento, si bien existe una correlación entre ambos plexos normativos, la pretensión se circunscribe a resguardar los intereses de los usuarios según las previsiones de la ley 24.240, norma de derecho común complementaria de los preceptos contenidos en el Código Civil y Comercial, sin que se hallen en juego aspectos técnicos del servicio de telecomunicaciones. Para más, la intervención del fuero federal es de excepción y, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. Por otro lado, respecto a la incidencia del domicilio del recurrente sobre la competencia, la Corte tiene reiteradamente dicho que las sociedades anónimas que ejercen su actividad en una provincia se hallan en las mismas condiciones en que puede encontrarse un vecino de igual provincia, ya que la actuación constante en una localidad, el conocimiento de las circunstancias personales y especiales del lugar, la ponderación de intereses próximos en debate, son los elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en determinada provincia y que toman inútil su amparo ante el fuero federal.


    Telecom Argentina S.A. c/ Dirección de Defensa del Consumidor s/ Inhibitoria


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 60/2014/CS1, 27 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Legitimación procesal. Asociaciones de consumidores. Expresión de agravios. Cuestiones de hecho y prueba. Principio de congruencia. Monto de la indemnización. Prescripción. Costas. Cláusulas leoninas. Denegatoria del recurso. 


    Remisión a los precedentes de Fallos: 332: 111, “Halabi” y 336: 1236, “Padec”.


    En relación al agravio relativo a la legitimación colectiva de la asociación de consumidores actora, la Corte Suprema ha sostenido que el artículo 43, segundo párrafo de la Constitución Nacional admite la categoría de derechos de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos, entre los que se incluyen los derechos de los usuarios y consumidores. Asimismo, señaló que la procedencia de esas acciones requiere la verificación de los siguientes requisitos: una causa fáctica común, una pretensión procesal enfocada en el aspecto colectivo de los efectos de ese hecho y la constatación de que el ejercicio individual no aparece plenamente justificado; además la Corte precisó que la acción también procederá cuando exista un fuerte interés estatal en su protección, exigencias satisfechas en las presentes actuaciones. Por otro lado, el recurso extraordinario interpuesto por la demandada ha sido mal concedido en lo que a los restantes agravios respecta, pues remiten a cuestiones de hecho y derecho común propias de los jueces de la causa y ajenas, en principio, a la vía del artículo 14 de la ley 48. Sin embargo, ante la ambigüedad del auto de concesión del recurso extraordinario, la amplitud que exige la garantía de defensa en juicio justifica que la Corte Suprema considere los agravios sustentados sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad, pues no fueron objeto de desestimación expresa por parte del a quo y los defectos de la resolución apuntada no pueden tener por efecto restringir el derecho de la recurrente. En primer término, no se advierte que el tribunal haya fallado en violación del principio de congruencia. En el caso, la accionante objetó los aumentos dispuestos por la demandada en razón de la edad de los afiliados. En consonancia con ello, la cámara analizó la razonabilidad de la cláusula contractual pertinente a la luz del artículo 37 de la ley 24.240 y, en función de ello, estimó necesario readecuar dicha cláusula a efectos de garantizar que los aumentos allí previstos no resulten abusivos. De ese modo, dispuso un remedio que obedeció a lo solicitado por la actora y que se corresponde con el debate mantenido durante la tramitación del proceso. En segundo término, con respecto a la decisión de diferir el cálculo de los daños individuales, la sentencia apelada establece lineamientos suficientes para la determinación del resarcimiento correspondiente a cada afiliado. El artículo 54 de la ley 24.240 prevé que las sentencias dictadas en el marco de acciones de incidencia colectiva que tuviesen contenido patrimonial establezcan pautas para la reparación económica de los daños individuales o el procedimiento que se seguirá para su determinación. Por último, el agravio relacionado con el plazo de prescripción aplicado por el a quo tampoco es admisible. En efecto, el planteo de la recurrente solo exhibe un criterio diverso al propuesto por el tribunal respecto de una norma de derecho común, como es el artículo 50 de la ley 24.240 (texto según ley 26.361), y del principio general de interpretación más favorable al consumidor previsto por el artículo 3 de la ley 24.240. En relación al recurso extraordinario interpuesto por la actora, ha sido mal concedido, pues el agravio referido a la distribución de las costas en el orden causado remite al análisis de cuestiones fácticas y procesales propias de los jueces de la causa y ajenas, en principio, a la vía del artículo 14 de la ley 48 y, lo expresado sobre el punto, traduce una mera discrepancia con lo resuelto por el a quo. Además, los agravios que trae en su recurso muestran que la recurrente no resultó vencedora en todas sus pretensiones. En segundo término, el cuestionamiento de la recurrente sobre el carácter abusivo de la cláusula contractual impugnada ha sido tratado y resuelto con fundamentación suficiente en la sentencia apelada, lo cual impide descalificarla como acto judicial válido sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad, más allá del grado de acierto o error de aquella solución.


    Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur c/ Galeno Argentina S.A. s/ Sumarísimo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 7656/2010/CS1, 25 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 7656/2010/CS1, "Asociación Protección Consumidores del Merc. Común Sur c/ Galeno Argentina SA s/ Sumarísimo".


    Asociación Protección Consumidores del Mercado Común Sur c/ Galeno Argentina S.A. s/ Sumarísimo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 7656/2010/1/RH1, 25 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 7201/2015/1/RH1, “Banco Comafi S.A. c/ Paz, Manuel Alejandro s/ Secuestro prendario”.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Ferreyra, Ramón Agustín s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 33726/2015/CS1, 22 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Prenda. Mantenimiento del recurso. 


    Secuestro prendario. Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Rizzoto, Marina s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 5184/2016/1/RH1, 27 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Relación de consumo. Consumidores. Afectación al servicio público. Entes reguladores. Compensación económica. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En el sub lite, corresponde determinar si resulta compatible con los artículos 18, 109 y 116 de la Constitución Nacional la facultad ejercida por el ENRE, por medio de la cual fijó, en los términos del artículo 40 bis de la ley 24.240, un resarcimiento base en favor de los usuarios afectados por la interrupción del servicio de energía eléctrica. En primer lugar, en el caso sub examine, el ejercicio de la jurisdicción administrativa para reconocer daños se basa en una facultad contemplada en el artículo 40 bis de la 24.240 en la esfera del derecho del consumo. A través de esa norma, el legislador atribuyó a la autoridad administrativa la potestad de fijar indemnizaciones básicas en favor de los usuarios, es decir, de determinar daños directos. En el contexto del servicio público domiciliario de energía eléctrica, y en consonancia con los principios de favorabilidad, integración normativa y preeminencia en las relaciones de consumo, el ENRE es autoridad administrativa a los fines previstos en el artículo 40 bis de la ley 24.240. En segundo lugar, el ENRE satisface las exigencias de independencia e imparcialidad a los efectos de la materia específica y acotada que la ley 26.361 sometió a la jurisdicción administrativa, esto es, la determinación del daño básico ocasionado de modo directo por la deficiente prestación del servicio público. Por un lado, el ENRE es una entidad creada por ley con suficiente capacidad técnica para establecer, según parámetros objetivos de calidad del servicio, la existencia de una deficiente prestación y el monto del perjuicio causado. Por otro lado, el diseño del organismo y sus reglas de funcionamiento brindan resguardos adecuados para que ejerza esa competencia sin presiones externas y bajo sus propios criterios. En efecto, se trata de un organismo autárquico con plena capacidad jurídica para actuar en los ámbitos del derecho público y privado. En tercer lugar, la razonabilidad de la atribución de facultades jurisdiccionales debe ser evaluada considerando, ante todo, la especial protección que nuestro ordenamiento constitucional otorga a los consumidores y la relevancia de los derechos fundamentales en juego en la prestación del servicio de energía eléctrica. La reforma constitucional de 1994 reconoció las hondas desigualdades inmanentes al mercado y al consumo, dada la asimetría real que enfrentan las personas que acuden al mercado en pos de la satisfacción de sus necesidades humanas. Frente a ello, y en cuanto aquí interesa, el artículo 42 de la Constitución Nacional consagra el derecho de los usuarios a la protección de sus intereses económicos y garantiza un estándar mínimo de calidad de los servicios públicos. Tal como expuso esta Procuración General, en la prestación del servicio de energía eléctrica se halla involucrada la protección del derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, que comprende alimentación y vivienda adecuados, así como una mejora continua de sus condiciones de existencia. En particular, el servicio público domiciliario de energía eléctrica es un servicio indispensable para la salud y la vida digna, que está expresamente comprendido dentro de la noción de vivienda adecuada desarrollada por el sistema de protección de derechos humanos de las Naciones Unidas. Además, no solo el artículo 42 de la Constitución Nacional obliga a las autoridades públicas –entre ellas, el ENRE- a velar por la tutela de los derechos de los usuarios y consumidores, sino que también las propias normas que regulan la creación del ENRE prevén su función tuitiva en materia de derechos de los usuarios. A la vez, la integración normativa de la legislación específica y la ley 24.240 determina que el ENRE, en el contexto del servicio público domiciliario de energía eléctrica, debe atender los fines de la ley 24.240, entre el que se encuentra "la defensa del consumidor o usuario". Por otro lado, el anticipo de reparación en sede administrativa previsto en el artículo 40 bis de la ley 24.240 se encuentra dentro de las funciones encomendadas al ENRE en el marco constitucional y legal expuesto. En los términos expuestos por la Corte Suprema, esa función se encuentra dentro del "corazón" de las razones que justifican la actuación de ese organismo administrativo, puesto que en el actual ordenamiento constitucional y legal la adecuada prestación del servicio público de energía eléctrica debe atender los derechos de los usuarios y consumidores. Al incorporar la figura del daño directo, la ley 26.361 dotó de efectividad a la cláusula constitucional que ordena brindar especial protección a los intereses económicos de usuarios y consumidores, y dispuso un mecanismo ágil de reparación en casos que, por su escasa cuantía, difícilmente justifiquen acudir a la justicia. En consonancia con lo expuesto por la Corte Suprema, ese ejercicio de facultades jurisdiccionales "constituye uno de los modos universales de responder, pragmáticamente, al premioso reclamo de los hechos que componen la realidad de este tiempo, mucho más vasta y compleja que la que pudieron imaginar los constituyentes del siglo pasado; y se asienta en la idea de que una administración ágil, eficaz y dotada de competencia amplia es instrumento apto para resguardar, en determinados aspectos, fundamentales intereses colectivos de contenido económico y social […], los que de otra manera sólo podrían ser tardía o insuficientemente satisfechos". La disposición impugnada no confiere al ENRE potestades equivalentes a las de un tribunal administrativo para la solución de conflictos por medio de la aplicación de normas del derecho común. Por el contrario, solo autoriza a reconocer lo que denomina y define como daño directo en la relación de consumo, es decir, las consecuencias inmediatas de la acción u omisión de la prestataria que menoscaben derechos de los usuarios y en tanto sean susceptibles de apreciación pecuniaria. Ese reconocimiento se encuentra, asimismo, limitado por un tope en la indemnización. En el caso, el ENRE reconoció un daño mínimo en favor de un grupo específico de usuarios residenciales como resultado de interrupciones en el servicio. Por lo demás, el reconocimiento dispuesto por el ENRE no impide que el usuario recurra a la vía judicial para demandar una suma mayor o solicitar un resarcimiento integral pues la propia ley prevé que las sumas que el proveedor pague por ese daño en sede administrativa "serán deducibles de otras indemnizaciones que por el mismo concepto pudieran corresponderle a éste por acciones eventualmente incoadas en sede judicial". En definitiva, el imperativo constitucional de brindar protección a los intereses económicos de los usuarios en el marco de su relación asimétrica con los concesionarios que prestan el servicio público de electricidad, la importancia esencial de la electricidad para el desarrollo de una vida digna, las dificultades para el acceso a la justicia en casos de múltiples reclamos de menor cuantía, la especialidad técnica del ENRE y su función tuitiva en materia de derechos de los consumidores, y las características del daño fijado en este tipo de procedimientos, que siempre será básico y directo, y a cuenta de potenciales indemnizaciones integrales que pueda determinar la justicia, justifican la razonabilidad de la norma cuestionada. Por último, con relación a la exigencia de control judicial amplio y suficiente, el artículo 45 de la ley 24.240 establece la posibilidad de interponer un recurso directo contra el acto administrativo ante la cámara de apelaciones del fuero. En relación con ello, es importante destacar que el acto administrativo emitido por el ENRE recién constituye título ejecutivo en favor del usuario una vez firme. De tal modo, solo procede el pago de la indemnización fijada en virtud del concepto en estudio una vez agotada la vía judicial, garantizando así el acceso a la jurisdicción de la actora tal como exige la jurisprudencia reciente de la Corte Suprema. Por otra parte, corresponde desestimar los restantes agravios. Con relación al agravio vinculado a la actuación oficiosa del ENRE, el artículo 40 bis de la ley 24.240 no exige la instancia de los usuarios y consumidores para el ejercicio de la facultad de determinar el daño directo; incluso la opción prevista en el artículo 25 de esa ley para la presentación de reclamos es un derecho en favor de los usuarios, que no condiciona la actuación del ENRE. Además, la actuación de oficio de ese organismo es coherente con su función tuitiva de los derechos de los usuarios y consumidores, así como con su función fiscalizadora de la adecuada prestación del servicio público en cuestión. Tampoco prospera el agravio traído con relación a la ausencia de sumario previo. En efecto, el resarcimiento recurrido no supone una sanción administrativa sino, como se dijo, el ejercicio de una facultad jurisdiccional para reconocer daños para la cual el ENRE tenía competencia legal. Además, esa resolución tuvo amplio control administrativo y judicial pues EDESUR articuló recurso de reconsideración en sede administrativa y también interpuso recurso directo. Con ello, pudo plantear las defensas y ofrecer las pruebas que estimó pertinentes para desvirtuar los presupuestos tenidos en cuenta por el ENRE para fijar daños directos en el sub lite. Finalmente, la prohibición de la persecución penal múltiple no es aplicable al supuesto de autos donde el ENRE no sancionó a EDESUR, sino que, como fue expuesto, determinó un anticipo de reparación en favor de los usuarios y consumidores que se encuentran en una relación de desigualdad y que fueron afectados por incumplimientos en la prestación de un servicio público que lesionan un interés comunitario.


    Edesur S.A. c/ Ente Nacional Regulador de la Electricidad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 825/2013/CS1, 25 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Recursos


    Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Cuestiones de competencia. Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. 


    Remisión al fallo de la causa: "Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Misiones, Provincia de y otros" (Fallos: 332: 1422). Remisión al dictamen del Ministerio Público: dictamen del día 6 de julio de 2017, emitido en la presente causa.


    Cabe recordar que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan en principio la apertura del remedio previsto en el art. 14 de la ley 48, toda vez que no constituyen sentencia definitiva, salvo que medie denegación del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos entre ellas, cuando la decisión atacada afecta, de manera no susceptible de reparación ulterior, un especifico privilegio federal. Por otro lado, de acuerdo a la inveterada doctrina de la Corte el plazo establecido por el art. 257 del Código ProcesalCivil y Comercial de la Nación para deducir el remedio previsto en el art. 14 de la ley 48 reviste carácter perentorio y no se interrumpe ni suspende por la interposición de otros recursos, declarados improcedentes por los tribunales de la causa, que no alteran las decisiones que se impugnan.


    A.C.A.R.A y otros c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ Acción mere declarativa de derecho


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 17395/2015/3/CS1, 13 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Relación de consumo


    Consumidores. Ministerio público fiscal. Relación de consumo. Consumidores. Cuestión federal. Violación al debido proceso. Acceso a la justicia. Gravedad institucional. Autonomía del ministerio público. Beneficio de litigar sin gastos. Sentencia arbitraria. Legitimación activa. Omisión de considerar cuestión propuesta. Preclusión. Cosa juzgada. Derivación no razonada del derecho. 


    Existe cuestión federal pues la sentencia viola la garantía del debido proceso y los derechos de usuarios y consumidores, tutelados en los artículos 18 y 42 de la Constitución Nacional. Asimismo, el decisorio impide, por un lado, el acceso a la justicia gratuita al imponer una forma de publicidad contraria al artículo 55 de la ley 24.440· y, por el otro, que el Ministerio Público asuma el rol que le exigen tanto esa norma como su propia ley orgánica. Con ello, desconoce que su intervención se fundamenta en el resguardo del interés general y en garantizar la tutela judicial efectiva de un sector desprotegido. Desde otra perspectiva, la interpretación que efectúa la sentencia es incompatible con la distribución constitucional de incumbencias estatales. El caso reviste gravedad institucional porque la sentencia violenta el principio de división de poderes. Refiere a la gran trascendencia de la cuestión por sus proyecciones futuras en tanto no solo afecta la defensa en juicio de los usuarios y consumidores sino también la independencia y autonomía del Ministerio Público Fiscal. En este sentido, la imposición de cargas económicas en los procesos que intervenga ese organismo afecta su función institucional. En efecto, el Ministerio Público Fiscal se encuentra imposibilitado formal y materialmente de soportar los gastos, costos y costas del proceso ya que no integran las partidas presupuestarias. Para más, el tribunal omite referirse al beneficio de justicia gratuita imperante en toda acción judicial colectiva de consumo, cuyo contenido y alcance ha sido determinado por el máximo tribunal. Se descalifica la sentencia en virtud de la doctrina de la arbitrariedad. En primer lugar, el tribunal omitió valorar argumentos dirimentes para la solución del caso. Concretamente, que no puede obstaculizarse el ejercicio de la función constitucional del Ministerio Público Fiscal limitando su legitimación activa, y que la publicación de edictos es ineficaz para resguardar los intereses del colectivo. En segundo término, no constituye una derivación razonada del derecho vigente pues se basa en una interpretación dogmática del principio de preclusión y la cosa juzgada. En efecto, la cuestión relativa a quien debe soportar el costo de la publicidad fue decidida cuando el Ministerio Público Fiscal no se encontraba constituido como parte en sentido procesal.


    Consumidores Financieros Asociación Civil p/ Su Defensa c/ Zurich Argentina Compañía de Seguros S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 5822/2011/1/RH1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Servicios de comunicación audiovisual


    Medidas cautelares. Resoluciones equiparables a definitiva. Objeto de proceso. Incompetencia. Verosimilitud del derecho invocado. Sentencia arbitraria. 


    Medidas cautelares dictadas por Juez incompetente. Fundamento aparente. Acto jurisdiccional inválido.


    La sentencia apelada conculcó lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 26.854 de Medidas Cautelares en las causas en las que es parte o interviene el Estado Nacional que impone a los jueces el deber de abstenerse de decretar medidas cautelares cuando el conocimiento de la causa no fuese de su competencia. El artículo 5 del CPCCN establece como principio general que la competencia se determina conforme la naturaleza de las pretensiones deducidas en la demanda. Por lo tanto será competente el juez del lugar donde deba cumplirse la obligación, expresa o implícitamente establecida conforme a los elementos aportados en el juicio, y, en su defecto, a elección del actor, el del domicilio del demandado o el del lugar del contrato. La Corte ha precisado q e si bien el dictado de medidas cautelares no exige un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, para su viabilidad se debe acreditar la verosimilitud en el derecho invocado y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que las justifiquen. La ley 26.854, en su artículo 13, inciso 1, estipula que a los efectos de suspender un acto particular emanado de una autoridad estatal debe acreditarse sumariamente que él cumplimiento o la ejecución del acto ocasionará perjuicios graves de imposible reparación ulterior; la verosimilitud del derecho invocado; la verosimilitud de la ilegitimidad, por existir indicios serios y graves al respecto; la no afectación del interés público y que la suspensión judicial de los efectos del acto no producirá efectos jurídicos o materiales irreversibles. Tales extremos no fueron analizados por el a quo que omitió precisar qué elementos pueden configurar un accionar ilegal del organismo a la luz del marco regulatorio del servicio de comunicación audiovisual, y qué supuestos vicios pueden afectar la validez de los actos impugnados, con el alcance que se requiere en el marco del proceso cautelar para dotar de verosimilitud al derecho del accionante. El argumento esbozado por el tribunal resulta insuficiente para tener por acreditada la verosimilitud del derecho, teniendo en cuenta la presunción de legitimidad que caracteriza al acto administrativo impugnado. Con base en esa presunción, no resulta fundado admitir la ilicitud o arbitrariedad del acto sin que medie un análisis concreto, preciso y detallado sobre los elementos y pruebas que, al menos prima facie, lo privarían de su validez en derecho.


    Supercanal S.A. c/ AFSCA y otros


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 22036657/2013/1/2/RH1, 14 de julio de 2017


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo xiI


    Derecho Procesal Constitucional


    Accidente in itinere



    Queja por denegación del recurso extraordinario. Impugnación de la prueba. Oportunidad procesal. Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. Deserción del recurso. 


    El recurso extraordinario será bien denegado cuando el recurrente pretende someter a conocimiento de la Corte cuestiones resueltas por el juez de primera instancia que no fueron impugnadas ante la alzada, y, en consecuencia, resultan fruto de una reflexión tardía. La recurrente cuestiona por la vía del recurso extraordinario que la sentencia en crisis, al determinar el porcentaje de incapacidad física que el accidente le provocó al actor, omitió aplicar el baremo previsto en el decreto 659/96. Esa cuestión no había sido sometida a revisión de la cámara por la única apelante y, por lo tanto, arribaba firme a esa instancia.


    Silva Valenzuela, Lilia Laura c/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 5332/2013/2/RH1, 15 de mayo de 2017


    Ver dictamen 


    Acción civil por accidente de trabajo


    Cuestiones de competencia. Queja por denegación del recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 38166/2014/1/RH1 "Radua, Agustín c/ Nuevas Cristalerías Avellaneda S.A. y otro s/ Accidente - acción civil".


    Genes, José Luis c/ Causio S.R.L. y otro s/ Accidente – Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 7416/2015/1/RH1, 21 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 38166/2014/1/RH1 “Radua, Agustín c/ Nuevas Cristalerías Avellaneda S.A. y otro s/ Accidente - acción civil”.


    Medina, Ernesto José c/ Bridgestone Argentina S.A. y otros s/ Accidente – Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 52452/2014/1/RH1, 21 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Acción civil


    Accidentes de trabajo. Queja por denegación del recurso extraordinario. Sentencia definitiva. Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa: CNT 9027/2015/1/RH1, “Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente –acción civil”.


    Ledesma, María de los Ángeles y otros c/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Accidente-acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 17192/2014/1/RH1, 06 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Acción contenciosa administrativa


    Juicios en que es parte una provincia. Obras Sanitarias de la Nación. Prestación del servicio público. Exenciones impositivas. Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Devolución del expediente. Admisibilidad del recurso. 


    La doctrina pretoriana de la arbitrariedad, la que, al decir de la Corte, no se propone convertir a la nombrada en un tercer tribunal de las instancias anteriores, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que atiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impidan considerar la decisión como la sentencia fundada en ley a que aluden los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. El art. 45 la Ley Orgánica de Obras Sanitarias de la Nación 13.577 establece que "los bienes de Obras Sanitarias de la Nación o que éste posea, los actos que realice, y los servicios que preste estarán exentos de todo impuesto, contribución, tasa o cualquier otro gravamen nacional, provincial o municipal- incluida la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires- existentes o que se creen en el futuro, con excepción de las tasas por servicios efectivamente prestados y las contribuciones por obras que mejoren directamente inmuebles de Obras Sanitarias de la Nación, o que éste posea". El art. 59 señala: "En el caso de acogimiento de acuerdo al artículo 10, las provincias y municipalidades entregarán a la Administración General de Obras Sanitarias de la Nación, libre de todo cargo o gravamen, los terrenos y fuentes de provisión de agua que les pertenezcan y sean necesarios y constituirán las servidumbres que se requieran para la construcción, ampliación y explotación de las obras". Tiene dicho la Corte que, en materia de exenciones impositivas es constante el criterio conforme al cual deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que la establezcan. También ha señalado la Corte que la ley, cuando no exige esfuerzo de comprensión, debe ser aplicada directamente con prescindencia de consideraciones ajenas al caso que aquélla contempla. Se advierte, que la intención del Congreso ha sido eximir de todo gravamen a Obras Sanitarias de la Nación en razón de que la actividad que prestaba no perseguía fines de lucro. En el momento en que la demandante suscribió con el Estado Nacional el contrato de concesión de los servicios de agua potable y desagües cloacales, las exenciones tributarias contenidas en los arts. 45 Y 59 de la ley 13.577, invocadas' por la alzada para fundamentar su decisión, se encontraban ya derogadas por el mencionado art. 1 ° de la ley 22.016. Por lo tanto, no pueden 'ser aplicadas para dirimir la controversia. En estas condiciones, la sentencia recurrida adolece de arbitrariedad con arreglo a la doctrina de la Corte. De tal modo, se establece nexo directo e inmediato entre lo debatido y resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48), por lo tanto la aplicación de disposiciones que no se encuentran en vigencia, con grave afectación del derecho de defensa en juicio, determina la admisión del recurso con sustento en la doctrina de la arbitrariedad.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 37696/2013/1/RH1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 37696/2013/1/RH1, "Aguas Argentinas SA c/ GCBA y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Aguas Argentinas S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 37696/2013/CA1-CS1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Acción de amparo


    Cuestiones de competencia. Juicios en que es parte una provincia. Partidos políticos provinciales. Alianzas partidarias. Elecciones primarias. Funcionarios públicos provinciales. Cuestión de derecho público local. Cuestión no federal. Competencia electoral. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El pleito es de naturaleza electoral, y por lo tanto se rige por el derecho público local, lo cual impide la tramitación de la causa ante los estrados de la Corte en su instancia. Ello es así, sin perjuicio de la celebración simultánea de tales elecciones con los comicios nacionales, toda vez que lo se encuentra en juego no son las candidaturas nacionales, sino únicamente las locales. El asunto a resolver se relaciona con el procedimiento jurídico político de organización de dicho Estado provincial, es decir, con un conjunto de actos que deben nacer, desarrollarse y tener cumplimiento dentro del ámbito estrictamente local. El art.122 de la Constitución Nacional dispone que las provincias "se dan sus propias instituciones locales y se rigen por ellas. Eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, sin intervención del Gobierno federal ", con la obvia salvedad de que en este precepto la palabra "Gobierno" incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe "discutir la forma en que las provincias organizan su vida autónoma conforme al art. 105 de la Constitución Nacional". Ello es así, en razón de que conservan su soberanía absoluta en lo que concierne a los poderes no delegados a la Nación, según lo reconoce el art. 121 de la Ley Fundamental. La Corte tiene establecido desde antiguo que -con arreglo al arto 7° de la Constitución Nacional resoluciones de los tribunales provinciales dentro de una competencia no pueden ser revisadas por los de la Nación, con excepción de que se haga por vía del recurso extraordinario, pues tales resoluciones son actos de soberanía y la justicia nacional no puede examinarlas, ya sea admitiendo recursos que contra ellas se interpongan, ya conociendo de demandas que tiendan a idéntico fin. La circunstancia de que la actora funde su pretensión en disposiciones de la Constitución Nacional y de instrumentos internacionales con jerarquía constitucional, toda vez que la cuestión federal no es la predominante en la causa. En efecto, ello no resulta suficiente para suscitar la competencia originaria de la Corte, pues la solución del pleito exige el tratamiento de instituciones de derecho público local y el examen en sentido estricto de actos de igual naturaleza.


    Avanzar y Cambiemos por San Luis c/ San Luis, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1507/2017/25 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Determinación de impuestos. Convenio multilateral. Impuesto sobre los ingresos brutos. Certificado de libre deuda fiscal. Certificado fiscal para contratar. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Precedente del fallo de la causa P.582, L. XXXIX, “Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    El objeto central de la acción consiste en obtener que se declare ilegítima la inclusión de la amparista dentro del régimen de riesgo fiscal, instituido por la resolución API 11/12, por entender que resulta contrario a lo establecido en los arts. 14 y 121 de la Constitución Nacional, así como también a lo dispuesto en el Convenio Multilateral del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, en el que se encuentra inscripta como contribuyente. El planteamiento incluye cuestiones federales y locales, por lo que corresponde aplicar al caso la doctrina adoptada por la Corte en la causa de la referencia, en la cual se señaló que las leyes-convenio en sus respectivas ratificaciones locales por medio de las legislaturas provinciales hacen parte, aunque con diversa jerarquía, del derecho público provincial. El respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de una adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Repas S.A. c/ Santa Fe Provincia, de y otra s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 164/2017/20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Liquidación de divisas. AFIP DGA. Reintegros y reembolsos a la exportación. Existencia del agravio. Gravamen actual. Improcedencia del recurso. 


    Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, lo cual, resulta aplicable también a las decisiones en los juicios de amparo. Por aplicación de esa doctrina, cualquiera sea el acierto o error de la sentencia impugnada, se encuentra fuera de debate que las normas que la actora califica de lesivas no se encuentran ya vigentes como consecuencia del dictado de las instrucciones generales (AFIP) 5/2016 Y (DG ADUA) 8/2016, respectivamente. Esta circunstancia es suficiente, por sí sola, para declarar la improcedencia del remedio intentado pues, según arraigada doctrina del Tribunal, la restricción ilegal que se invoca debe ser actual, esto es, contemporánea con la decisión judicial del caso, de modo tal que si aquella no existe en el momento de dictarse el pronunciamiento -incluso aunque haya cesado después de las sentencias de primera y segunda instancia- corresponde desestimar el amparo interpuesto.


    Luis Solimeno e Hijos c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General de Aduanas s/ Amparo Ley 16.986


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 81008463/2012/CS1, 07 de febrero de 2017


    Ver dictamen 


    Acción de clases


    Beneficio de litigar sin gastos. Consumidores. Derechos de incidencia colectiva. Gratuidad del procedimiento. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. 


    Precedente del dictamen de las causa CAF 17990/2012/1/RH1 "ADDUC y otros"; y COM 38707/2007/1/RH1 "Asociación Civil" y sus remisiones. Precedente de fallos 338:1344 “consumidores financieros”.


    En los mencionados dictámenes se puntualizó que la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. En el precedente registrado en Fallos: 338:1344, "Consumidores Financieros", la Corte Suprema señaló que la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo. Allí, la Corte dispuso que el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos y que una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos. Por ello se puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, el cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita del artículo 55 de la Ley 24.240, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ Banco Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9307/2014/RH1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Precedente del dictamen de las causas CAF 17990/2012/1/RH1, "ADDUC y otros”, y COM 38707/2007/1/RH1 "Asociación Civil”. Precedente de Fallos 338:1344 “Consumidores Financieros”.


    En los mencionados dictámenes se puntualizó que la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. También se explicó que en el precedente registrado en Fallos 338:1344 “Consumidores Financieros”, la Corte Suprema señaló que la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo. Allí, la Corte dispuso que el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos y que una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos. Por ello se puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. En asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, el cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita del artículo 55 de la Ley 24.240, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores -ADUC- c/ BBVA Francés S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 35148/2015/1/RH1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Precedente del dictamen de las causas CAF 17990/2012/1/RH1, "ADDUC y otros”, y COM 38707/2007/1/RH1 "Asociación Civil”. Precedente del fallo COM 039060/2011/1/RH001 "Consumidores Financieros Asociación Civil”.


    En los mencionados dictámenes se puntualizó que la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. En el precedente "Recurso de hecho deducido por la actora en la causa Consumidores Financieros Asociación Civil p/ Su Defensa el Nación Seguros S.A. s/ Ordinario", tal como se cita, la Corte Suprema señaló que "la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Allí, la Corte dispuso que el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos y que una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos. Por ello se puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos como instituto procesal encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. Cabe agregar que en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que los usuarios enfrentan al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. El beneficio de justicia gratuita del artículo 55 de la ley 24.240, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    ACYMA Asociación Civil c/ COBENA S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 10446/2014/1/RH1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad


    Acción de repetición. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 1.372/2016, “Liliana S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 763/2016, “Unilever Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2316/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2.319/2016 “SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición”.


    SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2317/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Toda vez que a la provincia a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda el Estado Nacional -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    La Pampa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1647/2017/25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Repetición de impuestos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B) /CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - repetición de impuesto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 110/2015/13 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


     


    Obras sociales. Afiliación a obras sociales. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Acción declarativa de inconstitucionalidad. 


    Toda vez que es parte una Provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte, y una obra social, con derecho al fuero federal, se entiende que esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social Para La Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1023/2017/08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FPA 21005389/2013/CA1-CS1 "Cuesta Jorge Antonio c/ AFIP s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Cuesta, Jorge Antonio c/ AFIP s/ Acción de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 21005389/2013/1/RH1, 15 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 110/2017, “Molinos Río de la Plata S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Molinos Río de la Plata S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 112/2017/20 de abril de 2017


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2334/2016 “Sancor Cooperativas Unidas Limitada c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Alibue S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 36/2017/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Alcar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1033/2016 "INC S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1488/2017/25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Estado de incertidumbre. Control de productos alimenticios. Reglamento de inspección de productos, subproductos y derivados de origen animal. Transporte interno. Medida de no innovar. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Fallos: 310:606. Remisión al dictamen de la causa L. 238, L. XIVI, "Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y CSJ 834/12, “Milkaut S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. Por otra parte, la Corte advirtió en el fallo de la referencia, que la admisión de que concurren en la especie los presupuestos de la acción meramente declarativa, en especial el estado de incertidumbre respecto de los alcances de la relación jurídica concreta y el interés suficiente en el demandante, impide esgrimir la aptitud de otros medios legales para poner término inmediatamente a la controversia.


    Frigorífico de Aves Soychu S.A.I.C.F.I.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 30/2014/(50-F)/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En el sub lite se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. Asimismo, el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Akapol S.A. c/ Misiones, Provincia de - Dirección General de Rentas - s/ Acción declarativa (Art. 332 Cód. Procesal)


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 4067/2016/CS1, 13 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Estancias Marginales S.A. c/ Chaco, Provinica del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1255/2017/14 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Cannon Puntana S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1158/2017/07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Danone Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1157/2017/07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa CSJ 1778/2016, “Roemmers SAICF c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 78/2017/20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1488/2017, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1490/2017/25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1578/16, "Ivax Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Loma Negra Compañía Industrial Argentina Sociedad Anónima c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1305/2017/14 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1578/16, "Ivax Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Loma Negra Compañía Industrial Argentina Sociedad Anónima c/ Santiago del Estero s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1308/2017/14 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1578/16, "Ivax Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Bunge Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1282/2017/24 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1578/16, "Ivax Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Laboratorios Bernabo S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1279/2017/24 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1578/16, "Ivax Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Laboratorios Bernabo S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1281/2017/24 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1578/16, "Ivax Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Laboratorios Bernabo S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1280/2017/07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1578/16, "Ivax Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Loma Negra Industrial Argentina Sociedad Anónima c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1304/2017/24 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declar


    Lilus S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 178/2017/02 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declar


    Mastellone San Luis S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 352/2017/02 de mayo de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declar


    Milkaut S.A c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 330/2017/02 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declar


    Talleres Metalúrgicos Crucianelli S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 174/2017/02 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declar


    Informática Fueguina S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 176/2017/02 de mayo de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declar


    Rio Chico S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 268/2017/02 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Libre circulación de bienes. Impuesto sobre los ingresos brutos. Pago a cuenta del impuesto. Interpretación de normas y actos locales. Facultades del gobierno nacional. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En cuanto a la competencia originaria de la Corte, uno de los supuestos que la suscita se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis, en la que procede la justicia federal en razón de la materia lleva el propósito de afirmar las atribuciones del Gobierno Federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima. En el sub lite, el planteamiento que efectúa la actora reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, es apto para surtir la competencia originaria de la Corte. En efecto, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- cuestiona diversas normas provinciales, en cuanto exigen el pago del anticipo del impuesto sobre los ingresos brutos como condición para ingresar a Misiones los productos que elabora en otra Jurisdicción por considerarlas violatorias de lo dispuesto en los artículos 9°, 10°, 11°, 75° incs. 1°, 10° Y 13° y art. 126 de la Constitución Nacional. Así entonces, aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra normas locales, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- dilucidar si lo dispuesto en ellas interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación en lo relacionado con la regulación del comercio interjurisdiccional y al establecimiento de aduanas interiores. En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de diversas cláusulas constitucionales cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia. Lo hasta aquí señalado, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 10), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Loma Negra Compañía Industrial, Argentina, Sociedad Anónima c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2240/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Ordenanzas municipales. Facultades delegadas. Autonomía provincial. Telecomunicaciones. Principio precautorio. Derecho a la salud. Derecho a un medio ambiente sano. Poder de policía municipal. 


    En el caso, corresponde determinar si la municipalidad de Córdoba a través del dictado de la ordenanza municipal 11.032 invadió competencias expresamente delegadas por la Constitución Nacional al gobierno federal o interfirió con la prestación del servicio interjurisdiccional de telefonía móvil. Al respecto, la Procuración General de la Nación dijo que "en la distribución de competencias que emerge de la Constitución Nacional, los poderes de las provincias son originarios e indefinidos (art. 121), en tanto que los delegados a la Nación son definidos y expresos (art. 75). Dentro de ese contexto, las prerrogativas de los municipios derivan de las correspondientes a las provincias a las que pertenecen. La Procuración señaló que los actos dictados por las autoridades locales no pueden ser invalidados sino en aquellos casos en que la Constitución Nacional concede al Congreso Nacional en términos expresos un exclusivo poder, o en los que el ejercicio de idénticos poderes ha sido expresamente prohibido a las provincias, o cuando hay una directa y absoluta incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas. En lo sustancial, puntualizó que de acuerdo con la doctrina de la Corte, las comunicaciones interestatales están sujetas a la jurisdicción nacional, pues ellas constituyen el ejercicio del comercio, forman parte del sistema de correos y tienden a promover la prosperidad, adelanto y bienestar general del país, en tanto conforman un esencial "instrumento de progreso y de vida para toda la Nación". Sin embargo, precisó que la jurisdicción federal sobre dicho servicio es compatible con el ejercicio del poder de policía de las municipalidades, en la medida en que uno y otro ejercicio no condicionen la prestación del servicio de modo tal que pueda obstruirlo o perturbarlo directa o indirectamente. En particular, distinguió entre las atribuciones atinentes a la regulación administrativa y técnica, el control, la fiscalización y verificación en materia de comunicaciones, que es competencia propia de los órganos nacionales, y la regulación de los espacios físicos para el emplazamiento de las instalaciones, materia que le compete a las autoridades locales. Por último, aclaró que, de conformidad con lo establecido en los artículos 6 y 39 de la ley 19.798, las potestades municipales para regular la instalación de las estructuras de soporte, reconocidas por las autoridades federales, no deben condicionar, obstaculizar o paralizar las obras o los servicios de jurisdicción nacional, de modo tal que obstruyan o perturben directa o indirectamente dichos servicios. En este escenario, la ordenanza aquí impugnada, al regular aspectos vinculados a las condiciones de localización, instalación y funcionamiento de estructuras soportes de antenas con los fines de, entre otros, preservar la salud, el medio ambiente y el desarrollo urbano, no se encuentra en sí en pugna con las normas federales que reglan los aspectos técnicos de los servicios de telecomunicaciones, sino que, en todo caso, supone el ejercicio de una competencia municipal que le es propia. En este contexto, la actora no ha demostrado que la disposición cuestionada implique una interferencia de tal grado que comprometa la prestación del servicio, según los términos del artículo 6 de la ley 19.798. Al respecto, la accionante alegó de manera genérica que la normativa impugnada entorpece la comunicación entre los usuarios, sin acreditar de qué manera impide u obstaculiza en forma concreta y efectiva la prestación del servicio de telecomunicaciones. Ello no basta para invalidar la ordenanza en estudio, máxime cuando es función de la Corte Suprema interpretar la Constitución Nacional de modo tal que en el ejercicio de las autoridades locales y federales se eviten interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobierno central en detrimento de las facultades locales o viceversa, por lo que debe ejercerse con suma prudencia la atribución de declarar inaplicables leyes o actos emanados de otros poderes del Estado Nacional, provincial, o municipal, a título de contrarios a la Constitución Nacional o a las leyes nacionales. Asimismo, el a quo, al desestimar el planteo de inconstitucionalidad de una norma que prevé, entre otras medidas, la prohibición de instalar antenas a una distancia inferior a 100 metros de cualquier establecimiento educativo, guardería e institución de salud con internación y la presentación de estudios de impacto ambiental a cargo de las empresas que prestan el servicio se ajustó a los principios de prevención del daño ambiental y de precaución prescriptos en el artículo 4 de la Ley General del Ambiente 25.675. Tales principios deben imperar ante la creación de un riesgo con efectos desconocidos y, por lo tanto, imprevisibles. El principio precautorio dispone que en caso de que exista peligro de daño grave e irreversible la ausencia de información o certeza científica no debe utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces para impedir la degradación del ambiente. En este sentido, la actora no logró acreditar adecuadamente que la emisión de radiaciones electromagnéticas no ionizantes no genera efectos nocivos sobre la salud o el medio ambiente, tanto en el presente como a largo plazo. Por el contrario, de la documental acompañada por la recurrente surge que se han identificado vacíos en las investigaciones sobre los efectos que producen en los seres humanos las radiaciones que emiten las estaciones base y los teléfonos móviles, por lo que se ha determinado la necesidad de ampliar esos estudios para evaluar los riesgos contra la salud. Allí se mencionó que la realización de esas investigaciones llevaría varios años, razón por la cual la Organización Mundial de la Salud recomienda, entre otras cosas, la estricta adhesión a los estándares internacionales y la adopción de medidas preventivas. Las consideraciones hasta aquí vertidas deben conjugarse con el principio según el cual la decisión de invalidar una norma comporta la ultima ratio del orden jurídico, a la que sólo cabe acudir cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía. Esa situación excepcional no se configura en autos, en especial, si se tiene en cuenta que la finalidad de la norma es resguardar derechos que cuentan con especial tutela constitucional, como el derecho a la salud y al medio ambiente sano y equilibrado (art. 41, Constitución Nacional), y la actora, más allá de efectuar afirmaciones genéricas, no demostró de manera suficiente los perjuicios invocados.


    Telefónica Móviles de Argentina S.A. c/ Municipalidad de Córdoba


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 13210006/2006/CS1-CA, 11 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Tributos. Cuestiones de competencia. Competencia por la persona. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que el Estado Nacional –con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a una Provincia-a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria. Cierto es que la demanda se dirige también contra una Municipalidad, quien no resulta aforada a los estrados de esa Corte, pero no menos cierto es que se da en este caso un supuesto de litisconsorcio pasivo necesario en los términos del art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ya que si bien lo que se ataca es una ordenanza dictada por el municipio, ambas codemandadas son responsables de la violación, en tanto la provincia ha sido quien adhirió, por sí y en nombre de sus entes municipales, al régimen federal de impuestos instituido por la ley 23.548, cuya transgresión aquí se plantea.


    Estado Nacional c/ Río Negro, Provincia de y otra s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2065/2017/08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa


    Acción de inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Actividad industrial. Industria petrolífera. Igualdad tributaria. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes y sentencias de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Bu


    Oil M&S S.A. c/ Agencia Santacruceña de Ingresos Públicos (ASIP) s/ Acción meramente declarativa de derecho


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 7439/2016/CS1, 13 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Cláusulas del comercio y progreso. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la corte suprema. Competencia originaria. 


    Al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, corresponde a la competencia de la Corte.


    Corresponde recordar que uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. La actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra normas y actos locales, se advierte que tal pretensión exige, esencial e ineludiblemente, dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local interfiere en ámbitos cuya regulación corresponde a la Nación, tales como los relativos a la política de salud, o a la regulación del comercio interjurisdiccional, y si colisiona con las leyes federales que constituyen el marco regulatorio de su actividad así como lo establecido en las denominadas cláusulas del comercio y del progreso, consagradas en el Art. 75, incs. 13 y 18 de la Ley Fundamental. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances, tanto de las denominadas "cláusulas comercial y del progreso" (art. 75, incs. 13 y 18 de la Ley Fundamental), como de marco regulatorio instituido por las leyes federales 23.660, 23.661 Y 26.682 Y de la ley 25.165 de defensa de la competencia, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Medicus Sociedad Anónima de Asistencia Médica y Científica c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1331/2017/07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes y fallos de las causas CSJ 4877/2015, “Kronen International c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad” y CSJ 4834/2016, “M.S.U. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstituci


    Entre Ríos Crushing S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 93/2017/19 de abril de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1.241/2016 “Mastellone San Luis S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Torres e Hijos S.A. c/ Corrientes, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2325/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 110/2017, “Molinos Río de la Plata S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Molinos Río de la Plata S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 111/2017/20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 110/2017, “Molinos Río de la Plata S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Molinos Río de la Plata S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 114/2017/20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2334/2016 “Sancor Cooperativas Unidas Limitada c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Sancor Cooperativas Unidas Limitada c/ Neuquén, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2333/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4.084/2015 “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Torres e Hijos S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2326/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Control sanitario. Control de productos alimenticios. Pretensión fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas L. 238, L. XLVI, "Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 5321/2014, "Frigorífico Novara S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa


    Compañía Industrial Cervecera S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2165/2016/13 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia Originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1480/2017, "Bunge Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Bunge Argentina S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1481/2017/25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1480/2017, "Bunge Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Bunge Argentina S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1483/2017/25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1480/2017, "Bunge Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Bunge Argentina S.A. c/ Santa Fé, Provincia de s/ Acción declarativa certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1482/2017/25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Alcar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1033/2016 "INC S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1498/2017/25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Alcar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1033/2016 "INC S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Volkswagen Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1510/2017/25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Alcar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1033/2016, "INC S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".1488


    Amcor Rigid Plastics de Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1497/2017/25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Pretensión. Revisión judicial. División de poderes. 


    Corresponde señalar que la circunstancia de que la radicación del proceso haya de materializarse ante los estrados de la Corte (arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional) no importa un pronunciamiento sobre la admisibilidad de la acción intentada, a cuyo efecto es necesario considerar, además, si la demandada cumple con los requisitos que el art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece como condicionantes de la posibilidad de entablar acciones meramente declarativas. Dichos requisitos resultan incluso revisables de oficio, porque lo contrario importaría permitir que se contraríe lo preceptuado en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional en cuanto a que la Justicia federal actúa exclusivamente ante "causas", sin que le quepa la misión de emitir opiniones en abstracto. Sobre la base de estas asentadas premisas, no se ha acreditado la existencia de un "caso", en los precisos términos que esa Corte ha definido para poder acceder a su consideración. La acción declarativa planteada no resulta un medio apto para satisfacer el interés de la actora. Su pretensión tendiente a obtener la declaración general y directa de inconstitucionalidad de los Arts. 215, inc 23 del Código Tributario; 17 y 22 de la ley 10.324 y 146 del decreto 1205/15, todos de la Provincia de Córdoba, no acreditan una "causa" o "caso contencioso" que permita la intervención del Poder Judicial de la Nación. Esa Corte ha receptado desde sus inicios el principio según el cual las consecuencias del control judicial sobre las actividades ejecutiva y legislativa suponen que el requisito de la existencia de "un caso" o "controversia judicial" sea observado rigurosamente para la preservación de la garantía de la división de poderes, siendo este requisito aplicable a las acciones meramente declarativas. Ello excluye la posibilidad de dar trámite a pretensiones, en tanto las normas o actos de otros poderes no hayan dado lugar a un litigio contencioso para cuyo fallo se requiera el punto constitucional propuesto.


    Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1196/2016/13 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016, "Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Autosal S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1158/2016/13 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016, "Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Laboratorios Andromaco S.A.I.C.I. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1304/2016/13 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016, “Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Campari Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1198/2016/13 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2319/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Estado de incertidumbre. Pago de tributos. Impuesto sobre los Ingresos Brutos. Cuestiones de competencia. Cuestión federal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. 


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria del Tribunal se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis es la que se presenta en el sub lite, toda vez que cuestiona la legitimidad de la pretensión fiscal de una Provincia de cobrarle un monto a cuenta del impuesto sobre los ingresos brutos y del "Fondo de Financiamiento de Servicios Sociales" por actividades productivas llevadas exclusivamente fuera de sus límites territoriales y se solicita la devolución de la suma que le fue retenida en concepto de pago a cuenta de los referidos tributos, por entender que la pretensión provincial resulta violatoria de derechos y garantías consagrados en la Constitución Nacional en tanto gravan actividades realizadas a extramuros de los límites geográficos de la provincia demandada e incluso a una alícuota más gravosa que un contribuyente de la jurisdicción. La materia del pleito es de contenido federal, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de las denominada cláusula comercial (art. 75, inc. 13 de la Ley Fundamental) -tanto en lo referido a si existió extralimitación de la provincia demandada en el ejercicio de su potestad tributaria al pretender gravar con tributos a contribuyentes que no despliegan su actividad dentro de la jurisdicción demandada, como por intentar hacerlo a una alícuota diferencial más gravosa que a un contribuyente de la jurisdicción al tener en cuenta la ubicación local o foránea de la actividad que despliega como la ubicación de la planta industrial cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. Esto implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella .


    Indupoles Argentina S.A. c/ Tierra Del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 898/2017/29 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Dirección general de rentas. Direcciones provinciales de rentas. Interpretación de normas y actos locales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para discernir la competencia originaria es necesario examinar en cada caso cuál es la autoridad que efectivamente tiene interés directo en el pleito y, por ende, aptitud de cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado en el supuesto de admitirse la demanda. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En el sub lite, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte, toda vez que el objeto consiste en obtener que se declare la inconstitucionalidad de actos locales. No es óbice a lo expuesto, que se invoque la afectación de distintos principios constitucionales y de las cláusulas del comercio y del progreso, puesto que su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por si sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional o, en razón de la materia, cuando "versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación" en sentido estricto, esto es, cuando la solución de la causa dependa de la interpretación y aplicación exclusiva de normas federales, supuestos que no se presentan en autos. El respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48 como ya fue enunciado. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Rafaela Alimentos Sociedad Anónima c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2280/2016/22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Impuestos. Coparticipación federal. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte tiene dicho que las leyes-convenio hacen parte, aunque con diversa jerarquía, del derecho público provincial y que esa condición asume la ley de coparticipación federal, por lo que su violación no abría la instancia originaria. La controversia finca únicamente en la violación de prescripciones constitucionales, por lo que el conflicto no involucra un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza federal con uno de orden local que obligue a ocurrir primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.


    Red Surcos S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4148/2015/28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)” y CSJ 2128/2016, “Edgar A. Ciribe S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Facor S.R.L. c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 754/2017/04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1580/2016, "Helacor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Laboratorios Casasco S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 408/2017/22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1580/2016, "Helacor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Laboratorios Casasco S.A.I.C. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 410/2017/22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1580/2016, "Helacor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Porta Hnos. S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 331/2017/22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1580/2016, "Helacor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Porta Hnos. S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 333/2017/22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1580/2016, "Helacor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Laboratorios Casasco S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 409/2017/22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Copesa Compañía Constructora y Petrolera Sociedad Anónima c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1188/2017/07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Outokumpu Fortinox S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1278/2017/07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Aliba S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1165/2017/07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Molinos Río de la Plata S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 110/2017/20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    JBS Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 758/2017/07 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Maincal S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 750/2017/07 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Cosméticos Avon S.A.C.I. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 412/2017/22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Laboratorios Casasco S.A.I.C. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 411/2017/22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declar


    Plavinil Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1722/2017/28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción decla


    Panificadora Veneziana S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1649/2017/01 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción decla


    Masisa Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1439/2017/28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción decla


    Pernod Ricard Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1690/2017/28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconsti


    Frigolar S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1657/2017/06 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción decla


    Eco de los Andes S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1674/2017/06 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1049/2016, “Arre Beef S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Rafaela Alimentos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1235/2017/07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa H. 114, L. L, “Harriet y Donelly S.A. c/ Chaco, provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Jufec S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2328/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen 


    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa: CSJ 898/2017 "Indupoles Argentina S .A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza¨


    Dalpra, Orlando c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1330/2017/14 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Corte Suprema de la Justicia de la Nación. Competencia de La Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Loma Negra Compañía Industrial Argentina Sociedad Anónima c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1318/2017/14 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Loma Negra Compañía Industrial Argentina Sociedad Anónima c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1316/2017/14 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Omisión de retener o percibir aportes. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 324, "Palópoli, Hugo Daniel c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa" y S. 240, L. XXXIX, "Steifel, Juan Carlos c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Gandola, Ignacio Francisco c/ Santa Fe, Provincia de y otra s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 214/2017/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Tributos. Cuestiones de competencia. Competencia por la persona. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que una Provincia –a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda el Estado Nacional –con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    La Rioja, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1787/2017/20 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Amparo


    Medida de no innovar. Intimación a jubilarse. Dirigente gremial. Resoluciones equiparables a definitiva. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Falta de agravio concreto. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La Corte Suprema ha sostenido que las resoluciones relativas a medidas cautelares no constituyen, en principio, sentencia definitiva o equiparable a ésta. Además, no se ha demostrado la existencia de dos requisitos tradicionalmente exigidos por la jurisprudencia de la Corte para equiparar a sentencia definitiva una medida cautelar, esto es, que medie cuestión federal bastante conjuntamente con un agravio que, por su magnitud y por las circunstancias de hecho, resulte irreparable.


    Asociación del Personal Superior del Congreso de la Nación (APES) c/ Honorable Senado de la Nación s/ Acción de Amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 11925/2016/1/RH1, 23 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Aportes a obras sociales


    Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Título ejecutivo hábil. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292, y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, la demanda deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, es de naturaleza federal.


    Obra Social Para La Actividad Docente c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2226/2016/13 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 141/2017/07 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 143/2017/07 de marzo de 2017


    Ver dictamen 


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 152/2017/07 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 275/2017/17 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Sistema integrado de jubilaciones y pensiones. Determinación de deuda previsional. Afiliación a obras sociales. Falta de prueba. Violación al debido proceso.



    Se discute aquí la validez de la determinación de deuda practicada por la AFIP a la provincia de Mendoza, en el marco del acuerdo de transferencia del sistema previsional local, y de las leyes 18.820, 19.032 y 21.864, y Resolución General 79/98. La actora denuncia que el ajuste intimado ignoró la carga de detallar los números de CUIL del personal involucrado en la determinación de deuda, lo que, a su entender, infringe la garantía constitucional del debido proceso adjetivo. El ítem 1.1 del anexo 1 de la Resolución General 79/98, que reglamenta el trámite de determinación e imputación de deudas de seguridad social, dispone que la AFIP debe detallar en un anexo la cantidad de trabajadores dependientes involucrados en la determinación, individualizados cada uno de ellos con su respectivo CUIL, la retribución imponible utilizada como base de cálculo y el concepto en virtud del cual se determinó la deuda. Este requisito fue mantenido en la Resolución General 3329/12 y su inobservancia obstaculiza la individualización de los dependientes que se encuentran adheridos al régimen nacional de obras sociales. Ello, a su vez, dificulta obtener certeza sobre el importe de las remuneraciones sujetas a aportes y contribuciones y, en consecuencia, sobre el importe total de la supuesta deuda; todo lo cual, opera en desmedro del derecho constitucional de defensa en juicio. En consecuencia, el proceso de determinación de deuda objetado vulnera el debido proceso y la defensa judicial.


    Mendoza, Provincia de c/ AFIP s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 177/2012/16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Arresto domiciliario


    Resoluciones equiparables a definitiva. Falta de agravio concreto. Inadmisibilidad de recurso. 


    La resolución impugnada no reviste el carácter de sentencia definitiva ni se ha demostrado la existencia de un agravio de imposible o tardía reparación ulterior que autorice a equipararla a tal. En lo sustancial, la remisión ordenada por el a quo propició que, por intermedio de quien corresponda, previa audiencia y luego de haberse recabado la información necesaria que dé cuenta de la situación de los menores, se dé tratamiento a la pretensión de la defensa, de permanecer privado de la libertad en su domicilio. En tales condiciones, no encontrándose acreditado el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48, la decisión del a quo no es de la especie de aquellas que son materia de tratamiento en esta instancia.


    S., Ricardo s/ Infracción Ley 23.737 (Art. 5 inc. c)


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 3693/2014/TO1/3/1/1/RH2, 21 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Asociaciones de consumidores


    Juicios en que es parte una provincia. Coparticipación federal. Código tributario. Impuestos. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El objeto central de la acción consiste en solicitar que se declare la inconstitucionalidad del Art. 252 del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires, al entender que resulta contrario a lo establecido en el Art. 9°, inc. 2°, de la Ley de Coparticipación Federal 23.548 respecto de la configuración del hecho imponible en el impuesto de sellos, así como también al principio de trato equitativo y digno de los consumidores y usuarios reconocido en el Art. 42 de la Constitución Nacional y la Ley de Defensa del Consumidor 24.240. Resulta aplicable al caso la doctrina adoptada por la Corte, en la causa P. 582, L.XXXIX, "Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa”, en la cual se señaló que las leyes-convenio (entre las que se debe incluir el Convenio Multilateral) en sus respectivas ratificaciones locales por medio de las legislaturas provinciales hacen parte, aunque con diversa jerarquía, del derecho público provincial; de tal suerte, el planteamiento efectuado resultaría cuanto menos conjunto. La causa resulta ajena al ámbito de estudio de la competencia originaria de la Corte, en atención a que el respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en los casos en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de una adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.


    Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores - ADUC c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1027/2017/22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Aumento de tarifas


    Servicio de agua corriente. Audiencia pública. Tribunal colegiado. Voto de los jueces. Fundamentación de sentencias. Defectos en la fundamentación normativa. Participación del consumidor. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Cuestión de derecho público local. 


    La Corte Suprema ha establecido que lo referente al modo en el que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de la sentencia es materia ajena al recurso extraordinario, y solo corresponde hacer excepción a dicha regla cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida. Tal situación de excepción no se verifica en las actuaciones toda vez que los magistrados del tribunal, además de proponer idéntica solución del litigio, esgrimieron argumentos semejantes en lo referido a la sustancia del asunto. Por otro lado, en el caso se encuentra en tela de juicio la validez de una norma de derecho público local, esto es, el decreto provincial 245/12, que dispuso un aumento de las tarifas para los servicios de provisión de agua potable y desagües cloacales aplicable a los usuarios de la demandada. En particular, se haya controvertido si ese decreto local vulneró los derechos de los usuarios y consumidores previstos en el artículo 38 de la Constitución local, que, en la inteligencia adoptada por el tribunal local, son coincidentes con los previstos en el artículo 42 de la Constitución Nacional. La cuestión controvertida demanda, principalmente, la interpretación de normas de derecho público local, que es materia propia de los jueces de la causa y ajena, como regla y por su naturaleza, al remedio federal intentado, máxime cuando el pronunciamiento cuenta con fundamentos fácticos y jurídicos suficientes, que excluyen la tacha de arbitrariedad. Los argumentos traídos por el impugnante sobre la base del artículo 42 de la Constitución Nacional no son suficientes para habilitar la instancia extraordinaria puesto que no ha acreditado que se encuentren reunidos los requisitos previstos en el artículo 14, inciso 2, de la ley 48, para que la Corte Suprema entienda, por la vía del recurso extraordinario, en la validez de una norma local. Al respecto, la Corte Suprema ha sostenido que “[…] si la resolución apelada no desconoce validez a un acto de autoridad nacional, ni consagra la preeminencia de una ley local sobre otra de carácter nacional, sino precisamente lo opuesto, no existe en la causa resolución contraria a un derecho o privilegio federal alguno que autorice la procedencia del recurso extraordinario, como lo exige el art. 14 de la ley 48. En otras palabras, como ya lo estableció el precedente de Fallos: 189:308, la jurisdicción apelada de esta Corte se limita, por imperio del art. 14, inc. 2°, de la ley 48, a los casos en que la decisión ha sido en favor de la validez de la ley o autoridad local”.


    Negrelli, Oscar Rodolfo y otro c/ Poder Ejecutivo Provincial y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2977/2015/RH1, 21 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2977/2015/RH1, “Negrelli, Oscar Rodolfo y otro c/ Poder Ejecutivo Provincial y otros s/ Amparo”.


    Negrelli, Oscar Rodolfo y otro c/ Poder Ejecutivo Provincial y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2983/2015/RH1, 21 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos


    Consumidores. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Mantenimiento del recurso. 


    La Corte Suprema establece que no corresponde la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. La Procuración General también explicó que en el precedente registrado en Fallos: 338:1344, "Consumidores Financieros", la Corte Suprema señaló -en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el artículo 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- que “la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo" (considerando 6°). La Corte Suprema expuso en el citado caso que "el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos'" (considerando 7°) y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". La Procuración General puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos -como instituto procesal- encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. En asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita del artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur c/ Cablevisión S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 46282/2010/1/RH1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Derechos del consumidor. Relación de consumo. Gratuidad del procedimiento. Prerrogativa del consumidor. Acceso a la justicia. Orden público. Derecho constitucional. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    El artículo 53 de la ley 24.240 otorga el beneficio de justicia gratuita a las acciones judiciales iniciadas de conformidad con esa ley en razón de un derecho o interés individual. Asimismo, dispone que la parte demandada podrá acreditar la solvencia del consumidor y cesará el beneficio. La ley 24.240, reglamentaria del artículo 42 de la Constitución Nacional, se caracteriza como una norma de orden público. La Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. La Corte dispuso la restitución del depósito previsto en el artículo 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación con fundamento en la exención del artículo 26 de la ley 26.361, que sustituyó el texto del artículo 53 de la ley 24.240. También en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el artículo 286 del citado ordenamiento, el máximo tribunal señaló que “... la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo¨. Al mismo tiempo expuso en el citado caso que una interpretación que pretenda restringir los alcances del beneficio "no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Cabe puntualizar que el beneficio de litigar sin gastos como instituto procesal encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. En asuntos vinculados a una relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios y consumidores al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. El beneficio de justicia gratuita del artículo 53 de la ley 24.240 configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo. Refuerzan esa tesitura la innegable finalidad de protección que acuerda la ley 24.240 y la propia literalidad de su artículo 53. La norma presume la carencia de recursos e invierte la carga probatoria de la solvencia, extremo que cobra sentido si se admite que la dispensa provisional incluye la de soportar los gastos que la tramitación del proceso origine. La solución es concordante con el alcance del beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55, último párrafo de la ley 24.240 para las acciones judiciales iniciadas en defensa de derechos de incidencia colectiva. La sentencia no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso por lo que debe ser dejada sin efecto en base a la doctrina de la arbitrariedad.


    Felgueroso, Carlos Alberto c/ Caja de Seguros S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 12990/2015/1/RH1, 20 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Caja de Previsión


    Ejecución Fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa: C. 76, L. XL "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy Provincia de s/ ejecución fiscal".


    Caja complementaria de previsión para la actividad docente c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1492/2017/07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: C. 76, L. XL "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy Provincia de s/ ejecución fiscal".


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1491/2017/07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen 


    Comisión Nacional de Valores


    Sanciones administrativas. Recurso directo. Interposición del recurso. Plazos procesales. 


    Ley 26.831. Mercado de Capitales.


    El plazo previsto por la ley 26.831 para la interposición y fundamentación de los recursos directos, contra -en el caso- una sanción impuesta a una emisora luego de sustanciado un procedimiento sumarial no cuestionado en esta instancia, no resulta violatorio de los derechos de debido proceso y defensa en juicio. El plazo legalmente previsto para interponer y fundar un recurso directo contra decisiones del organismo de control del mercado de capitales, garantiza el razonable ejercicio del derecho de defensa del administrado, considerando que se trata de una sociedad dentro del régimen de oferta pública de valores negociables a la cual se le exige un estándar de conducta propio de la estructura societaria que detenta y del sistema del que participa, y que ha mediado un procedimiento sumarial que tramitó conforme a la ley.


    Standard Bank Argentina S.A. y otros c/ CNV - Resol. 17034/13 (Ex 709/09) s/ Recurso directo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 7482/2013/CS1, 06 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema


    Inconstitucionalidad. Acción de inconstitucionalidad. 


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. Por lo tanto, el Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley1285/58. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de un modo taxativo los casos en los que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Vazquez, Patricia María s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1186/2017/27 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia


    Competencia de la corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Procesos de conocimiento. Derecho procesal. 


    Remisión al dictamen de la causa: CSJ 505/2012 (48-B) / CS1 "Bayer S.A. c/ SantaFe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"


    José Aiello e hijos S.A. y otro c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4720/2015/13 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa: CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"


    Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2872/2015/13 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Concesión de servicio público


    Modificación del contrato. Ombudsman. Deserción del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión abstracta. Falta de agravio concreto. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 59/2014 (50-D)/CS1, “Defensor del Pueblo de la Nación c/ EN - Ley 25.790 - dto. 1711, 1245 y 1779/07 y otros s/ Proceso de conocimiento”.


    La doctrina de la Corte Suprema establece que las resoluciones que declaran desierto un recurso ante el tribunal de alzada no son impugnables por la vía del artículo 14 de la ley 48 en razón de su naturaleza fáctica y procesal, salvo que lo decidido revele un exceso ritual susceptible de frustrar la garantía de la defensa en juicio. El recurrente no ha demostrado manifiesta arbitrariedad en el razonamiento de la cámara, quien concluyó que el apelante no impugnó de manera concreta y razonada las motivaciones que sustentaron el fallo de primera instancia para desestimar la demanda. Tampoco la impugnación demuestra adecuadamente la arbitrariedad del fallo de cámara en tanto consideró que no estaba acreditado el perjuicio a los usuarios y que no correspondía pronunciarse en forma genérica acerca del planteo de inconstitucionalidad del artículo 4 de la ley 25.790. En su recurso, el Defensor del Pueblo adujo en lo sustancial que el aumento tarifario dispuesto a partir de las normas impugnadas es suficiente acreditación del perjuicio. De ese modo, se limitó a reiterar lo esgrimido en la demanda, sin acreditar que ese perjuicio sea una consecuencia directa e inmediata de la vigencia del artículo 4 de la ley 25.790. Al respecto, se remite al dictamen de la referencia.


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Producción - Resol. 296/06, 298/06 s/ Proceso de conocimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 654/2012/(48-D)/CS1, 01 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Accidentes de trabajo. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa: CNT 36780/2014/CS1, “Faguada, Carlos Humberto c/ Alushow S.A. y otros s/ Despido”.


    La contienda no ha sido debidamente trabada, la cámara confirmó la decisión del juez de primera instancia que declinó intervenir, rechazada la atribución, es esa alzada y no el juez de grado quien debe insistir en el planteo del conflicto.


    Torres, Juan Ángel c/ Galeno ART S.A. s/ Daños y Perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 48502/2016/CS1, 27 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Afectación al sistema de salud. Competencia Federal. 


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de los hechos contenido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza de la petición. Más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y del derecho del consumidor, se pondera la materia propuesta a debate posee virtualidad para afectar la organización, instrumentación o planificación de las prestaciones relativas al sistema nacional de salud. Los procesos que versan sobre situaciones alcanzadas por reglas federales, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    Balangero, Maria Alejandra c/ Prevención Salud s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1766/2017/CS1, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Derecho a la salud. Demencia. Competencia federal. 


    La reclamante fundó su derecho en el artículo 43 de la Constitución Nacional, tratados internacionales de derechos humanos y en las leyes 23.660, 23.661, 24.901, 24.754, 26.682 extremo que conduce en último término a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las prestadoras privadas de servicios médicos. Las actuaciones deben continuar con su trámite ante el Juzgado Federal en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo.


    R., M. A. s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2296/2017/CS1, 05 de diciembre de 2017


    Ver dictamen 


    Prestación solicitada. Programa federal de salud. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas FSM 4931/2014/CS1, “Host, Enrique c/ PROFE s/ Prestaciones médicas”; FMP 10027/2015/CS1, “Parasuco, Raquel c/ PROFE - Programa Federal de Salud s/ Amparo contra actos de particulares”; y CSJ 963/2016/CS1, “T., M. c/ Min


    En los fallos de la referencia se observó que si bien el “PROFE”, hoy Programa Incluir Salud, fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias adhirieron al sistema con el objeto de que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica. En lo que atañe al ámbito bonaerense, se señaló que el decreto 880/04 aprobó el convenio celebrado entre la Nación y el gobierno local; y posteriormente, el decreto 1532/10 estableció la transferencia de la Unidad Ejecutora PROFE, a la órbita del Ministerio de Salud local, con todas sus acciones, estructura, cargos, recursos materiales, económicos y financieros.


    G., F. A. c/ Programa Incluir Salud s/ Amparo Ley 16.986


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 12676/2016/1/CS1, 08 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas FSM 4931/2014/CS1, “Host, Enrique c/ PROFE s/ Prestaciones médicas”; FMP 10027/2015/CS1, “Parasuco, Raquel c/ PROFE - Programa Federal de Salud s/ Amparo contra actos de particulares”; y CSJ 963/2016/CS1, “Tito, Margari


    En los fallos de la referencia se observó que si bien el “PROFE” fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias adhirieron al sistema con el objeto de que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica. En lo que atañe al ámbito bonaerense, se apuntó que el decreto 880/04 aprobó el convenio entre la Nación y la provincia; y posteriormente, el decreto 1532/10 transfirió la Unidad Ejecutora Profe, del marco del IOMA a la órbita del Ministerio de Salud provincial, con sus acciones, estructura, cargos y recursos.


    Los Ángeles del Sur S.A. y otro c/ Programa Federal Incluir Salud (PROFE) s/ Amparo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 38777/2016/CS1, 09 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Programas de salud. Menores. Competencia provincial. 


    En el presente caso se da cuenta de la inexistencia de una atribución mutua puesto que los dos tribunales originariamente en pugna están contestes en que la competencia corresponde al foro local y restaría por esclarecer, en ese ámbito jurisdiccional, el juzgado competente en razón del territorio. Es por ello, que no se ha trabado ninguna contienda que haga menester la intervención de la Corte, en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.


    N., F. c/ Ministerio De Salud y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1287/2017/CS1, 07 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Medicamentos. Tratamiento médico. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas: Comp. 25, L. XLVIII, "González, Fabiana c/ Profe Salud s/ Amparo"; FSM 004931/2014/CS1, "H., Enrique el Profe s/ Prestaciones médicas"; FMP 010027/2015/CS1, "P., Raquel el Profe s/ Amparo"; CSJ 004902/2015/CS1, "B., D.


    Es doctrina de la Corte que la solución de este tipo de contiendas exige considerar, la relación de hechos contenida en el escrito inicial e indagar el origen y la naturaleza de la pretensión. Si bien el programa surgió en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, ese organismo celebró acuerdos con el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y con las provincias que adhirieron a él con el fin de que sus respectivos residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas o graciables, recibieran atención médica. En lo que incumbe al ámbito de la ciudad, la Resolución 1862/2011 del Ministerio de Salud de la Nación, aprueba la transferencia de los recursos financieros para la ejecución del Programa Incluir Salud, incluyendo a los beneficiarios que residan en la ciudad de Buenos Aires. En tal sentido, resulta competente para conocer en los autos el foro local. Ello es así, por cuanto la parte actora inicia su reclamo por el pago de la deuda en dicha sede, contra Incluir Salud, - Unidad de Gestión en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires - Agrupación Salud Integral. En razón de lo expuesto, el amparo debe seguir su trámite ante el Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario, al que habrá de remitirse, a sus efectos.


    G.L.A. y otros c/ GCBA y otros s/ Amparo - Salud - Medicamentos Y Tratamientos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1091/2017/CS1, 02 de agosto de 2017


    Ver dictamen 


    Seguridad social. Servicios informáticos. Medidas cautelares contra el Estado. Cámara contencioso administrativa. Competencia previsional. 


    Ley 26.854.


    La Cámara de la Seguridad Social no era competente para resolver el conflicto suscitado entre los jueces de grado y sí lo es, en cambio, la Cámara en lo Contencioso Administrativo, en virtud de lo dispuesto por el artículo 20 de la ley 26.854. La contienda, se encuentra resuelta a partir de lo dispuesto por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, en el marco de lo establecido por el artículo 20, párrafo 2°, de la ley 26.854.


    García Ruíz, Marcelo Felipe y otro c/ Estado Nacional - ANSES y otro s/ Amparos y sumarísimos


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 42103/2013/CS1, 17 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Suministro de medicamentos. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas: FSM 4931/2014/CS1, “Host, Enrique Raúl c/ PROFE s/ prestaciones médicas”; FMP 10027/2015/CS1, “Parasuco, Raquel c/ PROFE s/ Amparo” y CSJ 963/2016/CS1, “T., M. c/ Ministerio de Salud-PROFE s/ Acción de amparo”.


    El programa Incluir Salud (ex PROFE), fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud Nacional, algunas provincias adhirieron al sistema con el objeto de que sus residentes, destinatarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica. En lo que atañe al ámbito bonaerense, se señaló que el decreto 880/04 aprobó el convenio concertado entre la Nación y el gobierno local; y posteriormente, el decreto 1532/10 estableció la transferencia de la “Unidad Ejecutora PROFE”, creada por el decreto 796/07, a la órbita del Ministerio de Salud provincial, con sus acciones, estructura, cargos y recursos materiales, económicos y financieros.


    S., C. R. M. c/ Incluir salud (programa federal) y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1807/2017/CS1, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Amparo. Salud pública. Competencia federal. 


    La pretensión hace directa referencia a las obligaciones y derechos del ámbito específico de la salud. Conduce, en definitiva, a la interpretación y aplicación de preceptos, reglamentos y resoluciones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra, entre otras instituciones, a prestadoras de servicios médicos. Consecuentemente, en línea con el parecer del Sr. Fiscal, resulta aplicable el concepto rector expresado por la Corte Suprema, entre otros, en los antecedentes publicados en Fallos: 328:409 ("Kogan") y en Fallos: 329:1693 y 2823 ("Joseph" y "Chacón"), donde se concluye que los litigios que versan sobre situaciones jurídicas que, prima facie, se encuentran regidas por normas de carácter federal, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    Malmoria, Jimena Isabel c/ Medife A.C. s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 598/2017/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen 


    Daños y perjuicios. Defensa del consumidor. Telecomunicaciones. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa: FTU 9796/2016/CS1, ¨Padula, Víctor Rodolfo c/ Telecom Argentina S.A. Arnet s/ Daños y perjuicios¨


    En este caso todavía no ha quedado trabada una contienda negativa de competencia que corresponda zanjar a la Corte. Ello es así, porque el juez federal remitió directamente los autos a la Corte Suprema, cuando previamente debía comunicar la decisión a la jueza a cargo del Juzgado Civil para que se pronunciara acerca de las razones esgrimidas por aquél para desprenderse del conocimiento de la causa, las que podrían hacer variar el criterio originalmente sostenido. Sólo en caso de mantenerse dicha posición se suscitará aquel conflicto, desde que es requisito para ello la atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común. Las cuestiones planteadas en el sub examine resultan sustancialmente análogas a la examinadas en el dictamen de la causa FTU 9796/2016/CS1, ¨Padula, Víctor Rodolfo c/ Telecom Argentina S.A. Arnet s/ Daños y perjuicios¨ a cuyos términos y conclusiones cabe remitirse por razones de brevedad, en lo que fuere pertinente.


    Argañaraz, Pedro Alberto c/ DIRECTV Argentina S.A. y otro s/ Ley de defensa del consumidor


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 12103/2016/CS1, 03 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Medicina prepaga. Salud. Sistema sanitario. Causas regidas por normas federales. Competencia Federal. 


    Más allá del tenor complejo de los contratos de medicina prepaga que, como lo prevé el artículo 4° de la ley 26.682, abarca aspectos propios del consumo, lo concreto es que los asuntos referidos a la extensión de la cobertura que deben brindar estas entidades, hacen directa referencia a las obligaciones y derechos tocantes al campo de la salud. Ello, conducen a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y resoluciones tocantes a la estructura del sistema sanitario implementados por el Estado Nacional, que involucra a prestadoras de servicios médicos como la demandada. En autos es aplicable el concepto rector expuesto por la Corte en los precedentes publicados en fallos: 328:4095 (“Kogan”); 329:1693 (“Joseph”) y 329:2823 (“Chacón”), donde se concluyó que los litigios que versan sobre situaciones jurídicas que - prima facie - se hallan regidas por normas federales, como ocurre aquí, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    P., C. y otro c/ Obra Social de la Unión del Personal Civil de la Nación s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1325/2017/CS1, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Determinación de la incapacidad. Domicilio. Residencia habitual. Principio de inmediación. Juzgado de familia. Competencia provincial. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial prevé que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el tribunal correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el tribunal del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de “... sus finalidades, las leyes análogas, ... los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento ... ". El código actual asigna al juez la obligación de revisar periódicamente la sentencia, tarea ésta que ha de concretarse sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia del interesado. Asimismo, la entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que preste asistencia al afectado. La cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas. Al propio tiempo, incide en la concentración y demás aspectos prácticos característicos de este tipo de realidades, que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el nuevo código va más allá de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.


    T.G. s/ Determinación de la Capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 53929/1993/CS1, 20 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Diferencias salariales. Juicios en que la Nación es parte. Competencia por el territorio. Asuntos exclusivamente patrimoniales. Competencia federal. 


    Las contiendas de competencia planteadas entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltas por la cámara de la que depende el juez que primero hubiese conocido, por lo que resultan ajenas a la atribución reconocida a la Corte. Dicha regla no resulta aplicable cuando la Cámara hace saber su posición respecto de cuál es el tribunal competente para entender en el caso, momento en que se constituye como un integrante más en la traba del conflicto planteado. En tal caso, se considera que la Corte es el tribunal legalmente habilitado para resolver el conflicto negativo de competencia planteado en la causa. En cuanto a la procedencia de la declaración de oficio del juez respecto a la incompetencia por razón del territorio, corresponde señalar que en asuntos patrimoniales dicha facultad está restringida en forma expresa por el legislador, por aplicación de lo establecido en el Art. 4°, tercer párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el juez no debe declarar de oficio su incompetencia en asuntos exclusivamente patrimoniales cuando ella se funda en razón del territorio, pues ésta puede ser objeto de prórroga mediante la conformidad de las partes, de acuerdo con lo previsto en los arts. 1° y 2° del código citado. Toda vez que en autos se deduce una pretensión de índole exclusivamente patrimonial por reclamo por pago de diferencias salariales, la incompetencia dispuesta de oficio por el juez federal resulta improcedente. Es por ello, que la Corte debe asumir el conocimiento de la contienda de competencia suscitada y disponer que las presentes actuaciones continúen su trámite ante la justicia federal.


    Morales, Martín Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad - Gendarmería Nacional s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 21004667/2012/CS1, 04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Hábeas data. Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente de Fallos: 328:1252 y en los autos S.C. Comp. 151; L. XLIX ("Salvioni"), S.C. Comp. 712; L. XLIX ("Pérez Redrado"), y CSJ 297/2014 (50-C) ("Cáceres").


    Resulta aplicable la doctrina de los precedentes de la referencia, en los que se consideró aplicable el artículo 36, inciso b), de la ley 25.326, en cuanto dispone que sea competente la justicia federal siempre que los archivos de datos se hallen interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.


    G., J. F. c/ Garbarino S.A. y otro s/ Hábeas Data (Artículo 43 Constitución Nacional)


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 32823/2015/CS1, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Locación de inmuebles. Bienes del estado. Competencia por la persona. Competencia por la materia. Competencia contenciosa administrativa. Competencia federal. 


    Tanto por las personas como por la materia, la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal es competente para entender en las presentes actuaciones (art. 116 de la Constitución Nacional y 2° de ley 48), toda vez que una agencia del Estado, cuya intervención en el pleito resultará imprescindible (conf. art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), es una entidad nacional.


    Pluchino, Horacio José c/ Estado Nacional- Secretaria de Transporte y otros s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 38219/2017/CA1-CS1, 29 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Publicaciones obscenas. Extranjeros residentes. Cuestión constitucional. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Para discernir la competencia no pueden tenerse en cuenta las cuestiones de vecindad o de extranjería, ya que esos supuestos, contemplados por el artículo 116 de la Constitución Nacional sólo se refieren a causas civiles que tratan de aquellos litigios regidos exclusivamente por normas y principios de derecho privado -nacidos de estipulación o contrato- en la totalidad de lo concerniente a la relación jurídica de que se trate.


    N.N. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1013/2016/CS1, 04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Competencia previsional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse en primer lugar a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Dado que en la presente causa la actora -docente jubilada de la Ciudad de Buenos Aires- inicia una demanda por reajustes jubilatorios contra la ANSES, a fin de solicitar la inclusión de las sumas reclamadas en su haber de pasividad, corresponde a la Justicia Federal de la Seguridad Social continuar entendiendo en el caso.


    González, Norma Margarita c/ ANSES s/ Reajustes varios


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 82053/2013/CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Tratamiento médico. Asistencia psicológica. Programa federal de salud. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de la Corte Comp. FSM 4931/2014/CS1, “Host, Enrique Raúl c/ PROFE s/ Prestaciones médicas”; FMP 10027/2015/CS1, “Parasuco, Raquel c/ PROFE s/ Amparo contra actos de particulares”; y CSJ 963/2016/CS1, “T., M. c/ Ministerio de Salud -


    En las remisiones de la referencia se advirtió que si bien el PROFE fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias adhirieron al sistema con el fin de que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas o graciables, reciban atención médica. En lo que atañe al ámbito bonaerense, se señaló que el decreto 880/04 aprobó el convenio concertado entre la Nación y el gobierno local; y posteriormente, el decreto 1532/10 estableció, la transferencia de la Unidad Ejecutora PROFE, creada por el decreto 796/07, a la órbita del Ministerio de Salud de la provincia, con todas sus acciones, estructura orgánica, cargos y recursos materiales, económicos y financieros.


    B., R. V. c/ Programa Incluir Salud s/ Amparo Ley 16.986


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 13543/2016/1/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Prestaciones de la obra social. Competencia federal. 


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza de la petición. El tema objeto del litigio conduce – prima facie – al estudio de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga, en especial, por las leyes 24.901 y 26.682, entre otras. Por lo tanto, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y del derecho del consumidor, eventualmente implicados, la materia propuesta a debate posee virtualidad como para afectar la organización, la instrumentación o la planificación de las prestaciones relativas al sistema nacional de salud. En ese ámbito, no hay motivos para soslayar la doctrina que indica que los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por reglas federales, deben tramitar ante ese fuero rallane materiae


    Buttignol, María E. c/ Prevención Salud s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 44645/2017/CS1, 17 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Amparo ambiental. Investigación inconclusa. Remisión de expediente. Competencia federal. 


    El conflicto positivo de competencia suscitado entre la justicia contenciosa administrativa federal y la justicia local, respecto de una acción de amparo ambiental, no resultan suficientes las constancias remitidas a esta Procuración General a efectos de dictaminar respecto de la controversia.


    Torres, José y otro c/ Barrick y/o Minería Gold S.R.L. s/ Amparo (Incidente de inhibitoria)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1217/2017/CS1, 25 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Coparticipación municipal


    Índices de actualización. Gravedad institucional. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión a los Fallos: 337:1263 “Intendente Municipal Capital s/ Amparo”.


    Subyace en el sub lite una discusión acerca tanto de la efectiva aplicación y vigencia del régimen de coparticipación federal de impuestos como asimismo del derecho que asiste a los municipios de provincia a gozar de la autonomía que nuestro ordenamiento les concede, y que ambos son asuntos de indudable trascendencia institucional, ya que vertebran financiera e institucionalmente la forma federal de Estado que adoptó nuestro país. El Congreso Nacional ha considerado que resulta esencial al régimen vigente de coparticipación federal de impuestos que los municipios también queden comprendidos en éste, en cuanto a las obligaciones como a los derechos que él importa. Y, con respecto a estos últimos, que ellos deben resultar beneficiarios del reparto de los recursos federales que se asignan a sus respectivas provincias, teniendo éstas la obligación de poner en práctica un sistema de participación y transferencia en dichos fondos, dentro del amplio margen de discrecionalidad que la norma implícitamente concede. Esta circunstancia es la que otorga al municipio actor innegable legitimación para plantear un asunto vinculado con el cumplimiento del régimen de coparticipación frente a la provincia de la que forma parte. Y, con respecto a la autonomía de los municipios de provincia y la evidente importancia institucional del asunto, la Corte indicó que el límite fundamental para determinar el ámbito de legitimidad de las autonomías de los municipios en los órdenes institucional, político, administrativo y financiero se encuentra en el principio de razonabilidad contenido en el art. 28 de la Ley Fundamental, en virtud del cual las constituciones provinciales no pueden, bajo la apariencia de reglamentar tal autonomía, transponer los límites de lo racional y razonable para la vigencia efectiva de los municipios. Y que si bien lo atinente a imponer un alcance determinado a la autonomía municipal es atribución del constituyente provincial, una vez ejercido ese poder, las autoridades constituidas deben respetar el grado de autonomía asignado a los diferentes niveles de gobierno. Al respecto, la resolución en crisis importa un rigorismo formal injustificado que no se compadece con un adecuado servicio de justicia, puesto que, al resolver sin más sustanciación un asunto de tal importancia institucional y con los ribetes singulares en juego, no ha examinado de forma equilibrada y adecuada los alcances de la pretensión de la accionante ni las particularidades del planteo propuesto. Ello ocasiona, en definitiva, un claro e injustificado menoscabo a la garantía de la defensa en juicio del art. 18 de la Constitución Nacional. Es doctrina de la Corte que el derecho a la defensa en juicio junto con el del debido proceso son de inexcusable observancia en todo tipo de actuaciones y que todo aquel a quien la ley reconoce legitimación para actuar en juicio en defensa de sus derechos está amparado por la garantía del debido proceso legal consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional, sea que actúe como acusador o acusado, como demandado o demandante; ya que en todo caso media interés institucional en reparar el agravio, si éste existe y tiene fundamento en la Constitución, puesto que ésta concede a todos los litigantes por igual el derecho a obtener una sentencia fundada previo juicio llevado en legal forma, cualquiera sea la naturaleza del procedimiento -civil o criminal- de que se trate.


    Municipalidad de la Ciudad de La Banda c/ Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero s/ Conflicto de poderes públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 599/2016/RH1, 20 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Corrupción del funcionario público


    Fraude a la Administración Pública. Licitación pública. Sentencia condenatoria. Monto de la pena. Fundamentación del recurso. Falta de fundamentación autónoma. Discrepancia del recurrente. 


    El escrito de la apelación no satisface el requisito de fundamentación exigido por el artículo 15 de la ley 48 y la acordada n° 4/2007 del Tribunal, desde que el recurrente omitió refutar todos y cada uno de los fundamentos expuestos que dieron sustento a la decisión impugnada. El a quo consideró demostrado que el recurrente violó sus deberes, perjudicó los intereses confiados y generó un daño al patrimonio de la administración pública nacional por la suma en que acordaron la contratación y sus ampliaciones injustificadas, más el importe respectivo correspondiente al impuesto al valor agregado. Asimismo, puso de relieve el perjuicio que resultó de la promoción de demandas, por las que sólo uno de los dieciocho juicios iniciados fue beneficioso para el patrimonio estatal, mientras que los restantes reclamos fueron rechazados. Sin embargo, el recurrente se limitó a reproducir agravios planteados en las anteriores instancias -principalmente vinculados al marco legal de la contratación, la existencia de urgencia, y la participación de su asistido en la redacción de la oferta económica- y pasó por alto otros fundamentos de la sentencia de condena, sobre los que también se apoyó el a quo para convalidarla. De esa manera, incurrió nuevamente en el defecto que ya había sido señalado en el pronunciamiento apelado. Al respecto, la defensa reiteró, mediante afirmaciones dogmáticas, que el defendido no tenía facultad de decisión ni seleccionó las empresas que fueron invitadas, que no intervino en el trámite luego de su excusación, y que la unión de empresas habría cumplido con las tareas para las que fue contratada, pero omitió analizar y demostrar que la valoración que el a quo hizo de las circunstancias reseñadas fuese irrazonable o insuficiente para sustentar el veredicto de condena impugnado, lo que configura el defecto de fundamentación señalado al comienzo. En tales condiciones, sus planteos aparecen así como una mera disconformidad sobre aspectos que, por regla, constituyen materia ajena a esta instancia de excepción, pues se vinculan con cuestiones de hecho y prueba que fueron desechados con motivación suficiente que descarta la arbitrariedad.


    Recurso deducido por D., Gustavo Víctor en los autos del expediente principal: A., María Julia y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta y abuso de autoridad y viol. deb. func. púb. (Art. 248). Denunciante: M. S., Ricardo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12318/2000/TO1/8/2/RH9, 02 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Prescripción de la acción penal. Nulidad de sentencia. Monto de la pena. Fundamentación del recurso. Falta de fundamentación autónoma. 


    En el escrito del recurso extraordinario los apelantes se limitaron a reiterar los argumentos que ya habían reproducido en la instancia de casación, en la que recibieron adecuada respuesta. En esa oportunidad el a quo consideró que no rebatieron los fundamentos por los que el tribunal oral rechazó tanto el recurso de casación como los planteos de nulidad y prescripción que simultáneamente dedujeron con motivo de la sentencia que ajustó la pena de prisión de acuerdo con la pauta indicada por esa sala en su anterior intervención. Acerca de dichos fundamentos, cabe destacar que el tribunal oral sostuvo que aunque se encontraba en trámite el recurso extraordinario interpuesto contra la decisión que confirmó el rechazo de las recusaciones planteadas respecto de sus integrantes, ello no le impedía fijar nuevamente el monto de la pena de prisión conforme lo había resuelto el a quo, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 62 del Código Procesal Penal de la Nación. Asimismo, ese tribunal rechazó que la sustanciación implementada hubiese generado un perjuicio, y sostuvo que la resolución por la que determinó la pena se ajustó a la decisión de la cámara de casación. Frente a tales consideraciones, los defensores no explicaron de manera razonada por qué la sustanciación que indicó el a quo habría tenido el alcance que ellos pretendían. Además, que se limitaron a expresar que la supresión de la audiencia les impidió formular en ese ámbito el planteo de prescripción de la acción penal, sin demostrar que fuese la finalidad o el sentido de aquel acto, ni argumentar que no pudieron hacerlo antes, ni exponer en qué medida tal pretensión en esa audiencia pudo haber diferido de la que efectuaron por escrito, o recibido un tratamiento diverso. Al respecto, cabe señalar que el tribunal oral desestimó la cuestión de la prescripción debido al rechazo del planteo de nulidad del fallo condenatorio que fue su presupuesto. En relación con ese asunto, el tribunal oral denegó un nuevo examen sobre la validez de esa sentencia, que alterase el alcance de la decisión de la cámara de casación que la confirmó casi en su totalidad, y señaló que en todo caso la defensa debió haber formulado dicho cuestionamiento en el marco del recurso extraordinario deducido en aquella oportunidad, lo que no hicieron. Al respecto, es pertinente destacar que en el mencionado recurso extraordinario los letrados no sostuvieron la interpretación por la que en el sub examine pretenden la nulidad de la sentencia de condena completa, lo que permite inferir que aceptaron su incolumidad -desde esa óptica- en lo que no fue objeto de revocación. En tales condiciones, la apelación no cumplió con el requisito de fundamentación autónoma previsto en el artículo 15 de la ley 48 y la acordada n° 4/2007 de la Corte.


    Recurso deducido por D., Gustavo Víctor en los autos del expediente principal: A., María Julia y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta y abuso de autoridad y viol. deb. func. púb. (Art. 248). Denunciante: M. S., Ricardo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12318/2000/TO1/10/1/RH13, 02 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Juicios contra el Estado. Obras sociales. Juicio en que una provincia es parte. Corte suprema de justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    ANSES


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, en razón de las personas, dado que el pleito se suscita entre una Provincia como actora -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional- y el Estado Nacional como demandado -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental- y esa es la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales, sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Catamarca, Provincia de y otro c/ Estado Nacional s/ Cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1203/2017/1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Licitación pública nacional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Cuestión de derecho público local. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. No obsta a lo expuesto el hecho de que la actora invoque el supuesto incumplimiento de cláusulas constitucionales, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional (art. 18, segunda parte, de la ley 16.986), cuestión que no se ha demostrado en autos puesto que la supuesta lesión provendría de autoridades locales. Por lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, el proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Ashoka Construcciones S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 388/2017/20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN) "; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN) " y CSJ 1610/2016, "Caimán S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Favicur I.C.S.A. c/ Corrientes, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 376/2017/1, 23 de junio de 2017


    Ver dictamen 


    Amparo ambiental. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el estado. Emergencia hídrica. Emergencia ambiental. Policía ambiental. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. Ley General del ambiente. Litisconsorcio pasivo. Recursos naturales. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la nación. Competencia originaria.


    La pretensión referida al poder de policía ambiental con incidencia solo en una municipalidad, son regidas sustancialmente por el derecho público local, por lo que deben sustanciarse ante los jueces locales de la provincia en cuestión, de conformidad con los arts. 41, párrafo 3° y 121 y siguientes de la Constitución Nacional. En relación al grupo de pretensiones referidas al poder de policía interjurisdiccional que involucran y comprometen la responsabilidad, los recursos y las jurisdicciones de dos provincias, corresponde señalar que la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7°, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales”. Asimismo, a través de distintos precedentes el Tribunal ha delineado los criterios que se deben tener en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, estableciendo, en primer término que hay que delimitar el ámbito territorial afectado, pues, como lo ha previsto el legislador nacional, debe tratarse de un recurso ambiental interjurisdiccional o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Es decir, que tiene que tratarse de un asunto que incluya problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción estatal, provincial, de la Ciudad de Buenos Aires o internacional. La controversia es común a dos provincias, concurren en la causa los extremos que autorizan a considerar la existencia de un litisconsorcio pasivo necesario, de conformidad con lo dispuesto en el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en razón de la propia naturaleza de la relación jurídica controvertida que vincula a las partes en el proceso, la cual, es de carácter inescindible, pues exige ineludiblemente la integración de la litis con los titulares del dominio del recurso natural presuntamente afectado, a los fines de que la sentencia pueda ser pronunciada útilmente, esto es, para que, en su caso, ambos deban recomponer dado el manifiesto carácter federal de la materia del pleito, en tanto se encuentra en juego la protección y preservación de un recurso natural de carácter interjurisdiccional y al ser partes dos provincias -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de los actores, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. Esta solución también satisface la prerrogativa jurisdiccional del Estado Nacional de ser demandado ante los tribunales federales, de conformidad con el art. 116 de la Ley Fundamental.


    López, María Teresa c/ Santa Cruz, Provincia de y otros (Estado Nacional) s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1432/2017/08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    



    Prestación del servicio público. Declaración de incompetencia. 


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte conlleva la necesidad de que sea titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, lo que debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. En tales condiciones y toda vez que la relación jurídica que da origen a este proceso está constituida por el vínculo entre las empresas actoras y los distintos municipios que, por intermedio de sus jueces de faltas, aplican dicha norma y ordenan las clausuras de las instalaciones, la intervención de la Provincia de Buenos Aires tiene sólo un carácter nominal y no sustancial, lo que determina que no se configure la necesidad de satisfacer la prerrogativa de ésta a la jurisdicción originaria (art. 117 de la Constitución Nacional). Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Soja", entre muchos otros, el proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Telecom Argentina S.A. y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 555/2017/18 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Acción declarativa de certeza. Estado de incertidumbre. Impuesto sobre los ingresos brutos. Contrato de obra pública. Servicio público. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 253. L. XLIX., "Central Puerto S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida cautelar"; I. 2, L. L., "Integración Eléctrica Sur Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza"; y CS


    Líneas Comahue Cuyo S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 735/2017/1, 06 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Telecomunicación internacional. Competencia de la Corte Suprema. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4/2011 "Telecom Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa". Articulo 75 inc. 13 de la Constitución nacional.


    En principio uno de los supuestos que suscita la competencia originaria del Tribunal se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Por lo tanto, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la denominada cláusula comercial cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. Además, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2º, inc. 1º, de la Ley 48, ya que versa sobre la y preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción Declarativa de Certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1214/2017/15 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Acción de repetición. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 114/2014, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)"; y CSJ 1033/2016 "INC S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Hoerbiger de Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de Inconstitucionalidad Y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1246/2017/14 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S. A. I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2128/2016, "Edgar A. Ciribe S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Industrias Frigoríficas Recreo S.A.I.C. c/ Neuquén, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 879/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A. I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 390/2017 "Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Cabrales S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de Inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1404/2017/25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A. I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A. I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 114/2014, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)"; y CSJ 1033/2016 "INC S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Siderca S.A.I.C. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1236/2017/07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A. I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)"; y CSJ 2128/2016, “Edgar A. Ciribe S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Válvulas Worcester Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 878/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)”; CSJ 1580/2016 "Relacar S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad"; y CSJ 178/2017 "Lilus S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Plavinil Argentina Sociedad Anónima Industrial Y Comercial c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1202/2017/07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/l Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 114/2014, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, “Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)”; y CSJ 1033/2016 “INC S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Cervecería Y Maltería Quilmes Sociedad Anónima Industrial, Comercial, Agrícola y Ganadera c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1276/2017/07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Empleados de comercio. Juicios en que es parte una provincia. Impuestos provinciales. Impuesto sobre los ingresos brutos. Interpretación de normas y actos locales. Competencia provincial. 


    Para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traígan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Según se desprende de los términos de la demanda la actora requiere sustraerse de la aplicación de ciertas normas locales -cuya declaración de inconstitucionalidad persigue- con sustento en las cuales la Provincia de Entre Ríos le exige el pago del impuesto sobre los ingresos brutos, por entender que se encuentra exenta en aquél tributo, al tiempo que solicita que se le devuelva lo percibido por la provincia demandada por tal concepto. En tales condiciones, el proceso debe sustanciarse ante la justicia de la Provincia de Entre Ríos, en virtud de que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de derecho público provincial, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. Por otra parte, es dable recordar que el cobro de un tributo tampoco constituye una causa civil, por ser una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción un acto administrativo y que sólo se debe discutir en la instancia originaria la validez de un gravamen cuando es atacado "exclusivamente" como contrario a la Constitución Nacional circunstancia que, no se presenta en este juicio. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Centro de empleados de comercio de General Ramirez y zona de influencia c/ Provincia de Entre Ríos - Ministerio de Economía, Hacienda y Finanzas - Administradora Tributaria de Entre Ríos y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 71900/2016/CS1, 15 de mayo de 2017


    Ver dictamen 


    Impuesto de sellos. Impuesto sobre los ingresos brutos. Decretos provinciales. Juicios en que es parte una provincia. Entes autárquicos nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, este corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae. En efecto, toda vez que es demandada la Provincia de Entre Ríos -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- y la actora es una entidad nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Correo Oficial de la República Argentina S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 266/2017/06 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 683/2016, "Milkaut S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2315/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" ; E.230, L.XLVII, "Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" ; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.505, L.XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN) "; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN) "; CSJ 1737/2016, "Red Surcos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Mondelez Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1939/2017/06 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" ; E.230, L.XLVII, "Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" ; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.505, L.XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN) "; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN) "; CSJ 1737/2016, "Red Surcos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    ZF Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1915/2017/21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2334/2016, "Sancor Cooperativas Unidas Limitada c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Manfrey Cooperativa de Tamberos de Comercio e Industrialización Limitada c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 253/2017/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Aportes previsionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas “Palópoli, Hugo Daniel c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa” y S. 240, L. XXXIX, “Steifel, Juan Carlos c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Apa, Natalia Paula Lorena c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 870/2017/26 de junio de 2017


    Ver dictamen 


    Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 911, L. XLVII, originario, "Aceitera Martínez S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3833/2014 "Trivento Bodegas y Viñedos S.A. c/ Misiones, provincia de s/ acción declarativa


    J.B.S. Argentina S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción Declarativa de Certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1370/2017/25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S. A. I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1303/2016, "Roemmers S.A.I.C.F c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y, CSJ 1197/2016, "Cepas Argentinas S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Marfrig Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción Declarativa de Certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1397/2017/25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 174/2017 "Talleres Metalúrgicos Crucianelli S.A. c/ Chaco, provincia de s/ Acción declarativa de certeza" 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 174/2017 "Talleres Metalúrgicos Crucianelli S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Dulcor S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1715/2017/28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucio


    Bunge Argentina S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1655/2017/19 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, “Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)”; y CSJ 948/2016, "Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 811/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, “Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)”; y CSJ 948/2016, "Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 809/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, “Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)”; y CSJ 948/2016, "Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 812/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (Art. 322 CPCCN)"; y CSJ 1580/2016 "Relacor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Forestadora Tapebicuas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 819/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 114/2014, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN) "; CSJ 1033/2016 "INC S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    El Tehuelche S.A.C.I.C.I. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1201/2017/07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)" y CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)"; y CSJ 178/2017 "Lilus S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Scimaca S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1168/2017/07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (Art. 322 CPCCN)"; y CSJ 1580/2016 "Relacor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Forestadora Tapebicuas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 818/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)" y CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)"; CSJ 1580/2016 "Helacor S.A. el Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Coca Cola FEMSA de Buenos Aires S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de Certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 838/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1508/2016, "Renault Argentina S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Siderca S.A.I.C c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1056/2017/07 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1303/2016, "Roemmers S.A.I.C.F c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y CSJ 796/2016 "BGH S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Forestadora Tapebicuas S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 820/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionali


    Bunge Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1645/2017/01 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionali


    Dulcor S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1650/2017/01 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 76, L. XLV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Chaco, Provincia del s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 744/2017/23 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A. l. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de incons


    Don Basilio S.R.L. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 596/2017/04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1303/2016, "Roemmers S.A.I.C.F c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de si acción declarativa de inconstitucionalidad"; y CSJ 796/2016 "BGH S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Mccain Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 722/2017/27 de junio de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN) "; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1565/2016 "Manfrey Cooperativa de Tamberos de Comercio e Industrialización Limitada c/ Jujuy, provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Molino Cañuelas S.A.C.I.F.I.A. c/ Chaco, Provincia del s/ acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 616/2017/04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y, CSJ 1610/2016 "Caimán S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Alicorp Argentina S.C.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 632/2017/27 de junio de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y, CSJ 1610/2016 "Caimán S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Cafés La Virginia S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 537/2017/27 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN) "; y, CSJ 1580/2016 "Helacor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Cafés La Virginia S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 538/2017/27 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (Art. 322 CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2331/2016 "Jemán S.R.L. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Reckitt Benckiser Argentina S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 717/2017/04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)”; y CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Industria Argentina de la Indumentaria S.A. c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 599/2017/04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN) ";y, CSJ 1580/2016 "Helacor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Electrofueguina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 643/2017/27 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A. I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y, CSJ 1610/2016 "Caimán S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Entre Ríos Crushing S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 665/2017/27 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A. I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)"; y CSJ 1610/2016, "Caimán S.R.L c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    General Motors de Argentina S.R.L c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 546/2017/23 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1032/2016 "Cosméticos Avon S.A.C.I. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y, CSJ 16/2017, "Rafaela Alimentos Sociedad Anónima c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Frigorífico San Francisco S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de Certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 731/2017/04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 283/2016 "Matadero Frigorifico Unión S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y, CSJ 1610/2016 "Caimán S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Frigorífico Forres Beltrán S.A. c/ córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 580/2017/27 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A. I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 4148/2015, "Red de Surcos S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Reckitt Benckiser Argentina S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 718/2017/04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)"; y CSJ 2128/2016, "Edgar A. Ciribe S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Mccain Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 720/2017/04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, “Telecom Personal S. A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)”; y CSJ 1752/2016 "Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aíres, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Gualtieri Hnos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 577/2017/27 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, “Telecom Personal S. A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)”; y CSJ 1752/2016 "Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aíres, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Gualtieri Hnos S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 578/2017/04 de julio de 2017


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 2902/2015, “Telecom Personal S. A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)”; y CSJ 1752/2016 "Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aíres, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Gualtieri Hnos S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 579/2017/04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; y, CSJ 1752/2016, "Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Droguería 20 de junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 573/2017/27 de junio de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B.505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1303/2016, "Roemmers S.A.I.C.F c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 3992/2015, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y CSJ 796/2016 "BGH S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Reckitt Benckiser Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 719/2017/04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2128/2016, "Edgar A. Ciribe S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Mccain Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 721/2017/04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Estado de incertidumbre. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    En cuanto a la competencia originaria del Tribunal, uno de los supuestos que la suscita se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. En cuanto a la determinación sobre si el hecho imponible a la mera compra genera una traba o una carga al comercio interprovincial, lo que exige desentrañar el sentido y los alcances del art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional y dilucidar, en forma previa, si la actuación de las autoridades provinciales invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación. Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la Ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las provincias y el Gobierno Federal que determina la Ley Fundamental.


    Arre-Beef S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1419/2017/28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Liquidación administrativa del impuesto. Competencia de la Corte Suprema. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    Doctrina de la causa P. 582, L.XXXIX, "Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Ello no sucederá cuando en el proceso de debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El planteamiento efectuado resulta cuanto menos conjunto, en tanto incluye cuestiones federales y locales, por lo que corresponde aplicar al caso la doctrina adoptada por la corte en la causa "Papel Misionero S.A.I.F.C.”, tal como se cita, en la cual se señaló que las leyes-convenio, en sus respectivas ratificaciones locales por medio de las legislaturas provinciales hacen parte del derecho público provincial, aunque con diversa jerarquía. El respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de una adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Unimatic S.R.L. c/ Neuquén, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1243/2017/14 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas A.911. L.XLVII, "Aceitera Martínez S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" y CSJ 3833/2014 "Trivento Bodegas y Viñedos S.A. c/ Misiones, provincia de s/ Acción declarativa de certez


    La Rural Viñedos y Bodegas S.A. Ltda. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1922/2016/27 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 1372/2016, "Liliana S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y CSJ 763/2016, "Unilever Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Roemmers S.A.I.C.F. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2254/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 1372/2016, "Liliana S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y CSJ 763/2016, "Unilever Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Talleres Metalurgicos Crucianelli S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2228/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1033/2016, "INC S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Rafaela Alimentos Sociedad Anónima c/ Chubut, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 14/2017/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1907/2016, "Mastellone Hnos. S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Rafaela Alimentos Sociedad Anónima c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 16/2017/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FPO 4067/2016/CS1, “Akapol S.A. c/ Misiones, Provincia de -Dirección General de Rentas- s/ Acción declarativa (art. 322 Cod. Procesal)".


    Yamaha Motor Argentina S.A. c/ Dirección General de Rentas de la Provincia de Misiones y otro s/ Acción meramente declarativa de derecho


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 6629/2016/CS1, 13 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Impuesto a las actividades económicas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    La Pellegrinense S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2109/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 390/2017/02 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Nestle Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2289/2016/02 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción decla


    FCA Automobiles Argentina S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción Declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2042/2017/21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción decla


    Panificadora Veneziana S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2098/2017/21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos.: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción decla


    Dulcor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2100/2017/21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos.: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción decla


    Droguería Rosfar S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1968/2017/21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" ; E.230, L.XLVII, "Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" ; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.505, L.XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN) "; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN) "; CSJ 1737/2016, "Red Surcos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    La Redención S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2025/2017/21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" ; E.230, L.XLVII, "Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" ; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.505, L.XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN) "; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN) "; CSJ 1737/2016, "Red Surcos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 573/2017, "Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Sofro S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2023/2017/21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H) /CS1, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Tecme S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1913/2016/18 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas A.911, L. XLVII, "Aceitera Martínez S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" y CSJ 3833/2014, "Trivento Bodegas y Viñedos S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de


    Sottano S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 514/2017/23 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN) "; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN) " y CSJ 1610/2016, "Caimán S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Frigorífico Forres Beltrán S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 438/2017/23 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN) "; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN) " y CSJ 1610/2016, "Caimán S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Pabsa S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 458/2017/23 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Corte Suprema de la Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de si acción declarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B.505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN) " y CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S. A. c/ Chaco Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 CPCCN) " y CSJ 948/2016, "Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    General Motors de Argentina S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 743/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de si acción declarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B.505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN) " y CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S. A. c/ Chaco Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 CPCCN) " y CSJ 948/2016, "Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Molino Cañuelas S.A.C.I.F.I.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 748/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de si acción declarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B.505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN) " y CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S. A. c/ Chaco Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 CPCCN) " y CSJ 948/2016, "Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 808/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de si acción declarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B.505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN) " y CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S. A. c/ Chaco Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 CPCCN) " y CSJ 948/2016, "Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Reckitt Benckiser Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 716/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de si acción declarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B.505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN) " y CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S. A. c/ Chaco Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 CPCCN) " y CSJ 948/2016, "Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Córdoba,


    Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Talleres Metalurgicos Crucianelli S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 781/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Pago de tributos. Transporte interno. Reglamento de inspección de productos, subproductos y derivados de origen animal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los Fallos: 325:388 y Fallos: 327:3202 y a los fallos de las causas L.238, L.XLVI, "Logística la Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; M. 890, L. XLVII, "Molfino Hermanos Sociedad Anóni


    Sancor Cooperativas Unidas Limitada c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2334/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte tiene establecido que en lo que respecta a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, la competencia originaria de la Corte, establecida en el artículo 117 de la Constitución Nacional, encuentra su justificación en la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los Estados, dada la importancia de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar a sus representantes diplomáticos las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocérseles en la medida en que ello contribuye para el más eficaz cumplimiento de sus funciones . El hecho a investigarse, por sus características, pudo afectar el desempeño de las actividades propias del agente diplomático, en un contexto que indicaría que esos episodios se vincularían con cuestiones relacionadas con el gobierno del país que representa. En tales condiciones, esta causa es de la competencia originaria de la Corte.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6712/2017/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Alumbrado, barrido y limpieza. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G 230, L. XLVI, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social Dirección Nacional de Vialidad s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA) c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 833/2017/03 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Amparo ambiental. Evaluación del impacto ambiental. Cuestión federal. Recursos naturales. Protección del medio ambiente. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986. Además, en los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7°, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales". Asimismo, a través de distintos precedentes el Tribunal ha delineado los criterios que se deben tener en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, estableciendo, en primer término que hay que delimitar el ámbito territorial afectado, pues, debe tratarse de un recurso ambiental interjurisdiccional o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Es decir, que tiene que tratarse de un asunto que incluya problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción estatal, provincial, de la Ciudad de Buenos Aires o internacional.


    Fundación Chadileuvu c/ Mendoza, Provincia de y otros ( Estado Nacional) s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1595/2017/28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen 


    Aportes a obras sociales. Certificado de deuda. Juicio ejecutivo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, siendo esa la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social Para La Actividad Docente (OSPLAD) c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1860/2017/18 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, siendo esa la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social Para La Actividad Docente (OSPLAD) c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1808/2017/18 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, siendo esa la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social Para La Actividad Docente (OSPLAD) c/ Mendoza, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1758/2017/18 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, siendo esa la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social Para La Actividad Docente (OSPLAD) c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1770/2017/18 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, siendo esa la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social Para La Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1712/2017/18 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Falta de servicio público. Daños y perjuicios. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    Resulta aplicable al sub lite el art. 6, inc. 5, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en el pedido de beneficio de litigar sin gastos será juez competente el que deba conocer en el juicio en que aquél se hará valer. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, debe examinarse la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Por lo tanto, quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En el proceso se presenta esta última hipótesis, toda vez que la actora reclama una indemnización por daños y perjuicios imputándole responsabilidad extracontractual a una Provincia por la presunta falta de servicio en que habrían incurrido algunos de sus órganos, materia que está regida por el derecho público local y, en consecuencia, corresponde al resorte exclusivo de los jueces provinciales, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional y la doctrina sentada por el Tribunal, con independencia del factor de atribución que se invoque.


    Vieira Argentina S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 38/2017/20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Cajas de previsión. Caja complementaria. Juicio ejecutivo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 76, L. XLV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente C/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1920/2017/25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 76, L. XLV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ San Luis, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1918/2017/25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Multa. Certificado de deuda. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 76, L. XLV; “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Chubut, Provincia del s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1342/2017/28 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 76, L. XLV; “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1299/2017/08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C.76, L. XLV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Caja Complementaria de Previsión para la actividad docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1043/2017/03 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Causas en que la Nación es parte. Competencia por la persona. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El proceso corresponde a la competencia originaría de la Corte, en razón de las personas, dado que el pleito se suscita entre el Estado Nacional -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- y la Provincia de Buenos Aires -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 11 7 de la Constitución Nacional- y esa es la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales, sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Estado Nacional (Prefectura Naval Argentina) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1478/2017/29 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Procesos de conocimiento. Acción declarativa de inconstitucionalidad. 


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de


    Rieles y Cosas S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1876/2017/06 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s /Acción declarativa de


    Mondelez Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1924/2017/06 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. 


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; 329: 3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S. A. c/ Buenos Aires,Provincia de s/ Acción declarativa de


    Mondelez Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1967/2017/06 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de


    Danone Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1858/2017/06 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Corte Suprema de la Justicia de la Nación. Competencia de La Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa: FLP 52013/2016/CS1-CA1 "Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires c/ Provincia de Buenos Aires (Tribunal Fiscal) s/ Recurso directo¨.


    Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires c/ Provincia de Buenos Aires (Tribunal Fiscal) s/ Recurso directo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 27182/2017/CA1-CS1, 29 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 893/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Maincal S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 886/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Vidriería Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 938/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Gualtieri Hnos Sociedad Anónima c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 947/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Matadero y Frigorífico Morteros S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1019/2017/07 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Miguel Peiretti S.R.L. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1142/2017/07 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Visuar S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 940/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Biogénesis Bagó S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1004/2017/07 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarat


    Visuar S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 939/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Cosa juzgada. Nulidad de sentencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Ante todo, cabe recordar que la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. En tales condiciones, el Tribunal no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Sobre tales bases, el sub lite no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, la pretensión del actor persigue la declaración de invalidez de una sentencia dictada por un tribunal federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan su tramitación ante los estrados de la Corte. En virtud de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por la Corte, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    M, Miguel Ángel s/ Nulidad por cosa juzgada írrita


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 848/2017/06 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    En atención a lo expresado en el dictamen del día de la fecha emitido en autos FMZ 17395/2015/CA1, "A. C.A.R.A. c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción mere declarativa de derecho" deviene inoficioso pronunciarse respecto de la


    Neuquén, Provincia de s/ Inhibitoria en autos A.C.A.R.A. c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción mere declarativa de derecho (expte FMZ 017395/2015) Cámara Federal de Apelaciones de Mendoza. Sala A


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1339/2016/06 de julio de 2017


    Ver dictamen


    En atención a lo expresado en el dictamen del día de la fecha emitido en autos FMZ 17395/2015/CA1, "A. C.A.R.A. c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción mere declarativa de derecho" deviene inoficioso pronunciarse respecto de la


    W., Julián Leonardo s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1339/2017/1/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 38/2017, "Vieira Argentina S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos".


    Vieira Argentina S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 684/2017/05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Interés concreto. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito –ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. Ese requisito, no se encuentra cumplido en autos. En efecto, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, la actora dirige su pretensión contra la Provincia del Chaco de un modo meramente nominal, puesto que no logra acreditar ni atribuirle de alguna manera un interés directo con la cuestión debatida en el proceso, por lo que no puede reconocérsele el carácter de parte sustancial. Igual postura se desprende del escrito presentado por el codemandado, al contestar la excepción de incompetencia de la provincia. Además, la camioneta, que conducía el codemandado y a la que se le atribuye el siniestro, es de propiedad de un ente autárquico, que tiene una personalidad jurídica propia y que no se identifica jurídicamente con la provincia codemandada. En virtud de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Dufek, Romualdo Ladislao c/ Provincia del Chaco y otros s/ Daños y perjuicios


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 11005054/2005/CS1-CS2, 26 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Docentes. Juicio ejecutivo. Recaudación previsional. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 76, L. XLV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Catamarca, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1042/2017/06 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 76, L. XLV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1046/2017/06 de julio de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa C. 76, L. XLV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1044/2017/06 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 76, L. XLV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecución


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1041/2017/06 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 76, L. XLV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ San Juan, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1047/2017/06 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 76, L. XLV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ San Luis, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1048/2017/06 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 76, L. XLV "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Caja Complementaria de Pevisión para la Actividad Docente c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1919/2017/28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 76, L. XLV "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ San Juan, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2172/2017/28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    El Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4.055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. El sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia, demanda a una sociedad del estado nacional que sólo es aforada al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal. Dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ ADIF S.E. s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 182/2017/02 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia federal. 


    No corresponde la competencia originaria de la Corte, toda vez que según se desprende de los términos de la demanda - la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia, demanda a una sociedad del estado nacional que solo es aforada al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal. En tales condiciones y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos el proceso es ajeno a la competencia originaria de esa Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Loteria Nacional S.E. s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 150/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. 


    Remisión a los dictámenes de las causas G.2462, X.LI, "'Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia", y G.57, X. LVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquén, Provincia de".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1055/2017/04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1252/2017 "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1253/2017/29 de agosto de 2017


    Ver dictamen


     


    Falta de pago. Juicio en que es parte una provincia. Agentes de retención. Retención de aportes previsionales. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. La demanda se apoya en forma directa y exclusiva en normas nacionales de naturaleza previsional, por lo cual la causa reviste un manifiesto contenido federal. Lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. Cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora, la causa debe tramitar en la instancia originaria del Tribunal.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Chubut, Provincia de s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 371/2017/04 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Hábeas corpus. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1 "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


    D., César Oscar s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47091/2017/1/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1 "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus".


    D., Jorge Gustavo s/ Hábeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58785/2017/1/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos públicos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia. Competencia originaria. 


    Toda vez que una entidad nacional, como lo es el Banco de la Nación Argentina -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en los Arts. 116 de la Ley Fundamental y 27 de la Ley nacional 21.799 que establece su Carta Orgánica-, dirige su pretensión contra una provincia-a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar el pleito en esa instancia.


    Banco de la Nación Argentina c/ Tucumán, Provincia de s/ Nulidad de acto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 416/2017/26 de junio de 2017


    Ver dictamen 


    Interpretación de normas y actos locales. Admisibilidad del recurso. Causas excluidas de la competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa FPO 561/2016/1/RH1, "Toyota Argentina S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Posadas s/ Acción meramente declarativa de derecho”.


    Loreal Argentina S.A. c/ Municipalidad de Posadas s/ Acción meramente declarativa de derecho


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 1073/2016/CS1, 15 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Juicio de apremio. Competencia por la persona. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes intervinientes, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Ello es así, toda vez que la actora es la Provincia de Buenos Aires (Ministerio de Trabajo) -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con lo establecido en el art. 117 de la Constitución Nacional- y que la demandada es una entidad nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental. Así las cosas, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en dicha instancia.


    Ministerio de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires c/ Correo Oficial de la República Argentina S.A. s/ Ejecutivo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 52020/2016/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen 


    Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Título ejecutivo hábil. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1000/2017/26 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Multa. Certificado de deuda. Precursores químicos. Competencia por la persona. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. Ello es así en razón de las personas, dado que el pleito se suscita entre el Estado Nacional –con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- y una Provincia -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- y esa es la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales, sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Estado Nacional (Ministerio de Seguridad) c/ Misiones, Provincia de s/ Ejecución de multa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1283/2017/29 de agosto de 2017


    Ver dictamen 


    Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Actos jurisdiccionales. Competencia federal. 


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, razón por la cual la justicia federal debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Angel Estrada y Compañía S.A. y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 14535/2014/CS1, 27 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Acción de repetición. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1778/2016, "Roemmers S.A.I.C.F. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2318/2016/20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Suministro de combustibles. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria del Tribunal se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis es la que se presenta en el sub lite, toda vez que la actora cuestiona la legitimidad de la pretensión fiscal de la Provincia de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos algunos de sus ingresos. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de las denominadas cláusulas comercial y del progreso (art. 75, inc. 13 y 18 de la Ley Fundamental), así como también de los convenios suscriptos entre el Estado Nacional y diversas sociedades, como la actora, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.


    Axion Energy Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 92/2017/04 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    AFIP. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Toda vez que una Provincia dirige su pretensión contra una entidad nacional -la AFIP- la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria del Tribunal.


    Mendoza, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) s/ Recurso de apelación - nulidad de acto administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 431/2017/20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa G. 2462, L. XLI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos", y al dictamen de la causa G. 57, L. XLVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neu


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 494/2017/02 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Obras sociales. Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 28/2013 (49-0), "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, y CSJ 215/2013 (49-0), "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ej


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, resulta que esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 395/2017/19 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas: Comp. 430, L. XLVI "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros procesos incidentales"; Comp. 53, L. XLVIII "Bank Boston National Association c/ GCBA-AGIP DGR - Resol. 3065/08 s/ Medida cautelar autónoma"; CSJ 1142/


    Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires c/ Provincia de Buenos Aires (Tribunal Fiscal) s/ Recurso directo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 27183/2017/CA1-CS1, 03 de agosto de 2017


    Ver dictamen 


    AFIP-DGI. Deuda previsional. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Toda vez que una provincia dirige su pretensión contra una entidad nacional -la AFIP- la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley fundamental, es sustanciar la acción en la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Tucumán, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) s/ Recurso de apelación - nulidad de acto administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 509/2017/22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte resulta competente para conocer en su instancia originaria, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Telecom Personal S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4018/2014/23 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Corte Suprema de la Justicia de la Nación. Competencia de La Corte Suprema. Competencia originaria. Acción meramente declarativa. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S. A. I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción decl


    Sodecar S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1364/2017/14 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declara


    Sodecar S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1352/2017/14 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte resulta competente para conocer en su instancia originaria en el sub lite, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Medanito S.A. c/ La Pampa, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1025/2009/(45-M/CS1, 09 de abril de 2017


    Ver dictamen 


    La Corte resulta competente para conocer en su instancia originaria en el sub lite, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Telecom Argentina S.A. s/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3750/2014/04 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Nulidad del acto administrativo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 430, L. XLVI, “Gobiernos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros procesos incidentales”; Comp. 53, L. XLVIII, “Bank Boston National Association c/ GCBA-AGIP DGR – Resol. 3065/08 s/ Medida cautelar autónoma” y CSJ 11


    Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires c/ Provincia de Buenos Aires (Tribunal fiscal) s/ Recurso directo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 52013/2016/CS1-CA1, 16 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Obras sociales. Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la Ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Las demandas deducidas contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 Y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, son de naturaleza federal.


    Obra Social Para La Actividad Docente (OSPLAD) c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1359/2017/28 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario. Daños y perjuicios. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan en principio la apertura del recurso extraordinario, toda vez que no constituyen sentencia definitiva, salvo que medie denegación del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada afecta, de manera no susceptible de reparación ulterior, un especifico privilegio federal. Este último supuesto es el que se presenta en autos, puesto que se encuentra en juego el principio de autonomía provincial y la resolución que se impugna resulta contraria al derecho invocado por la recurrente, con fundamento en los arts. 1°, 4° ,5° y 121 de la Ley Fundamental, al obligarla a litigar ante un fuero manifiestamente incompetente, ajeno a su jurisdicción local o a la competencia originaria de la Corte Suprema. Conviene recordar la doctrina de la Corte según la cual, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, éste corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que la Provincia de Buenos Aires -a quien se le asigna la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- ha sido citada al juicio por el juez de la causa en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, y, a su vez, es demandado el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados –que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 14 de la ley 19.032- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar el proceso en esta instancia originaria, cualquiera sea la materia del pleito.


    Palmas, Juana Antonia c/ Rophe S.A. s/ Daños varios


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 13066691/2009/1/RH1, 09 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Competencia civil y comercial federal. Incompetencia. 


    La Corte tiene dicho que las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, cabe apartarse de dicho principio cuando la decisión apelada deniega el fuero federal. La cuestión debatida en autos está ceñida exclusivamente a la relación contractual trabada entre la empresa demandada y sus clientes y a las desinteligencias puramente comerciales que pudieran existir entre ambas partes en lo atinente a diferentes aspectos de derecho común regidos por la LDC, sin que aparezcan cuestionados actos emanados de la Administración Nacional o entes públicos estatales, ni se advierta que sea necesario -esencial e ineludiblemente- interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan lo atinente a las telecomunicaciones (leyes 19.798 y 27.078).


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5938/2013/1/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso directo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al precedente de la causa FLP 52013/2016/CS1-CA1 "Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires c/ Provincia de Buenos Aires (Tribunal Fiscal) s/ Recurso directo".


    Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires c/ Provincia de Buenos Aires (Tribunal Fiscal) s/ Recurso directo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 27181/2017/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al precedente de la causa FLP 52013/2016/CS1-CA1 "Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires c/ Provincia de Buenos Aires (Tribunal Fiscal) s/ Recurso directo".


    Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires c/ Provincia de Buenos Aires (Tribunal Fiscal) s/ Recurso directo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 27501/2017/CA1-CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen 


    Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64142/2013/1/RH1 “Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. s/ Accidente – acción civil”.


    Es jurisprudencia de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. Excepciones que no se presentan en el caso. Por otro lado, la sentencia en crisis tampoco coloca al recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la ley 48, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Orellana Castro, Willi c/ Unión Transportistas de Empresas S.A. s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 15269/2015/1/RH1, 13 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Accidentes de trabajo. Responsabilidad civil. Incapacidad absoluta. Ley sobre riesgos de trabajo. Sentencia arbitraria. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Facultades discrecionales del juez. Derechos y garantías constitucionales. 


    Remisión a Fallos: 339:781, "Espósito" y en autos CNT 21119/2010/1/RH1, "Ferreyra, Héctor Osmar c/ La Segunda ART S.A. s/ Accidente-ley especial"; CSJ 4331/2015/RH1, "Albornoz, Marcos Adolfo c/ Asociart ART S.A. s/ Ordinario-accidente (ley de riesgos)"; C


    Los agravios referentes a la atribución de responsabilidad y a las secuelas de incapacidad derivadas de un accidente de trabajo, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la Ley 48; máximo cuando la alzada ha expresado fundamentos suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad. En el sub lite, la cámara consideró, en virtud del dictamen de la comisión médica, de la pericia médica y de la prueba informativa, que se encontraba acreditado el carácter laboral del accidente. El a quo realizó una interpretación de los elementos probatorios del caso que no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad. En igual sentido, corresponde rechazar los planteos que cuestionan la determinación de la tasa de interés y la fecha a partir de la cual deben computarse los accesorios pues ello no constituye cuestión federal susceptible de habilitar la instancia extraordinaria, sino que queda ubicada en el espacio de la razonable discreción de los jueces de la causa, en la medida que no resulten afectadas garantías constitucionales. Por el contrario, los agravios que cuestionan la aplicación del decreto 1694/09 al sub lite, encuentran adecuada respuesta en lo resuelto por la Corte Suprema en Fallos: 339:781, "Espósito" y en autos CNT 21119/2010/1/RH1, "Ferreyra, Héctor Osmar c/ La Segunda ART S.A. s/ Accidente-ley especial"; CSJ 4331/2015/RH1, "Albornoz, Marcos Adolfo c/ Asociart ART S.A. s/ Ordinario-accidente (ley de riesgos)"; CSJ 3893/2015/CS1, "Villafañe Bustos, María del Valle c/ Caja Popular de Ahorros ART (popular) s/ Acción de amparo", entre muchos otros, a cuyas consideraciones corresponde remitir, en lo pertinente, por razones de brevedad.


    Julián, José Luis c/ Todoli Hermanos S.R.L. y otros s/ Accidente-acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 45682/2009/1/RH1, 06 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Indemnización. Calumnias. Maniobras dilatorias. Doctrina de la arbitrariedad. Responsabilidad del estado. Sobreseimiento. Prescripción. Responsabilidad del banco. Falta de prueba. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que la arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el recurrente considere tales, con sustento en su mera discrepancia con el alcance atribuido por el a quo a principios y normas de derecho común o con la valoración de la prueba, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional. En virtud de ello, su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las leyes Asimismo, la Corte ha establecido que la doctrina invocada por el apelante tampoco tiene por objeto constituir a la Corte Suprema en una tercera instancia ordinaria que sustituya a los jueces de la causa en la decisión de las cuestiones que -le son propias, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional, en los que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impidan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinario corno "la sentencia fundada en ley" a que ha.cen referencia los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. El recurso interpuesto es inadmisible, pues no se advierte un caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte en materias que, según el art. 14 de la ley 48, son ajenas a la instancia extraordinaria. No se encuentra configurada la responsabilidad que se intenta atribuir al Estado Nacional y al Banco Ciudad de Buenos Aires con fundamento en que el actor fue sobreseído por prescripción al haberse violado la garantía del plazo razonable en el juicio penal iniciado en su contra por el delito de defraudación por administración. Lo resuelto no importa una violación al principio de cosa juzgada ni una contradicción jurídica que lo torne arbitrario, contrariamente a lo sostenido por el recurrente. Ello es así, toda vez que, para determinar si se encuentra comprometida la responsabilidad estatal, los jueces no se hallan limitados por la decisión del tribunal oral, en la cual se examinaron diversos aspectos que son propios del proceso penal -donde adquiere especial relevancia el derecho de todo imputado a obtener, después de un juicio tramitado en legal forma, un pronunciamiento que defina su situación frente a la ley y a la sociedad del modo más rápido posible- y ajenos a los que se emplean al momento de dilucidar si el Estado tiene el deber de reparar los daños que alega el actor. En tal orden de ideas, se advierte que la demora irrazonable que se produjo a criterio de los jueces del tribunal oral y que llevó a dictar el sobreseimiento del actor y de otros imputados por prescripción, no implica necesariamente que los daños que derivarían de aquella circunstancia puedan ser imputados jurídicamente al Estado Nacional por una prestación defectuosa del servicio de justicia, ni que se encuentre probada la existencia del nexo causal. En lo atinente a la responsabilidad de la entidad bancaria, el apelante hizo hincapié en su falta de colaboración por no acompañar los soportes documentales y contables pertinentes y porque los peritos y auditores no contribuyeron con su necesario aporte durante la etapa de investigación de los hechos denunciados. Los argumentos sólo traducen una mera discrepancia con el criterio adoptado por el tribunal al examinar las cuestiones propuestas en la instancia anterior, las cuales estaban referidas principalmente a la responsabilidad del banco por haber formulado una acusación calumniosa. La Corte tiene dicho que la existencia de un fallo judicial que sobreseimiento del imputado no hace resulta indispensable que a su autor pueda imputársele dolo, culpa o negligencia. La decisión apelada cuenta con fundamentos suficientes basados en argumentos no federales que autorizan a descartar la tacha de arbitrariedad invocada por el recurrente, pues no se advierte un apartamiento de la solución legal ni una apreciación irrazonable de los elementos probatorios agregados a la causa.


    Temer, Pablo Fabián c/ EN - PJN y otro s/ Daños y perjuicios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22638/2010/1/RH1, 03 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Poder Legislativo Provincial. Inmunidad de expresión. Cuestión de derecho público local. 


    El agravio referido a la interpretación realizada por el tribunal superior provincial del artículo 138 de la Constitución de San Juan constituye una cuestión de interpretación de derecho público provincial, cuyo conocimiento se encuentra reservado a los jueces provinciales y es una cuestión ajena a la vía extraordinaria prevista en el artículo 14 de la ley 48. Si bien la recurrente alega que el alcance otorgado por el tribunal superior provincial a la inmunidad de opinión de los legisladores locales atenta contra el artículo 5 de la Constitución Nacional, corresponde señalar que la intervención de la Corte "está rigurosamente limitada a los casos en que, frente a un evidente y ostensible apartamiento del inequívoco sentido de las normas de derecho público local, queden lesionadas instituciones fundamentales de los ordenamientos provinciales que hacen a la esencia del sistema representativo republicano que las provincias se han obligado a asegurar" El artículo 5 de la Constitución Nacional garantiza la autonomía de las provincias para definir sus regímenes de gobierno de conformidad con la diversidad proveniente de la organización federal. El alcance otorgado por la Corte de Justicia de la provincia de San Juan a la inmunidad de opinión de los legisladores provinciales no constituye un apartamiento evidente y ostensible del inequívoco sentido de las normas de derecho público local por el que corresponda intervenir a la Corte Suprema.


    Caballero, Adolfo c/ Capello, Mario Osvaldo s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4715/2015/RH1, 13 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad


    Ingreso democrático e igualitario de personal judicial. Ministerio Público Fiscal. Mantenimiento del recurso. 


    En relación al recurso presentado por la mandataria del Ministerio Público Fiscal cabe señalar que las especiales características del caso, en el que este organismo reviste el carácter de parte demandada en el proceso, no aconsejan emitir una opinión al respecto.


    Galindez, Nicolás Emanuel c/ Ministerio Público Fiscal de la Nación s/ Amparo Ley 16.986


    FSA-Justicia Federal de Salta, 2445/2016/CS1-CA1, 15 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Jerarquía constitucional. Jerarquía de las leyes. Autonomía provincial. Educación. Educación pública. Planes de estudio. Discriminación en la educación. Educación laica. Gobierno nacional. Sostenimiento del culto católico. Derechos y garantías constitucionales. Liberta de cultos. Objeción de conciencia. Reconocimiento de cultos. Derecho a la libertad. Igualdad ante la ley. Derecho a la intimidad. Comité de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas. Constitución nacional. Pacto de San José de Costa Rica. Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos. Convención de los derechos del niño. 


    Constitución de la Provincia de Salta. Ley 7.546 de Educación de la Provincia de Salta. Disposición N° 45/09 de la Dirección General de Enseñanza Primaria y Nivel Inicial. Declaración sobre la Eliminación de Todas las Formas de Intolerancia y Discriminaci


    De acuerdo con el artículo 5 de la Constitución Nacional, las provincias tienen plena autonomía para sancionar sus constituciones siempre que ellas estén de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Ley Fundamental. Desde antaño la Corte Suprema ha destacado las autonomías provinciales, tanto para elegir sus propias autoridades como para diseñar sus instituciones y constituciones en consonancia con sus identidades y particularidades. Por ello, el solo hecho de que la constitución salteña reconozca, en ejercicio de su potestad constituyente, derechos que no están previstos en la nacional no conlleva su invalidez, siempre que ello respete los derechos y garantías previstos por el régimen federal. La instrucción en una religión determinada en el horario escolar y como parte del plan de estudios ha resultado, en la práctica, en una grave interferencia en las distintas dimensiones de la libertad de religión y conciencia. Ese derecho está específicamente consagrado con relación a los niños en el artículo 14 de la Convención sobre los Derechos del Niño, quienes tienen una especial protección de acuerdo con nuestro ordenamiento constitucional. Al respecto, la Corte Suprema sostuvo que se trata de un derecho particularmente valioso y que comprende el respeto por quienes sostengan creencias religiosas y por quienes no las sostengan. Según la Constitución Nacional y los citados instrumentos internacionales, la mayoría de ellos con jerarquía constitucional, la libertad de religión y conciencia tiene diversos aspectos: la libertad de tener o no creencias de la propia elección sin sufrir injerencias ajenas, el derecho a no ser discriminado por las creencias religiosas y la libertad de ser educado de acuerdo con las propias convicciones. Todos esos aspectos han sido afectados gravemente por la organización de la educación religiosa dentro del horario escolar y como parte del plan de estudios. En primer lugar, la aplicación de las normas locales ha implicado una coacción directa e indirecta en la elección de los niños, niñas, padres y representantes legales sobre sus creencias, que está prohibida expresamente por el artículo 14 de la Constitución Nacional y los instrumentos internacionales. Ello conlleva una afectación a la esfera más íntima de la libertad de religión y conciencia, que tiene una especial protección constitucional. Así, el hecho de que niños y niñas no católicos sean instruidos en el catolicismo durante el horario escolar implica una presión indebida en su libertad de elección, máxime considerando que ello acontece en un ambiente tan permeable a las influencias como la escuela primaria y en el contexto de una sociedad con una religión fuertemente predominante. Esta presión es más intensa aún cuando las prácticas religiosas no se limitan al espacio curricular destinado a la instrucción religiosa, sino que son realizadas en forma generalizada, fomentadas por los maestros y autoridades escolares y practicadas por la mayoría de los niños. En segundo lugar, la organización de la educación religiosa dentro del horario escolar y como parte del plan de estudios tuvo un impacto desigualitario y discriminatorio con relación a un grupo que tiene una especial protección, a saber, los niños y niñas. Ello comportó una violación al derecho a la igualdad, así como a la libertad de religión, que comprende el derecho a no ser discriminado por las creencias religiosas o por el hecho de no practicar ninguna religión. Los artículos 2 y 30 de la Convención sobre los Derechos del Niño enfatizan el derecho de los niños a no ser discriminados por motivos religiosos. Además, cabe señalar que el principio de protección igualitaria y efectiva de la ley y no discriminación prohíbe tanto las regulaciones discriminatorias como las que tengan efectos discriminatorios. En especial, las normas que prohíben la discriminación por motivos religiosos proscriben las disposiciones aparentemente neutras que tienen efectos discriminatorios. En el sub lite, la aplicación de las normas cuestionadas coadyuvó, en los hechos, a la segregación y a la consolidación de prejuicios o estereotipos en contra de las minorías religiosas, con la gravedad de que la escuela pública primaria es la institución formal más importante para hacer efectivo el derecho a la educación y es una oportunidad esencial para formar a los niños y niñas en la diversidad y el pluralismo religioso, así como en el respeto y el reconocimiento recíproco. En tercer lugar, el hecho de que niños y niñas no católicos sean instruidos en el catolicismo durante el horario escolar implica una abierta vulneración a su libertad y la de sus padres y representantes legales a recibir educación religiosa o moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones, protegida por la Constitución Nacional y los instrumentos internacionales. Ello implica una violación a la prohibición de obligar a un individuo o grupo a recibir instrucción religiosa incompatible con sus convicciones, tal como lo enfatiza el artículo 5, inciso b, de la Convención relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza. Al respecto, el Comité de Derechos Humanos afirma que la libertad religiosa permite que la escuela pública imparta la enseñanza de materias tales como historia general de las religiones y ética, siempre que ello se haga de manera neutral y objetiva. A su vez, señala que la educación obligatoria que incluya instrucción en una religión o en creencias particulares es incompatible con el artículo 18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, a menos que se hayan previsto exenciones y posibilidades que estén de acuerdo con los deseos de los padres o tutores. En el mismo sentido, se pronunció el Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales. En el sub lite, la educación religiosa prevista por las normas locales no ha sido implementada como una enseñanza neutral y objetiva. Además, el régimen de exenciones que la demandada intentó ejecutar no constituyó más que una posibilidad teórica, sin que se haya acreditado que en la práctica los alumnos que no deseaban participar de la instrucción religiosa en la religión mayoritaria tuvieran una posibilidad cierta y efectiva de recibir educación de acuerdo con sus propias convicciones y creencias u otra propuesta educativa alternativa. De este modo, en el caso no se han satisfecho las circunstancias excepcionales requeridas por el Comité de Derechos Humanos y el Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales para que la instrucción religiosa no vulnere el artículo 18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 13 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, respectivamente. En los términos de esos organismos, no se han brindado exenciones no discriminatorias o alternativas que se adapten a los deseos de los padres y representantes legales que no profesan la religión mayoritaria. Por último, la obligación de revelar las creencias religiosas que surge de la implementación de la educación religiosa dentro del horario escolar y como parte del plan de estudios implica una injerencia de terceros en uno de los aspectos más íntimos de las personas, que está prohibida por el artículo 19 de la Constitución Nacional. Además, la obligación de revelar las preferencias religiosas está prohibida por los instrumentos internacionales que protegen la libertad religiosa en tanto puede configurar un modo de coaccionar la libertad de tener o no creencias religiosas. En conclusión, el modo en que se implementó la educación religiosa en la escuela pública, dentro del horario escolar y como parte del plan de estudios, lesiona severamente los derechos constitucionales fundamentales de las minorías religiosas y no religiosas. Esas restricciones son desproporcionadas e innecesarias y, por ello, inconstitucionales. Las normas locales atacadas trajeron aparejados graves sacrificios a los aspectos más esenciales de la libertad religiosa que no pueden ser compensados por las aludidas ventajas de organizar la educación religiosa dentro del horario escolar y como parte del plan de estudios. No puede obviarse que el hecho de que la mayoría de la población de provincia demandada profese una religión determinada no es un argumento suficiente para justificar la instrucción en dicha religión vulnerando gravemente los derechos constitucionales de las minorías. Precisamente, los derechos han sido instituidos para colocar ciertas cuestiones más allá del alcance de las mayorías y de establecerlos como principios legales que deben ser aplicados por los tribunales, tal como lo ha afirmado la doctrina de la Corte Suprema desde el caso registrado en Fallos: 33:162, "Elortondo". Además, existen medios alternativos para garantizar el derecho previsto en la Constitución local, que son menos restrictivos de los derechos garantizados por la Constitución Nacional de hecho, ese sistema alternativo es adoptado por distintas provincias. El sistema alternativo propuesto por los actores puede implicar algún esfuerzo adicional para los padres y representantes legales, como implementar una organización familiar específica para que sus hijos permanezcan fuera del horario de clase. También la escuela puede enfrentar algún costo económico mayor al organizar una materia extracurricular. Sin embargo, esos sacrificios se encuentran compensados por las ventajas que acarrea el sistema alternativo en el goce de los derechos constitucionales, en términos de que los niños no reciban educación religiosa en contra de sus convicciones, no padezcan un trato diferenciado y discriminatorio durante la jornada escolar y no se vean obligados a exponer sus creencias, que no son compartidas por la gran mayoría de los niños y maestros, en un ámbito tan sensible como la escuela primaria. En suma, todo ello demuestra que la implementación de la educación religiosa sobre la base del artículo 27, inciso ñ, de la ley 7.546 y la disposición nro. 45/09 ha restringido, en forma innecesaria, derechos fundamentales. En este marco, cabe recordar que conforme la doctrina de la Corte Suprema la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado corno ultima ratio del orden jurídico, y solo cabe acudir a ella cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y la incompatibilidad inconciliable. A ello cabe agregar que en el caso se encuentra en juego la autonomía de las provincias prevista en el artículo 5 de la Constitución Nacional para dictar su propia constitución y organizar su sistema educativo, recogiendo las diversidades locales que enriquecen el régimen federal. Estas razones conducen a confirmar la declaración de constitucionalidad del artículo 49 de la Constitución de la provincia de Salta y de la Ley de Educación de la Provincia, a excepción de las cláusulas del artículo 27, inciso ñ, que prevén que la educación religiosa se imparte dentro del horario de clase e integra el plan de estudios y, en forma concordante, de la disposición nro. 45/09. En este aspecto, corresponde ordenar el cese de la enseñanza religiosa dentro del horario escolar y corno parte del plan de estudios, así corno de la realización de prácticas religiosas dentro del horario escolar en el ámbito de las escuelas públicas.


    Castillo, Carina Viviana y otros s/ Provincia de Salta, Ministerio de Educación de la Provincia de Salta s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1870/2014/CS1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Delitos contra la humanidad


    Cámaras de casación. Falta de mérito. Supresión o destrucción de documento. Violación de derechos humanos. Responsabilidad del estado. Sentencia arbitraria. Imprescriptibilidad de la acción penal. 


    La Cámara de Casación convalidó la decisión genérica de la Cámara de Apelaciones de continuar con la investigación de los hechos sin identificar medida probatoria alguna o líneas de indagación plausibles que permitieran avanzar en el juzgamiento de crímenes contra la humanidad cometidos como parte del plan sistemático llevado a cabo por la última dictadura. Además, soslayó analizar las razones brindadas por el representante del Ministerio Público Fiscal en cuanto a la suficiencia de la prueba colectada para el dictado de un procesamiento y la imposibilidad de incorporar nuevos elementos con entidad para modificar la situación procesal. No puede desconocerse que la lejanía de los hechos en el tiempo, la utilización del aparato estatal para no dejar rastros del delito, la manera clandestina en que se encaró la represión, la deliberada destrucción de documentos y de huellas y el anonimato en que procuraron escudarse sus autores, en tanto elementos que caracterizan esta clase de casos de graves violaciones a los derechos humanos, son extremos que configuran una evidente limitación a las posibilidades investigativas y al hallazgo a esta altura de nuevos elementos probatorios. Postular la insuficiencia de pruebas para pronunciarse por un sobreseimiento o un procesamiento sin indicar el curso de investigación para determinar la verdad histórica, en las circunstancias apuntadas, implica asumir fatalmente la virtual parálisis del proceso. Es preciso recordar que el deber de investigar que pesa sobre el Estado no se satisface con la realización de investigaciones burocráticas, formales y rutinarias que no estén dirigidas a establecer la existencia de los hechos y la participación de los imputados en ellos. La resolución en crisis deviene arbitraria, donde rige la regla de la imprescriptibilidad, pues la imposibilidad de avance procesal, ínsita en la falta de mérito dictada, determina que -en las condiciones de autos y por las características del proceso que se han desarrollado- la única forma de culminación jurídica de la causa sea por vía de la extinción de la acción por muerte de los imputados, solución que aparece incompatible con la finalidad misma del proceso penal especialmente en estos caos donde se encuentra en juego la posible responsabilidad del Estado.


    S., Carlos Alberto y otros s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 703/2016/RH1, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 703/2016/RH1, “S., Carlos Alberto y otros s/ Recurso de casación”.


    Recurso Queja N° 1 -Recurso Queja N° 9- Imputado: L., Luis Eduardo s/ Privación ilegal de libertad (art. 144 bis inc.1), imposición de tortura (art. 144 ter. inc. 1), encubrimiento (art. 277) y asociación ilícita


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 750205/2011/9/1/RH4, 28 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Derecho de voto


    Personas privadas de la libertad. Prisión preventiva. Sistema republicano. Sistema representativo. Derechos y garantías constitucionales. Poder Legislativo Nacional. Facultades del poder judicial. Facultades del poder ejecutivo. Derechos políticos. Violación de tratados internacionales. Denegatoria del recurso. 


    La Procuración ha destacado el lugar privilegiado que tiene el derecho al voto, consagrado en los artículos 37 de la Constitución Nacional, 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, entre otros instrumentos internacionales. La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha subrayado que "el derecho a votar libremente por un candidato de su propia elección es la esencia de una sociedad democrática, y toda restricción irrazonable de ese derecho golpea al corazón del gobierno representativo. En efecto, el sistema republicano exige por definición la participación del pueblo en la forma de gobierno; a su vez, el sistema representativo implica que esa participación se logra a través del sufragio". La Procuración General y la Corte Suprema han sostenido que el artículo 18 de la Constitución Nacional consagra "la posibilidad de ocurrir ante algún órgano jurisdiccional en procura de obtener de él una sentencia útil relativa a los derechos de los litigantes”. Las normas constitucionales exigen un remedio judicial que tutele efectivamente el derecho al sufragio del actor. En este marco, el tribunal apelado ha otorgado un remedio adecuado y útil para restituir a las personas condenadas en el goce de su derecho a votar. La reparación de la lesión al derecho constitucional del actor se encuentra inescindiblemente vinculada a la reforma general del sistema que permita votar a las personas condenas. Esta regulación corresponde al Congreso de la Nación (cf. Art. 77, Constitución Nacional), que debe ponderar la complejidad de las cuestiones institucionales involucradas en el proceso electoral en resguardo de la certeza, coherencia y transparencia de las reglas del sistema político. De modo análogo a lo previsto en el artículo 3 bis del Código Electoral Nacional para el supuesto de las personas que se encuentren cumpliendo prisión preventiva" en este caso es necesario disponer de una regulación que establezca el padrón electoral correspondiente, las mesas de votación, pautas de seguridad, confidencialidad y obligatoriedad en el contexto particular de los establecimientos penales y, en: definitiva, el mecanismo mediante el cual el grupo en el que está incluido el actor pueda ejercer el sufragio. La decisión de la cámara se encuentra en consonancia con lo decidido por la Corte Suprema en el caso "Mignone", en el que se discutió el alcance de la protección judicial en relación con el derecho al voto de las personas detenidas sin condena. Allí, la Procuración General y la Corte Suprema de Justicia de la Nación sostuvieron que la declaración judicial de la inconstitucionalidad de la norma que inhabilitaba a estas personas a votar exigía que el Poder Judicial proveyera remedios efectivos para garantizar el goce pleno del derecho al voto. En palabras de la Corte, "el reconocimiento del a quo de la razón del reclamo de la parte actora y la consiguiente declaración de inconstitucionalidad de la norma impugnada resultan incompatibles con el rechazo parcial de la pretensión que, en definitiva, contiene la sentencia al sostener que “no se sigue de esto que podrán efectivamente , emitir el voto en tanto los poderes competentes -el Legislativo y el Ejecutivo no dicten la necesaria reglamentación que posibilite el sufragio de tal categoría de personas”. Reconocer un derecho pero negarle un remedio apropiado equivale a desconocerlo (considerando 9°). A la luz de esas consideraciones, la Corte Suprema resolvió que el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo debían adoptar las medidas necesarias para hacer efectivo el derecho a votar de los detenidos no condenados dentro del plazo de seis meses. La Cámara Nacional Electoral resolvió que el Poder Legislativo debía establecer las condiciones para hacer efectivo el derecho al voto de los condenados privados de su libertad. Esa decisión procura el ejercicio autónomo de las competencias constitucionales de cada órgano del Estado. A su vez, ofrece un remedio efectivo ante la constatación de la violación a un derecho político esencial en tanto ordena la regulación de un sistema electoral compatible con los estándares constitucionales reseñados.


    Orazi, Martín Oscar s/ Inhabilitación (Art. 3 CEN)


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 3995/2015/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Despido


    Límites del pronunciamiento. Reformatio in pejus. Sentencia ultra petita. Doctrina de la arbitrariedad. 


    El auto de concesión del recurso carece de la debida fundamentación exigible a las decisiones judiciales. En efecto, la cámara no declaró la inconstitucionalidad del art. 303 del CPPN, sino que la consideró derogada por la aplicación inmediata de la Ley 26.853. Concluyó que esa derogación hizo cesar la contradicción constitucional que, a su criterio, existía entre el articulo 303 CPCCN y el principio de independencia judicial. Al no haberse declarado la invalidez constitucional de la norma, los planteos no se encuentran comprendidos en ningún supuesto del artículo 14 de la ley 48, sino que se circunscriben a la interpretación de normas procesales, cuestión que es ajena a la instancia de excepción. Con referencia a los agravios que cuestionan la calificación del actor como viajante de comercio y la condena por diferencias salariales y entrega de certificados previstos en el artículo 80 de la LCT, el recurso fue mal concedido pues remiten al estudio de cuestiones de hecho y prueba y normas de derecho común ajenas a la instancia federal, y que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. El a quo realizó una interpretación de las normas de derecho común aplicables y de los elementos probatorios del caso que no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad. Con respecto al cuestionamiento de la modificación de la tasa de interés efectuada de oficio por la Cámara, en tanto no había sido motivo de agravio de parte de la actora, el remedio federal ha sido bien concedido. En las particulares circunstancias de la causa la cámara incurrió en una indebida reformatio in pejus, pues la actora, parte beneficiada con la modificación de la tasa de interés, apeló el fallo de primera instancia al solo efecto de cuestionar la falta de condena a entregar nuevos certificados y constancias, conforme lo ordenado en el artículo 80 de la LCT, la demandada no planteó la cuestión en su apelación. Es doctrina de la Corte que la circunstancia de que los agravios remitan a aspectos de índole procesal y derecho común no resulta óbice decisivo para habilitar el recurso extraordinario cuando la cámara se excedió de la jurisdicción conferida por el recurso de apelación. En igual sentido, la Corte estableció que el fallo judicial que desconoce o acuerda derechos no debatidos resulta incompatible con las garantías constitucionales de defensa y propiedad, y con el principio de congruencia toda vez que el juzgador no puede convertirse en intérprete de la voluntad implícita de una de las partes sin alterar el equilibrio procesal de los litigantes en desmedro de la parte contraria. Por ello al revocar la aplicación de la tasa establecida en primera instancia, la cámara se apartó de los límites de competencia que establece el artículo 277 CPCCN, que solo atribuye al tribunal de segunda instancia la jurisdicción que resulta de los recursos deducidos ante ella, límite que tiene jerarquía constitucional. Ante el exceso de jurisdicción en el que incurrió la cámara en perjuicio de la demandada el fallo debe ser descalificado sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Ferre, Fernando Emilio c/ Frigorífico Calchaqui Productos 7 SA s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 50608/2011/CA1-CS1, 21 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Ejecución Fiscal


    Juicios en que es parte una provincia. Obras sociales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el Art. 24 de la ley nacional 23.660, y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional, la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Obra Social para la Actividad Docente (O.S.P.L.A.D.) c/ La Pampa, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2041/2017/28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Ejecución prendaria


    Queja por recurso denegado. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1 "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Alcaraz, Francisco Itatí s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 19781/2016/1/RH1, 15 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1 "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Moyano, Ronald Marcelo s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 19770/2016/1/RH1, 15 de mayo de 2017


    Ver dictamen 


    Embajadas


    Hurto de automotor. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte tiene establecido que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58, por lo que no habilita su jurisdicción originaria la sustracción de un bien perteneciente a su legación. No se aprecia de lo actuado, ni existe manifestación alguna que autorice a concluir que el suceso haya afectado el desempeño de las actividades oficiales, así como tampoco que el delito pudiere haber interferido en las funciones propias de la embajada, sin que baste la mera posibilidad de tal afectación para hacer surtir su competencia excepcional.


    N.N. s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 24329/2016/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Empleo público


    Cancelación del nombramiento. Falta de idoneidad. Delito doloso. Igualdad ante la ley. Violación al debido proceso. Non bis in ídem. Presentación extemporánea. Contestación del memorial. Aplicación errónea de la ley. Acto administrativo no firme. Cuestión de derecho público local. Fundamentación de sentencias. 


    Se advierte que, si bien en el escrito de inicio la apelante impugnó la validez constitucional del art. 7° de la ley 471 -en su redacción original- al considerar que resulta contrario al art. 18 de la Constitución Nacional y a diversos preceptos contenidos en pactos internacionales, tales planteos no fueron mantenidos a lo largo de todo el proceso sino que sólo fueron reiterados en la instancia de excepción, motivo por el cual no puede sino concluirse que la omisión que se pretende atribuir al tribunal en el tratamiento de este aspecto deriva de la propia conducta discrecional adoptada por la recurrente. Al respecto, la Corte señaló que a quien obtuvo una sentencia favorable en primera instancia no puede exigírsele que apele tal decisión para que la alzada revise determinados fundamentos o capítulos examinados en el pronunciamiento en sentido opuesto al pretendido por el litigante, pues habría ausencia de gravamen desde el punto de vista procesal. Añadió que, a fin de salvaguardar el derecho de defensa del litigante que se encuentra impedido de efectuar tales cuestionamientos por vía de apelación, éste puede plantear, al contestar el memorial de su contraria, los argumentos o defensas desechados en la instancia anterior. La decisión recurrida cuenta con fundamentos suficientes que descartan la tacha de arbitrariedad toda vez que las conclusiones del tribunal encuentran adecuado sustento en el examen de las normas locales que consideró aplicables al caso y en la conclusión de que el art. 7° de la ley 471 -en su redacción anterior a la reforma introducida por la ley 3386- no resulta violatorio del art. 57 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, que establece la imposibilidad de ingresar a la función pública de quienes se encuentran procesados por delito doloso en perjuicio de la Administración Pública. Asimismo, efectuó diversas consideraciones acerca de la validez de la resolución mediante la cual se dejó sin efecto la designación de la actora en el cargo para el que había concursado y, además, tuvo en cuenta la existencia de una reconocible conexidad entre la causal impeditiva y el interés público comprometido.


    Molina, Ester Dora c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1716/2014/RH1, 19 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia


    Aplicación temporal de la ley. Accidentes de trabajo. Enfermedad profesional. Competencia laboral. Denegatoria del fuero federal. Sentencia definitiva. Sentencia arbitraria. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Privación de justicia. Derechos y garantías constitucionales. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 64142/2013/1/RH1 “Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. s/ Accidente-acción civil”.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la Ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. Esas excepciones no se presentan en el caso. Por un lado, corresponde destacar que la sentencia no deniega el fuero en tanto las partes solicitaron la intervención de un tribunal nacional en materia ordinaria. En ese sentido, las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre juzgados nacionales con asiento en la Capital Federal no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la Ley 48. Por otro lado, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la Ley 48, la sentencia en crisis tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la codemandada quedó sometida a la jurisdicción laboral de la Capital Federal en la que puede ejercer las restantes defensas planteadas. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Todo ello fue analizado en el dictamen de la causa CNT 64142/2013/1/RH1 “Silvero Echeverría, Alberto c/ QBE Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. s/ Accidente-acción civil”, por lo que corresponde remitir, en lo pertinente, a los fundamentos allí expuestos. En tales condiciones, el recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la Ley 48.


    Pistoleso, Rubén c/ Estancia Las Marías


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21324/2014/2/RH2, 03 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Aeronaves fumigadoras. Productos agroquímicos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Cuestión de derecho público local. Competencia federal. Incompetencia. 


    Precedentes de los fallos de las causas “Barreto” y “Aguilar”.


    La materia no reviste manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, la parte actora reclama un resarcimiento por la presunta falta de servicio en que habría incurrido un organismo provincial por el irregular cumplimiento de las obligaciones a su cargo en materia de control sobre la utilización de agroquímicos mediante fumigaciones aéreas. En consecuencia, se imputa responsabilidad a la Provincia en la comisión de los hechos dañosos, entendida ésta como una materia regida por el derecho público local y del resorte exclusivo, por ende, de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordante s de la Constitución Nacional y la doctrina sentada por la Corte en las causas de la referencia, con independencia del factor de atribución que se invoque. Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. Ello es así, máxime cuando surge de la Constitución Nacional que las provincias sólo pueden ser demandadas ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación o, en su defecto, ante sus propios jueces, según lo establecido por los arts. 117, 121, 122, y 124 y concordantes de la Ley Fundamental.


    Vouilloz, Clelia Beatriz y otros c/ KWS Argentina S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21078405/2008/CS1-CA1, 18 de mayo de 2017


    Ver dictamen 


    Diferencias salariales. Juicios en que la nación es parte. Cuestiones procesales. Cuestión federal. Sentencia definitiva. Gravedad institucional. Inadmisibilidad del recurso. 


    La remisión de una causa a la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, mal puede configurar supuesto alguno capaz de ocasionar un agravio federal definitivo que justifique el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. La resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. La doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco se justifica la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones


    Encinas, Raquel c/ Estado Nacional Comisión Nacional de Comunicaciones s/ Diferencia de salarios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 77451/2014/1/RH1, 04 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Transferencia de servicios educativos. Aportes a obras sociales. Inadmisibilidad del recurso. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. En ese sentido se expidió la Corte, remitiéndose al dictamen de esta Procuración General, al entender que "…una vez operado el traspaso del personal dependiente de la Nación a la Provincia -y, además, al encontrarse fuera de discusión el hecho de que los involucrados ejercieron su derecho de opción entre las distintas obras sociales- asiste razón a la actora en cuanto a que el objeto de esa convención se cumplió”. En consecuencia, también se encuentra agotada la atribución de jurisdicción allí prevista.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 234/2016/16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Fallo de tribunal arbitral


    Laudo arbitral. Procedencia del recurso. Presentación extemporánea. Recurso de queja (Procesal). Recurso extraordinario. Violación al debido proceso. Nulidad del laudo arbitral. Invalidez del laudo arbitral. Formalidades procesales. In dubio pro actione. 


    Cabe entender como definitivo el decisorio que declara abstracto el recurso de queja interpuesto por la actora, en tanto impide la continuación de la controversia y priva al interesado de los medios legales para la tutela de su derecho. Es preciso recordar que la doctrina según la cual los pronunciamientos que deciden sobre cuestiones de hecho, derecho común y procesal no resultan, en principio, susceptibles de revisión por medio de la apelación federal, admite excepción cuando lo resuelto implica un exceso de rigor formal que lesiona garantías constitucionales. Lo resuelto por el a quo afecta el derecho a la jurisdicción de la recurrente, toda vez que la decisión de declarar abstracta la queja, importó cerrar toda revisión del procedimiento del laudo arbitral, lo cual lesiona, a su vez, las garantías de debido proceso y defensa enjuicio. En primer lugar, cabe tener en cuenta que de la queja agregada surge que el recurrente alegó aspectos de fondo respecto de la nulidad del laudo. En aquella presentación, además, hizo hincapié en el hecho de que uno de los árbitros denunció una ausencia de deliberación de los miembros, lo que habría afectado el resultado del proceso. Asimismo, aseveró que la deliberación de los árbitros es un elemento esencial para el dictado del laudo y su ausencia conlleva a la invalidez del mismo, y señaló que la sentencia habría sido fundada por el árbitro escogido por la demandada a la cual adhirió el presidente del tribunal. Afirmó que un laudo arbitral con la simple coincidencia entre dos árbitros no es suficiente para tener un laudo con fuerza de tal. Remarcó cuestiones relativas a una incorrecta valoración de prueba decisiva y fundamentación del laudo en lo relativo al reparto de responsabilidades y la cuantificación del daño, lo que habría afectado su derecho de propiedad y debido proceso. De ello se advierte que en la queja existían agravios que excedían la mera tempestividad del recurso, que, declarado procedente, debían ser analizados por la Cámara Comercial, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 763 del código de procedimientos. La decisión de la Cámara consistente en vedar la instancia judicial revisora, evidencia un excesivo rigorismo formal que desatiende los argumentos esenciales propuestos por la interesada y que se traduce en el cercenamiento de derechos constitucionales. Para ello, es necesario ponderar que el tribunal había declarado temporáneo el recurso y había solicitado los principales para expedirse sobre los planteos sobre la nulidad y que debían ser tratados por cuanto la vía judicial había sido concedida, sin que la desestimación del recurso en sede arbitral logre modificar tal conclusión. En efecto, el análisis de los argumentos de fondo relativos a la nulidad del laudo resultaba una tarea ajena al tribunal arbitral, quien eventualmente debería haberse ceñido a un análisis de admisibilidad, limitando su estudio a los presupuestos formales necesarios para su concesión; por lo cual su decisión lejos de proteger el derecho de defensa de la actora, configuró una violación a las garantías del debido proceso, al alterar el procedimiento previsto legalmente. La Corte ha sostenido que, en materia de acceso a la justicia, el principio rector es el de indubio pro actione, a fin de no menoscabar el derecho de defensa.


    Llorente y Villaruel Contenidos S.A. c/ Telefe Federal S.A. s/ Organismos Externos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 19577/2014/CS1, 01 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Honorarios


    Reducción de la regulación. Derechos y garantías constitucionales. Defensa en juicio. Sentencia ultra petita. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. 


    Si bien las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza, ajenas a la apelación extraordinaria, y la doctrina de la arbitrariedad reviste carácter particularmente restringido, ello reconoce excepción cuando la decisión carece de fundamentación válida que la sustente. Tal es el supuesto de autos, desde que la Cámara se pronunció sobre la regulación de honorarios de los letrados de la parte actora, aspecto que se encontraba firme al no haber sido materia de agravio de las partes. La única resolución apelada por la demandada que dio lugar al pronunciamiento del a quo cuestionado en esta instancia extraordinaria, es aquella mediante la cual se había dispuesto la regulación de los honorarios del perito ingeniero. De la prescindencia por el a quo de la limitación establecida por la jurisdicción que le acuerda el recurso ante él concedido, se deriva una clara afectación de la garantía constitucional de defensa en juicio que impregna de arbitrariedad al fallo que aquí se recurre.


    Técnicas Ferroviarias Argentinas S.A. c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos s/ Daños y perjuicios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1898/2001/1/RH1, 13 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Improrrogabilidad de la competencia


    Privación de justicia. Apelación directa a la Corte. 


    La presentación directa ante la Corte no es la vía prevista para someter la cuestión a su conocimiento, por lo que cabe concluir que la petición no constituye acción o recurso alguno de los que habilitan la competencia de la Corte Suprema de acuerdo a las formas establecidas, ni tampoco surge que exista un supuesto de privación de justicia que competa al Tribunal resolver (art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58).


    D. A., Francisco Javier


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1698/2016/14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Impuestos provinciales


    Bienes inmuebles. Hipoteca. Impuesto de sellos. Declaración de inconstitucionalidad. Repetición de impuestos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis es la que se presenta en el sub lite, toda vez que, de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 330:147 y 628 Y 339:353- se desprende que la actora cuestiona una ley local por ser contraria a los arts. 7°, 9° a 12, 16, 31, 42, 43, 75 -incs. 12 y 13-, Y 126 de la Constitución Nacional. Al ser ello así, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. Además, toda vez que la cuestión esgrimida exige dilucidar si el accionar proveniente de la autoridad local interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación respecto de la regulación del comercio corresponde la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de un Estado provincial, lo que, hace competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Telenco S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2046/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización


    Impuesto a las ganancias. Cómputo de importes improcedentes. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas D. 1148, L. XLII, “De Lorenzo, Amalia Beatriz (TF 21.504-I) c/ DGI”, C. 1676, L. XLIV, “Cuevas, Luis Miguel c/ AFIP – DGI s/ Contencioso administrativo” y N. 204, L. XLVIII, “Negri, Fernando Horacio c/ Estado Nacional –


    Los montos cobrados por el trabajador como consecuencia del cese de la relación de trabajo carecen de la periodicidad y de la permanencia de la fuente, necesarias para quedar sujeta al gravamen de la ley del impuesto a las ganancias.


    Tibaudin Aguer, Osvaldo Pedro c/ Merck Sharp & Dohme (Argentina) INC s/ Diferencia de indemnización


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 250/2016/RH1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Inhibitoria


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa: CCF 5938/2013/1/RH1, “Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria”.


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6073/2013/1/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CCF 5938/2013/1/RH1, “Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria”.


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6455/2013/1/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CCF 5938/2013/1/RH1, “Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria”.


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6836/2013/1/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CCF 5938/2013/1/RH1, “Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria”.


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6946/2013/1/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Interdicto de retener


    Cuestiones de competencia. Juicios en que es parte una provincia. Pluralidad de intervinientes. Distinta vecindad. Prueba incompleta. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el Art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el Art. 24, del decreto ley 1285/58, en las causas civiles en que una provincia es parte, resulta necesario que el otro litigante tenga distinta vecindad respecto de dicho estado local. Asimismo, en los casos de pluralidad de litigantes, la procedencia del fuero federal está supeditada a que cada uno de los actores y demandados tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad o nacionalidad que le permita invocarlo, de conformidad con el Art. 10 de la ley 48.


    Quila - Lafquen S.R.L. c/ Neuquen, Provincia del y otros s/ Interdicto de retener


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 361/2017/04 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo


    Juicios en que es parte una provincia. Contrato de obra pública. Incumplimiento del contrato. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, sino que resulta necesario además que la materia tenga un manifiesto contenido federal o se trate de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidos aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. El Tribunal ha atribuido el carácter de “causa civil” a aquellos litigios regidos exclusivamente por normas y principios de derecho privado, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional, y ha excluido de tal naturaleza a los supuestos en los que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de carácter civil, se requiere para su solución la aplicación de normas de derecho público provincial o el examen o revisión, en sentido estricto, de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en los que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional. La materia en examen no puede ser calificada como "causa civil", toda vez que para resolver el pleito, la Corte debería examinar, sustancialmente, normas y actos locales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, lo que determina que sean los jueces provinciales los que tengan a su cargo el conocimiento y la decisión de tales cuestiones, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que el demandado tenga distinta vecindad con la provincia actora, toda vez que el fuero federal por las personas cede frente a las causas regidas por el derecho público local, ya que de otra forma se violaría la preeminencia de las autonomías provinciales. Debido a que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, la causa resulta ajena a la competencia originaria del Tribunal.


    Provincia de Río Negro c/ Fianzas y Creditos S.A. Cia. de Seguros s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6231/2016/CS1, 17 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Juicio sumarísimo


    Exclusión de la tutela sindical. Cuestiones de hecho y prueba. Declaración de rebeldía. Inexistencia de cuestión federal suficiente. 


    La cuestión se circunscribe a determinar los efectos legales que provoca la declaración de rebeldía. Esas consecuencias, en tanto resultan de la conducta procesal de los litigantes, no revisten carácter federal, ni su aplicación compromete la garantía invocada de la defensa, constituyendo, por su índole, materia propia de los jueces de la causa e irrevisable, como principio, en la instancia de excepción.


    Jumbo Retail Argentina S.A c/ Jiménez Pacheco, Isabel Sandra s/ Juicio Sumarísimo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 78443/2014/1/RH1, 01 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado


    Autonomía universitaria. Desistimiento del recurso. Intervención del Ministerio Público. Facultades del fiscal. Recurso de apelación (procesal). Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Responsabilidad internacional del Estado. Autonomía del Ministerio Público. Sentencia no firme. Gravamen actual. 


    Ley 27.148. Precedentes “Clínica Marini S.A.” y “Lamparter”. Ley 27.204.


    Los derechos a la educación superior, a la igualdad y a la no discriminación están consagrados en los artículos 16, 75, incisos 22 y 23, de la Constitución Nacional y en los artículos 2 y 13 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que tiene rango constitucional. Esos derechos exigen que el Estado adopte políticas igualitarias de ingreso a la educación superior que compensen los obstáculos de base que padecen los grupos más desaventajados de la sociedad, ya sea por motivos económicos, étnicos, de género, por factores vinculados a la discapacidad y la edad, entre otros. La declaración de invalidez de la ley 27.204 no puede sustentarse en una exégesis errada de los instrumentos de derechos humanos, que en ningún caso pueden interpretarse para disminuir los niveles de protección alcanzados en el orden jurídico interno de los Estados. Al respecto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación manifestó que “los tratados internacionales pueden sólo mejorar la tutela de los derechos, no empeorarla”. El artículo 2 de la ley 27.148 le atribuye al Ministerio Público Fiscal la facultad de intervenir “según las circunstancias e importancia del asunto, en los casos presentados en cualquier tribunal federal del país o tribunal nacional con competencia sobre la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (...) siempre que en ellos se cuestione la vigencia de la Constitución o de los instrumentos internacionales de derechos humanos en los que la República sea parte, o se trate de: c) conflictos en los que se encuentren afectados intereses colectivos o difusos, d) (...) el interés general de la sociedad o una política pública trascendente, e) (...) se encuentre afectado de una manera grave el acceso a la justicia por la especial vulnerabilidad de alguna de las partes o por la notoria asimetría entre ellas”. Por su parte, el artículo 31, inciso b, agrega que los fiscales no penales intervienen en aquellos casos que involucren leyes no disponibles por los particulares, el debido proceso, el acceso a la justicia o cuando estén amenazados o vulnerados los derechos humanos o la observancia de la Constitución Nacional. A fin de que los fiscales puedan cumplir su misión constitucional de defender la legalidad y los intereses generales de la sociedad, el artículo 120 de la Constitución Nacional le otorga la atribución de “promover la actuación de la justicia”, esto es, peticionar ante un juez todas las pretensiones jurídicas que fueren necesarias para alcanzar su cometido. El artículo 31, inciso b, de la ley 27.148 otorga amplias atribuciones a los fiscales no penales para “peticionar en las causas en trámite” en los conflictos donde estén involucrados los intereses a su cargo y, el inciso c, prevé expresamente que pueden “plantear inconstitucionalidades, interponer recursos, interponer las acciones previstas en la ley 24.240 y realizar cualquier otra petición tendiente al cumplimiento de la misión del Ministerio Público Fiscal de la Nación y en defensa del debido proceso”. La oportunidad y el modo de ejercicio de tales facultades por parte del Ministerio Público Fiscal corresponden a la esfera de autonomía funcional y no pueden resultar condicionadas por el accionar de la partes. La facultad del Ministerio Público Fiscal de articular la vía recursiva en forma autónoma a las restantes partes del litigio ha sido admitida por la Corte Suprema de Justicia en el caso “Clínica Marini S.A.” y en sucesivos precedentes. Allí, ese tribunal reconoció la legitimación procesal del Ministerio Público Fiscal para deducir recurso extraordinario federal en casos donde las partes no habían intentado esta vía recursiva al entender “que tanto la Constitución Nacional en su artículo 120, como la ley que rige su actuación, encomiendan al Ministerio Público la función de defender el orden jurídico en su integridad”. La oportunidad y el modo del ejercicio de facultades del Ministerio Público Fiscal no puede ser limitada por los jueces, puesto que ello atenta contra la autonomía y la independencia de este organismo previstas en el artículo 120 de la Constitución Nacional. Tal como ha dicho la Corte Suprema, los fiscales ejercen sus funciones sin sujeción a otros poderes del Estado, incluido el Poder Judicial. En la citada causa “Lamparter”, enfatizó que los jueces carecen de atribuciones para suplir a los fiscales en la determinación de los asuntos que requieren su intervención y en la modalidad de su actuación. De acuerdo con ello, el tribunal a quo no podía circunscribir la intervención del Ministerio Público Fiscal a dictaminar respecto de la procedencia formal del amparo y de la inconstitucionalidad planteada. Ante la apelación deducida por el Ministerio Público Fiscal contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los artículos 2 y 4 de la ley 27.148 subsiste un conflicto actual sobre la validez constitucional de esas normas que involucra el interés general de la sociedad al hallarse comprometido el libre acceso a la educación universitaria consagrado por el Congreso de la Nación. Dado que ese interés general en juego excede claramente el interés coyuntural de la actora y la demandada, ello otorga al Ministerio Público la legitimación conferida por el artículo 120 de la Constitución Nacional, y normas reglamentarias, para requerir un pronunciamiento en defensa de la sociedad, circunstancia que habilita la intervención de los jueces a fin de resolver la cuestión controvertida.


    Universidad Nacional de La Matanza y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Cultura y Educación s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 80419/2015/1/RH1, 01 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas H. 114, L. L, “Harriet y Donelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1286/2016, "Milkaut S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1400/2016, "Holcim (Argen


    Facor S.R.L. c/ Chaco, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2330/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas H. 114, L. L, “Harriet y Donelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1286/2016, "Milkaut S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1400/2016, "Holcim (Argen


    Jeman S.R.L. c/ Chaco, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2331/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas A. 911, L. XLVII, "Aceitera Martínez S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y CSJ 3833/2014, "Trivento Bodegas y Viñedos S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de ce


    Friar S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2129/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1733/2016, "Renault Argentina S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Holcim (Argentina) S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2258/2016/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4148/2015, "Red Surcos S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Biofarma S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 28/2017/04 de abril de 2017


    Ver dictamen 


    Acción meramente declarativa. Personas privadas de la libertad. Sentencia no firme. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    La causa escapa a la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, puesto que si bien es parte una provincia, no se está en presencia en razón de la materia de una causa civil, ni el tema a tratar resulta exclusivamente federal, dado que el actor denuncia la demora del actuar de la justicia provincial en la sustanciación de un proceso reglado por disposiciones locales, extremo que impide subsumir el caso en las categorías en cuestión, en tanto el juzgamiento requeriría el examen y análisis, en sentido estricto, de la conducta de la provincia, que procedió dentro de las facultades propias reconocidas por los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requieren que se reserve a los jueces locales el conocimiento y la decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario. Debido a la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, el proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Juarez Villegas, Luis Alberto c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1961/2016/28 de marzo de 2017


    Ver dictamen 


    AFIP. Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Para discernir la competencia originaria es necesario examinar en cada caso si la Provincia demandada es parte sustancial en el pleito, esto es, si efectivamente tiene interés directo en él, y, por ende, aptitud para cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado en el supuesto de admitirse la demanda. Toda vez que una entidad nacional, la AFIP -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, demanda a la Provincia de Córdoba –a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) c/ Córdoba, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 73/2017/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Coparticipación de impuestos. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 538/2009 (45-S)/CS1, "Santa Fe, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", y CSJ 786/2013 (49-C)/CS1, "Córdoba, Provincia de c/ Estado Nacional y otro s/ Ordinario".


    Toda vez que la Provincia del Chubut –a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en aquella instancia originaria.


    Chubut, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 279/2017/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Coparticipación de impuestos. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 538/2009 (45-S)/CS1, "Santa Fe, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", y CSJ 786/2013 (49-C)/CS1, "Córdoba, Provincia de c/ Estado Nacional y otro s/ Ordinario".


    Toda vez que una Provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la demanda en aquella instancia originaria.


    Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1628/2016/13 de marzo de 2017


    Ver dictamen 


    Coparticipación de impuestos. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 538/2009 (45-S)/CS1, "Santa Fe, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Toda vez que una Provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con lo previsto en el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de nuestra Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la demanda en aquella instancia originaria.


    Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1627/2016/13 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    En cuanto a la declaración prematura (o no) de incompetencia, remisión al dictamen de la causa A. 373, L. XLII, "AFIP c/ Neuquén, Provincia del s/ Ejecución fiscal" (Fallos: 331:793).


    Toda vez que en autos la Superintendencia de Riesgos de Trabajo -que, según el art. 35 de la ley 24.557, es una entidad autárquica nacional que opera en jurisdicción del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social- demanda a la Provincia de Buenos Aires, la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en la instancia originario de la Corte.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Gobernación de la Provincia de Buenos Aires s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 21321/2016/CS1, 13 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a Fallos: 329:3890 y dictámenes de las causas CSJ 230/2011 (47-E)/CS1 "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" y CSJ 47/2012 (48-A)/CS1 “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia d


    Argentoil S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2180/2016/17 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a la sentencia de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción decla


    Edgar A. Ciribe S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2128/2016/13 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 3992/2015 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" y CSJ 1103/2016 “Laborat


    Ingredion Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2155/2016/17 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes y sentencias de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E.230, L.XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/


    Unilever de Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición de pago


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2159/2016/13 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Máquinas Ombú S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2120/2016/17 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4148/2015 "Red Surcos S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Ingredion Argentina S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2156/2016/17 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Lavado de activo


    Cuestión federal. Denegatoria del fuero federal. Sentencia arbitraria. 


    La Corte concluyó que luego de la sanción de la ley 26.683 era competente la justicia federal para conocer en los casos en los que se investiga la posible comisión del delito de lavado de dinero previsto en el artículo 303 del Código Penal. El a quo desestimó el recurso de casación con sustento únicamente en fórmulas genéricas, desprovista de toda referencia a la circunstancias del caso, que además en parte no eran atinentes y en parte fueron incorrectamente aplicadas. La procedencia de la casación no dependía de que hubiera arbitrariedad sino una denegatoria del fuero federal, que se pretendía con base en la inteligencia de normas de ese mismo carácter. Y, por esto mismo, carecía también de relevancia la existencia de doble conformidad invocada en la resolución impugnada, toda vez que por la índole del agravio ello no eximía al a quo de tener que tomar también intervención en el caso de conformidad con la doctrina sentada por la Corte (“Di Nunzio”). El tribunal soslayó arbitrariamente el conocimiento y la decisión de la cuestión federal que este ministerio fiscal había sometido a su jurisdicción, y que al así proceder convalidó la denegatoria de la jurisdicción federal que, de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal en la materia, es la competente para investigar si los hechos imputados configuran el delito de lavado de dinero contemplado en el artículo 303 del código de fondo.


    C. E. de Consumo y Vivienda Limitada, Trelew s/ Infacción Art. 303 e infacción Art. 304


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 13024/2015/1/1/RH2, 05 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Ley de contrato de trabajo


    Despido discriminatorio. Carga de la prueba. Discrepancia del recurrente. Falta de fundamentación autónoma. Hechos nuevos. Oportunidad procesal. 


    Ley 25.191.


    Los agravios que cuestionan la apreciación de las probanzas de autos, remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. La Corte ha establecido que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. En el sub lite no se encuentra en juego la interpretación o el alcance de la ley 23.592, de carácter federal. La Cámara, con base en la doctrina de "Alvarez", afirmó que esa norma es aplicable a las relaciones laborales. A su vez, sostuvo que la actora tiene la carga de aportar indicios razonables sobre la existencia de un motivo discriminatorio para que corresponda a la demandada acreditar una causal objetiva y razonable ajena a toda discriminación. Esos extremos no fueron controvertidos por la recurrente, que se agravia por la apreciación efectuada por el a quo para concluir que no existían indicios de un móvil discriminatorio en el despido. En ese marco, las declaraciones testimoniales fueron analizadas sin arbitrariedad por la cámara ya que en ellas no se encuentra reflejado el supuesto móvil discriminatorio denunciado en la demanda. En consecuencia, el a quo realizó una interpretación de la prueba testimonial que no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad. En segundo lugar, con respecto al agravio que afirma que la sentencia en crisis omitió pronunciarse sobre la validez constitucional del artículo 7 bis de la ley 25.191, el recurso carece de la fundamentación exigida por el artículo 15 de la ley 48. En ese sentido, la Corte sostuvo que "un principio fundamental de la teoría recursiva es el que sostiene que los argumentos del juzgador deben ser rebatidos por el apelante a través de una crítica concreta y razonada de los mismos, corolario de lo cual es que no basta a ese efecto la reiteración dogmática de meras manifestaciones, opuestas con anterioridad y atendidas a su turno por el sentenciante". La cámara compartió los argumentos del Fiscal General y sustentó la validez constitucional de la norma cuestionada. Dichos argumentos no fueron adecuadamente controvertidos en el recurso bajo estudio pues no se formula una crítica concreta y razonada a los fundamentos desarrollados por el a quo, circunstancia que conduce a declarar, en el punto, la deserción de la apelación. Por último, resulta pertinente señalar que la sentencia publicada en Fallos: 338:1347, "RENATRE", no declaró la inconstitucionalidad de la creación del RENATEA ni se pronunció sobre la validez de los actos emitidos por ese órgano. Esa decisión consideró arbitraria la sentencia dictada por la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo en tanto había omitido tratar el argumento relativo a que el traspaso del seguro social desde un ente administrado por un directorio conformado por representantes de los sectores empresario y sindical, fiscalizado por un síndico designado por el Ministerio de Trabajo, hacia un ente autárquico administrado por un director general designado por el Poder Ejecutivo Nacional, vulneraría el principio de prohibición de regresividad en materia de derechos sociales. En consecuencia, el planteo formulado por la actora en relación a este punto carece de fundamentación, a lo que se agrega que el tratamiento del planteo de hechos nuevos en esta etapa del proceso resulta inadmisible.


    Astesiano Agote, Ana María c/ Registro Nacional de Trabajadores y Empleadores Agrarios -RENATEA- s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 15739/2013/1/RH1, 03 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    R., Cristian Gustavo s/ A determinar


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 3601/2015/1/RH2, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Prenda. Domicilio real. Domicilio del deudor. Ley de defensa del consumidor. 


    Remisión al dictamen de la causa: COM 25194/2015/1/RH1, “HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario”.


    La Corte Suprema consideró aplicables las reglas de competencia de la Ley 24.240 de defensa del consumidor, en el marco de las actuaciones promovidas a raíz de una operación de crédito para el consumo. La Corte expuso que el mencionado artículo 36 encabeza el capítulo referido a las operaciones financieras para el consumo y de crédito para el consumo, sin efectuar distinción ni exclusión de ninguna especie. Concluyó que “por aplicación de la regla contenida en el Art. 36 de la ley 24.240, texto según ley 26.361, resulta competente para conocer en las actuaciones el juez con jurisdicción sobre el domicilio real del deudor - consumidor sin que sea un óbice la naturaleza del proceso”.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Fuenes, José David s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 3732/2017/1/RH1, 17 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Se solicita la remisión de los autos principales y sus incidentes.


    S., Milagro Amalia Ángela y otros s/ Daño agravado (art. 184 inc. 5) y amenazas


    FSA-Justicia Federal de Salta, 74000120/2011/TO1/26/RH9, 17 de octubre de 2017


    Ver dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar


    D., Paula Verónica y otro s/ infracción ley 23.737 (Art. 5° inc. C)


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 22000021/2009/TO1/4/1/1/RH2, 05 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar


    F., Juan Pablo y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FSA-Justicia Federal de Salta, 188/2014/2/1/1/RH1, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur - Proconsumer c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Sumarísimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1838/2017/RH1, 21 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Nulidad del acto administrativo


    Obras sociales. Acción contencioso administrativa. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Toda vez que, son parte una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, y una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la Ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292, esta es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Santiago del Estero, Provincia de c/ Obra Social Para La Actividad Docente (OSPLAD) s/ Nulidad de acto administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1257/2017/28 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Obras sociales


    Juicio ejecutivo. Certificados de deuda. Estado Provincial. Juicios contra el Estado. Cuestiones de competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 840/2017/16 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Oposición al pedido de extradición


    Pedido múltiple de extradición. Tráfico de estupefacientes. Auxilio jurídico internacional. Exhorto a tribunal extranjero. Non bis in ídem. Tiempo de detención garantías procesales. Defensa en juicio. Ius cogens. Condiciones de detención. Salud humana. 


    Remisión al precedente “Cabrera”; “Hinojosa Benavides”; “Crousillat Carreño”; entre otros.


    Delitos como el tráfico ilícito de estupefacientes, que afectan a la comunidad de las naciones, requieren razonablemente de un proceso multijurisdiccional basado en la cooperación judicial atento que, dada la modalidad en que se llevan a cabo, es común la presencia de jurisdicciones concurrentes para juzgar un mismo hecho o cada uno de sus tramos típicos. Ése ha sido el propósito explícito de la Convención de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, y también al determinar los criterios para fijar las reglas de competencia en la materia. Los supuestos de concurrencia de rogatorias internacionales se encuentran regulados en los tratados bilaterales celebrados con Brasil e Italia y asimismo en la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, en los que se detallan los requisitos que deben tenerse en consideración al momento de elegir a cuál de los países corresponde conceder definitivamente la entrega del requerido. En atención a que esos convenios internacionales no estipulan la autoridad que debe decidir tal cuestión, resulta aplicable lo resuelto en el precedente "Hinojosa Benavides" donde la Corte determinó que el poder administrador es el encargado de resolver al momento de tomar la "decisión final" la preferencia del Estado al que se concederá la entrega del extraditurus. La elección que en ejercicio de esa facultad efectúe oportunamente el Poder Ejecutivo Nacional implicará el aplazamiento de una de las pretensiones de los Estados involucrados, sin afectación del ne bis in ídem. El cómputo del tiempo que el requerido estará en detención a disposición del trámite de extradición, ha sido previsto por el artículo 11, inciso "e", de la ley de extradiciones, mas no por los tratados bilaterales que rigen el trámite de las rogatorias internacionales. Esta ausencia de previsión en los acuerdos internacionales que rigen la ayuda impide reclamar tal compromiso. Sin embargo, como se dispuso en “Crousillat Carreño”, razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas de derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de libertad al que estuvieron sujetos los requeridos en este trámite de extradición. Ello con el fin de que las autoridades jurisdiccionales competentes extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si los extraditados lo hubiesen sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento. Por su parte, no se encuentra exigido en los tratados bilaterales aplicables, ni por caso, en la ley nacional, la posibilidad de exigirles a los Estados requirentes que brinden seguridades de que el requerido cuente con un juicio justo y con la posibilidad de recurrir una eventual condena. Conforme al artículo V del Convenio con Brasil; los artículos 7 y 8 de la CADH; y los artículos 6 y 13 de la CEDH, no puede dudarse de que el requerido verá tutelado, en ambos casos, su derecho a ser sometido a un debido proceso judicial con las garantías fundamentales aseguradas, en el que podrá presentar los remedios procesales que estime necesarios. Respecto al riesgo de sufrir un tratamiento incompatible con los estándares internacionales de los derechos humanos, para determinar si el riesgo de exposición es de una magnitud tal para activar la cláusula de excepción prevista en la Ley 24.767, debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del Estado solicitante en este proceso en particular, de modo que represente un riesgo cierto y actual que afecte al requerido. Es decir, para que se torne operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que, de concederse la entrega, el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos deben ser infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Esto constituye la positivización del principio del ius cogens de non refoulement, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no serán respetados sus derechos fundamentales. No existen constancias que acrediten participación alguna por parte del personal penitenciario, circunstancia que tornaría efectiva la cláusula de excepción prevista en la ley 24.767, ni se ha demostrado que "el peligro es personal y presente", esto es que "la persona en cuestión correría peligro personalmente. En estas condiciones, con respecto a los riesgos derivados de las deficiencias de la situación del sistema y sin perjuicio de no haberse invocado razón alguna que permita personalizarlos, basta la medida ordenada por el juez a quo para que recabe de su par de Brasil las condiciones de detención a las que estará sometido el requerido en el marco de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos de las Naciones Unidas y que, de ser necesario, solicite las debidas garantías para preservar su vida y seguridad personal. Allende de lo mencionado, en atención al alegado hacinamiento y sobrepoblación de los establecimientos penitenciarios del citado país, es oportuno agregar que en el precedente "Aquino" sostuvo la Corte que: han sido incluidos entre los problemas más graves y extendidos en la región y entre los principales desafíos que enfrentan los sistemas penitenciarios de América Latina, sobre los cuales tienen dirigido su foco de atención y monitoreo desde hace décadas no solo el sistema interamericano de derechos humanos sino también el de la Organización de las Naciones Unidas", y que "sin embargo, ello no conduce per se, a que el requerido quedará expuesto, en las circunstancias del sub lite, a un riesgo 'cierto' y 'actual' de condiciones inhumanas de detención". Los términos de esta valoración del Tribunal respecto de una situación análoga a la invocada en autos por la defensa, determinan la insustancialidad del planteo. En tales condiciones, no es posible afirmar que la procedencia de la extradición pueda significar menoscabo alguno a las garantías que consagran los artículos 4 y 5 de la CADH. Las afecciones en la salud tampoco implica per se un motivo para rechazar la extradición. Basta, para resguardar la integridad física del extraditable, que el Poder Ejecutivo Nacional durante la etapa de "decisión final" para hacer efectivo el extrañamiento, provea de los medios necesarios para que el traslado se efectúe resguardando su salud física y mental, y obtenga del Estado requirente las seguridades de que continuará con los tratamientos médicos que hubiere menester. Ello, sin perjuicio de la eventual postergación de la entrega que por tal motivo autorizan los acuerdos bilaterales aplicables y también el artículo 39, inciso, "b", de la ley citada.


    Á. Á., J. R. s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4505/2016/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen 


    Prenda


    Cuestiones de competencia. Domicilio del deudor. Recurso extraordinario. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario”. Mantenimiento del recurso.


    La Corte Suprema se expidió recientemente en el precedente registrado en Fallos: 340:905, "HSBC", donde consideró aplicables las reglas de competencia de la ley 24.240, en el marco de las actuaciones promovidas a raíz de una operación de crédito para el consumo. Ese tribunal expuso que el artículo 36 encabeza el capítulo referido a las operaciones financieras para el consumo y de crédito para el consumo, sin efectuar distinción ni exclusión de ninguna especie. Concluyó que "por aplicación de la regla contenida en el art. 36 de la Ley 24.240, resulta competente para conocer en las actuaciones el juez con jurisdicción sobre el domicilio real del deudor - consumidor sin que sea un óbice la naturaleza del proceso".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Olivera García, Carolina Soledad s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 7328/2016/CS1, 21 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución


    Certificado de deuda. Gastos médicos. Hospitales públicos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierte a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Según con los términos del escrito de inicio -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4° Y 5 ° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- el presente no corresponde a la competencia originaria de la Corte. Ello es así, toda vez que el GCBA, que no es una provincia, demanda a una obra social que sólo es aforada al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados de la Corte. En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en los que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso es ajeno al conocimiento de la Corte.


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Obra Social del Personal de la Industria s/ Ejecución de multas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 210/2017/27 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Gastos médicos. Hospitales públicos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Reintegro de gastos. Juicios en que es parte una Provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa G. 2462, L. XLI, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos” y al dictamen y fallo de la causa G. 57, L. XLVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2214/2016/13 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa G. 2462, L. XLI, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos” y al dictamen y fallo de la causa G. 57, L. XLVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 94/2017/13 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa G. 2462, L. XLI, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos” y al dictamen y fallo de la causa G. 57, L. XLVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 346/2017/04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. 


    Según reiterada jurisprudencia del Tribunal, los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, cabe recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el presente no se encuentra configurada situación excepcional alguna que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Cammesa c/ Epec s/ Proceso de ejecución


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7955/2013/1/RH1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    
      Comisión médica central. Impugnación del acto administrativo. Denegatoria del recurso.


      Las cuestiones de competencia solo son equiparables a sentencia definitiva en caso de denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan esas excepciones en el caso. Por un lado, corresponde destacar que la sentencia no deniega el fuero federal, pues otorga competencia a un órgano que ostenta ese carácter. Por otro lado, tampoco coloca al recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la ley 48, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la actora quedó sometida a la jurisdicción de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social en la que puede cuestionar el dictamen de la Comisión Médica Central. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


      R., Blanca Nélida c/ ANSES s/ Impugnación del dictamen de Comisión Médica Central Art. 49 de la Ley 24.241


      CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 731/2016/RH1, 27 de marzo de 2017


      Ver dictamen


      Cuestiones de competencia. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso.


      La queja carece de fundamentación autónoma, pues aparece desprovista de un desarrollo crítico eficiente. En efecto, está dedicada enteramente a demostrar la procedencia de la justicia federal y la aplicación del artículo 38 de la ley 23.661, sin presentar ningún fundamento tendiente a rebatir la extemporaneidad de la excepción de incompetencia señalada por la alzada para sustentar la sentencia recurrida.


      Adduc c/ Organización de servicios directos empresarios A.C. s/ Ordinario


      COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 25170/2012/1/1/RH1, 24 de octubre de 2017


      Ver dictamen

    


    Cuestiones de competencia. Derechos de autor. Actores. Internet. Sentencia definitiva. Denegatoria del fuero federal. Cuestiones procesales. Privación de justicia. 


    Remisión al dictamen de la causa CIV 88802/2014/1/RH1, "Sociedad Argentina de Gestión de Actores Intérpretes Asociación Civil c/ Google Argentina S.R.L. y otro s/ Cobro de sumas de dinero".


    C., M. G. c/ Google Inc. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 86550/2014/3/RH1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Actores. Internet. Sentencia definitiva. Denegatoria del fuero federal. Cuestiones procesales. Privación de justicia. Denegatoria del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CIV 88802/2014/1/RH1, "Sociedad Argentina de Gestión de Actores Intérpretes Asociación Civil c/ Google Argentina SRL y otro s/ Cobro de sumas de dinero", y CIV 11919/2012/1/RH1, "Weber, Natali Carol c/ Yahoo de Arge


    P., A. c/ Google s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 78513/2015/1/RH1, 03 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Actores. Internet. Sentencia definitiva. Denegatoria del fuero federal. Cuestiones procesales. Privación de justicia. Denegatoria del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CIV 88802/2014/1/RH1, "Sociedad Argentina de Gestión de Actores Intérpretes Asociación Civil c/ Google Argentina SRL y otro s/ Cobro de sumas de dinero".


    A., M. E. c/ Google Inc y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 75344/2013/4/RH2, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene la queja.



    F., Jonathan Alejandro y otro s/ Infracción Ley 23.737 (art. 14)


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 1294/2013/1/1/RH1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Fisco Nacional. Diferencias salariales. Cuestión no federal. Defensa en juicio. Derechos y garantías constitucionales. Gravedad institucional. Inadmisibilidad del recurso.



    La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. La Corte ha ratificado el criterio esbozado en el marco de la causa penal "Corrales", que implicó abandonar la tradicional doctrina del Tribunal, al sostener que "no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio" . Hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco se considera, que se justifique la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Gooley, Saba c/ Telecom Argentina S.A. s/ Diferencias de salarios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 3001/2015/2/RH1, 07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Ministerio Público de la defensa. Daños y perjuicios. Derechos y garantías constitucionales. Gravedad institucional. Autonomía de la ciudad de Buenos Aires. Inadmisibilidad del recurso.


    La resolución de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil no denegó el fuero federal, sino que, contrariamente, sostuvo su procedencia, en tanto al rechazar la excepción de incompetencia opuesta por el Ministerio Público de la Defensa de la ciudad, mantuvo el criterio de la instancia anterior de que la causa debía seguir tramitando ante la justicia nacional en lo civil y, al respecto, tiene dicho el Tribunal que, todos los jueces que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional. Si bien el apelante manifestó que lo decidido le irroga un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior, no alcanzó a demostrarlo como hubiera sido menester, en cuanto se advierte que la decisión recurrida no veda en forma definitiva el acceso a la jurisdicción, puesto que el recurrente quedó sometido a la competencia de un tribunal, quien podrá volver sobre lo resuelto. La Corte ha ratificado el criterio esbozado en el marco de la causa penal "Corrales", que implicó abandonar la tradicional doctrina del Tribunal cuya aplicación sostiene que "no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio". Hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional. Cabe recordar que el recurso extraordinario no tiene por objeto substituir a los magistrados de la causa en la decisión de cuestiones que le son privativas, ni corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales. La ausencia de sentencia definitiva en el pronunciamiento no puede suplirse mediante la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento o la alegada interpretación errónea del derecho aplicable, ni cabe predicar en el caso por la índole del asunto la existencia de un supuesto de gravedad institucional, como el tenido en vista por el Tribunal, donde se planteaba una directa afectación de la autonomía de la Ciudad de Buenos Aires, establecida por el art. 129 de la Constitución Nacional.


    Guagnino, Sandra Verónica c/ Stolte, Federico Enrique s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 34158/2015/1/RH1, 07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Establecimientos penitenciarios. Remuneración. Juicios en que es parte una provincia. Defensa en juicio. Insuficiencia del agravio. Inadmisibilidad del recurso.


    La afectación patrimonial alegada por el gobierno de la provincia como fundamento de su petición puede ser suficiente para asegurarle un derecho a ser oído en la causa con arreglo a una tradicional doctrina de la Corte, lo cierto es que, como también lo ha sostenido reiteradamente el Tribunal, no puede invocarse una afectación del derecho de defensa si, el apelante no indica cuáles han sido las defensas o pruebas de las que se habría visto privado como consecuencia del trámite impreso a la causa, ni se le ha negado la posibilidad de ser oído en el proceso mediante la posibilidad de revisión de lo resuelto, en este caso, merced a su pedido de declaración de nulidad y la posterior instancia recursiva ante la cámara de casación. En efecto, como lo he destacado en la reseña realizada en la sección anterior, al presentarse ante el juez de la causa, el gobierno de la provincia no indicó argumentos que aquél no hubiera ya considerado, sino que enunció su pretensión de ser oído, y sólo se limitó, por lo demás, a hacer propia la tesis oportunamente defendida por el representante del Ministerio Público Fiscal que el magistrado había desechado con fundamentos que, más allá de su acierto o error, aparecen como razonables y que la provincia no intentó siquiera refutar. De igual modo, al llevar el asunto ante la cámara de casación, y nuevamente al interponer el recurso del artículo 14 de la ley 48, el apelante no expresó otro agravio que el de no haber sido citado para ser escuchado antes de emitir el pronunciamiento que ordenó liquidar el salario con arreglo a lo dispuesto en el artículo 120 de la ley 24.660, sin esgrimir cuáles serían las consideraciones conducentes a un desenlace distinto del litigio, de cuyo tratamiento pudo haberse visto privado. La impugnación carece de la fundamentación mínima requerida para su admisibilidad, según la jurisprudencia citada del Tribunal.


    S., Jorge Alberto s/ Secuestro extorsivo


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 91026920/2008/TO1/1/1/1/RH1, 06 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Hábeas corpus correctivo. Mantenimiento del recurso.


    Se mantiene la queja.


    A. S., Edgardo Marcos s/ Hábeas corpus


    FSA-Justicia Federal de Salta, 9514/2016/1/RH1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Juicio de apremio. Tasa municipal. Juicio Inexistencia de deuda. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso.


    El remedio federal intentado por la ejecutada fue mal denegado -ya que resultaba formalmente admisible- pues, si bien en principio las sentencias en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que asiste a los litigantes de plantear nuevamente el tema, ya sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda o, por el ejecutado, mediante la vía de repetición, la Corte ha admitido en forma excepcional la procedencia de la vía extraordinaria cuando resultaba manifiesta la inexistencia de deuda exigible, pues lo contrario implicaría privilegiar un excesivo rigor formal con grave menoscabo de garantías constitucionales. Conforme a ello, los tribunales también se encuentran obligados a tratar y resolver adecuadamente en tales pleitos las defensas fundadas en la inexistencia de deuda, siempre y cuando ello no presuponga el examen de otras cuestiones cuya acreditación exceda el limitado ámbito de estos procesos. Por otro lado, los agravios del recurrente suscitan cuestión federal bastante para su examen por la vía elegida, sin que obste a ello que las cuestiones debatidas sean de hecho, prueba y derecho público local y, como regla, ajenas al recurso del art. 14 de la ley 48, toda vez que lo decidido sobre temas de esa índole admiten revisión en supuestos excepcionales cuando -como en el presente- se omiten ponderar argumentos conducentes para la correcta solución del pleito. Finalmente, la sentencia ha sido dictada por el superior tribunal que establece el ordenamiento local. En este punto, la decisión del Congreso Nacional, plasmada en la ley 48, fue que todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que se susciten cuestiones federales, debe arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación sólo después de "fenecer" ante el órgano máximo de la judicatura local, dado que los tribunales de provincia se encuentran habilitados para entender en causas que comprendan puntos regidos por la Constitución, las leyes federales y los tratados internacionales. Desde esta perspectiva, la Corte ha establecido que las decisiones que son aptas para ser resueltas por ese Tribunal Nacional no pueden resultar excluidas del previo juzgamiento por el órgano judicial superior de la provincia. Por ello, afirmó que en los casos aptos para ser conocidos por ella según el art. 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del art. 31 de la Constitución Nacional, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden vedar el acceso a aquel órgano, en tales supuestos, V. gr.: por el monto de la condena, por el grado de la pena, por la materia o por otras razones análogas. Es que las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, pero no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional. En estas condiciones, toda vez que en el presente caso no han sido tratados, al rechazarse el recurso de nulidad y declararse mal concedido el de inconstitucionalidad, los agravios de índole federal oportunamente introducidos por el recurrente fundados en la falta de publicación oficial válida de la ordenanza que establece el tributo aquí reclamado –que arraigan en los arts. 4°, 17, 52, 75, incs. 1° y 2°, de la Constitución Nacional, en cuanto plasman el principio de reserva de ley-, corresponde hacer lugar la queja.


    Municipalidad de Junín c/ Akapol S.A. s/ Apremio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1150/2016/RH1, 03 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Deuda pública. Presupuesto nacional. Orden público. Sentencia arbitraria. Derechos y garantías constitucionales. Devolución del expediente. Admisibilidad del recurso.


    La Corte tiene dicho que el carácter de orden público de las disposiciones referidas al presupuesto nacional impone su consideración inexcusable por los jueces de la causa, aun de oficio, y no cabe oponer preclusión alguna si lo concerniente a su aplicación no fue objeto de previo debate y decisión expresa en la causa. Lo resuelto por los jueces de la causa guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas (art. 15 de la ley 48), por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias. La Corte debe hacer lugar a la queja interpuesta por el Estado Nacional (Ministerio de Economía), dejar sin efecto la sentencia apelada en cuanto fue materia de recurso extraordinario y devolver las actuaciones al tribunal de procedencia a fin de que dicte una nueva con arreglo a derecho.


    Isla, Alejandro Raúl c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Dtos 1570/01 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 159570/2002/1/1/RH2, 03 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Obras sociales. Cobro de sumas de dinero. Agentes de retención. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso.


    Los argumentos presentados por la recurrente como de naturaleza federal, remiten al examen de aspectos fácticos, probatorios y de derecho común, ajenos -como regla y por su naturaleza- a esta instancia extraordinaria. Ello es así, máxime cuando la sentencia cuenta con motivaciones no federales suficientes que, más allá de su grado de acierto, la sustentan y permiten desestimar la tacha de arbitrariedad invocada. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que se dirige a cubrir casos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de sustento normativo, impiden considerar al pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", situación que no acaece en autos. En orden al planteo de invalidez constitucional, cabe señalar que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal, ya que configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado como la ultima ratio del orden jurídico, por lo que no debe recurrirse a ello sino cuando una estricta necesidad lo requiera y no exista la posibilidad de una solución adecuada del proceso, a la que cabe acudir en primer lugar. Así, la declaración de inconstitucionalidad exige siempre un sólido desarrollo argumental y fundamentos suficientes para que pueda ser atendida y, por lo tanto, debe contener no sólo el aserto de que la norma objetada causa un agravio sino su acreditación, pues no compete a los tribunales hacer declaraciones generales abstractas.


    Caja de Seguros S.A. c/ Obra Social de la Actividad de Seguros, Reaseguros, Capitalización y Ahorro y Prestamo para la Vivienda s/ Art. 553 CPCC


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1299/2012/(48-C)/CS1, 04 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Prenda. Mantenimiento del recurso.


    Secuestro prendario. Se mantiene la queja interpuesta por la Fiscal General.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Paredes Priante, Pablo Daniel s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6410/2016/1/RH1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Prescripción adquisitiva. Bienes del Estado. Zonas de seguridad. Imprescriptibilidad. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso.


    Si bien los agravios del apelante remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, corresponde hacer excepción a tal principio cuando, como en el caso, el tribunal ha prescindido de considerar cuestiones oportunamente alegadas por el actor y, prima facie, conducentes para la correcta solución del litigio. En el sub examine –donde el Estado Nacional se agravia por el modo en que los magistrados resolvieron la defensa de prescripción adquisitiva y por la interpretación que hicieron de los arts. 2351 y 2352 del Código Civil en relación a un inmueble de su propiedad- concurre ese supuesto de excepción, toda vez que se han planteado cuestiones relevantes que la alzada eludió tratar, cuales son por un lado que, sobre el inmueble en cuestión, figura en calidad de propietario -sin haberse dado baja- a nombre de "Parques Nacionales" y por el otro, que dicho bien había sido afectado, en 1937, por el Presidente de la Dirección de Parques Nacionales "con fines de utilidad pública y con destino al Ministerio de Guerra" y que fue entregado, mediante actas de posesión, para edificar cuarteles de ese Ministerio. De igual modo, se ha omitido todo pronunciamiento sobre la incidencia que podrían tener en la causa las disposiciones del decreto-ley 15.385/41 -que crea zonas de seguridad en el territorio nacional- y la ley 22.153 -que declara la imprescriptibilidad para aquellos bienes inmuebles urbanos o rurales del Estado Nacional situados en dichas zonas-. Los jueces, lejos de analizar dichos aspectos, que fueron invocados por el Estado Nacional al entablar la demanda para obtener la reivindicación del inmueble, eludieron su tratamiento sobre la base de argumentar que serian ponderados en la oportunidad en que los aquí demandados, eventualmente, iniciaran una acción de usucapión. Este argumento esgrimido en el voto mayoritario otorga a la decisión adoptada una fundamentación sólo aparente y es inhábil para dejar de lado alegaciones oportunamente introducidas en el juicio y conducentes para resolver la cuestión controvertida. Las circunstancias relativas a la titularidad del inmueble por parte del Estado Nacional y a la determinación de si el bien es de su dominio público o privado, son de particular trascendencia, dada su eventual virtualidad para revertir las conclusiones de la decisión, por lo cual procede que sean debidamente apreciadas al dictarse un nuevo pronunciamiento sobre el asunto. Lo dicho adquiriría más relevancia aún si se concluyera en que el inmueble es de dominio público, pues no debe olvidarse que estos bienes, al integrar el patrimonio del Estado Nacional, se hallan fuera del comercio de derecho privado y son imprescriptibles, por lo cual no pueden ser objeto de una prescripción adquisitiva, ni siquiera pueden ser objeto de una posesión útil por parte de terceros. En definitiva, la cámara efectuó afirmaciones dogmáticas que otorgan al fallo una fundamentación aparente y un análisis fragmentado de distintos elementos de juicio de la causa, sin dar razones suficientes para ello, como tampoco integrarlos ni armonizarlos debidamente, lo que resultaba indispensable a efectos de agotar la tarea de valorar la prueba y satisfacer de manera cabal las exigencias constitucionales vinculadas. Así pues, la aludida omisión de tratamiento de aspectos conducentes para la resolución de la causa afecta de modo directo e inmediato las garantías constitucionales, por lo que corresponde descalificar la sentencia cuestionada con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad.


    Estado Nacional c/ Rivas, Osvaldo y otros s/ Varios


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 71000078/2009/1/RH1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso.


    La Corte tiene dicho, de manera reiterada, que las cuestiones de derecho común y procesal -por ser materia propia de los jueces de la causa- no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48. Ello es así, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su posible acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. Asimismo, también ha sostenido el Tribunal que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales. Sobre la base de tales principios, el recurso intentado es formalmente inadmisible, toda vez que los argumentos que se esgrimen para sostener la apelación extraordinaria están dirigidos principalmente a cuestionar la interpretación efectuada por el tribunal acerca de normas de carácter procesal respecto de la cual exhiben una mera discrepancia de criterio.


    Oscar Melendez Construcciones y Otros y otros c/ Administraciones Nacional de Aduanas y otros s/ Dirección General de Aduanas


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20832/1995/2/RH1, 20 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa 19791/2006/CA2-CS1, “EN-CONICET (expte. 7334/98) y otro c/ Andereggen, Ignacio Eugenio y otro s/ Proceso de conocimiento”.



    Andereggen, Ignacio Eugenio María y otro c/ Estado Nacional - Conicet – Resol. 583/01 y otros s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 18010/2004/CA1-CS1, 13 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSA 44000195/2009/18/1/1/4/RH11, “Blaquier, Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 144 bis, inc. 1)”.


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis, inc. 1)


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000195/2009/18/1/1/3/RH10, 16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSA 44000195/2009/18/1/1/4/RH11, “Blaquier, Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 144 bis, inc. 1)”.


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis, inc. 1)


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000195/2009/18/1/1/5/RH12, 16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSA 44000195/2009/18/1/1/4/RH11, “Blaquier, Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 144 bis, inc. 1)”.


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis, inc. 1)


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000195/2009/18/1/1/1/RH7, 16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSA 44000195/2009/18/1/1/4/RH11, “Blaquier, Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 144 bis, inc. 1)”.


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis, inc. a)


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000195/2009/19/1/1/1/RH8, 16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSA 44000195/2009/18/1/1/4/RH11, “Blaquier, Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 144 bis, inc. 1)”.


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis, inc.1)


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000195/2009/18/1/1/2/RH9, 16 de febrero de 2017


    Ver dictamen 


    Secuestro prendario. Se mantiene la queja interpuesta por la Fiscal General.



    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Fernández, Cristian Daniel s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9570/2015/1/RH1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Secuestro prendario. Se mantiene la queja interpuesta por la Fiscalía General.


    Banco Comafi S.A. c/ Paz, Manuel Alejandro s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 7201/2015/1/RH1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Secuestro prendario. Se mantiene la queja interpuesta por la Fiscalía General. Remisión al dictamen de la causa COM 7201/2015/1/RH1 "Banco Comafi S.A. c/ Paz, Manuel Alejandro s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Boll, Eduardo Enrique s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6137/2015/CS1, 25 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Sentencia definitiva. Privación de justicia. Inadmisibilidad del recurso.



    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, cabe recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores c/ Garbarino S.A.I.E.I. s/ Sumarísimo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 19071/2016/1/RH1, 22 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Tarifa de servicios públicos. Potestad tarifaria. Legitimación procesal. Ombudsman. Denegatoria del recurso. 


    En el caso, corresponde examinar la cuestión vinculada a la legitimación procesal que ha esgrimido en autos el Defensor del Pueblo provincial, pues si bien no ha sido objeto de agravio por parte de las codemandadas, al configurar un presupuesto necesario para que exista un "caso" o "controversia" que debe ser resuelto por los tribunales federales, su ausencia tornaría inoficiosa la consideración de los planteos formulados por el apelante, ya que la justicia nacional no procede de oficio y sólo ejerce jurisdicción en los casos contenciosos en que es requerida a instancia de parte. La determinación de tal recaudo es ineludible para la existencia de un caso o controversia que habilite la intervención de un tribunal de justicia. En la doctrina de la Corte, la existencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio, en la medida en que su ausencia o desaparición importa la de juzgar y no puede ser suplida por la conformidad de las partes o su consentimiento por la sentencia. La Corte ha sostenido en tal sentido que, aun cuando las normas otorguen legitimación procesal al defensor del pueblo, ello no significa que los jueces no deban examinar, en cada caso, si corresponde asignarle el carácter de titular de la relación jurídica sustancial en que sustenta la pretensión, como es exigible en todo proceso judicial, pues dilucidar la cuestión relativa a la legitimación procesal del actor constituye un presupuesto necesario para que exista un caso o controversia que deba ser resuelto por la Corte. Al respecto, la Corte, en dos juicios que involucraban a defensores del pueblo provinciales, concluyó que dichos órganos carecían de legitimación para entablar la demanda, porque tanto las constituciones provinciales como las leyes del mismo carácter que regulaban su actuación local circunscribían su accionar a la protección de derechos individuales y de la comunidad frente a hechos, actos u omisiones de la administración pública provincial, circunstancia que consideró relevante para determinar que la promoción de las acciones judiciales contra otra provincia o el Estado Nacional excedía su ámbito de actuación. En virtud de lo expuesto, el Defensor del Pueblo provincial carece de legitimación para cuestionar judicialmente actos emanados de una autoridad nacional, toda vez que su desempeño se encuentra limitado al control de la actividad administrativa de los órganos locales en defensa del interés de los habitantes de la provincia.


    Defensor del pueblo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Secretaría de Transporte de la Nación y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 11002690/2013/3/RH3, 26 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2497/2015, "Servicio Penitenciario Federal s/ A determinar".


    Servicio Penitenciario Federal s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5327/2014/RH1, 02 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2497/2015, "Servicio Penitenciario Federal s/ A determinar".


    Servicio Penitenciario Federal s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5328/2014/RH1, 02 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2497/2015, "Servicio Penitenciario Federal s/ A determinar".


    Servicio Penitenciario Federal s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2862/2015/RH1, 02 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2497/2015, "Servicio Penitenciario Federal s/ A determinar".


    Servicio Penitenciario Federal s/ Legajo 34507/19


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3241/2015/RH1, 02 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2497/2015, "Servicio Penitenciario Federal s/ A determinar".


    Servicio Penitenciario Federal s/ Legajo 34507/8


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 144/2015/RH1, 02 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2497/2015, "Servicio Penitenciario Federal s/ A determinar".


    Servicio Penitenciario Federal s/ Recurso extraordinario federal (legajo 34507/18)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3223/2015/RH1, 02 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590”.


    T. G. S.A. y otros s/ Inf. Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2724/2011/2/1/RH1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen 


    Acción civil por accidente de trabajo. Ley sobre riesgos del trabajo. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Inexistencia de cuestión federal suficiente. 


    Ausencia de sentencia definitiva. Distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal. Remisión al dictamen de la causa CNT 20989/2014/1/RH1, "Núñez Benítez, Marciano c/ Promotion Building S.A. y otros s/ Accidente-acción civil". Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. En el caso, la sentencia no deniega el fuero federal, cuya intervención tampoco fue solicitada por las partes. En ese sentido, las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la ley 48. Por otro lado, la sentencia en crisis tampoco coloca al recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la ley 48, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Argañaráz, José Oscar c/ La Caja ART S.A. s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 37399/2016/1/RH1, 26 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Inapelabilidad en razón del monto. Procedencia del recurso. 


    Remisión al precedente de Fallos: 339:368.


    S.I.M. Servicios e Insumos Médicos S.R.L. c/ La Primera de Grand Bourg SATCI y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de transporte sin lesiones)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 99289/2010/1/RH1, 04 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Juicio de apremio. Publicaciones oficiales. Falta de prueba. Ejecución de sentencia. Inhabilidad de título. Inexistencia de deuda. Procedencia del recurso. 


    El remedio federal intentado fue mal denegado, pues si bien en principio las sentencias en juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso extraordinario, en estos autos se ha controvertido lo relativo a la procedencia de la excepción de prescripción y la inhabilidad de título, de forma tal que lo resuelto, en tanto se rechazaron ambas defensas, no podrá ser replanteado posteriormente. En otro orden, existe cuestión federal suficiente para el examen de los agravios por la vía del recurso extraordinario, toda vez que, sin perjuicio de tratarse de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local –como regla, ajenas al recurso del art. 14 de la ley 48- lo decidido sobre temas de dicha índole admite revisión en supuestos excepcionales cuando, como en el sub lite, se omite el pronunciamiento sobre argumentos conducentes a una correcta solución del pleito. Cabe recordar que, tratándose de juicios de apremio, la Corte Nacional admitió en forma excepcional la vía aquí denegada cuando resultaba manifiesta la inexistencia de deuda exigible, pues lo contrario implicaba privilegiar un excesivo rigor formal con menoscabo de las garantías constitucionales. En consecuencia, los tribunales se encuentran obligados a tratar y resolver adecuadamente las defensas fundadas en la inexistencia de deuda, siempre que ello no presuponga el examen de otras cuestiones cuya acreditación exceda el ámbito limitado de dichos procesos. En los presentes actuados, la demandada presentó, desde un inicio, la defensa basada en la inexistencia de deuda con el fundamento de que la ordenanza que regula la tasa cuyo pago se le reclamó no había sido publicada en el boletín oficial local. Al contestar las excepciones, la Municipalidad de Junín aseveró que la ordenanza tributaria había sido adecuadamente publicada en la página web del municipio. Sin embargo, el superior tribunal local no analizó dicho planteo, eludió su tratamiento, se limitó a remitirse a lo dicho por la cámara y consideró que, por tratarse de cuestiones de hecho y prueba, ello no era susceptible de revisión por la vía intentada. Como ya dijo esta Procuración, “… la solución definitiva del caso sólo requiere la simple constatación de la publicación oficial de la mencionada ordenanza, acto requerido para la satisfactoria divulgación y certeza sobre la autenticidad del texto de aquellas decisiones de contenido normativo general", sin que ello afecte el carácter ejecutivo de la acción promovida. Ello así, el tribunal debió evaluar si la publicación en la página oficial del municipio www.junin.gov.ar reúne los requisitos necesarios para garantizar que se trata de una publicación oficial que otorgue una satisfactoria divulgación y certeza respecto de la autenticidad del texto, de su fecha de publicación y de su permanencia en el tiempo durante los períodos fiscales que se reclaman. En consecuencia, ante la inexistencia de dicho análisis, la sentencia impugnada no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser una derivación del derecho vigente, por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido.


    Municipalidad de Junín c/ Cadbury Stani Adans Argentina S.A.I.C. s/ Apremio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3890/2015/RH1, 03 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Recurso de apelación


    AFIP. Nulidad de la resolución. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, en autos, la Provincia de Tucumán dirige su pretensión contra una entidad nacional –la AFIP- la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley fundamental.


    Tucumán, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos públicos (AFIP) s/ Impugnación de deuda


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 207/2017/27 de marzo de 2017


    Ver dictamen 


    Recurso de queja


    Remisión al dictamen de la causa COM 7201/2015/1/RH1 “Banco Comafi S.A. c/ Paz, Manuel Alejandro s/ Secuestro prendario”.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ García, Dora Claudia s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 5454/2015/1/RH1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Acción meramente declarativa. Impuesto a las ventas. Industria automotriz. Impuesto sobre los ingresos brutos. Base imponible. Autonomía provincial. Admisibilidad del recurso. 


    Como el objeto de la pretensión se vincula con la potestad y la obligación tributaria, que son aspectos que exceden los inherentes a la función de recaudación asignada al órgano de la administración fiscal, cabe concluir que, a pesar de que la demanda se dirija contra la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires (ARBA), la provincia tiene interés directo en el pleito, y debe reconocérsele el carácter de parte sustancial (demandada, en este caso), sin perjuicio de la autarquía que posee ARBA. Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan en principio la apertura del recurso extraordinario, toda vez que no constituyen sentencia definitiva, salvo que medie denegación del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada afecta, de manera no susceptible de reparación ulterior, un especifico privilegio federal. Este último supuesto es el que se presenta en autos, puesto que se encuentra en juego el principio de autonomía provincial y la resolución que se impugna resulta contraria al derecho invocado por la recurrente, al obligarla a litigar ante un fuero manifiestamente incompetente, ajeno a su jurisdicción local o a la competencia originaria de la Corte Suprema. En este sentido, se debe poner de resalto que, por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal -o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería-, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal. Sobre la base de lo expuesto, no es ocioso recordar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En estos autos, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia-, la entidad actora cuestiona la pretensión de la provincia de Buenos Aires y de las restantes jurisdicciones de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos el valor total de las ventas que realicen los concesionarios por ella representados. En consecuencia, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte y corresponde que sea dirimido por los jueces provinciales, ya que son estos últimos quienes, al resolver el pleito, deberán, ineludiblemente, examinar el alcance de normas locales que delimitan la base imponible del impuesto sobre los ingresos brutos y que constituyen el fundamento para su aplicación por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y los efectos que la soberanía local ha querido darles. No es óbice para ello, las violaciones constitucionales que alega la actora, puesto que su nuda transgresión por parte de las autoridades de provincia no es suficiente para sujetar, por sí sola, las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá en razón de las personas cuando aquéllas sean lesionados por o contra una autoridad nacional o en razón de la materia cuando los casos "versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por leyes de la Nación", en sentido estricto, esto es, cuando la solución de aquéllas dependa de la interpretación y aplicación predominante de normas federales, situaciones que, no se presentan en el sub discussio. La solución que aquí se propicia tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. Por idénticas razones, la causa es ajena a la competencia de la justicia federal, toda vez que el planteo que se desprende de los términos de la demanda, consiste en examinar el alcance de normas locales que delimitan la base imponible del impuesto sobre los ingresos brutos y que constituyen el fundamento para su aplicación por las autoridades de igual carácter. Por ello, este planteo debe ser dirimido, primeramente, ante los estrados de la justicia provincial sin perjuicio de que, en su caso, las cuestiones federales involucradas lleguen a conocimiento de la Corte Suprema de Justicia de la Nación por el recurso extraordinario del art. 14 de la ley 48. Por otro lado, resulta oportuno señalar que resulta ostensible la ausencia de competencia de la justicia de grado para entender en el sub lite y, en consecuencia, para dictar medidas cautelares como la que adoptó el tribunal apelado. Es por ello que, a efectos de corregir este desvío procesal y con el fin de desmantelar toda posible consecuencia que pretenda derivarse de esas actuaciones judiciales "deformadas", resulta aplicable al sub iudice la doctrina de la Corte en cuanto declaró la nulidad de las actuaciones en las que se pretendía forzar artificialmente la competencia de los tribunales federales en detrimento de los órganos provinciales, pues "frente a manifestaciones litigiosas deformadas, el Tribunal está autorizado -y del modo en que lo estime conducente a esos fines- para tomar conocimiento del asunto y arbitrar lo que razonablemente corresponda para superar los escollos, y corregir y encauzar los excesos deformantes del trámite".


    A.C.A.R.A. y otros c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ Acción mere declarativa de derecho


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 17395/2015/2/RH1, 06 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FSA 44000250/2012/14/1/RH2, “M., R. A. y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis, inc. 1°)”.


    V., A. R. s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 81810081/2012/TO1/57/1/RH9, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta.


    G. C., Guillermo Julio s/ Recurso


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93001103/2011/TO1/71/1/1/RH7, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los dictamenes de la causa CSJ 1470/2014/RH1, “B., Reynaldo Benito y otro s/ A determinar”.


    R., Santiago Omar y otros s/ Privación ilegal de la libertad y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10326/1996/111/1/RH2, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 91002955/2009/TO1/13/1/CS1.


    S., Jaime Lamont s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 34000189/2009/33/1/1/RH3, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSA 44000250/2012/14/1/RH2, "M., R. A. y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis, inc. 1)".


    M., A. N. s/ Recurso


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 6631/2014/TO1/43/2/1/RH23, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, "S., Alan s/ Causa N° 13.590".


    C., Roberto Daniel y otros s/ Infracción Art. 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12473/2013/2/1/RH2, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, "S., Alan s/ Causa N° 13.590".


    C., Roberto Daniel y otros s/ Infracción Art. 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12473/2013/3/1/RH1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 703/20l6/1/RH1, "Settel, Carlos Alberto y otros s/ Recurso de casación".


    A., Héctor Jorge y otros s/ Privación ilegal de la libertad


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO1/18/2/RH42, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 703/20l6/1/RH1, "Settel, Carlos Alberto y otros s/ Recurso de casación".


    C., Raúl y otro s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 704/2016/RH1, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Recurso directo


    AFIP DGI. Impugnación de la declaración jurada. Sociedad controlada. Sociedad controlante. Integración del capital social. Realidad económica. Incumplimiento contractual. Principio de legalidad. Seguridad jurídica. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Se advierte una palmaria arbitrariedad en la decisión recurrida, puesto que, tras privar a la parte de la posibilidad de demostrar los hechos en que fundaba la falta de pago tempestivo de la deuda contraída, le enrostra –precisamente no acreditó ese hecho y, seguidamente, se recalificó el contrato por aplicación de la doctrina de la realidad económica basándose en el incumplimiento contractual y atribuyendo una voluntad inicial de incumplir. Los pagos, que están fuera de debate y cuya consideración fue eludida tanto por el Fisco como por las instancias de grado, obligarían -cuanto menos- a segmentar la recalificación del contrato cuestionado, tomando como mutuo la parte en que fue cancelado, y como aporte de capital la restante. Se desestimó el valor cancela torio del pago de los intereses que la empresa controlada alegó haber realizado por medio de su capitalización. El Fisco basó ello exclusivamente en señalar que, de acuerdo con el art. 18 de la ley del gravamen, debe existir una real puesta a disposición de tales fondos para la empresa controlante. El Fisco ha privado de toda relevancia al hecho de que, precisamente por tratarse de dos empresas fuertemente vinculadas entre sí de evitar se han respetado todos los lineamientos legales a fin la aplicación de normas correctivas de estas situaciones -las que, básicamente, buscan evitar el fraude fiscal. De esta manera, los contratos fueron celebrados atendiendo las pautas relativas a la independencia de las partes -aportando los respectivos estudios de precios de transferencia y las normas que regulan el problema de la infra capitalización. Debe ponerse de resalto que en momento alguno el Fisco cuestionó el accionar de ambas firmas desde esta perspectiva de las normas anti fraude. Como ha indicado la Corte en Fallos: 335:121, "la relación de subordinación no suprime la personalidad jurídica de la sociedad dependiente [respecto de la sociedad dominante] ni anula su capacidad jurídica tributaria. Es decir que un mismo hecho -la indudable vinculación económica entre dos empresas- es apreciado de forma diversa según convenga o deje de convenir al interés fiscal puesto que, por un lado, éste se pone de relieve, pero por otro se omite tomarlo en consideración. El capital social no necesariamente es el único índice de solvencia o capacidad de repago de una entidad, ya que para ello ha de tomarse en consideración también la cifra de su patrimonio neto, o bien la proporción entre activos corrientes y no corrientes, por ejemplo. La ratio entre el endeudamiento y su patrimonio neto resultaba inferior al legalmente previsto para considerar a la operación como una capitalización exigua y, por lo tanto, para proceder al ajuste fiscal desde este ángulo. El principio de la realidad económica, previsto en los arts. 10 y 2 de la ley 11.683, ha sido tratado en reiteradas ocasiones por la Corte., como por ejemplo en la causa de Fallos: 328:130, "Empresa Provincial de la Energía de Santa Fe c/ Dirección General Impositiva", del 22/2/2005, en el que afirmó que "para determinar la verdadera naturaleza del hecho imponible se debe atender a los actos, situaciones y relaciones económicas que efectivamente realicen, persigan o establezcan los contribuyentes (art. 2° de la ley 11.683). Ello, en consonancia con el principio de la realidad económica, al que alude el art. 10 del citado ordenamiento". Y para la aplicación del instituto se requiere que existan motivos serios por los cuales quepa dejar de lado la configuración de un determinado negocio jurídico para reencuadrarlo en aquel otro que mejor se adecue a la sustancia económica del asunto o a la auténtica intención jurídica de las partes intervinientes, circunstancias que, por lo ya expuesto. Ha dicho la Corte, en Fallos: 319:3208, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 12.463-1) c/ Dirección General Impositiva", del 27/12/1996, que "sin desconocer la significativa importancia que tiene en esta materia el principio de la 'realidad económica', su aplicación no puede conducir a desvirtuar lo establecido específicamente por las normas legales que regula concretamente la realidad tributaria. Una conclusión contraria afectaría el principio de reserva o de legalidad (…), supondría paralelamente un serio menoscabo al de seguridad jurídica (…), e importaría prescindir de la 'necesidad de que el Estado prescriba claramente los gravámenes y exenciones para que los contribuyentes puedan fácilmente ajustar sus conductas respectivas en materia tributaria' (...)". La sentencia apelada luce desprovista de apoyo y encuadra en los cánones de la inveterada doctrina de la Corte sobre la arbitrariedad de las decisiones judiciales que no resultan de la subsunción de los hechos de la causa en las normas que les resulten aplicables.


    Transportadora de Energía S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 39109/2014/3/RH2, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Indemnización expropiatoria. Impuesto a las ganancias. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso.



    Según jurisprudencia de la Corte, las sentencias judiciales deben declarar el derecho que rige al caso, derivando razonablemente su solución concreta de los preceptos y principios que integran el ordenamiento jurídico vigente. Esta regla no impide la posibilidad de la existencia de más de una norma general conducente para el fallo de la causa, ni es óbice para la viabilidad de razonamientos corroborantes sucesivos de la solución individual del caso. Tal hipótesis no es extraña a la jurisprudencia del Tribunal, según la cual la corrección o irrevisibilidad de una cualquiera de las fundamentaciones legales concordantes admitidas, es bastante para sustentar el pronunciamiento recurrido. Cuando la sentencia apelada tiene fundamentos que no han sido impugnados -cualquiera sea el grado de su acierto o error- y que bastan para sustentarla, el recurso extraordinario basado en otro orden de agravios es improcedente.


    Courel, Manuel Alberto c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 82619/2015/CA1-CS1, 07 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 39109/2014/3/RH2, "Transportadora de Energía S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo".


    Transportadora de Energía S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 39109/2014/2/RH1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Debido a que la providencia no estaba firme al momento de ser remitida la causa a la Corte, devuélvanse las actuaciones a la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo.



    Olima, Horacio Oscar c/ Ugofe S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 75006/2010/CS1, 17 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas CIV 88802/2014/1/RH1, “Sociedad Argentina de Gestión de Actores Intérpretes Asociación Civil c/ Google Argentina SRL y otro s/ Cobro de sumas de dinero", y CIV 11919/2012/1/RH1, "Weber, Natali c/ Yahoo de Argentina


    Peña, María Florencia c/ Yahoo de Argentina S.R.L. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 90996/2014/1/RH1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 1707/2013/CA1-CS1, “Rodríguez Monroy, Gina Lizeth c/ Estado Nacional – Ministerio de Desarrollo Social y otros s/ Amparo ley 16.986”.


    R. M., G. L. c/ Estado Nacional - Ministerio de desarrollo social y otros s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1707/2013/1/RH1, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 19791/2006/CA2-CS1 “Estado Nacional-CONICET (Expte. 7334/98) y otro c/ Andereggen Ignacio Eugenio y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Estado Nacional - Conicet (Expte. 7334/98) y otro c/ Andereggen Ignacio Eugenio y otros s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 19791/2006/1/RH1, 13 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 19791/2006/CA2-CS1, "Estado Nacional-CONICET (Expte. 7334/98) y otro c/ Andereggen Ignacio Eugenio y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Andereggen, Ignacio Eugenio María y otro c/ Estado Nacional -Conicet- Resol 583/01 y otros s/ Empleo público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18010/2004/1/RH1, 13 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 27040/2004/CA4-CS1, "Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Buenos Aires c/ Consejo Profesional de Ciencias Económicas de Bs. As. y/o y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Buenos Aires c/ Consejo Profesional de Ciencias Económicas de Bs. As. y/o y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 27040/2004/1/RH1, 21 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 9027/2015/1/RH1, “Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente – Acción civil”.


    A., Vanesa Alejandra p/ Sí y en representación de su hijo menor c/ Torek Construcciones S.R.L. y otros s/ Accidente - Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 17974/2013/1/RH1, 22 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 25.194/2015/1/RH1 "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Motura, Jorge Alberto s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9433/2016/1/RH1, 17 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 25.194/2015/1/RH1 "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Zelaya, Micaela Belén s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 11097/2016/1/RH1, 17 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1 “HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario”.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Ascola, Daiana Inés s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 2301/2016/1/RH1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1 “HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario”.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Cabral, Jo´se Bautista s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 5180/2016/1/RH1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1 “HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario”.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Vivas, Noelia María Luján s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 5844/2016/1/RH1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Garro, Marcelo Simón s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 17082/2016/1/RH1, 17 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Ticona, Flores Vicente s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 15625/2016/1/RH1, 17 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 38707/2007/1/RH1 “Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos”.


    ACYMA Asociación Civil c/ Falabella S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 2114/2016/1/RH1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 38707/2007/1/RH1 “Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos”.


    Consumidores Financieros Asociación Civil p/ Defensa c/ Banco Piano S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 4100/2010/1/RH1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 38707/2007/1/RH1, "Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos".


    Acyma Asociación Civil c/ Dadone Arg. S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 16451/2015/1/RH1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 38707/2007/1/RH1, "Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos".


    Acyma Asociación Civil c/ Dadone Arg. S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 16451/2015/2/RH2, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa COM 38707/2007/1/RH1, "Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos".


    Asoc. de Defensa del Aseg. -ADA- Asociación Civil c/ Royal & Sun Alliance Seg. S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 21988/2015/2/RH2, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 38707/2007/1/RH1, "Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos".


    P.A.D.E.C. c/ Tarshop S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 21005/2012/1/1/RH1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 38707/2007/1/RH1, "Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos".


    Proconsumer c/ Telecom Personal S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 21342/2011/1/RH1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CPE 1066/2014/CS1 “D. S.R.L. y otros”.


    B., Adrián José


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 39270/2014/CS1, 27 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CPE 14/2008/2019/1/RH9, “M., Jorge José y otros”.


    M., Jorge José y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 14/2008/241/1/RH12, 07 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CPE 14/2008/2019/1/RH9, “M., Jorge José y otros”.


    M., Jorge José y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 14/2008/321/1/RH13, 07 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2334/2017/CS1, “M.G.B.E. c/ G.R.V. s/ Medidas precautorias”.


    C. M. E. y otro/a c/ G. R. V. s/ Cobro de honorarios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2333/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2334/2017/CS1, “M.G.B.E. c/ G.R.V. s/ Medidas precautorias”.


    G. R. V. c/ M. G. B. E. s/ Liquidación del régimen patrimonial del matrimonio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2338/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2334/2017/CS1, “M.G.B.E. c/ G.R.V. s/ Medidas precautorias”.


    G. R. V. c/ M. G. B. E. s/ Materia categorizar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2339/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2334/2017/CS1, “M.G.B.E. c/ G.R.V. s/ Medidas precautorias”.


    M. G. B. E. c/ G. R. s/ Medidas precautorias


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2342/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2334/2017/CS1, “M.G.B.E. c/ G.R.V. s/ Medidas precautorias”.


    M. G. B. E. c/ G. R. V. s/ Autorización judicial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2343/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2334/2017/CS1, “M.G.B.E. c/ G.R.V. s/ Medidas precautorias”.


    M. G. B. E. c/ G. R. V. s/ Incidente de alimentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2337/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2334/2017/CS1, “M.G.B.E. c/ G.R.V. s/ Medidas precautorias”.


    M. G. B. E. c/ G. R. V. s/ Protección contra la violencia familiar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2336/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 305/2017/CS1, “Aceros Zapla S.A. s/ Pedido de inhibitoria”.


    Compañía Regional de Aceros Forjados Mercedes S.A. (CRAFMSA) c/ Aceros Zapla S.A. s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 4273/2015/CS1, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 3341/2015/RH1, "González Castillo, Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego - aptitud disparo no acreditada".


    B., Claudio Pedro y otros s/ Extorsión


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 94020002/2013/TO1/6, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 38/2014 (50-D)/CS1, "Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Sidersa S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 205/2014/(50-S)/CS1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4741/2014/RH1, "Avalos, Alfredo Osmar c/ Axis Logística y otra s/ Despido".


    Pérez, Hugo Oscar c/ Juan Cincotta S.A. s/ Diferencias de salarios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4797/2015/RH1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4741/2014/RH1, "Avalos, Alfredo Osmar c/ Axis Logística y otra s/ Despido".


    Z., Nancy María Mónica c/ Jumbo Retail Argentina S.A. y otro s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1308/2015/RH1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de incostitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1279/2013/(49-A)/CS1, 18 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 647/2015/RH1, "Dielma, Carlos Marcos s/ Homicidio simple".


    G., Marcelo Fernando o M., Roberto Alejandro s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 649/2015/RH1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 647/2015/RH1, "Dielma, Carlos Marcos s/ Homicidio simple".


    G., O. R. s/ Abuso sexual


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1325/2015/RH1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 647/2015/RH1, “Dielma, Carlos Marcos s/ Homicidio simple”.


    L., Daniel Carlos s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5744/2014/RH1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 647/2015/RH1, “Dielma, Carlos Marcos s/ Homicidio simple”.


    M., Luis Alberto s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1328/2015/RH1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 647/2015/RH1, “Dielma, Carlos Marcos s/ Homicidio simple”.


    R., Hernán y otro s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1327/2015/RH1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 703/2016/RH1, “Settel, Carlos Alberto y otros s/ Recurso de casación”.


    M., Vicente Gonzalo y otros s/ Privación ilegal de la libertad agravada


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000158/2012/10/1/RH4, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 703/2016/RH1, “Settel, Carlos Alberto y otros s/ Recurso de casación”.


    S. A., Manuel Fernando y otros s/ Tortura y privación ilegal de la libertad personal


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 76000034/2011/TO1/1/1/RH2, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 43748/2006/1/RH1, "Rizzi Hausser, Jorge c/ ANSeS s/ Reajustes varios".


    Chichizola, Norberto Hernán c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1453/2015/CS1-CA1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 43748/2006/1/RH1, "Rizzi Hausser, Jorge c/ ANSeS s/ Reajustes varios".


    Vesco, Oscar c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 4959/2014/CS1-CA1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 43748/2006/1/RH1, “Rizzi Hausser, Jorge c/ ANSeS s/ Reajustes varios”.


    Ibarra Enrique Oscar y otros c/ Estado Nacional, Poder Ejecutivo Nacional s/ Sumarisimo


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 21005129/2012/CS1-CA2, 21 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, “Ostep c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Adriana, Beatriz s/ Cobro de aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 45192/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, “Ostep c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Gier, Nieves Celeste s/ Cobro de aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 45782/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, “Ostep c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Gorena, Alejandra Silvana s/ Cobro aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 45834/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, “Ostep c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Gramajo, Zulma Soledad s/ Cobro de aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 45919/2015/CS1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, “Ostep c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Monteros, Elva Mónica s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 45331/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FCB 13210006/2006/CS1-CA, "Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Municipalidad de Córdoba s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad".


    Telefónica Móviles de Argentina S.A. c/ Municipalidad de Córdoba s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 13210006/2006/1/RH1, 11 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FLP 605/2010/TO1/33/1/1/RH11, "C., Gustavo Adolfo s/ Legajo de casación".


    B., Jorge Antonio s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 605/2010/TO1/26/1/1/1/RH16, 10 de noviembre de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 605/2010/TO1/33/1/1/RH11, "C., Gustavo Adolfo s/ Legajo de casación".


    D. P., Jorge Héctor s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 605/2010/TO1/29/1/1/RH15, 10 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 81008463/2012/CS1, "Luis Solimeno e Hijos c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General de Aduanas s/ Amparo ley 16.986".


    Arneg Argentina S.A. c/ AFIP -DGA- Aduana de Rosario s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 22527/2014/CS1, 07 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 81008463/2012/CS1, "Luis Solimeno e Hijos c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General de Aduanas s/ Amparo ley 16.986".


    Coop. de Tabacaleros de Jujuy Ltda. c/ AFIP - DGA s/ Amparo Ley 16.986


    FSA-Justicia Federal de Salta, 9209/2014/CA1-CS1, 07 de febrero de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 81008463/2012/CS1, "Luis Solimeno e Hijos c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General de Aduanas s/ Amparo ley 16.986".


    Electroquímica El Carmen S.A. c/ AFIP -DGI s/ Amparo Ley 16.986


    FSA-Justicia Federal de Salta, 41000191/2013/CA1-CS1, 07 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 81008463/2012/CS1, "Luis Solimeno e Hijos c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General de Aduanas s/ Amparo ley 16.986".


    Pla S.A. c/ AFIP -DGA- Aduana s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 22407/2015/CS1, 07 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FPA 4959/2014/CS1-CA1, "Vesco, Oscar c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad”.


    Vesco, Oscar c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 4959/2014/1/RH1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRE 11002690/2013/3/RH3, “Defensor del pueblo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional – Secretaría de Transporte de la Nación y otro s/ Amparo Ley 19.686”.


    Defensor del pueblo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Secretaría del Transporte de la Nación y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 11002690/2013/2/RH2, 26 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, "Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986".


    Baroni, Alba Rosa c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 13704/2013/CA2-CS1, 06 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, "Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986".


    Cadeo, Ruben c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 10213/2013/CA3-CS1, 06 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, "Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986".


    Chiesa, Norma c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 53000412/2012/CA1-CS1, 06 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, "Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986".


    Di Natale, Elena c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 13647/2013/CA2-CS1, 06 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, "Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986".


    Acosta, Margarita c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 257/2013/CA2-CS1, 06 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, “Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986”.


    Teniendo en cuenta que se encuentran en discusión la interpretación de normas federales y que la decisión adoptada en la causa fue contraria al derecho en que los recurrentes fundaron su pretensión y que estos planteos, presentados oportunamente en el proceso, no fueron tratados por el superior tribunal de la causa, esa omisión afecta la garantía de defensa en juicio e impide el normal ejercicio de la competencia de la Corte Suprema.


    Berton, Susana c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 22012383/2012/CS1-CA1, 06 de abril de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, “Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986”.


    Teniendo en cuenta que se encuentran en discusión la interpretación de normas federales y que la decisión adoptada en la causa fue contraria al derecho en que los recurrentes fundaron su pretensión y que estos planteos, presentados oportunamente en el proceso, no fueron tratados por el superior tribunal de la causa, esa omisión afecta la garantía de defensa en juicio e impide el normal ejercicio de la competencia de la Corte Suprema.


    Bertona, María Esther c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 53000226/2012/CA1-CS1, 06 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, “Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986”.


    Teniendo en cuenta que se encuentran en discusión la interpretación de normas federales y que la decisión adoptada en la causa fue contraria al derecho en que los recurrentes fundaron su pretensión y que estos planteos, presentados oportunamente en el proceso, no fueron tratados por el superior tribunal de la causa, esa omisión afecta la garantía de defensa en juicio e impide el normal ejercicio de la competencia de la Corte Suprema.


    Chiodo, Alberto c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 18451/2013/CA1-CS1, 06 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, “Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986”.


    Teniendo en cuenta que se encuentran en discusión la interpretación de normas federales y que la decisión adoptada en la causa fue contraria al derecho en que los recurrentes fundaron su pretensión y que estos planteos, presentados oportunamente en el proceso, no fueron tratados por el superior tribunal de la causa, esa omisión afecta la garantía de defensa en juicio e impide el normal ejercicio de la competencia de la Corte Suprema.


    Coronel, Marcos c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 3340/2013/CA2-CS1, 06 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, “Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986”.


    Teniendo en cuenta que se encuentran en discusión la interpretación de normas federales y que la decisión adoptada en la causa fue contraria al derecho en que los recurrentes fundaron su pretensión y que estos planteos, presentados oportunamente en el proceso, no fueron tratados por el superior tribunal de la causa, esa omisión afecta la garantía de defensa en juicio e impide el normal ejercicio de la competencia de la Corte Suprema.


    Hilbert, Saúl José c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 9372/2013/CA2-CS1, 06 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 3212/2013/CS1, "Solari, Susana Virginia y otro c/ AFIP y otros s/ Amparo ley 16.986".


    Robledo, Rubén Héctor y otros s/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 13015262/2012/CA1-CS1, 20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 3212/2013/CS1, "Solari, Susana Virginia y otro c/ AFIP y otros s/ Amparo ley 16.986".


    Ruiz, Ricardo F. y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 22012204/2012/CA2-CS1, 20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSA 44000195/2009/18/1/1/4/RH11, "Blaquier, Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 144 bis, inc. 1)".


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis, inc. 1)


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000195/2009/18/1/1/6/RH13, 16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSA 44000296/2009/18/1/1/RH5, "Blaquier, Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 144 bis, inc. 1)".


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Inf. Art. 144 bis en circ. Art. 142, incs. 1, 2, 3 y 5


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000296/2009/18/2/RH8, 16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSA 44000296/2009/18/1/1/RH5, "Blaquier, Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 144 bis, inc. 1)".


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Inf. Art. 144 bis en circ. Art. 142, incs. 1, 2, 3 y 5


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000296/2009/12/1/1/2/RH9, 16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSA 44000296/2009/18/1/1/RH5, "Blaquier, Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 144 bis, inc. 1)".


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Inf. Art. 144 bis en circ. Art. 142, incs. 1, 2, 3 y 5


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000296/2009/18/1/2/RH10, 16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSA 44000296/2009/18/1/1/RH5, "Blaquier, Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (art. 144 bis, inc. 1)".


    B., Carlos Pedro Tadeo y otros s/ Inf. Art. 144 bis en circ. Art. 142, incs. 1, 2, 3 y 5


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000296/2009/18/1/3/RH11, 16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo en la causa CNT 9027/2015/1/RH1, “Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART S.A. s/ Accidente – acción civil”.


    Verastegui Márquez, Magdalena c/ Altos Rivera S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 35313/2014/1/RH1, 10 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa FMZ 81005638/2013/CA1-CS1, "Brizuela, Sandra Analía c/ Telefónica de Argentina S. A. s/ Recurso directo ley 24.240".


    Moya, Jose Agusti c/ Telefónica de Argentina s/ Recurso directo Ley 24.240


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 23866/2014/CA1-CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 3976/2014/RH1, “Andrada, Omar s/ Allanamiento ilegal”.


    P., Luis Abelardo y otros s/ Homicidio agravado fuerzas de seguridad


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 76000007/2011/39/1/RH10, 14 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 709/2016/RH1, “Settel, Carlos Alberto y otros s/ Recurso de casación”.


    G., Guillermo José y otro s/ Encubrimiento


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 3409/2014/4/1/RH2, 14 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 709/2016/RH1, “Settel, Carlos Alberto y otros s/ Recurso de casación”.


    S. A., Manuel Fernando y otros s/ Privaciòn ilegal de la libertad


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 3015/2013/3/1/RH2, 14 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FPA 1453/2015/CS1-CA1, "Chichizola, Norberto Hernán c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad".



    Chichizola, Norberto Hernán c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1453/2015/1/RH1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por la Fiscalía General.


    V., José Luis s/ Infracción Ley 23.737


    FSA-Justicia Federal de Salta, 19318/2014/TO1/4/1/RH1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.



    Acción para el Cambio s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Ejercicio 2014


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8081/2016/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Comunista s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Ejercicio 2014


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7757/2016/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Nueva Izquierda s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Ejercicio 2013


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7555/2016/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    O., Pablo Nicolás y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1462/2014/CS1, 07 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Partido de la Concertación Forja s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Ejercicio 2014


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7519/2016/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Política Abierta para la Integridad Social s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Ejercicio 2014


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7880/2016/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Recurso queja número 1 - Incidente número 1 - Imputado: M., Juan Ignacio s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66719/2015/2/1/1/RH3, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Unión del Centro Democrático s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Ejercicio patrimonial 2013


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8673/2016/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Unión del Centro Democrático s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Ejercicio patrimonial 2014


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8674/2016/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Unión Popular s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Ejercicio 2012


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7505/2016/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Unión Popular s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Ejercicio 2014


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6915/2016/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por la Fiscalía General.


    C., Oscar Carlos y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18314/2014/2/1/1/RH1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta.


    L. Orlando Rubén s/ Infracción Ley 23.737


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 9195/2014/1/RH1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen 


    Se mantiene la queja interpuesta.


    T. de B., Mónica Alejandra y otro s/ 863, 864, Inc. b y e, 865 inc. a y f, 871 y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000102/2008/TO1/2/1/RH3, 08 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6073/2013/1/RH1, 18 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6455/2013/1/RH1, 18 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6836/2013/1/RH1, 18 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6946/2013/1/RH1, 18 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5938/2013/1/RH1, 18 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Interpretación de normas y actos locales. Procedencia del recurso. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 Y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Ley Fundamental y por la ley 16.986. Sentado lo expuesto, el asunto radica en determinar si en el sub examine se configuran dichos requisitos. Al respecto, cabe señalar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Esta última hipótesis es la que se presenta en el sub lite, pues según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- el planteamiento que efectúa la parte actora exige, en forma ineludible, interpretar varias disposiciones de la Constitución de la Provincia de Santiago del Estero vinculadas con el régimen establecido para la designación de los integrantes del Tribunal de Cuentas local, asunto que concierne a su procedimiento jurídico político de organización, es decir, a un conjunto de actos que deben nacer, desarrollarse y tener cumplimiento dentro del ámbito estrictamente local. Al respecto, debe ponerse de relieve que el art. 122 de la Constitución Nacional dispone que las provincias "Se dan sus propias instituciones locales y se rigen por ellas. Eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, sin intervención del Gobierno federal", con la obvia salvedad de que en este precepto la palabra "Gobierno" incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe "discutir la forma en que las provincias organizan su vida autónoma conforme al art. 105 de la Constitución Nacional". Ello es así, en razón de que conservan su soberanía absoluta en lo que concierne a los poderes no delegados a la Nación, según lo reconoce el art. 121 de la Ley Fundamental. Confirma el criterio adoptado el hecho evidente de que el planteamiento que efectúa el actor no resulta exclusivamente federal puesto que involucra no sólo una cuestión federal sino otra de orden local, ya que sostiene que la H. Cámara de Diputados provincial, ha violado lo dispuesto por las cláusulas transitorias, tercera, cuarta, séptima, octava, décima y decimosexta del texto constitucional provincial, lo cual impide la competencia originaria de la Corte en razón de la materia. Bajo estos términos, resulta claro que la cuestión federal que propone la parte actora -que funda su pretensión en disposiciones de la Constitución Nacional y la Constitución de la Provincia de Santiago del Estero- no es exclusiva ni es la predominante en la causa. Por lo tanto, corresponde a la justicia de la Provincia de Santiago del Estero expedirse al respecto, ya que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. En razón de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno el proceso resulta ajeno al conocimiento del Tribunal.


    Lugones, Marcelo Ramón y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 585/2017/02 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa CSJ 2046/2016, “Telenco S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición”.


    Sengiali, Marta Silvia c/ San Luís, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1678/2017/28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Recurso de apelación (procesal). Discrepancia del recurrente. Insuficiencia del agravio. Inadmisibilidad del recurso. 


    La apelación deducida no rebate todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia, en los términos de la jurisprudencia del Alto Tribunal, que señala que el escrito de interposición del recurso debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal por medio de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, pues se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia. Los agravios contenidos en el escrito recursivo no constituyen sino una mera repetición de afirmaciones que no logran desvirtuar los argumentos esgrimidos por la cámara para resolver del modo en que lo hizo.


    Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires c/ Colegio Público de Abogados de Capital Federal s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 21360/2014/CA1-CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Bono consolidado del tesoro nacional. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 31120138/2004/CS1, “Leyva, Ana Lidia de las Mercedes y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía y Finanzas Públicas s/ Amparo Ley 16.986”.


    Medialdea, Norma Clide y otro c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 21130268/2004/CS1-CA1, 23 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declar


    Cabrales S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1405/2017/25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declar


    Royal Canin Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1587/2017/28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 848/2017, “M., Miguel Ángel s/ Acción de nulidad por cosa juzgada írrita”.


    M., Miguel Ángel s/ Nulidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 842/2017/06 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa: COM 13417/2014/35/CA3-CS1 "Incidente N° 35 AFIP-DGI en autos Veinfar Industrial y Comercial S.A. s/ concurso preventivo".


    Maikop S.A. s/ Concurso preventivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6015/2015/CS1, 25 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: COM 13417/2014/35/CA3-CS1 "Incidente N° 35 AFIP-DGI en autos Veinfar Industrial y Comercial S.A. s/ concurso preventivo".


    Schvartzbaum Miguel Alberto s/ Concurso preventivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6008/2015/CS1, 25 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. En autos, el recurso intentado es inadmisible. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. Es doctrina de la Corte que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Cabral Lopez, Roberto Cesar c/ UGOFE y otro s/ Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7717/2013/CS1, 05 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. En autos, el recurso intentado es inadmisible. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. Es doctrina de la Corte que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    De la Canal, Rodrigo c/ UGOFE S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7470/2014/CS1, 05 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Inexistencia de cuestión federal suficiente. Denegatoria del recurso. 


    Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. La resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. Asimismo, la doctrina de la Corte enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco se justifica la aplicación en el sub lite de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Gonzalez, Celis Sumilda c/ Unidad de Gestión Operativa Mitre Sarmiento S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (acc. tran. c/ les. o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 40259/2014/CS1, 19 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Ejercicio profesional. Consejo Profesional de Ciencias Económicas. Matrícula profesional. Facultades reglamentarias. Interpretación de leyes federales. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho que, si bien es facultad del Gobierno Nacional determinar los requisitos con sujeción a los cuales han de expedirse títulos habilitantes para la práctica de las profesiones liberales por parte de sus universidades cuyos planes de estudio puede dictar el Congreso Nacional, es atribución de las provincias reglamentarla en tanto y en cuanto la reglamentación no enerve el valor del título respectivo. Asimismo, en los casos en los que se hallaba en juego la posibilidad de que profesionales no matriculados ejercieran en las provincias con la oposición de los respectivos colegios, la Corte juzgó que es atribución de las provincias reglamentar la práctica de las profesiones liberales en sus respectivas jurisdicciones, en la medida en que con dicha reglamentación no se alteren sustancialmente los requisitos que al efecto exige la norma nacional, pues dentro de lo razonable, las provincias pueden establecer los requisitos complementarios que, en el ejercicio del poder de policía, les corresponde. En lo que aquí interesa, mediante la ley 20.488 se reguló el ejercicio de las profesiones relacionadas con las ciencias económicas -licenciado en economía, contador público, licenciado en administración, actuario y sus equivalentes- y se estableció la obligatoriedad de la inscripción en las respectivas matrículas de los Consejos Profesionales del país, conforme a la jurisdicción en que se desarrolle su ejercicio. También se dispuso que tales entes funcionaran en la Capital Federal y en cada una de las provincias que así lo dispongan, quedando autorizados para percibir derechos de inscripción en la matrícula, de ejercicio profesional anual, de certificación de firmas y de legalización de dictámenes. En la Provincia de Buenos Aires rige la ley 1O.620 -con las modificaciones introducidas por las leyes 11.785, 12.008 y 13.750- cuyo art. 19 determina que los graduados en ciencias económicas que deseen ejercer la profesión en jurisdicción de la citada provincia deben inscribirse obligatoriamente en los correspondientes registros de las matrículas llevados por el Consejo Directivo, órgano del Consejo Profesional de Ciencias Económicas. Se establece que este último es una entidad de derecho público no estatal, con independencia funcional de los poderes del Estado, que tiene jurisdicción sobre todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires. Entre sus funciones se prevé la autenticación de las firmas de los profesionales que suscriban certificaciones, informes y dictámenes, a fin de otorgarles validez, para lo cual el Consejo Directivo tiene a su cargo la determinación de las formalidades técnicas que deben cumplir los matriculados. Por su parte, en la Ciudad de Buenos Aires se exigía matriculación en el Consejo Profesional de Ciencias Económicas creado por la ley 20.476, que fue reemplazada por la ley local 466. Este último ordenamiento define al consejo como una entidad de derecho público no estatal, con independencia funcional de los poderes del Estado y que tiene jurisdicción en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Asimismo, establece que, para ejercer la profesión, los titulares de diplomas correspondientes a los títulos en Ciencias Económicas reglamentados por la ley nacional 20.488 deben matricularse en el consejo, entidad a la que le corresponde certificar y legalizar, a solicitud de los interesados, las firmas de los profesionales matriculados que suscriban dictámenes, informes y trabajos profesionales en general, entre otras funciones. Sentado lo anterior, en el sub lite se trata de determinar si el CPCECABA se encuentra habilitado para intervenir en la legalización y certificación de firmas y dictámenes de profesionales matriculados en la Ciudad de Buenos Aires con respecto a personas o entes domiciliados en la Provincia de Buenos Aires, en atención a las normas desregulatorias dictadas por el Poder Ejecutivo Nacional. Al respecto, el art. 3º del decreto 2293/92 dispone que todo acto emanado de un profesional matriculado en los términos de su art. 1º "tendrá validez y eficacia en todo el territorio de la República con la sola intervención, como fuera legalmente exigida, del colegio o asociación al que pertenece, aun cuando involucre a personas o cosas de otra jurisdicción. Lo establecido en el presente artículo será de aplicación inclusive, respecto de los actos que emanen de contadores, escribanos, ingenieros, arquitectos, agrimensores y la que resulta de todo otro que hasta el momento hubiese tenido algún tipo de limitación en cuanto a su validez". Si bien la aplicación de esta norma, a tenor del criterio adoptado por la jurisprudencia en los casos "Cadopi", "Baca Castex" y "Facio” requeriría una adecuación por parte de la legislatura local para tener vigencia en la Provincia de Buenos Aires, lo cierto es que de los ordenamientos locales aludidos –leyes 10.620 Y 466- surge claramente la obligación de los graduados en ciencias económicas de matricularse en el consejo respectivo a los efectos de poder ejercer la profesión, mas no se halla previsto ni expresa ni implícitamente que aquellos profesionales estén limitados a vincularse a clientes -personas humanas o jurídicas- domiciliados en la misma jurisdicción, lo que conduce a sostener que carece de virtualidad cualquier exigencia de adecuación legislativa. Ello es así, toda vez que la relación jurídica que existe entre el profesional y su cliente -quienes pueden contratar libremente en el marco de las normas aplicables- resulta ajena al poder de policía que ejercen los respectivos consejos profesionales sobre los matriculados en la jurisdicción que les corresponde por ser el lugar donde desarrollan sus actividades. En atención a lo expuesto, no puede sostenerse, que al CPCECABA le esté vedado certificar o legalizar los actos realizados por graduados en ciencias económicas matriculados en la Ciudad de Buenos Aires cuando sus servicios sean requeridos por clientes domiciliados en la Provincia de Buenos Aires, pues una limitación en tal sentido no se encuentra prevista por los preceptos que regulan el ejercicio de la profesión. En el mismo sentido, la Corte ha invalidado diversas modalidades intentadas por la Provincia de Buenos Aires para implementar barreras jurisdiccionales a los actos públicos otorgados fuera de su territorio y declaró la invalidez de normas provinciales que exigían la intervención de profesionales locales para llevar a cabo determinados trámites vinculados a bienes inmuebles y obligaciones fiscales, en apartamiento de lo dispuesto por el art. 7º de la Constitución Nacional y las normas dictadas en su consecuencia. Asimismo, añadió que aquella cláusula constitucional respondió al inequívoco propósito de los constituyentes de generar, entre los estados provinciales que mediante la Constitución se congregaban, los fuertes lazos de unidad que eran necesarios para otorgarles una misma identidad. También ha declarado, en numerosas oportunidades, que la norma aludida no se refiere solo a las formas intrínsecas de los actos, sino que el respeto debido a estas prescripciones de la Constitución exige que se les dé también los mismos efectos que hubieren de producir en la provincia de donde emanasen, toda vez que el territorio de la República debe considerarse sujeto a una soberanía única.


    Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Buenos Aires c/ Consejo Profesional de Ciencias Económicas de Bs. As. y/o y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 27040/2004/CA4-CS1, 21 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Existencia del agravio. Agravio concreto. Inadmisibilidad del recurso. 


    Toda vez que se cuestiona la decisión adoptada por los jueces de la causa en cuanto consideraron que falta un perjuicio concreto ocasionado al actor, se impone examinar, en forma previa, tal circunstancia, pues de faltar ese requisito estaríamos ante la inexistencia de un "caso", "causa" o "controversia”, lo que tornaría imposible la intervención de la Justicia. Respecto de tal recaudo, según los términos del art. 116 de la Constitución Nacional, dijo este Ministerio Público, que "desde antiguo, la Corte ha declarado que no compete a los jueces hacer declaraciones generales o abstractas, porque es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos". Se destacó también que "si para determinar la jurisdicción de la Corte y de los demás tribunales de la Nación, no existiese limitación derivada de la necesidad de un juicio, de una contienda entre partes, entendida ésta como un 'pleito o demanda en derecho instituida con arreglo a un curso regular de procedimiento', la Corte Suprema dispondría de una autoridad sin contralor sobre el Gobierno de la República, y podría llegar el caso de que los demás poderes le quedaran supeditados con mengua de la letra y del espíritu de la Carta Fundamental. El Poder Judicial de la Nación, no se extiende a todas las violaciones posibles de la Constitución, sino a las que le son sometidas en la forma de un caso por una de las partes. Si así no sucede, no hay caso y no hay, por lo tanto, jurisdicción acordada”. Sobre esa base, en autos no se configura un "caso" o "causa" en los términos de la doctrina del Tribunal que pueda ser resuelto por el Poder Judicial pues el recurrente no explica ni demuestra de qué modo la resolución adoptada perjudica el ejercicio o goce de sus derechos.


    Alpemar S.R.L. c/ Prefectura Naval Argentina s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1477/2016/CA1-CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Falta de vista al fiscal. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    De acuerdo con el artículo 120 de la Constitución Nacional, el Ministerio Público Fiscal es un organismo independiente y autónomo que tiene una misión específica en la administración de justicia, a saber, "promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad de los intereses generales de la sociedad". Esos principios son ampliamente receptados en la Ley 27.148 Orgánica del Ministerio Público Fiscal. Esa norma precisa las competencias de los fiscales con competencia en materia no penal, así como los alcances de su autonomía funcional. En particular, el artículo 2 prevé que el Ministerio Público Fiscal podrá intervenir, según las circunstancias e importancia del asunto, en conflictos que afecten el interés general de la sociedad o políticas públicas trascendentes y en aquellos donde "se encuentre afectado de una manera grave el acceso a la justicia por la especial vulnerabilidad de alguna de las partes o por la notoria asimetría entre ellas". A su vez, el artículo 31, en lo que aquí interesa, establece que los fiscales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tendrán como función velar por el debido proceso e intervenir "en casos en los que se encuentren en juego daños causados o que puedan causarse al patrimonio social, a la salud pública y al medio ambiente, al consumidor, a bienes o derechos de valor artístico, histórico o paisajístico, en los casos y mediante los procedimientos que las leyes establezcan". Asimismo, el artículo 52 de la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor determina que el Ministerio Público Fiscal "actuará obligatoriamente como fiscal de ley" en las acciones iniciadas por consumidores y usuarios en defensa de sus intereses, siempre y cuando no intervenga en el proceso como parte. Por otra parte, la Procuración General de la Nación sostuvo que "a fin de no afectar la adecuada prestación del servicio de justicia, los jueces no pueden impedir a los fiscales tomar vista de una causa, ni suplir la determinación acerca de la existencia de intereses generales de la sociedad que requieran su intervención, si se encuentra comprometido el efectivo cumplimiento del debido proceso, o debe actuar en defensa de la legalidad". La Procuración General destacó que esa determinación era consonante con la postura adoptada por la Corte Suprema en diversos precedentes. Ante todo, recordó que aun antes de que el Ministerio Público fuera consagrado como un organismo independiente y autónomo en la Constitución Nacional, la Corte había advertido que el cumplimiento de su misión requiere que los fiscales no estén sujetos a las instrucciones de los jueces, quienes no pueden gobernar los criterios adoptados por el Ministerio Público a fin de determinar la existencia de intereses que demandan su actuación. En este contexto, el a quo, al omitir dar vista previa al Ministerio Público Fiscal en un caso que involucra la relación asimétrica entre una entidad bancaria y un consumidor, afectó sus competencias fijadas en la Constitución Nacional y en la legislación referida. Ello impidió que la fiscal juzgue si en el sub lite se encuentra afectada la legalidad y el interés general de la sociedad. Esa conclusión es, además, concordante con la interpretación que la Corte Suprema ha hecho sobre el modo en el que debe cumplirse la misión constitucional del Ministerio Público Fiscal.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Fajardo, Silvina Magalí s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 4013/2016/1/RH1, 11 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Sentencia definitiva. Publicación de la ley. Falta de prueba. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Las sentencias recaídas en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente sus derechos, ya sea por el fisco librando una nueva boleta de deuda, o por el ejecutado, mediante la vía de la repetición. No obstante, esa regla cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación posterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional. Con respecto a este último supuesto, como medio para admitir el recurso extraordinario, ese Tribunal ha entendido que la gravedad institucional alude a aquellas situaciones que "exceden el interés de las partes y atañen al de la comunidad", o cuando están en juego "instituciones básicas de la Nación", o bien "la buena marcha de la instituciones". Sobre la base de tales premisas, en el sub lite, se configuran tales circunstancias de excepción, puesto que la cuestión referida a la debida publicación de una ordenanza que establece un tributo municipal, con carácter general y obligatorio, excede el interés de las partes, para proyectarse sobre la buena marcha de las instituciones. Por otro lado, los agravios del recurrente suscitan cuestión federal bastante para su examen por la vía elegida, sin que obste a ello que las cuestiones debatidas sean de hecho, prueba y derecho público local y, como regla, ajenas al recurso del art. 14 de la ley 48, toda vez que lo decidido sobre temas de esa índole admite revisión en supuestos excepcionales cuando -como en el presente se omiten ponderar argumentos conducentes para la correcta solución del pleito con aplicación mecánica de un precepto legal. Finalmente, la sentencia ha sido dictada por el superior tribunal que establece el ordenamiento local. En el sub lite la recurrente opuso, desde su primera presentación en juicio, la defensa basada en la inexistencia de deuda, pues esgrimió que la ordenanza que establece el tributo no ha sido publicada. Sin embargo, el superior tribunal local, al confirmar lo resuelto por la cámara, señaló que el tratamiento de esta cuestión excedía el estrecho marco del proceso y se encontraba íntimamente vinculada a la causa de la obligación, cuya discusión se encuentra vedada en este tipo de procesos. Como ya dijo esta Procuración General " la solución definitiva del caso sólo requiere la simple constatación de la publicación oficial de la mencionada ordenanza, acto requerido para la satisfactoria divulgación y certeza sobre la autenticidad del texto de aquellas decisiones de contenido normativo general”. Por ello, en la especie, la sencilla verificación de tal extremo no afecta el carácter ejecutivo de la acción promovida. En tal aspecto, ante la inexistencia de dicho examen, la sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que corresponde atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto.


    Municipalidad de Berazategui c/ Procter & Gamble Argentina S.R.L. s/ Apremio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1302/2016/CS1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declar


    Fábrica Austral de Productos Eléctricos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1937/2017/21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declar


    Compañía Industrial Cervecera Sociedad Anónima c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1982/2017/21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declar


    Gualtieri Hnos S.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1955/2017/21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declar


    Tit Can Gross S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1953/2017/21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declar


    Vanoli y Cia S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1952/2017/21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2240/2016, “Loma Negra Compañía Industrial Argentina Sociedad Anónima c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Akapol S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1521/2017/28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Líneas aéreas. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Sentencias contradictorias. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Cabe recordar que la Corte ha resuelto en forma reiterada que, en caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, uno de los cuales es la arbitrariedad, corresponde examinar este en primer término pues, sin perjuicio de la existencia de materia federal estricta, de constatarse esa tacha no habría en rigor sentencia propiamente dicha. Los pronunciamientos impugnados en el sub lite adolecen del vicio aludido pues, por un lado, se juzgó la controversia sin tener en cuenta que en la causa se ha puesto en tela de juicio la validez de un acto que no establece solamente una determinada frecuencia de vuelos para autorizar la fusión propuesta por las actoras, sino que se han impuesto varias condiciones que deberán ser cumplidas durante un prolongado periodo de tiempo y, por el otro, se han efectuado consideraciones que resultan contradictorias con lo que en definitiva se decide. En la sentencia, la cámara resolvió que la cuestión debatida se ha tornado abstracta. Al respecto, cabe recordar que la operación de concentración económica que consiste en la fusión de las compañías aéreas quedó subordinada al cumplimiento de las siguientes condiciones que impuso la resolución 9/15: a) obligación de mantener la capacidad de prestación del servicio de transporte con un mínimo de siete frecuencias semanales por partes de ambas empresas en cuestión, junto con la capacidad de asientos promedio comercializadas semanalmente durante el último año previo al 16 de julio de 2010, lo que deberá extenderse por cinco años desde el momento en que la autoridad competente se expida sobre la operación; b) poner en práctica un esquema de monitoreo de precios promedio mensual para el mercado de transporte aéreo, que debe extenderse desde el 1° de enero de 2014 y por un periodo de tres años posteriores a que se expida la Secretaría de Comercio sobre la operación; c) facultar la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia a efectuar un seguimiento de las condiciones dispuestas a dictar las resoluciones necesarias a fin de determinar el contenido de la información objeto del monitoreo. El informe solicitado por la cámara se vincula únicamente con la frecuencia de vuelos semanales que circunstancialmente presta cada una de las aerolíneas involucradas en la operación de fusión. En consecuencia, la decisión que consideró que se ha tornado inoficioso expedirse sobre la validez de la resolución 9/15 no sólo omitió pronunciarse acerca de esta condición que deberá ser mantenida en forma obligatoria durante un lapso determinado en caso de concluir en que la resolución es válida, sino que tampoco fueron examinadas las demás condiciones impuestas por la Secretaria de Comercio -que fueron materia de agravio por parte de las actoras en la apelación deducida en los términos de los Arts. 52 Y 53 de la ley 25.156- ni lo relativo a la extemporaneidad del dictado de la resolución 9/15. Tales cuestiones requieren un expreso tratamiento por parte del tribunal, máxime cuando las aerolíneas arguyen que aquel acto les ocasiona graves perjuicios -viéndose obligadas a operar a pérdida- y restringe sus derechos de trabajar, comerciar y ejercer toda industria lícita (Art. 14 de la Constitución Nacional). Cabe señalar que, si bien la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente, lo cierto es que en el sub lite claramente no se configura esta situación, contrariamente a lo sostenido por el a quo. Con relación al rechazo de la aclaratoria y la revocación in extremis deducida por las actoras, cabe señalar que la Cámara entendió que no se encontraba configurados los requisitos para su procedencia y señaló que la operación de fusión “ya fue autorizada tácitamente”, motivo por el cual la sentencia no genera a las aerolíneas ningún perjuicio jurídico. El tribunal incurrió en una evidente autocontradicción entre lo expresado en los considerandos y lo resuelto en la parte dispositiva del fallo, por un lado, afirmó que la fusión fue autorizada tácitamente -lo que implica resolver la pretensión de fondo deducida por las actoras desde el inicio de las actuaciones- y, por el otro, confirmó la sentencia que consideró que se ha tornado abstracta la cuestión a resolver. Al respecto, cabe recordar que la Corte tiene dicho que toda sentencia constituye una unidad, en la que la parte dispositiva no es sino la conclusión final y necesaria del análisis de los presupuestos de hecho y legales tenidos en cuenta en su fundamentación. Los pronunciamientos recurridos no constituyen una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso y tienen graves defectos en la consideración de extremos conducentes para la correcta solución del litigio, por lo que, al guardar los planteos de las apelantes relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, corresponde descalificar los fallos sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Iberia Líneas Aéreas de España S.A. Operadora SU y otro c/ ESTA s/ Apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1620/2015/CS1, 18 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 7201/2015/1/RH1, “Banco Comafi S.A. c/ Paz, Manuel Alejandro s/ Secuestro prendario”.


    Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Roa, Carlos Alberto s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 21912/2016/CS1, 25 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CPE 1066/2014/CS1, “D., y otros”.


    M., S.A.C.I.F.E.I. y otro


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 36762/2016/CS1, 11 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Alianza Justicialista (Distrito Córdoba) s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Elecciones PASO legislativas 14-08-2011


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 1020/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Frente Federal de Acción Solidaria s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Ejercicio 2014


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6597/2016/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    GEN s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Elecciones 2015 - Categorías de distrito


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 4589/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    GEN s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Elecciones 2015 - Categorías nacionales


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 4584/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Liberal Republicano s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Ejercicio 2015


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 4587/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Movimiento de Integración y Desarrollo s/ Infracción Artículos 54 y 58 Ley de financiamiento de los partidos políticos - Elecciones 2015 - Categorías de distrito


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 3818/2016/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Movimiento de Integración y Desarrollo s/ Infracción Artículos 54 y 58 Ley de financiamiento de los partidos políticos - Elecciones 2015 - Categorías Nacionales


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 3817/2016/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Cambiemos. Informes finales PASO 09/08/2015. Diputados Nacionales y parlamentarios Mercosur Regional


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6259/2017/1/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Infracción al Artículo 50 de la Ley 26.215


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 1329/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Infracción al Artículo 63 inciso b) de la Ley 26.215


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 1075/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen 


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Partido Acción Popular s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Ejercicio 2015


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 4591/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Partido Comunista s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Segunda vuelta elecciones 2015


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 791/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen 


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Partido de la Concertación Forja s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Segunda vuelta elecciones 2015


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 793/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Unión Celeste y Blanco s/ Infracción Artículo 23 Ley de financiamiento de los partidos políticos - Balance anual 2012


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 3216/2016/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Unión Celeste y Blanco s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Ejercicio 2014


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6914/2016/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Estado Nacional c/ La Rioja, Provincia de s/ Nulidad de Acto Administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 94/2013/(49-E)/CS1, 13 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Alaguibe, Ana María c/ AFIP s/ Contencioso


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 21009971/2009/CA1-CS1, 29 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Estado Nacional c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 290/2011/(47-E)/CS1, 01 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Supercanal S.A. c/ AFSCA y otros


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 22036657/2013/1/2/RH1, 28 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Prenda. Mantenimiento del recurso. 


    Secuestro prendario. Remisión al dictamen de la causa COM 7201/2015/1/RH1, "Banco Comafi S.A. c/ Paz, Manuel Alejandro s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Frías, Lorena de los Ángeles s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 4838/2015/CS1, 27 de junio de 2017


    Ver dictamen 


    Procesos de conocimiento. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF. 17202/2012/CS1, “Glibota, Pedro Pablo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía Resol. 235, 166 y 334/2011 y otros s/ Proceso de conocimiento”.


    Estancias Niagara S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resol. 235, 166 y 334/2011 y otros s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17939/2012/CS1-CA2, 07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF. 17202/2012/CS1, “Glibota, Pedro Pablo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía Resol. 235, 166 y 334/2011 y otros s/ Proceso de conocimiento”.


    Miguel, Leandro Matías c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resol. 235, 166 y 334/2011 y otros s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17179/2012/CS2-CS3, 07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado. Improcedencia del recurso. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Insuficiencia del agravio. Amparo. Refugiados. Personas con discapacidad. 


    El recurso se considera que ha sido mal concedido cuando el derecho federal que invoca no tiene relación directa e inmediata con lo debatido y resuelto en los términos del artículo 15 de la ley 48. Asimismo cuando no plantea otra cuestión federal suficiente que habilite la intervención de la Corte Suprema. De la misma manera, el recurso extraordinario se entiende mal concedido cuando el agravio central se basa en que ese tribunal declaró desierto un recurso de apelación. Sin embargo, según la doctrina de la Corte Suprema, las resoluciones que declaran desierto un recurso ante el tribunal de alzada no son, debido a su naturaleza fáctica y procesal, impugnables por la vía del artículo 14 de la ley 48. Las cuestiones federales se consideran mal planteadas cuando el recurrente no precisa de qué modo los puntos de la decisión impugnada, que le causan un gravamen, son contrarios al derecho federal que invoca. Por último, la queja no es procedente cuando el recurrente no acredita que el fallo deba ser dejado sin efecto en virtud de las doctrinas de la arbitrariedad y la gravedad institucional.


    R. M., G. L. c/ Estado Nacional - Ministerio de desarrollo social y otros s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1707/2013/CA1-CS1, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 3341/2015/RH1, "González Castillo, Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego - aptitud disparo no acreditada".


    P., Claudio Javier y otros s/ Robo con armas. Damnificado: S., Carlos Adrián


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53377/2009/9/CS1, 20 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 654/2012 (48-D)/CS1, "Defensor del Pueblo de la Nación c/ EN - Ministerio de Economía y P. - Resol. 296/06, 298/06 s/ Proceso de conocimiento".


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Ley 25.790 - Dtos. 1870/06, 42/07 s/ Proceso de conocimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 634/2012/(48-D)/CS1, 01 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1 "Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986".


    Attie, Jorge c/ AFIP


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 53000382/2012/CS1-CA1, 21 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, “Alonso, María y otros c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986”.


    Farrugia, Rita c/ AFIP


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 22012349/2012/CS1-CA1, 21 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, “Alonso, María y otros c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986”.


    Gabutti, Orlando c/ Estado Nacional


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 53000233/2012/CS1-CA1, 21 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, “Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo ley 16.986”.


    Ali, Gladys c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 1357/2014/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, “Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo ley 16.986”.


    Cantori, Maria Estela y otros c/ AFIP-DGI y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 9262/2014/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, “Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo ley 16.986”.


    Caporossi, Marta c/ Caja de jubilaciones


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 13015233/2012/CS1-CA1, 21 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, “Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo ley 16.986”.


    Carissimo, Maria Cristina c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 22012573/2013/CA2-CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, “Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo ley 16.986”.


    Cicerchia, Eduardo c/ AFIP


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 12231/2013/CA2-CS1, 21 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, “Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo ley 16.986”.


    Jose, Raquel c/ AFIP


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 160/2013/CA2-CS1, 21 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa M. 898, L. XLVIII, "Méndez, Luis Sebastián s/ Causa n° 13.478".


    M. V., Carla Beatriz y otro s/ Robo y lesiones leves


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45477/2012/TO1/1/1/RH1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Recursos


    Competencia federal. Cuestiones de competencia. Contienda negativa de competencia. Medicina prepaga. Programas de salud. Programa Médico Obligatorio. Competencia federal. 


    Más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y del derecho del consumidor, eventualmente implicados, la materia propuesta a debate posee virtualidad para afectar la organización, la instrumentación o la planificación de las prestaciones relativas al Sistema Nacional de Salud. En ese contexto, no hay motivos para soslayar la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por reglas federales, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae


    C., Marcos Hernán c/ OSDE – Medicina prepaga s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 41798/2017/CS1, 30 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Presentación extemporánea. Concesión errónea del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 8801/2014/2/RH2, "Carcavilla, Rogelio c/ Estado Nacional s/ Amparo ley 16.986".


    Barbuy Team S.A. y Dowel S.A. c/ AFIP – DGA s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 43481/2015/2/CA2, 17 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso de queja. Queja por denegación de recurso extraordinario. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 25157/2015/1/RH1 "HSBC Bank Argentina S.A. c/Lamas, Dionicias/ Secuestro prendario". Mantenimiento del recurso de queja.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Fernández, Cristian Daniel s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9570/2015/2/RH2, 21 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 7201/2015/1/RH1 "Banco Comafi S.A. c/ Paz, Manuel Alejandro s/ Secuestro prendario”. Mantenimiento del recurso de queja.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Herrera, Diego Arcángel s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 28579/2015/CS1, 21 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 7201/2015/1/RH1 "Banco Comafi S.A. c/Paz, Manuel Alejandro s/ Secuestro prendario”. Mantenimiento del recurso de queja.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Tomás Olivero, Ariel Alejandro s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 37188/2015/CS1, 21 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 7201/2015/1/RH1 "Banco Comafi S.A. c/Paz, Manuel Alejandro s/ Secuestro prendario”. Mantenimiento del recurso de queja


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Lazarte, María Gabriela s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 24083/2016/CS1, 21 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal. Admisibilidad del recurso. Denegatoria del fuero Federal. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 31644/2014/2/CS1 "Petrotandil S.A.C.I.E. I. c/ Municipalidad de Olavarría s/ Acción mere declarativa de derecho".


    YPF SA c/ Municipalidad de Merlo s/ Acción mere declarativa de inconstitucionalidad


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 9442/2015/CS1, 07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Infracción al Artículo 63 inciso b) de la Ley 26.215


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 644/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Infracción al Artículo 63 inciso b) de la Ley 26.215


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 646/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Infracción al Artículo 63 inciso b) de la Ley 26.215


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 701/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Infracción al Artículo 63 inciso b) de la Ley 26.215


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 702/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen 


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Infracción al Artículo 63 inciso b) de la Ley 26.215


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 703/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Unión Popular s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Ejercicio 2015


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 483/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Unión Vecinal Federal s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Ejercicio 2015


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 484/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Reintegro y reembolsos a la exportación


    Fisco nacional. Restitución de sumas de dinero. Cuestión federal. Procedencia del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa B. 657, L. XLVII, "Basso S.A. (TF 24.888-A) c/ Dirección General de Aduanas".


    La omisión del tribunal en pronunciarse sobre las cuestiones federales debidamente propuestas por el apelante configura un supuesto de resolución contraria implícita, que autoriza la apertura de esta instancia de excepción. Por otra parte, en la tarea de establecer el correcto sentido de normas de naturaleza federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni del recurrente, sino que le incumbe realizar "una declaratoria sobre el punto", según la inteligencia que ella rectamente les otorgue. El fondo del asunto, en cuanto a la devolución de los reintegros, halla adecuada respuesta en el precedente "Basso S.A.". En lo atinente al agravio vinculado con la moneda empleada por la Aduana para expresar su reclamo, sostuvo esta Procuración General que el art. 20 de la ley 23.905 únicamente se aplica para el cobro de los derechos de importación y de exportación y para los demás atributos que "gravaren" tales operaciones. El supuesto aquí en examen -es decir, la devolución de "reintegros a la exportación", previstos en los arts. 825 y cc. del Código Aduanero-, queda fuera del alcance del citado precepto, por lo que su cálculo corresponde que sea realizado en moneda nacional. Atento a lo señalado en el acápite anterior, deviene inoficioso ingresar al estudio del último agravio expresado por la actora -de forma subsidiaria con respecto a los anteriores-, toda vez que éste se vincula con la tasa de interés que debería ser empleada por la Aduana en caso de que la base del reclamo debiera ser calculada en dólares estadounidenses.


    Kleppe S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 29714/2015/1/RH1, 03 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Revisión judicial de actos administrativos


    Control de razonabilidad. Control de legalidad. Deportación. Derechos de los migrantes. Garantías procesales. Debido proceso. Notificación del acto administrativo. Defensa en juicio. Patrocinio gratuito. Derecho a la reagrupación familiar. 


    Precedente del dictamen de la causa CAF 38158/2013/2/RH1 “Peralta Valiente, Mario Raúl c/ EN –Ministerio del Interior - DNM s/ Recurso Directo DNM”.


    En procedimientos que puedan desembocar en la expulsión o deportación de extranjeros deben reforzarse ciertas garantías básicas de defensa en juicio como consecuencia del desequilibrio procesal en el que se encuentra el migrante ante la autoridad migratoria para desarrollar una defensa adecuada de sus intereses. En cuanto a la a garantía de defensa en juicio y la asistencia letrada, la Corte Interamericana de Derechos Humanos preciso que el derecho a la defensa obliga al Estado a tratar al individuo en todo momento como un verdadero sujeto del proceso y no simplemente como objeto del mismo, y que los literales d y e del artículo 8.2 establecen el derecho de ser asistido por un defensor, pues "en procedimientos administrativos o judiciales en los cuales se pueda adoptar una decisión que implique la deportación, expulsión o privación de libertad, la prestación de un servicio público gratuito de defensa legal a favor de éstas es necesaria para evitar la vulneración del derecho a las garantías del debido proceso". El alcance del derecho a la asistencia letrada gratuita, el desequilibrio procesal, la asimetría entre las partes, y el deber de reforzar ciertas garantías básicas en procesos de esta índole, exigían la notificación al domicilio constituido por el defensor de aquello que había sido puesto en conocimiento de una persona privada de su libertad en ajena jurisdicción, que había manifestado de manera clara su voluntad de recurrir el acto administrativo de expulsión. En efecto, frente a ese planteo expreso del recurrente, a fin de resguardar de manera adecuada su derecho de defensa, la demandada debió haber conferido traslado de esa voluntad recursiva al defensor del migrante, disponiendo la suspensión de los plazos en curso en las actuaciones administrativas hasta que el referido letrado tomase la intervención necesaria para perfeccionar dicha impugnación. Así, la omisión de garantizar de manera efectiva la asistencia jurídica gratuita y oportuna, imputable a la administración, implicó que el recurrente quedara expuesto a una situación de indefensión, comprometiendo el derecho fundamental a la unidad familiar. No resulta aplicable el precedente "Gorordo" para denegar la revisión judicial de la medida en estudio; en especial si se pondera la nítida voluntad impugnatoria del actor frente a la confirmación de la medida de expulsión y la interposición del recurso de alzada con asistencia de su defensor dentro de un plazo que no excede razonables pautas temporales.


    V. C., Arturo Antenor c/ Estado Nacional – Ministerio del interior- RL942/11 – Disp. 97722/09 (ex 2218741) s/ Recurso directo para juzgados”


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 35287/2011/2/RH2, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Migraciones. Deportación. Apertura de la instancia. Debido proceso. Notificación del acto administrativo. Defensa en juicio. Patrocinio gratuito. Derecho a la reagrupación familiar. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 38158/2013/2/RH1, "Peralta Valiente, Mario Raúl c/ Estado Nacional –Ministerio del Interior - DNM s/ Recurso Directo DNM”.


    En procedimientos que puedan desembocar en la expulsión o deportación de extranjeros deben reforzarse ciertas garantías básicas de defensa en juicio como consecuencia del desequilibrio procesal en el que se encuentra el migrante ante la autoridad migratoria para desarrollar una defensa adecuada de sus intereses. En cuanto a la a garantía de defensa en juicio y la asistencia letrada, la Corte Interamericana de Derechos Humanos había precisado que el derecho a la defensa obliga al Estado a tratar al individuo en todo momento como un verdadero sujeto del proceso y no simplemente como objeto del mismo, y que los literales d y e del artículo 8.2 establecen el derecho de ser asistido por un defensor, pues "en procedimientos administrativos o judiciales en los cuales se pueda adoptar una decisión que implique la deportación, expulsión o privación de libertad, la prestación de un servicio público gratuito de defensa legal a favor de éstas es necesaria para evitar la vulneración del derecho a las garantías del debido proceso". La administración no ha respetado las garantías mínimas de defensa en juicio y debido proceso, lo que no fue advertido por la sentencia apelada al confirmar la falta de habilitación de instancia y restringir la revisión judicial del acto. Las violaciones al debido proceso cometidas en sede administrativa y la decisión del a quo de no habilitar la revisión judicial de lo allí actuado redundaron en la falta de tratamiento de un planteo jurídico relevante, que ameritaba la apertura de la vía. Nótese que en la demanda el apelante resaltó que la medida adoptada por la demandada resulta excesiva y desproporcionada en tanto vulnera su derecho a la reunificación familiar. En suma, la ausencia de asistencia jurídica efectiva y oportuna implicó que el recurrente quedara expuesto a una situación de indefensión, en los términos del artículo 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, comprometiendo el derecho fundamental a la unidad familiar alegado.


    L. H. c/ Estado Nacional – Ministerio del interior – DNM- resol 684/11 (expte. 52983) s/ Recurso Directo DNM


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 41815/2012/1/RH1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Robo con armas


    Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Errónea apreciación de la prueba. Invalidez del acto jurídico. 


    Las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, así se trate de la de presunciones, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y del debido proceso, que también amparan al Ministerio Público, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. El sub examine es uno de esos supuestos de excepción, tal como lo apunta el recurrente, pues frente a las pruebas e indicios valorados en la condena para tener por acreditado el robo, la conclusión adoptada por el a qua sólo fue posible merced a una consideración parcial e inadecuada de tales elementos, que presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifican como acto jurisdiccional válido. Como pauta para evitar que la natural imprecisión de la prueba indiciaría derive en pronunciamientos arbitrarios, la Corte ha descalificado aquellos que, como consecuencia de una valoración fragmentaria de la prueba de cargo, han desconocido el valor de elementos de juicio de ese carácter cuando, integrados en su conjunto con los demás antecedentes de la causa, son decisivos para el resultado del pleito. En la absolución del imputado impugnada mediante recurso federal, se invocó el principio in dubio pro reo con sustento en la subjetividad de los jueces, sin correlato en las constancias de la causa, lo que descalifica la decisión como acto jurisdiccional válido, ya que si bien es cierto que ese principio presupone un especial ánimo del juez según el cual, en este estadio procesal, está obligado a rechazar la hipótesis acusatoria si es que no tiene certeza sobre los hechos materia de imputación, no lo es menos que dicho estado debe derivar racional y objetivamente de la valoración de aquellas constancias, lo cual, a la luz de las consideraciones efectuadas en este dictamen.


    B., Fernando Fabián y otro s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32534/2011/TO1/1/1/RH1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Secuestro prendario


    Defensa de los derechos del consumidor y usuario. Situación de vulnerabilidad de los consumidores. División de poderes. Ministerio Público Fiscal. Facultades del fiscal. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Desistimiento de la acción. Control de legalidad. Gravedad institucional. 


    Remisión al dictamen de la causa: COM 4013/2016/1/RH1, “HSBC Bank Argentina S.A. c/ Fajardo Silvina Magalí s/ Secuestro prendario”.


    En este caso se suscita una cuestión federal pues se encuentra en tela de juicio la interpretación de los artículos 42 y 120 de la Constitución Nacional y disposiciones de la Ley 27.148 Orgánica del Ministerio Público Fiscal, que reviste el carácter de norma federal. El tribunal efectuó una interpretación de las leyes 24.240 y 27.148 que es incompatible con la distribución constitucional de incumbencias estatales, invadió atribuciones del Poder Legislativo y violentó el principio de división de poderes que constituye el pilar del régimen republicano. Tampoco tuvo en cuenta las funciones y principios generales que rigen la actuación del Ministerio Público Fiscal que surgen de los artículos 1, 2 y 31, inciso b de la ley 27.148. En este caso hubo una omisión de dar traslado previo al Ministerio Público del desistimiento formulado por el accionante obstaculizó el cumplimiento de las funciones de ese órgano, atentó contra su independencia y funcionamiento, e impidió el control en defensa de la legalidad del proceso y los intereses de la sociedad. La sentencia es arbitraria pues omitió analizar la cuestión a la luz del derecho vigente. La Cámara limitó la actuación del Ministerio Público mediante una aplicación literal extrema del artículo 52 de la ley 24.240, sin considerar que el caso excede la esfera individual de los sujetos involucrados por su proyección hacia el resto de las financiaciones que se otorgan bajo la modalidad aquí analizada. Así, la posible afectación de los usuarios de servicios financieros y, consecuentemente, el sistema financiero en su conjunto, justifica la presencia y perjuicio del interés general de la sociedad comprometido en el caso. El caso reviste gravedad institucional pues excede el interés individual de las partes y atañe al de la comunidad en general en tanto involucra la legitimación del Ministerio Público Fiscal para actuar en defensa de los derechos de los usuarios y consumidores. El ejercicio de la función constitucional del organismo no puede ser obstaculizado mediante el desistimiento de la acción. Ello no impedirá que el actor inicie un nuevo proceso con la misma pretensión, evitando la intervención de la representante del Ministerio Público en resguardo del interés general de la sociedad, por encontrarse afectado de una manera grave el acceso a la justicia, por la especial vulnerabilidad del consumidor y la notoria asimetría de las partes.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Lamas, Dionicia s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 25157/2015/1/RH1, 21 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Servicio Penitenciario Federal


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Fallos del Superior Tribunal. Resolución de superintendencia. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Doctrina de la arbitrariedad. Defectos en la fundamentación normativa. Aplicación errónea de la ley. Exceso de rigor formal. 


    Si bien la tacha de arbitrariedad es particularmente restrictiva respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia cuando deciden sobre recursos extraordinarios de orden local, cabe hacer excepción a esta regla cuando la sentencia apelada no cumple con el requisito de debida fundamentación exigible a las decisiones judiciales, o si se restringe sustancialmente la garantía de acceso a la jurisdicción mediante interpretaciones legales de excesivo rigor formal. Las normas de procedimiento tienen que ser interpretadas de conformidad con la doctrina establecida por la Corte a partir de Fallos: 308:490, que impide a los tribunales superiores de provincia invocar limitaciones de orden local para rehusar el tratamiento de cuestiones federales sometidas a su conocimiento. El caso presenta aspectos cuyo conocimiento la Corte podría asumir, pues se debate la interpretación de normas federales y la decisión fue contraria al reconocimiento de títulos o facultades fundados en ella. Aun cuando el tribunal apelado considerase que las decisiones del juzgado de ejecución provincial fueron tomadas en ejercicio de facultades administrativas, la omisión de tratar los planteos del apelante importa un exceso de rigor formal, pues incluso la Corte ha admitido su intervención en las llamadas cuestiones de superintendencia en casos excepcionales, precisamente en supuestos en que lo resuelto por esa vía importe desconocimiento irreparable de títulos o derechos amparados por normas de orden federal, o en los casos en que medie extralimitación.


    Servicio Penitenciario Federal s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2497/2015/RH1, 02 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Servicio público


    Falta de servicio. Facultades tributarias municipales. Tributos. Tasa municipal. Coparticipación de impuestos. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    La Corte ha señalado en la causa "Quilpe S.A.” que la tasa es una categoría tributaria derivada del poder de imperio del Estado, que si bien tiene una estructura jurídica análoga al impuesto, se diferencia de éste por el presupuesto de hecho adoptado por la ley, que consiste en el desarrollo de una actividad estatal que atañe al obligado desde el momento en que el Estado organiza el servicio y lo pone a disposición del particular, éste no puede rehusar su pago aun cuando no haga uso de aquél, o no tenga interés en él, ya que el servicio tiene en mira el interés general. También señaló allí, que esta distinción entre especies tributarias no es baladí, debido a que desempeña un rol esencial en la coordinación de las potestades tributarias entre los diferentes niveles de gobierno, pues el art. 9°, inc. b, de la ley 23.548, de coparticipación federal de impuestos, excluye a las tasas retributivas de servicios efectivamente prestados de la prohibición de aplicar gravámenes locales análogos a los nacionales distribuidos. Y también señaló que al cobro de una tasa debe corresponder siempre la concreta, efectiva e individualizada prestación de un servicio relativo a algo no menos individualizado (bien o acto) del contribuyente. Ante la falta de local comercial dentro de la jurisdicción, queda en evidencia en éste caso que no se acreditó qué servicio concreto e individualizado pudo haber brindado el municipio y que sería la imprescindible causa legitimadora de la pretensión tributaria. Ante la negativa de tal extremo por parte de la actora, el municipio demandado ni siquiera intentó demostrar su acaecimiento, pese a encontrarse indudablemente en mejores condiciones de probar la prestación de alguno de dichos servicios. La efectiva prestación de un servicio individualizado en el contribuyente es un elemento esencial para justificar la validez de la imposición de una tasa, por lo cual es un punto que debe ser debidamente esclarecido para la adecuada decisión de esta contienda. Las prestaciones que la Municipalidad alegó haber brindado y que en la inteligencia de ambas darían lugar a su derecho a exigir la retribución pretendida, no son servicios ni concretos, ni efectivos, ni individualizados referidos a algo no menos individualizado (bien o acto) del contribuyente. Cabe recordar lo expresado por el Dr. Belluscio, sobre un tributo de similar alcance, en cuanto a que si los servicios que se pretenden hacer retribuir por una tasa son prestados uti universi, la norma resulta irrazonable, "toda vez que carga sobre aquellos contribuyentes que realizan actividades comerciales, industriales o de servicios la supuesta manutención de servicios públicos indiscriminados que beneficiarían a toda la comunidad, consagrando así una manifiesta iniquidad". A lo que cabe agregar la excesiva latitud de la norma impugnada "al no discriminar debidamente los servicios cuya manutención solicita, posibilitando la eventual recaudación de los fondos para una finalidad ajena a la que presuntamente le habría dado origen", toda vez que dicha gabela también retribuye "Cualquier otro servicio que preste la Municipalidad no retribuido por una contribución especial".


    Gasnor S.A. c/ Municipalidad de La Banda s/ Acción meramente declarativa – Medida cautelar


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 711483/2007/1/RH1, 07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


        Pago de servicios. Juicios en que es parte una provincia. Ejecución fiscal. Juicio ejecutivo. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia.


    Remisión al fallo de la causa: G. 2426, L. XLI, Originario ¨Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato y cobros de pesos¨; y al dictamen de la causa: G. 57, XLVII ¨Gobierno de la Ciudad de Buenos Ai


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1252/2017/29 de agosto de 2017


    Ver dictamen





    Servicios de comunicación audiovisual


    Medidas autosatisfactivas. 


    Remisión al dictamen de la causa FMZ 35214/2015/CS1 “Supercanal S.A. c/ Piñero, Daniel Enrique y otro s/ Amparo contra actos de particulares”.


    Arco de Acción Ciudadana y otros c/ La Rioja Telecomunicaciones SAPEM y otro s/ Medida autosatisfactiva


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 694/2016/CS1, 18 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Sucesiones



    Competencia. Desplazamiento de la competencia. Fuero de atracción. Falta de agravio concreto. Queja por denegación del recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria por no revestir carácter de sentencia definitiva; requisito que no puede suplirse, aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. en un área eminente naturaleza fáctica y de derecho común y procesal, tampoco se advierte un gravamen concreto y actual de insuficiente o imposible reparación ulterior, que permita equiparar la resolución a una sentencia definitiva, puesto que no se clausura la vía judicial intentada y la actora queda sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir tramitando su pretensión. Dado que la doctrina de la gravedad institucional -que no constituye una causal autónoma de procedencia del recurso- exige verificar la presencia de cuestión federal suficiente, así como acreditar que la actividad revisora de la Corte se reclama a partir de repercusiones que exceden a las meramente individuales, es menester concluir que el enunciado formulado genéricamente, carece de idoneidad para habilitar la apertura de este remedio de excepción.


    Susini, Hernán Gonzalo c/ Guiraldes, Rosaura Lía y otros s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 2011/2013/1/RH1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Trata de personas


    Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde que la Corte Suprema de Justicia de la Nación solicite al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de la Nación que informe si la imputada reviste status diplomático y que, eventualmente, requiera por intermedio de la Cancillería, la conformidad exigida por el artículo 24, inciso 10, último párrafo, del decreto-ley 1285/58 y el artículo 32 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, para que pueda ser sometida a juicio.


    N.N. s/ Infracción art. 145 bis del Código Penal según Ley 26.842


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1466/2017/CS1, 31 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Tributos


    Tasas. Alumbrado, barrido y limpieza. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 230, L. XLVI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social Dirección Nacional de Vialidad s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2167/2016/16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo xiiI


    Derecho Procesal Penal


    Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario



    Régimen penal cambiario. Declaración jurada falsa. Non bis in ídem. Concurrencia simultánea de infracciones independientes. Procedimiento penal único. 


    La Corte ha sostenido en reiteradas oportunidades desde el precedente de Fallos: 272:188, el derecho constitucional aducido por el tribunal de apelación veda efectivamente la nueva aplicación de una pena por un mismo hecho y también la exposición al riesgo de que ello ocurra a través de un nuevo sometimiento a proceso de quien ya lo ha sido por el mismo hecho. La garantía contra la persecución penal múltiple no prohíbe que, cuando se postula que un único hecho o conjunto de hechos constituye una pluralidad de ilícitos -como en el caso de "concurrencia simultánea de infracciones independientes" regulado por el artículo 3 de la ley 19.359- se requiera el dictado de una multiplicidad de condenas correspondiente a todas las infracciones alegadas si es que ello tiene lugar en un único procedimiento penal. Eso es lo que ha ocurrido en el caso en examen, con la salvedad de que sólo una de las dos imputaciones, que fueron ventiladas en un único y mismo proceso, desembocó en un pronunciamiento condenatorio. En cambio, la otra –la vinculada con el incumplimiento del límite fijado en la comunicación "A" 4128 Y el pedido de conformidad previa regulado por la comunicación "A" 3722- fracasó en virtud de la decisión del juez de primera instancia, que ninguna parte impugnó, de aplicar retroactivamente a los sucesos en litigio el nuevo límite para la compra de divisas establecido en la comunicación "A" 5963. El artículo 1, inciso c, de la ley 19.359 abona este criterio desde que tipifica de modo independiente "toda falsa declaración relacionada con las operaciones de cambio." Como se aprecia en su propio texto, se trata de una infracción autónoma aunque pueda suscitarse en vinculación con cualquier operación cambiaria.


    C. M. A. S. de B. S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 45/2016/2/RH2, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Apelación directa a la Corte


    Cuestiones de competencia. Resoluciones apelables. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Las sentencias que deniegan el fuero federal son susceptibles de apelación extraordinaria y, por tanto, la intervención previa de la cámara de casación es necesaria. Por otra parte, resulta arbitraria la decisión de privar al Ministerio Público de la posibilidad de ejercer en la única forma prevista por la legislación positiva un control sobre la correcta asignación de la competencia, en particular, cuando está comprometida la jurisdicción federal establecida en la Constitución Nacional. También se destaca la dimensión institucional que presenta el caso, ya que la interpretación del a quo se proyecta a todos los procesos tramitados según el artículo 196 bis del Código Procesal Penal en que aparezcan elementos que determinen la competencia federal en razón de la materia. La posición sostenida por el Fiscal General encuentra respaldo en la Resolución PGN 30/01, que contiene directivas para los fiscales nacionales de instrucción a cargo de las investigaciones tramitadas según el artículo 196 bis del Código Procesal Penal, entre las cuales se establece que los magistrados del Ministerio Público no decidirán en materia de acumulación, conexidad y competencia, porque las leyes establecen para ese caso la necesidad de una resolución judicial y para preservar los derechos de todas las partes, en particular, el de impugnación. Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa no justifican, en principio, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, cabe hacer excepción a ese principio cuando lo resuelto se sustenta en afirmaciones dogmáticas y estereotipadas que no dan respuesta jurídica a la controversia suscitada, lo cual conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante, con menoscabo de la garantía del debido proceso consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional. Esta situación se presenta en el sub lite, pues el fallo de la cámara de casación se limitó a negar que el recurso se dirigiera contra una sentencia recurrible en los términos del artículo 457 del Código Procesal y la doctrina legal aplicable, sin dar una respuesta concreta a los agravios que muestran que el supuesto es apto para ser conocido por la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48 y, en consecuencia, la intervención de la Cámara de Casación resulta ineludible.


    N.N. s/ Robo de automotor, falsificación, etc.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47504/2015/1/1/1/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Arresto domiciliario


    Prueba pericial. Diagnóstico médico. Apreciación de la prueba. Ministerio Público Fiscal. Debido proceso. Sentencia arbitraria. 


    Control de la prueba por parte de las partes.


    El Ministerio Público se agravió por considerar que se había vulnerado la garantía del debido proceso que ampara a todas las partes por igual, en tanto la decisión del tribunal oral se fundó en un informe médico emitido por profesionales dependientes del Servicio Penitenciario Federal, cuyas conclusiones nunca fueron sometidas a contradictorio. En la oportunidad de intervenir el a quo por primera vez en este incidente, a raíz de la interposición del recurso de casación del imputado contra la decisión del tribunal oral que le había denegado la detención domiciliaria, resolvió hacer lugar a ese recurso y reenviar el caso, tras sostener que ese tribunal no había tenido en cuenta el informe médico mencionado, dado que había sido presentado por la defensa recién en la instancia de revisión. Pero el tribunal oral, en lugar de abrir el debate sobre esa prueba nueva y emitir un segundo fallo que la valorara circunstanciadamente, ponderando las alegaciones de las partes en ese debate, se limitó a dictar otra resolución basada exclusivamente en los fundamentos brindados por la cámara de casación dos días antes. La magnitud de la afectación de la facultad de este Ministerio Público de contradecir la prueba se advierte cabalmente al observar que el informe médico en el que se fundó la concesión de la detención domiciliaria expone conclusiones contrarias a las brindadas por los profesionales del Cuerpo Médico Forense, cuya opinión debe ser debidamente considerada antes de resolver sobre la medida en cuestión para dotar a la decisión jurisdiccional de fundamento suficiente. En consecuencia, resulta arbitraria la decisión del a quo impugnada mediante recurso federal, en tanto se basó en que el temperamento adoptado por el tribunal oral tras el reenvío está suficientemente motivado en las condiciones actuales de salud del imputado, sin brindar ninguna respuesta a aquel agravio planteado oportunamente. Según consolidada jurisprudencia de la Corte, es insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso.


    M., José Félix s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3993/2007/49/3/CS1, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes


    Revocación de la libertad condicional. Unificación de penas. Defectos en la fundamentación normativa. Sentencia arbitraria. 


    El apelante se agravia con razón por la total ausencia de fundamentación de una decisión que, por lo demás, no encuentra justificación en el derecho positivo aplicable al caso. Al revocar la decisión del tribunal de juicio en cuanto había declarado reincidente al condenado, el pronunciamiento apelado no cumplió con el requisito de fundamentación suficiente necesario para ser reconocido como acto jurisdiccional válido. En aplicación de la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias debe, por ello, ser dejado sin efecto.


    D., Daniel Andres


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 11992/2015/TO1/2/1/1/1/RH1, 20 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Condena condicional


    Comisión de nuevo delito. Acumulación de penas. Revocación de la condena condicional. Interrupción de la prescripción de la acción penal. Procedencia del recurso. 


    La Procuración General de la Nación, mediante resolución PGN n° 104 del 17 de noviembre de 2011, sostuvo que la comisión de un nuevo delito opera de pleno derecho como causal de interrupción de la prescripción de la acción penal y que "si el imputado por la comisión de un primer delito comete un segundo delito antes del vencimiento del plazo de prescripción correspondiente al primero, el hecho de la comisión del segundo delito interrumpe la prescripción del primero (y) la eventual sentencia que afirma con certeza que ese segundo delito del mismo imputado efectivamente existió sólo tiene efecto declarativo". La noción que se defiende es que en las normas que comparten esta estructura sólo importa que el nuevo delito se cometa en el plazo contemplado para que se produzca, de pleno derecho, la consecuencia jurídica prevista, y si bien el principio de inocencia exige siempre que el nuevo delito sea determinado por una sentencia firme, sus efectos son ex tunc. Asimismo, se siguió esa línea en un precedente en que se debatía si correspondía, a tenor de los artículos 15 y 16 del Código Penal, revocar la libertad condicional y unificar penas en el caso de que durante ese período el condenado hubiera cometido un delito, aun cuando su existencia fuera establecida por sentencia firme de fecha posterior al vencimiento de la condena que se estaba cumpliendo en libertad.


    P., Martín Sebastián s/ Robo con arma


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25599/2012/TO1/4/RH1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Condena penal


    Violación de derechos humanos. Torturas. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Violación de la ley o doctrina legal. 


    Precedente de Fallos: 328:1108 y 329:6002.


    Atento que el recurso de casación llevó a la consideración de la cámara un planteo serio en los términos de la jurisprudencia de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, resultan de aplicación los precedentes registrados en Fallos: 328:1108 y 329:6002. De acuerdo al criterio de la Corte "Siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de esta Corte, por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme al ordenamiento procesal vigente, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del art. 14 de la Ley 48". Asimismo, el Tribunal sostuvo que la Cámara Nacional de Casación Penal constituye un órgano intermedio ante el cual las partes pueden encontrar la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, máxime si los agravios planteados involucran una cuestión federal.


    M., Víctor Guillermo y otros


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2986/2012/TO1/19/1/RH4, 21 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Contienda de competencia



    Tenencia de estupefacientes. Narcomenudeo. Competencia provincial. 


    Toda vez que la actividad desplegada por los imputados sería la tenencia de sustancias prohibidas con fines de comercialización al menudeo, es de aplicación el criterio establecido por la Corte en Comp. 130 L. XLII, "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737". De conformidad con lo resuelto por la Corte en Comp. 611, L. XLIII, "Constante, Ramón Ceferino s/ Infr. Ley 23.737", la eventual aplicación del artículo 11 de la ley 23.737 no modifica esa solución.


    P., Nicolás y otro s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 910/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Usurpación de títulos u honores. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción donde se lo confeccionó. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en que fue descubierto el delito.


    R., Erika Gisele s/ Usurpación de título


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56165/2016/1/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional.


    Tiene resuelto el Tribunal, en numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo, circunstancia que no se presenta en el caso. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juez nacional profundizar la investigación respecto de la sustracción del motovehículo con motivo de su secuestro en sede provincial.


    A., Nicolás Osvaldo Jeremías s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 433/2017/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Extravío de cheque. Estafa. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquel donde se presentaron al cobro.


    N.N. - Denunciante: U., Elsa Noemí s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1579/2017/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Falsedad ideológica. Uso de documento adulterado. Identidad de objeto procesal. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 41; L. XLIX, "N.N. s/ Estafa”.


    R., Oscar Gerardo y otro s/ Denuncia falsedad ideológica uso documento adulterado o falso


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10599/2012/1/CS1, 16 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Remisión a los fallos de las causas: CSJ 87/2016/CS1 "N.N -Denunciante Abraham Marcelo- s/ Uso de documento adulterado"; Fallos 327:3219.


    Habida cuenta que para la realización de los hechos, se habría utilizado la fotocopia del Documento Nacional de Identidad de la denunciante y de acuerdo con la doctrina sentada por la corte en fallos 327: 3219 y competencia n° CSJ 87/2016/CS1 ¨ N.N –Denunciante Abraham Marcelo- s/ Uso de documento adulterado¨ es que corresponde a la justicia de excepción continuar con la presente pesquisa.


    N.N. s/ Falsificación doc pub denunciante: A., Maria


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 1000/2017/1/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Homicidio simple. Inimputabilidad. Residencia habitual del niño. Competencia provincial. Juzgado de Familia. Interés del menor.



    Atento que al momento de cometer el hecho en una ciudad de Córdoba, respecto del cual fue declarado inimputable por esa jurisdicción en razón de su edad, el menor se encontraba bajo protección tutelar de la justicia cordobesa, que previamente había permitido su salida, y a la cual fue restituido por las autoridades administrativas de Santa Fe de acuerdo con el criterio de la fiscalía y la asesoría de menores de Córdoba, que corresponde al juzgado cordobés seguir interviniendo en las presentes actuaciones, ya que en esas condiciones y teniendo en cuenta que el imputado continúa alojado en un instituto de esa provincia, en la que también reside su familia, esta solución es la que mejor contempla el “interés superior del niño”.


    M., A. C. s/ Actuaciones labradas con motivo del traslado al Complejo Esperanza de la Ciudad de Córdoba


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1749/2016/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Abandono de personas. Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Juez previniente. 


    Este conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que V.E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En tales condiciones, corresponde al magistrado provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darles precisión y resolver, luego, con arreglo de lo que de ello surja.


    B., H. y otro s/ Abandono agravado por el vínculo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1194/2017/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Abigeato. Competencia provincial. 


    No surge de las constancias agregadas al incidente que el hecho hubiera entorpecido el funcionamiento de la administración nacional ni el buen servicio que deben prestar sus empleados, en la medida que el arma de fuego reglamentaria fue provista por la Policía de la Ciudad de Buenos Aires, lo que no atribuye por sí, competencia al fuero de excepción si no se afectan los intereses federales del servicio.


    N.N. - denunciante: T., Rodrigo David s/ Abigeato Art. 167 quater inciso 3


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1731/2016/CS1, 16 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Toda vez que de las constancias incorporadas al legajo surge que la presunta sustracción de los animales habría ocurrido en La Pampa, corresponde a la justicia de esa provincia, que además previno.


    N.N. s/ Hurto de ganado. Dte: Silvana Nadia B.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1231/2016/CS1, 20 de marzo de 2017


    Ver dictamen 


    Abuso deshonesto. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Toda vez que de los dichos de la denunciante, se desprende que el hecho habría ocurrido en el domicilio del imputado, ubicado en la provincia, circunstancia luego corroborada al identificárselo mientras se hallaba con la víctima, compete al magistrado local asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para la pesquisa.


    Graza, Marco Antonio Luis s/ Abuso deshonesto


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40993/2016/1/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    Tiene dicho la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    Incidente N° 1 - Imputado: L.A., L.I. s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2983/2016/TO1/1/CS1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado por parentesco. Competencia provincial. 


    Tiene establecido el Tribunal que las declaraciones del denunciante pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroborados, en la medida que no se encuentren desvirtuados por otros elementos de la causa. Habida cuenta que según doctrina de la Corte, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las manifestaciones de la damnificada surge que los sucesos habrían acaecido en el domicilio en el que convivió con el imputado, en territorio bonaerense, corresponde al Juzgado de Garantías conocer en estas actuaciones.


    L., S. A. s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36357/2017/1/CS1, 19 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Declaración de la víctima menor. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Precedente de la causa CCC 68493/2015


    Toda vez que de las manifestaciones de la menor a las autoridades educativas y del organismo de la especialidad de esta ciudad, se desprende que los presuntos abusos sexuales de los que habría sido víctima, habrían sucedido en la vivienda familiar que compartía con el imputado, corresponde al juzgado del domicilio de la víctima.


    B., A. s/ Ab. Sexual Art. 119 5° p. circ. inc. a, b, d, e, f, 1° p. Denunciante: Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Gobierno de la CABA y otros


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37789/2016/1/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen 


    Economía procesal. Domicilio del imputado. Interés del menor. Competencia nacional. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    Toda vez que tanto de los dichos de la denunciante como de la propia víctima se desprende que los dos hechos de abuso habrían ocurrido uno en la provincia y el otro en esta ciudad, en el marco de la convivencia con el padre de la niña dentro de un contexto familiar común, deben ser juzgados por un único tribunal; cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado. En tales condiciones, y atento que cabe a todos los organismos intervinientes, velar para hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores y evitar la reedición de la misma situación traumática, corresponde proseguir la investigación al juzgado nacional, a cuyos estrados concurrió la denunciante a hacer valer sus derechos.


    M., N. A. s/ Abuso sexual - Art. 119, 1 °


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53408/2015/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Interés del menor. Residencia habitual del niño. Economía procesal. Competencia territorial. Competencia provincial. 


    Si bien no surge con claridad de la denuncia el lugar de comisión de los ataques contra la integridad sexual en perjuicio de la niña, pero sí que ésta y su hermana menor permanecieron con el imputado, corresponde a la justicia bonaerense asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, sin perjuicio de cuanto pudiere resultar del trámite ulterior. Y en tanto las partes interesadas se domiciliarían actualmente en territorio de la provincia de Buenos Aires, tal solución es la que mejor atiende a razones de razones de economía y celeridad procesal, y asegura la proximidad con los órganos de justicia y contempla el interés superior del niño.


    L., J. s/ Violación de menor de 13 años


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1478/2016/CS1, 28 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Abuso sexual. Acceso a la justicia. Residencia habitual. Competencia provincial. Juez previniente. 


    En concordancia con lo dispuesto en las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad, a la que adhirió la Corte mediante acordada 5/2009 y la Procuración General de la Nación por la resolución PGN n° 58/09, no se puede soslayar que el derecho a acceder a la justicia requiere que la tutela judicial resulte efectiva, esto es, que sea oportuna y posea la virtualidad de resolver definitivamente la cuestión sometida a su conocimiento. Todo ello se vería seriamente afectado en el presente caso, máxime tratándose de la presunta comisión del delito de abuso sexual, si el trámite del proceso se traslada de la sede de residencia de la víctima, alejándola de la posibilidad de ejercitar sus derechos con plenitud.


    B., L. s/ Abuso sexual - Art. 119, 3° párrafo


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1640/2016/CS1, 06 de abril de 2017


    Ver dictamen 


    Cámara nacional de apelaciones. 


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Es criterio de la Corte Suprema Justicia de la Nación que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. r, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal, conforme lo dictaminado por esta Procuración General “José Mármol 824” tal como se cita.


    L., A. y otros s/ Abuso sexual


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2846/2016/1/CS1, 31 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Domicilio. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Toda vez que de las manifestaciones de la denunciante, a las que cabe atenerse para discernir la competencia, en tanto no se encuentran desvirtuadas por otras constancias del incidente, se desprende que los presuntos actos sexualmente abusivos habrían ocurrido en territorio bonaerense, donde ambas residen actualmente y también lo seguiría haciendo el imputado.


    A. R., D. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11789/2017/1/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. Juez previniente. 


    Conforme se desprende de las propias manifestaciones de las víctimas, los sucesivos ataques a su integridad sexual habrían ocurrido tanto en esta ciudad como en la provincia de Buenos Aires y dentro de un mismo contexto delictivo, por lo que deben ser juzgados por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente para la eficacia de la investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.


    A., E. s/ Abuso deshonesto - mod. Ley 25.087 (sustituido conf. Art. 23, Ley 26.842)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 15919/2016/1/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Juez previniente. Interés del menor. Competencia nacional. 


    En tanto los jueces reconocen que los hechos de los que habría resultado victima la menor ocurrieron en distintas jurisdicciones y en el marco de un mismo contexto de violencia familiar, la elección del tribunal que deberá juzgarlos debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. En ese sentido, cabe señalar que la causa tramitó desde su inicio en esta Capital, a raíz de una denuncia efectuada por la tía de la víctima al Programa específico del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, donde tomó intervención el Consejo de Niños, Niñas y Adolescentes del gobierno de la ciudad, la justicia civil de menores dictó medidas precautorias en relación al resguardo de la joven, designándole un tutor público, y ésta fue entrevistada en cámara Gesell, a lo que deben agregarse los distintos testimonios brindados durante la instrucción en esta sede, que ya lleva dos años. Por lo tanto, es la justicia nacional, que además previno, la que se encuentra en mejores condiciones de continuar el trámite de la causa y extremar los recaudos necesarios para seguir con la búsqueda de paradero de la víctima, respecto de quien se advirtió en la entrevista de cámara Gesell una "acentuada vulnerabilidad psíquica y eventual exposición a situaciones de riesgo hacia sí misma", pues cabe a todos los organismos intervinientes velar para hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores.


    M., R. s/ Abuso sexual - Art. 119, 5° p. inc. a, b, d, e, f, 1° p.


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51638/2015/1/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Interés del menor. Competencia nacional. 


    Las constancias que integran el legajo permiten inferir razonablemente que las sucesivas conductas de abuso sexual en perjuicio de la menor se encuentran enmarcadas en el ámbito intrafamiliar y forman parte de un mismo contexto delictivo que deben ser juzgadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado. En este último aspecto cabe tener en cuenta el seguimiento de contención efectuado por el Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes porteño desde que se denunciaran los anteriores abusos, en cuyo marco la joven ya fue entrevistada bajo la modalidad de cámara Gesell. A ello cabe agregar que ésta habría regresado con su madre a la República del Paraguay, de donde es oriunda, y que antes de la partida habían retomado la convivencia provisoria en esta ciudad. En tales condiciones, y atento que cabe a todos los organismos intervinientes velar para hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores y evitar la reedición de una misma situación traumática en distinta sede, corresponde entender en la investigación al Juzgado Nacional el cual, aunque no haya sido parte en la contienda, se encuentra en mejores condiciones de resguardar esos intereses.


    N.N. s/ Averiguación de delito - Denunciante: Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Gobierno de la CABA y otros


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38395/2016/1/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Interés del menor. Residencia habitual del niño. Juez previniente. Juzgado de garantías. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Solamente se encuentra agregada la denuncia, sin que consten los pormenores de los hechos de violencia cometidos, así como tampoco actuación alguna relacionada con la propia víctima. Tales circunstancias permitirían esclarecer la situación en que se encuentran tanto la menor como su madre y sopesar las razones de conveniencia en cuanto al territorio, sobre todo teniendo en cuenta que cabe a todos los organismos intervinientes, hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores.


    C., M. A. s/ Abuso sexual


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2199/2016/CS1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, por lo que la justicia nacional deberá continuar con la investigación.


    S., A. G. s/ Abuso sexual


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1461/2017/CS1, 19 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que resultan competentes para conocer en una denuncia de abuso sexual los magistrados con jurisdicción en los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica.


    Incidente N°1 – Damnificado: Y., M. A. NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13575/2016/1/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En atención a que de los dichos de la denunciante, a los que cabe atenerse para discernir la competencia en tanto no se encuentran desvirtuados por otras constancias del incidente, surge que los presuntos actos de abuso sexual en su perjuicio y de su hermano habrían ocurrido en territorio bonaerense, circunstancia no controvertida por el juez provincial, corresponde a él entender en la causa e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación, sin perjuicio de su eventual remisión a otro juez de su misma provincia de acuerdo con las reglas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    O., L. M. s/ Violación según párrafo 4to. Art. 119 inc. b)


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11004/2017/1/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Teniendo en cuenta las manifestaciones de la damnificada, a las que cabe atenerse para discernir la competencia, en tanto no aparecen desvirtuadas por otras constancias del incidente, y las recientes tareas de investigación, de las cuales se desprende que aquélla reconoció el lugar de comisión de los hechos, situándolo en una vivienda del partido de 3 de Febrero, compete al juzgado provincial proseguir con el trámite de la causa, sin perjuicio de que si su titular entiende que corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación son ajenas a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Abuso sexual - Art. 119 3º párrafo


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53623/2016/1/CS1, 19 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Medios de comunicación electrónica. Acceso restringido. Competencia Federal.


    Habida cuenta que de acuerdo a los dichos del denunciante surge que se habría violentado el usuario de la red social, que constituye “una comunicación electrónica” o “dato informático de acceso restringido”, en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación. Es por ello que corresponde al fuero federal continuar con las actuaciones.


    N.N. s/ Violación correspondencia medio elect. Art. 153 2° P


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1321/2017/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Personas con discapacidad auditiva. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    A través de distintos elementos del incidente se determinó que los hechos sucedieron en territorio provincial donde, además, se domicilia la presunta víctima, correspondiendo a la justicia local asumir su jurisdicción e incorporar los elementos necesarios para proseguir la investigación.


    N.N. s/ Abuso deshonesto - Mod. Ley 25.087 (sustituido conf. Art. 23 ley 26.842) -


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74885/2016/1/CS1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Víctima menor de edad. Delito continuo. Economía procesal. Domicilio del imputado. Interés del menor. Competencia provincial. 


    Unidad contextual. Único tribunal a cargo.


    Toda vez que los abusos habrían ocurrido en dos jurisdicciones, en el marco de coerción que el encausado habría ejercido sobre la joven mediante advertencias sobre el desalojo de su familia, y formarían parte de un mismo contexto delictivo, resulta conveniente que sean juzgados por un único tribunal con miras en una más eficaz investigación y mayor economía procesal sobre todo a fin de evitar la reedición de situaciones traumáticas para la víctima.


    C. O., P. s/ Abuso sexual- art. 119, 1 ° párrafo


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21466/2015/1/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Víctima menor de edad. Economía procesal. Domicilio del menor. Interés del menor. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Si bien de los elementos agregados al incidente se desprende que, en principio, los hechos aparecerían cometidos en el domicilio del padre de la menor, aún existen medidas pendientes de producción en sede provincial, para establecer las circunstancias que habrían rodeado a los presuntos abusos sexuales de que habría sido víctima.


    L., R. I. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1er. párrafo


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1262/2017/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Homicidio culposo. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Tiene establecido la Corte que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. En el caso, no consta que se haya profundizado la pesquisa en aras de dar base a una hipótesis delictiva con incidencia en la competencia material.


    B., José Maximiliano y otro s/ Homicidio culposo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1468/2016/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Paso a nivel. Atentado ferroviario. Competencia federal. 


    Toda vez que como consecuencia de la colisión y detención posterior se produjo así una efectiva interrupción del servicio ferroviario, corresponde a la justicia federal continuar con el trámite de la presente causa.


    C., Facundo s/ Lesiones culposas (Art. 94 - 1° párrafo)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 9/2017/CS1, 28 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Acopio de armas. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L. T. d. C. S.R.L. s/ Infracción Artículo 189


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 823/2017/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. Delitos federales. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales. Sin perjuicio de ello, toda vez que el juez de excepción entendió que no debían separarse las investigaciones y aceptó la existencia de materia federal en ellas, deberá ser él quien continúe con su trámite ya que su jurisdicción es exclusiva y excluyente.


    N.N. s/ Falsificación de documentación automotor


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8060/2016/1/CS1, 19 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción.


    R., María del Pilar s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44826/2015/1/CS1, 23 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 


    Habida cuenta que de las escasas probanzas del expediente no surge dónde se cometió la sustitución de las chapas patentes falsificadas, corresponde investigarla al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. denunciante: F., Virginia Beatriz s/ Falsificación alteración o supresión de número de registro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1261/2017/CS1, 31 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El hecho objeto del proceso constituye delito ajeno a la competencia del fuero de excepción, conforme ha sido resuelto en numerosas ocasiones por la Corte, en las que señaló que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sentado ello y habida cuenta de la ausencia de pruebas acerca del lugar dónde se cometió la sustitución de las chapas patentes, corresponde investigarla al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N.: Ministerio Público Fiscal, denuncia s/ Falsificación documentos públicos


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 13278/2016/1/CS1, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen 


    La Corte tiene dicho que las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En consecuencia y habida cuenta que el magistrado provincial no niega que el hecho denunciado haya ocurrido en su jurisdicción, debe declararse su competencia para conocer en la causa.


    NO (Referencia fotomulta, Zárate, Buenos Aires) s/ A determinar. Denunciante: E., Eliana Liz


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 7978/2016/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Jurisdicción donde se comprobó la anomalía.


    Habida cuenta que de las escasas probanzas del expediente no surge dónde se cometió la sustitución de las chapas patentes falsificadas, corresponde investigarla al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Falsificac. alterac. o supresión de número de registro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24674/2016/1/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Jurisdicción donde se comprobó la anomalía.


    Toda vez que el acta de infracción se realizó a un vehículo que presentaba colocadas chapas patentes que no le correspondían, aspecto que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, debe declararse la competencia de la justicia local, donde primero se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Falsificación o supresión de numero registro. Denunciante: C. Hugo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45525/2016/1/CS1, 06 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    N.N. denunciante: M., Micaela s/ Falsificación, alteración o supresión de número de registro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2052/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El hecho objeto del proceso constituye delito ajeno a la competencia del fuero de excepción, conforme ha sido resuelto en numerosas ocasiones por la Corte, en las que señaló que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sentado ello y habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la sustitución de las chapas patentes, corresponde investigarla al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 32546/2016/1/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Habida cuenta que de las escasas probanzas del expediente no surge dónde se cometió la sustitución de las chapas patentes falsificadas, corresponde investigarla al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Estafa. Denunciante: B., Betina Laura


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51518/2016/1/CS1, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Toda vez que la Corte tiene dicho que las infracciones al artículo 289, inc. 3°, del Código Penal son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía y en atención a que el magistrado provincial no niega que el hecho denunciado se haya descubierto en su jurisdicción, debe declararse su competencia para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    N.N s/ Falsificación, alteración o supresión de número registro Denunciante: R., Julio Fernando


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46451/2016/1/CS1, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Jurisdicción donde se comprobó la anomalía.


    Cuando de las escasas probanzas del expediente no surge dónde se cometió la sustitución de las chapas patentes, corresponde investigar al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Estafa y falsificación, alteración o supresión de número registro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16199/2016/1/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Tiene dicho la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo a la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie. El objeto de esta causa se limita a la infracción vinculada a la identificación de automotores (artículo 289, inciso 3° del Código Penal), supuestos sobre los que la Corte tiene dicho que son de competencia del tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo, cuando no sea posible determinar el lugar donde las patentes fueron cambiadas, hecho distinguible de la eventual transgresión aduanera ya puesta en conocimiento de la autoridad competente.


    B., Carlos Javier s/ Falsificación alteración o supresión de número de registro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1328/2017/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen 


    Encubrimiento. Robo. Juez previniente. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento. Por otra parte también tiene establecido que cuando no es posible determinar el lugar donde las patentes fueron cambiadas, corresponde atribuir la competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo. Por ello se debe asignar la competencia al juzgado provincial que previno y en cuyo ámbito territorial se verificó ese delito. Por otra parte, corresponde al magistrado local remitir testimonios de lo actuado al tribunal que conoce en la causa instruida por el hurto del vehículo, conforme a la doctrina de la Corte que señala que en virtud de la alternatividad que media entre el hurto y su encubrimiento, se impone la necesidad de contar con una investigación adecuada que defina la situación del sospechado por parte del juez que instruye el expediente referido al desapoderamiento.


    N.N. s/ Falsificación de documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1313/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Resistencia a la autoridad. Abuso de armas. Competencia nacional. Encubrimiento. Robo. Acusación alternativa. Competencia provincial. 


    En el caso, los imputados resistieron la persecución policial efectuando disparos de armas de fuego mientras conducían un automóvil con las chapas patentes sustituidas, que registraba una orden de secuestro por haber sido sustraído en jurisdicción bonaerense. En primer término, el juez nacional que dictó el procesamiento de los imputados será quien continúe conociendo de los delitos de sustracción de chapas patentes, resistencia a la autoridad y abuso de armas que se habrían consumado en esta ciudad. Por otro lado, si bien aquella decisión incluyó al delito de encubrimiento, el mismo magistrado que la dictó, declinó su competencia a favor de la justicia provincial en razón de la alternatividad existente entre esa infracción y el robo acaecido en esa jurisdicción. Sin embargo, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto a su posible participación en la sustracción para que, eventualmente, se atribuya competencia a la justicia nacional respecto del delito de encubrimiento. En tales condiciones, corresponde al juez provincial resolver atendiendo a esa doctrina para, luego, proveer lo que corresponda en la cuestión de competencia, sin perjuicio de que el magistrado nacional continúe entendiendo de las restantes infracciones.


    G., Roberto Ariel Andrés s/ Encubrimiento y disparo de arma de fuego


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54956/2016/5/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Adulteración del cheque. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    No se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. A los efectos de dilucidar a quien compete la investigación, es necesario ampliar los dichos del denunciante y contar con un informe bancario que permita conocer si el documento original pertenece a la chequera de la firma, si se encontraba en circulación y, en su caso, a quién fue entregado, así como también quién se lo dio al ejecutante, la causa de estas operaciones y su lugar de ocurrencia, a fin de poder determinar dónde tuvo lugar la entrega fraudulenta del documento.


    Agente Fiscal s/ Requiere instrucción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2261/2016/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia correccional. 


    Es doctrina de la Corte que para otorgar el conocimiento de la causa a la justicia de excepción, debe producirse la efectiva interrupción del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole.


    P., Carlos Leónidas s/ Entorpecimiento de servicios públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1693/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia federal. Juez previniente. 


    Doctrina de Fallos: 327:5168 y 328:28.


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues si bien de la sola denuncia -único elemento de juicio incorporado al incidente- puede deducirse que la protesta llevada a cabo afectó la circulación del camino y/o vía de acceso, no queda claro que se hubiere o no interrumpido de manera efectiva el tránsito de la ruta nacional en los términos exigidos por la doctrina de Fallos: 327:5168 y 328:28, entre otros.


    N.N.: Ministerio Público Fiscal s/ Remite denuncia s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Art. 194)


    COMP,FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 7916/2016/1/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Agente fiscal. Investigación del hecho. Deberes del fiscal. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia federal es de carácter excepcional y restrictiva, por lo que al momento del suceso debe existir una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del ejercicio de aquellas funciones de esa naturaleza, exigiendo que el funcionario autor o víctima de un delito haya estado cumpliendo tareas específicamente federales para que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3, inciso 3, de la Ley 48, se atribuya competencia a esa magistratura. Toda vez que de la denuncia se deduce que el objeto de la investigación sería la actuación del denunciado en su calidad de fiscal nacional de instrucción con jurisdicción en esta ciudad, y en relación con la denunciante, no existen elementos que hagan surtir esa jurisdicción. Por lo tanto, y más allá de cuál sea la calificación legal que concierna otorgarle a los hechos, corresponde al fuero nacional, aunque no haya formado parte de la contienda, tomar conocimiento de la "notitia criminis", e incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    Incidente N° 2 - Denunciante: G., Leticia Concepción - denunciado: V., Carlos Arturo s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14098/2016/2/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Amenazas calificadas. Competencia nacional. 


    La causa se instruye con motivo de una denuncia por agresiones físicas y amenazas. De acuerdo a lo que se desprende de las declaraciones de la víctima obrantes en la causa que, por el momento, no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa y teniendo en cuenta el contexto en que tuvieron lugar las expresiones por ella referidas, no puede descartarse que la finalidad que habría guiado el obrar de la imputada haya estado dirigida a doblegar su voluntad para acceder a sus pretensiones. Por ello, en principio, el suceso "sub examine" excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y, por lo tanto, debe ser la justicia nacional la que conozca en ambos delitos, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    T., Jazmín s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1784/2016/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Toda vez que de los términos de la denuncia -no controvertidos por otros elementos de la causa- surge que, tal como lo sostiene el declinante, no resulta afectada ninguna institución de carácter federal, ni se pone en nesgo o peligro la seguridad o integridad del Estado Nacional, conforme lo requiere la doctrina de la Corte para habilitar su intervención, corresponde a la justicia provincial asumir el conocimiento de la causa.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 7218/2017/1/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Amenazas. Abuso sexual. Lesiones. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    Más allá de la significación penal que en definitiva corresponda asignar a los hechos, de los dichos de la denunciante, no controvertidos por otras constancias del expediente y a los que cabe atenerse para discernir la competencia, se desprende que éstos habrían tenido lugar en la provincia, hasta donde la víctima fue llevada por agentes del Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento.


    A. V., D. s/ Coacción, lesiones leves, abuso sexual y privación ilegal de la libertad agravada


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46681/2015/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Coacción. Competencia criminal y correccional. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En esa inteligencia, no surge de lo actuado que las amenazas dirigidas contra el denunciante excedan lo estrictamente particular, ni tampoco existen razones que sostengan la afectación de interés federal alguno ya que no estorba ni corrompe el buen servicio de los empleados de la Nación. Sin embargo, de acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por el denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al expediente, no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado a esas amenazas, haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad. Por lo tanto, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional de esta ciudad para conocer en esta causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    Incidente N° 2 - Imputado: Z., Néstor s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15908/2016/2/CS1, 18 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia en razón de la materia. Competencia Nacional. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de una calificación que le atribuyan, en iguales condiciones los jueces en contienda.


    C., Leonardo y otros s/ Coacción y amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62918/2015/1/CS1, 04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”.


    A., Ángel Javier s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1656/2016/CS1, 04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Toda vez que el juez local reconoce la jurisdicción de los tribunales bonaerenses en razón del territorio, corresponde declarar su competencia, sin perjuicio de que si luego considera que la investigación debe proseguirla otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    Incidente N° 1 - Denunciante: A. C., César Alberto. Imputado: A., Daniel Osvaldo s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48911/2016/1/CS1, 18 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Funcionarios públicos. Competencia federal. 


    Las amenazas se habrían dirigido a funcionarios nacionales por hechos vinculados con su desempeño y las medidas ordenadas tuvieron por fin resguardar la seguridad del denunciante y su familia, como así también la actuación del magistrado federal y las tareas de los tribunales de ese fuero, por lo que corresponde al Juzgado Federal seguir conociendo en estas actuaciones.


    C., Ricardo Daniel s/ Amenazas


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 3694/2017/1/CS1, 19 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Investigación del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Es doctrina de la Corte que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales, o se afecte la prestación del servicio de un establecimiento nacional para que, de conformidad con el artículo 3, inciso 3°, de la Ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura. Dado el embrionario estado en que se encuentra la investigación no es posible descartar que las amenazas hayan afectado el normal ejercicio de su función y, en consecuencia, el adecuado desarrollo de las actividades de la repartición.


    Incidente N° 1 - Denunciado: B., Miguel Ángel s/ Incidente de competencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6880/2015/1/CS2, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Lesiones. Abuso sexual. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La Corte no se encuentra en condiciones de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos y su posible calificación legal, para así formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, y finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Por ello, corresponde al Juzgado Penal, Contravencional y de Faltas que previno, continuar con el trámite de la presente, sin perjuicio de lo que surja con posterioridad.


    G., Pablo Rodolo s/ Lesiones leves (art. 89)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1440/2016/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Lesiones. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que las amenazas y lesiones objeto de la presente contienda no se encuentran controvertidas en cuanto al lugar de su comisión, en tanto el magistrado provincial no niega que hayan ocurrido en su territorio, deberá continuar conociendo en la causa.


    P., R. P. s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 779/2017/CS1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte, que las declaraciones de la víctima como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    M., Verónica s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1370/2016/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Medidas cautelares de familia. Violencia familiar. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. Toda vez que la amenaza recibida circunstancialmente en esta ciudad, formaría parte de un conjunto de sucesos acaecidos en territorio bonaerense y con la participación del mismo imputado, de acuerdo al criterio establecido por la Corte, resulta conveniente que su investigación sea realizada por la justicia provincial, más aun, cuando ya se encuentra investigando otros hechos que guardan relación con éste y, donde también, se domicilia la denunciante.


    M., I. s/ Amenazas con armas o anónimas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 975/2017/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Redes sociales. Competencia por el territorio. Domicilio del imputado. Juzgado de garantías. 


    Es doctrina de la corte que la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    T., Tatiana s/ Extorsión y amenazas. Denunciante: S., Ileana Solange


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64497/2016/1/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Reincidencia. Sentencia firme. Unificación de penas. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte, que cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. Sin embargo, al no haber procedido el tribunal nacional de acuerdo con la regla de la primera parte de ese artículo del ordenamiento de fondo, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma normal, razón por la cual corresponde a la justicia provincial -por haber impuesto la pena mayor- expedirse respecto de la unificación de ambas condenas.


    G., Leonardo Ezequiel s/ Amenazas Damnificado: P., Melina Anabella


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54216/2013/TO1/2/CS1, 09 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Restitución de menores. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La contienda no se halla precedida, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7 del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F., Jonatan Daniel s/ Amenazas Damnificado: F., Priscila Belen


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4159/2017/1/CS1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Robo. Competencia penal. Competencia contravencional y de faltas. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 318, L. XLVIII, "Corona, Alberto Rubén s/ Denuncia”.


    Denunciante: Unidad Fiscal de Intervención Temprana Sur del Ministerio Público Fiscal de la C.A.B.A. MPF 1745/2 y otros N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65931/2015/1/CS1, 07 de marzo de 2017


    Ver dictamen 


    Violación de secretos. Redes sociales. Medios de comunicación electrónica. Competencia federal. 


    En atención a que los dichos de la denunciante –que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa- surgen que habrían ingresado ilegítimamente a sus usuarios de la red social y correo electrónico, es por ello que corresponde que sean juzgados por la justicia federal.


    V., Leonardo Rubén s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1621/2017/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Violencia familiar. Economía procesal. Domicilio del imputado. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión a las causas: Comp. 475, L. XLVIII, “C., A. C. s/ Art. 149 bis” y 6667/2015/1/CS1 “G., C. L. s/ Lesiones agravadas”. Pluralidad de jurisdicciones.


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. Toda vez que la llamada telefónica, presuntamente intimidatoria, formaría parte de un conjunto de sucesos acaecidos en la ciudad de Buenos Aires y con la participación del mismo imputado, de acuerdo al criterio establecido por la Corte en el precedente de la referencia, resulta conveniente que su investigación sea realizada por la justicia local, más aun, cuando ya se encuentra investigando los hechos que guardan relación con éste, y donde también se domicilian la denunciante y el imputado.


    N., D. H. s/ Infracción Ley del Código Contravencional


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 872/2017/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Apropiación de cosa habida por error. Delito continuo. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Todas las extracciones realizadas por el imputado en un breve lapso responden a una misma finalidad de apoderarse de la totalidad del dinero que fue transferido por error y forman parte de un contexto delictivo común cuya investigación por separado sólo obraría en desmedro del principio de economía procesal.


    G., Cesar Osvaldo y otro s/ Apropiación de cosa ajena por error


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15151/2017/CS1, 19 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Objetos secuestrados. Competencia provincial. 


    No existe una concreta contienda negativa de competencia -que presupone que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa- toda vez que la juez provincial no cuestionó la competencia ordinaria en relación con las figuras a investigar.


    V., Ricardo Isidro y otro s/ Infracción art. 189 bis apartado (2) 2° párrafo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 713/2016/1/CS1, 31 de marzo de 2017


    Ver dictamen 


    Asegurador por riesgos del trabajo. Delitos contra la administración pública. Ingresos públicos. Denegatoria del fuero federal. Competencia provincial. 


    Toda vez que la causa versa, sobre una contratación supuestamente irregular llevada a cabo por el tribunal superior de una provincia en ejercicio de las funciones que le corresponden como responsable de la administración del poder judicial local, y la denuncia no contiene ninguna referencia específica a elementos que permitan advertir una maniobra destinada a perjudicar las rentas de la Nación u obstruir al buen servicio de sus empleados que pudiera habilitar la competencia federal con arreglo a las normas que rigen la materia, corresponde a la justicia provincial conocer en la causa que originó la contienda.


    Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires s/ Averiguación de delito


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3544/2016/1/CS1, 11 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Asistencia médica. Muerte. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En ese sentido, y toda vez que el hecho desencadenante de la muerte habría ocurrido en jurisdicción provincial, donde además recibió las primeras atenciones médicas, sin perjuicio de la resolución que en definitiva se adopte sobre el fondo del asunto, corresponde al Juzgado provincial conocer en estas actuaciones.


    N.N. s/ Muerte por causa dudosa. Damnificado: I., Carlos Israel


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9761/2017/1/CS1, 11 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Competencia provincial. 


    Las reglas de acumulación por conexidad de hechos independientes sólo pueden invocarse entre Jueces nacionales.


    M., Verónica Gabriela y otros s/ Asociación ilícita, etc.


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15783/2011/18/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Delitos comunes. Competencia provincial. 


    Tal como se ha planteado la cuestión, no es posible advertir del requerimiento de elevación a juicio, así como tampoco de la resolución que rechaza la competencia, algún elemento que permita acreditar una afectación a intereses federales. Cabe recordar que la intervención del fuero federal es excepcional y de interpretación restrictiva por lo que corresponde a la justicia local continuar entendiendo en la presente causa.


    R., Hermo Daniel Adolfo y otros s/ Encubrimiento y falsificación de documentos


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 28953/2014/TO1/30/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. AFIP DGI. Inspección General de Justicia. Afectación al servicio público. Competencia federal. 


    Los sucesos investigados han afectado el normal funcionamiento de un organismo nacional. De los elementos de prueba descriptos en el requerimiento de elevación a juicio, surge que los imputados constituían sociedades comerciales en escrituras públicas apócrifas mediante la utilización de documentos nacionales de identidad falsos que eran inscriptas en la AFIP y en la Inspección General de Justicia, lo que resulta suficiente para provocar la afectación del servicio que prestan esos organismos nacionales y sus empleados. Es criterio de la Corte que el carácter distintivo para asignar competencia a los tribunales locales o a la justicia federal no está dado por la existencia de un delito especial sustraído a la jurisdicción de aquéllos sino por la efectiva lesión o puesta en peligro, en cada caso, de un interés cuya tutela se encuentra asignada a los poderes de la Nación.


    D., Silvio y otros s/ Asociación ilícita


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 575/2012/TO1/15/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Robo. Acumulación de procesos. Competencia por conexidad. Competencia Nacional. 


    Más allá de la íntima vinculación que pudieran eventualmente mantener dos procesos, es doctrina de la Corte que las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, y que no pueden ser alteradas por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las disposiciones rituales.


    R., Leonardo Alberto y otros s/ Asociación ilícita y robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74115/2014/2/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen 


    Banco de datos. Telecomunicaciones. Competencia federal. 


    De acuerdo a los dichos del denunciante -no desvirtuados por otras constancias de la causa- surge que se habría ingresado a un sistema de base de datos que por sus características constituye un "dato informático de acceso restringido", en los términos del artículo 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación. Por lo expuesto, debe ser el fuero federal el que continúe conociendo en las actuaciones.


    N.N. s/ Violación sist. informático Art. 153 bis 1º párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 312/2017/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Calificación legal. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El declinante se limitó a agregar testimonios de las presentaciones del denunciante previas a su primera decisión, las cuales no bastan para suplir las deficiencias que motivaron el fallo de la Corte, principalmente en cuanto a la calificación de los hechos, lo que aparece como primordial a los efectos de discernir la competencia. Más allá de ello, si el magistrado entendió conducente un nuevo planteo de la cuestión, debió hacerlo de acuerdo a las normas procedimentales que la regulan para que la Corte pueda ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, solo así, existiría una verdadera contienda pendiente de solución.


    S., Jorge y otros s/ Averiguación delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11469/2015/1/CS1, 10 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Calumnias. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Toda vez que el propio Juez declinante efectuó la calificación legal de los hechos, sin que el magistrado local la haya puesto en duda, y en razón de que ni la ley 26.357, ni ninguna otra normativa de transferencia progresiva de competencias a la justicia de la ciudad incluye aquellas que puedan ser subsumidas en el artículo 109 del Código Penal, corresponde que sea la justicia nacional, que previno, la que continúe con la investigación, sin perjuicio de lo que pudiere corresponder respecto de la naturaleza de la acción penal. Debe observarse el criterio establecido por la jurisprudencia de la Corte, según la cual si uno de los jueces del conflicto expone argumentos que discrepan con la postura del declinante, el otro debe ponderarlos y no limitarse a elevar las actuaciones sin aportar nuevos elementos de juicio para evitar la sustanciación de la contienda y el perjuicio que ella provoca a la buena administración de justicia.


    P., Cristian. Imputado: V.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27098/2016/1/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Cámara Nacional de Apelaciones. 


    De acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, la presente contienda negativa de competencia debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido en el caso.


    G. S., Percy Richard y otros s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8004/2016/4/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    De acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, la presente contienda negativa de competencia debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido en el caso.


    M., Federico Nicolás s/ Hurtode automotor en la vía pública


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13389/2016/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Cámaras de casación. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 39442/2010, "T., Gabriel Alejandro".


    G., M. J. s/ Violación


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53112/2008/TO1/7/CS6, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 39442/2010, "Torti, Gabriel Alejandro".


    G., M. J. s/ Violación


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23112/2008/TO1/3/CS2-RH3, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Cheque sin fondo. Investigación inconclusa. Juzgado de garantías. Domicilio del banco. 


    Teniendo en cuenta que los cheques en cuestión eran de pago diferido, su causal de rechazo fue la inexistencia de fondos, que la estafa fue descartada por el juez que previno y que no existen, hasta el momento, elementos suficientes para modificar ese criterio, es que corresponde a la juez en donde se encuentran los bancos girados conocer en la investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 60 de la ley 24.452.


    C. P., Rubén Antonio s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1232/2017/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, la hipótesis delictiva prevista por el juez local, a instancias del dictamen fiscal, no tiene sustento en las constancias incorporadas al legajo, toda vez que los cheques en cuestión son de pago diferido y, por lo tanto, no podrían ser objeto del delito contemplado en el inciso 1° del artículo 302 del Código Penal (ley 24.452, artículo 6). Tampoco existen, por el momento, elementos suficientes para encuadrar los hechos en alguna otra infracción de ese ordenamiento.


    G., Ciro Marcos y otro s/ Infracción Art. 302


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 853/2017/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto, que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. En atención a que el contrato de reconocimiento de deuda, por su ambigua redacción, no alcanza para desvirtuar las manifestaciones del damnificado, en cuanto a que la entrega del cheque habría ocurrido en territorio provincial, corresponde al juzgado local.


    T., Pablo Gustavo y otro s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24823/2014/1/CS1, 28 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que no se ha realizado una mínima investigación en torno al cheque de pago diferido al que ha quedado circunscripta la contienda, sin que los dichos del denunciante puedan ser considerados suficientes a los efectos de determinar la operatoria comercial que lo rodeó o para calificar, con razonable certidumbre, el hecho denunciado, corresponde a la justicia bonaerense, en cuyo ámbito territorial se formuló la denuncia, continuar la investigación, sin perjuicio de que si entiende que corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53558/2016/1/CS1, 16 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Dado que el cheque que no pudo ser cobrado era de pago diferido, y su causal de rechazo, la calificación escogida por el declinante y que no existen, hasta el momento, elementos para modificar ese criterio, corresponde al juez bonaerense conocer en esta investigación.


    Incidente N° 1 - Querellado: P., Lucas Esequiel s/ Incidente de competencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 757/2015/1/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Rechazo del cheque. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable la doctrina del Tribunal, según la cual, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302, inciso 3° del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    C. M. S.A. s/ Infracción Art. 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49123/2015/1/CS1, 09 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Cheque. Hurto. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto reiteradamente que la sustracción de cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. Por lo tanto, corresponde al juez provincial profundizar la investigación respecto de la sustracción del cheque a partir de los elementos recabados a raíz de su hallazgo en esta ciudad y con independencia de lo que surja una vez individualizados sus anteriores tenedores y establecida su participación en el robo, la que debe ser descartada previo a calificar su conducta, si existiera, en el delito de encubrimiento.


    S., Ricardo Luis y otros s/ Hurto, estafa, falsificación de documento privado y uso de documento adulterado o falso (Art. 296)


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25266/2013/1/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Presentación al cobro. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto. En este sentido, la conducta a investigar es aquella prevista en el inciso 3° del artículo 302 del Código Penal, cuyo conocimiento corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado donde, además, se domicilian los actores, fue celebrado el contrato, entregado el documento y denunciada la sustracción.


    R. C., María Antonia s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10809/2016/1/CS1, 11 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Coacción agravada. Delitos informáticos. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que de los dichos de la denunciante, surge que no se habría violentado su usuario de la red social, por lo que no es de aplicación al caso la doctrina sentada por la Corte en la causa C. 778. XLIX, "Díaz, Sergio Darío s/ Violación correspondencia medios electrónicos. Art 153 2° p", resuelta el 24 de junio de 2014, y tampoco se advierte afectación de intereses federales, corresponde al juez local, que previno, continuar con la investigación.


    N.N. s/ Coacción agravada


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1358/2016/CS1, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Violencia de género. Delito continuado. Domicilio del imputado. Economía procesal. Competencia criminal y correccional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Dado que todos los hechos investigados conforman un mismo conflicto de violencia de género, cuya fragmentación obstaculizaría la eficacia de la investigación, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional.


    B., D. H. s/ Coacción agravada (Art. 149 Ter. Inc. 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 803/2017/CS1, 16 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Coacción. Autoridad nacional. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En la medida en que las expresiones de amenazas se dirigieron contra una autoridad nacional y son relativas a su desempeño como ministro de seguridad, corresponde intervenir a la justicia federal de la Ciudad de Buenos Aires. |


    M., Mario Guillermo s/ Coacción


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 567/2017/CS1, 10 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Falta de investigación suficiente.


    La Corte tiene dicho que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En este caso, no se ha identificado al damnificado, como así tampoco se lo citó a prestar declaración en sede judicial.


    O. C., Gonzalo s/ Coacción (Artículo 149 bis)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17314/2017/3/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 475 L. XLVIII “C., A. C. s/ Art. 149 bis".


    C., Diego Daniel s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 57/2017/CS1, 12 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Discriminación racial o religiosa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Dado que de la causa surge el lugar concreto desde el que se profirieron las amenazas, corresponde al juez bonaerense continuar interviniendo en la causa.


    M., Moira s/ Coacción (art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1467/2017/CS1, 05 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia contravencional y de faltas. 


    Tiene resuelto el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., Guido s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 804/2017/CS1, 05 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 475, L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis".


    Aun cuando las agresiones se traten como sucesos independientes y separados en el tiempo, formarían parte de un mismo contexto de conflicto familiar que se desarrollaría principalmente en jurisdicción de la provincia donde se habrían producido los efectos intimidatorios.


    T., Diego Hernán s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 95/2017/CS1, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia provincial. 


    Infracción Ley 23.737.


    Teniendo en cuenta que el Ministerio Público Fiscal habría basado su imputación sobre una base fáctica referida al último eslabón de la cadena de comercialización, y que el artículo 11 de la Ley 23.737 fija circunstancias agravantes especiales a las figuras previamente establecidas cuya esencia no modifica, debe ser la justicia local la que continúe interviniendo en esta causa.


    S., Demian Héctor s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 435/2017/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Narcomenudeo. Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte que es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran -como lo hizo la de Buenos Aires por ley 13.392, entre otras- a ese régimen legal. En ese sentido, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aún cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga.


    L., Cristian David y otros s/ Comercio de estupefacientes


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1416/2017/CS1, 11 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia por la materia. Fuero de excepción. Competencia federal. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    La comercialización ilegal de estupefacientes se desarrollaría en dos jurisdicciones distintas, siendo conveniente que la investigación de la causa quede a cargo de un único tribunal. Por tal motivo, y habida cuenta que la intervención del fuero de excepción es prioritaria en la materia, debe declararse la competencia del Juzgado Federal, que ya ha aceptado conocer parcialmente en la causa.


    S., Ricardo y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 507/2017/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El Ministerio Público Fiscal habría basado su imputación sobre una base fáctica referida al último eslabón de la cadena de comercialización, a lo que debe sumarse el avanzado estado del proceso, que se encuentra en etapa de juicio, debe ser la justicia local la que continúe interviniendo en la causa.


    C., Néstor Ezequiel s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1659/2017/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 159, L. XLIII, “Juárez, Rosa Stella Maris s/ Tenencia de estupefacientes”.


    G., Claudia s/ Infracción a la Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2307/2017/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia 398, L. XLII, "Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr. Ley 23.737".


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 4965/2017/1/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia 130 L. XLII, “Sandra, P. s/ Infracción a la ley 23.737” y Competencia 611, L. XLIII, "C., Ramón Ceferino s/ Infr. Ley 23.737".


    S., Adrián y otro s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1600/2017/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa C. 130, L. XLII, "Echeverría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737".


    Teniendo en cuenta lo resuelto por la Corte en “Constante” la eventual aplicación del artículo 11 de la ley 23.737 no modifica la solución dada en “Echeverría”.


    C., Juan Maximiliano s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1360/2017/CS1, 15 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Narcomenudeo. Competencia nacional. 


    Tiene establecido la Corte que es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, como lo hizo la de Buenos Aires por ley 13.392. Cuando el objeto de investigación se refiere a una actividad que se desarrollaría tanto en la provincia de Buenos Aires como en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, resulta conveniente que la investigación de la causa quede a cargo de un único tribunal.


    F., Rogelio Antonio s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1541/2017/CS1, 15 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Pluralidad de intervinientes. Domicilio del imputado. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Toda vez que el juez de excepción entiende que no corresponde separar las investigaciones, y ha aceptado la existencia de materia federal en ellos, deberá ser él quien continúe con la totalidad de la pesquisa ya que su jurisdicción es exclusiva y excluyente.


    M., Carlos Fabián y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1839/2016/CS1, 21 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Cámara nacional de apelaciones. 


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal. Por ello, no corresponde a la Corte intervenir en esta cuestión de competencia sino que de acuerdo con lo antes expuesto debe ser resuelta por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.


    G., José Luis s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45689/2016/1/CS1, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Conflicto entre jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Los conflictos entre jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, deben ser resueltos por la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término, sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia.


    Incidente N° 1 - Denunciante: M., Elizabeth Adriana - Imputado: N., Matías Leonardo y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45053/2013/1/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    N.N. s/ Secuestro extorsivo. Dte. B., César Homero


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 38673/2015/1/CS1, 13 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Abuso sexual. Competencia provincial. 


    Remisión a la causa CCC 24611/2015/1/CS1, “Guanca, Javier y otro s/ Abuso sexual – art, 119, 1° párrafo”.


    A. M., C. s/ Abuso deshonesto – mod. Ley 25.087 (sustituido conf. Art. 23 ley 26.842)


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11324/2016/1/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Toda vez que de los contestes dichos tanto de la denunciante como de la madre de la joven, a los que cabe atenerse para dirimir el presente conflicto al no aparecer desvirtuados por otras constancias del legajo, surge que la conducta sexualmente abusiva habría tenido lugar en la localidad de Avellaneda, corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción e incorporar los elementos necesarios para proseguir la investigación.


    N.N. s/ Abuso sexual – art. 119, 3° párrafo


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68049/2015/14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Defraudación. Abuso de firma en blanco. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Necesidad de profundizar la investigación. Precedente de Fallos: 308:213; 317:223 y 323:867.


    La declinatoria resulta prematura, en tanto el presente conflicto no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285. Ello así, pues de las escasas constancias agregadas al incidente no es posible determinar los hechos a investigar ni establecer con el grado de certeza que esta etapa exige, su verdadero alcance y el modo en que habrían ocurrido, lo que resulta imprescindible a fin de realizar una correcta calificación jurídica que sustente la declinatoria. En efecto, los términos de la denuncia y su ratificación no se presentan suficientemente concluyentes a tales fines, pues por el contrario reflejan algunas contradicciones que impiden resolver la contienda con la aplicación del criterio establecido por el Tribunal en Fallos: 308:213; 317:223 y 323:867. Las circunstancias deben ser debidamente esclarecidas con carácter previo a resolver el conflicto, máxime cuando ni siquiera se aprecien cumplidas las necesarias diligencias de comprobación tendientes a establecer el verdadero objeto de pesquisa, indispensable para discernir la eventual relevancia penal de hechos perfectamente determinados. Finalmente, frente a la multiplicidad de circunstancias que rodean la denuncia, una vez establecido su verdadero objeto, podría inclusive dar lugar a distintas hipótesis delictivas posibles. En definitiva, cabe concluir que la calificación ensayada por el juez nacional, sobre cuya base apoyó su incompetencia, no posee suficiente sustento en los antecedentes de la causa, por lo que corresponde que ese magistrado, que además previno y que dispuso su declinatoria sin darle precisión, profundice su investigación en el sentido señalado, y resuelva luego, de acuerdo con lo que de ello surja.


    R. E., Leonildo s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30771/2016/2/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Tarjeta de crédito. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Multiplicidad de hechos. Investigación quede a cargo de un único tribunal. Jurisdicción en el lugar donde se obtuvieron los datos de las tarjetas.


    Sin perjuicio de reparar que la Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Desde esta perspectiva, y habida cuenta que de los dichos de los denunciantes, que no se encuentran desvirtuados por otras constancias de la causa y que se compadecen con la documentación, surge que los datos necesarios para la utilización ilegítima de las tarjetas de crédito habrían sido obtenidas en un único local comercial ubicado en territorio provincial, lo que permitiría identificar a los eventuales responsables, corresponde declarar la competencia de la justicia local para seguir entendiendo en la causa.


    N.N. s/ Defraudación (art. 173, inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28119/2016/1/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen 


    Multiplicidad de hechos. Investigación quede a cargo de un único tribunal. Jurisdicción en el lugar donde se obtuvieron los datos de las tarjetas.


    Sin perjuicio de reparar que la Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Desde esta perspectiva, y habida cuenta que de los dichos de los denunciantes, que no se encuentran desvirtuados por otras constancias de la causa y que se compadecen con la documentación, surge que los datos necesarios para la utilización ilegítima de las tarjetas de crédito habrían sido obtenidas en un único local comercial ubicado en territorio provincial, lo que permitiría identificar a los eventuales responsables, corresponde declarar la competencia de la justicia local para seguir entendiendo en la causa.


    N.N. s/ Defraudación (art. 173, inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12865/2016/1/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    Jurisdicción en el lugar donde se recibió el dinero.


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. En este sentido, cabe señalar que si bien los depósitos fueron efectuados en la localidad de San Isidro, las cuentas de destino se encuentran radicadas en territorio de la provincia de Córdoba, cuyos titulares se encuentran identificados y desde las cuales se habría usufructuado el dinero, extremos que llevaron al fiscal a entender que ambos debían tener la posibilidad de ejercer su defensa. En tales condiciones, es la justicia cordobesa la que cuenta con mayores facilidades para continuar con la investigación, aunque no haya sido parte en la contienda.


    O., Silvana y otros s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19039/2016/1/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Más allá de los escasos elementos reunidos hasta el momento en el expediente, entre los cuales no surge con certidumbre dónde se encontrarían viviendo en la actualidad los menores, teniendo en cuenta, además, que la imputada dijo que se domiciliaria en Pontevedra, partido de Merlo, y alternativamente en esta Capital, lo cierto es que de las manifestaciones no controvertidas del denunciante surge que residían en esta ciudad -donde los visitaba- al momento en que aquélla los habría removido de su custodia, privándolo del contacto con ellos y del ejercicio de sus derechos y obligaciones. En consecuencia, corresponde a la justicia nacional, a cuyos estrados acudió el denunciante para hacer valer sus derechos, proseguir la investigación de esta causa, sin perjuicio de cuanto surja ulteriormente.


    F., Nadia Soledad s/ Infracción Ley 24.270


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68760/2015/1/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que resultan competentes para conocer en los delitos de robo y de privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal. Por aplicación de este principio, corresponde a la justicia nacional que previno y en cuyo ámbito comenzó el suceso, continuar con el trámite de las presentes actuaciones.


    N.N. s/ Robo automotor con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16392/2016/1/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Competencia por la materia. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    Remisión a la causa Comp. 398, L. XLII, "Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr. Ley 23.737".


    N.N. G. s/ Inf. Ley 23.737


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 2644/2016/1/CS2, 22 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Robo. Competencia provincial. 


    Maniobras ilícitas por parte de personal policial. Detenciones ilegales.


    Atento que el juez local no desconoce la naturaleza común del caso ni que los hechos objeto de esta contienda hubieren sucedido en territorio bonaerense, aunque en distinta jurisdicción a la suya, y toda vez que se reservó el conocimiento del supuesto robo cometido en José C. Paz, a él también le corresponde asumir la investigación de aquéllos e incorporar los elementos de juicio que considere necesarios para continuar su trámite, sin perjuicio de las cuestiones que posteriormente pueda plantear con otro magistrado de su misma provincia de conformidad con las reglas del procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    S., Federico y otro s/ Averiguación de delito


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12315/2015/1/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Llamados extorsivos desde un complejo penitenciario. Remisión al fallo de la causa Comp. 669, L. XLVII, "Moscoso, OIga s/ Denuncia".


    La contienda no fue correctamente planteada puesto que de la simple lectura surge que no existe atribución recíproca de competencia entre los magistrados ya que el juez provincial se limitó a afirmar que el hecho tuvo lugar en jurisdicción extraña y devolvió las actuaciones. Sin embargo, también ha resuelto la Corte que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal. Sentado ello y habida cuenta que el juez local no niega el carácter común del hecho a investigar y que, de lo actuado, no surge que el llamado extorsivo efectuado desde la unidad penitenciaria hubiere afectado el normal desarrollo de sus actividades, resultan de aplicación al caso los fundamentos que informaron la Competencia 669, L. XLVII, in re "Moscoso, OIga s/ Denuncia", a los que pertinentemente y en beneficio de la brevedad cabe remitirse.


    Denunciante N., Daniel y otro, N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 68464/2014/1/CS2, 20 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad calificada. Coacción. Robo. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual no es competente la justicia federal para conocer en la causa por privación ilegal de la libertad, si la coacción ejercida por el imputado respondió a motivaciones particulares y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, y además, en el caso ella concurre con el delito de robo, de estricta naturaleza común.


    D., Kevin Xavier s/ Robo


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2062/2016/CS1, 20 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Secuestro de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 3909/2015/CS1, "Angulo, Alfredo Aníbal y otros s/ Infracción Ley 23.737".


    Teniendo en cuenta que en el mismo procedimiento se incautaron estupefacientes y armas de fuego, las hipótesis a considerar son dos. Respecto de la primera de ellas, surge del acta de secuestro que la cocaína no se encontraba fraccionada, tal como lo establece el artículo 20, inciso 10, de la Ley 26.052, por lo que en el presente caso no puede afirmarse que estuviera destinada a la venta para su consumo. Ello es así, pues tampoco consta que se hubieran secuestrado junto a ella elementos destinados a su fraccionamiento y distribución. Por las razones allí expuestas, corresponde continuar conociendo en estas actuaciones a la justicia federal, que previno, y cuya intervención, además, es prioritaria en la materia. En relación con el delito de tenencia ilegítima de la armas, de acuerdo a lo resuelto por la Corte en la Competencia CSJ 3909/2015/CS1 in re "Angulo, Alfredo Aníbal y otros s/ Infracción Ley 23.737", deberá ser la justicia local la que continúe con la investigación de este hecho.


    G., Lucas Sergio y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 30874/2016/2/CS1, 20 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Trata de personas. Prostitución. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Remisión a las causas Competencias 538, L. XLV, "Piscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia".


    Sin perjuicio de los escasos elementos de juicio incorporados al incidente, toda vez que las circunstancias plasmadas en él dan cuenta de que varias de las mujeres identificadas en los procedimientos realizados serían de nacionalidad extranjera, que se encuentra involucrado personal de las fuerzas de seguridad, que una de las imputadas habría sido alertada sobre uno de los allanamientos, de momento, no puede descartarse la existencia de conductas en infracción a la ley de sanción y prevención de la trata de personas. Si a ello se agrega que la cámara de apelaciones efectuó una serie de consideraciones sobre aspectos no esclarecidos y prueba pendiente de producción, entre la que se encuentra mencionada la falta del informe sobre las entrevistas y declaraciones de las presuntas víctimas halladas en la vivienda, cabe concluir que el presente conflicto debe ser resuelto de acuerdo con el criterio establecido en las Competencias 538, L. XLV, "Piscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia". Cabe recordar, finalmente, la estrecha relación que existe entre la trata de personas, la explotación económica (art. 127 del Código Penal) y la intervención en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la Ley de profilaxis 12.331, bajo las acciones de "regentear, administrar y/o sostener" casas de tolerancia-, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso c, de la Ley 26.364, texto según Ley 26.842. Por lo tanto, teniendo en cuenta que las constancias acompañadas permiten inferir que podría haber existido un proceso de captación o reclutamiento previos, resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime, por lo que corresponde al magistrado de excepción proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior.


    C. R., A. C. y otros s/ Inf. art. 125 bis del Código Penal, según Ley 26.842


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 51010820/2012/9/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Violencia de género. Amenazas simples. Coacción. Desobediencia a un funcionario público. Competencia criminal. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos; que la testigo debía declarar en una audiencia de debate donde su ex pareja resultaba imputada por amenazas coactivas, y teniendo en cuenta las manifestaciones asentadas en el informe actuarial, no puede descartarse, por el momento, que esas intimidaciones, hayan estado dirigidas a lograr que la denunciante hiciera algo contra su voluntad. Por ello, en principio, el suceso "sub examine" excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y que, por lo tanto, debe ser la justicia nacional en lo criminal de instrucción la que continúe conociendo en esta causa y profundice la pesquisa al respecto, aunque no haya sido parte en la contienda en tanto que, además, en virtud de su más amplia competencia, y dada la estrecha vinculación que presentan los hechos, deberá conocer respecto del presunto delito de desobediencia en que, presumiblemente, también habría incurrido el imputado.


    M., M. G. s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público. Damnificado: G., M. C.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66890/2013/1/CS1, 06 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1002, L. XLVII, “Frías, Martín Fernando y Ozuna, Emilia Débora Silvana s/ Infracción Ley 23737”.


    D. B., Norberto Nicolás y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 60401/2016/5/CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 159; L. XLIII, “Juárez, Rosa Stella Maris s/ Tenencia de estupefacientes”.


    L. S., Demián s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 806/2017/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 30/2016/CS1, "N.N. víctimas: V., Gonzalo Ezequiel y otros s/ Robo”.


    N.N. denunciante: P., Julia Angélica s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1732/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Contaminación por hidrocarburos. Competencia criminal. 


    Falta de atribución recíproca. Remisión a Fallos: 323:163; 325:269 y 326:4996.


    De los elementos de prueba reunidos en la causa no surge que los hechos tengan capacidad de afectar a las personas o el ambiente fuera de los límites de la ciudad de Buenos Aires.


    C. S.A. s/ Infracción Ley 24.051 (Art. 55)


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1507/2016/CS1, 08 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Contrato de obra pública. Fraude a la Administración Pública. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que, los fondos remitidos por el Ministerio de Planificación Federal de la Nación, en el marco de un plan de obras públicas, habrían ingresado a las arcas de la provincia, para ser luego derivados a la Municipalidad con motivo de un convenio particular de colaboración y transferencia entre ambos, en principio, resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal según la cual, una vez que aquellos fueron recibidos e incorporados al patrimonio provincial, su presunta afectación o uso indebido solo causaría un perjuicio a sus rentas y no al Estado Nacional, por lo que corresponde a la justicia local entender acerca de las irregularidades que pudieron haberse generado desde entonces. Ello sin perjuicio, de los controles finales, derecho de exigir rendición de cuentas, y vigilancia del cumplimiento de los fines de la asistencia financiera acordada que, eventualmente, pudiera haberse reservado al respecto.


    G., Pedro Jorge s/ Su denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 950/2017/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Atento lo decidido por la Justicia Nacional, la contienda se ha tornado abstracta, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.


    N.N. s/ Abuso sexual - Art. 119, 1° párrafo


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40702/2016/1/CS1, 20 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Atento lo decidido por la Justicia Nacional, la contienda se ha tornado abstracta, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.


    Q., Adrián Oscar y otros s/ Estafa


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6956/2015/1/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Curatela. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Ponderando las cuestiones del proceso de curatela, la cuestión se ha tornado abstracta y un pronunciamiento de la Corte devendría inoficioso.


    C., D.A. s/ Curatela


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 241/2017/CS1, 16 de marzo de 2017


    Ver dictamen 


    Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Fallos: 323:1531 y 332:908.


    En consonancia con lo decidido en los antecedentes de Fallos: 323:1531 y 332:908, entre otros, corresponde conferir intervención al foro del lugar de residencia del causante, por lo que la causa deberá quedar radicada ante la justicia provincial.


    S. A., M. s/ Curatela Art. 12 Código Penal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 130/2017/CS1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Daño ambiental. Desechos peligrosos. Límites jurisdiccionales. Competencia federal. 


    A partir del caso "Lubricentro Belgrano" (Fallos: 323:163), el Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, que también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo I de la ley 24.051 (Fallos: 325:269), fue linealmente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en tomo a la materia que aquí se trata, con la precisión conceptual de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente.


    S. A. M. empresa del estado provincial s/ Infracción Ley 24.051


    COMP,FRE-Justicia Federal de Resistencia, 2111/2015/CS1, 12 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Residuos patológicos. Limites jurisdiccionales. Competencia provincial. 


    Ley 24.051.


    A partir del caso "Lubricentro Belgrano" (Fallos: 323:163), la Corte subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, que también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo 1 de la ley 24.051, fue linealmente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en torno a la materia que aquí se trata, con la precisión conceptual de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente extremo que no se verifica en este caso.


    I., José y otros s/ Infracción Ley 24.051


    COMP,FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 30330/2015/2/CS1, 07 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Defraudación informática. Competencia por el territorio. Economía procesal. Lugar del hecho. Juzgado de garantías. 


    Tiene establecido la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse por razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72289/2015/1/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Tarjeta de crédito. Internet. Lugar del hecho. Juzgado de garantías. 


    En atención a un informe del incidente surge que las conexiones a internet para efectuar las compras habrían tenido lugar en territorio bonaerense, debiendo ser el titular del Juzgado de Garantías, que no desconoció esa circunstancia, quien continúe con la investigación de los hechos.


    S., Arnaldo Andrés y otros s/ Defraudación (Art. 173 inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55268/2013/1/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Defraudación. Administración fraudulenta. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia Nacional. 


    No se advierte de las constancias del incidente que se hayan dilucidado las circunstancias exigidas por la doctrina del Tribunal de, a tal punto que, en esa imprecisión se basan los magistrados intervinientes para controvertir su competencia. Deberá ser el juez nacional que previno el que incorpore los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los hechos sobre los que debe dirimirse la contienda.


    L., Carlos y otro s/ Defraudación por administración fraudulenta. Querellante: P., Luciano y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49397/2016/1/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que ha quedado determinado que el domicilio de la administración, se encuentra en la localidad bonaerense, deberá ser el Juzgado de Garantías provincial, el que continúe con la investigación.


    L., Carlos y otro s/ Defraudación por administración fraudulenta. Querellante: P., Luciano y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49397/2016/1/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Cámara Nacional de Apelaciones. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


    P., Andrea Romina s/ Defraudación


    COMP,FSM-Justicia Federal de San Martín, 18791/2016/1/CS1, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencias n° 1249, "L., Santiago A. s/ Delito de acción pública y Comp. n° 752, “Q., Valeria Analía s/ Su denuncia".


    N.N. s/ Defraudación (art. 173, inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69533/2016/1/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Al no surgir con precisión en qué sitio se habrían realizado los libramientos de cheques sin autorización, resulta posible resolver el conflicto de acuerdo con el criterio de la Corte, en cuanto establece que aquel delito debe reputarse cometido en el lugar en que se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de desconocerse dicho lugar, debe presumirse que se ha llevado a cabo en la sede de la administración.


    S., Rosario Elena y otro s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28302/2016/1CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Fallos Comp. 1249; L. XLI, “López, Santiago A. s/ delito de acción pública” y Comp. 752; L. XLV, “Quiroga, Valeria Analía s/ Su denuncia”.


    Toda vez que de acuerdo a los dichos no controvertidos de los denunciantes, los datos de las tarjetas de compra habrían sido obtenidos en la provincia de Buenos Aires, donde, además, se realizaron la mayoría de las compras presuntamente fraudulentas, corresponde a la justicia provincial continuar con esta investigación.


    N.N. s/ Defraudación (Artículo 173, Inciso 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18683/2017/1/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen 


    Denegatoria del fuero federal. Competencia provincial. 


    Más allá de cuál sea la calificación legal que corresponda a los hechos, la cuestión se resuelve por la existencia o no de interés federal. En tal sentido tiene dicho la Corte que esa jurisdicción es de carácter excepcional y restrictiva, por lo que al momento del suceso debe existir una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del ejercicio de aquellas funciones de esa naturaleza, exigiendo que el funcionario autor o víctima de un delito haya estado cumpliendo tareas específicamente federales para que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3, inciso 3, de la ley 48, se atribuya competencia a esa magistratura. Habida cuenta de que el hecho no aparece vinculado con el cumplimiento de las funciones estrictamente federales que desempeñaba el imputado, no se verifican esos extremos. En consecuencia, corresponde declarar la competencia del juez local, que además previno, para continuar con la pesquisa.


    V., Segundo Eudoro y otro s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1232/2016/CS1, 07 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Desbaratamiento de empresa. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores y circunstancias de los hechos investigados, y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra, impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-Ley 1285/58. Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza "que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C. de I. S.A. de Ahorro para fines determinados s/ Defraudación por desbaratamiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 116/2017/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia de instrucción. 


    Los escasos elementos incorporados al incidente no alcanzan, en el caso, para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurrido los imputados. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica respecto de la defraudación, lo que, en su caso, adquirirá relevancia a los fines de dilucidar en qué calidad procesal se encuentran frente a los hechos.


    D., José Juvenal y otro s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1757/2016/CS1, 07 de marzo de 2017


    Ver dictamen


     Extravío de tarjeta de crédito. Lugar del hecho. Competencia provincial.


    Es doctrina de la Corte que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio.


    N.N. s/ Defraudación (Art. 173, inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65277/2015/1/CS1, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Factura falsa. Competencia provincial. 


    La declinatoria carece de fundamentación pues la causa tiene como objeto el hecho delimitado con claridad en la denuncia que le dio origen, esto es, la maniobra que perjudicó el patrimonio de la entidad al hacerle abonar una deuda inexistente mediante la presentación de una factura falsa. Este hecho de naturaleza común debe seguir siendo investigado por la justicia local en tanto resulta independiente de cualquiera de los delitos a los que se refiere el Título XIII del Código Penal que eventualmente pudieran cometerse con los fondos sustraídos, cuya existencia hipotética no afecta la competencia del Juez provincial.


    B., Víctor s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1227/2017/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen 


    Falsedad ideológica. Fraude a la Administración pública. Falsificación de documentos. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia Federal. 


    Falta de atribución recíproca.


    No existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia que presupone que los tribunales intervinientes se la atribuyan recíprocamente, en tanto el juez provincial no asignó el conocimiento de los hechos al magistrado federal, sino que fundamentó el rechazo de la suya con base en que los documentos se habrían falsificado en la provincia de Santa Fe para ser luego presentados ante el organismo nacional de una localidad correntina. Si bien la Corte puede dejar de lado ese reparo formal, tampoco se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En tal sentido, no resulta fehacientemente establecido si los chasis de los semirremolques detallados en la cláusula tercera del acuerdo transaccional se encontraban fabricados al momento de expedirse los respectivos certificados y otros documentos presentados para su inscripción registral, lo que resulta imprescindible a los fines de lograr una adecuada calificación sobre la que decidir la competencia en la medida en que ello indicará si la documentación presentada ante la autoridad nacional se correspondía con la realidad.


    E., Daniel Eduardo y otros s/ Defraudación y falsedad ideológica


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4070/2014/5/CS2, 22 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El presente conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    F., José Luis s/ Defraudación (Artículo 173, Inciso 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68372/2015/1/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Doctrina de Fallos: 323:867.


    Más allá de la escasa investigación llevada a cabo, se aprecian en el expediente elementos concordantes con el objeto de la denuncia, lo que permite resolver el conflicto teniendo en cuenta las manifestaciones de la denunciante de acuerdo con la doctrina de Fallos: 323:867, entre otros.


    N.N. S. Marcela Mónica s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1676/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Tiene establecido la Corte que, si la cámara de apelaciones confirmó la resolución del juez que declinó la competencia, rechazada la atribución es dicha alzada, y no el juez, quien debe mantener la resolución para que la contienda se encuentre correctamente trabada. Aun cuando razones de economía procesal autorizarían a prescindir de ese reparo formal, los elementos incorporados al incidente hasta el momento tampoco resultan suficientes, para discernir la competencia en el sentido que pretende el magistrado declinante.


    D. A., Gustavo Javier y otro s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 177/2017/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincia. Robo de automotor. Competencia nacional. 


    No surge de las constancias que el magistrado local haya negado el carácter común de los hechos investigados, ni tampoco que la conducta atribuida pueda entorpecer el funcionamiento de la administración nacional ni el buen servicio que deben prestar sus empleados, corresponde declarar la competencia del juez de garantías. Debe darse intervención a la justicia nacional en lo criminal y correccional a fin de que investigue la posible intervención del imputado en el desapoderamiento del rodado automotor.


    Incidente N° 1 - Imputado: G., Carlos Eduardo y otro s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 41014802/2011/1/CS1, 11 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencias 1249, L. XLI, "López, Santiago A. s/ Delito de acción pública" y 752, L. XLV, "Quiroga, Valeria AnaIía s/ Su denuncia".


    N.N. s/ Defraudación (Art. 173, inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37760/2015/1/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La corte tiene entendido que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57664/2016/1/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Teniendo en cuenta los dichos no controvertidos de la denunciante y las constancias incorporadas al legajo, las extracciones realizadas en un breve lapso responderían a una misma finalidad de apoderarse del dinero de la denunciante y forman parte de un contexto delictivo común cuya investigación por separado sólo obraría en desmedro del principio de economía procesal. En ese sentido, toda vez que la mayoría ocurrió en territorio provincial corresponde al juez de garantías conocer en esta causa, sin perjuicio de que si su titular considera que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia se la remita conforme las reglas de derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción de la Corte.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11950/2017/1/CS1, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen 


    Operaciones bancarias. Cuenta sueldo. Economía procesal. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En atención a que el magistrado provincial no desconoce que el hecho habría sido cometido en su jurisdicción y que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde a aquél continuar con la investigación, sin perjuicio de recordarle que, si entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35637/2016/1/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Pago electrónico. Tarjeta de crédito. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene dicho que la maniobra defraudatoria realizada con la copia de una tarjeta de crédito tiene principio de ejecución con el despliegue engañoso dirigido a la obtención de sus datos electrónicos. Al respecto, no se advierte de las constancias de la causa que se haya inquirido suficientemente esa circunstancia, ya que si bien se la había comenzado a dilucidar, sin motivo se abandonó esa línea de investigación cuando aparecía como posible. En tales condiciones, no están dadas las condiciones como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58, por lo que corresponde que el tribunal nacional, que previno, continuar entendiendo la causa.


    N.N. s/ Defraudación (Art. 173 inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60404/2015/1/CS1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Retención indebida. Lugar del hecho. Domicilio social. Competencia provincial. 


    Mejor administración de justicia. Razones de economía procesal.


    Corresponde resolver el conflicto teniendo en cuenta los sitios en que se habrían desarrollado eventuales actos de hipotética relevancia típica, y atendiendo en definitiva a razones de mejor administración de justicia y mayor economía procesal. Si bien no se aprecia en el expediente el lugar en que debía cumplirse la obligación por la que se cuestionó al imputado, según surge de las actuaciones, tanto el domicilio desde el cual la empresa lo intimó a rendir cuentas y restituir los bienes, como al que fue dirigida la primer notificación fehaciente, se ubican en territorio provincial donde cabe incluso concluir que poseería la firma sus oficinas de negocios y Administración. Resulta conveniente desde el punto de vista de una mayor eficacia y celeridad de la investigación, que sea la justicia local la que continúe conociendo en esta causa, máxime cuando en el ámbito territorial de su provincia se ubica también el juzgado del trabajo ante el cual el imputado habría consignado judicialmente los efectos por los que fue denunciado, e indagado por su retención y falta de rendición.


    R. D., Federico Nahuel s/ Defraudación por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65163/2015/1/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Sustracción de tarjeta de crédito. Lugar del hecho, Competencia provincial. 


    Tiene dicho la Corte que en las causas instruidas por el delito de defraudación mediante el uso de una tarjeta de débito hurtada, corresponde a la justicia del lugar en el que se hicieron las extracciones bancarias conocer en el expediente.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4178/2017/1/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Tarjeta de crédito. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio. Si las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por razones de economía procesal y una mejor administración de justicia se aconseja que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    N.N. s/ Defraudación (Art. 173 Inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37484/2015/1/CS1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio y cuando las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Cuando los dichos de los denunciantes, que no se encuentran desvirtuados por otras constancias y que se compadecen con la documentación, surge que los datos necesarios para la utilización ilegítima de las tarjetas de crédito habrían sido obtenidas en un único local comercial ubicado en territorio provincial, lo que permitiría eventualmente identificar a los responsables, corresponde declarar la competencia de la justicia local.


    N.N. s/ Defraudación (Art. 173 Inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39206/2016/1/CS1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen 


    Juez previniente. competencia nacional. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46885/2016/1/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En tanto el magistrado de San Martín no niega que el hecho habría sido cometido en su jurisdicción y que la Corte tiene entendido que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, corresponde a aquélla continuar con la investigación, sin perjuicio de que, se la remita eventualmente a otro juez de su misma provincia de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57664/2016/2/CS2, 19 de junio de 2017


    Ver dictamen 


    Usurpación de títulos u honores. Lugar del hecho. Competencia Territorial. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá conforme a razones de economía procesal.


    F., Gustavo s/ Defraudación (Art. 173 inc. 10)


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 8080/2016/1/CS1, 16 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Delitos contra el honor. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 536, L. XLII, "X., Raúl Eduardo s/ Querella por calumnias e injurias".


    C., Sandra Vanesa y otro s/ Calumnias o falsa imputación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 160/2017/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Discriminación. Ofensas cometidas por medio de la prensa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es criterio de la Corte que cuando los términos presuntamente agraviantes son reproducidos por la prensa corresponde atribuir competencia al magistrado del lugar donde se realizó la impresión de las expresiones cuestionadas. Estos principios resultan aplicables al caso para discernir la competencia, pues sólo a partir de la edición de la nota que contenía las expresiones a las que se atribuye capacidad para alentar o incitar la persecución o el odio a causa de la raza, religión, nacionalidad o ideas políticas, fue que se produjo su exteriorización y luego la difusión y/o distribución de los términos por los que se agravian los denunciantes.


    M y C., Ernesto Osvaldo s/ Infracción Ley 23.592


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 676/2017/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Delitos contra el orden público. Agrupación para la coerción ideológica. Competencia federal. 


    Se verifica una sugerente correspondencia entre las circunstancias de modo, tiempo y lugar del hecho que constituye el objeto de la presente causa y aquellos otros atentados que oportunamente el juez federal reclamó para su competencia. Pues, se trata de un intento anterior de incendio en el mismo puesto estanciero; también en este caso se registró un ataque al encargado que semeja a otros sufridos por trabajadores de las estancias; y además de la apuntada coincidencia del lugar, objeto y modus operandi, se aprecia cierta contigüidad temporal entre todos los hechos. A ello cabe agregar que el contenido de las amenazas guarda afinidad con las consignas usualmente propaladas por los grupos revolucionarios involucrados y que el testigo declaró que entendía que las personas que participaron en el delito son los que causaron otros daños por incendio a maquinarias, galpones, puestos y sabotajes al tendido eléctrico.


    N.N. s/ Infracción Artículo 213 bis del Código Penal


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2266/2017/CS1, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen 


    Instigación a cometer delitos. Resistencia a la autoridad. Redes sociales. Policía de tránsito. Competencia provincial. 


    No se advierte a partir del contenido de la denuncia que los hechos puedan afectar intereses federales, desde que se refieren a una actividad dirigida contra agentes municipales en el cumplimiento de sus funciones de esa misma índole.


    Incidente N° 1 – Denunciado: Bruno B. y otros s/ Incidente de incompetencia


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 36032/2016/1/CS1, 18 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Delitos contra la propiedad. Hurto. Amenazas. Falta de calificación legal. Competencia nacional. 


    Atento la estrecha vinculación que presentan los hechos, en tanto se han desarrollado dentro del marco de un mismo contexto de acción, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. En este sentido, y toda vez que los delitos contra la propiedad no fueron transferidos a la justicia de la Ciudad, más allá de la calificación legal que se le asigne al hecho, todos los supuestos presuntamente delictivos deben ser juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    S., Silvia Nathaly s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58175/2016/TO1/CS1, 04 de abril de 2017


    Ver dictamen 


    Delitos contra la salud pública. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para precisar la cualidad de las sustancias utilizadas y su inclusión en los supuestos de la ley 24.051, ni la relación causal con la presunta afectación de la salud, lo que impide una adecuada calificación sobre la que determinar el tribunal competente.


    M., Gustavo Ezequiel s/ Infracción Ley 26.061


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1173/2017/CS1, 17 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Delitos informáticos. Competencia federal. 


    Unidad contextual. Remisión al fallo de la causa C. 778, L. XLIX, "Díaz, Sergio Darío s/ Violación correspondencia medios elect. art. 153, 2° p”.


    En virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su juzgamiento quede a cargo de un único tribunal.


    N.N. s/ Daños a sistemas informáticos, Art. 183 2° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1615/2016/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Phishing. Cuentas bancarias. Fraude. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Dado que se desconoce el autor o los autores del ataque informático, quienes utilizaron para acceder a internet conexiones, probablemente simuladas, en el extranjero, corresponde al magistrado provincial continuar con la investigación, en atención a que en su ámbito territorial se encuentra la cuenta que fue utilizada para la recepción y posterior transferencia a terceros de la operación denunciada y que, además, deberá investigar al menos otras trece transacciones fraudulentas realizadas con la misma modalidad.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6327/2016/1/CS1, 19 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. 


    De acuerdo a las constancias agregadas al legajo, todas las transferencias fueron realizadas con la misma IP –presuntamente simulada, en el extranjero- a la misma cuenta, por lo cual, los hechos formarían parte de un contexto delictivo común que debe ser investigado por un único tribunal, a fin de evitar el dispendio que implicaría separar las pesquisas en tantos lugares como damnificados haya, con menoscabo de los principios de economía procesal y buena administración de justicia. En este sentido, teniendo en cuenta que el imputado se encuentra procesado por dos de esas defraudaciones en esta ciudad, donde además tramita una tercera, corresponde a la justicia nacional conocer en todos los sucesos.


    P. V., José s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40101/2014/1/CS1, 19 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Delitos relacionados con la identidad de las personas. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte tiene resuelto, que tratándose de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta –en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que el delito de supresión de estado civil concurre idealmente con la falsificación del acta de nacimiento y del documento destinado a acreditar la identidad de la persona, deberá ser investigada por la justicia federal habida cuenta del carácter nacional del último documento. Por otra parte, al momento del nacimiento de la niña, la imputada se habría internado usando otro documento, circunstancia que también habilita el fuero de excepción en los términos de los artículos 33, inciso d) y 42 de la ley 17.761 y sus modificatorias.


    C., S. A. y otro s/ Privación ilegal de la libertad personal


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2095/2016/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Filiación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La falta de una investigación suficiente en el caso impide que la Corte pueda ejercer la facultad que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, toda vez que las escasas constancias agregadas al legajo no permiten, de momento, individualizar los hechos penalmente relevantes, conocer sus circunstancias fácticas y encuadrarlos en la figura legal escogida por el declinante u otra del catálogo penal, pues respecto de un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del juez a quien compete investigarlo. En consecuencia, corresponde a la justicia provincial, que tomó conocimiento de la notitia criminis, profundizar la pesquisa e incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello resulte.


    N.N. s/ Infracción Art. 139, inc. 2ª del C.P. según Ley 24.410


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 247/2017/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Denuncia anónima. Allanamiento. Tenencia de estupefacientes. Narcomenudeo. Competencia criminal y correccional. 


    Infracción ley 23.737.


    Tiene establecido la Corte que es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran -como lo hizo la de Buenos Aires por ley 13.392- a ese régimen legal.


    L., Andrea s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 608/2017/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen 


    Derecho ambiental. Política ambiental. Delitos comunes. Competencia provincial. 


    La Corte sostiene que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. Más allá de las consideraciones que puedan realizarse acerca de la identidad o diversidad del objeto procesal de las investigaciones sobre el que, de un modo u otro, difieren los jueces en conflicto, sólo emana la hipotética comisión de delitos de acción pública de índole común y/o irregularidades administrativas que, sin perjuicio de su oportuna valoración que permita asignarles una calificación legal apropiada, su pesquisa pertenece al ámbito de la justicia provincial, en cuyo territorio habrían tenido lugar. La cuestión relativa al impacto ambiental que establece puntualmente el artículo de la ley 25.675 -de política ambiental nacional- es de conocimiento prioritario de los tribunales ordinarios, según el territorio, la materia o las personas, y sólo cabe apartarse de esa regla, cuando el acto, omisión o situación generada provoque, efectivamente, degradación o contaminación en recursos ambientales de naturaleza


    N.N. s/ av. de delito querellante D. G., Iris Mabel


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 63869/2015/1/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Desbaratamiento de derechos acordados. Escritura traslativa de dominio. Bienes inmuebles. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El desbaratamiento de derechos instrumentado mediante escritura traslativa de dominio celebrada en esta ciudad respecto de inmuebles ubicados en territorio provincial debe reputarse cometido en ambas jurisdicciones y la competencia discernirse con base en razones de economía procesal.


    B., Alejandro y otro s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1674/2016/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 42399/2016/1/CS1, "N.N. s/ Defraudación por desbaratamiento de derechos acordados".


    N.N. s/ Desbaratamiento de derechos acordados


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47151/2016/CS1, 09 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Inscripción registral. Competencia provincial. 


    El delito de desbaratamiento de derechos acordados se consuma cuando ya realizada la disposición patrimonial se toma incierto o litigioso el derecho adquirido. Por lo cual, atento que la inscripción de la transferencia del dominio del vehículo en el Registro de la Propiedad Automotor habría ocurrido en territorio de la provincia de Buenos Aires, le corresponde asumir la investigación, sin perjuicio de las cuestiones que posteriormente pueda plantear con otro juez de la misma provincia de conformidad con las reglas del procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. - Denunciante: Q., Carlos Rubén s/ Defraudación


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1439/2016/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Causas excluidas de la competencia federal. Competencia provincial. 


    Interjurisdiccionalidad del daño.


    El Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, que también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo 1 de la ley 24.051, fue linealmente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en torno a la materia que aquí se trata, con la precisión conceptual de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1278/2016/CS1, 05 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Descartada, como está, la posibilidad de un daño interjurisdiccional, a la justicia local, que tampoco controvierte ese aspecto, corresponde asignar la competencia para proseguir la investigación.


    E. S.A. sucursal Campana y otro s/ Infracción Ley 24.051


    COMP,FSM-Justicia Federal de San Martín, 29621/2014/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Doctrina de Fallos: 323:163. Interjurisdiccionalidad del daño.


    A partir del caso "Lubricentro Belgrano" (Fallos: 323:163), el Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de una infracción a la ley de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, que también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo 1 de la ley 24.051, fue linealmente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en torno a la materia que en autos se trata, con la precisión conceptual de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente, extremo que no puede verificarse en el caso.


    N. N. s/ Infracción Ley 24.051


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 18537/2014/CS1, 07 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia FMP 30330/2015/2/CS1, "I., José y otros s/ Infracción ley 24.051”.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1703/2016/CS1, 07 de febrero de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 528, L. XLVII, “Indunor S.A. s/ Sup. Infracción Ley 24.051”.


    U. S.A.I.C.A. y otro s/ Infracción Ley 24.051


    COMP,FRE-Justicia Federal de Resistencia, 4883/2016/1/CS2, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Límites jurisdiccionales. Competencia provincial. 


    Precedente "Lubricentro Belgrano".


    En atención a que ambos magistrados coinciden en que la hipótesis delictiva a investigar es la prevista por la ley de residuos peligrosos, a partir del caso “Lubricentro Belgrano”, el Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esa doctrina, que también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo I de la ley 24.051, fue linealmente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en tomo a la materia, con la precisión conceptual de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente extremo que no se verifica en autos.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 18487/2015/1/CS2, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen 


    Vertimiento de desechos. Contaminación de aguas. Economía procesal. Límites jurisdiccionales. Competencia federal. 


    Precedente de Fallos: 323:163.


    No puede descartarse que la contaminación de las aguas haya afectado otras jurisdicciones más allá de los límites provinciales, conforme al precedente de la referencia, si el líquido residual vertido en el Arroyo, que es afluente de otro que, finalmente, desemboca en el Río de la Plata.


    F., Miguel Ángel s/ Infracción Ley 24.051


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1531/2017/CS1, 05 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Límites internacionales. Competencia federal. 


    A partir del caso “Lubricentro Belgrano”, el Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, que también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo 1 de la ley 24.051, fue linealmente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en torno a la materia, con la precisión conceptual de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente. Esta circunstancia se verifica en el caso por cuanto el recurso ambiental presuntamente afectado es un arroyo que desemboca en el río Uruguay, cuyo cauce constituye el límite natural con las repúblicas de Brasil y Uruguay, de modo que se trata, naturalmente, de un espacio interjurisdiccional, tal como también lo indican los expertos al expedirse sobre la contaminación detectada y recomendar que se informe de la novedad a la Comisión Administradora del Río Uruguay, constituida por el “Estatuto del Rio Uruguay”, suscripto con la República Oriental del Uruguay.


    B. S. S.A., s/ Inf. Ley 24.051


    COMP,FPA-Justicia Federal de Paraná, 660/2016/1/CS1, 08 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Diligenciamiento de exhortos. Auto de quiebra. Asociación ilícita. Intermediación financiera. 


    El Tribunal tiene establecido que entre sus atribuciones se encuentra la de resolver conflictos entre jueces de distintas provincias o de éstos con magistrados nacionales, cuando el disenso se produce por la resistencia, expresa o tácita, a diligenciar una rogativa. En este caso, el exhorto dirigido por el juez federal a su par provincial tenía por finalidad la afectación preventiva de una suma indeterminada de dinero que aparentemente integraba el patrimonio de la empresa, al pago de una eventual sanción monetaria que podría caber a la persona jurídica en caso de resultar una condena por delito criminal. El estado de quiebra de la sociedad comercial, decretado con anterioridad se alegó como impedimento para hacer lugar a lo solicitado en la rogativa. Conforme ha sostenido la Corte, al quedar firme el auto de quiebra el deudor queda desapoderado de pleno derecho de todos sus bienes y todos los acreedores deben incorporarse al procedimiento de ejecución colectiva y procurar el reconocimiento de su derecho mediante la verificación de créditos en pie de igualdad; por ello toda pretensión de injerencia de otro tribunal respecto del patrimonio del fallido afectaría la competencia atribuida por cuestiones de orden público por la ley concursal y podría establecer prerrogativas supralegales sobre el resto de la masa de los acreedores. La posibilidad de poner a disposición del juez exhortante el remanente luego de la distribución entre los acreedores del producido de la liquidación de los activos de la empresa quebrada, es una solución que tiene apoyo normativo en el artículo 313 del Código Penal, en tanto dispone que las sanciones por delitos previstos en el Título XIII del código de fondo contra personas jurídicas que se encuentren concursadas no podrán aplicarse en detrimento de los derechos y privilegios de los acreedores por causa o título anterior al hecho delictivo, y a tal fin deberá escucharse al síndico.


    R., Eduardo Daniel y otros s/ Asociación ilícita, infracción art. 310


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 5650/2014/49/CS1, 28 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Discriminación. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    La contienda no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues de las escasas constancias remitidas no surgen elementos de juicio suficientes para determinar la significación penal de los hechos denunciados y de tal suerte, asignar la competencia al magistrado que corresponda en razón de la materia. Sobre todo teniendo en cuenta las manifestaciones del denunciante, que se refieren a la existencia de discriminación en la relación funcional, sin que existan otras precisiones respecto de una eventual infracción al artículo 3° de la ley 23.592.


    N.N. s/ Abuso de autoridad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 821/2017/CS1, 19 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Disposición de bienes. Competencia por el territorio. Competencia provincial. Administración Pública Nacional. Falsificación de sellos. Firma falsa. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    El objeto procesal de esta causa se circunscribe a la enajenación, supuestamente ilegítima, de una fracción de terreno ubicado en la localidad de Pilar, que se materializó mediante sendas escrituras traslativas de dominio pasadas ante un notario de Bahía Blanca. Por ello, corresponde que, sin perjuicio de la subsunción típica que en definitiva se adopte, sea la justicia del ámbito territorial, donde se los hizo valer, se labraron las escrituras, se encuentra radicado el terreno traspasado y se procedió a su inscripción registral, y donde, también, se incautaron los protocolos del escribano interviniente, ahora suspendido para ejercer su actividad, la que se encuentra en mejores condiciones para continuar la pesquisa. En ese sentido, aún en el hipotético caso de que en esta ciudad, se hubiese desarrollado algún acto con relevancia típica que, en definitiva, formaría parte del proceso ejecutivo que culminó con la enajenación del lote de terreno objeto de denuncia corresponde, sin embargo, dar preferencia a los tribunales con jurisdicción donde se habría producido la consumación de la maniobra fraudulenta, excepto que razones de economía procesal aconsejen una solución distinta, lo cual, no se verifica en el caso. En orden a la competencia material, cabe presumir que para la consecución de la maniobra, se habría realizado una certificación mediante el uso de un sello y la colocación de una firma, ambos apócrifos, que aparentaban pertenecer a una dependencia pública de carácter nacional, lo cual determina la competencia del fuero de excepción, máxime, cuando tampoco puede descartarse que se haya producido la obstrucción de su normal funcionamiento. Por tales razones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal provincial para continuar con el trámite de las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en la presente contienda.


    P., Daniel Néstor y otros s/ Defraudación por estelionato, falsedad ideológica y asociación ilícita. Querellante: T., Eduardo Eder y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72339/2014/2/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Economía procesal. Falsificación de documentos. Identificación de motovehículo. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia por el territorio. Uso de documento falso. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Precedentes de fallos Comp. 1630, L. XL, “Comisaria de Puerto San Julián s/ Investigación” y Comp. 212, L. XLI, “Thompson Andrés; Flora Dinámica S.A. y Toyota s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública”.


    En lo que se refiere a la cédula de identificación de un rodado, el Tribunal tiene dicho que de acuerdo a su carácter nacional, la investigación sobre su falsedad concierne a la justicia federal de la sección donde se la descubrió. De conformidad con el principio de territorialidad de competencia penal que se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito debe conocer en el caso la justicia federal del ámbito en el que se exhibió el instrumento registral apócrifo, aunque no haya sido parte en esta contienda Deberá también investigarse la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, debido a la estrecha vinculación que existiría entre ese hecho, y la falsedad de la cédula de identificación del motovehículo, atento la coincidencia que se observa entre las numeraciones individualizadoras del rodado y las que constan en dicho documento, ya que resulta aconsejable desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal, pues ése ha sido el criterio acogido por la Corte en los precedentes de la referencia, razón por la cual el juez provincial debe ceder su intervención con relación a este último delito.


    L. D. B., Santiago s/ Falsificación de documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2221/2016/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Robo de automotor. Competencia Nacional. Falsificación de patentes. Lugar del hecho. Competencia Provincial. 


    Corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del rodado, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial y sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. Por otra parte, en lo que respecta a la sustitución y/o supresión de las placas resulta aplicable la doctrina del Tribunal según la cual, las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    F., Bruno Edgardo s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1584/2016/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Fuero de atracción. Juez del concurso. Sentencia firme. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo”.


    Brambilla, Héctor Raúl c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1976/2016/CS1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1999/2016/CS1, “Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo”.


    Brambilla, Oscar Pedro c/ Citrícola Ayui S.A.A.I.C. s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2005/2016/CS1, 14 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Ejercicio ilegal de la medicina. Calificación legal. Competencia provincial. 


    El objeto procesal de la pesquisa aparece por ahora difuso, debe tenerse en cuenta que frente a la multiplicidad de circunstancias que comprende la denuncia podría existir más de una calificación posible, sin que se advierta que el declinante haya ensayado una determinada subsunción típica que se apoye razonablemente en las piezas del incidente y que permita resolver adecuadamente el conflicto. Corresponde al juzgado provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    V. M., John Ricardo y otros s/ Ejercicio ilegal de la medicina


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 826/2017/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    B., César Germán s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 13168/2016/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    P., Marcos Federico s/ Averiguación de delito


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1505/2016/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Calificación legal. Auto de procesamiento. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    La Corte sostiene que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Los escasos elementos incorporados al incidente no alcanzan, para encuadrar con el grado de certeza que la etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurrido los imputados. Es indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina las situaciones jurídicas respecto de las sustracciones de los vehículos. El Tribunal también ha establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    S., Alan Maximiliano y otro s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 26257/2015/1/CS1, 16 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Comp. CSJ 4477/2014/CS1, "B., Lucas y otro s/ Robo con armas".


    Tanto la supresión de la numeración del arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal, por lo tanto corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero, el que además deberá conocer sobre la portación ilegítima del arma de uso civil y el robo con armas por encontrarse relacionada al mismo objeto, de acuerdo con el criterio del dictamen de la causa "B., Lucas y otro s/robo con armas" tal como se cita.


    B., Edgardo s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 288/2017/CS1, 11 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie ", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. La infracción al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.


    M., Adrián Esteban y otro s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 55006083/2010/2/CS1, 28 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento. Cuando no es posible determinar el lugar donde las patentes fueron cambiadas, corresponde atribuir la competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.


    D. P., Christian Damián s/ Encubrimiento (art. 277 inc. 3)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1178/2016/CS1, 20 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Auto de falta de mérito. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Precedente de Fallos: 315:312 y 323:772.


    Atento que la justicia de excepción declaró la falta de mérito del imputado por el delito de encubrimiento, también corresponde a ese fuero expedirse respecto del procesamiento solicitado por el fiscal, y de conformidad con la doctrina de los precedentes de la referencia, debe continuar conociendo en las actuaciones.


    J., Ramón René s/ Encubrimiento (art. 277 C.P.)


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 56006612/2012/1/CS1, 06 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Cedula verde. Autenticidad. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    Sobre la base de la remisión citada, descartada la participación del prevenido respecto de la sustracción, y en tanto los hechos califican como encubrimiento, la justicia federal debe seguir conociendo a su respecto. Por otra parte, también corresponde a ese fuero verificar la autenticidad de la cédula de identificación del automotor incautada, y en el caso de comprobarse su falsedad, conocer también de la sustitución de las chapas individualizadoras por aplicación del criterio establecido en Comp. 1630, L. XL, “Comisaría Puerto San Julián s/ Investigación” y Fallos 330:4896, entre otros, pues de lo contrario, su investigación correspondería al juzgado local en cuyo ámbito se comprobó la infracción.


    D. S., Analía Celeste s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 33265/2015/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la figura prevista en el art. 189 bis, inc. 5°, último párrafo ha quedado incluida entre aquellos delitos de conocimiento federal, por lo que su encubrimiento debe ser investigado, en consecuencia, por la justicia de excepción de acuerdo a la doctrina establecida por la Corte en Fallos: 326:3217 y 339:1385, entre otros.


    E., Miguel Axel y otros s/ Robo calificado con arma de fuego operativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 375/2017/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Referencia al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, “Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    T., María Esther y otro s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 60002944/2013/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Tal como se ha observado en el precedente registrado en Fallos: 322:656, en estas actuaciones no existe, en rigor, un conflicto jurisdiccional en el sentido previsto en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, por lo que procede devolver el presente incidente al Juzgado Nacional de Menores, a sus efectos. No obstante, a efectos de evitar dilaciones, corresponde entender a la justicia nacional o federal en los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación.


    F., N. G. y otros s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49341/2016/1/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Tiene establecido el Tribunal que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, postura que ha sido mantenida con posterioridad al precedente "Corrales", razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    F., Rubén Darío s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 53016941/2012/1/CS1, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    Descartada como ha sido la participación del prevenido en la sustracción ocurrida en esta ciudad por parte de la justicia nacional en lo criminal y correccional y que los jueces en conflicto no cuestionan calificar el hecho como encubrimiento, la justicia federal provincial, debe seguir conociendo a su respecto.


    E. P., Toribio s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 42564/2016/1/CS1, 17 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Falta de atribución recíproca de la competencia. Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    M., Oscar Humberto y otro s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 55006888/2012/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es de aplicación al caso lo resuelto por la Corte en el sentido de que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. No constituye un óbice la cita de "Corrales" desde que, con posterioridad a dicho precedente, el Tribunal ha mantenido esa postura. Es que la doctrina del voto de los jueces Lorenzetti y Maqueda en Fallos: 338:1517 conlleva solamente al abandono de la equiparación de los jueces ordinarios con los federales a fin de evaluar si existe denegatoria del fuero federal y de asignar la competencia en esa materia, mientras que la atribución a la justicia de excepción de los casos de encubrimiento según la regla del párrafo anterior no se basa en dicha equiparación, sino en la afectación que ese delito produce en la administración de la justicia nacional cuando el delito precedente está siendo investigado por sus tribunales ordinarios, de innegable pertenencia al Poder Judicial de la Nación. En otro orden, el magistrado nacional descartó la participación de los imputados respecto de la sustracción acaecida en esta ciudad y les atribuyó el delito de encubrimiento, sin que se advierta la existencia de medidas pendientes de realización en tal sentido, más aún si se tiene en cuenta que no se acreditó participación de los imputados y no surge información alguna que permita individualizar al autor ni a los testigos del hecho. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional de Lomas de Zamora en cuya sección fue secuestrado el motovehiculo.


    C., David s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1464/2016/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, "Giusquiami, Andrés s/ Encubrimiento".


    P., Lucas Daniel s/ Encubrimiento, etc.


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 56026/2014/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “Giusquiami, Andrés s/ Encubrimiento”.


    C., Pedro Antonio s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 17324/2015/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    G., Rubén Jesús s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53249/2016/1/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    M., Eduardo s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47917/2016/1/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Falta de atribución recíproca. Precedente de Fallos 315:312 y 322:1216.


    M. B., Guillermo s/ Encubrimiento (Artículo 278 Código Penal)


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58229/2016/2/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    Descartada que ha sido la participación del prevenido en la sustracción acaecida en esta ciudad por la justicia nacional de instrucción, y que los jueces en conflicto coinciden en la calificación legal del hecho a investigar en la figura de encubrimiento, corresponde que la justicia federal, en cuya sección fue secuestrado el motovehículo, siga conociendo a su respecto.


    D., Martín Gabriel s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 60002529/2012/5/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    Descartada la participación del prevenido respecto de la sustracción del motovehículo por parte de la justicia nacional, la justicia federal provincial, debe seguir conociendo a su respecto.


    F., Rodrigo Emiliano s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 54223/2016/3/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    Descartada que ha sido la participación de los imputados en la sustracción acaecida en esta ciudad, por la justicia nacional de instrucción y atento que la justicia federal dictó su la falta de mérito en orden al delito previsto por el artículo 277, inciso 1, apartado "c", e inciso 3, apartado "a" del Código Penal, el Juzgado federal debe seguir conociendo a su respecto.


    C., Mauricio Ezequiel y otro s/ Encubrimiento agravado


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 8932/2013/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    En tanto el juez federal dictó el procesamiento del imputado en orden al delito de encubrimiento agravado, el fiscal requirió la elevación a juicio y además, por decisión de la Cámara Federal de Casación Penal se encuentra en trámite la suspensión del juicio a prueba, la justicia de excepción debe seguir conociendo a su respecto.


    G.. Jahir Alejandro s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 52007401/2011/4/CS1, 28 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    P., Gonzalo Damián y otro s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 31758/2014/1/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 “Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    A., Lucas Gabriel s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 9389/2016/3/CS1, 28 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    B., Wladimiro s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7304/2015/1/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    C., Sergio s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42243/2013/1/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    C., Enzo Gabriel s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 36275/2016/1/CS1, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    E., Germán Ariel y otro s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46523/2016/1/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "Giusquiami, Andrés s/ Encubrimiento".


    F., Agustín Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56252/2014/2/CS1, 25 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, “Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    R., Rubén Darío y otro s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 60001944/2012/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento” y en lo concerniente a la suspensión de las chapas de patentes, remisión al fallo de la causa: Competencia N° 602, XLIV, “G., Juan José s/ Denuncia”, fallos: 324:


    N.N. s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 2502/2016/1/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CCC 71243/2015/1CS1 ¨ G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento¨. Precedente de Fallos: 323:772.


    Descartada como ha sido la participación del prevenido en la sustracción ocurrida y que los jueces en conflicto no cuestionan la calificación legal del hecho a investigar como encubrimiento, de conformidad con la doctrina de Fallos 323:772, es que la justicia federal debe seguir conociendo a su respecto.


    M., Diego Fernando s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 33478/2016/1/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento"; a Fallos: 324:1617 y 3651; y al fallo de la causa Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    S., Roberto Juan s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 45304/2014/1/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. En lo atinente a la supresión de las chapas patentes, resulta aplicable la doctrina del Tribunal sentada en Fallos: 324:1617 que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    A. L., Mauricio Luis y otros s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 243/2017/CS1, 09 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, “Giusquiami, Andrés s/ Encubrimiento”.


    Sobre la base de la remisión citada, descartada la participación del prevenido respecto de la sustracción, y en tanto los hechos califican como encubrimiento, la justicia federal debe seguir conociendo a su respecto. En lo atinente a la supresión de las placas resulta aplicable la doctrina del Tribunal que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    P. C., Fernando s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64447/2015/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp CCC 71243/2015/1/CS1 "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    Siendo que se desvinculó al prevenido de la sustracción y se le imputó el delito de encubrimiento, sin que se advierta la existencia de medidas pendientes de realización en tal sentido, fundamentalmente debido a las circunstancias en las que se habría producido el desapoderamiento del rodado, corresponde conocer a la justicia federal del lugar la que debe continuar conociendo en estas actuaciones. Con relación a la supresión de las chapas patentes, esas infracciones son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    A., Juan Antonio s/ Encubrimiento


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1606/2016/CS1, 06 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso, la doctrina de la Corte, en cuanto tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Esa última exigencia ha sido cumplida en el sub júdice, en tanto la declaración de incompetencia debe ser interpretada como el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte, habida cuenta que el magistrado nacional descartó la participación del imputado en el hurto acaecido en esta ciudad y le imputó el delito de encubrimiento. Por lo expuesto, corresponde declarar la competencia de la justicia federal provincial en cuya sección fue secuestrado el moto vehículo aunque no haya sido parte en la contienda. Por otra parte, en lo atinente a la supresión de las chapas patentes resulta aplicable la doctrina de la Corte que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En consecuencia, corresponde al juez de garantías conocer a su respecto.


    G., Juan José s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 242/2017/CS1, 09 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Dictamen en la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    En la medida en que el prevenido ha sido desvinculado de la sustracción ocurrida en esta ciudad, la justicia federal, ámbito en el que se secuestró el bien, debe conocer al respecto de su encubrimiento. Por otra parte, en lo atinente a las infracciones al artículo 289 del Código Penal, corresponde asignar su conocimiento a la justicia local, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    I., Iván Darío s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61354/2016/1/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Dictamen en la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    Descartada como ha sido la participación del prevenido en la sustracción acaecida en esta ciudad, por la justicia nacional en lo criminal y correccional, atento que los jueces intervinientes coinciden en calificar el hecho en la figura de encubrimiento, la justicia federal en cuya sección fue secuestrado el motovehículo debe proseguir conociendo a su respecto. Por otra parte, respecto a la supresión de las placas de acuerdo a la reiterada doctrina de la Corte su conocimiento concierne a la justicia local, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    C., Marcelo Eduardo s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29557/2016/1/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento” y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


    Atento que el juez federal declaró la falta de mérito del imputado por el delito de encubrimiento, corresponde que la justicia de excepción continúe conociendo a su respecto. Con relación a la supresión de las placas, su conocimiento concierne a la justicia local.


    P. Q., Efren s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 822/2012/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento” y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


    Descartada que ha sido la participación del prevenido de la sustracción acaecida en esta ciudad por la justicia nacional de instrucción y que los jueces intervinientes en el conflicto coinciden en la calificación legal del hecho motivo de contienda como constitutivo del delito de encubrimiento, la justicia federal debe seguir conociendo a su respecto. Con relación a la supresión de las placas, corresponde asignar su conocimiento a la justicia local.


    S., Matías Ezequiel s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 55006008/2010/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp CCC 71243/2015/1/CS1 "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    Toda vez que la justicia nacional de instrucción, desvinculó al prevenido de la sustracción y le imputó el delito de encubrimiento, sin que se advierta la existencia de medidas pendientes de realización en tal sentido, debido a las circunstancias en las que se habría producido, y atento que los jueces intervinientes en el conflicto no cuestionan la calificación legal del hecho en el delito de encubrimiento, corresponde que intervenga el Juzgado federal en lo Criminal y Correccional. En lo atinente a la supresión de las chapas patentes, resulta aplicable la doctrina de la Corte que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Por ello, corresponde a la justicia provincial conocer a su respecto.


    B., Iván Fernando s/ Encubrimiento (Art. 277 C.P.)


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32306/2015/1/CS1, 06 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 71243/2015/1/CS1, "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    Atento que la calificación legal del hecho que motivó la contienda constituye el delito de encubrimiento, a cuyo respecto, además el imputado ha sido citado a prestar declaración indagatoria por la justicia federal, corresponde a esa sede conocer en la causa. En lo atinente la sustitución y supresión de las placas resulta aplicable la doctrina del Tribunal según la cual, las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    S. P., Omar s/ Encubrimiento


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1544/2016/CS1, 28 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216. Doctrina de Fallos: 324:1617 y 3651 y Comp. 602, L. XLIV, "G., Juan José s/ Denuncia".


    A., Pedro Sebastián s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 14014/2015/1/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Precedente de Fallos 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651, y Comp. 602, L. XLVI, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    G., Javier Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50149/2016/1/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Precedente de Fallos 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651, y Comp. 602, L. XLVI, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    I., Pablo Nahuel s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56273/2016/1/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Precedente de Fallos 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651, y Comp. 602, L. XLVI, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    N.N. s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 160/2016/1/CS1, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Precedente de Fallos 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651, y Comp. 602, L. XLVI, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    O., Damián Raúl s/ Encubrimiento


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 734/2017/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Precedente de Fallos 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651, y Comp. 602, L. XLVI, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    R. P., Walter Daniel s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47515/2016/1/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Precedente de Fallos 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651, y Comp. 602, L. XLVI, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    R., Yonathan Emanuel s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 53927/2016/1/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Precedente de Fallos 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651, y Comp. 602, L. XLVI, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    S., Roberto Juan s/ Averiguación delito


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72961/2016/1/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento"; Fallos: 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651; y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    B., Leandro Catriel s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46691/2014/1/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento"; Fallos: 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651; y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    C., Pedro Daniel s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 45678/2014/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento"; Fallos: 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651; y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    N., Jonathan Emanuel s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 51010949/2012/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento"; Fallos: 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651; y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    S., Damián Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 34063/2016/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento"; Fallos: 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651; y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    S., Nicolás Nahuel s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 44172/2016/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento"; Fallos: 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651; y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    T., Cristian Alan s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 18253/2016/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento"; Fallos: 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651; y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    G., Santiago Rey s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 35792/2014/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    Sobre la base de la remisión citada, y atento que no se encuentra cuestionada la calificación legal del hecho a investigar como constitutivo del delito de encubrimiento, debe conocer a su respecto la justicia de excepción. Las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    G., Nicolás Francisco s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31321/2014/2/CS1, 28 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Precedentes de Fallos: 323:772 y 315:312. Precedentes de Fallos: 306:1711; 311:1386 y 320:2778 y Comp. 120, L. XXXIX, “Acosta, Ricardo César y otros


    Atento que la justicia nacional de instrucción, desvinculó al prevenido de la sustracción acaecida en la Capital Federal, y le imputó el delito de encubrimiento sin que se advierta la existencia de medidas pendientes de realización en tal sentido de conformidad con la doctrina de Fallos: 323:772 y 315:312, es la justicia federal la que debe continuar conociendo a su respecto. Por otra parte, la numeración correspondiente al motor del motovehículo secuestrado difiere en uno de sus dígitos con la que aparece inserta en su título de propiedad y cédula de identificación, aportadas por su dueño. En la medida en que no consta en la causa ningún elemento que permitiera concluir que se trató de un error material, corresponde a la justicia local que intervino con motivo del secuestro del bien, dilucidar la posible comisión del delito previsto por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal y, en su caso proceder de acuerdo con lo establecido en Fallos: 306:1711; 311:1386 y 320:2778 y Comp. 120, L. XXXIX, “Acosta, Ricardo César y otros s/ Encubrimiento agravado”, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    A., Abel Carlos s/ Encubrimiento (art. 278 C.P.)


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1545/2016/CS1, 06 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" y al fallo de la causa Competencia 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    N.N s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 32050/2016/1/CS1, 17 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, “Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Jurisdicción donde se comprobó la anomalía.


    Descartada la participación del prevenido respecto de la sustracción, y en tanto los jueces en conflicto coinciden en calificar el hecho como encubrimiento, corresponde a la justicia federal seguir conociendo a su respecto. Por otra parte, en lo atinente a la supresión de las placas, el Tribunal tiene dicho que las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, por lo tanto corresponde a la justicia provincial.


    F., Brian Nahuel s/ Encubrimiento (Art. 248 del C.P.)


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32604/2015/1/CS1, 19 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen en la causa Comp. CCC, 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”, Fallos: 315:312, 322:1216, 324:1617 y 3651 y al fallo Comp. 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”.


    C., Ariel Agustín s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 56006918/2013/2/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    Sobre la base de la remisión citada, descartada la participación del prevenido respecto de la sustracción del ciclomotor, y en tanto los hechos califican como encubrimiento, la justicia federal debe seguir conociendo a su respecto. En lo atinente a la supresión de las placas resulta aplicable la doctrina del Tribunal que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    P., Adrián Ezequiel s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 19690/2016/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Adulteración de los bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" y Competencia N° 602, XLIV, "G., Juan José s/ Denuncia".


    C., Luis Dante s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 9172/2015/1/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de sellos, timbres y marcas. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Precedente de Fallos 315:312; 322:1216; 324:1617 y 3651, y Comp. 602, L. XLVI, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    P., Mariano Nicolás s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 638/2012/3/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, “Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    S., Carlos Gabriel s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15753/2016/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Patente del automotor. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1“G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    Sobre la base del dictamen al que se remite, respecto al encubrimiento de conformidad con la doctrina de Fallos323:772, corresponde a la justicia de excepción conocer a su respecto. Con relación a la sustitución de las placas que presentaba el motovehiculo incautado y la adulteración de sus numeraciones de cuadro y motor cabe recordar que, según la jurisprudencia del Tribunal, las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    V., G. Ruben Martin s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 56006928/2013/1/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Resistencia a la autoridad. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Falta de atribución recíproca. Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Doctrina de Fallos: 323:772; 315:312; y 320:2778. Jurisdicción donde se comprobó la anomalía.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Más allá del acierto o error del juez local en calificar el intento de fuga de los imputados como resistencia a la autoridad, las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables respecto de los procesos en los que conocen jueces nacionales, y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal, y en tanto dicha conducta se presume cometida en perjuicio de agentes policiales que cumplen funciones en el ámbito provincial. En lo concerniente a la sustitución de las placas resulta aplicable la doctrina del Tribunal según la cual las infracciones al artículo 289 del Código Penal son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    B. B., Uriel David y otro s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 911/2017/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Patente del automotor. Competencia Provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    Respecto al delito de encubrimiento, de conformidad con la doctrina de Fallos 323:772, corresponde a la justicia de excepción conocer a su respecto. En lo atinente a la sustitución de las chapas patentes, resulta aplicable la doctrina del Tribunal, según la cual las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    R., Gustavo s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 844/2017/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido el imputado. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento, imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica con relación al desapoderamiento, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resulta ajeno a aquel hecho. En ese sentido, todavía no se habrían agotado las medidas probatorias necesarias tendientes a descartar fehacientemente su participación en ese delito, en la medida en que el prevenido no ha sido interrogado acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que consiguió tener en su poder el bien, lo que no sólo contribuiría a definir su situación jurídica respecto del delito contra la propiedad sino también, y según el caso, a identificar a sus autores. A esas deficiencias se suma que tampoco se ha llevado a cabo una rueda de reconocimiento de personas, a cuyo respecto cabe aclarar que la dificultad que eventualmente pudiera invocar la víctima de la sustracción para la realización de esa medida, no autoriza un juicio adverso sobre su utilidad, ya que ésta depende más de las circunstancias objetivas del suceso, que de las apreciaciones subjetivas de la persona que lo habría sufrido acerca de sus capacidades para reconocer a quien aún no tiene en frente. Desde esa perspectiva, la resolución del juez nacional, no puede ser interpretada como el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte y la referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del bien y su posterior hallazgo, a la que alude dicho magistrado, no puede constituir una pauta que autorice, sin más, a desechar la participación del imputado en ese delito tanto más cuando todavía no se ha dirigido la pesquisa en el sentido anteriormente señalado. En consecuencia, que corresponde al titular del Juzgado Nacional, profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del motovehículo en sede provincial. Por otra parte, y con relación a la supresión de las placas, cabe señalar que, resulta aplicable la doctrina de la Corte según la cual, las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Por ello, su conocimiento corresponde a la justicia provincial sin perjuicio de lo que de allí resulte.


    Z., Arturo s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28359/2016/1/CS1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Capital federal. Competencia nacional. Falsificación de patente. Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    Resulta de aplicación la doctrina la Corte que establece que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Esta última exigencia ha sido cumplida, ya que la declaración de incompetencia debe ser interpretada como el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte, habida cuenta que el magistrado nacional descartó la participación del sospechoso en el desapoderamiento acaecido en esta ciudad y le imputó el encubrimiento. En lo atinente al cambio de chapas patentes y adulteración de la numeración del motor, resulta aplicable la doctrina de la Corte que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    P., Pablo s/ Falsificación Nro registro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 896/2017/CS1, 11 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia Nacional. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y, atento a que de las constancias de la causa surge que el hecho ocurrió en la ciudad de Buenos Aires, circunstancia que admite el magistrado nacional, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, entender en las actuaciones.


    O.C., Jean Carlos y otro s/ Encubrimiento (Art.278)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 153/2017/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    Descartada como ha sido la participación del prevenido en la sustracción acaecida en esta ciudad por la justicia nacional de instrucción, y atento que el juzgado federal dictó la falta de mérito en orden al delito de encubrimiento, corresponde que ese tribunal, en cuya sección fue secuestrado el vehículo siga conociendo a su respecto.


    C., Jonathan Ariel s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 56006613/2012/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Al haberse dispuesto la suspensión del juicio a prueba por el término de un año, la contienda negativa de competencia se torna abstracta.


    G., Oscar Guilian s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8279/2015/2/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen 


    Desapoderamiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Falta de atribución recíproca. Criterio de Fallos: 317:499; 325:950; 326:908; y Comp. 1379, L. XXXIX, "A., Roberto Ramón; C., Raúl; S., Horacio Ramón s/ Robo agravado”. Jurisdicción donde se comprobó la anomalía.


    Si bien la Corte tiene establecido, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción. En lo que respecta a la supresión de las placas, resulta aplicable la doctrina del Tribunal, según la cual, las infracciones al artículo 289 del Código Penal son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    C., Lucas Maximiliano y otro s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28673/2016/1/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Detención del menor. Menor imputado. Investigación inconclusa. Competencia de menores. 


    Relación de alternatividad entre las figuras penales.


    La Corte tiene establecido, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no hayan tenido participación alguna en el desapoderamiento.


    C., Agustín E. y otro s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 597/2017/CS1, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Documentación del automotor. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216. Doctrina del Tribunal de Fallos: 324:1617 y 3651 y Comp. 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    Personal Policial s/ Falsificación Documentación Automotor


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1152/2017/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 4477/20 14/CS1, "B., Lucas y otro s/ Robo con armas" y Fallos: 329:1324.


    Tanto la supresión de la numeración del arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal, por lo tanto corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero, el que además deberá conocer sobre la portación ilegítima del arma de uso civil y la tentativa de robo con armas por encontrarse relacionada al mismo objeto.


    S., Sebastián Alejandro s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1153/2017/CS1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Portación ilegitima de armas. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Toda vez que el encubrimiento se refiere a un delito de competencia federal como lo es el previsto en el artículo 189, inc. 5°, del Código Penal, y por aplicación del criterio de Fallos: 326:3217 corresponde a ese fuero conocer tanto a su respecto como acerca de la portación ilegal del arma que concurre idealmente con él.


    S. V. M., Jonathan s/ Infracción al Art. 189


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1476/2016/CS1, 30 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Hurto. Motovehículo. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Precedentes de Fallos: 323:772, 315:312 y 320:2778.


    Descartada la participación del prevenido en la sustracción del ciclomotor, sin que se advierta la existencia de medidas pendientes de realización en tal sentido, debido al modo en que se habría producido, y en tanto los jueces intervinientes en la calificación legal del hecho a investigar como constitutivo del delito de encubrimiento, de conformidad con la doctrina de Fallos 323:772, 315:312 y 320:2778, que la justicia federal debe seguir conociendo a su respecto. En lo atinente a la sustitución de las chapas patentes, resulta aplicable la doctrina del Tribunal según la cual, las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    G., Luis Darío s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37923/2015/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Concurso ideal. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 69919/2015/CS2, “Lescano, Antonio Raúl s/ Encubrimiento”.


    L., Antonio Raúl s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69919/2015/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. Precedentes de Fallos: 323:772, 326:3217, 325:902, 327:269, 324:1617 y 3651 y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


    Descartada la participación del prevenido en la sustracción, y que los jueces intervinientes en el conflicto coinciden en calificar el hecho motivo de contienda en la figura de encubrimiento, de conformidad con la doctrina de Fallos 323:772, la justicia federal en cuya sección se incautó el arma y el motovehículo, debe seguir conociendo a su respecto. Respecto a la incautación en poder del imputado de un arma de fuego con su código alfanumérico de identificación de serie erradicado, se refiere a un delito que concurre idealmente con el encubrimiento, y su investigación también concierne al juzgado de excepción por aplicación de los criterios establecidos en Fallos: 326:3217, 325:902 y 327: 269, razón por la cual el juez local debe ceder su intervención. En lo atinente a la supresión de placas, resulta aplicable la doctrina de Fallos: 324:1617 y 3651 y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    L., Antonio Raúl s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69919/2015/CS2, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Doctrina de Fallos: 317:499, 325:950, y 326:908 y Comp. 1379; L. XXXIX, "A., Roberto Ramón; C., Raúl; S., Horacio Ramón s/ Robo agravado".


    No se trata de desdoblar un único hecho en función de calificaciones sino que debe determinarse la responsabilidad que le pudo haber correspondido al imputado en uno y otro suceso, pues éstos aparecen claramente distinguibles no solo en tiempo y espacio, sino también, en razón de los elementos subjetivos y objetivos requeridos por el tipo penal para la configuración de cada uno de ellos. Si bien la Corte tiene establecido, que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    N.N. s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 42099/2016/1/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Competencia federal. 


    Las deficiencias del caso deben ser suplidas por la justicia federal provincial, a cuyos efectos corresponde devolverle estas actuaciones.


    D., Carlos Esteban s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47846/2016/1/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Jurisdicción y competencia. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa: CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/Encubrimiento”.


    La justicia de excepción debe conocer sobre el tema, sin que el pedido de sobreseimiento formulado por la fiscalía constituya un obstáculo para esa solución. En lo concerniente a la supresión y sustitución de las chapas patentes, su conocimiento corresponde a la justifica local.


    A., Carlos Alejandro s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 843/2017/CS1, 11 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Es de aplicación al caso la doctrina establecida por la Corte, a través de numerosos precedentes, según la cual el encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal afecta la administración de justicia nacional, postura que ha sido mantenida con posterioridad al precedente "Corrales" razón por lo que resultaría, en principio, competente el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. En ese sentido, el auto de mérito que exige esa doctrina puede tenerse por cumplido en el sub júdice cuando el magistrado nacional descartó la participación del imputado respecto de la sustracción acaecida en esta ciudad y le atribuyó su encubrimiento, delito por el cual se dispuso su prisión preventiva, sin que se advierta la existencia de medidas pendientes de realización en tal sentido. Más aún, si se tiene en cuenta que el rodado fue sustraído en ocasión de estar estacionado en la vía pública, sin que el damnificado hubiera presenciado la comisión del hecho. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, en cuya sección fue secuestrado el motovehículo, aunque no haya sido parte de la contienda.


    F. M., Luis Alberto s/ Encubrimiento (Artículo 277 inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1749/2017/CS1, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    Si bien, por principio general, en los casos en que es secuestrado un bien que ha sido objeto de un robo o hurto anterior, correspondería al juez que lo investiga profundizar la pesquisa para establecer con nitidez si la persona que lo detentaba participó de su sustracción, en el presente cabe hacer una excepción a esa regla fundada en la particulares circunstancias de la causa. La imposibilidad de probar la participación del tenedor del automóvil en la sustracción y el agotamiento de las medidas tendientes a ello, consistente con las constancias de la causa, las que, sobre ese aspecto, exige la jurisprudencia del Tribunal para asignar la competencia en orden al delito de encubrimiento. Sentado ello, y de acuerdo con la doctrina del Tribunal, según la cual es competente el fuero de excepción para entender en el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República por afectar a la administración de la justicia nacional, corresponde al juzgado federal de San Isidro, en cuyo territorio se descubrió el hecho y se secuestró el bien objeto del delito, entender en la presente investigación, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    C., Walter Ángel s/ Encubrimiento (Art. 278)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 11/2017/CS1, 06 de junio de 2017


    Ver dictamen 


    Competencia criminal y correccional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    En cuanto al delito de encubrimiento, remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    Respecto a la alteración de la numeración del rodado, es doctrina del Tribunal (Fallos: 324:1617 y 3651) que las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    C., Ramón s/ Encubrimiento (art. 277 C. P.)


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 8096/2014/1/CS1, 06 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Tiene establecido la Corte, a través de numerosos precedentes, que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y habida cuenta que la declaración de la víctima no se encuentra desvirtuada por otras constancias incorporadas al incidente, cabe concluir que el hecho ocurrió en la jurisdicción de esta ciudad.


    C., Gabriel Esteban s/ Robo automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2040/2017/CS1, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces. Resulta aplicable al sub judice lo resuelto por la Corte en el sentido de que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de ésta última a los que corresponde entender en la causa.


    P., Cecilia Elizabeth y otro s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 50417/2015/1/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Revocación del auto de falta de mérito. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Relación de alternatividad entre las figuras penales. Falta de atribución recíproca. Doctrina de Fallos: 324:1617 y 3651; y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


    Tiene dicho la Corte que, no se trata de desdoblar un único hecho en función de calificaciones pues debe determinarse la responsabilidad que le pudo haber correspondido al imputado en uno y otro suceso que, por lo demás, aparecen claramente distinguibles no sólo en tiempo y espacio, sino también, en razón de los elementos subjetivos y objetivos requeridos por el tipo penal para la configuración de cada uno de ellos. Desde esa perspectiva, la declinatoria efectuada por el juez nacional de menores ha sido errónea, pues de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley de Organización y Competencia del Poder Judicial de la Nación, corresponde a ese fuero de especialidad conocer de la situación procesal de ambos imputados.


    M., Javier s/ Encubrimiento


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1081/2017/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Participación criminal. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, “Giusquiami, Andrés Aníbal s/ encubrimiento”.


    Descartada la participación del prevenido. Y que los jueces en conflicto no cuestionan la calificación legal del hecho a investigar como encubrimiento, corresponde al fuero de excepción conocer a su respecto. En consecuencia, y atento que la competencia penal se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, su investigación corresponde a la justicia federal.


    P., Sergio Jesús s/ Encubrimiento (Art. 278 del C.P.)


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 175/2017/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Economía procesal. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, “Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    De conformidad con la doctrina de Fallos 323:772, la justicia de excepción debe seguir conociendo acerca del encubrimiento, como así también, asumir la investigación en lo atinente a la cédula de identificación del rodado presumiblemente apócrifa, debido al carácter nacional de dicho documento.


    G., Nelson Gabriel s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7385/2014/1/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    G., Franco s/ Robo de automotor o vehículo en la vía pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1176/2017/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En primer lugar, cabe señalar que la Corte tiene dicho que las contiendas de competencia deben tramitar por la vía incidental que corresponda, para evitar la paralización del proceso, lo que no se observó en el caso, pues se acompañaron los autos principales al incidente. Con relación al hecho al que ha quedado circunscripto esta contienda, referido al hallazgo del vehículo en la capital de Neuquén, lo argumentado por el juzgado de Río Negro, respecto a que éste no se trataba del mismo que había sido sustraído en la ciudad de General Roca, no se ajusta a las constancias del expediente. Ello es así, en tanto las numeraciones de chasis y motor que figuran en el acta de procedimiento y fundamentalmente las informadas en el informe pericial, permiten afirmar que éstas se corresponden con las del vehículo cuyo pedido de secuestro se encuentra vigente por orden del juzgado rionegrino. En consecuencia, y atento que los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en el que habría incurrido el imputado, dada la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento, resulta necesario contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido con relación al desapoderamiento del rodado, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resulta ajeno a la sustracción, y sin que el tiempo transcurrido entre ese delito y su incautación constituya un parámetro para desechar, sin más, su participación en el delito contra la propiedad. En consecuencia, y teniendo en cuenta que hasta el momento, no se habrían podido determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que el imputado habría conseguido tener el bien en su poder, corresponde a la justicia de General Roca, profundizar la investigación respecto de su desapoderamiento, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en la provincia de Neuquén, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    Y. C., Enrique s/ Encubrimiento


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 154/2017/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen 


    Participación criminal. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “Giusquiami, Andrés Anibal s/ Encubrimiento”.


    Descartada la participación del prevenido en la sustracción, en tanto los jueces en conflicto coinciden en la calificación del hecho a investigar en la figura de encubrimiento, de conformidad con la doctrina de Fallos 323:772, la justicia federal, debe seguir conociendo a su respecto.


    P., Gabriel Maximiliano s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10400/2016/1CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Robo. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar el delito que habría cometido el imputado. Esa deficiencia y la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se advierte que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en aquélla. En tal sentido cabe destacar que no se ha practicado una rueda de reconocimiento sin que, a partir de las manifestaciones de la víctima, pueda en principio formularse un juicio adverso acerca de la utilidad de esa medida, ya que ésta depende más de las circunstancias objetivas del hecho que de las apreciaciones subjetivas de la damnificada acerca de su capacidad para reconocer a quien aún no tiene en frente, más aún si se repara en el escaso tiempo transcurrido entre el robo y el secuestro del motovehículo.


    C., Leonardo Joaquín s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75241/2016/1/CS1, 19 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Atento la relación de alternatividad que media entre la sustracción y su encubrimiento si no surge con claridad que los imputados hayan sido ajenos a la comisión del delito contra la propiedad, resulta conveniente que sea el juzgado nacional que intervino en su denuncia, el encargado de profundizar la investigación hasta esclarecer las circunstancias que lo rodearon. Ello es así, en tanto las escasas constancias reunidas hasta el momento impiden encuadrar la conducta de aquéllos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere. A su vez, las particularidades del caso imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados, como así también de las personas que eventualmente pudieran resultar involucradas en la comisión del delito contra la propiedad, especialmente si se repara que no consta la realización de medida alguna tendiente a dilucidar sus posibles participaciones en ese hecho pese a que el fiscal nacional solicitó interrogar a los prevenidos. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del camión y la mercadería, a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro de esta última en territorio provincial, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N.N. s/ Robo


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72567/2015/1/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Motovehículo. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella y menos aún, cuando ni siquiera se lo ha interrogado acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que entró en posesión de la moto, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su hallazgo sea una pauta que autorice, sin más, a desechar su intervención en aquél.


    C., Julio César s/ Encubrimiento (Art.278)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2260/2016/CS1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216.


    B., Claudio Fernando y otros s/ Infracción Artículo 189 bis apartado 2 párrafo 2 y 227 inciso 1, apartado c) del Código Penal


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 50822/2014/1/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Falsificación de documentos. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda


    En la causa se investiga a varias personas que se dedicarían a sustraer vehículos y, posteriormente, venderlos con documentación falsa para simular un origen lícito. A su vez, de las actuaciones resulta que los imputados fueron procesados por los delitos de encubrimiento, tenencia ilegal de armas e infracción al artículo 299 del Código Penal. En este sentido, las conductas formarían parte de un mismo contexto delictivo y deben ser juzgadas por un único tribunal. Si se tiene en cuenta la posible relación entre los documentos apócrifos secuestrados y aquellos que acreditarían la compra y venta de distintos automotores, corresponde que el proceso continúe su trámite ante la justicia de excepción, en la medida en que los imputados habrían falsificado títulos y cédulas de identificación de automotores para comercializar los vehículos robados. Por lo demás, cabe señalar que en la vivienda de uno de ellos, también se secuestró un arma de fuego calibre 22 con su numeración suprimida, infracción que se encuentra incluida entre aquellas que surten la jurisdicción federal. Frente a esas particularidades y por la estrecha vinculación entre los hechos comprobados como resultado de una única investigación, la justicia local debe ceder su intervención a favor del magistrado federal para continuar con la instrucción de la causa en la que se encuentran procesados los imputados, en tanto que ese temperamento determina la conveniencia desde el punto de vista de una mejor y más expedita administración de justicia, que la investigación quede a cargo del tribunal nacional quien, al no cuestionar su competencia material y entender conveniente la concentración de todos los sucesos ante un mismo juez, es el único que puede entender en razón de que su jurisdicción es excluyente y restrictiva.


    T., Martín Miguel y otros s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 226/2017/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Vehículo robado. Motocicleta. Orden de secuestro. Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Relación de alternatividad entre las figuras penales.


    La correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de competencia lo que, no ocurre en el caso, en que el juez federal no se la atribuyó a su par provincial, sino que rechazó la suya, con base en que debía conocer el juez que tiene a su cargo la investigación por el desapoderamiento del rodado. Y si bien la Corte puede prescindir de esos reparos formales, por motivos de economía procesal, de las constancias del incidente no surge que a partir de la consulta, se haya certificado el hecho que habría motivado el pedido de secuestro, ni el lugar de su comisión, lo que resulta imprescindible para la adecuada resolución del conflicto, por lo que entonces corresponde devolver el incidente al juzgado provincial, a sus efectos. Según la doctrina de la Corte el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción. De no verificarse esa circunstancia resulta conveniente que entienda el juez que intervino en la causa por la sustracción, en razón de la alternatividad existente entre ambas infracciones.


    C., Rubén s/ Tenencia ilegal de arma


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 289/2017/CS1, 11 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Enriquecimiento ilícito de funcionario público. Competencia provincial. 


    Atento que la denuncia, en lo que aquí interesa, se refiere el supuesto incremento patrimonial del anterior gobernador de la provincia de Buenos Aires y uno de sus ministros durante sus respectivos mandatos, a raíz de la supuesta compra de vastas extensiones de campos en territorio bonaerense, corresponde a la justicia local, que además no controvierte su competencia en razón del lugar, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9426/2017/1/CS1, 19 de octubre de 2017


    Ver dictamen 


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Conflicto de intereses entre particulares. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En cuanto al aspecto formal tiene establecido el Tribunal que si la cámara de apelaciones confirmó la resolución del juez que declinó la competencia, rechazada la atribución es dicha alzada y no el juez quien debe mantener la resolución para que la contienda se encuentre correctamente trabada. Por razones de economía procesal que concurren en el presente se autorizan a prescindir de ese reparo formal. La mínima delimitación del objeto procesal efectuada en la causa, en principio, sólo remite a un presunto delito de índole común que derivaría de un conflicto de intereses particulares entre una empresa alimenticia y el sector sindical, sin que se advierta, de momento, ninguna circunstancia que surja la jurisdicción federal, cuya intervención en las provincias es de excepción y, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. Frente a ello y dado que no se verifican motivos excepcionales corresponde aplicar al caso la doctrina del Tribunal, según la cual, cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos querellante G. G S.R.L


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 14695/2016/1/CS1, 16 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Establecimientos asistenciales. Pérdida del embarazo. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Juzgado de garantías. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    No es posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1258/53, puesto que los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los supuestos hechos delictivos investigados, ni tampoco para establecer fehacientemente, en cuál de los sitios en que fue atendida la víctima podría haber tenido lugar la posible conducta culposa, en el caso de que esa haya sido la causa determinante de los hechos que concluyeron con la pérdida de su capacidad reproductiva.


    L., A, y otro s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 329/2017/CS1, 10 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Establecimientos penitenciarios. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Este conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En este sentido cabe poner de resalto que las escasas constancias agregadas al incidente, no alcanzan para delimitar con precisión los pormenores y características del suceso motivo de investigación que alcancen para encuadrarlo en una determinada calificación legal. En tales condiciones, corresponde al magistrado que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darles precisión y resolver, luego, con arreglo de lo que de ello surja.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Denunciante: Tribunal Oral Criminal N° 15 C- 5116 y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8883/2017/1/CS1, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Estafa procesal. Desobediencia a un funcionario público. Estafa. Falsificación de instrumento privado. Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial. Juzgado de garantías. 


    Más allá de la escasa investigación que se ha llevada a cabo, independientemente del verdadero alcance que en definitiva adquieran los hechos objeto de pesquisa tras su profundización, y no obstante la calificación legal en que finalmente encuadren, corresponde a la justicia provincial continuar conociendo en estas actuaciones, ya que en su jurisdicción territorial se encuentra la clínica donde estuvo internado el sujeto, y donde habrían ocurrido los hechos que se atribuyen haber cometido a los familiares.


    F., María Susana y otros s/ Estafa procesal, resistencia o desobediencia a funcionario público, estafa, y falsificación de documento privado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50674/2015/1/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 50674/2015/1/CS1, “F., María Susana y otros s/ Estafa procesal, resistencia o desobediencia a funcionario público, estafa, y falsificación de documento privado”.


    F., María Susana y otros s/ Estafa procesal, resistencia o desobediencia a funcionario público, estafa, y falsificación de documento privado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50674/2015/2/CS2, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Estafa. Adulteración de cheque. Concurso ideal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La corte tiene dicho en reiterados precedentes que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos y, que en el delito de estafa o su tentativa - que concurriría idealmente con su falsificación- perpetrado mediante el uso de documentos extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    S., Adrián Antonio s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28768/2016/1/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Buques en puerto. Navegación interprovincial. Competencia provincial. 


    Inexistencia de causas que justifiquen la actuación del fuero de excepción.


    Atento que los hechos que dieron origen a la causa habrían ocurrido a bordo de un buque que se encontraba amarrado en el puerto perteneciente a la jurisdicción de una provincia, sin haber afectado la navegación interjurisdiccional, ni la actividad portuaria y que, tampoco surge otra circunstancia que permita habilitar la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, ya que está condicionada a la existencia de delitos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, circunstancias que no se dan en la causa, corresponde continuar investigando la justicia provincial.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 518/2017/CS1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Cheque. Presentación al cobro. Juez previniente. Competencia nacional. Desapoderamiento. Competencia provincial. 


    Sustracción de cheque. Estafa con cheque sustraído. Falta de atribución recíproca. Doctrina de Fallos: 328:315.


    Es doctrina de la Corte que para el correcto planteo de una cuestión de competencia los tribunales intervinientes deben atribuirse recíprocamente el conocimiento de la causa, circunstancia que no se presenta, toda vez que el magistrado local no atribuyó el expediente al declinante, sino que lo rechazó por considerar que debía ser investigado por otro juez de su misma provincia. La Corte tiene dicho en reiterados precedentes que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. Corresponde a la justicia nacional, que previno, profundizar la pesquisa respecto de la estafa intentada con el cheque sustraído, en tanto hasta el momento se desconocen las circunstancias de modo, tiempo y lugar en las que habría ocurrido esta maniobra, conforme la doctrina de Fallos: 328:315. Por su parte, el juez local debe investigar el desapoderamiento que reconoce ocurrido en territorio provincial, de acuerdo a los elementos recabados a raíz del hallazgo del objeto del delito, sin perjuicio de que si entiende que corresponde a otro juez bonaerense, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77176/2016/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Juez previniente. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    T., Pablo David s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40435/2016/1/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al magistrado provincial que tomó conocimiento de la notitiacriminis, incorporar los elementos necesarios para darles precisión y resolver luego con arreglo de lo que de ello surja.


    N.N. - Denunciante: C. D., Romina s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1548/2017/CS1, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, lo que no ocurre en el sub lite, en el que se investiga un delito de naturaleza común ocurrido entre particulares y que no habría afectado, en principio, el normal funcionamiento de un organismo nacional o el adecuado desempeño de sus agentes.


    D., Oscar s/ Estafa, falsificación de documentos públicos y amenazas


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14209/2016/1/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    La acción emprendida por los presuntos autores consistió en obtener datos del denunciante y de su cartera de clientes para hacerse pasar por él y desplegar maniobras de estafa, lo que se ve corroborado por diversas declaraciones testimoniales, entre ellas la de la presunta víctima del delito. En cuanto concierne a la competencia material, la Corte tiene establecido que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, circunstancia que, conforme las constancias del incidente, no se exhiben en el presente caso.


    N.N. s/ Estafa


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 54036/2015/1/CS2, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    No puede descartarse que los hechos investigados formen parte de un mismo accionar en el marco de la asociación ilícita. En este sentido, la conducta habría ocurrido en un tiempo en el que se encontraba vigente la organización, que se habría desarrollado bajo la misma modalidad y con el mismo objeto, esto es, utilizando la red social Facebook para ofrecer en alquiler viviendas sin tener ninguna potestad sobre ellas, y que, además, se habría usufructuado la misma cuenta bancaria para efectuar operaciones.


    N.N.: R., Bárbara y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2237/2017/1/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Cuentas bancarias. Caja de ahorro. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    Es doctrina de la Corte que, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    C. S.A. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 505/2017/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Defraudación. Falsificación de instrumento privado. Concurso de delitos. Acta de asamblea. Delegado gremial. Nombramiento. Ministerio Público del Trabajo. Competencia federal. 


    Tiene establecido el Tribunal que, si la cámara de apelaciones confirmó la resolución del juez que declinó la competencia, rechazada la atribución es dicha alzada y no el juez de primera instancia la que debe mantener la resolución para que la contienda se encuentre correctamente trabada. Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Es criterio de la Corte, que cuando ese delito se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima provocando su acto de disposición patrimonial perjudicial, se trata de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta insusceptible de ser escindida, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Si bien los hechos objeto de pesquisa habrían estado dirigidos a perjudicar patrimonialmente a una empresa particular, en la medida que la presentación de los instrumentos apócrifos habría ocurrido, en una repartición ministerial, que habría ratificado a los imputados como delegados gremiales, a partir de un trámite irregular, cabe concluir que esa conducta habría obstruido el normal funcionamiento, y buen servicio que debe prestar un organismo nacional y sus empleados, en los términos del artículo 3°, inciso 3°, de la Ley 48.


    G., Carlos Horacio y otros s/ Falsificación documento privado y defraudación Dte: M.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77626/2014/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Delitos informáticos. Internet. Economía procesal. Tribunal oral en lo criminal. Competencia criminal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Toda vez que los magistrados intervinientes coinciden en el encuadre legal de los hechos, resulta conveniente que atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica, sea el tribunal nacional el que continúe investigando las presuntas estafas cometidas mediante los sitios de internet, si en esta jurisdicción las víctimas efectivizaron los pagos, se encuentra la entidad a la que se transfirió el capital y se domicilia el titular de la cuenta bancaria donde acreditaron los fondos; el que, además, tramitó toda la investigación hasta la elevación a juicio.


    M., Matías Iván/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1109/2017/CS1, 25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Emisión de tarjeta de crédito. Telefonía celular. Economía procesal. Competencia federal. 


    Cuando no puede descartarse la utilización ilegítima de un documento nacional de identidad, delito de exclusiva competencia nacional, el cual habría sido utilizado al menos dos veces en la ciudad, por razones de economía procesal, debe continuar interviniendo en la causa el juzgado federal.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2157/2016/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Domicilio. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones.


    Es doctrina de la Corte que, si los hechos han tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    M., Ximena y otros s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1013/2017/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia por el territorio. Juez previniente. Juzgado de garantías. 


    La doctrina de la Corte, establece que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


    N.N. s/ Estafa. Denunciante: L., Mariano Nicolás


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 217/2017/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Competencia territorial. Competencia provincial. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


    H., Edith Emilce y otro s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 444/2017/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Entrega de la carga. Cheque de pago diferido. Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta que los cartulares eran de pago diferido, su causal de rechazo y que la estafa fue descartada por la justicia nacional y no existen, elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde al juez bonaerense conocer en la investigación y evaluar si es aplicable la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452, sin perjuicio de lo que resulte con ulterioridad.


    L., Carlos Modesto s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30568/2016/1/CS1, 25 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene resuelto, que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio no alcanzan para determinar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso asentado en el reverso del documento.


    N.N. s/ Robo con armas y lesiones leves (Art. 89)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37856/2016/1/CS1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Falsa denuncia. Asegurador. Investigación inconclusa. Competencia por el territorio. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Resultan aplicables al caso los principios de la Corte que establecen que la competencia penal en razón del territorio se constituye atendiendo al sitio en que habrían ocurrido los hechos presuntamente delictivos, teniendo además en consideración el criterio del Tribunal que determina que en caso de tratarse del delito de estafa sobre la base de una falsa denuncia a una compañía de seguros, el hecho se estima cometido en todas las jurisdicciones en las que se habría desarrollado alguna parte de la acción y también en el lugar de la verificación del resultado, y la elección del tribunal competente debe hacerse atendiendo a razones de economía procesal.


    L.M., Galo Roberto s/ Estafa y falsificación de documento privado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19373/2016/1/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se han perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. Así, deberá ser el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional en donde se denunció la faltante de la tarjeta y, además, se domicilia su titular, quien debe profundizar la investigación de esa cuestión a fin de resolver, en su caso, lo que corresponda. Por otra parte, en tanto las estafas que se cometen mediante la falsificación o el uso de documentos apócrifos, constituyen una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero a fin de evitar la posibilidad de pronunciamientos contradictorios y un mayor dispendio jurisdiccional, la justicia local deberá ceder su intervención a favor del fuero de excepción.


    P. C., Ángela Beatriz s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 129/2017/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Presente contienda no ha sido correctamente trabada, para ello es necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa. La Corte tiene establecido que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    A., Luis Ramón s/Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1195/2017/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Consunción. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Tiene dicho la Corte que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error en la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    A,. Oscar Eduardo s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1434/2016/CS1, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Competencia nacional. 


    Habida cuenta que el objeto de contienda se circunscribe al intento de estafa cometido mediante la falsificación y uso de instrumento falso, en los términos del artículo 54 del Código Penal, por la que fue elevada la causa a juicio respecto de cinco de los imputados, y toda vez que fue en esta Capital donde el imputado utilizó los instrumentos falsos como parte del ardid y con el propósito de determinar así la errónea disposición patrimonial por parte de la compañía de seguros, de acuerdo con el criterio de la Corte, corresponde declarar la competencia del tribunal oral nacional. A ello cabe añadir, atento al estado avanzado del proceso ante la justicia nacional que aquella solución es la que mejor se compadece con las razones de buena administración de justicia y economía procesal.


    V., Héctor César y otros s/ Estafa y falsedad ideológica


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43979/2012/TO1/8/CS1, 07 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Competencia provincial. 


    Las estafas perpetradas mediante el uso de cheque que concurren idealmente con su falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    N.N. s/ Estafa y falsificación documento privado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56282/2014/2/CS2, 28 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Jurisdicción en donde fue utilizado el instrumento.


    En atención a que los magistrados intervinientes en este conflicto se refieren a los delitos de estafa y uso de documentos privados presuntamente falsos, su investigación corresponde al tribunal con jurisdicción en el lugar donde fueron utilizados. En consecuencia, y aún cuando al presente se desconoce el lugar en el que habría sido entregado el certificado, tratándose de hechos inescindibles -como lo admiten ambos jueces- corresponde al juzgado provincial conocer en estas actuaciones, pues además, el imputado también reside en territorio bonaerense.


    V., Mario s/ Estafa y uso de documento adulterado o falso (art. 296)


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66578/2013/1/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Firma falsa. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Habida cuenta de que el instrumento utilizado pretendía simular la intervención de una autoridad nacional, de acuerdo con el artículo 33, inciso 1°, apartado "c" del Código Procesal Penal de la Nación, su investigación corresponde al fuero federal de la provincia donde habría sido utilizado, aunque no haya sido parte en la contienda, el que también deberá entender de la estafa cometida mediante su uso.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 827/2017/CS1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


    La presente incidencia carece de los elementos necesarios para conocer, con la certeza que esta etapa requiere, la real existencia y verdadero alcance de los sucesos a los que se asigna carácter delictivo y subsumirlos, prima facie, en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    V., Raúl s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 185/2015/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen 


    Falta de declaración jurada impositiva. Evasión fiscal. Competencia federal. 


    Mejor administración de justicia.


    Las maniobras presuntamente fraudulentas atribuidas a los imputados y que se tienen al menos mínimamente verificadas, podrían haber ocasionado cambios en el sistema registral de la administración fiscal de la empresa con eventual perjuicio al normal desenvolvimiento del organismo de la Nación; ello tanto con el ingreso presuntamente malicioso del formulario n°3283, como en virtud de la posible evasión de obligaciones fiscales que se habrían generado mediante sistema electrónico e informático de "AFIP", y consecuentemente surte la competencia federal. Por lo demás, las maniobras señaladas presentan una íntima vinculación con los restantes episodios que surgen de la denuncia, en tanto constituyen una parte importante de las conductas atribuidas a los imputados en el marco de la misma administración presumiblemente infiel, y en definitiva integran un contexto delictivo común que determina la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación sea llevada cabo por el mismo tribunal.


    M., Luciano s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4/2017/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Instrumentos destinados a la falsificación. Concurso real. Competencia nacional. Tarjeta de débito. Cajero automático. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    Por aplicación de la doctrina de la Corte, deben ser investigadas por el juez nacional de la ciudad, donde se encuentran los cajeros en los que se copiaron los datos de las tarjetas, y es quien lleva adelante esta pesquisa por una gran cantidad de hechos presuntamente cometidos por las mismas personas. También le corresponde profundizar la investigación, respecto a otros tres hechos que consideró cometidos en territorio bonaerense, ya que la información incorporada al legajo resulta insuficiente para afirmar que las maniobras ocurrieron en esas localidades, en tanto se desconoce la titularidad de las tarjetas, el lugar de copiado y el modo en el que se realizaron las transacciones fraudulentas por lo que, en principio, deberá subsanar esas deficiencias. Toda vez que tanto los cajeros en los que se copiaron los datos como aquellos en los que se realizaron las extracciones y transferencias se encuentran en jurisdicción bonaerense será la justicia provincial la que deba investigarlos.


    B., Oscar Enrique y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51912/2016/1/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    La Corte sostiene que resultan indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En este caso no concurren los elementos señalados pues, de las escasas constancias incorporadas al incidente, no resulta posible determinar fehacientemente la calificación legal de los hechos. Por ello, no se han determinado las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se habrían realizado los formularios, si habrían sido presentados y si fueron falsificados en su aspecto material o ideológico, o si existió algún perjuicio económico hacia la denunciante.


    Incidente número 1 – denunciante: P., Mabel Estela N.N; N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 73888/2015/1/CS1, 16 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es criterio de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se habría consumado el presunto delito, correspondiendo al juzgado local continuar conociendo en los hechos que motivaron el conflicto.


    Concesionaria R.B. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68076/2016/1/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Competencia federal. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En este sentido, cabe señalar que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En tales condiciones, corresponde a la justicia federal, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y eventualmente resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Estafa


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31729/2016/1/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Juez Previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Las inhibitorias deben contener la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47701/2016/1/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., Marcelo Gastón y otro s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 960/2017/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Juez previniente. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquel donde se presentaron al cobro. Toda vez que del expediente no surge esa circunstancia, corresponde a la justicia provincial profundizar la investigación.


    N.N. s/ Estafa -Art. 172- en tentativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 75/2017/CS1, 25 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Necesidad de profundizar la investigación.


    El presente conflicto negativo de competencia suscitado no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda conocer con la certeza que esta etapa requiere la índole y pormenores de los hechos investigados, y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En este sentido, la denuncia efectuada por el ex imputado no alcanza para delimitar con precisión las características e índole de los sucesos objeto de investigación para que, en caso de constituir delito, pudiera subsumírselas en una determinada calificación legal. En este orden de ideas, cuanto menos debe incorporarse la documental vinculada a ella y, en su caso, los testimonios que permitan determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar de los eventos. En esas condiciones, corresponde al juez nacional, que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    F. L., César y otro s/ Estafa. Damnificado: C. y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19023/2012/1/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Juez Previniente. Cámaras de casación. 


    Conflicto entre jueces nacionales. Remisión al dictamen de la causa FLP 55006599/2012. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    F. F., José Antonio s/ Estafa


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52422/2015/1/CS1, 15 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. 


    Este conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2011/2017/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que cuando el hecho a investigar ha tenido desarrollo en jurisdicciones diversas, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. La justicia nacional, que previno y donde tramita la causa desde hace más de tres años, es la que se encuentra en mejores condiciones para continuar sustanciándola, máxime cuando en el proceso que también tramita ante sus propios estrados, seguido en contra de uno de los aquí imputados, se ventilan hechos íntimamente relacionados con el presente, que refieren a una asociación ilícita destinada a cometer sustracciones en el ámbito de esta ciudad.


    S., Franco Ignacio y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5430/2014/1/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Locación de contenedores. Retención indebida. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


    La presente contienda no ha sido correctamente trabada, pues para ello es necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el caso ya que el magistrado provincial, entendió que debía conocer un tribunal de otra provincia. En cualquiera de las hipótesis delictivas, determinados actos con eventual relevancia típica habrían tenido lugar en el ámbito territorial del juzgado local.


    T., Dario y otros s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36909/2016/1/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva por razones de economía procesal.


    C., Roque Waldemar s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32913/2015/1/CS1, 09 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Tiene establecido la Corte, en relación con el delito de estafa, que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal.


    Q., Huisa Edgar s/ Estafa. Damnificado: T., Mejía Alfredo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51703/2016/1/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29290/2016/1/CS1, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia territorial. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1672/2016/CS1, 31 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Domicilio del imputado. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que, si los hechos han tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    G., Liliana Beatriz s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 776/2017/CS1, 16 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Economia procesal. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte en cuanto a que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá conforme a razones de economía procesal.


    A. A. S.R.L. y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30621/2017/1/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Médicos. Economía procesal. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    La jurisprudencia de la Corte establece que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, por razones de economía procesal.


    F., Marcela Alejandra s/ Posible comisión de delito de acción pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 854/2017/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Operaciones bancarias. Tarjeta de crédito. Investigación inconclusa. Juez preveniente. Competencia provincial. 


    Las constancias incorporadas al legajo son insuficientes como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    M., Mariana Andrea s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1688/2016/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Pluralidad de intervinientes. Economía procesal. Domicilio del imputado. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    Resulta de aplicación la doctrina del Tribunal, según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de viste de una más eficaz investigación, mayor economía procesal en mejor defensa de los imputados.


    V.A.V. S.A. y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62083/2016/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Retención indebida. Investigación inconclusa. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    Más allá de la escasa investigación llevada a cabo, atento que ambos magistrados coinciden en la calificación jurídica de los hechos objeto de conflicto, resulta aplicable para resolverlo, el criterio establecido por el Tribunal según el cual, la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida, y que en caso de no existir acuerdo de voluntades acerca del lugar de la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación.


    F., Darío Gabriel s/ Estafa y defraudación por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49859/2016/1/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Servicio público telefónico. Competencia provincial. 


    Cuando no se advierte la interrupción del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones, lo que habilitaría la competencia del fuero de excepción, ni surge que se hubiese utilizado un documento apócrifo al momento de su contratación, corresponde al juzgado provincial.


    N.N. s/ Estafa


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 5847/2014/1/CS1, 31 de marzo de 2017


    Ver dictamen 


    Tarjeta de crédito. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    La contienda no se encuentra precedida de la investigación suficiente para establecer con precisión las concretas circunstancias en que habrían ocurrido los hechos objeto de pesquisa, y su verdadero alcance, máxime cuando también surge de la denuncia que los imputados habrían exigido la devolución a algunos de los vendedores mediante amenazas.


    T., Williams y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46508/2016/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio.


    L., Leandro Ariel s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3749/2016/1/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    La corte tiene entendido que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52730/2016/1/CS1, 09 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Transferencia electrónica. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia Provincial. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41292/2016/1/CS1, 21 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Uso de documento adulterado. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. Robo. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que los documentos entregados al damnificado al momento de la compra del vehículo, fueron presentados ante un organismo nacional en esta jurisdicción, de acuerdo con el artículo 33, inciso 1°, apartado "c" del Código Procesal Penal de la Nación, su investigación corresponde a la justicia federal de esta ciudad aunque no haya sido parte en la contienda, la que, también, deberá entender de la estafa cometida mediante su uso. Por otro lado, la justicia provincial debe profundizar la investigación de la sustracción a partir de los elementos recabados en la presente pesquisa. Finalmente, aunque no fue materia de controversia, en relación con la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, también será competente a ese fuero de excepción para conocer a su respecto ya que todas las conductas formarían parte de un mismo contexto delictivo, por lo que es aconsejable que sean juzgadas por un único tribunal.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48549/2014/1/CS1, 17 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Estelionato. Investigación inconclusa. Competencia Nacional. 


    Le asiste razón al tribunal local, en cuanto entendió imprescindible profundizar la investigación para verificar las circunstancias narradas y establecer el verdadero alcance de los hechos que motivaron el conflicto. Deberá continuar conociendo en los hechos que motivaron su objeto el Juzgado Nacional que declaró su incompetencia.


    E ., Rubén Alexis s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76025/2015/1/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1002, L. XLVII, “Frías, Martín Fernando y Ozuna, Emilia Débora Silvana s/ Inf. Ley 23.737”.


    M., Lucio Pedro s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2060/2016/CS1, 22 de febrero de 2017


    Ver dictamen 


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1001/2017/CS1, “E. Diana Soledad s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización".


    A., José Alejandro s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1951/2017/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Infracción ley 23.737. Incorrecta traba de la contienda.


    Es criterio de la Corte que, resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M.P.F. s/ Actuaciones de oficio. Recurso de apelación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 832/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Narcomenudeo. Competencia provincial. 


    A partir de la sanción de la ley 26.052, quedaron fuera de la jurisdicción federal los hechos puntuales que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local en el interior del país. No se advierte en esta causa elemento alguno que haga surtir la jurisdicción federal, de conformidad con el criterio establecido por la Corte, toda vez que no hay razones que permitan desligar las semillas y hojas secas de marihuana del resto del material estupefaciente secuestrado, ni de la actividad de fraccionamiento para su venta al consumidor, por lo que debe ser la justicia provincial la que deba seguir conociendo en la presente causa.


    D. P., Pablo Ezequiel s/ Infracción Ley 23.737 (Art. 5, inc. a)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1919/2016/CS1, 28 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 130 L. XLII, "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737"; y Comp. 611, L. XLIII, "Constante, Ramón Ceferino s/ Infr. Ley 23.737".


    S., Juan Ernesto s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1141/2017/CS1, 01 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Competencia federal. 


    Teniendo en cuenta las circunstancias y las características de los elementos incautados, no puede descartarse por el momento, que el arma no estuviera íntimamente vinculada con la tenencia de los estupefacientes, y su posible comercio, cuya investigación se reservó el magistrado federal. En consecuencia, corresponde a la justicia federal conocer en la totalidad de la causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    F., Daniel Osvaldo y otro s/ Infracción Ley 23.737


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 32343/2016/4/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Competencia provincial. Tenencia ilegítima de armas. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3° se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido, "la salud pública", son ajenas al derecho federal. De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de esa jurisdicción los hechos relacionados con la tenencia de estupefacientes para consumo personal, y aquellos sucesos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local en el interior del país. En ese sentido, y atento que según tiene dicho el Tribunal, la primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o su espíritu, en el caso la forma en que se efectuaba la siembra de las sustancias prohibidas se ajusta a esa pauta objetiva de valoración. Por otra parte, no surge de las constancias agregadas al incidente, que el fin de la siembra no fuera el consumo personal del imputado, por lo que deben devolverse las actuaciones a la justicia local a fin de que continúe conociendo en ellas. Luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5) del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. En consecuencia, independientemente que no haya sido motivo de esta contienda, la justicia provincial deberá ceder su intervención a favor del fuero federal, respecto de la investigación sobre la tenencia del revólver calibre treinta y dos incautado, y de la erradicación de su numeración.


    R., Francisco Daniel s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 462/2017/CS1, 07 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Trata de personas. Prostitución. Competencia provincial. 


    Descartada la hipótesis delictiva de incumbencia federal y si bien puede colegirse que en el lugar mencionado se encontrarían personas ejerciendo la prostitución, las constancias remitidas no resultan suficientes para vislumbrar la concurrencia de extremos que justifiquen que la investigación tramite ante los estrados nacionales, ni que hagan verosímil, al menos de momento, la hipótesis delictiva a que se refiere la ley N° 26.364 -texto según ley 26.842-.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    COMP,FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 12671/2016/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Exención de prisión. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Tiene dicho la Corte que resultan indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente N° 1 - Damnificado: R., Jonathan Patricio NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1731/2017/1/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Expendio de medicamentos. Delitos contra la salud pública. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 835 L. XXXI, "Galli Basualdo, Adrián Ernesto (A.N.M.A.T;) s/ Denuncia - causa n° 24.402".


    G., Cristián s/ Trafico mercaderías peligrosas p/ Salud


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29138/2013/TO1/2/CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Exposición de los hechos. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Las reglas de conexidad son de aplicación sólo cuando intervienen en el conflicto jueces nacionales. Por lo demás, y habida cuenta que la descripción imprecisa de los sucesos narrados por el damnificado tanto en su denuncia radicada en sede provincial como en su declaración ante la justicia nacional, no permiten determinar el sitio en el que éste permaneció cautivo y fue desapoderado de su automóvil, la competencia debe establecerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En tales condiciones, y en la medida en que la privación ilegítima de la libertad de aquél comenzó a ejecutarse en la Capital, ámbito en el que se recuperó el bien, y donde además tiene su domicilio, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional que intervino en el hallazgo del rodado, para conocer en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46287/2016/1/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Extorsión. Coacción. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Tiene dicho la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esa naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez competente para investigarlo y juzgarlo. Las escasas constancias, no alcanzan para delimitar con precisión los pormenores y características de los sucesos objeto de investigación, ya que sólo se cuenta con una escueta e imprecisa denuncia, sin que se haya dirigido la pesquisa con el objeto de delimitar el real alcance que tendrían los hechos ilícitos que se le endilgan al imputado, para que, en todo caso, pueda subsumírselos en una determinada calificación legal, y suplir así la deficiencia que en ese sentido se observa, que, consecuentemente impide, además, la adecuada resolución del conflicto.


    T., Marcelo Rubén s/ Extorsión, coacción y averiguación de delito


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10870/2016/1/CS1, 05 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal. Toda vez que de los términos de la denuncia surge que los eventos denunciados responderían a un conflicto privado, no resulta afectada ninguna institución de carácter federal, ni se pone en riesgo o peligro la seguridad o integridad del Estado Nacional, conforme lo requiere la doctrina de la Corte para habilitar su intervención, corresponde a la justicia provincial asumir el conocimiento de la causa.


    N.N. s/ Extorsión Querellante: F., Viviana Hebe


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4856/2017/1/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Servicio penitenciario federal. Afectación al servicio público. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. El llamado extorsivo efectuado desde un teléfono que se encuentra dentro del Complejo Penitenciario Federal, no representa ni provoca alteración alguna del normal desarrollo de las funciones ni del servicio que prestan los agentes nacionales, así como tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción nacional, de naturaleza excepcional y restrictiva.


    N.N. s/ Amenazas, víctima: B., Jorge Adrián y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 71466/2016/1/CS1, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Facebook. Teléfono celular. Competencia federal. 


    En virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su juzgamiento quede a cargo de un único tribunal. Sentado ello y habida cuenta que de acuerdo a los dichos de la denunciante -no desvirtuados por otras constancias de la causa- tanto ella como el denunciado se domicilian en territorio provincial, donde advirtió que habrían ingresado al usuario de la red social de su hija, así como presuntamente logrado intervenir sus teléfonos, corresponde entonces que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia federal de esa sección, aunque no haya participado de la contienda.


    G., Alberto David s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55720/2016/1/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Falsa denuncia. Defraudación. Concurso Real. Economía Procesal. Acumulación de acciones. Conexidad. Competencia Nacional. 


    El delito de falsa denuncia concurre materialmente con la defraudación sobre la base de esa falsedad, no obstante la relación de medio a fin que pudiere existir entre ellos. Sin embargo, si la mendacidad de las declaraciones habrían tenido lugar en distintas jurisdicciones, autoriza la elección de una de ellas atendiendo a principios de economía procesal y buena administración de justicia.


    N. M., Shirley Natalia s/ Falso testimonio


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73434/2015/1/CS1, 04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Falsedad ideológica. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es criterio de la Corte que no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58 si los elementos de prueba incorporados al incidente resultan insuficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos y su posible calificación legal de modo que permita formar fundado criterio acerca del lugar de comisión del delito y finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos, máxime si la multiplicidad de circunstancias que comprende la denuncia podría dar lugar a más de una calificación posible. En tales condiciones, corresponde a la justicia provincial, que previno, se encuentra investigando los demás hechos que podrían clarificar el devenir del que motivó este incidente, y a la que acudió la denunciante a hacer valer sus derechos continuar con su trámite sin perjuicio de lo que posteriormente resulte.


    C., Alejandro Patricio s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2168/2016/CS1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de documento por funcionario público. Cédula de notificación. Competencia por la materia. Competencia provincial. 


    No se verificó una afectación federal que habilite la intervención de la justicia de excepción, en la medida en que una cédula de notificación librada por un juzgado de paz provincial no es de aquellos instrumentos emitidos por una autoridad nacional.


    N.N. Denunciante: Juzgado de Paz s/ Falsificación de documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1230/2016/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia federal. Robo. Buques. Competencia provincial. 


    Las maniobras fraudulentas y los hechos de sustracción o robo sobre algunas de las embarcaciones de la denunciante tendrían íntima vinculación con los de administración fraudulenta que se investigan en sede provincial. Y la sola circunstancia de que esos buques se encuentren situados dentro del puerto de Mar del Plata, que ejercería sobre ellos el derecho de retención por deuda, no importa de por sí la intervención de la jurisdicción federal cuando no surge afectado el normal funcionamiento de esa terminal portuaria o la navegación marítima. Por otro lado, no puede descartarse, que la presunta exhibición de permisos apócrifos ante la Prefectura Naval Argentina para sacar del puerto al buque pesquero, hubiere comprometido el normal desempeño de esa institución o el buen servicio que deben prestar sus empleados, teniendo en cuenta lo manifestado por el denunciante en cuanto a que la empresa imputada no contaría con autorización de la Secretaría de Pesca, y la situación irregular en materia contractual por la que atravesaría esa firma en relación a la embarcación, respecto de la cual tiene rescindida su locación. En consecuencia, corresponde a la justicia federal asumir el conocimiento de la causa en lo concerniente a ese hecho y al juzgado provincial continuarla respecto de los demás que son motivo de investigación.


    B., Pablo Josué y otros s/ Defraudación


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1629/2016/CS1, 21 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer la real naturaleza del hecho denunciado y su posible calificación legal, para así formar fundado criterio sobre el lugar de comisión finalmente, y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo, corresponde al juzgado provincial, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 321/2017/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia provincial. 


    Atento que la relación de alternatividad existente entre el desapoderamiento y su posible encubrimiento exige una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado en la causa referida al primero de esos hechos, la justicia provincial debe asumir su jurisdicción y darle al caso la solución legal que a su criterio corresponda, sin perjuicio de que si su titular considera que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. y otros s/ Falsif. docts. públicos y uso doc. adulterado


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 72000931/2013/1/CS1, 06 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    De acuerdo a las constancias incorporadas al legajo y las calificaciones escogidas y no controvertidas por los magistrados, en relación con la presunta falsificación del contrato de cesión de cheques corresponde que entienda el juez de San Isidro, quien reconoce que el documento fue presentado en el ámbito bonaerense, sin perjuicio de recordarle que, si entiende que incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional. En cuanto a la presunta estafa cometida con el uso de cheques extraviados o sustraídos y, más allá del acierto o error del sobreseimiento dictado por el magistrado nacional, también corresponde a la justicia provincial profundizar la investigación a su respecto, ya que además de su vinculación con el instrumento de cesión, ese fuero fue el que primero conoció y aún se desconocen las circunstancias de modo, tiempo y lugar de circulación de los documentos.


    N., Matías y otro s/ Estafa y falsificación de documento privado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25648/2015/1/CS1, 16 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Las constancias incorporadas al expediente son insuficientes para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, no surge con claridad de qué manera se habría desarrollado la maniobra en perjuicio de la denunciante y, en su caso, por quien fue utilizada la documentación necesaria para la obtención del crédito, entre los que se encuentra un DNI o su fotocopia, lo cual resulta indispensable a los fines de una adecuada calificación que permita definir esta contienda. Por ello, corresponde a la justicia federal continuar con esta investigación, en tanto previno y resultaría competente en caso de acreditarse aquella hipótesis.


    N.N. s/ Falsificación documento


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 16588/2015/1/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Copias. Competencia federal. 


    Habida cuenta que de los dichos de la damnificada que no se encuentran desvirtuados por otras constancias de la causa, surge que no habría sido ella la que asumió los compromisos financieros y que, para ello habría sido utilizado su documento nacional de identidad o una fotocopia adulterada, es que corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y/o uso ilegítimo, sin que obste a esa conclusión la circunstancia de que se haya utilizado una fotocopia.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2061/2016/CS1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Boleto de compraventa. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que para fijar el lugar de comisión del delito de falsificación de un instrumento privado, se debe estar a aquél donde se hubiera hecho uso de tal documento.


    N.N. s/ Falsificación documentos públicos. Denunciante: C., Nora Edith


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68033/2016/1/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Boleto de compraventa. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Corresponde a la jurisdicción federal conocer en la causa, pues de las constancias agregadas se desprende que el recibo de compra forma parte de la documentación que exigía la reglamentación vigente y se encontraba agregada al Legajo B del automotor, por lo que cabe concluir que con éste se trató de entorpecer el buen servicio de los empleados de la Nación.


    N.N. s/ A determinar


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 5808/2016/CS1, 11 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 


    Único tribunal a cargo.


    La estrecha vinculación que existe entre el delito que la suscitó y aquel por el que el juez federal procesó al imputado, autoriza la aplicación de la doctrina de la Corte en cuanto resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal y, más aún, cuando existe correspondencia entre la numeración del dominio colocado y la que figura inserta en el documento apócrifo.


    M., Germán Gustavo s/ Falsificación de documentos


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 5020/2014/1/CS1, 09 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Defraudación. Firma falsa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que, la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél. En caso de presunta falsificación de escritura traslativa de dominio, resulta indispensable a los efectos de establecer la competencia, determinar si aquella encuadra en los términos del artículo 292 o del artículo 293, ambos del Código Penal, pues, en caso de tratarse de este último delito, su juzgamiento corresponderá al juez nacional de esta ciudad donde tiene su asiento el escribano interviniente. Si la falsedad afectara la integridad material de los instrumentos y no se pudiera establecer el lugar donde se lo confeccionó resultaría competente la justicia, del lugar en donde se comprobara la existencia del delito. Por ello, corresponde al magistrado local que previno continuar con la investigación, sin perjuicio de lo que resulte con posterioridad.


    N.N. denunciante: S., Pablo Eduardo s/ Falsificación de documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1396/2016/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Economía procesal. Ley de protección ambiental de los bosques nativos. Competencia federal. 


    Más allá de los lugares de real procedencia y destino del producto y toda vez que tanto las guías de transporte como los formularios de solicitud de exportación y los certificados Flora fueron presentados ante la ex Secretaria de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación, órbita donde, en definitiva, se descubrió el delito y tramitan los sumarios administrativos iniciados por ese organismo contra los imputados, por presunta infracción a la ley nacional n° 26.331 de Presupuestos Mínimos de Protección de Bosques Nativos (conf. Art. 29 inc. "d" del decreto reglamentario n° 91/09), su investigación corresponde al juzgado federal de la capital de la provincia en cuestión.


    T.V. s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1371/2016/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia federal. 


    De acuerdo con el artículo 33, inciso 1°, apartado "c" del Código Procesal Penal de la Nación, su investigación corresponde al fuero federal, el que también deberá entender de la estafa cometida mediante su uso, sin perjuicio de lo que luego corresponda resolver en orden a la competencia territorial de comprobarse la efectiva intervención de la autoridad nacional de acuerdo con el criterio establecido en la Competencia 415, L. XXXVIII, "N., Reinaldo Nevio y otros s/ Estafa", resuelta el 16 de octubre de 2002.


    N.N. s/ Falsificación documentación automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1128/2017/CS1, 19 de octubre de 2017


    Ver dictamen 


    Explotaciones agropecuarias. Evasión fiscal. AFIP. Economía procesal. Competencia por conexidad. Competencia federal. 


    Toda vez que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y se encuentra acreditado que los hechos tuvieron lugar en diferentes jurisdicciones territoriales, la contienda deberá resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. Queda claro, entonces, que no configuran hechos aislados. Por el contrario, demuestran una estrecha vinculación en la que cada maniobra tiene una interrelación necesaria con la otra, lo que autoriza a concluir la existencia de un único contexto delictivo que, para una mejor administración de justicia, debe ser juzgado por un único tribunal pues es la solución que mejor permite un análisis integral de todos los hechos, con sus implicancias y consecuencias para el erario público.


    N.N. s/ Falsificación de documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1616/2016/CS1, 22 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de patente. Estafa. Certificado de habilitación del automotor. Economía procesal. Competencia federal. 


    Mejor administración de justicia. Único tribunal a cargo.


    Teniendo en cuenta la estrecha vinculación que existe entre las infracciones y la prevista en el artículo 289 del Código Penal, el juez federal será el competente ya que por los principios de economía procesal y buena administración de justicia, se aconseja que la investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Fabricio Julián C. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 543/2017/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Fraude. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que si bien es competente, para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó, y si no es posible establecer dónde fue creado, debe estarse al lugar en que fue usado. También es doctrina de la Corte que el fraude producido mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima, conforma una única conducta que no puede ser escindida. En consecuencia, toda vez que los documentos falsos se habrían usado en la jurisdicción donde también se produjo el desapoderamiento patrimonial, a esa judicatura corresponde proseguir el trámite de las actuaciones.


    D., Miguel y otro s/ Falsificación de documentos públicos


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52748/2015/3/CS1, 12 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Más allá de las escasas constancias del incidente relativas a los episodios que motivaron el conflicto e independientemente del estado embrionario en que se encuentra la pesquisa, al no vislumbrarse ninguna circunstancia que permita justificar la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, corresponde declarar la competencia del tribunal local.


    S., Jorge Pedro s/ Falsificación de documentos públicos, falsedad ideológica, asociación ilícita y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9864/2016/1/CS2, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Obstrucción de servicios públicos. Competencia federal. 


    Habida cuenta que se desconoce el lugar de confección del documento y que su presentación implicó una obstrucción al normal funcionamiento del registro de la Propiedad Automotor, corresponde declarar la competencia de la justicia federal de la localidad del registro donde se efectuó la denuncia, aunque no haya sido parte de la contienda.


    N.N. –Denunciante: D. G., Santiago s/ Falsificación de documentación automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 969/2017/CS1, 10 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Robo. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es aplicable al caso la doctrina del Tribunal, según la cual, atento el carácter federal que reviste el documento falsificado, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación o adulteración y uso, y que la circunstancia de que se hubieran usado fotocopias de ese instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción. Por lo demás, la Corte tiene resuelto que cuando existe concurso ideal entre un delito común y otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde continuar con la investigación.


    N.N. Denunciante: S., Mónica Beatriz s/ Falsificación de documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 418/2017/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Transmisión del dominio. Economía procesal. Competencia federal. 


    Tiene establecido el Tribunal, en numerosos precedentes, que corresponde intervenir a la justicia federal en las causas en las que se investiga la falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    N.N. s/ Presunto hecho delictuoso


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 55018259/2013/1/CS1, 21 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de marca o designación. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Los hechos objeto del proceso constituyen delitos ajenos a la competencia del fuero de excepción, conforme ha sido resuelto en numerosas ocasiones por la Corte, en las que señaló que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    N.N. s/ Falsificación y aplicación de marcas y contraseñas


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 67318/2015/1/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Infracciones de tránsito. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que los distintos magistrados intervinientes coinciden en la calificación del hecho y que habría tenido lugar en territorio bonaerense donde se comprobó la anomalía, corresponde al Juzgado de Garantías provincial conocer en la causa.


    N.N. s/ Falsificación de marcas. Damnificado: S., Carolina


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62808/2016/1/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de patente. Infracciones de tránsito. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Habida cuenta que de las escasas probanzas del expediente no surge dónde se cometió la sustitución de las chapas patentes, corresponde investigarla al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ falsificación, alteración o supresión de número registro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54912/2016/1/CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Multa contravencional. Competencia provincial. 


    A través del acta de infracción que se le realizó a un vehículo que presentaba colocadas chapas patentes que no le correspondían, aspecto que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, debe declararse la competencia de la justicia local donde se comprobó la anomalía aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Falsificación Documento Automotor Denunciante: P., Rodrigo Sebastián


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 387/2017/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 


    Luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la supresión de la numeración de las armas se encuentra ahora incluida entre aquéllos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.


    D., Cristián Nicolás y otro s/ Infracción Art. 189 bis apartado (5) 2° Párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 822/2017/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Luego de la reforma introducida por la Ley 25.886, la supresión de la numeración de las armas se encuentra incluida entre aquéllos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.


    M., Matías Alejandro s/ Infracción Art. 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 204/2017/CS1, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Portación ilegítima de armas. Competencia federal. 


    La supresión de la numeración del arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal. Por lo tanto, corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero, el que además deberá conocer sobre la portación ilegítima del arma de guerra por encontrarse relacionada al mismo objeto.


    O., Brian Alberto s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1690/2016/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Precedente de Fallos: 326:3217


    Dado que el encubrimiento se refiere a un delito de competencia federal como lo es el previsto en el artículo 189, inc. 5°, del Código Penal, por aplicación del criterio del precedente de la referencia, corresponde a ese fuero conocer tanto a su respecto como acerca de la tenencia ilegal del arma que concurre idealmente con él.


    C., Ayrton Luciano y otros s/ Tenencia de arma guerra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 696/2017/CS1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el caso. Sin embargo, ha resuelto la Corte que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal. Luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la figura de supresión de la numeración de un arma corresponde a la jurisdicción federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1 inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, por lo que si no se pudo establecer el lugar donde fue cometido el delito, corresponde su conocimiento a la justicia nacional donde se secuestró el objeto.


    G., Adolfo Edmundo s/ Infracción Art. 189 bis apartado (2) 2° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 565/2017/CS1, 11 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Competencia federal. 


    Atento que del examen pericial practicado sobre el arma surge que su numeración se hallaba erradicada, corresponde a la justicia federal entender en la totalidad de la causa, en razón de que tanto su tenencia como la posible comisión del delito previsto en el artículo 189 bis, inciso 5) del Código Penal, se encuentran vinculados a un mismo objeto. En esa inteligencia, teniendo en cuenta que el secuestro del arma se produjo en la localidad de Tortuguitas, partido de Malvinas Argentinas, provincia de Buenos Aires, debe ser la justicia federal de San Martín la que continúe con esta investigación aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. y otros s/ Inf. ley 22.415


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 75001895/2013/TO1/31/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Concurso de delitos. Fuero de excepción. Competencia federal. 


    La corte estableció que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, y con prescindencia de la calificación que en iguales condiciones le atribuyen los jueces. La estrecha vinculación que existe entre el delito de supresión de la numeración de un arma -de jurisdicción federal luego de la reforma introducida por la ley 25.886- y su tenencia ilegítima, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que ésta quede a cargo de un único tribunal.


    D., Chistopher Javier s/ Infracción Art.189 bis apartado (5) 2° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 85/2017/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Identidad de objeto procesal. Competencia federal. 


    Dado que la numeración se hallaba erradicada, corresponde a la justicia federal entender en ambos delitos, en razón de que tanto su tenencia como la posible comisión del delito previsto en el artículo 189 bis, inciso 5) del Código Penal, se encuentran vinculados a un mismo objeto.


    R., Agustín s/ Infracción Artículo 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1146/2017/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Falso testimonio. Estafa. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. 


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino. Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia".


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal, conforme lo dictaminado por esta Procuración General en los autos "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    S., Johanna y otros s/ Falso testimonio y estafa


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14813/2016/1/CS1, 02 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    Corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    Es doctrina del Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. Dte: P., Marcelo s/ Averiguación de ilícito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 852/2017/CS1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Funcionarios públicos provinciales. Competencia provincial. 


    En atención a los términos de la presentación que dio origen a la causa, se concluye que su objeto son hechos en los que habrían tenido intervención funcionarios judiciales de la provincia de Buenos Aires en ejercicio de sus atribuciones, por lo que su trámite debe continuar en los tribunales de esa jurisdicción.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 7335/2014/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia contravencional y de faltas. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    S. G., Alicia s/ Lesiones leves y coacción


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13316/2015/1/CS1, 04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    El conflicto negativo de competencia no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., Gerardo Fidel y otro s/ Privación ilegal libertad persona c/ Muerte (Art. 142 bis) falsificación documento


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2102/2016/1/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen 


    Funcionarios públicos provinciales. Remoción de funcionarios públicos. Municipalidad. Competencia provincial. 


    El texto de la presentación que dio origen a la causa permite descartar, que los acontecimientos allí narrados hayan afectado la seguridad de la Nación o de alguna de sus instituciones, pues versa exclusivamente sobre la intervención de funcionarios locales en procedimientos de designación y remoción de cargos públicos en la esfera del Concejo Deliberante de la municipalidad, es decir, situaciones que habrían incidido únicamente en el régimen municipal. La circunstancia de que no existan elementos para decidir si tales hechos encuadran en alguna figura penal determinada no impide sostener que, se trata de una materia ajena a la competencia federal.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    COMP,FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21194/2016/2/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia Nacional. 


    Tiene resuelto el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión planteada, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Lesiones Leves (Art. 89) Damnificado: F. M., Lorena Elizabeth


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77304/2016/1/CS1, 28 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F. M., M. s/ Infracción Art. 125 bis -promoción o facilitación de la prostitución- Ley 26.842


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1079/2017/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia n° 1394, L. XL "R., Martín y otra s/ Estafa" y Competencia N° 99 XLI, "P., Romina s/ Falsificación de documentos públicos”.


    La contienda negativa de competencia suscitada entre el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional y el Juzgado de Garantías, carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores y el alcance de los hechos investigados y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra, impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    G.,Tamara s/ Lesiones culposas (Art 94 1 ° párrafo) Denunciante E., Verónica Elizabeth y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64228/2016/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Falta de prueba. Sustracción de menores. Delitos contra la humanidad. Competencia federal. 


    Resolución PGN 398/12.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58. La actora habría nacido durante el período comprendido entre los años 1975-1983, sin que se hubiese acreditado las circunstancias de su nacimiento con la apropiada documentación, con lo que no puede descartarse que los hechos denunciados tengan vinculación con los antecedentes referidos en la Resolución PGN 398/12, en cuanto a la práctica sistemática y generalizada de sustracción, retención y ocultamiento de niños implementada durante esa época. Tampoco pudo obtenerse aún la información respecto al lugar en el que nació, aparentemente un domicilio particular, y que el médico interviniente en el parto no registraría la especialidad en ginecología y obstetricia, por lo que cabe concluir que se verifican varios de los indicadores detallados en la mencionada resolución de esta Procuración General para identificar los casos de apropiación. Sobre la base de esas consideraciones, el resultado del estudio hemático no alcanza para delimitar las características de los sucesos objeto de investigación.


    N.N. s/ Infracción Artículo 139 Inciso 2) del Código Penal


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 45233/2014/1/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Fideicomiso. Administración fraudulenta. Competencia provincial. 


    Surge de las constancias que el fideicomiso, destinado a la construcción de un emprendimiento de departamentos, hotel y locales comerciales, fue constituido y se desarrollaba en el ámbito provincial, donde tanto la empresa como la cooperativa desenvolvían sus actividades, por lo que, de acuerdo a lo que se desprende de las cláusulas contractuales y lo declarado en ese sentido por el apoderado de los fiduciantes y la fiduciaria provisoria, cabe presumir que allí se ejecutaron los actos de administración y disposición, más allá de que la negociación de la deuda relativa a los créditos que habría asumido esa firma en perjuicio de aquéllos, se haya realizado en esta ciudad, tal como alega el denunciante. Sobre la base de esas circunstancias, y con independencia de la calificación legal que en definitiva quepa dar a los hechos, corresponde al juzgado provincial conocer en estas actuaciones, en cuyo ámbito territorial, además, se encontrarían los elementos probatorios atinentes a la gestión de la empresa y tramita la causa en la que se investiga a sus directores por el delito previsto y reprimido en el artículo 173, inciso 12, del Código Penal; ello sin perjuicio de que si su titular considera que la presente pesquisa le pertenece a otro magistrado de su misma provincia se la remita de acuerdo con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación son ajenas a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Defraudación por desbaratamiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42399/2016/1/CS1, 09 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Los escasos elementos de juicio, no alcanzan para delimitar la esencia de la maniobra delictiva y los pormenores del hecho objeto de investigación, por lo que la calificación legal ensayada por el declinante, no se apoya razonablemente en las constancias que se tienen a la vista, lo que impide la adecuada resolución del conflicto. Dado que no surge elemento alguno que haga surtir la jurisdicción federal, cuya intervención está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, corresponde al juzgado provincial, que previno, incorporar al proceso los elementos necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de la investigación ulterior.


    I., Marta L. s/ Defraudación. Administración fraudulenta


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 453/2017/CS1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Objeto del proceso. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En este caso, no se ha llevado a cabo ninguna diligencia probatoria que, de un modo u otro, permita fijar el objeto procesal con la verosimilitud que requiere esta etapa, ni tampoco se ha ensayado una determinada subsunción típica que, a la luz del criterio establecido por la Corte que permita la adecuada resolución de la controversia.


    N.N. s/ Defraudación contra la administración pública


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 26495/2015/1/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Subsidios. Programa de promoción del microcrédito para el desarrollo de la economía social. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte, que la entrega de una suma de dinero, proveniente de una prestación pública asistencial, implica la transferencia del dominio sobre ella y queda incorporada al patrimonio del ente receptor, con lo que se excluye un perjuicio directo y efectivo a las rentas de la Nación y por consiguiente, la competencia federal más allá de los controles finales que aquel organismo se hubiere reservado sobre el particular.


    C., Gerardo Andrés s/ Defraudación contra la administración pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 710/2017/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Transferencia de competencias. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia nacional. 


    Del propio texto de la Ley de Transferencia de Competencias Penales y Contravencionales a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se puede advertir que quedó expresamente establecida la necesidad de su aprobación por la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, lo que hasta el momento no ha sucedido.


    K., Eva Flora y otros s/ Defraudación fraudulenta y defraudación contra la administración pública


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6812/2013/1/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Fraude a la propiedad intelectual. Responsabilidad por publicaciones en internet. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    En atención a que la dirección desde la que se accedió al protocolo de internet (IP), a partir del cual se habrían publicado los archivos digitales, se encuentra en territorio provincial, corresponde al juzgado local continuar con la investigación de la causa.


    N.N. s/ Infracción ley 11.723


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33206/2015/2/CS2, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    En atención a que la dirección desde la que se accedió al protocolo de internet (IP), a partir del cual se habrían publicado los archivos digitales, se encuentra en territorio provincial, corresponde al juzgado local continuar con la investigación de la causa.


    N.N. s/ Infracción ley 11.723


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33206/2015/1/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Fraude. Operaciones bancarias. Transferencias electrónicas. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que cuando el hecho ocurre en distintos lugares, la contienda debe resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.


    D. F., Carlos Daniel s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13906/2015/1/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Uso de documento adulterado. Competencia federal. 


    Cuando los fraudes se hubieran producido mediante la falsificación o el uso de documentos nacionales de identidad ajenos o adulterados, que induzcan a las empresas a error -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, habilita al fuero de excepción en los términos de los artículos 33, inciso c) y 42 de la ley 17.761 y sus modificatorias, y más aún cuando ese accionar pudiera entorpecer, además, el normal funcionamiento de la Administración Nacional de Seguridad Social.


    V., Enrique s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34761/2012/1/CS1, 21 de abril de 2017


    Ver dictamen 


    Grooming. Cuestión abstracta. 


    En función de lo informado por el Juzgado en lo Penal, Contravencional y de Faltas, la presente contienda negativa de competencia se ha tornado abstracta.


    N.N. s/ Acoso sexual a menores por comunicaciones electrónicas -Art. 131 C.P.-


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1622/2016/CS1, 22 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    En atención a que la conducta, que prima facie podría constituir la infracción prevista por el artículo 131 del Código Penal, habría ocurrido, en su mayor parte, en una ciudad bonaerese, lugar donde se accedió al perfil de la red social y donde se activaron numerosas veces las celdas de telefonía celular, medio por el cual se enviaron las imágenes con contenido sexual, y donde además vive el imputado, corresponde al juzgado provincial continuar con la investigación de la causa.


    N.N. s/ Infracción Art. 128, 3° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2009/2016/CS1, 04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Habeas corpus correctivo. Servicio Penitenciario provincial. Competencia provincial. 


    La acción de habeas corpus no reconoce como causa un acto lesivo emanado de autoridad nacional, por lo que no existe razón que justifique la competencia de la justicia federal. Tampoco, la persona detenida no se encuentra actualmente en un establecimiento provincial donde se solicitó la acción, ni tuvo lugar allí el acto por el cual se reclama, por lo que no hay razones de inmediatez, celeridad y eficacia que justifiquen la intervención de un juez de esa provincia.


    M. D., Teresa Jaquelina s/ Habeas Corpus


    COMP,FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 25167/2017/1/CS1, 16 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Hábeas corpus. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus".


    C., Jorge Alberto s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33612/2017/1/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus".


    D. L. T., Martín s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35946/2017/1/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus".


    G., Hugo Omar s/ Hábeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45276/2017/1/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus".


    G., Hugo Omar s/ Hábeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46479/2017/1/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón Devoto s/ Habeas corpus".


    P., Carlos Eduardo s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30518/2017/1/CS1, 11 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón Devoto s/ Habeas corpus".


    P., Carlos José s/ Habeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24549/2017/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón Devoto s/ Habeas corpus".


    Y.G., Hernán s/ Habeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18049/2017/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón Devoto s/ Habeas corpus".


    P. B., Pedro José s/ Habeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24963/2017/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


    M., Emiliano Antonio s/ Habeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24338/2017/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


    L., Robert F. s/ Habeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23364/2017/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


    P. B., Pedro José s/ Habeas Corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24693/2017/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 5279, "Módulo, Pabellón, Devoto s/ Habeas corpus".


    B., Yoel s/ Habeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44169/2017/1/CS1, 05 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 5279, "Módulo, Pabellón, Devoto s/ Habeas corpus".


    D., Jorge Claudio s/ Habeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44194/2017/1/CS1, 05 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 5279, "Módulo, Pabellón, Devoto s/ Habeas corpus".


    G., Matías Ezequiel s/ Habeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44196/2017/1/CS1, 05 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 5279, "Módulo, Pabellón, Devoto s/ Habeas corpus".


    T., Diego s/ Habeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44056/2017/1/CS1, 05 de octubre de 2017


    Ver dictamen 


    Condiciones de detención. Competencia federal. 


    La acción de habeas corpus colectivo denuncia condiciones de detención que no se ajustarían a los parámetros legales en las cárceles federales ubicadas, en diferentes jurisdicciones locales, y el acto lesivo que impacta en todas ellas se identifica con el ejercicio deficiente de la función que cumple la autoridad nacional a cargo del sistema penitenciario federal. Ambas circunstancias suscitan, la competencia de la justicia federal conforme lo prevé el artículo 8° de la ley 23.098 para los casos que trascienden los límites de la Capital de la República.


    N., Ariel Carlos s/ Hábeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68124/2016/1/CS1, 15 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Homicidio calificado. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Juez previniente. 


    El presente conflicto negativo de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N. N. s/ Homicidio agravado p/ Precio - promesa remuneratoria


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 13301/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Homicidio culposo. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. El hecho desencadenante de la muerte habría ocurrido por una mala atención por parte de los médicos de la Clínica, en ésta capital, y que además, el marcapasos colocado en dicha institución funcionaba de manera incorrecta. Por ello corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional conocer en estas actuaciones.


    P., A. L. s/ Homicidio culposo (Artículo 84, 2° párrafo)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1828/2017/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Falta de atención médica. Empleados públicos. Hospitales públicos. Competencia federal. 


    De las conductas atribuidas a los imputados en relación con la lesión uterina y el deceso del feto, así como respecto de las irregularidades en la confección de la documentación pertinente, aparecen directamente relacionadas con el cumplimiento de sus funciones médicas en el hospital universitario, por lo que no puede descartarse que haya afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación y el normal funcionamiento de esa institución.


    D. C., V. L. s/ Lesiones leves


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2320/2016/CS1, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Homicidio simple. Competencia federal. Falso testimonio. Encubrimiento. Allanamiento domiciliario. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Se encuentran suficientes elementos para sostener razonablemente las hipótesis que en definitiva determinan la competencia federal en la causa, como se las expuso al principio. Corresponde a la justicia nacional que además previno, dispuso la prohibición de salir del país del imputado y ordenó allanar su domicilio en cuyo interior incluso se halIaron oportunamente restos materiales que correspondieron a sangre humana.


    N.N s/ Homicidio simple - víctima S., E. M. - y otro


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 21546/2017/1/CS1, 11 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Principio de inmediación. Domicilio del causante. Competencia provincial. 


    La Corte resolvió que ante la existencia de una internación involuntaria, resulta imperioso extremar la salvaguarda del principio de inmediatez en resguardo de los derechos fundamentales de las personas internadas forzosamente en procura de su eficaz protección, y, en ese sentido, es el magistrado del lugar donde se encuentra el centro de internación quien debe adoptar las medidas necesarias y controlar las condiciones de su tratamiento, a fin de no dejar a ella en un estado de desamparo.


    F., Lucía Teresa s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1523/2017/CS1, 25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Hostigamiento o maltrato. Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Competencia del Juez que previno. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    De los términos de la denuncia, de su ratificación y de las demás constancias del legajo no surge con precisión dónde habría sido recibido el mensaje por el que la madre de la niña la habría obligado a ir a su casa, insultándola. Tales elementos tampoco resultan suficientes, para formar fundado criterio y discernir el tribunal al que corresponda investigarlo, en un caso que indica un trasfondo familiar problemático. Corresponde a la justicia de la Ciudad que previno, profundizar la investigación en esos aspectos, con independencia de lo que resulte ulteriormente. A esa jurisdicción también le compete la pesquisa del presunto incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, por tratarse el período atribuido, una continuación del investigado en la causa anterior contra la imputada, quien, además, se domicilia en el ámbito de esta Capital y en su contra tramita ante la justicia nacional en lo civil el juicio por alimentos en cuyo marco se abrió una cuenta en la sucursal Tribunales del Banco de la Nación Argentina para el depósito de la cuota provisoria allí fijada.


    C., M. C. s/ Infracción Ley 13.944 (Art. 1)


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1281/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte, que cuando las declaraciones del denunciante sobre el lugar de comisión del hecho son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre esa base.


    N.N. s/ Amenazas. Denunciante: G., Patricia Beatriz


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1011/2017/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Hurto de automotor. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    O., Gabriel Sebastián s/ Hurto de automotor en la vía pública


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28057/2015/2/CS1, 11 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento"; Fallos: 324:1617 y 3651 y Competencia 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia". Doctrina de Fallos 323:772.


    Concurren en la presente contienda negativa de competencia circunstancias sustancialmente análogas a las consideradas en el dictamen de autos "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, a cuyos fundamentos y conclusiones cabe remitirse en beneficio de la brevedad. Por las razones allí expuestas, y más de la ausencia del requisito de atribución recíproca que surge de la causa, toda vez que la justicia nacional de instrucción desvinculó al prevenido de la sustracción acaecida en esta Capital, y le imputó el delito de encubrimiento, sin que se advierta la existencia de medidas pendientes de realización en tal sentido, debido a las circunstancias en que se habría producido, y en atención a que no se encuentra cuestionada la calificación legal del hecho en el delito de encubrimiento, de conformidad con la doctrina de Fallos 323:772, que el Juzgado federal provincial, en cuya sección fue secuestrado el motovehículo, debe conocer en estas actuaciones. Por otra parte, en lo atinente a la supresión de las chapas patentes, resulta aplicable la doctrina del Tribunal sentada en Fallos: 324:1617 y 3651 y Competencia 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    C., Maximiliano s/ Encubrimiento (art. 278 del C.P.)


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9365/2015/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Devolución del expediente. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Las constancias agregadas al incidente de la presente contienda negativa de competencia finalmente trabada resultan insuficientes para discernir el tribunal que debe conocer en la causa, en tanto no han sido incorporadas las constancias relacionadas con la sustracción del vehículo en esta ciudad, como así tampoco consta la declinatoria efectuada por la justicia nacional de instrucción que tuvo a su cargo esa investigación, y que resultan necesarias para expedirse con relación a la competencia material del caso, más aún cuando el conflicto no se encuentra correctamente trabado dado que los jueces intervinientes no se la atribuyen recíprocamente, pues el juez local rechazó su conocimiento en el entendimiento de que debía conocer el juez que investigaba el desapoderamiento del bien y no así la justicia federal.


    A., Raimundo Valentín s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19649/2016/1/CS1, 06 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Hurto. Competencia provincial. 


    Remisión a la causa CSJ 30/2016/CS1 "N.N. Víctimas: Valdez, Gonzalo Ezequiel y otros s/ Robo".


    N.N. Denunciante: Oscar Hugo, L. s/ Hurto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1357/2016/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 30/2016/CS1, "N.N. víctimas: V., Gonzalo Ezequiel y otros s/ Robo".


    N. N. denunciante Elisa Dolores S. s/ Hurto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1603/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia nacional. 


    Teniendo en cuenta la relación de alternatividad existente entre los delitos de hurto y de encubrimiento, se impone la necesidad de contar con una adecuada investigación que defina la situación jurídica del imputado con relación al desapoderamiento de la motocicleta, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resulta ajeno a la sustracción, sin que el tiempo transcurrido entre ese delito y su incautación constituya un parámetro para desechar, sin más, su participación en el delito contra la propiedad.


    M., Carlos s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1373/2017/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. 


    Relación de alternatividad entre las figuras penales.


    Cuando los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en el que habría incurrido el prevenido, y dada la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones, se impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica con relación al desapoderamiento, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resulta ajeno a la sustracción, y sin que el tiempo transcurrido entre ese delito y su incautación constituya un parámetro para desechar, sin más, su participación en el delito contra la propiedad. En ese sentido, y teniendo en cuenta que, hasta el momento, no se habrían podido determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habría conseguido tener el rodado en su poder, corresponde a la justicia de la ciudad de Santa Rosa profundizar la investigación respecto de su desapoderamiento, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en la provincia de Buenos Aires, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior. Por otra parte, en lo atinente a la supresión de las chapas patentes resulta aplicable la doctrina del Tribunal que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En consecuencia, su conocimiento corresponde a la justicia de Trenque Launquen, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    G., Alejandro Mauricio s/ Hurto


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1760/2016/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Estado Nacional. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que el delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional


    N.N. s/ Hurto: denunciante E., Mariela


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 32513/2016/1/CS1, 04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia territorial. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte, que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    N.N. s/ Hurto. Damnificado: F., Mónica Adriana


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28728/2016/1/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Razones de economía. Competencia nacional. 


    Cuando la ejecución del delito se desarrolla en distintas jurisdicciones la elección del juez competente debe realizarse atendiendo a razones de una mejor economía procesal.


    M., Yael Alexandra s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15368/2015/1/CS1, 20 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia provincial. 


    Más allá de la escasez de elementos, entre los cuales no surge certificación alguna respecto del domicilio actual de las menores, debe tenerse en cuenta que según resulta de los términos de la denuncia era donde residían al tiempo en que el padre las habría removido de la custodia de la madre, privándola del contacto con ellas y del ejercicio de sus derechos y obligaciones.


    C., Enrique Carmelo s/ Impedimento de contacto


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 795/2017/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    Toda vez que de los dichos del denunciante, surge que el impedimento de contacto con su hija se habría concretado en el domicilio que ésta comparte con la imputada en territorio bonaerense, corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción e incorporar los elementos necesarios para proseguir la causa.


    V., A. V. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 79202/2016/1/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es doctrina de la Corte que la realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio del conflicto, implica asumir la competencia que fuera atribuida, y que una declinatoria efectuada después importa el inicio de uno nuevo. La circunstancia de que la justicia nacional asumiera la jurisdicción delegando el trámite de las actuaciones en el fiscal, importó, una tácita aceptación de la competencia. El hecho objeto de la contienda es el delito de impedimento de contacto de la Ley 24.270, dado que el Juzgado de Familia ha asumido el conocimiento de las cuestiones relacionadas con el largo conflicto que atravesaría la familia desde que la imputada se mudara con el niño a otra ciudad, su tenencia y el acuerdo de visitas; y que fue precisamente en la sede de ese tribunal donde debía presentarse al menor para el encuentro con su padre y para la implementación de un régimen de comunicación entre ellos.


    G., Noelia Marilina s/ Infracción Ley 24.270


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1757/2017/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Debe tenerse en cuenta que según resulta de los términos de la denuncia, era en esta ciudad donde residían al tiempo en que los habría removido de la custodia de su madre, privándola del contacto con ellos y del ejercicio de sus derechos y obligaciones. Toda vez que también ante la Oficina de Violencia Doméstica de la Corte se habría iniciado oportunamente un expediente relativo a un conflicto entre los cónyuges, corresponde al juzgado de esta ciudad que previno, y ante cuyos estrados acudió la denunciante a hacer valer sus derechos continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de cuanto pudiere resultar con posterioridad.


    C., M. R. s/ Infracción a la Ley 24.270


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23814/2016/1/CS1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Plan de parentalidad. Competencia provincial. 


    En atención a que de los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse en tanto no se encuentran controvertidos por otros elementos del incidente, surge que su hijo se domiciliaría con la madre en la República Oriental del Uruguay, y que el objeto concreto de denuncia sería su disconformidad con las reglas establecidas en el régimen de visitas vigente y ciertas obstrucciones puntuales que le atribuye a su ex esposa dentro del contexto de su cumplimiento, en tales condiciones corresponde entender en la causa a la justicia provincial, en cuyo ámbito territorial se homologó el convenio y, además, tramitaron el divorcio y la tenencia del menor, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    R. R., S. J. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64546/2016/1/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Más allá de que la imputada se mudara con los menores a otra provincia, lo relativo al régimen de comunicación o visitas fue acordado en el ámbito de la justicia de familia de la ciudad del domicilio materno donde residían al momento en que aquélla le habría impedido al padre tomar contacto con sus hijos. Y allí es donde las partes establecieron el retiro y la entrega de los niños.


    M., Florencia Belén s/ Impedimento de contacto


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1014/2017/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Incendio y otros estragos. Competencia nacional. 


    Generación de riesgo o peligro común. Remisión al fallo de las causas Comp. 390, L. XLIX, "Rodríguez, Hernán Augusto s/ Inf. art. 183", y CCC 67982/2014/2/CS1, "Olivera, Nicolás Emanuel s/ Incendio u otro estrago (art. 286, inc. 1)”.


    No puede desecharse que en el caso se haya desplegado una conducta idónea para generar el riesgo o peligro común requerido por el artículo 186, inciso 1° del Código Penal, en el sentido de la producción de una merma real en la seguridad de bienes indeterminados. Dadas las proporciones que adquirieron casi todos los siniestros, sumadas al horario nocturno en que se produjeron, en principio no permiten descartar la existencia de ese riesgo generalizado comprendido en la figura bajo análisis lo que, en todo caso, deberá valorarse a la luz de las reglas de la sana crítica.


    S. C., Hernán Darío s/ Incendio u otro estrago (Art. 186, inc. 1). Denunciante: D. S., Brian


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42511/2016/2/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Economía procesal. Interés del menor. Competencia provincial. Juzgado de garantías. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, en atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, por lo que a tal efecto conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.


    F., Diego Adrián s/ Infracción Ley 13.944


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1207/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Detención del menor. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En tal sentido, si bien en la entrega de la menor, supuestamente irregular, intervino personal del servicio social de una jurisdicción, dispuesta por orden judicial, no puede pasarse por alto que todas las circunstancias atinentes a esa diligencia habrían ocurrido en una oficina tutelar de otra jurisdicción donde, quien habría incumplido sus deberes en el caso, se habría hecho presente en horas de la madrugada.


    M., Julieta s/ Incumplimiento de los deberes de funcionario público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 620/2017/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Discriminación. Competencia federal. 


    Atento que la denuncia por actos de discriminación comprende otros episodios diferentes al que fue objeto de investigación en la justicia local y que el conocimiento de la ley 23.592 corresponde al fuero federal, corresponde a este último seguir conociendo en la causa.


    N.N. s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario e infracción Ley 23.592 (Art. 2)


    COMP,FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 2323/2016/1/CS1, 05 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Infracciones aduaneras. Procedimiento administrativo. Contrabando menor. Cosa juzgada. Competencia federal. 


    Es criterio del Tribunal que los conflictos que se suscitan entre jueces y funcionarios administrativos con facultades jurisdiccionales que estén motivados en su ejercicio, son equiparables a las contiendas cuya solución el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 confía a la Corte, principio que se aplicó especialmente a un conflicto entre un juez federal y el administrador de aduanas de su sección territorial. Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se cometió, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces que participan del conflicto. Ésta regla contiene los elementos en que se basa la refutación del argumento de la cosa juzgada En primer lugar, las proposiciones prima facie, como son las realizadas con el objeto de establecer la competencia, por definición se tienen por ciertas hasta que aparezca evidencia contraria, es decir, carecen del carácter inmodificable que connota el concepto de cosa juzgada. En segundo lugar, los órganos en conflicto concurren en iguales condiciones a debatir los presupuestos de su competencia porque tienen igual deber de defender su propia jurisdicción, para lo cual se encuentra adecuadamente configurado el procedimiento de resolución de conflictos de competencia. No tendría sentido tramitar ese expediente -y mal podría hablarse de conflicto o igualdad de condiciones- si uno de los jueces pudiese imponer al otro su propio criterio amparado en el argumento de que éste goza de la estabilidad de la cosa juzgada. La estabilidad relativa de las decisiones en materia de competencia no deriva del instituto de la cosa juzgada, sino del principio de economía procesal, fundamento de la conocida doctrina de la Corte que desautoriza la profusión de actos jurisdiccionales superfluos en torno al tema de la competencia y la promoción de planteos de esa naturaleza cuando no existen motivos sustanciales que lo justifiquen. No resulta admisible modificar las decisiones de aceptación de la competencia a menos que se presenten o sean descubiertas nuevas circunstancias relevantes. Cabe señalar acerca del fondo de la cuestión, el proceso versa sobre la introducción al país de un ala delta motorizado por vía aérea, en la que habían participado tres personas y el valor del objeto no encuadra a la infracción aduanera. En tales condiciones, el hecho, conforme puede ser prima facie apreciado, no constituye una infracción de contrabando menor (conf. Artículos 864, inciso a), 865, incisos a) y e) y 947 del Código Aduanero). Es por ello que corresponde al Juzgado Federal continuar con el trámite de la causa que originó el conflicto.


    A., Pablo Sebastián y otros s/ Inf. Ley 22.415


    COMP,FPA-Justicia Federal de Paraná, 7777/2013/CA1-CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Infracciones de tránsito. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos.


    N.N. s/ Defraudación


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51514/2016/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Intento de suicidio. Competencia provincial. 


    Fallo de la causa Comp. 734; L. XLIII, “G., Narda s/ Suicidio en tentativa”.


    Atento que el magistrado provincial no ha desconocido que la ingesta de los medicamentos de la que resultó la intoxicación de la víctima hubiera ocurrido en un domicilio ubicado dentro de su ámbito territorial, más allá de la conclusión que ulteriormente pudiera llegarse en torno a su calificación jurídica, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en el fallo de referencia, corresponde a la justicia provincial entender en la presente causa.


    N.N. s/ Instigación al suicidio - Damnificado: B., Silvina


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69470/2016/1/CS1, 19 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Intimidación pública. Cámara Nacional de Apelaciones. Competencia Federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de Competencia”.


    N.N. s/ Intimidación pública


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10224/2016/2/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    La Corte ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional. En tal sentido, también tiene resuelto la Corte que si la justicia nacional considera que un hecho no constituye una conducta penal típica, deberá proceder a su archivo, pues ésa es la solución prevista por el artículo 195, segundo párrafo, del Código Procesal Penal de la Nación, para los supuestos de inexistencia de delito, y en su caso, si posteriormente entiende que el suceso podría encuadrar en la infracción al artículo 71 del Código Contravencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, deberá remitir testimonios a la justicia local, a cuya jurisdicción se encuentra reservado dicho análisis.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1117/2017/1/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. 


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino. Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia".


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal, conforme lo dictaminado por esta Procuración General en los autos "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    N.N. s/ Intimidación pública


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14997/2016/1/CS1, 02 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino. Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia".


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal, conforme lo dictaminado por esta Procuración General en los autos "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    N.N. s/ Intimidación pública


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15578/2016/1/CS, 02 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Investigación del hecho. Defraudación. Falsedad ideológica. Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 


    El Tribunal ha establecido que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    F. c/ N.N. s/ Averiguación de hecho


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1386/2016/CS1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Calificación legal. Juez previniente. 


    La presente contienda negativa de competencia no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte, pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Amenazas


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4091/2017/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia criminal. Competencia de instrucción. Juez previniente. 


    Debido a que subsiste idéntica situación a la que existía al pronunciarse anteriormente la Corte, no se aprecia que se haya profundizado la pesquisa, de tal modo que autorice a modificar el criterio que informó la decisión del Tribunal, ni tampoco que, a partir de allí, se haya incorporado al incidente ningún elemento probatorio que, eventualmente, permita reeditar la cuestión de competencia territorial.


    Incidente n° 2 - imputado: S., Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 391/2011/2/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo. Privación ilegal de la libertad. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habrían cometido los imputados. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquéllos respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no se realizó ninguna medida tendiente a dilucidar cuanto menos, la posible participación en ella del imputado de sexo masculino. Asimismo, tampoco se ha indagado a los prevenidos acerca de la manera en que habrían conseguido tener en su poder la mercadería lo que, no sólo contribuiría a definir la situación jurídica de aquéllos respecto del delito contra la propiedad, sino también a identificar a sus autores. Por otra parte, acerca de la dificultad que tendría el damnificado por el robo para reconocer a sus autores no puede autorizar un juicio adverso sobre la utilidad de una medida dispuesta a tal fin, ya que ésta depende más de las circunstancias objetivas del suceso, que de las apreciaciones subjetivas de la persona que lo habría sufrido acerca de sus capacidades para reconocer a quien aún no tiene en frente, sobre todo si se pondera lo expresado allí en cuanto a que éste habría podido describir las características físicas de los asaltantes. En esta inteligencia, la Corte tiene dicho que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no hayan tenido participación alguna en el delito de contra la propiedad, circunstancia que, de acuerdo a lo antes expuesto, no se presenta en el caso. En consecuencia, y atento que de los dichos del damnificado surge que la privación ilegítima de su libertad comenzó en esta Capital, ámbito en el que además ha sido desapoderado del camión cargado con mercadería, corresponde asignar la competencia al juzgado nacional para conocer en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    A., María Estela s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48723/2015/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto negativo de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Tiene establecido la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En el caso no concurren los elementos señalados pues, de las escasas constancias incorporadas al incidente, no resulta posible determinar fehacientemente la calificación legal de los sucesos. En este sentido, no se han determinado las circunstancias de tiempo, modo y lugar que rodearon a la obtención del crédito fraudulento. En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional, que previno y a la que acudió la denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    Banco C. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6519/2017/1/CS1, 16 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    No se advierten de las constancias del incidente, que se hayan dilucidado las circunstancias exigidas por la doctrina del Tribunal, según la cual resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas.


    V., Gabino Guillermo y otro s/ Estafa y Falsificación documento privado. Denunciante: T., Jorge Horacio y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70823/2016/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley. No resulta posible determinar fehacientemente cuál es la calificación legal que corresponde prima facie a los hechos.


    R.D., Marco Guillermo s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 339/2017/CS1, 19 de junio de 2017


    Ver dictamen


    El presente conflicto de competencia, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. Ello es así pues los magistrados no han practicado medida alguna tendiente a darle precisión a los hechos para, a partir de ello, poder esbozar una calificación que tenga sustento real en las constancias de la causa. El correcto planteamiento de una contienda requiere de un delito concreto para poder pronunciarse acerca del lugar de su comisión y del juez a quien compete investigarlo y juzgar.


    Dr. Francisco Daniel T., Fiscal Penal Especial DD.HH s/ Remisión de actuaciones


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2142/2016/CS1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Tiene decidido el Tribunal que resultan elementos indispensables, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del magistrado a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N.: Denunciante: A., José Ángel s/ Abuso de autoridad y violación deberes de funcionario público (Art. 248)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 82/2017/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Interés del menor. Competencia por el territorio. Juez previniente. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Al verificarse en el caso circunstancias de índole territorial que, desde la valoración prioritaria del "interés superior del niño", autorizan a otorgar el conocimiento de la causa al juez del lugar donde actualmente reside la menor, por encontrarse en mejores condiciones de resguardarla y a fin de evitar la reedición de una misma situación traumática corresponde proseguir la investigación al juzgado que previno y a cuyos estrados concurrió la denunciante a hacer valer sus derechos.


    M., P. s/ Abuso sexual


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2056/2016/CS1, 07 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Juez preveniente. Competencia contravencional y de faltas. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    P. S. s/ Amenazas con armas o anónimas (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1774/2014/CS1, 04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    No se advierte a partir de las constancias de la causa que la contienda se encuentre precedida por una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58. Ello es así, pues con los elementos acumulados en el legajo no ha podido establecerse todavía ningún hecho concreto en relación con el que corresponde pronunciarse acerca de su calificación legal, el lugar de su comisión y, consiguientemente, respecto del juez a quien compete investigarlo. En tales condiciones, corresponde al tribunal provincial que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 151/2017/CS1, 19 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que las declaraciones de incompetencia deben estar precedidas de una investigación suficiente que permita la correcta individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, en tanto sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Tales extremos no se verifican en el caso ya que, no es posible discernir aún con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el verdadero alcance de los sucesos a investigar, sin que conste que se hubieran realizado las mínimas tareas de averiguación tendientes a corroborar al menos las circunstancias denunciadas y el modo en que habrían ocurrido, lo que en definitiva impide determinar la correcta calificación jurídica de los hechos, para formar fundado criterio sobre el lugar de comisión y el tribunal al que corresponda investigarlos. Resulta imprescindible la profundización de la investigación a fin de esclarecer aquellos aspectos, puesto que además la multiplicidad de circunstancias que componen los acontecimientos podrían dar lugar a considerar distintas hipótesis delictivas y hasta involucrar, en alguna de ellas, intereses federales.


    N.N. s/ Estafa y falsificación doc. público. Querellante: M. Maximiliano


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50308/2016/1-CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La presente contienda negativa de competencia no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte, pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En tal sentido, tiene resuelto el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa, en la que no se ha practicado diligencia alguna que permita siquiera identificar cuál sería el comportamiento punible y establecer sus circunstancias de tiempo, modo y lugar para, en su caso, poder encuadrarlo en alguna figura penal sobre la que se pueda decidir la competencia. Por lo tanto, corresponde al juzgado que previno, continuar conociendo en esta causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N.N. - Denunciante: M., Humberto Rubén s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1470/2017/CS1, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La presente contienda no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inc. 7°, del decreto ley 1285. Ello así pues, no se cuenta en el expediente con elemento alguno para precisar el alcance de los hechos denunciados, sin que ni siquiera consten realizadas las mínimas diligencias de investigación tendientes a acreditar cuáles son las acciones u omisiones que deberían motivar la pesquisa, y a quiénes correspondería atribuírselos, lo que en consecuencia impide encuadrarlos en alguna figura penal determinada. Por ello, corresponde al juzgado de garantías, que previno y dispuso su incompetencia sin darle precisión a la declinatoria, profundizar la pesquisa, para resolver, luego, de acuerdo con lo que de ello surja.


    N.N. - Denunciante: G., Liliana Iris s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1307/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Juez que previniente. Competencia federal. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En este sentido, resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Toda vez que, de las escasas constancias incorporadas al incidente, no es posible afirmar o descartar la afectación de intereses federales en tanto se desconocen las circunstancias de tiempo, modo y lugar del hecho, corresponde a la justicia federal que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y eventualmente resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Priv. ilegal de la libertad. Denunciante: V., Antonio


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1603/2016/2/CS2, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Relación de alternatividad entre las figuras penales.


    Cuando los escasos elementos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido el imputado, y dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento, se impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido con relación al desapoderamiento de la moto. Tampoco se han podido determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que el prevenido consiguió tener en su poder el motovehículo, sin su correspondiente documentación registral ni sus placas identificadoras colocadas. Asimismo, la dificultad que tendría el damnificado por el robo para reconocer a sus autores, no puede autorizar un juicio adverso sobre la utilidad de una medida dispuesta a tal fin, ya que ésta depende más de las circunstancias objetivas del suceso, que de las apreciaciones subjetivas de la persona que lo habría sufrido acerca de sus capacidades para reconocer a quien aún no tiene en frente. Por otro lado, una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base. No se trata de desdoblar un único hecho en función de calificaciones pues debe determinarse la responsabilidad que le pudo haber correspondido al imputado en uno u otro suceso que, por lo demás, aparecen claramente distinguibles no sólo en tiempo y espacio, sino también, en razón de los elementos subjetivos y objetivos requeridos por el tipo penal para la configuración de cada uno de ellos. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que no se advierte en autos. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia nacional en cuya sede se investiga la sustracción del motovehículo, profundizar la investigación respecto de la posible participación del imputado en ese delito, sin perjuicio de lo que resulte en trámite ulterior. Por otra parte, en lo atinente a la supresión de las placas resulta aplicable la doctrina del Tribunal, que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, en consecuencia su conocimiento corresponde a la justicia provincial.


    N.N.. Dam.: B., Martín N. s/ Robo de automotor con arma


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2207/2016/CS1, 28 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Juzgado de primera instancia. Cámara Nacional de Apelaciones. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.


    La contienda negativa de competencia trabada entre el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción, y el Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido en el caso.


    P., Braian Adrian s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35070/2016/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe consignar al respecto que, frente a las particularidades que reviste el caso, se impone recabar las actuaciones que se hubieran labrado con motivo del supuesto accidente acaecido en sede provincial, o cualquier otra probanza que resulte idónea para verificar la existencia del siniestro, como así también las historias clínicas que obraran en los hospitales donde aquél habría sido atendido.


    N.N. s/ Lesiones culposas (Artículo 94 1° Párrafo) Damnificado: D. S., Brian Damian


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76151/2016/3/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Lesiones leves. Competencia nacional. 


    Remisión a los precedentes de las causas 475, L. XLVIII, "C., A. C. s/ Art. 149 bis" y CCC 6667/2015/1/CS1, "G., C. L. s/ Lesiones agravadas. Damnificado: G., M. S.".


    A., Ricardo Oscar s/ Lesiones Leves (Art. 89). Denunciante: G., Cintia Noelia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29696/2017/1/CS1, 31 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que la competencia penal ratione loci se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    V., A. Ángel José s/ Lesiones leves damnificado: C. C., Cynthia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64571/2016/1/CS1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Lesiones. Amenazas. Competencia correccional. 


    Surge de la pesquisa, que el funcionario policial dejó expresamente asentado que el hematoma en la pierna derecha de la denunciante era visible a la instrucción, y que fue su voluntad instar la acción penal, motivo por el cual no debe rechazarse sin más esa imputación, más allá del resultado obtenido en la posterior revisación médica la que recién tuvo lugar a partir de la denuncia. Por lo tanto, y en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa de ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por un único tribunal que en el caso será del fuero correccional que en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    E. L., J. L. s/ Lesiones leves (art. 89)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31012/2016/1/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Atento que de las constancias del incidente surge que las lesiones que constituyen el objeto de esta investigación habrían ocurrido en la localidad bonaerense, corresponde al juez provincial continuar con la sustanciación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    N.N. s/ Lesiones graves (art. 90) Damnificado: D., C. R.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35651/2016/1/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que la competencia penal ratione loci se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    H., Solange Valeria s/ Lesiones leves. Damnificada: L., Marisol


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32718/2016/CS1, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Personal penitenciario. Empleados públicos. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 322; L. L, "Arroyo, Cristian s/ Homicidio simple" y Comp. 678; L. XLIX, "Zapata, Miguel A. s/ Homicidio".


    Asiste razón al magistrado provincial en cuanto afirma que el hecho investigado es materia federal. Las lesiones sufridas por el damnificado se produjeron en el Salón de Usos Múltiples dentro de la Unidad Penitenciaria Federal, en la que cumplen funciones de custodia y guarda funcionarios federales, no pudiendo descartarse que se haya afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación. En este sentido, son aplicables los fundamentos utilizados en las competencias Comp. 322; L. L, "Arroyo, Cristian s/ Homicidio simple" y en Comp. 678; L. XLIX, "Zapata, Miguel A. s/ Homicidio", a los cuales cabe remitirse por razones de brevedad.


    N.N. s/ Homicidio simple


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1638/2016/CS1, 21 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Locación. Rescisión del contrato. Retención indebida. Domicilio. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina del tribunal que el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o la devolución incumplida, y que en caso de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, la obligación debe ser satisfecha en el domicilio del deudor.


    R., Adrián Gustavo s/ Retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78303/2016/1/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tiene dicho la Corte que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que los dichos del denunciante pueden ser tenidos en cuenta a esos efectos, mientras no hayan sido desvirtuados por otros elementos de la causa. Toda vez que los hechos ocurrieron en la localidad bonaerense, debe ser la justicia provincial la que continúe con la pesquisa, sin perjuicio que se la remita eventualmente a otro de su misma provincia de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    M., Silvia s/ Averiguación de delito denunciante: M., Claudia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32250/2017/1/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Servicio penitenciario. Afectación al servicio público. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que el delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. De acuerdo con esos criterios y en atención a que los hechos relatados en la denuncia no habrían representado ni provocado una alteración al normal desarrollo de las funciones ni del servicio que allí prestan los agentes nacionales, así como tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir de modo directo la jurisdicción nacional de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde declarar la competencia de la justicia local para continuar interviniendo en la causa.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 3030/2017/1/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen 


    Malversación de caudales públicos. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si los fondos ya fueron transferidos de la órbita federal a otra entidad en cuyo patrimonio quedaron incorporados, su presunta afectación o uso indebido no perjudicaría las rentas del Estado Nacional, sin que a dicha conclusión pueda obstar la subsistencia a favor de la administración federal del derecho de requerir rendición de cuentas y vigilar el cumplimiento de los fines para los que fue otorgado el beneficio.


    R., José Francisco s/ Malversación de caudales públicos (Art. 260)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2213/2016/CS1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Relación de alternatividad entre las figuras penales.


    Los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado. Esa deficiencia y la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones imponen, la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del procesado respecto de la sustracción, especialmente si se advierte que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en aquélla.


    S., J. O. A. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 79310/2016/1/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Domicilio del menor. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Más allá de la significación penal que en definitiva corresponda asignar a los hechos denunciados, lo cierto es que, el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponda investigarlos.


    A., Á. A. s/ Infracción Artículo 145 bis – conforme Ley 26.842


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1326/2017/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Muerte en acto de servicio. Hurto calamitoso. Arma reglamentaria. Ejército. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales, o se afecte la prestación del servicio de un establecimiento nacional para que, de conformidad con el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura. Según surge de las constancias de los agregados, en el momento del hecho la víctima se hallaba en servicio como soldado de guardia a quién, además, le sustrajeron enseres y armamento pertenecientes al Ejército Argentino.


    E., Brian Joel y otros s/ Homicidio agravado y hurto calamitoso en concurso real


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 262/2017/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Muerte. Establecimiento penitenciario. Competencia federal. 


    Muerte por causa dudosa.


    Las particulares circunstancias en las que tuvo desarrollo el hecho dentro de un perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional, no permiten descartar que haya existido un interés federal afectado. No es posible descartar aún que el devenir de los sucesos hubiere afectado el normal desempeño de la unidad penitenciaria, por lo que corresponde a la justicia federal que es quien mejor se encuentra habilitada para investigar este tipo de delitos acaecidos en establecimientos del Estado Federal continuar con el trámite de las actuaciones.


    N.N. s/ Muerte dudosa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 711/2017/CS1, 11 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Identificación de cadáveres. Causas excluidas de la competencia federal. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional, no basta para reputarlo sujeto a la competencia federal ya que, para que ello ocurra, es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Asimismo, tiene resuelto el Tribunal que la jurisdicción federal sobre ríos navegables surge en la medida en que resulte lesionado o se ponga en peligro la seguridad del tráfico fluvial.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2218/2016/1/CS2, 07 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia criminal y correccional. 


    Muerte por causa dudosa. Necesidad de profundizar la investigación.


    Tiene resuelto el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Muerte por causa dudosa. Damnificado: S. V., Celso


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53746/2016/1/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La presente contienda no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285, pues no se cuenta en el expediente con elementos para precisar el verdadero alcance de los hechos denunciados, sin que ni siquiera consten realizadas las mínimas diligencias de investigación tendientes a acreditar al menos las circunstancias que llevaron al deceso, lo que impide encuadrarlos en alguna figura penal y atribuir responsabilidad. AI respecto no resulta posible formular hipótesis sobre la valoración jurídico penal que, entre las varias posibles, correspondería en principio a los hechos objeto de la presente causa.


    M., Hildauro y otro s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1309/2017/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Agregada la copia de la partida de defunción, de la que surge el deceso ocurrió en una localidad de la Provincia de Buenos Aires, corresponde al Juzgado de Garantías nº 10 conocer en las presentes actuaciones.


    V., Patricia Mónica s/ Muerte por causa dudosa. Denunciante: V., Javier Esteban y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73014/2014/2/CS2, 04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Cuando el hecho desencadenante de la muerte, ocurra en territorio provincial, corresponde declarar su competencia, sin perjuicio, de que si entiende que debe intervenir otro juez de su misma provincia, le remita la causa de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Muerte por causa dudosa. Damnificado: P., Marcos Darío


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38209/2016/1/CS1, 20 de abril de 2017


    Ver dictamen 


    Muerte por causa dudosa.


    En tanto se ha determinado fehacientemente que los profesionales que atendieron al paciente no se habrían apartado de las reglas del arte de curar, así como tampoco se constató que, de haber existido falencias alimentarias, ellas hubiesen tenido incidencia determinante en la muerte y habida cuenta que, las lesiones que sufrió el causante y que habrían derivado en su posterior muerte, habrían tenido lugar en un domicilio de la localidad bonaerense, corresponde al magistrado local conocer en esta causa.


    N.N. s/ Muerte por causa dudosa. Damnificado V. Ramón Andrés


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50746/2015/1/CS1, 22 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Multa en el régimen de faltas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que las infracciones al artículo 289 del Código Penal no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Falsificación, alteración o supresión de número de registro. Damnificado: G., Imelda Catalina


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74648/2016/1/CS1, 17 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Multa. Falsificación de documento por funcionario público. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si bien la justicia federal no consideró el fundamento de la declinatoria y resolvió devolver el incidente con base en una calificación distinta, de la que tampoco se hizo cargo el juez provincial, se puede hacer una excepción a ese óbice formal, cuando razones de economía procesal así lo aconsejen. Toda vez que de los términos de la denuncia surge el lugar de producción del documento, y que no resulta de las declaraciones de los intervinientes, como tampoco de lo actuado hasta el momento, algún extremo que pueda hacer surtir la exclusiva y excluyente jurisdicción federal corresponde remitir estas actuaciones a la justicia provincial de dicho lugar, aunque no haya sido parte en la presente contienda.


    P., Daniel Alberto s/ Falsificación y aplicación de marcas y contraseñas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1033/2017/CS1, 16 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Narcomenudeo. Competencia por la materia. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. 


    Investigación a cargo de un único tribunal.


    Tiene establecido la Corte que es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran -como lo hizo la de Buenos Aires por ley 13.392- a ese régimen legal. No puede afirmarse en autos que se trata del último eslabón de la cadena de comercialización, en tanto que no puede descartarse por el momento la existencia de un vínculo entre los distintos individuos investigados, no sólo en atención a que todos los cauces de averiguación reconocen su inicio en una misma denuncia sino que, además, se ha logrado identificar a quienes serían proveedores de las sustancias prohibidas. Por ello, teniendo en cuenta que el objeto de investigación se refiere a una actividad que se desarrollaría tanto en la provincia de Buenos Aires como en esta Capital, es conveniente que la investigación de la causa quede a cargo de un único tribunal. Habida cuenta que la mayor parte de los estupefacientes fueron secuestrados en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, donde además se detuvo a los imputados que serían proveedores de las sustancias prohibidas, debe declararse la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal para que conozca en esta causa, motivo por el cual la justicia local debe ceder su intervención.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7043/2017/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 130, L. XLII, "E., Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737".


    C., Nadia Soledad y otro s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1031/2017/CS1, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1001/2017/CS1, "E., Daiana Soledad s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización".


    F., Claudio Enrique s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1517/2017/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1001/2017/CS1, “E., Daiana Soledad s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización”.


    B. D., Wilder y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1032/2017/CS1, 19 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Frustración maliciosa del pago del cheque. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La presente contienda carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores y el alcance de los hechos investigados y subsumirlos prima facie en una figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el Artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1.285/58. Resulta necesario profundizar la pesquisa a fin de determinar si existió una entrega fraudulenta del cheque, para lo cual es preciso conocer el motivo de su rechazo y las circunstancias de modo, tiempo y lugar en las que circuló, lo cual resulta posible de establecer a partir de los endosos que figuran al reverso, lo que podría permitir una adecuada calificación de los sucesos, imprescindible para resolver la cuestión de competencia.


    M., Miguel Ángel y otro s/ Infracción Art. 302


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1235/2016/1/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Personas privadas de la libertad. Lesiones. Servicio Penitenciario Federal. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que el delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Sentado ello, no se aprecia ni surge de las constancias del incidente, alguna alteración al normal desarrollo de las funciones o al servicio que allí prestan los agentes nacionales, así como tampoco alguna circunstancia que haga surtir de modo directo la jurisdicción nacional de naturaleza excepcional y restrictiva. En tales condiciones y habida cuenta que el magistrado de garantías no desconoce que el hecho habría tenido lugar en su territorio, corresponde declarar su competencia para continuar la presente investigación, sin perjuicio de lo que pudiere corresponder con posterioridad.


    Incidente N° 1 - Denunciante: Juzgado de Instrucción N° 13 C- 4718/2017 y otros - Imputado Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9168/2017/1/CS1, 10 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Phishing. Defraudación informática. Transferencia electrónica. Delito cometido en el extranjero. Economía Procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La contienda debe resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. Habida cuenta que se desconoce el autor del ataque informático, que habría utilizado una conexión a internet simulada en el extranjero, corresponde al magistrado provincial continuar con la investigación de la causa, en atención a que en su ámbito territorial se encuentra la cuenta donde se transfirió el dinero y se domicilia su titular.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40666/2016/1/CS2, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Plan de ahorro previo. Compraventa de automotores. Investigación inconclusa. Calificación legal. Declaración de incompetencia. Competencia provincial. Juez previniente. 


    Incorrecta traba de la contienda. Precedentes de Fallos: 293:485 y 304:949.


    Resulta de aplicación al sub judice la doctrina del Tribunal de Fallos: 293:485 y 304:949, según la cual si las resoluciones de incompetencia carecen de la descripción particularizada de los sucesos delictivos sobre los cuales se basa la calificación o ésta parece imprecisa o inadecuadamente sustentada en aquéllos, corresponde devolver las actuaciones al juez provincial, que previno, para que incorpore al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y, eventualmente, resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    S., Claudio s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 407/2016/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Pornografía infantil. Grooming. Interés del menor. Competencia provincial. 


    Es criterio de la Corte que para la resolución de cuestiones de competencia en materia penal cabe atender la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto. Con los elementos de juicio incorporados al legajo, son las hipótesis delictivas acuñadas en los artículos 128 y 131 del Código Penal las que mejor se adecuan, por su especificidad, al hecho denunciado; aun cuando todavía resta profundizar la investigación. En tales condiciones, atento que cabe a todos los organismos intervinientes, hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores y evitar la reedición de una misma situación traumática, corresponde proseguir la investigación al juzgado provincial.


    T., J. s/ Infracción Art. 145 bis -conforme Ley 26.842-


    COMP,FSM-Justicia Federal de San Martín, 37310/2016/1/CS1, 07 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Domicilio del demandado. Competencia provincial. 


    Más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda, es justamente a partir del domicilio del demandado que corresponde profundizar la investigación, en especial para determinar los datos que pudieren haberse transmitido o intercambiado desde allí y que pudieren configurar una conducta ilícita.


    A., W. A. y otros s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribución obscenas


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19402/2010/2/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. No se advierte que ese requisito se verifique en el incidente, en el que sólo pesa un estado de sospecha sobre el imputado, respecto del cual no se constató el domicilio, y además no se practicaron las medidas de prueba tendientes a corroborar las hipótesis, ni se ha llamado a prestar declaración testimonial a las personas domiciliadas en los lugares desde los que se accedió a internet. En tales condiciones corresponde a la justicia nacional, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y eventualmente resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1442/2016/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En atención a que de las constancias del expediente surge que las imágenes con contenido sexual de menores de edad se habrían compartido prima facie desde un IP ubicado en territorio bonaerense, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para continuar con la investigación de la causa.


    N.N. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 675/2017/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Pese a no poder identificarse al autor de los hechos, en atención a que de las constancias del expediente surge que las imágenes con contenido sexual de menores de edad se habrían compartido prima facie desde una IP localizada en una localidad bonaerense, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para continuar con la investigación de la causa.


    N.N. s/ Delitos atinentes a la pornografia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 572/2017/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad calificada. Concurso de delitos. Unificación de penas. Competencia federal. 


    Corresponde al Juez que dictó la pena mayor.


    Es criterio de la Corte que el artículo 58 del Código Penal responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, mediante las medidas necesarias para que ella no desaparezca por razón del funcionamiento de las distintas jurisdicciones y que, cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. Sin embargo, al no haber procedido el tribunal provincial de acuerdo con la regla de la primera parte de este artículo del ordenamiento de fondo, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, razón por la cual corresponde ahora al Tribunal Oral Federal que, en definitiva, impuso la pena mayor pronunciarse sobre la unificación de las sanciones oportunamente impuestas al condenado.


    A., Víctor Eusebio y otros s/ Privación de la libertad agravada Art. 142 inc. 1


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 10/2017/CS1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Abuso sexual. Falta de prueba. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió, además, otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Sin embargo, toda vez que ese aspecto aún no fue determinado en el caso, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En ese sentido, atento que la privación ilegal de la libertad cesó en Capital, donde la víctima fue liberada y se dio inicio a la prevención, corresponde a la justicia nacional proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    N.N. s/ Abuso sexual - Art. 119 1° párrafo


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10526/2017/1/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Institutos de vida consagrada. Congregaciones religiosas. Libertad de cultos. Concordato. Competencia provincial. 


    Religiosas de clausura. Facultades concedidas por la legislación eclesiástica. Concordato con la Santa Sede de 1966.


    La causa tiene por objeto establecer si determinados comportamientos constituyen hechos punibles según el derecho penal. Además se trata de delitos que, por su materia, son en principio ajenos a la competencia federal. En otras palabras, el objeto de este conflicto es una investigación criminal referida a delitos comunes. Desde este punto de vista, el caso se encuentra directa y principalmente regido por las prescripciones del código penal, que deben aplicar los tribunales provinciales o federales según que las cosas o las personas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones. Al tribunal que resulte competente en esos términos, le corresponde evaluar todas las circunstancias que incidan en la correcta aplicación del derecho. Esta afirmación vale también en este caso en el que la defensa ha planteado que los hechos no caen bajo la regla penal, por encontrarse exclusivamente bajo la jurisdicción eclesiástica, reconocida en el Concordato con la Santa Sede de 1966 y la Ley 24.483. La eventual cuestión federal que podría surgir por haber fundado la defensa su derecho en esas normas no altera la competencia del tribunal provincial para juzgar los hechos. En todo caso, la adecuada tutela de la supremacía del derecho federal quedaría asegurada por la vía del recurso extraordinario, conforme lo ha reconocido la Corte en numerosos precedentes.


    N.N. - Denunciante: T., Luisa - s/ Privación ilegal de la libertad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1719/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    Incidente N°1 - Damnificado: P. A., Karina Alejandra y otro imputado: A., Nicolás s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56428/2016/1/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Robo con armas. Economía procesal. Juzgado de garantías. 


    Incorrecta traba de la contienda. Pluralidad de jurisdicciones.


    La Corte tiene establecido que para la correcta traba de una cuestión negativa de competencia, los tribunales intervinientes deben atribuirse recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no se presenta en el caso, pues el magistrado provincial en lugar de asignar competencia al tribunal nacional, rechazó su atribución entendiendo que correspondería a una jurisdicción departamental diversa a la suya. Sin embargo, también ha resuelto la Corte que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta su pronunciamiento, cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal. La Corte tiene resuelto, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    N.N. s/ Robo con armas. Damnificado: C., Raúl


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75743/2016/1/CS1, 09 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Concurso de delitos. Competencia provincial. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    Tiene dicho la Corte que, cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales die esta última a los que corresponde entender en la causa.


    Incidente N° 1 - Damnificado: L.V., Melina N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4497/2016/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Procedimiento policial. Nulidad de patente. Secuestro de bienes. Bienes del estado. Arma de fuego. Investigación inconclusa. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Más allá de los juzgados provinciales intervinientes, lo cierto es que, en la medida que la sustracción del arma afecta directa y efectivamente al Estado Nacional, su conocimiento y el de los demás objetos que le fueron robados a la víctima, en función de la unidad de acción que conforman, corresponde la justicia de excepción. A ese fuero también le corresponderá el entendimiento del posible encubrimiento.


    N.N. s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1141/2016/CS1, 22 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Prostitución de mayores. Juez previniente. 


    La Corte tiene establecido que la determinación del tribunal competente no debe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo que atañen al concurso de leyes penales o bien a la configuración del tipo delictivo, pues en tanto quede salvaguardada la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, las normas que rigen el caso admiten un margen de distinción para los supuestos que su aplicación rigurosa contrariara el propósito de la mejor, más expeditiva y uniforme administración de justicia. Desde esa óptica, y sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva resulte de la valoración de las circunstancias de hecho y prueba que compete al tribunal de juicio, al haberse dictado los procesamientos y tramitado la causa hasta la elevación a juicio en sede federal, la continuación del trámite ante sus estrados es la solución más aconsejable para asegurar, a su vez, una mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Sobre todo cuando, como en el caso, hay personas privadas de su libertad, y esta postura es la que mejor favorece la pronta terminación del proceso requerida por la buena administración de justicia.


    M., G. G. y otros s/ Inf. Art. 145 ter, inc. 5°


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 47532/2015/TO1/16/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Prostitución de menores. Economía procesal. Perpetuatio jurisdictionis. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Los hechos habrían ocurrido en diferentes lugares y cabe apuntar que se permite inferir razonablemente que las conductas atribuidas se enmarcan en un mismo plan criminal y forman parte de un contexto delictivo común, tal como incluso se deduce de la modalidad escogida al procesarlo por el delito de abuso sexual agravado con acceso carnal, deben ser juzgadas por único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado. Corresponde al juez local que previno, ante quien acudió la víctima a hacer valer sus derechos, se detuvo al imputado y se dispuso su procesamiento, conocer en la causa.


    F., M. A. s/ Prostitución de menor de 13 años (sustituido conf. Art. 21 - Ley 26.842)


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 761/2017/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Prostitución. Trata de personas. Competencia federal. 


    Convergen en el presente una serie de particularidades que indican la conveniencia de que el proceso continúe tramitando ante la justicia federal, pues al margen de la labor investigativa llevada adelante desde el inicio, la propia descripción de los hechos y de la prueba por parte del magistrado declinante y del fiscal federal, permite vislumbrar un cuadro de acontecimientos relacionados con los hechos que reprime la ley 26.364, y no puede obviarse que la explotación allí prevista se configura en cualquiera de los supuestos establecidos, sin perjuicio de que estos constituyan delitos autónomos respecto de la trata de personas. En autos se demuestra la existencia de un esquema delictivo que se mantiene intacto con el correr de los años y que tiene por víctimas a mujeres en situación de vulnerabilidad, que inclusive serían alertadas y aleccionadas sobre cómo proceder ante la presencia de la policía o extraños en el vecindario. Tampoco puede pasarse por alto lo indicado por el juez federal en el sentido de haberse detectado publicidad engañosa y la existencia de avisos que permitirían inferir que podría haber existido un proceso de captación o reclutamiento previos, e, incluso, traslados rotativos en los términos de los artículos 145 bis y ter del Código Penal, con lo que resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime. Cabe recordar la estrecha relación que existe entre la trata de personas, la explotación económica y la intervención en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la ley de profilaxis 12.331, bajo las acciones de “regentear, administrar y/o sostener” casas de tolerancia-, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso c, de la ley 26.364, texto según ley 26.842.


    O. F., E.


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 4987/2014/5/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Protección de la flora y la fauna silvestre. Cámara Nacional de Apelaciones. Competencia federal. 


    Conflicto entre jueces nacionales. Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la alzada del juez que primero previno.


    El artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58 -texto ley 21.708- dispone que la contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada de la que depende el magistrado que previno.


    Jardín Zoológico de Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Inf. Ley 22.421 Denunciante: Asoc. de funcionarios y abogados por los derechos de los animales y otro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2555/2017/2/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Proxenetismo. Cámara nacional de apelaciones. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal.


    Bacacay (ocupantes) s/ Infracción Art. 125 bis, etc.


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12266/2015/1/CS1, 31 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Publicaciones obscenas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    De las constancias surge que el domicilio en el que se encuentra radicado el abonado desde el cual se compartieron imágenes y videos de menores de edad con connotación sexual se encuentra en la provincia, donde además vive el titular de la línea, corresponde declarar la competencia al juzgado provincial.


    N.N. s/ Publicaciones, reprod. y/o distrib. Obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1296/2017/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    El usuario accedió a la cuenta desde la dirección de protocolo de internet (“IP” por sus siglas en inglés), correspondiente a un domicilio. Por ello, cabe profundizar la investigación a partir de ese dato concreto, pues resulta lógico presumir que de allí pudieron haberse realizado las conexiones a internet que podrían integrar una conducta delictiva.


    N.N. s/ Publicaciones, reproducción y/o distribución obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 947/2016/CS1, 20 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Pornografía infantil. Competencia provincial. 


    Jurisdicción en el lugar de conexión a internet.


    De las constancias causídicas surge que la persona a cuyo nombre se encuentra la dirección de email desde la que se compartió el archivo, es también la que figura como titular del servicio de internet utilizado y se domicilia donde tuvieron lugar esas conexiones. En consecuencia, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para continuar con la investigación de la causa.


    N.N. s/ Publicaciones, reprod. y/o distrib. obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1665/2016/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Internet. Dominio web. Nombres de dominio. Registro de Nombres de Dominio en Internet. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Publicaciones, reprod. y/o distrib. obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1389/2016/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Redes sociales. Facebook. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si bien no puede determinarse prima facie el lugar exacto desde el que se habría compartido la imagen con contenido sexual, en atención a que de las constancias surge que los accesos a la red social, que pudieron ser identificadas, tuvieron lugar en territorio bonaerense, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para continuar con la investigación de la causa.


    N.N. s/ Publicaciones, reprod. y/o distrib. obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 745/2017/CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Menores. Pornografía infantil. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Cuando no pueda determinarse prima facie el lugar exacto desde el que se habría compartido la imagen con contenido sexual, y surja que los accesos a la red social tuvieron lugar en su mayoría en territorio bonaerense, donde además se encontrarían los domicilios identificados por las compañías prestadoras de telefonía e internet y se habría activado numerosas veces la celda del teléfono celular, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial.


    N.N. s/ Publicaciones, reprod. y/o distrib. obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1156/2017/CS1, 06 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Quebrantamiento de clausura. Trata de personas. Separación de procesos. Competencia provincial. 


    De acuerdo con la doctrina de la Corte cuando el contenido prohibitivo de la contravención y del delito pongan de manifiesto su distinta naturaleza y su carácter escindible, la independencia entre las posibles conductas ilícitas no remitiría a un supuesto de concurrencia en el sentido del artículo 55 del Código Penal -por lo que quedaría descartada de plano la posibilidad de una tramitación conjunta-.


    V. A., M. E. s/ Violación de clausura impuesta por autoridad judicial o administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1829/2016/CS1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Queja por denegación o retardo de justicia. Superintendencia. Cámaras de casación. 


    Mediante la Acordada N° 42 del año 2014, la Corte resolvió mantener en la Cámara Federal de Casación Penal, y hasta nueva disposición del Tribunal, la superintendencia delegada mediante acordada n° 5/1995 -artículo 118, inciso a) del Reglamento para la Justicia Nacional a la entonces denominada Cámara Nacional de Casación Penal sobre los tribunales orales en lo criminal federal de la Capital Federal, en lo criminal, en lo penal económico, de menores y los juzgados nacionales de ejecución penal. Por lo tanto, y atento la disposición del artículo 127 del Código Procesal Penal que establece la competencia del tribunal que ejerza la superintendencia para tratar las quejas por retardo de justicia, corresponde a la Cámara Federal de Casación Penal conocer del reclamo que motivó esta contienda.


    E., Ramón Hugo y otros s/ Estafa, étc.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30463/2004/TO1/1/RH1-CS1, 16 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Juez de ejecución. Competencia del tribunal de casación. Competencia penal. 


    El artículo 127 del código procesal penal dispone que las quejas por retardo de justicia tramiten ante el órgano que ejerza la superintendencia, con independencia de la caracterización que se quiera dar a este tipo de reclamo en cuanto a su sustancia. Por Acordada n° 42 del año 2014, dictada por la Corte entre otras medidas que se consideraron apropiadas para poner en funcionamiento la Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional, se resolvió mantener en la Cámara Federal de Casación Penal, hasta nueva disposición .del Tribunal, la superintendencia de los Juzgados Nacionales de Ejecución a la que se hace referencia en el artículo 118, inciso a) del Reglamento para la Justicia Nacional.


    T., Gabriel Alejandro s/ Homicidio simple


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39442/2010/TO1/1/RH3-CS1, 20 de febrero de 2017


    Ver dictamen 


    Querella. Cámara de apelaciones. 


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino. Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia.


    Los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esta regla mantiene su vigencia en los casos en que interviene la justicia nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal, conforme lo dictaminado por esta Procuración General, en los autos "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia" tal como se cita.


    G., Alejandro y otros s/ Querella


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5315/2016/1/CS1, 28 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Redes sociales. Facebook. Medios de comunicación electrónica. Telecomunicaciones. Competencia federal. 


    Atento a que el usuario de la red social constituye una "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación, debe ser el fuero federal el que continúe conociendo en las actuaciones.


    N.N. s/ Violación de correspondencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1171/2017/1/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Seguridad de los menores en Internet. Grooming. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Dado que la amplia mayoría de las conexiones a internet para ingresar al usuario investigado se efectuaron desde el domicilio donde vive el denunciado, debe continuar interviniendo el magistrado provincial.


    C., D. N. s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 702/2017/CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Régimen penal cambiario. Operación de cambio irregular. Competencia federal. 


    Con arreglo al texto vigente de la Ley 19.359, los sumarios por operaciones de cambio irregulares tramitan ante el Banco Central de la República Argentina "hasta la conclusión de la causa para definitiva", tras lo cual deben ser elevados al Juzgado Nacional en lo Penal Económico o al Federal con asiento en una provincia, según corresponda, para su resolución final. Aunque las decisiones dictadas durante la sustanciación del sumario son, en principio, irrecurribles, se admite su impugnación cuando ocasionen un manifiesto gravamen irreparable. Luego, el artículo 9° establece que el juzgado nacional de primera instancia que resulte competente resolverá sobre las impugnaciones efectuadas, sin otra sustanciación, salvo las medidas que estime útiles para mejor proveer.


    L. C. S.A. s/ Infracción Ley 24.144


    COMP,CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1159/2016/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Residuos domiciliarios. Desechos peligrosos. Contaminación de aguas. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    La Corte subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal y aun en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo 1 de la ley 24.051, con la precisión conceptual de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente. En consecuencia, para dilucidar la competencia resulta esencial determinar si efectivamente hubo una propagación interjurisdiccional de las sustancias presuntamente peligrosas, con un peritaje que establezca la posible contaminación de las aguas del río.


    Municipalidad de F. y empresa S. M. s/ Presunta contaminación


    COMP,FTU-Justicia Federal de Tucuman, 401484/2007/1/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen 


    Resistencia a la autoridad. Remisión del expediente. Cámara Nacional de apelaciones. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, José Mármol (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


    B.G., Pedro s/ Resistencia o desobediencia


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14756/2017/1/CS1, 11 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Responsabilidad médica. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resulta imprescindible, no sólo recabar tanto las constancias de la atención primaria efectuada tras el presunto asalto sufrido en la provincia sino, también, las respectivas historias clínicas y, disponer la realización de un peritaje médico forense que, permita establecer el sitio donde se habrían infringido deberes de cuidado o diligencia por parte de uno o más profesionales de la ciencia médica, con afectación del bien jurídico protegido.


    A., Jabes s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1329/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Retención indebida. Lugar de pago. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y que en caso de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, la obligación debe ser satisfecha en el domicilio del deudor. En ese sentido, habida cuenta que el vehículo en cuestión se encontraría en la sede de la empresa donde, además, se domicilia el imputado, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para continuar conociendo en estas actuaciones.


    C., Alejandro Fabián s/ Defraudación por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74104/2016/1/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Robo automotor. Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que en las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores (artículo 289, inciso 3° del Código Penal), corresponde atribuir la competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo, cuando no sea posible determinar el lugar donde las patentes fueron cambiadas.


    Incidente N°1 - Imputado: Z., Carlos Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29878/2017/1/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Robo calificado. Privación ilegal de la libertad. Encubrimiento. Transporte de carga. Robo de mercadería. Lugar del hecho. Juez de garantías. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la corte, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    J., Susana Magdalena s/ Robo de automotor con armas


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 33802/2015/1/CS1, 22 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Concurso de delitos. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La contienda ha quedado circunscripta al hecho que el damnificado fue privado de su libertad en territorio provincial y liberado la ciudad de Buenos Aires, la competencia se establecerá de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    P.M., Jean Pierre s/ Robo con armas, en poblado y en banda


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6123/2017/2/CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Zona primaria aduanera. Competencia nacional. 


    Desapoderamiento de mercadería en tránsito aduanero. Ejercicio de las facultades de la Aduana de la Nación. Presuntos delitos de robo de mercadería y contrabando: hecho indivisible. Único tribunal a cargo.


    Independientemente del propósito que hubiesen tenido los autores al momento de la consumación del robo de la mercadería que se encontraba sujeta a control aduanero, lo cierto es que como consecuencia de tales sucesos se habría visto frustrado el adecuado ejercicio de las facultades legales de la Aduana de la Nación. La Corte tiene establecido que en las hipótesis en las cuales no cabe dividir la continencia de la causa, la unificación no ha de realizarse sustrayendo del conocimiento del fuero penal económico los delitos federales que son específicamente de su resorte y que el robo de mercadería y su contrabando constituyen un hecho indivisible cuyo juzgamiento toca a la justicia federal. Además tiene establecido el Tribunal que, cuando existe concurso ideal entre un delito común y otro de índole federal es a este fuero al que corresponde continuar con la investigación. Es criterio de la Corte, la conveniencia de que todos los hechos vinculados con la posible comisión del delito de contrabando, sean juzgados por un solo magistrado.


    Aduana s/ Infracción Ley 22415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 961/2013/2/CS1, 05 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Robo con armas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 39442/2010, “Torti, Gabriel Alejandro”.


    S., Walter Daniel y otro s/ Robo con armas


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63914/2015/TO1/8/RH2- CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa: 375/2017/CS1, “Escudero, Miguel Axel y otros s/ Robo calificado con arma de fuego operativa”.


    C., Facundo s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 961/2017/CS1, 10 de octubre de 2017


    Ver dictamen 


    Competencia nacional. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia provincial. 


    Dado que ninguno de los magistrados intervinientes cuestiona la relación concursal entre los delitos, corresponderá al juez nacional conocer del robo agravado, ya que las normas de conexidad sólo son aplicables entre jueces nacionales.


    M., Brian Ezequiel y otro s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 951/2017/CS1, 17 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Estado Nacional. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por si, competencia al fuero de excepción si aquel no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    N.N. Denunciante: E., Lucía de los Ángeles s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 15/2017/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Remisión a la doctrina de Fallos: 324:2355, 327:2978, 328:3309, y 330:2954.


    La competencia penal en razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    M., Emanuel Martín y otro s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41681/2014/3-CS1, 17 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Al no estar en discusión que el delito se consumó en territorio bonaerense, corresponde al juzgado provincial continuar con la presente investigación, sin perjuicio de que si considera que corresponde conocer a otro magistrado de su misma provincia, le remita las actuaciones de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    R., E. G. s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63540/2016/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Portación ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    En relación con la sustracción del arma a su titular, la justicia provincial debe profundizar la investigación respecto de ese delito a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del arma en esta ciudad y resolver la situación jurídica de los imputados.


    B. C., Gianfranco s/ Robo con armas. Damnificado: V. G., Tomás


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72753/2016/2/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen 


    Privación ilegal de la libertad. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Habida cuenta que de las constancias de la causa, no surge el lugar donde se produjo el desapoderamiento del camión con su carga, corresponde establecer la competencia de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    R,, Alfredo y otro s/ Robo en circunstancias del Art. 163 (Art. 167 inc.4)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1337/2017/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones.


    El Tribunal tiene resuelto, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    O., Juan Pedro s/ Robo con arma de fuego -aptitud disparo no acreditada-


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 455/2017/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Por aplicación de este principio, y atento que de los términos de la denuncia, que no se encuentran controvertidos por otros elementos de la causa, ni por el juez local, se desprende que la sustracción del dinero tuvo lugar en la localidad de San Martín, donde además acaeció la liberación y tiene su domicilio la víctima, a él corresponde continuar la pesquisa.


    C., Enrico y otro s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54632/2016/1/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. 


    Esta cuestión debe resolverse de acuerdo con el criterio según el cual, resultan competentes para conocer en los delitos de robo y de privación ilegítima de la libertad, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal. Sobre esa base, y en atención a que en esta Capital se produjo el asalto en circunstancias en que el damnificado se hallaba en su automóvil, frente al domicilio donde concretamente lo desapoderaron del vehículo para introducirlo en otro, e iniciar allí la privación de la libertad, deberá declararse la competencia del juzgado nacional para conocer en esos hechos, máxime cuando además interviene en el hallazgo del automóvil, también ocurrido en esta ciudad y no más de veinte días después del robo, y en poder de quienes son a su vez investigados en dicha sede por otros episodios ilícitos en los que incluso se utilizó ese rodado; y porque en definitiva, es ése tribunal el que deberá además resolver la situación jurídica de los imputados respecto del desapoderamiento.


    M., Roberto Carlos s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2039/2016/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia ilegitima de armas de guerra. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Encubrimiento. Economía procesal. Competencia federal. 


    Teniendo en cuenta que tanto la supresión de la numeración del arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero, el que además, deberá conocer sobre la portación ilegítima del arma de guerra y el robo con armas por encontrarse relacionada al mismo objeto.


    A., Brenda Rocío y otro s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1322/2017/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Robo con violencia física. Víctima menor de edad. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Tiene dicho la Corte que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que los dichos del denunciante pueden ser tenidos en cuenta a esos efectos, mientras no hayan sido desvirtuados por otros elementos de la causa. Toda vez que el damnificado aseveró que los hechos acaecieron en una localidad bonaerense, sin que exista constancia que lo controvierta, debe ser la justicia provincial la que continúe con la pesquisa.


    N.N. s/ Lesiones Leves y Robo Damnificado: K.R.M.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15552/2017/1/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Corresponde al juez nacional agotar la investigación del robo agravado del automotor a partir de elementos recabados con motivo de la instrucción del sumario que originó el conflicto. Por otra parte, el carácter nacional de la cédula de identificación del automotor, hace surtir la justicia federal de la sección donde se la descubrió, la que, a su vez, deberá conocer en la infracción al artículo 289 inciso 3°, del Código Penal, debido a la estrecha vinculación que existiría entre esta última y la falsedad de aquél, atento la coincidencia que se observa entre las numeraciones individualizadoras del vehículo y las que constan en dicho documento, aunque no haya sido parte en la contienda.


    E. M., Julio César y otro s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1540/2017/CS1, 25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido el prevenido. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado con relación al desapoderamiento del vehículo, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si aquél resulta ajeno a ese hecho. A este respecto, conviene recordar que la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento, hipótesis aún no ha sido verificada en el sub judice. Sobre la base de esas consideraciones corresponde al Juzgado Nacional profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del vehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. Por otra parte, en lo atinente a la sustitución de las placas resulta aplicable la doctrina del Tribunal que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En consecuencia, su conocimiento corresponde a la justicia provincial sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    C., Adrián Alberto s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56282/2016/1/CS1, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Defraudación en perjuicio del asegurador. Lugar del hecho. Competencia nacional. Falsa denuncia. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que el delito de falsa denuncia de robo, y la posterior estafa contra una compañía de seguros intentada sobre la base de aquélla, concurren materialmente, no obstante la relación de medio a fin que pudiera existir entre ellos, toda vez que la mera coincidencia subjetiva o final no basta, por sí sola, para afirmar que dos conductas previstas en la ley penal constituyen un único hecho o concurso formal. En consecuencia, al tratarse de delitos que pueden ser juzgados separadamente, debe determinarse cuál ha de ser tenido como lugar de comisión de cada uno de ellos a los efectos de establecer la competencia.


    C., Emiliano Jorge Héctor s/ Defraudación de seguros


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 363/2017/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habrían cometido los imputados. La resolución del juzgado no puede ser interpretada como el auto de mérito en la medida en que no se cuenta con las comprobaciones necesarias que permitieran descartar que los imputados hayan sido ajenos a los sucesos a su cargo. Los imputados tampoco han sido indagados acerca de la forma en que consiguieron tener en su poder el camión, lo que no sólo contribuiría a definir su situación jurídica respecto del delito contra la propiedad en el sentido establecido en Fallos: 317:499, 325:950, y 326:908 y Comp. 1379, L. XXXIX, "Amarilla, Roberto Ramón; Cristian, Raúl; Sastre, Horacio Ramón s/ Robo agravado", sino también a identificar a sus autores. A fin de esclarecer ese último aspecto, y sobre todo teniendo en cuenta que la sustracción del vehículo se produjo mediante intimidación con arma de fuego y la privación ilegítima de la libertad de su chofer, resulta indispensable la realización una rueda de reconocimiento sin que la dificultad que el damnificado del robo cree que tendría para reconocer a sus autores, pudiera significar un juicio adverso sobre su utilidad, ya que ésta depende más de las circunstancias objetivas del suceso, que de las apreciaciones subjetivas de la persona que lo habría sufrido acerca de sus capacidades para reconocer a quien aún no tiene en frente. Si bien la Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción, tal hipótesis no ha sido suficientemente dilucidada en autos Corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del camión, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincia. En lo que respecta a la supresión de las placas, resulta aplicable la doctrina del Tribunal según la cual, las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    R. A., Eduardo s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57618/2015/1/CS1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Competencia nacional. 


    El magistrado nacional deberá continuar con la investigación del robo de los vehículos y del encubrimiento, por cuanto el Tribunal tiene resuelto que, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    B., Maximiliano Ezequiel y otro s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11253/2017/3/CS1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Medios de prueba. Reconocimiento en sede judicial. Reconocimiento en rueda de personas. 


    Relación de alternatividad entre las figuras penales. Corresponde a la justicia de Neuquén.


    Cuando los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habrían incurrido los imputados, y dada la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones, se impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica con relación al desapoderamiento del vehículo, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resultan ajenos a ese hecho. En ese sentido, la realización de una rueda de reconocimiento de personas, que en el caso adquiere particular relevancia para esclarecer el delito contra la propiedad ocurrido en Neuquén, debe llevarse a cabo en esa sede. Teniendo en cuenta que no se habrían podido determinar las circunstancias en que los prevenidos habrían conseguido tener en su poder el rodado, corresponde a la justicia de Neuquén, profundizar la investigación respecto de su desapoderamiento, sin perjuicio de lo que surja de trámite ulterior.


    A., Hugo s/ Encubrimiento


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1820/2016/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Cuestiones de competencia. Competencia federal. 


    Falta de atribución recíproca.


    Las constancias agregadas al incidente de la presente contienda negativa de competencia resultan insuficientes para discernir el tribunal que debe conocer en la causa, en tanto no han sido incorporadas las constancias relacionadas con la sustracción del vehículo en esta ciudad, como así tampoco consta la declinatoria efectuada por la justicia nacional de instrucción que tuvo a su cargo esa investigación, y que resultan necesarios para expedirse con relación a la competencia material del caso, más aún cuando se desconocen las medidas realizadas para la identificación de los autores del robo, lo que resulta esencial fundamentalmente a partir lo manifestado por la propia víctima en cuanto a que podría reconocerlos. A esas deficiencias, se suma que el conflicto no se encuentra correctamente trabado dado que los Jueces intervinientes no se atribuyen recíprocamente la competencia, pues el juez local, no obstante haber coincidido con los argumentos expuestos por su par federal para declinar su competencia, rechazó su conocimiento en el entendimiento de que debía conocer la justicia nacional de instrucción que investigaba el desapoderamiento del bien, y sin embargo devolvió el legajo al juzgado de excepción.


    P., Gustavo Martín y otros s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 55007585/2012/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda


    Esta causa se inició con motivo del hallazgo en la localidad de Villa Tesei, de un motovehículo conducido por el imputado, sin sus chapas patentes colocadas, y a cuyo respecto se verificó que pesaba pedido de secuestro en virtud de que había sido sustraído en Capital. Es doctrina de la Corte, que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie'" en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Por ello, corresponde a la justicia nacional profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del motovehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. Por otra parte, en lo concerniente a la supresión de las placas individualizadoras del rodado la Corte tiene establecido que la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia provincial continuar conociendo a su respecto, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    F., Claudio Emanuel s/ Encubrimiento


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 348/2017/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    N.N. S/ Averiguación de delito, damnificado: F., Lucas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26136/2016/1/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Robo en poblado y en banda. Menor procesado. Incidente de competencia. Incongruencia. Competencia provincial. 


    La forma en que se tramitó la incidencia carece de congruencia, pues el juzgado local devolvió los testimonios enviados a partir de argumentos que no se correspondían con el objeto sustancial de la declinatoria, sino que apoyó su decisión en temas de carácter procedimental, y elevó el incidente a conocimiento de la Corte, a partir de insistir en ese aspecto formal sin considerar el fondo de la cuestión de competencia, provocando además un dispendio jurisdiccional innecesario que pudo haberse evitado, desde que la fiscalía le había requerido que aceptase la atribución por tratarse del mismo episodio ocurrido en su jurisdicción.


    V., Hugo s/ Robo en poblado y en banda


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 394/2017/CS1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Robo. Amenazas. Concurso real. Competencia provincial. Tenencia de arma de guerra. Encubrimiento. Concurso ideal. Competencia federal. 


    En la medida que el robo y las amenazas que damnificaran a la víctima, concurren realmente con el encubrimiento de la receptación del arma con numeración erradicada, deberá continuar entendiendo en ellos la justicia provincial. Por otro lado, no ocurre lo mismo con el delito de tenencia de arma de guerra y su encubrimiento ya que existe una relación concursal de carácter formal, en tanto registran el mismo instante consumativo coincidiendo plenamente la acción de receptar con la de comenzar a tener, por lo que deberá entender la justicia federal.


    R., Juan Manuel s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 172/2017/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Cámara de apelaciones. Competencia Nacional. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    De acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285158, sustituido por la ley 21.708, la contienda negativa de competencia debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido en el caso.


    N.N. s/ Robo


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61690/2016/1/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Cámaras de casación. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 39442/2010, "T., Gabriel Alejandro".


    R.D., Marcos Alberto s/ Robo, etc.


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53299/2003/TO1/1/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión a las causas CSJ 277/2016/CS1 "N.N. s/ Robo" y CSJ 471/2016/CS1 “N.N. s/ Robo".


    P., Mariela Alejandra s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1637/2016/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen 


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 30/2016/CS1, "N.N. víctimas: V., Gonzalo Ezequiel y otros s/ Robo".


    N.N. víctima: P., Julia Angélica s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1623/2016/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Dominio del Estado. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es doctrina del tribunal que la deficiencia en el planteamiento de la contienda de competencia no obsta al pronunciamiento de la Corte cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal. La Corte tiene establecido que la circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Al no advertirse que en el caso se haya visto entorpecido el normal desenvolvimiento de la empresa ferroviaria, ni el buen servicio que prestan sus empleados. En consecuencia, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial que no ha desconocido que el hecho hubiera ocurrido en su ámbito territorial.


    N.N. s/ Robo - denunciante R., Luis Alberto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52833/2016/1/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Menor procesado. Competencia de menores. 


    En la medida que el imputado se hallaba acompañando por tres jóvenes al momento del hallazgo del automotor, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley de Organización y Competencia del Poder Judicial de la Nación -ley 24.050, modificada por la ley 24.170- corresponde conocer respecto de la situación de los cuatro imputados a la justicia nacional de menores, aunque no haya sido parte en la contienda.


    B. T., M. M. s/ Robo de automotor con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1604/2016/CS1, 28 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Homicidio. Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Muerte. Juez previniente. Competencia nacional. 


    De las constancias agregadas al presente incidente, no se advierte, por un lado, que se haya logrado determinar, con el grado de certeza necesario para fundar una decisión en torno a la competencia territorial, el sitio preciso en que habrían tenido lugar los episodios de los que resultara el deceso de la víctima, en tanto que los elementos acumulados hasta ahora, aparecen como meramente hipotéticos, y ni siquiera se ha ensayado una determinada calificación legal que permita despejar con claridad las dudas que se ciernen acerca de la manera en que aquel se produjo. Por otra parte, restan incorporarse al incidente una serie de constancias que, de un modo u otro, permitirían establecer con suficiente precisión la vinculación que existiría entre los hechos que habrían acaecido en la localidad bonaerense, y los que, con carácter previo, o posterior, culminaran con la muerte del occiso. Al respecto, si bien no se ha establecido todavía, el lugar en que habría ocurrido el deceso de la víctima, y las distintas circunstancias que lo precedieron, sí se han determinado las relativas al hallazgo del cadáver lo que, amerita la competencia de la justicia nacional, sin perjuicio de la subsunción típica que en definitiva se adopte. Esas particularidades, sumadas a que esta causa haya tramitado en esa jurisdicción por casi diez meses, determinan que la radicación ante sus tribunales sea la solución más aconsejable para asegurar, a su vez, una mayor economía procesal, principio rector al que debe atenderse principalmente al momento de resolver estos conflictos. En consecuencia, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional de Instrucción, cuya intervención resulta a su vez compatible con el principio consagrado en el artículo 118 de la Constitución Nacional, a partir del hallazgo en su ámbito territorial del cuerpo del occiso, con varios traumatismos que, en principio, podrían haberle ocasionado la muerte y que, presumiblemente, habría sido trasladado desde otro lugar por dos personas para dejarlo, en una zona céntrica desde donde habrían huido, presumiblemente, con el apoyo de un rodado de terceros cómplices, y con el propósito de lograr su impunidad.


    N.N. s/ Robo con homicidio. Damnificado: S., Alejandro Oscar y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39481/2016/1/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Afectación de intereses federales. Prestación de servicios. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que no basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia de excepción, para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Sobre la base de las consideraciones, y habida cuenta que hasta el momento no se han verificado los extremos señalados, ni es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restringida, es que corresponde a la justicia provincial continuar con la investigación de la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    M., Víctor Ramón y otro s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2237/2016/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Secuestro de bienes. Obras artísticas. Lavado de activos. Sobreseimiento. Facultades de la alzada. Competencia federal. 


    Dada la proliferación de pronunciamientos que se observa en este conflicto, corresponde que la Corte ejerza la facultad que le confiere el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58 a fin de evitar una efectiva privación de justicia. En casos similares al presente, la Corte ha establecido que si bien correspondería pronunciarse respecto de la apelación pendiente a la cámara nacional, en su carácter de tribunal de alzada del juez de instrucción que sobreseyó definitivamente en la causa, con el objeto de evitar una demora inútil derivada de la nueva intervención de aquella cámara que con anterioridad había declinado la competencia a favor del fuero federal -pues sólo podría declarar la nulidad del pronunciamiento definitivo del juez de grado por haber sido dictado por un tribunal incompetente- razones de economía procesal aconsejan el uso excepcional de la facultad de anular el sobreseimiento y remitir la causa a la justicia federal que oportunamente aceptó la competencia. En consecuencia, por aplicación de este criterio, corresponde dejar sin efecto el sobreseimiento y remitir las actuaciones al juez federal que ya intervino en la causa para que continúe el trámite según su estado.


    T., Luis Alberto y otro s/ Robo, infracción Artículo 303


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12409/2012/5/CS1, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Secuestro de personas. Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    J., Pablo Sebastian y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 60022/2014/TO2/5/CS1, 28 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 306/2015/TO1/5/CS1, "Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo".


    M., Cristian Ezequiel y otros s/ Secuestro extorsivo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 19530/2015/4/CS1, 13 de marzo de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 306/2015/TO1/5/CS1, "Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo".


    S., Diego Gabriel y otros s/ Secuestro extorsivo. Víctima: W., Adolfo Valentín y otro


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 23328/2016/4/CS1, 13 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “I., Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    N.N. s/ Secuestro extorsivo. Víctima: T., José Luis


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 42006/2016/1/CS1, 28 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    N.N. s/ Privación ilegal de la libertad personal


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 47888/2015/1/CS1, 10 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    N.N. s/ Secuestro extorsivo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 72000953/2013/1/CS1, 14 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    O., Nicolás Samuel s/ Secuestro extorsivo. Víctima: W., Shaoqiang


    COMP,FSM-Justicia Federal de San Martín, 60657/2015/TO1/7/CS1, 11 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 306/2015/T01/5/CS1 "Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo".


    N.N. y otro s/ Secuestro extorsivo. Víctima: R., Luis Alberto


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 44366/2015/TO1/3/CS1, 11 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 306/2015/T01/5/CS1 "Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo".


    R., Fernando Daniel s/ Secuestro extorsivo. Víctima: B., Mariela


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 65042/2015/TO1/4/CS1, 11 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “I., Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    N.N. y otros s/ Secuestro extorsivo. Víctima: M. Kevin y otro


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 2304/2016/TO1/3/CS1, 20 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Robo. Imputado. Mayor de edad. Menor adulto. Competencia provincial. 


    Por razones de economía procesal y buena administración de justicia aconsejan que la investigación respecto de los tres imputados quede a cargo de un único tribunal, y a fin de evitar soluciones contradictorias, la justicia provincial es la que se encuentra en mejores condiciones de resolver.


    C. G., D. Z. s/ Secuestro extorsivo y robo


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25360/2016/TO1/1/CS2, 20 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Seguridad pública. Fuerzas de seguridad. Policía de la prefectura naval. Fuga del conductor. Atentado y resistencia a la autoridad. Competencia por el territorio. Economía Procesal. Competencia federal. 


    Tiene resuelto la Corte que ante la multiplicidad de lugares de ejecución del delito resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de aquellos donde se produjeron los actos con relevancia típica, y que la elección del tribunal que entenderá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de economía procesal. De conformidad con este criterio, y toda vez que fue en el ámbito de esta ciudad donde los imputados no acataron la orden de detención y habrían intentado acometer contra uno de los agentes, corresponde declarar la competencia de la justicia federal de esta sección, en tanto la conducta habría afectado el desempeño de miembros de la Prefectura Naval Argentina en ejercicio de sus funciones de fuerza de seguridad nacional.


    Incidente N° 1- damnificado: R., Eduardo Raúl- imputado: R., M., Sergio Daniel y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75093/2015/1/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Siniestro. Juez previniente. Competencia provincial. 


    No surge de las constancias agregadas al incidente que el hecho hubiera entorpecido el funcionamiento de la administración nacional, ni el buen servicio que deben prestar sus empleados, en la medida que no se ha probado que el siniestro se haya producido con intervención de funcionarios de vialidad nacional o que haya obstruido la circulación en la ruta nacional. Atento que la competencia federal es limitada, y de aplicación restrictiva, corresponde a la justicia provincial que previno continuar conociendo en la causa.


    Fiscalía Penal - Hipólito Yrigoyen s/ Solicita allanamiento a la empresa D. S.A.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1040/2017/CS1, 17 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Subsidio estatal. Depósito de sumas de dinero. Competencia provincial. 


    Programa "Argentina Trabaja".


    La entrega de sumas de dinero a distintos beneficiarios de un plan proveniente de una prestación pública de carácter asistencial, implica la transferencia del dominio sobre ellas y quedan incorporadas a sus respectivos patrimonios, motivo por el que las presuntas maniobras delictivas urdidas a posteriori, excluyen un perjuicio directo y efectivo a las rentas nacionales y, por consiguiente, la competencia federal.


    María de las Mercedes P. juez juzgado de garantías número 1 s/ A determinar


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 9145/2015/1/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Suposición del estado civil. Estafa. Extorsión. Juzgado de garantías. 


    Más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda, de los dichos de la denunciante, no controvertidos por otras circunstancias del expediente y a los que cabe atenerse para discernir la competencia, se desprende que los hechos habrían tenido lugar en la provincia, por lo cual, corresponde al juez de garantías continuar el trámite de las presentes.


    M., V. M. s/ Suposición del estado civil, estafa y extorsión


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64522/2016/1/CS1, 06 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Sustracción de menores. Competencia provincial. 


    Más allá de los escasos elementos con los que se cuenta hasta el momento en el expediente, entre los cuales no resulta con certidumbre dónde y con quién se encontraría viviendo la menor, ya que la denunciante alegó desconocer su paradero, lo cierto es que de sus dichos -que resultan verosímiles y no se hallan controvertidos por otras constancias del incidente-, surge que había sido retirada por su padre de la casa donde vivía con ella y que después no habría sido devuelta al hogar, por lo que la competencia territorial debería resolverse sobre esa base, solución que, en tales circunstancias, favorece su acceso a la jurisdicción. En consecuencia, corresponde a la justicia provincial, en cuyo ámbito territorial, además se sustanciaría el juicio civil por la tenencia de la niña, continuar con el trámite de esta causa; jurisdicción a cuyo favor, por lo demás, deberá ceder su intervención el juzgado en lo penal, contravencional y de faltas de esta ciudad, que hubiere aceptado el conocimiento del mismo hecho a raíz de la declinatoria efectuada.


    A., R. A. s/ Infracción Art. 146 del C.P. según Ley 24.410


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5643/2017/1/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Sustracción de tarjeta de crédito. Extravío de tarjeta de crédito. Uso indebido de tarjeta de crédito. Competencia provincial. 


    Toda vez que la damnificada no puede aseverar si las tarjetas le fueron sustraídas o las extravió, lo que en su caso sería determinante a los efectos de una adecuada calificación y atribución de competencia, a fin de resolver la presente se deberá estar a los hechos comprobables, sin perjuicio de lo que pueda surgir. En tales condiciones, teniendo en cuenta que todas las compras fueron efectuadas en territorio provincial, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia corresponde intervenir al magistrado local.


    N. N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47058/2016/1/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen 


    Tarjeta de crédito. Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1249, L. XLI, "López, Santiago A. s/ Delito de acción pública", y Comp. 752, L. XLV, "Quiroga, Valeria Analía s/ Su denuncia".


    Dado que, de acuerdo a los dichos no controvertidos de los denunciantes, los datos de las tarjetas de compra habrían sido obtenidos en el comercio de la localidad bonaerense, corresponde a la justicia provincial continuar con esta investigación, en cuyo territorio, además, se realizaron la mayoría de las transacciones fraudulentas.


    N.N. s/ Defraudación (Art. 173, Inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39199/2016/1/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Precedente de la causa Comp. 130 L. XLII, "E., Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737"; y Comp. 611, L. XLIII, "C., Ramón Ceferino s/ Infracción Ley 23.737".


    Toda vez que la actividad desplegada por los imputados sería la tenencia de sustancias prohibidas con fines de comercialización al menudeo, es de aplicación el criterio establecido por la Corte en la causa "E., Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737", tal como se cita.


    F., Luisa y otro s/ Tenencia de estupefacientes


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1002/2017/CS1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen 


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 200, L. XLVIII “Lalla, Cristian s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización”.


    R., Miguel Ángel s/ Infracción a la Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 205/2017/CS1, 31 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 200, L. XLVIII, “Lalla, Cristian Edgardo s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización”.


    M., Julieta y otros s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1506/2016/CS1, 31 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Denuncia anónima. Narcomenudeo. Juez previniente. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 398, L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. Presunta infracción Ley 23.737”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 42654/2016/1/CS1, 31 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 398, L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. Presunta infracción Ley 23.737”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 18135/2016/1/CS2, 31 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Policía federal. Juez previnente. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia 398 L. XLII, "Conte, Gabriel s/ Av. presunta infracción Ley 23.737".


    N.N. s/ Inf. Ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 32606/2016/1/CS1, 20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Independientemente de la resolución que corresponda adoptar respecto del fondo del asunto, y de la calificación legal atribuida a los hechos en análisis, no se advierte en la causa elemento alguno que haga surtir la jurisdicción federal.


    A., Milagros Jaqueline y otros s/ Infracción Ley 23.737 (Art. 5, inc. c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2266/2016/CS1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 


    Toda vez que el juez federal no cuestionó su competencia y atento la estrecha vinculación que en el caso se presenta entre la figura prevista en el artículo 189 bis, inciso 5°, última parte del Código Penal, de jurisdicción federal, y la incautación de las armas, corresponde asignar el conocimiento de la totalidad de la causa al fuero de excepción.


    G., Diego Manuel y otro s/ Tenencia de arma guerra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 362/2017/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Competencia federal. 


    Dada la estrecha vinculación que existe entre el delito de supresión de la numeración de un arma - de jurisdicción federal luego de la reforma introducida por la Ley 25.886- y su portación ilegítima, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que ésta quede a cargo de un único tribunal.


    S., Jorge Luis s/ Portación ilegal de arma de guerra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 777/2017/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Adulteración de la numeración de bienes registrables. 


    Atento que el encubrimiento se refiere a un delito de competencia federal como lo es el previsto en el artículo 189 bis, inc. 5°, del Código Penal, por aplicación del criterio de Fallos: 326:3217 corresponde a ese fuero conocer tanto a su respecto como acerca de la tenencia ilegal del arma que concurre idealmente con él.


    C., Ariel Norberto s/ Infracción Artículo 189 bis apartado (2) 5° párrafo


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 7206/2017/TO1/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Arma de fabricación casera.


    Dado que el arma secuestrada se halla comprendida entre las denominadas de uso civil, de conformidad con lo establecido en el artículo 5, inciso 1°, aparado c), del decreto n° 395/75 -reglamentario de la Ley 20.429- y sus modificatorias, tanto la tenencia como la portación de las armas de ese carácter integran actualmente la competencia penal de los tribunales de la Ciudad de Buenos Aires (Ley n° 25.752).


    F. C., Cristian s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13250/2016/1/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Encubrimiento. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Con la reforma introducida por la Ley 25.886, la supresión de la numeración de un arma se encuentra incluida entre los delitos de competencia federal, conforme al artículo 33, apartado 1°, inciso e) del Código Procesal Penal de la Nación. La Corte tiene resuelto que compete a la justicia federal conocer del encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero. También ha establecido el Tribunal, que entre el delito de encubrimiento y la tenencia de arma existe una relación concursal de carácter formal, que los torna inescindibles entre sí, en tanto registran el mismo instante consumativo, coincidiendo plenamente la acción de receptar con la de comenzar a tener.


    P., Matías Nahuel s/ Infracción Art. 189 bis apartado (2) 3° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 432/2017/CS1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Acopio de municiones. Encubrimiento. Concurso de delitos. Economía procesal. Fuero de excepción. Competencia federal. 


    Atento la unidad de contexto en que se produjo el secuestro en la vivienda de la imputada y la estrecha vinculación que existe entre todos los sucesos objeto de esta causa, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Tiene resuelto la Corte que también compete a la justicia de excepción conocer en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero.


    G., Mariana Andrea s/ Acopio de municiones - Armas de guerra (189 B U.P.) Mod. Ley. 2588


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 456/2017/CS1, 18 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Identidad de objeto procesal. Competencia federal. 


    Criterio de la Competencia CSJ 4477/20 14/CS 1, "B., Lucas y otro s/ Robo con armas", y Fallos: 329: 1324.


    Atento que tanto la supresión de la numeración del arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero, el que además deberá conocer sobre la tenencia ilegítima del arma de uso civil por encontrarse relacionada con el mismo objeto.


    C., Luis Alberto s/ Psa tenencia ilegal de arma de fuego de uso ilegal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1348/2017/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La doctrina de la Corte sostiene que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    P. 8 0 s/ Prostitución con fines de lucro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11402/2016/1/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de documento nacional de identidad. Contrato de telefonía celular. Competencia federal. 


    En atención a que no puede descartarse la utilización ilegitima de un documento nacional de identidad, delito de exclusiva competencia nacional, debe continuar con la investigación la Justicia Federal, aunque no haya participado en la contienda.


    C., Gabriel y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50117/2014/1/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Tipo penal. Falta de calificación legal. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 734, L. XLIII, "González, Narda s/ Suicidio en tentativa".


    La Corte tiene resuelto que para determinar la competencia resulta necesario precisar el hecho y su encuadre en una figura penal determinada. Sin embargo, también ha decidido el Tribunal que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31027/2016/1/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Tráfico de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    Por imperio de los artículos 3 y 4 de la Ley 26.052, debe ser la justicia de excepción la que continúe conociendo en esta causa, atento que su intervención es prioritaria en la materia. Más aún teniendo en cuenta el estado avanzado en que se encuentra el proceso, cuyo inicio y desarrollo se produjo en esa sede. Esa es la solución que más favorece en el caso el propósito de la mejor, más expedita y uniforme administración de justicia.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 10436/2013/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    En relación con la cantidad de plantas secuestradas y la infraestructura montada para su cultivo, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos en la Competencia n° 392 L. XLIX, "A., Pablo Alberto s/ Siembra, cultivo y guarda de plantas y semillas utilizables para producir estupefacientes, tenencia de materia prima para la producción de estupefacientes y tenencia simple de estupefacientes". Corresponde conocer a la justicia federal, cuya intervención, además, es prioritaria en la materia.


    P., Mauro y otro s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1460/2017/CS1, 19 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Competencia por conexidad. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia 452, L. XLIII, "González, Bernardino y Condori, Jorge David s/ Infracción a la ley 23.737".


    D., Leandro Mario s/ Infr. Art.189 bis


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 42710/2016/1/CS1, 31 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Tráfico de medicamentos o mercaderías peligrosas. Expendio de medicamentos. Investigación inconclusa. Competencia criminal y correccional. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, y si bien podría prescindirse de ese reparo formal por razones de economía procesal, tampoco la cuestión se encuentra en condiciones de ser resuelta pues, no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida, de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que, no pueden ser apreciados "in extenso" a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos.


    N.N. s/ Trafico mercaderías peligrosas para salud. Denunciante: Fiscalía de Distrito del barrio de Pompeya y Parque Patricios


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65224/2016/1/CS1, 07 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Trata de personas. Cámara nacional de apelaciones. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    N.N. s/ Inf. Art. 145 bis


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12526/2016/1/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Prostitución. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Dado que se trata de un mismo contexto delictivo, el presente caso debe ser juzgado por un único tribunal; cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado. Toda vez que los jueces en conflicto están de acuerdo en que se trata de hechos similares que atañen a los mismos imputados, hallándose resuelto el referido conflicto de competencia mediante sentencia del 25 de octubre último, en la que la Corte dispuso remitir las actuaciones al juzgado local, ante esos estrados corresponde proseguir la investigación.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    COMP,FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 10002/2016/1/CS1, 20 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Corrupción de menores. Exhibiciones obscenas. Interés del menor. Competencia provincial. 


    Sería abundante el material fotográfico donde la niña aparece en poses sugestivas junto a quien sería la pareja, exhibiendo partes íntimas de su cuerpo escasamente cubiertas, en eventos promocionados y publicitados en las redes sociales. Las constancias permiten recrear una secuencia de hechos subsumibles tanto en la corrupción de menores como en las publicaciones obscenas acuñadas en el artículo 128 del Código Penal, de acuerdo a su real naturaleza y las circunstancias especiales en que aparecen producidos. En la medida en que del legajo no surgen elementos de prueba que permitan vislumbrar la concurrencia de extremos que hagan verosímil la hipótesis delictiva a que se refiere la ley N° 26.364 –texto según ley 26.842- corresponde a la justicia provincial conocer en la causa, sin perjuicio de cuanto pudiere resultar con posterioridad. Corresponde a todos los organismos intervinientes, velar para hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores y, por lo tanto, cabe al tribunal instructor atender sin demoras la situación en que se encuentra la joven víctima.


    N.N. s/ Infracción Art. 145 bis – conforme Ley 26.842


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 1281/2016/CS1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Explotación sexual. Competencia federal. 


    Remisión a las causas Competencias 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia".


    Debe considerarse la estrecha relación que existe entre la trata de personas, la explotación económica (art. 127 del Código Penal) y la intervención en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la ley de profilaxis 12.331, bajo las acciones de "regentear, administrar y/o sostener" casas de tolerancia-, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso c, de la ley 26.364, texto según ley 26.842.


    C., P. C. y otro s/ Inf. Ley 12.331


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1970/2016/CS1, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Criterio establecido en las Competencias N° 538, L. XLV, "Fiscal s/ Averiguación presuntos delitos de acción pública" y N° 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia".


    Dada la estrecha relación que existe entre la trata de personas, la explotación económica y la intervención en la prostitución ajena, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso c, de la Ley 26.364, texto según ley 26.842. Y teniendo en cuenta que la experiencia recogida en la materia revela que no es posible descartar que en hechos de estas características no haya existido un proceso de captación o reclutamiento previos, resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime.


    F., O. y otros s/ Infracción Ley 26.364


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 4585/2014/3/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Dado que con posterioridad a la resolución de la cámara de apelaciones -que modificó la calificación legal y sobre esa base declinó la competencia federal-, la fiscalía local formuló requerimiento de elevación a juicio por considerar a los imputados como coautores del delito de facilitación de la prostitución de mayores de edad, en concurso ideal con el de explotación económica de la prostitución ajena.


    B., J. A. y otro s/ Infracción Artículo 125 bis, promoción o facilitación de la prostitución, Ley 26.842


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 916/2017/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Falta de prueba. Competencia nacional. 


    La ausencia de elementos probatorios que permitan recrear con mayor precisión el contexto delictivo determina la necesidad de profundizar esos aspectos a fin de definir la hipótesis delictiva, por ello, al menos de momento, no puede descartarse la concurrencia del delito federal. Cabe recordar, finalmente, la estrecha relación que existe entre la trata de personas, la explotación económica (art. 127 del Código Penal) y la intervención en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la ley de profilaxis 12.331, bajo las acciones de "regentear, administrar y/o sostener" casas de tolerancia-, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso c, de la ley 26.364, texto según ley 26.842.


    T. L., M. D. s/ Infracción Ley 26.364


    COMP,FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 13425/2014/1/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. 


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino. Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1 /CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia"


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal, conforme lo dictaminado en autos "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia", CFP 9688/2015/1 /CA1-CS1.


    S/ Infracción artículo 145 bis, Ley 26.842


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9795/2016/2/CS1, 20 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Prostitución. Competencia federal. Juez previniente. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública"; Comp. 1016, L. XLVI, "Abrate, Gloria Liliana s/ Denuncia", y Comp. 647, L. XLIX, "Sumario inst. s/ Pta. inf. Ley 26.364”.


    Convergen en el presente una serie de particularidades que indican la conveniencia de que el proceso continúe tramitando ante la justicia federal, pues al margen de la labor investigativa llevada adelante desde el inicio, la propia descripción de los hechos y de la prueba por parte del magistrado declinante y del fiscal federal permiten recrear una serie de circunstancias que autorizan a presumir que la explotación de las víctimas a la que se refiere la Ley 26.364 (mod. por Ley 26.842) continuó desarrollándose en el lugar denunciado. En tales condiciones, la declinatoria del juzgado federal concurriría en detrimento de la eficacia y celeridad del proceso, pues ante esos estrados tramita el expediente con aquellos antecedentes útiles para la presente investigación, y por otro lado, cabe recordar que la explotación se configura en cualquiera de los supuestos previstos en la ley, sin perjuicio de que estos constituyan delitos autónomos respecto del delito de trata de personas. En razón de lo expuesto cabe concluir en que el presente conflicto debe ser resuelto de acuerdo con el criterio establecido en las Competencias N° 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública"; N° 1016, L. XLVI, "Abrate, Gloria Liliana s/ Denuncia", y Competencia N° 647, L. XLIX, "Sumario inst. s/ Pta. inf. Ley 26.364”.


    L. P., H. J. y otros s/ Prostitución con fines de lucro (art. 127) (sustituido conf. Art. 23 Ley 26.842)


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 7671/2015/1/CS1, 07 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Si bien de las constancias remitidas se desprende que en el lugar referido en la denuncia habría personas ejerciendo la prostitución, no se encuentra agregado, ni los magistrados mencionan, ningún otro elemento de prueba que haga verosímil, al menos de momento, la hipótesis delictiva a que se refiere la Ley 26.364 texto según Ley 26.842-, y que de tal suerte justifique habilitar la jurisdicción federal. En consecuencia, corresponde asignar la competencia al magistrado provincial para proseguir la investigación de la denuncia, sin perjuicio de cuanto resulte del trámite ulterior.


    N.N. s/ Explotación económica del ejercicio de la prostitución – Art. 127


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 9/2016/1/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Reducción a servidumbre. Competencia provincial. 


    Más allá de la estrecha relación que existe entre el delito de trata y el de reducción a servidumbre u otra condición análoga, en tanto constituye uno de los supuestos de "explotación" expresamente previsto en el artículo 2, inciso a, de la ley 26.364 (texto según ley 26.842, la calificación ensayada por el juez federal, sobre cuya base apoyó su incompetencia, encuentra adecuado sustento en los antecedentes de la causa. Corresponde al juzgado local, que además fue el que primero conoció de la causa, debe proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    F. E. L ., s/ Infracción Art. 145 ter, 1° párrafo (sustituido conf. Art. 26 Ley 26.842)


    COMP,FSM-Justicia Federal de San Martín, 16866/2014/2/CS1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Unificación de penas. Reglas para dictar sentencias. 


    Es criterio de la Corte que el artículo 58 del Código Penal responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, mediante las medidas necesarias para que ella no desaparezca por razón del funcionamiento de las distintas jurisdicciones y que, cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dictó la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. Sin embargo, al no haber procedido el tribunal provincial de acuerdo con la regla de la primera parte de este artículo del ordenamiento de fondo, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, razón por la cual corresponde ahora al Tribunal que, en definitiva, impuso la pena mayor pronunciarse sobre la unificación de las sanciones oportunamente impuestas al condenado.


    V., Sergio y otros s/ Robo


    COMP,FSM-Justicia Federal de San Martín, 214/2002/TO1/1/2/CS1, 05 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Uso de documento adulterado. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El documento nacional de identidad apócrifo fue descubierto en la provincia de Buenos Aires, correspondiendo a la justicia de excepción de esa localidad -que además intervino primigeniamente en el trámite- continuar con la investigación, aunque no haya sido parte en la contienda.


    Á., Hugo Fernando s/ Uso de documento adulterado o falso (Art. 296)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1112/2017/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Uso indebido de tarjeta de crédito. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Habida cuenta que de los dichos de los denunciantes, que no se encuentran desvirtuados por otras constancias de la causa y que se compadecen con la documentación agregada, surge que los datos necesarios para la utilización ilegítima de las tarjetas de crédito habrían sido obtenidas en un único local comercial ubicado en territorio provincial, lo que permitiría identificar a los eventuales responsables, corresponde declarar la competencia de la justicia local para seguir entendiendo en la causa.


    N.N. s/ Defraudación (art. 173 inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31474/2015/1/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Usurpación. Daño. Amenazas. Delitos contra la seguridad de los medios de transporte y de comunicación. Competencia por la materia. Cuestión insustancial. Competencia federal. 


    La Justicia Federal aceptó formalmente la competencia material atribuida pues sólo se limitó a sostener, a partir de razones de estricta conexidad delictual, que debía intervenir otro magistrado de su mismo fuero, sin que se advierta, por otra parte, que durante el curso del trámite de esa etapa procesal se hayan introducido elementos distintos a los que en su momento había tenido en cuenta dicho tribunal para reconocer la naturaleza federal de los hechos ventilados, más allá de la invocación de dicha circunstancia procesal. En tal sentido es criterio de la Corte que una vez determinada la competencia, y sin que medien nuevas circunstancias que autoricen apartarse de lo decidido, no corresponde promover cuestiones insustanciales que debieron ser debidamente encausadas, a fin de no provocar un daño a la buena administración de justicia.


    M. R., Mariano y otros s/ Daños


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1817/2016/CS1, 20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Falta de agravio concreto. Juez previniente. Competencia federal. 


    Las constancias incorporadas al incidente no alcanzan para sustentar la declinatoria con base en la calificación jurídica propuesta por el magistrado federal. No se encuentra determinada aún de modo preciso, la delimitación del territorio en el que habrían ocurrido los hechos motivo de contienda. Tampoco se aprecia una investigación que permita discernir con mayor precisión, el verdadero alcance y la significación jurídica de los hechos que constituyeron su objeto.


    N.N., ocupantes de la calle Mugica - CABA s/ Incidente de competencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10755/2016/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Precedente del fallo de la causa Comp. 318, L. XLVIII, "Corona, Alberto Rubén s/ Denuncia".


    Aun cuando se hubiere archivado la causa sobre la usurpación, sería conveniente que, de acuerdo con el criterio seguido por la Corte en la causa la que se hace remisión, la justicia de la ciudad profundice la pesquisa en torno a la denuncia sobre el destino de los bienes que se encontraban en el interior del departamento del imputado, para determinar, una vez incorporados los elementos de juicio necesarios para precisarla, si se cometió un delito contra la propiedad ajeno a su competencia y, eventualmente, qué comportamientos habría realizado este último al respecto.


    A., Carlos s/ Averiguación de delito


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37524/2016/1/CS1, 20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Obstrucción de la vía pública. Concurso ideal. Tierras fiscales. Competencia federal. 


    Tiene dicho la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo a la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces. Los hechos resultarían aprehendidos por las dos disposiciones de naturaleza penal (Art 181 CP y Art. 78 del Código Contravencional de la CABA) concurrirían en forma ideal, pues habrían sido violentadas simultáneamente y mediante una única conducta que afectaría intereses federales, en razón de haber tenido lugar en tierras que pertenecían al Estado Nacional.


    N.N.- Denunciante: A., Matías Herminio s/ Usurpación (Art. 181 inc. 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1416/2016/CS1, 21 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Violación con fuerza o intimidación. Cámaras de casación. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 39442/2010, "T., Gabriel Alejandro".


    M., F. D. s/ Violación con fuerza o intimidación - Querellante: M., L. N.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51421/2008/TO1/2/CS1/CFC1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen 


    Queja por denegación o retardo de justicia. Cámaras de casación. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 39442/2010/TO1/1/RH3-CS1, “T., Gabriel Alejandro s/ Homicidio simple”.


    G., M. J. s/ Violación con fuerza o intimidación - Damnificado G., A. C. y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53112/2008/TO1/CS1-CFC1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Violación de correspondencia. Sistema informático. Internet. Redes sociales. Facebook. 


    Dado que el usuario de la red social y el correo electrónico constituyen una "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la Ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación, debe ser el fuero federal el que continúe conociendo en las actuaciones.


    N.N. s/ Violación correspondencia medios electrónicos art. 153 2°P, violación sistema informático art. 153 bis 1° párrafo - infracción Ley 25.891


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14820/2016/CS1, 05 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Violación de domicilio. Daño. Competencia provincial. 


    Toda vez que de los dichos del denunciante –no controvertidos por otras constancias del expediente- surge que los hechos habrían recaído sobre bienes de la concesionaria, más allá de la calificación que en definitiva corresponda, es la justicia local la que debe proseguir la investigación. Por lo demás, de los antecedentes remitidos no se advierte que aquéllos hubieran afectado el tránsito ferroviario, tal como lo requiere la doctrina de la Corte para habilitar el fuero de excepción.


    B. S.A. O. y otro s/ Detención o entorpecimiento de tren (Art. 191 inc. 2)


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 319/2017/CS1, 19 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Violación de la ley de policía sanitaria animal. Delito concreto. 


    La Corte tiene decidido que las declaraciones de incompetencia deben contener la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En este caso no alcanza para establecer la existencia de un hecho con entidad delictiva y su calificación legal.


    M., Federico Omar s/ Violación leyes de policía sanitaria animal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1372/2017/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Violación de secretos. Delitos informáticos. Servicio público. Competencia federal. 


    Atento a que el usuario de la red social y el correo electrónico constituyen una "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículos 2° y 3° de la ley 19.798), debe ser el fuero federal el que continúe conociendo en las actuaciones.


    T., Gustavo Walter s/ Violación sistema informático Art. 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 658/2017/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. Juez previniente. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    J., Viviana Beatriz s/ Violación de secretos


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6065/2016/1/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Medios de comunicación electrónica. Telecomunicaciones. Afectación al servicio público. Competencia federal. 


    Atento a que en el caso se ingresó ilegítimamente al correo electrónico de la denunciante, lo que ocasionó prima facie el bloqueo de sus restantes usuarios, el cual constituye una "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículos 2° y 3° de la ley 19.798), debe ser el fuero federal el que continúe conociendo en las actuaciones.


    N.N. s/ Violación sistema informático sistema público Art. 153 bis 2°P


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 780/2017/CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Violación. Cámaras de casación. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 39442/2010, "T., Gabriel Alejandro".


    G., M. J. s/ Violación


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53112/2008/TO1/8/CS7, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Violencia de género. Amenazas calificadas. Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Competencia criminal. 


    Es criterio de la Corte que para la resolución de cuestiones de competencia en materia penal no cabe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo, sino que deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según pueda apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto. Así, teniendo en cuenta el especial contexto de violencia en que sucedieron las amenazas, de prolongada duración, la personalidad agresiva del imputado, en particular para con su ex esposa, quien al tiempo de ocurrir el hecho se habría encontrado en un evidente estado de angustia y las profesionales de la Oficina de Violencia Doméstica de la Corte valoraron un posible desborde emocional no puede descartarse que la finalidad que habría guiado su conducta haya estado dirigida a doblegar la voluntad de la víctima para acceder a sus pretensiones, lo cual excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple. En el caso, tanto las expresiones amenazantes como el incumplimiento en los deberes de asistencia familiar, aunque independientes, forman parte del mismo conflicto de violencia de género. Por ello, en procura de una respuesta judicial efectiva a esa situación corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción entender en la presente causa pues posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    L., J. M. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1410/2016/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Amenazas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte, que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    G., R. E. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1583/2016/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen 


    Delito continuo. Lugar del hecho. Domicilio. Competencia criminal y correccional. 


    Los acontecimientos expuestos en la provincia de Buenos Aires, formarían parte del mismo contexto en el cual se habrían denunciado, horas después, los ocurridos en Capital Federal, lugar donde se domicilia la denunciante y se sustanció el sumario hasta recibirle declaración indagatoria al imputado.


    S., Rodrigo Hernán s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 162/2017/CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- todos los hechos investigados conforman un mismo conflicto de violencia de género, cuya fragmentación obstaculizaría la eficacia de la investigación. Por lo tanto, corresponde entender en la presente a la justicia nacional que previno y en cuya jurisdicción además se domicilia la denunciante.


    S. S., Alcidio s/ Coacción (Artículo 149 bis) Damnificado: O. G., María Estela y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74244/2015/1/CS1, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte establece que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que los dichos del denunciante pueden ser tenidos en cuenta a esos efectos, mientras no hayan sido desvirtuados por otros elementos de la causa.


    Incidente N° l - damnificado: M. A., V. N. - imputado: G. C., R. H. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76747/2016/1/CS1, 16 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Domicilio del denunciado. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia 475, L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis".


    O.F., R. s/ Privación ilegal de la libertad


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44227/2016/5/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Violencia familiar. Amenazas. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Toda vez que es doctrina de la Corte, que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, surge que los hechos de violencia física habrían ocurrido mientras convivía la esposa con el denunciado en jurisdicción bonaerense, corresponde a la justicia provincial conocer en estas actuaciones.


    C., G. E. s/ Amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38306/2016/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    Unidad contextual.


    Aún cuando hubieren sucedido en diferente jurisdicción, las conductas sexuales objeto de contienda forman parte de un mismo marco de violencia y deben ser juzgadas de modo conjunto y por un único tribunal, a fin de procurar una respuesta judicial efectiva a tal situación. Pues la fragmentación de los hechos obstaculiza la eficacia de la investigación al impedir que los operadores de justicia tomen en cuenta ese contexto, y revictimiza a la damnificada, que debería declarar en varias oportunidades y ante tribunales distintos sobre hechos que forman parte de un mismo conflicto, lo que, a su vez, iría en desmedro de la economía procesal y mejor defensa del imputado.


    S. M., J. C. s/ Coacción (Art. 149 bis), lesiones agravadas y lesiones leves (Art. 89)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58461/2014/1/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. Toda vez que las constancias remitidas permiten situar los hechos denunciados en un marco de conflicto de violencia doméstica de larga data y con la participación del mismo imputado, de acuerdo al criterio establecido por la Corte, resulta conveniente que su investigación sea realizada por la justicia nacional que previno, más aun, cuando ya se encuentra investigando los últimos hechos que guardan relación con éstos, y en cuya jurisdicción se domicilia la denunciante.


    R. L., G. s/ Daños, lesiones leves (Art. 89), coacción (Art. 149 bis) y hurto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40434/2016/1/CS1, 16 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Exclusión del hogar. Restricción de acercamiento. Investigación inconclusa. Citación de testigos. Falta de calificación. Juez preveniente. Competencia nacional. 


    Este conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Resulta de utilidad contar con las declaraciones de aquellas personas que frecuentan a la víctima y quienes podrían dar cuenta de cualquier aspecto vinculado a las situaciones de violencia, más aún si se repara en que ellas serían habituales, de antigua data y que habían dejado secuelas visibles en alguna ocasión. Sin perjuicio de ello, cabe advertir que además los jueces intervinientes han omitido verificar la posible violación a la medida restrictiva que habría dictado la justicia civil, lo que resulta de imprescindible consideración en orden a una adecuada calificación de los sucesos y el discernimiento de la competencia.


    L. V., M. A. s/ Lesiones agravadas y amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51488/2016/1/CS1, 22 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Trata de personas. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Más allá del incipiente estado de la investigación y de las escasas constancias incorporadas al expediente, de las propias manifestaciones del denunciante cabe colegir la situación de vulnerabilidad en que se encontraría la víctima, sometida a presuntos hechos de violencia intrafamiliar que la condujeron a refugiarse con sus hijos fuera del hogar, los cuales habrían originado al menos tres expedientes ante diferentes juzgados de la provincia. Por ser ello así, y en atención a que, además, uno de esos procesos habría sido iniciado por la víctima contra su padre aquí denunciante, corresponde al juzgado local asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio que permitan darle al caso la solución legal que a su criterio corresponda.


    N.N. s/ Infracción art. 145 bis - conforme ley 26.842


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 13357/2016/1/CS1, 08 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Violación de secretos. Derecho a la intimidad. Redes sociales. Medios de comunicación electrónica. Telecomunicaciones. Interés público. Competencia federal. 


    Habida cuenta que la magistrada federal no cuestiona el contexto de violencia domestica en que se originarían los hechos, resulta conveniente que su investigación sea realizada por un único tribunal, que en el caso deberá ser el juzgado federal, ya que tanto las redes sociales como las cuentas de correo electrónico constituyen una "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación.


    M., R. O. s/ Amenazas con armas o anónimas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 977/2017/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Amenazas. 


    No se presentan en el caso nuevos elementos que autoricen a modificar la solución propuesta anteriormente.


    N.N. s/ Amenazas denunciante: N., Daniel y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 68464/2014/1/CS2, 09 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Cultivo ilegal de estupefacientes. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia 200, L. XLVIII, “Lalla, Cristian Edgardo s/ tenencia de estupefacientes con fines de comercialización, etc.”; Competencia CSJ 1465/2016/CS1 "Frumboli, Atilio Simón y otros s/ Infracción ley 23.737 (art. 5, inc.


    Independientemente de lo que surja de la posterior investigación, de la calificación legal atribuida a los hechos, no se advierte elemento alguno que surta la jurisdicción federal.


    C., Damián Antonio y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2/2017/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen 


    Contienda positiva de competencia


    Lesiones leves. Amenazas simples. Amenazas calificadas. Violencia familiar. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Si bien los hechos se presentan en principio como independientes, en tanto habrían tenido lugar dentro de un mismo contexto de conflicto familiar, la investigación debe quedar a cargo de un único tribunal, de acuerdo al criterio establecido por la Corte. En consecuencia, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento y tanto más en este caso en que ante el juzgado preveniente ya se practicó la investigación y se requirió la elevación de la causa a juicio.


    R., Eduardo Oscar s/ Lesiones agravadas y amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56253/2015/2/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Pornografía infantil. Grooming. Transferencia de competencias. Competencia nacional. 


    La ley 24.588 denominada "de garantía de los intereses del Estado Nacional en la Ciudad de Buenos Aires", sancionada el 8 de noviembre de 1995, dispone en la primera parte de su artículo 8° que "La justicia nacional ordinaria de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires mantendrá su actual jurisdicción y competencia continuando a cargo del Poder Judicial de la Nación" sin que se advierta, desde entonces, que los legisladores hayan querido otorgarle a la Ciudad la plena operatividad futura en materia jurisdiccional. Esa voluntad parlamentaria parece haberse mantenido no obstante el transcurso del tiempo, con la sanción de la ley 26.702 ya que, si bien en sus artículos 1° y 2° determinó la competencia para investigar y juzgar los delitos y contravenciones cometidos en el territorio de la ciudad que en lo sucesivo se legislaran, por otra parte estableció, expresamente, en su artículo 8°, que tales previsiones recién adquirirán operatividad, y se perfeccionarán, con la entrada en vigencia de una ley local que las acepte, sin limitaciones ni reservas. Sostener una hermenéutica opuesta, sólo conduciría a desnaturalizar la norma, dejándola sin el sentido que quiso otorgársele. Por otra parte, según ha establecido la Corte, las leyes deben interpretarse evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones y produzca interferencias y roces, que destruyan las unas por las otras y adoptando como verdadero el que las concilie y deje a todas con valor y efecto. A partir de esa óptica, no resulta admisible realizar un análisis parcial de la cuestión –sólo bajo el enfoque de lo establecido por el artículo 2° de la ley 26.702- sino que, por el contrario, esa disposición debe interpretarse en consonancia con lo dispuesto por su artículo 8° que, según su redacción literal, requiere la entrada en vigencia de una ley de la ciudad que acepte, sin limitaciones ni reservas las disposiciones de la ley nacional, es decir, en forma expresa. De ese modo aún en el caso de que se haya producido una mora en el ámbito legislativo que, en definitiva, haya retardado el traspaso de competencias penales, ello no puede traducirse en una aceptación tácita de la jurisdicción local, sobre todo, cuando el propio artículo 7° de dicha ley, manda que se encomiende a la Comisión Bicameral "Ciudad de Buenos Aires" -en ejercicio de las competencias conferidas en el artículo 15 de la ley 24.588- el seguimiento de su cumplimiento que, por una u otra razón, no llegó aún a concretarse. En otro pronunciamiento, la Corte recordó la plena vigencia del artículo 8° de la ley 24.588, de cuya letra no se advierte que la voluntad del legislador haya estado dirigida a otorgar a esa norma plena operatividad futura a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en materia jurisdiccional y que, al dictar esa norma, el Congreso Nacional tuvo el propósito de generar un traspaso gradual en torno a las distintas competencias -que requieren ratificación de la legislatura para integrar la jurisdicción local- dentro de un marco racional y congruente en el sistema de distribución de que se trata. Por lo demás, si bien sostuvo la Corte, que las competencias que ejerce la justicia nacional ordinaria -no federales- deben ser transferidas a la ciudad para ser resueltas en el ámbito de su propia justicia, dejó en claro que, frente al prolongado lapso transcurrido desde el dictado de la reforma constitucional de 1994, resultaba imperioso exhortar a las autoridades competentes para que adoptaran las medidas necesarias con el fin de garantizarle a aquélla, el pleno ejercicio de sus facultades en materia jurisdiccional lo que, lleva ínsita la necesidad del cumplimiento de las disposiciones legales que rigen al respecto. En ese sentido, los delitos que pudieran sancionarse en lo sucesivo -como es el caso de los artículos 128 y 131 del Código Penal, incorporados por las leyes 26.388 y 26.904, respectivamente, y no poseen asignación específica de competencia- no puede adjudicárselos "per se” al ámbito jurisdiccional local dado que, de esa manera, no sólo se incumpliría con el mandato del artículo 8° de la ley 26.702 que, justamente, dispone que los delitos que se transfieran a partir de sus artículos 1° y 2°, sean aceptados por una ley de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires -que aún no ha sido dictada- sino que, por otra parte, también se presentaría una alteración de las leyes sancionadas por el Congreso en torno a la competencia de los tribunales nacionales que, consecuentemente, quedarían privados de sus atribuciones constitucionales.


    R., Carlos Fernando s/ Infracción Art. 128


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14345/2015/CS1/CA2, 28 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Violencia familiar. Amenazas. Daño. Desobediencia. Economía procesal. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda. Precedentes de Fallos: 305:1105; 308:487 y fallos de las causas Comp. 836, L. XLII, “Valpreda, Ornar s/ Infracción tenencia de arma uso civil”, y Comp. 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”.


    Mediante el convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia local la investigación de algunos delitos claramente enumerados allí y entre los que no se encuentra incluida la figura de desobediencia, motivo de la contienda. Teniendo en cuenta tal circunstancia y la vinculación que presentan los hechos por enmarcarse dentro de una misma situación de conflicto familiar, el caso debe ser resuelto conforme los parámetros establecidos por la Corte en los precedentes de la referencia.


    B., Claudio Víctor s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1621/2016/CS1, 21 de abril de 2017


    Ver dictamen


     Cuestión abstracta


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Desistimiento de la cuestión de competencia.


    A., Abel Alberto s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 27874/2017/2/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Contienda negativa de competencia. Cuestión federal. 


    En cuanto al fondo del asunto, es necesario contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, atento a la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones, pues no se advierte la realización de medida alguna tendiente a dilucidar la posible participación de L, en el hecho, condición exigida por la doctrina del Tribunal para atribuirle a aquél el encubrimientodel delito de robo. Por otra parte, es oportuno recordar que la Corte tiene establecido en numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, postura que ha sido mantenida con posterioridad al precedente "Corrales".


    L., Erik s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1599/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Tribunales provinciales. 


    Es doctrina de la Corte que en los casos en que es secuestrado un bien que ha sido objeto de un robo o hurto anterior, correspondería al juez que lo investiga profundizar la pesquisa para establecer con nitidez si la persona que lo detentaba participó de su sustracción. Sin embargo, en la presente, cabe hacer una excepción a esa regla fundada en que, según consta de la declaración, el dueño de la moto no vio quien se la sustrajo y tampoco había testigos presenciales al momento del hecho. Por lo tanto, la conclusión del juez nacional, en cuanto sostiene la imposibilidad de probar la participación del tenedor de la moto en la sustracción y el agotamiento de las medidas tendientes a ello es consistente con las constancias de la causa y debe ser considerada como la decisión que sobre ese aspecto, exige la jurisprudencia del Tribunal para asignar la competencia en orden al delito de encubrimiento. La jurisprudencia delTribunal, sostiene que es competente el fuero de excepción para entender en el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República por afectar a la administración de la justicia nacional por lo que debe conocer el juzgado federal que por turno corresponda, en cuyo territorio se descubrió el hecho y se secuestró el bien objeto del delito, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    R. J., Elias s/ Encubrimiento (Artículo 277 Inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1806/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen 


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar el conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal - como lo hizo la de Buenos Aires mediante la ley 13.392-, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en las reglas de los artículos 3° y 4°. Lo dispuesto en el artículo 3 responde a ese mismo principio, en tanto la aplicación de las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en estos casos de la jurisdicción federal. Asimismo, cabe resaltar que esa regla también tiene como objeto evitar que se frustren investigaciones, y de tal manera aunar la prueba reunida para poder determinar la conducta atribuible a cada caso, teniendo en cuenta la vinculación que existe entre el narcotraficante, su red de distribución y los consumidores.


    B., Brian Nicolás Daniel s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1351/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Tiene establecido la Corte que es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran -como lo hizo la de Buenos Aires por ley 13.392, entre otras a ese régimen legal.


    C., Carlos Magno y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2014/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Tribunales provinciales. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. A su vez, tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante: programa periodístico "Periodismo para todos" s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1319/2017/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Cámara nacional de apelaciones. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal.


    F., Alberto y otro s/ Asociación ilícita y defraudación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14678/2016/1/CS1, 31 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (Ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


    P., Juan Marcelo y otros s/ Asociación ilícita, etc.


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3168/2013/4/CS2, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Cámara de casación. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 39.442/2010 “Torti, Gabriel Alejandro”.


    G., Leonardo Ezequiel y otros s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8530/2011/TO1/9/1/CS2, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 39442/2010/TO1/1/RH3-CS1, “T. Gabriel Alejandro s/ Homicidio simple”.


    G., M. J. s/ Violación


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53112/2008/TO1/6/CS5 - RH6, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Cámara federal de apelaciones. 


    Precedente CSJ 4658/2015/CS1, “Sorribas, Sasha Nahuel”.


    Debe intervenir en la consulta la cámara federal con jurisdicción en Marcos Paz, en tanto el acto lesivo habría tenido lugar en un establecimiento del Servicio Penitenciario Federal ubicado en esa localidad.


    P., Alberto s/ Hábeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7312/2016/2/CS3, 15 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Cámara Nacional de Apelaciones. 


    Conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 que, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, prevé que los conflictos de competencia que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno, la presente contienda debe ser resuelta por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.


    C., Isabel Mónica s/ Infracción a la Ley 25.891


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12418/2016/1/CS1, 31 de marzo de 2017


    Ver dictamen 


    Conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 que, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, prevé que los conflictos de competencia que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno, la presente contienda debe ser resuelta por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.


    E., Jonathan Lucas s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60015/2016/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7º, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal, conforme lo dictaminado en los autos "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    T. F., Tony Scott s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58750/2016/1/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (Ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10840/2016/2/CS1, 31 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1 “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    A. A., Guido Antonio s/ Estafa


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12932/2014/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1 “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68410/2016/1/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Coacción. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. De acuerdo con ese criterio y si bien no surge desde que localidad fueron realizados los llamados amenazantes, éstos se recibieron dentro del Complejo Penitenciario Federal, sin que se produzca una alteración del normal desarrollo de las funciones ni del servicio que prestan los agentes nacionales, y así como tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción nacional, de naturaleza excepcional y restrictiva.


    C., Marisol s/ Coacción (Artículo 149 bis) Damnificado: U., Ezequiel Carlos


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 4673/2017/1/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia nacional. 


    Fallo Comp. 398; L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Averiguación presunta infracción ley 23.737”.


    De acuerdo con los fundamentos expuestos en el fallo de referencia, a los que corresponde remitir en beneficio de la brevedad, y más aun teniendo en cuenta que la juez nacional, que previno en la contienda, reconoce la posible comisión de un delito de índole federal, a ella corresponde continuar conociendo en el caso sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 834/2017/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen 


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Cámara nacional de apelaciones. 


    La Corte ha establecido que no se encuentra dentro de sus facultades revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia, dado ello no sólo conspira contra las reglas estipuladas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, sino también contra razones de seguridad jurídica y buena administración de justicia.


    A., María Julia


    COMP,CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 19179/2015/1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Incompetencia. Cámara nacional de apelaciones. 


    La Corte ha establecido que no se encuentra dentro de sus facultades revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia, porque ello no sólo conspira contra las reglas estipuladas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, sino también contra razones de seguridad jurídica y buena administración de justicia. Por lo tanto, no corresponde la intervención de la Corte en la presente contienda.


    N.N. s/ Falsificación doc.púb. incumpli. de autor. y viol. deb. func. público y sustracción de menores de 10 años. Dte. H., Ester


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46136/2016/1/CS1, 15 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia del tribunal de casación. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen de la causa FLP 73000918/2012/CS1 "S., Eduardo Tomás s/Encubrimiento".


    L. ART S.A. s/ Infracción Ley 24.557


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 9983/2014/3/CS2, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Superior Tribunal de la causa. Competencia criminal y correccional. Cámara nacional de apelaciones. 


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal. Por ello, no corresponde a la Corte intervenir en esta cuestión de competencia, la que de acuerdo con lo antes expuesto debe ser resuelta por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal.


    N.N. (abonado 155.......) s/ Intimidación pública


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14900/2016/1/CS1, 20 de febrero de 2017


    Ver dictamen 


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 9688/2015/1/CA1-CS1 “José Mármol 8XX (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    N.N. y otros s/ Infracción ley 12.331


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14148/2016/1/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa FBB 1.550/2016/1/CS1 “Cardozo, Nelson Alberto s/ Inf. Ley 23.737”.


    G., Santiago Ezequiel s/ Infracción a la Ley 23.737


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 6092/2016/1/CS1, 31 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa FSM 47532/2015/TO1/16/CS1, “M., G. G. y otros s/ Infracción Art. 145 ter, inc. 5°”.


    C., I. B. y otro s/ Infracción Art. 145 ter, 3° párrafo, apartado 4 (Sustituido conf. Art. 26 Ley 26.842


    COMP,FSM-Justicia Federal de San Martín, 39956/2016/TO1/8/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


    H., Diego s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44191/2017/1/CS1, 05 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


    M., Leonardo s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43750/2017/1/CS1, 05 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia. 


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela Técnica N° 14


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5738/2017/1/CS2, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa: Competencias n° 1249, L. XLI, "López, Santiago A. s/ Delito deacción pública" y n° 752, L. XLV, "Quiroga, Valeria Analía s/ Sudenuncia".


    N.N. s/ Defraudación (Artículo 173, inciso 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63129/2015/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Es de aplicación al, caso la doctrina establecida por el Tribunal, a través de numerosos precedentes, según la cual el encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal afecta la administración de justicia nacional, postura que ha sido mantenida con posterioridad al precedente"Corrales", razón por la que resultaría, en principio, competente el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. En el caso, tiene resuelto la Corte que dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base.


    N.N. Damnificado: C. O., Joel Oscar s/ Hurto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1974/2017/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia y jurisdicción. 


    El criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, sostiene que el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento.


    O., Lautaro Alberto s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14503/2017/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen 


    Tiene dicho la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    Incidente Número 1 - Denunciante: B., Gustavo Daniel - Imputado: A., Ignacio s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34357/2016/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Toda vez que los hechos denunciados versaren sobre maniobras que, eventualmente, afectarían la recaudación de impuestos provinciales, se considera que es la justicia local la que debe asumir su jurisdicción.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17281/2017/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa: C.C.C. 71243/2015/1/CS 1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    C., Sergio Ammiel s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14618/2016/2/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa: C.C.C. 71243/2015/1/CS1,"G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento.”


    S.. Francisco Damián s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14462/2017/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Declinatoria. 


    Desde el punto de vista formal, corresponde a la cámara de apelaciones mantener el criterio expuesto en su oportunidad, por aplicación de la doctrina que establece que para la correcta traba de una contienda de competencia resulta necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión. No obstante, tiene resuelto la Corte, en numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo.


    D., Rodrigo s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18904/2016/2/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Interés del menor. Derechos humanos. Lesiones agravadas por el vínculo. Delitos contra la integridad sexual. 


    Atento el marco de extrema vulnerabilidad y peligro para la integridad física y psíquica en el que se encuentran las menores, de acuerdo con las constancias que obran en el legajo, no es posible descartar de ante mano la probable comisión de algún hecho con relevancia penal en su perjuicio en territorio provincial, más allá de la calificación que resulte, y de lo que sucediera en esta capital como manifestación de lo que viene desarrollándose desde hace tiempo en ese ámbito. A ello debe sumarse la intervención asumida por los servicios locales de la especialidad, tanto en la permanente contención y asistencia socio familiar de las niñas en su lugar de residencia, cuanto en la búsqueda de vacantes para trasladarlas a un hogar que pueda albergarlas, por intermedio de un juzgado de familia de Avellaneda, el cual estaría en conocimiento de la situación y habría autorizado el retiro de las niñas por la fuerza pública. En las circunstancias dadas, en las que debe prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores, y ante la situación de riesgo en la que se encontrarían las víctimas de autos, en la que cabe a todos los organismos intervinientes asegurar la protección de su integridad, es la justicia de la provincia de Buenos Aires la que en mejores condiciones se encuentra de proveerla, en tanto asegura su proximidad con los órganos administrativos y judiciales que actúan en el caso, y contempla el interés superior del niño, al mismo tiempo que atiende razones de eficacia y economía procesales.


    Q., M. S. y otro s/ Lesiones agravadas y abuso sexual – Artículo 119 1° párrafo


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77198/2016/1/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Desplazamiento de la competencia. 


    Remisión al fallo de la causa: CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "J M 8 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


    N.N. s/ Intimidación pública


    CPF-Cámara Federal de Casación Penal, 17153/2016/1/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Derechos y garantías constitucionales. Condiciones de detención. 


    Remisión al fallo de la causa: Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


    T. C., Valentín s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56984/2017/1/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. 


    Toda vez que el personal nacional imputado actúa en función de órdenes emitidas por un tribunal específico, al cual debía dar razones de su proceder, corresponde a este, continuar conociendo en las actuaciones.


    Personal Prefectura Naval Argentina s/ Vejación o apremios ilegales (Art. 144 bis. Inc. 2)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1264/2017/CS1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia Federal. Adulteración de numeración de chasis. Competencia local. 


    Remisión al dictamen de la Procuración General de la Nación, CCC71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    Sobre esa base, y de conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, entre otros, la justicia federal debe conocer a su respecto. Por otra parte, en lo concerniente a la adulteración de la numeración del chasis, de acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 324: 1617 y 3651 y Competencia N° 602, XLIV, in re "Galarza, Juan José s/ Denuncia", resuelta el 25 de noviembre de 2008, corresponde asignar su conocimiento a la justicia local, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    S., Iban Alberto s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71506/2015/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Derecho penal. 


    Tiene establecido la Corte que es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte, en el caso, en examen, atento el modo de operar de la organización, pueda afirmarse que se trate aquí del último eslabón de la cadena de comercialización, especialmente cuando se habría logrado identificar quienes serían proveedores y distribuidores de la droga. Por otra parte, teniendo en cuenta de que aquella actividad se desarrollaría tanto en la provincia de Buenos Aires como en la de Entre Ríos, desde donde se trasladarían las sustancias prohibidas, es conveniente que la investigación de la causa quede a cargo de un único tribunal. Por ello, y habida cuenta de que según surge de lo actuado, la mayor parte de la actividad se realizaría en la provincia de Buenos Aires, debe declararse la competencia del Juzgado Criminaly Correccional Federal n° 1 de Morón, cuya competencia además es prioritaria en la materia, para que continúe conociendo en esta causa.


    V., Carlos Alberto y otro s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1175/2017/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa: CSJ 1001/2017/CS1 in re "Encina, Daiana Soledad s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización"


    R., Fredy Fabián s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2018/2017/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia. Trata de personas. Delitos contra la integridad sexual. Derecho penal. 


    Existe una estrecha relación entre la trata de personas, la promoción o facilitación de la prostitución, la explotación económica y la intervención en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la ley de profilaxis 12.331, bajo las acciones de "regentear, administrar y/o sostener" casas de tolerancia- en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso c, de la ley 26.364, texto según ley 26.842. En ese sentido, tal como lo sostiene el titular de la Procuraduría especializada y el fiscal de la instancia, hechos similares han sido objeto de diversas investigaciones a lo largo del tiempo en los estrados federales con asiento en la provincia, en las que fueron investigados al menos dos de los prostíbulos aquí denunciados, sinque por ello cesaran las conductas ilícitas desarrolladas en tomo a esos domicilios, circunstancia que sugiere la existencia de un esquema delictivo que se habría mantenido intacto en el tiempo y que tiene por víctimas a mujeres en situación de vulnerabilidad, varias de nacionalidad extranjera, que serían aleccionadas para actuar en procedimientos falsos, con el sabido amedrentamiento que implica conocer la connivencia de personal de las fuerzas de seguridad con sus regentes. Por lo tanto, y teniendo en cuenta que la experiencia recogida en la materia revela que no es posible descartar que en hechos de estas características no exista o haya existido un proceso de captación o reclutamiento previos, deacuerdo con el criterio que en esta materia ha desarrollado la Corte resultade fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que reprime la trata de personas.


    N.N. s/ Infracción Ley 26.364


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 45109/2016/7/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Curatela. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Corresponde conferir intervención al foro del lugar de residencia del causante.


    U., E. R. s/ Curatela


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 308/2017/CS1, 05 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Delitos relacionados con la identidad de las personas. Competencia federal. 


    Sin perjuicio de que no se ha trabado una contienda que haga menester la intervención de la Corte, atento a que la cuestión de competencia ha postergado el tratamiento de los distintos aspectos del problema por más de cuatro años y a fin de no dilatarlo aún más con nuevas remisiones impertinentes, resulta prudente que la Corte haga uso de la facultad que le asiste para decidir el juez que realmente debe intervenir, aunque éste no haya participado en el diferendo. Desde esa perspectiva, la materia a investigar es ajena al ámbito funcional del Ministerio Público Fiscal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y se ha denunciado la falsedad del documento nacional de identidad, que encontraría su antecedente inescindible en la falsificación de su partida de nacimiento. En consecuencia, el proceso debe remitirse a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal para que asigne el juzgado en el que habrá de radicarse la causa.


    G.O.R.N.C. s/ Rectificación de partidas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1200/2017/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Denuncia. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restrictiva por lo que al momento del suceso debe existir una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del ejercicio de aquellas funciones de esa naturaleza, exigiendo que el funcionario autor o víctima de un delito haya estado cumpliendo tareas específicamente federales para que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a esa magistratura, circunstancias que no concurren en el caso. Tampoco es posible apreciar, por otro lado, alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restrictiva.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 20460/2017/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Desistimiento. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Z., José Alberto s/ Encubrimiento


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2025/2016/CS1, 05 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "Giusquiami, Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    Atento que la justicia nacional descartó la participación de los imputados en la sustracción, el fuero federal debe conocer en el delito de encubrimiento que motivó esta contienda. Desde esta perspectiva, y habida cuenta que la competencia penal se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, su investigación concierne a la justicia de excepción de Quilmes, en cuya sección se incautó el vehículo junto a otros elementos y documentación personal, aunque no haya sido parte en la contienda.


    D., Julio César s/ Encubrimiento


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 244/2017/CS1, 19 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Robo. Competencia provincial. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 


    Resulta aplicable el criterio establecido por la Corte, a través de numerosos precedentes, según el cual dada la relación de alternatividad existente entre el encubrimiento y el robo, es necesario contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados en las actuaciones seguidas por el desapoderamiento del rodado, respecto de su posible participación en ese hecho. Por aplicación de estos principios, si se tiene en cuenta que transcurrió un mes entre el desapoderamiento y el secuestro del bien, y que el motovehículo fue secuestrado con su chapa patente sustituida y su numeración adulterada, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados con respecto al delito contra la propiedad, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en él, pues ni siquiera se los ha interrogado acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que hubieron tomado posesión del rodado. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juez de garantías, profundizar la investigación en tal sentido. Por otra parte, en lo atinente a la sustitución de la chapa patente y la adulteración de los números de chasis y de motor, resulta aplicable la doctrina de la Corte que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En consecuencia, corresponde al juez nacional conocer a su respecto, sin perjuicio de lo que surja de su trámite ulterior.


    C., Diego Hernán y otro s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30298/2017/1/CS1, 22 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia de la Corte Suprema. Seguridad jurídica. Incompetencia. 


    La Corte ha establecido que no se encuentra dentro de sus facultades revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia, porque ello no sólo conspira contra las reglas estipuladas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, sino también contra razones de seguridad jurídica y buena administración de justicia.


    A., Juan Carlos y otro s/ Estafa


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35015/2014/1/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En atención a la coincidencia en la calificación legal escogida, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica, y que para discernir la competencia debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Teniendo en cuenta esos principios, toda vez que de los dichos verosímiles y no controvertidos del denunciante surge que en Neuquén los imputados exhibieron los vehículos, recibieron de los compradores los cheques y el importe que restaba para cancelar la operación del camión, e iniciaron la compraventa del semirremolque, corresponde a la justicia de esa provincia, que además previno y en cuyo territorio funcionaría la concesionaria y se domiciliaría el imputado, proseguir el trámite de la causa.


    C., Juan y otro s/ Estafa


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 146/2017/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Extorsión. Cámara nacional de apelaciones. 


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (Ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


    Z., Federico Ramón s/ Extorsión


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15953/2016/4/CS1, 31 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Falsedad ideológica. Cónsules extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Tiene dicho la Corte que la competencia originaria de la Corte Suprema respecto de los cónsules extranjeros está reservada a las causas que versan sobre los privilegios y exenciones de aquellos en su carácter público, debiendo entenderse por tales las seguidas por hechos o actos cumplidos en ejercicio de sus funciones propias, siempre que en ellas se cuestione su responsabilidad civil o criminal. Resulta de las probanzas que la damnificada reviste status diplomático, y en tal calidad suscribió el informe agregado a un expediente judicial, por lo que el presente caso correspondería a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias.


    N.N. s/ Falsedad ideológica. Damnificado: V., D.


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 27078/2015/CS1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. Cámara nacional de apelaciones. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal.


    O., Diego Antonio s/ Falsificación de documentos públicos


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4401/2015/1/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Falso testimonio. Estafa. Acumulación de procesos. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    La decisión del juez federal de acumular por razones de conexidad la causa para la que se había declarado incompetente a otra que tramita ante el juzgado a su cargo, conlleva el desistimiento de la cuestión de competencia previamente trabada.


    S., Johanna Beatriz y otros s/ Falso testimonio y estafa


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14813/2016/1/CS1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Hábeas corpus. Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1 "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas Corpus".


    G., Alejandro s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17993/2017/2/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


    S. R., Walter Daniel s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18786/2017/1/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


    R., Jorge Nicolás s/ Hábeas Corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22662/2017/1/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


    L., Juan Manuel s/ Hábeas Corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22261/2017/1/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


    R., Luis Oscar s/ Hábeas Corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23359/2017/1/CS1, 12 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5729/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas Corpus”.


    G., Hugo Omar s/ Hábeas Corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17811/2017/1/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus “.


    P. C., Ibar Esteban s/ Hábeas Corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21533/2017/1/CS1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Competencia criminal. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    G., Ramón Matías s/ Habeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71971/2016/1/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    N. Liang Hsien s/ Habeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73171/2016/2/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    P. S., Cristian s/ Habeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63992/2016/1/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    A., Matías David s/ Hábeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77985/2016/1/CS1, 31 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    C. S., Ricardo Ramón s/ Hábeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70097/2016/1/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


    S. R., Walter Daniel s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62674/2016/1/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


    B., Sebastián y otros s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63312/2016/1/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    D., Iván Andrés s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11653/2017/1/CS1, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    G., Jorge Hugo s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15211/2017/1/CS1, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


    L., Gastón Ezequiel s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62122/2016/1/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    M., Leonardo s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8479/2017/1/CS1, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    S. P., Ignacio s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5646/2017/1/CS1, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC. 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


    J., Pablo Francisco s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36978/2017/1/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CCC. 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


    M. C., Eduardo s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35694/2017/1/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC. 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus”.


    Y., Chen s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37692/2017/1/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1 “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    M. A., Oscar Ramón s/ Hábeas corpus


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63546/2016/1/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    L., Miguel Ángel s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6793/2017/1/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    G., Mario Elías s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74366/2016/1/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus”.


    I., Elías s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7186/2017/1/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Competencia de instrucción. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, “Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


    P. G., Andrés Esteban s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72379/2016/1/CS1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Homicidio en riña. Competencia ordinaria. 


    En la causa se investiga la disputa producida entre dos detenidos en el Complejo Penitenciario Federal 1 de Ezeiza, de la que resultara la muerte de uno de ellos. Atento que de las constancias del incidente no surge que como consecuencia del hecho se haya visto afectada la actividad del establecimiento o comprometido el servicio que prestan sus agentes, corresponde declarar la competencia de la justicia local para continuar conociendo en la causa.


    R. V., Julio César y otros s/ Homicidio en riña


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 52008150/2013/TO1/5/CS1, 02 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1757/2017/CS1, "G., Noelia Marilina s/ Infracción Ley 24.270".


    G., Noelia Marilina s/ Infracción Ley 24.270


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1263/2017/CS1, 26 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Intimidación pública. Cámara nacional de apelaciones. 


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esta regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal, conforme lo dictaminado por esta Procuración General en los autos "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/incidente de competencia" tal como se cita.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14929/2016/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    N.N. s/ Intimidación pública


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13614/2015/1/CS1, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    N.N. s/ Intimidación pública


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9411/2016/3/CS1-CA2, 16 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    N.N. s/ Intimidación pública


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9131/2016/1/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Concesión errónea del recurso. Juez previniente. 


    El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Habida cuenta que de las distintas resoluciones adoptadas por los magistrados de ambas jurisdicciones y de los dictámenes fiscales que las motivaron, no es posible determinar fehacientemente los hechos sobre los que finalmente se ha suscitado la contienda, en tanto algunos aparecerían como resueltos y otros como repetidos o duplicados sin que se cuente con elementos suficientes como para discernir esos extremos con algún grado de certeza, corresponde declarar mal planteada la contienda de competencia pues el debate entre los jueces carece de congruencia y, hasta tanto se subsane el defecto, corresponde continuar con el trámite de la causa a la juez contravencional que previno quien deberá, además incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y determinar las calificaciones que le pueden ser atribuidas.


    M., Humberto s/ Hostigar, maltratar e intimidar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2292/2016/CS1, 24 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58. A su vez, tiene establecido la Corte, que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 27148/2015/1/CS1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia”.


    R., Juan José s/ Infracción art. 256 bis, etc.


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 832/2011/31/CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Cámara nacional de apelaciones. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


    N.N. s/ Infracción Ley 26.364


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11270/2016/1/CS1, 20 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


    P., Walter Damián s/ Defraudación


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5372/2016/1/CS1, 20 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia".


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal.


    N.N. s/ Intimidación pública


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15125/2016/1/CS1, 20 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Juzgado de primera instancia. Cámara Nacional de Apelaciones. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal.


    Los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1.285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esta regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal, conforme lo dictaminado por esta Procuración General en los autos CFP 9688/2015/1/CA1-CS1 “José Mármol 8XX (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia”.


    G., Agustín Iván s/ Falsificación documentos


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6770/2016/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7º, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esa regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal, conforme lo dictaminado en los autos "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia", CFP 9688/2015/1/CA1-CS1.


    C., Guillermo Ornar s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57621/2016/1/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Remisión al dictamen de la causa 9688/2015/1/CA1-CS1, “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de competencia". Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correcciona


    Los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esta regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal, conforme lo dictaminado por esta Procuración General en los autos "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/incidente de competencia" tal como se cita.


    Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad de Buenos Aires


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14116/2016/1/CS1, 23 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Juez previniente. Cámara nacional de apelaciones. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno. Esta regla mantiene su vigencia cuando participa en la contienda un juzgado nacional que ejerce la competencia ordinaria en el territorio de la Capital Federal, conforme lo dictaminado por esta Procuración General en los autos "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/incidente de competencia" tal como se cita.


    N.N. s/ Intimidación pública


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5550/2016/1/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias, corresponde declarar concerniente a la jurisdicción originaria de la Corte.


    F., Jaime Samuel s/ Lesiones culposas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28426/2016/CS2, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Malversación de caudales públicos. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que si los fondos ya fueron transferidos de la órbita nacional a otra entidad en cuyo patrimonio quedaron incorporados, su presunta afectación o uso indebido no perjudicaría las rentas del Estado Nacional, sin que a dicha conclusión pueda obstar la subsistencia a favor de la administración federal del derecho de requerir rendición de cuentas y vigilar el cumplimiento de los fines para los que fue otorgado el beneficio. En consecuencia, al establecer la ley nacional que los recursos serán administrados por las provincias, no obstante las facultades de fiscalización del organismo nacional corresponde a la justicia provincial conocer en estas actuaciones.


    T., Hugo y otros s/ Su denuncia


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 37866/2013/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Narcomenudeo. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 130, L. XLII, “Echeverría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737” y Comp. 611, L. XLIII, “Constante, Ramón Ceferino s/ Infracción Ley 23.737”.


    B., Luis Alberto s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1095/2017/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 130, L. XLII, “Echeverría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737” y Comp. 611, L. XLIII, “Constante, Ramón Ceferino s/ Infracción Ley 23.737”.


    E., Daiana Soledad s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1001/2017/CS1, 11 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 130, L. XLII, “Echeverría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737” y Comp. 611, L. XLIII, “Constante, Ramón Ceferino s/ Infracción Ley 23.737”.


    R., María Rosa s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1143/2017/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Portación ilegitima de armas. Acción revocatoria. Cuestión abstracta. 


    M., Luis Alberto s/ Infracción art. 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 640/2016/CS1, 28 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Abuso sexual calificado por acceso carnal. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Corresponde aplicar al caso la doctrina de la Corte, según la cual, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal. En este sentido, toda vez que la privación ilegítima de la libertad comenzó y finalizó en esta ciudad, donde la denunciante también habría sido sexualmente abusada, y logró luego escapar para alertar a las autoridades que dieron inicio a la investigación que se desarrolló íntegramente en esta jurisdicción, donde incluso fue elevada al Tribunal Oral de esta Capital para el debate, corresponde a la justicia nacional continuar con el trámite de la causa.


    C., L. P. s/ Abuso sexual - Art. 119, 3° párrafo CP


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28712/2016/2/CS1, 30 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Atento lo decidido por la Justicia Federal, la contienda se ha tornado abstracta, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.


    N.N s/ A determinar denunciante: L., María Paula


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 742/2016/1/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Cámara de Apelaciones. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1 “José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia”.


    M. S., Jonathan Alfredo s/ Infracción ley 11.723


    COMP,CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8456/2016/1/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Registro de la propiedad automotor. Conflicto positivo de competencia. Pronunciamiento inoficioso. 


    Es doctrina de la Corte, que el planteamiento de una cuestión de competencia positiva supone una contienda entre dos tribunales que sostienen ambos ser competentes para conocer en la causa, excluyéndose recíprocamente. Al no existir una actual contienda positiva de competencia, no existe cuestión alguna en la que le incumba resolver a la Corte.


    N.N. y otro s/ Falsificación de documentos públicos


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 19767/2014/1/CS1, 17 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Robo. Abuso sexual calificado por acceso carnal. Unificación de penas. Jueces naturales. Competencia nacional. Juez de ejecución. 


    Es criterio de la Corte, que el artículo 58 del Código Penal responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, mediante las medidas necesarias para que ella no desaparezca por razón del funcionamiento de las distintas jurisdicciones. También ha sostenido el Tribunal, que la circunstancia de haber dictado pena única convierte a esa jurisdicción en sede de la ejecución penal, con competencia para entender en los futuros planteos respecto de aquella, aun cuando se trate de una sanción impuesta por un juzgado provincial, habida cuenta de la incorporación de ésta en la pena única dictada. Esa es la solución que corresponde aplicar al caso, en tanto no sólo la jurisdicción que unifica se convierte ipso facto en competente para la ejecución de la pena única recaída sino que, además, cuestiones como las que aquí se ventilan -atinentes a la libertad condicional del condenado- son, precisamente, trámites de naturaleza incidental respecto del procedimiento mismo de la ejecución, que no deben ser quitadas de la órbita del juez natural a cargo, sin que las razones de economía procesal y mejor administración de justicia que se invocan en la declinatoria autoricen a variar este criterio pues, justamente, ese cambio afectaría, en el caso, la mejor defensa del imputado, que ya lleva más de un año cumpliendo condena en el ámbito nacional.


    S., C. A. s/ Robo. Damnificado: G., E. P.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51571/2008/TO1/1/CNC1-CS1, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere el delito que habrían cometido los imputados. En tal sentido, y aún cuando la justicia nacional en lo criminal y correccional desvinculó a los prevenidos del desapoderamiento acaecido en esta Capital, lo cierto es que debido a las circunstancias en que se habría cometido, esa sede aún no agotó las medidas probatorias necesarias dirigidas a descartar fehacientemente que aquéllos hayan sido ajenos al delito contra la propiedad. En consecuencia, la resolución del titular del juzgado nacional no encuentra suficiente sustento en las constancias de la causa, y por lo tanto, no puede ser interpretada como el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte. Por otra parte, dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento, una resolución de mérito que desvincule a los prevenidos del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base. Por último, la Corte tiene establecido, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que, aún no ha sido dilucidada en autos. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del bien.


    O. M., Willy y otro s/ Encubrimiento


    COMP,FLP-Justicia Federal de La Plata, 36688/2015/1/CS1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 306/2015/TO1/5/CS1, “Izquierdo, Jorge Luis s/ Secuestro extorsivo”.


    S. C., Darío Alejandro y otros s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 20895/2015/TO1/4/CS1, 18 de mayo de 2017


    Ver dictamen 


    Trata de personas. Competencia federal. 


    Más allá de la concreta calificación legal que se le asigne a los hechos, tiene resuelto la Corte que corresponde que la justicia federal -y no la ordinaria- conozca la presunta infracción al artículo 145 ter, inciso 1°, del Código Penal si las circunstancias dan cuenta de un cuadro de situación que impide descartar, al menos de momento, la existencia de conductas en infracción a la ley de sanción y prevención de la trata de personas, tal como, acontece en el sub júdice en donde existen personas procesadas en función de esas figuras, en las que, además, sustentó su requerimiento de elevación a juicio, el representante del Ministerio Público Fiscal.


    A., Á. R. y otros s/ Infracción Ley N° 26.364


    FSA-Justicia Federal de Salta, 3739/2013/TO1/11/CS2, 20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Aun cuando las constancias remitidas permitieran sostener que para la época en que se desarrolló la investigación, en el domicilio referido se ejercería la prostitución, no luce agregado, ni los magistrados mencionan, ningún otro elemento de prueba que haga verosímil la hipótesis delictiva a que se refiere la ley N° 26.364, y que de tal suerte justifique habilitar la jurisdicción federal.


    Dirección General de Investigaciones - Depto. Lucha contra trata de personas s/ Eleva Actuaciones


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 860/2017/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSJ 860/2017/CS1 "Dirección General de Investigaciones - Depto. Lucha contra trata de personas s/ eleva actuaciones"


    Dirección General de Investigaciones - Depto. Lucha contra trata de personas s/ Eleva Actuaciones


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 857/2017/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSJ 860/2017/CS1 "Dirección General de Investigaciones - Depto. Lucha contra trata de personas s/ Eleva actuaciones".


    Dirección General de Investigaciones - Depto. Lucha contra trata de personas s/ Eleva Actuaciones


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 858/2017/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSJ 860/2017/CS1 "Dirección General de Investigaciones - Depto. Lucha contra trata de personas s/ Eleva actuaciones".


    Dirección General de Investigaciones - Depto. Lucha contra trata de personas s/ Eleva Actuaciones


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 859/2017/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSJ 860/2017/CS1 "Dirección General de Investigaciones - Depto. Lucha contra trata de personas s/ Eleva actuaciones".


    Dirección General de Investigaciones - Depto. Lucha contra trata de personas s/ Eleva Actuaciones


    COMP,CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 861/2017/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSJ 860/2017/CS1 "Dirección General de Investigaciones - Depto. Lucha contra trata de personas s/ Eleva actuaciones".


    Dirección General de Investigaciones - Depto. Lucha contra trata de personas s/ Eleva Actuaciones


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 862/2017/CS1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Violación de correspondencia. Competencia de la Corte Suprema. Seguridad jurídica. Incompetencia. 


    La Corte ha establecido que no se encuentra dentro de sus facultades revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia, porque ello no sólo conspira contra las reglas estipuladas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, sino también contra razones de seguridad jurídica y buena administración de justicia.


    O., Gabriel s/ Violación de correspondencia, etc.


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28926/2016/1/CS1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Violación. Cámaras de casación. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 39442/2010, "T., Gabriel Alejandro”.


    G., M. J. s/ Violación


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53112/2008/TO1/3/CS2-RH3, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 39442/2010, "T., Gabriel Alejandro”.


    G., M. J. s/ Violación


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53112/2008/TO1/5/CS4-RH5, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 39442/2010, "T., Gabriel Alejandro”.


    G., M. J. s/ Violación


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53112/2008/TO1/4/CS3-RH4, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Declaración indagatoria


    Rechazo de la prueba. Sentencia arbitraria. Defectos de la consideración de los extremos conducentes. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El fallo se considera arbitrario cuando omite atender los argumentos expuestos por el representante del Ministerio Público Fiscal para asimilar la decisión de la cámara de apelaciones a una sentencia definitiva. Esta equiparación resulta procedente cuando, en las concretas circunstancias del caso, la decisión impugnada impide el avance de las actuaciones.


    Imputado: actuaciones por separado en causa 14181 (CPE 757/2014), B., Ernesto Daniel s/ Inf. Ley 22.415 en tva. y otro s/ Infracción Art. 303


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 929/2015/2/1/RH3, 21 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Delitos contra la humanidad


    Excarcelación. Oposición del fiscal. Gravedad institucional. Sentencia arbitraria. Violación al debido proceso. Mantenimiento del recurso. 


    Según la doctrina del Tribunal, en casos en los que se imputan delitos calificados como de lesa humanidad, se encuentra comprometida la responsabilidad internacional del Estado argentino, que debe garantizar el juzgamiento de todos los hechos de esas características, de acuerdo con el derecho internacional vinculante para nuestro país. Por ello, la excarcelación confirmada por el a quo, al aumentar significativamente la posibilidad de que el acusado se sustraiga a la acción de la justicia, pone inmediatamente en riesgo aquellos compromisos de la Nación y, por lo mismo, configura un caso de gravedad institucional. Desde esa perspectiva, el recurso federal interpuesto debía ser declarado formalmente admisible. El remedio del Artículo 14 de la Ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero la Corte también ha establecido que ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. Este es uno de esos casos de excepción, dado que no se puede admitir que el a quo haya rechazado formalmente el recurso de casación con argumentos sobre el fondo. En efecto, brindó razones por las cuales consideró que, desde su punto de vista, la decisión que concedió la excarcelación cuenta con argumentos suficientes, y que el recurrente sólo logró manifestar su mera disconformidad con lo resuelto, sin lograr rebatirlos. Pero para resolver de ese modo se debía permitir que, previamente, el fiscal desarrolle o amplíe los fundamentos de su pretensión, pues sólo cuando se rechaza el recurso de casación por motivos formales se debe prescindir del debate. En consecuencia, ha privado al recurrente de la facultad de ejercer en plenitud su ministerio, al haberle impedido, indebidamente, que alegue ante él sobre la arbitrariedad del pronunciamiento de la Cámara Federal de Apelaciones, lo que redunda en menoscabo de la garantía del debido proceso, que ampara a todas las partes por igual.


    V., Osvaldo y otros s/ Privación ilegal de la libertad


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000124/2012/12/2/RH3, 07 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Prisión Preventiva. Plazos procesales. Excarcelación. Sentencia Arbitraria. Admisibilidad del recurso. Excepciones procesales. Violación al debido proceso. 


    No se desconoce que el remedio del artículo 14 de la Ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero la Corte también ha establecido que ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. Éste es uno de esos casos de excepción, dado que no se puede admitir que el a quo haya rechazado formalmente el recurso de casación con argumentos sobre el fondo. En efecto, brindó razones por las cuales consideró que, desde su punto de vista, la decisión que concedió la excarcelación cuenta con argumentos suficientes, y que el recurrente no logró demostrar la arbitrariedad invocada. Pero para resolver de ese modo se debía permitir que, previamente, el fiscal desarrollara o ampliara los fundamentos de su pretensión, pues sólo cuando se rechaza el recurso de casación por motivos formales se debe prescindir del debate (artículos 465 bis, 444, 454 Y 455 del Código Procesal Penal de la Nación). En consecuencia, el a quo ha privado al recurrente de la facultad de ejercer en plenitud su ministerio, al haberle impedido, indebidamente, que alegara ante él sobre la arbitrariedad del pronunciamiento del tribunal oral, lo que redunda en menoscabo de la garantía del debido proceso, que ampara a todas las partes por igual.


    A., Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 31000615/2010/TO1/53/1/RH37, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Delitos contra la seguridad de la Nación


    Violación de secretos políticos o militares. Recurso de queja. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FSM 2253/2012/5/1/RH6, "Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro".


    Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2253/2012/4/1/RH2, 06 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSM 2253/2012/5/1/RH6, "Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro".


    Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2253/2012/16/1/CS7, 06 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSM 2253/2012/5/1/RH6, "Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro".


    Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2253/2012/5/CS6, 06 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSM 2253/2012/5/1/RH6, "Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro".


    Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2253/2012/16/1/1/RH3, 06 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSM 2253/2012/5/1/RH6, "Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro".


    Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2253/2012/1/1/RH4, 06 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSM 2253/2012/5/1/RH6, "Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro".


    Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2253/2012/2/CS2, 06 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: FSM 2253/2012/5/1/RH6, “Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro”.


    Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos político y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2253/2012/1/CS5, 06 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: FSM 2253/2012/5/1/RH6, “Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro”.


    Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos político y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2253/2012/19/1/CS4, 06 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: FSM 2253/2012/5/1/RH6, “Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro”.


    Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos político y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2253/2012/3/CS3, 06 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Delitos tributarios


    Prescripción de la acción penal. Cómputo del plazo. Período fiscal de liquidación. Sentencia arbitraria. 


    El recurso de casación planteado ante el a quo involucraba la definición clara y precisa de una cuestión de naturaleza federal, que había sido desarrollada de modo suficiente para que la instancia revisora asumiera el conocimiento propio de su competencia como tribunal intermedio. La omisión de hacerlo determina la descalificación del auto impugnado, máxime cuando al habilitar la vía extraordinaria la propia Sala juzgó adecuadamente fundada la cuestión federal. En relación a la previsión de los artículos 1° y 2° de la ley 23.771, la Corte sostuvo que cuando la ley penal tributaria se refiere a la evasión durante un ejercicio o período fiscal, debe entenderse que es anual.


    L. D. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1202/2005/2/CFC1-CA1, 07 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos


    Sobreseimiento. Cuestión abstracta. 


    Es doctrina de la Corte Suprema que las sentencias del Tribunal deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, y que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar.


    Julian R. s/ Inf. Ley 24.051 en los autos principales: G., Juan Antonio s/ Denuncia


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 400378/1999/7/1/RH4, 11 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Devolución del expediente


    Cámara Nacional de apelaciones. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 58175/2016/TO1/CS1, “Sánchez, Silvia Nathaly s/ Robo”.


    M. S., Isabel y otro s/ Amenazas. Denunciante: B., Susana Gladys


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6208/2014/TO2/CNC1-CS1, 04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Estafa


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 146/2017/CS1, "Costich, Juan y otros s/ Estafa”.


    C., Juán y otros s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 452/2017/CS1, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Cámara nacional de apelaciones. Competencia criminal y correccional. 


    Es criterio de la Corte que los conflictos de competencia que toca dirimir al tribunal son aquéllos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé, al igual que el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación, que los que se susciten entre jueces nacionales deben ser resueltos por la cámara de apelaciones superior del que previno.


    N.N. s/ Estafa y falsificación de documentos


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23871/2016/1/CS1, 02 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Extradición


    Pedido de extradición. Oposición a la extradición. Homicidio simple. Homicidio calificado. Femicidio. Asistencia en asuntos penales. Relaciones consulares. Presentación extemporánea. Insuficiencia del agravio. Derechos humanos. Violación de derechos humanos. Comité contra la tortura. Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Gravamen actual. Ius cogens. Condiciones de detención. Discriminación por razones de sexo o inclinación sexual. Educación secundaria. 


    Convención de Viena sobre Relaciones Consulares. Ley 24.767 de cooperación Internacional en Materia Penal. Ley 26.082 Tratado de Extradición entre la República Argentina y la República del Perú. Resolución PGN 71/2006. Precedentes "Gómez Gómez", "Crousill


    El agravio reseñado en primer término es formalmente inadmisible, toda vez que es fruto de una reflexión tardía y fue introducido recién en esta instancia, razón por la que corresponde su rechazo in limine. Esa conclusión no se modifica porque el propio requerido haya sido quien en la audiencia solicitó la asistencia consular. En efecto, si bien no consta en el legajo el cumplimiento de la comunicación prevista en el artículo 36, inciso 1.b, de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, durante el trámite del proceso y también en la audiencia de debate, su defensa omitió todo reclamo o insistencia al respecto. Aun cuando esa actitud no pueda interpretarse como un desistimiento del derecho que asiste a su pupilo, lo cierto es que la pretensión de que la sentencia sea dejada sin efecto por la inobservancia de ese recaudo requiere que "se demuestre de qué manera volvió ineficaz" la posibilidad de defenderse. En esa inteligencia, el recurrente no logra demostrar en qué habría influido el supuesto vicio que denuncia en la conclusión a la que arribó el juez de la extradición en su sentencia, y en qué sentido la intervención del cónsul de la República Federativa de Brasil en nuestro país podría haber incidido en la valoración respecto de las condiciones de detención a las que se vería expuesto en el Perú. En tales condiciones, sin perjuicio de la extemporaneidad señalada y de recordar a los señores fiscales la vigencia de la resolución PGN 71/2006 de este Ministerio Público, el agravio también resulta improcedente por falta de fundamentación. De lo alegado por la defensa se desprende que de accederse a la extradición, el requerido correría serio riesgo de sufrir un tratamiento incompatible con los estándares internacionales de los derechos humanos, a los cuales adhiere la República Argentina, lo que configuraría de esa forma, un incumplimiento de las obligaciones asumidas con el concierto mundial de Estados, ya que aquéllos priman por sobre el compromiso de extraditar. Pero, para determinar si el riesgo de exposición es de una magnitud tal para activar la cláusula de excepción prevista en la Ley 24.767, como se ha sostenido en "Gómez Gómez", "Crousillat Carreña", "Acosta González" y recientemente en "Alfara Muñoz", debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del Estado solicitante en este proceso en particular, de modo que represente un riesgo cierto y actual que afecte al requerido. Este criterio se ajusta al que propugna el Comité contra la Tortura respecto del deber estatuido en el artículo 3 del Convenio, esto es, la prohibición de extraditar o entregar personas a países donde puedan ser sometidas a torturas. Para que se tome operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que, de concederse la entrega, el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos deben ser infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Esto constituye la positivización del principio del ius cogens de non refoulement, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no serán respetados sus derechos fundamentales. Partiendo de estas premisas debe, entonces, determinarse si las deficiencias en las condiciones de detención en los establecimientos carcelarios peruanos señaladas por la parte recurrente, pueden generar en el Estado requerido la obligación de no entregar al extraditurus. En tal sentido, el documento "Observaciones finales sobre los informes periódicos quinto y sexto combinados del Perú, aprobadas por el Comité en su 49° período de sesiones del Comité contra la Tortura, analizó las condiciones de detención del país requirente. A su vez, recomendó reducir el hacinamiento, particularmente mediante la aplicación de disposiciones sustitutivas de la privación de libertad, fijar plazos razonables para la construcción de prisiones nuevas y la ampliación y renovación de los lugares de detención existentes, velar por que haya suficientes profesionales de la medicina, utilizar la reclusión en régimen de aislamiento como último recurso, por el menor tiempo posible y con la posibilidad de control judicial, velar por que los reclusos de la prisión de alta seguridad del Callao sean tratados de conformidad con las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos, y considerar la posibilidad de clausurar los centros penitenciarios de Challapalca y Yanamayo. Por otra parte, destacó los avances del Perú en materia de derechos humanos, al haber ratificado importantes instrumentos internacionales o adherido a ellos y por haber reformado su legislación en aspectos que guardan relación con la Convención además de los esfuerzos realizados para modificar sus políticas, sus programas y sus disposiciones administrativas a fin de dar pleno efecto a las disposiciones contenidas en el instrumento internacional. Como puede apreciarse, más allá de que aún persisten problemas estructurales que podrían repercutir en las condiciones de detención de los individuos privados de su libertad en algunos de los centros penitenciarios del país requirente, mucho han variado las condiciones legales y sociales que fueron señaladas en la disidencia del precedente "Borelina", destacándose el compromiso asumido por la República del Perú en seguir el procedimiento facultativo para la presentación de informes periódicos ante el Comité contra la Tortura, a fin de continuar morigerando, a partir de sus recomendaciones, las circunstancias planteadas. De esta forma, no puede afirmarse que hoy día el Estado solicitante del auxilio transnacional registre un cuadro de manifiestas y masivas violaciones a los derechos fundamentales, que implique un riesgo probable de que el requerido será sometido a tratos incompatibles con los estándares consagrados en los específicos instrumentos internacionales. Por lo tanto, en aplicación del criterio restrictivo de los ya citados precedentes de Fallos: 324:3484, 329:1245 y "Alfara Muñoz", incluso teniendo en cuenta que estos dos últimos también se refirieron a solicitudes de la República del Perú, cabe concluir que no existen motivos ciertos y actuales para fundar en esta circunstancia el rechazo de la extradición. Corresponde agregar a fortiori en cuanto a los riesgos invocados por el requerido y su letrado, que se encuentra acreditado que el Estado peruano garantizó a través del Instituto Nacional Penitenciario "... que se dictarán las medidas necesarias para preservar la vida y seguridad …, así como velar por que se cumplan las condiciones básicas de detención en relación a la higiene, aseo, abrigo, alimentación, salud, atención sanitaria, contacto con la defensa y su familia". Las seguridades así brindadas también determinan la improcedencia de los temores por las amenazas de muerte que le habrían proferido familiares de las víctimas de los hechos por los que lo reclama la justicia del Perú. En cuanto el agravio referido a que el nombrado vería agravada su situación en función de su condición sexual, más allá de la insuficiencia que también exhibe el planteo, es pertinente recordar que en el Perú la Constitución Política garantiza la igualdad ante la ley y que nadie puede ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquier otra índole (art. 2.2), que su Código Penal tipifica el delito de discriminación (art. 323) y que ha suscripto distintos tratados internacionales que reconocen y protegen esos derechos. En tales condiciones, alcanzado este aspecto de la cuestión por el compromiso oficial antes invocado, a lo que cabe añadir que no existen razones para considerar acreditado el supuesto de improcedencia que al respecto contempla el artículo IV, inciso 3, del tratado bilateral aplicable, corresponde su desestimación. En relación al derecho al afianzamiento familiar sobre el que el extraditurus vuelve en su aludida presentación ante la Corte, donde acompañó copia de la partida de nacimiento de su hija con la reciente anotación marginal de su paternidad, es pertinente observar que aun cuando el juez federal rechazó el planteo con fundamento en la ausencia de prueba, el aporte de ese documento en modo alguno configura un impedimento para conceder la extradición. Ello, en atención a que el tratado que rige el caso no contempla la circunstancia invocada y no corresponde incorporar unilateralmente un recaudo no acordado por las partes; y, asimismo, porque al no darse en autos la particular situación que este Ministerio Público analizó al expedirse in re "Caballero López", a fin mejor resguardar la eventual afectación de los derechos e intereses de la hija del requerido resulta aplicable el criterio que, para el trámite sucesivo de la extradición hasta su decisión final, recordó el Tribunal en ese pronunciamiento y en los precedentes de Fallos: 333:927, considerandos 8° y 9°, y sus citas; y 338:342, entre otros, a los que cabe remitirse en beneficio de la brevedad. Resta añadir que la constancia de título de bachiller en trámite que el nombrado también adjuntó en su escrito ante el Tribunal, en nada modifica lo pertinentemente sostenido por el a quo.


    C. E., A. s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 4927/2015/CS1, 08 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Fallos del Tribunal Superior


    Extinción de la acción penal. Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta. 


    Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de su dictado aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, la apelación federal intentada por la defensa oficial carece de objeto actual, pues se dirige contra un pronunciamiento que ha perdido toda virtualidad al encontrarse extinguida la acción penal. Por ello, corresponde declarar abstracta la cuestión planteada.


    M., Luis Alberto s/ Infracción Ley 23.737 (Art. 14)


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 761/2014/2/RH2, 05 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Fiscales adjuntos ad hoc


    Validez de los actos procesales. Nulidad procesal. Insuficiencia del agravio. 


    Las objeciones de la defensa se centran en la crítica al pronunciamiento de la Cámara Federal de Casación Penal en, cuanto mantuvo la validez de todo lo actuado en la causa por el fiscal ad hoc, cuya designación como tal fue declarada ilegal. Sin embargo, la Corte tiene dicho que las decisiones relativas a nulidades procesales no constituyen, como principio, sentencia definitiva ni equiparable a tal a los fines del artículo 14 de la Ley 48. Y si bien el Tribunal ha admitido que es posible hacer excepciones a tal doctrina, cuando a raíz del vicio en que se ha incurrido se violan garantías constitucionales tales como el debido proceso o la defensa en juicio, no es ésa la situación extraordinaria que se ha configurado en el sub lite. Ello es así, pues no se advierte, ni la asistencia técnica de los imputados ha logrado demostrar mediante el profuso relato de las circunstancias del caso que contiene su presentación, cuál fue el perjuicio concreto, de imposible o insuficiente reparación ulterior, que derivaría de la falta de imparcialidad y objetividad que atribuye, sin más, a la actuación del fiscal ad hoc. Más aun cuando su intervención en ningún momento importó el apartamiento de los fiscales titulares de las distintas instancias. A ello se suma que según inveterada jurisprudencia de la Corte, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación genérica de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por una pretendida arbitrariedad de la decisión.


    B., Carlos Pedro Tadeo y otro s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3556/2015/RH1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Garantía a ser juzgado en un plazo razonable


    Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    Cuando se omite considerar en conjunto la totalidad de los criterios que habrían permitido evaluar si existió una dilación irrazonable y se confirma la decisión impugnada exclusivamente mediante afirmaciones dogmáticas referidas a la supuesta dificultad en recabar información, sin explicar por qué esa circunstancia configuraría un perjuicio concreto en los términos del derecho, analizar todos los actos desarrollados en el expediente, ni exponer por qué cabría considerar que el mero lapso transcurrido resultó excesivo.


    Banco Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Infracción Ley 24.144


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 669/2015/2/RH2, 21 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Hábeas corpus correctivo


    Establecimientos penitenciarios. Condiciones de detención. Alojamiento de internos. Servicio Penitenciario Federal. Discrepancia del recurrente. Falta de fundamentación autónoma. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Falta de agravio concreto. 


    Artículo 43 de la Constitución Nacional. Ley de hábeas corpus 23.098, articulo 3.


    Los recurrentes se limitan a reiterar objeciones formuladas en las instancias anteriores que, lejos de vincularse con la inteligencia de los artículos 43 de la Constitución Nacional y 3 de la Ley 23.098, se fundan en la personal interpretación y alcance que le asignan al instituto del hábeas corpus. La finalidad del hábeas corpus correctivo es suministrar un recurso expeditivo para la protección inmediata de los derechos involucrados, sin perjuicio de la ulterior intervención de los jueces y autoridades administrativas bajo cuya jurisdicción se halla el beneficiario. Se trata de un procedimiento sumarísimo concebido para la adopción de las medidas de protección urgentes que luego habrán de ser continuadas y afianzadas por los jueces de la causa. Por lo demás, el recurso adolece de la debida fundamentación que exige para su procedencia el artículo 15 de la Ley 48, que no se subsana con la sola invocación genérica de la violación de normas de rango constitucional, en tanto no se ha demostrado que guarden relación directa con el caso. De otro modo, la jurisdicción de la Corte sería privada de todo límite, pues no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución Nacional. En cuanto a la gravedad institucional, esta no constituye una causa autónoma de procedencia del recurso federal, sino que faculta a la Corte a prescindir de ciertos recaudos formales frustratorios de su jurisdicción extraordinaria, pero no al punto de exigir su intervención en asuntos en los que no se ha verificado la presencia de una cuestión federal.


    Legajo n° 2 -solicitante: Ministerio Público Fiscal- Fiscalía Federal n° 2, Dra. Maria Cristina B. y otros s/ Habeas corpus


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 32000094/2012/2/CS1, 02 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Homicidio calificado


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Nulidad procesal. Defectos del procedimiento. Intervención de línea telefónica. Valor probatorio. Cambio de calificación legal. Principio de congruencia. Impedimento de la estrategia defensiva. Insuficiencia del agravio. Prisión perpetua. Política criminal. Facultades legislativas. 


    Para la adopción de la pena de prisión perpetua, remisión al dictamen de la causa: C. 2641 XXXIX, “C., Daniel Isaac y otros s/ Homicidio agravado por el vínculo etc”.


    Algunos de los agravios sólo remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común que han recibido respuestas debidamente fundadas, revisadas y confirmadas por parte de los tribunales que han entendido en la causa. Esos planteos son ajenos al remedio del artículo 14 de la ley 48. Al responder a los planteos vinculados a las irregularidades cometidas durante la etapa preliminar del procedimiento, el a quo advirtió que los vicios e ilicitudes alegados no habían tenido consecuencias dentro del procedimiento que hubieran sido incriminatorias para los hoy condenados y de las que éstos habrían estado eximidos si aquellas violaciones no hubiesen tenido lugar. Por ello, con arreglo a la doctrina tradicional que proscribe el formalismo vacuo en materia de nulidades, el superior tribunal provincial rechazó la pretensión de declarar inválidos el juicio realizado y el pronunciamiento condenatorio que le puso fin, en razón de que, en ausencia de un perjuicio procesal concreto atribuible a los vicios alegados, la declaración de nulidad pretendida no sería la respuesta jurídica adecuada para remediarlos. En las cuestiones vinculadas con la validez de las intervenciones telefónicas, el a quo sostuvo que la condición de imputado en la causa que da origen a la interceptación de una línea telefónica no es de ningún modo condición de validez de uso de la evidencia así obtenida para la persecución penal de una persona, si esa prueba resulta de escuchas que fueron ordenadas fundadamente por un magistrado en ejercicio de su competencia y fueron producidas durante la ejecución regular de esa disposición. Los funcionarios que advierten de esa manera “circunstancias que generan sospecha de estar referida a hechos delictivos distintos al que diera lugar a la interceptación y que son motivo de investigación de otras causas” tienen la obligación, establecida por las leyes procesales que cita, de remitirla “para la valoración de su relevancia como evidencia, a la jurisdicción con competencia en aquellas otras”, sin que ello ponga en cuestión por sí mismo derechos fundamentales de las personas afectadas, tal como se sigue de la doctrina que la Corte ha desarrollado en materia de registros domiciliarios. No es procedente el recurso en cuanto a la objeción de la variación de la calificación jurídica de los hechos imputados. De acuerdo a la doctrina de la Corte, la falta de congruencia entre una sentencia de condena y la correspondiente acusación puede dar base a un agravio constitucional como el alegado cuando la incongruencia se limita a una divergencia en la calificación jurídica de los hechos imputados, en la medida en que dicho cambio provoque el desbaratamiento de la estrategia defensiva del acusado, impidiéndole formular sus descargos. El caso en examen, el apelante no indica por qué esta doctrina sería aplicable. El recurrente omite exponer cuáles han sido las defensas que el cambio de calificación que impugna le habría impedido oponer, y qué medida ese impedimento habría influido en la solución adoptada. Esta falta impide considerar que el caso presente puede ser uno de los alcanzados por la doctrina constitucional alegada y determina por sí la inadmisibilidad de la pretensión recursiva. En relación con el agravio en cuestión, el recurso extraordinario carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, en tanto no demuestra, en las circunstancias concretas del caso, la vulneración constitucional que invoca. Sobre el planteo que se dirige contra las normas del Código Penal que prevén la aplicación de la pena de prisión perpetua bajo la pretensión de que es repugnante a la Constitución Nacional y tratados internacionales, en ese sentido la adopción de éste tipo de pena, se encuentra regulada en el derecho nacional, está dentro de las atribuciones de política criminal que la Constitución Nacional reserva al Congreso, y no hay nada en el derecho internacional de los derechos humanos que conduzca a negar de plano esa facultad.


    B. A., Iván Andrés y otro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 370/2016/RH1, 01 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Homicidio simple


    Defensor oficial de pobres, incapaces y ausentes. Presentación extemporánea. Nulidad de la notificación. Notificación personal. 


    El tribunal se apartó de la normativa procesal local, cuyas disposiciones expresamente prevén que la notificación de los defensores oficiales se realiza en forma personal y se instrumenta mediante su firma en el expediente, y no a través del mero ingreso del expediente a la Defensoría Oficial. La interpretación adoptada por la sentencia recurrida desatendió los derechos de defensa en juicio, al debido proceso y a la tutela judicial efectiva pues menoscabó las posibilidades de cuestionar de modo oportuno la decisión del tribunal superior de la causa que dejaba firme su condena (art. 18, Constitución Nacional; arts. 8, inc. 1, y 25, Convención Americana sobre Derechos Humanos). Respecto al cambio en la interpretación de las reglas relativas a la forma de notificación de las sentencias a los defensores oficiales, la Corte Suprema ha entendido que nuevos criterios jurisprudenciales relativos a la interpretación de normas procesales no deben ser aplicados retroactivamente.


    D., Carlos Marcos s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 647/2015/RH1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


    Imputado


    Muerte. Extinción de la acción penal. Sentencia condenatoria. Economía procesal. Devolución del expediente. 


    Toda vez que el recurso extraordinario fue interpuesto por la defensa del imputado, por razones de economía procesal y a fin de reflejar en esta instancia las condiciones que en la actualidad presenta la causa, hacen procedente su devolución a la Corte hasta tanto se determine de modo fehaciente la subsistencia de la acción penal a su respecto como así también del pronunciamiento impugnado por el cual se confirmó su condena, y para que, en caso afirmativo, sea remitida nuevamente a esta Procuración General a los fines ordenados.


    I., Hipólito Esteban y otro s/ Infracción Ley régimen penal cambiario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 109/2013/1/CS1, 20 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Incidente de competencia


    Robo. Allanamiento. Devolución del expediente. 


    Atento que no corresponde a la Corte conocer en la apelación, ni tampoco se aprecia que haya quedado planteada alguna cuestión de competencia que deba dilucidar de acuerdo a las previsiones del artículo 24, inciso 7° del decreto 1285/158, resulta oportuno devolver las actuaciones a su origen.


    Q., Ramón José s/ Denuncia- Goya


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 882/2017/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso


    Cabe decir que el argumento de la juez de primer voto, relativo a que el magistrado local dictó el sobreseimiento en ejercicio de la competencia que le fue diferida por la propia justicia federal, no atiende a la circunstancia de que al momento en que aquél tomó esa decisión la declinatoria no se encontraba firme, desde que mediaba contra el pronunciamiento del a quo que se la atribuyó, un recurso extraordinario cuya procedencia aún no había sido resuelta.


    N., Natalia Marciel y otros s/ Infracción ley 26.364


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 33002097/2010/1/1/1/RH2, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Sr. Fiscal General.


    D., Jorge Alberto s/ Expedientes penales


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 401304/2007/TO1/9/RH4, 19 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Menor privado de libertad


    Excarcelación. Declaración de reincidencia. Preclusión. Aplicación errónea de la ley. Sentencia arbitraria. 


    La Procuración General sostuvo que no hay fundamento en el derecho procesal penal aplicable al caso para postular que el único momento adecuado para la declaración de reincidencia es el del pronunciamiento de la sentencia de condena, de modo que al no declarársela en esa oportunidad, precluiría la posibilidad de alegarla. El Código Procesal Penal de la Nación reglamenta, para la etapa de ejecución penal, un procedimiento para la evaluación, concesión, rechazo y revocación de la libertad condicional que resulta propicio para resolver la cuestión de la reincidencia: un procedimiento contradictorio, en el que el tribunal cuenta con amplias atribuciones de producción probatoria sobre las condiciones de cumplimiento de la condena actual y sus antecedentes, y cuya decisión es impugnable por la vía del recurso de casación. Al anular la decisión del tribunal de menores sin apoyo alguno en el derecho vigente, el pronunciamiento apelado no cumplió con el requisito de fundamentación suficiente necesario para ser reconocido como acto jurisdiccional válido.


    A., F. J. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 500000071/2011/TO1/20/1/1/RH2, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen 


    Non bis in ídem


    Sentencias equiparables a definitiva. Fundamentación del recurso. Denegatoria del recurso. 


    De acuerdo con una asentada jurisprudencia de la Corte, el hecho de que el recurso extraordinario se dirija contra una decisión cuya consecuencia sea, en definitiva, continuar sometido a proceso criminal no es un obstáculo para su admisión cuando la impugnación se dirige a lograr la plena efectividad de la prohibición de persecución penal múltiple. Sin embargo, el recurso no satisface el requisito de debida fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48, en tanto la apelante no demuestra la existencia de circunstancias que permitan seriamente afirmar la lesión constitucional que predica. El caso federal que pretende construir con base en esta garantía se sustenta en las mismas razones que obtuvieron debida respuesta no sólo de parte de la cámara de apelación, sino también del tribunal de casación, que convalidó la decisión por compartir los argumentos expuestos en la instancia anterior. En primer lugar, se insiste en que pese a haberse investigado y analizado todos los hechos y delitos que se imputaban, se elevó la causa a juicio únicamente por el ilícito de usurpación y frente a un pedido de recalificación por parte de los acusadores privados, se ordenó la investigación del presunto abigeato, lo que motivó la formación de este proceso que constituiría una réplica del primero. La Cámara respondió de modo expreso a este argumento al indicar que la elevación de la causa a juicio únicamente por el delito de usurpación no significó que el Ministerio Público Fiscal hubiera desistido de ejercer la acción penal respecto de los restantes ilícitos, toda vez que el carácter público de la acción en los delitos imputados exige que los requerimientos conclusivos del ministerio fiscal sean expresos. De esta respuesta, no se hizo cargo la apelante que simplemente insistió con su tesis. El segundo argumento pretende atribuir carácter de decisión firme, con relevancia para el principio ne bis in idem, a la mera valoración de la desaparición de ganado y de maquinarias. Sin embargo, no cabe duda de que esa circunstancia fue solamente ponderada como agravante al determinar esa sanción, en tanto fue en ese marco que tuvo lugar aquella pérdida o sustracción, lo que en modo alguno equivale a su juzgamiento en sentido estricto puesto que su consideración con ese alcance no importó atribuir el apoderamiento de las cabezas de ganado que requiere la tipicidad del ilícito que aquí se imputa. Así lo pusieron de manifiesto los camaristas, con descripción precisa de los hechos que fueron materia de condena, por un lado, y de elevación a juicio, por el otro, para poner aún más en evidencia la falta de identidad de objeto entre ambos procesos. La defensa reitera sus objeciones sin rebatir las razones por las que en todas las instancias anteriores se rechazó la existencia de la identidad que es presupuesto de la cuestión federal que plantea. A la vez que persiste en alegar el apartamiento de los precedentes de la Corte "Taussig", "Mierez" y "Carretas", pero sin explicar de qué manera la doctrina allí sentada en materia de equiparación a sentencia definitiva de las resoluciones que conculcan la garantía de la cosa juzgada, resultaría aplicable al sub lite, más aún si se atiende a las diferencias fácticas y jurídicas que aquéllos presentan entre sí. Resulta innecesario el pronunciamiento sobre si, de acuerdo con las reglas provinciales referidas a los requisitos objetivos de interposición de los recursos, la decisión de rechazar la vía intentada ante sus estrados por denegatoria del recurso de inaplicabilidad de ley importó o no un supuesto de arbitrariedad por exceso ritual manifiesto, como alega la apelante. En este punto hay que tomar especialmente en cuenta además que las cuestiones relativas a la admisibilidad de los recursos locales no son, en principio, revisables en esta instancia extraordinaria, ya que por su índole no exceden el marco de las facultades propias de los jueces de la causa, máxime cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia sobre el alcance e interpretación de una norma de derecho local, donde la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida.


    M., Carlos Enrique s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18/2016/RH1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Nulidad parcial de la sentencia


    Graduación de la pena. Antecedentes penales. Declaración de reincidencia. Non bis in ídem. Recurso extraordinario federal. Queja por denegación del recurso extraordinario. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 196/2014 (50-G), "Galeano, Gustavo s/ Causa n° 10.960".


    M., Gabriel Eugenio y otro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2279/2016/RH1, 25 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Nulidad procesal


    Homicidio culposo. Prescripción de la acción penal. Defensa en juicio. Insuficiencia del agravio. Doctrina de la arbitrariedad. 


    En lo que respecta a la interrupción de la prescripción, cabe recordar que es doctrina del Tribunal que en materia de nulidades procesales ha de primar un criterio restrictivo de interpretación que evite el formalismo vacío, en desmedro de la idea de justicia y de la pronta solución de las causas, en lo que también está interesado el orden público. De acuerdo con esa jurisprudencia, el derecho de la sociedad a defenderse contra el delito debe conjugarse con el del individuo sometido a proceso, de modo que ninguno de ellos sea sacrificado en aras del otro; y tan delicado equilibrio se malogra cuando la facultad "de anular actos procesales excede la finalidad que ésta protege, lo que se manifiesta en aquellos casos en que su ejercicio resulta innecesario para preservar la garantía de defensa en juicio, lo que puede tomar estéril, en la práctica, la persecución penal de los delitos. Con arreglo a esa interpretación, el apelante adujo que el vicio hallado en la sentencia condenatoria sólo permitía tener por inválida la determinación de la pena realizada en ese pronunciamiento y no también la condena propiamente dicha; pues, en efecto, la forma procesal violada la audiencia de visu ordenada por el artículo 41, inciso 2 in fine, del Código Penal- está prevista en la ley como parte del procedimiento para la medición de la pena a imponer, lo que presupone como condición previa la declaración de culpabilidad. Si, como sostiene el recurrente, el defecto destacado sólo invalidaba la determinación de la sanción impuesta en la primera condena, y la interrupción de la prescripción que regula el artículo 67, cuarto párrafo, inciso e, del Código Penal es un efecto jurídico de la condenación propiamente dicha, y no del pronunciamiento sobre la individualización de la sanción, entonces la declaración de nulidad realizada por la cámara sólo habría privado a la sentencia condenatoria de sus consecuencias en la medida del vicio reconocido, esto es, sólo en cuanto fijó la pena de tres años de prisión de ejecución condicional y siete años de inhabilitación especial para conducir vehículos, pero no respecto de sus otros efectos, entre ellos la interrupción de la prescripción de la acción penal. La objeción de la parte acusadora invitaba al a adjudicar la cuestión disputada mediante un entendimiento fundado acerca del sentido o finalidad de la norma infringida, para esclarecer de ese modo el alcance de la anulación dispuesta en la causa. En contraste con ello, la mayoría del tribunal supremo provincial se limitó a observar el hecho formal de que la cámara no había indicado que su declaración de nulidad hubiera sido parcial y que entonces "nada impedía que, eventualmente, la nueva sentencia alterara la declaración de culpabilidad". Al haber soslayado de esa manera el planteo sustantivo del Ministerio Público, no ha dado debida respuesta a la posición conducente para la solución del litigio que la parte acusadora había introducido oportuÍ1amente. La solución adoptada se funda, en esa medida, en una afirmación dogmática sobre la extensión de la nulidad procesal resuelta en la causa sin más apoyo aparente que la voluntad de los jueces que la suscriben. La decisión apelada carece de la adecuada fundamentación que se exige a los pronunciamientos judiciales y por ello, de conformidad con la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, ha de ser descalificada.


    A., O. E. s/ Homicidio culposo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1318/2016/RH1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen 


    Oposición a la extradición


    Facultades del procesado. Defensa en juicio. Declaración indagatoria. Solicitud de eximición de prisión. Audiencia. Continuación del proceso judicial. Cooperación internacional. Facultades del fiscal. Orden de extradición. 


    Dictamen de la causa CSJ 32/2013 (49-K)/CS1, "Klementova, Vilma".


    Es correcto afirmar que aun cuando el requerido no haya estado presente en el proceso penal que se le siguió ante la justicia del país interviniente, es posible hacer excepción a ese criterio. No obstante, más allá de los restrictivos recursos ulteriores que autoriza la legislación del Estado requirente, lo concreto en el caso es que el procesado no sólo tuvo conocimiento fehaciente de la existencia de aquel proceso al prestar el ante la justicia federal argentina la declaración que -reconducida bajo la forma de indagatoria- había sido solicitada mediante exhorto en esas actuaciones, sino que a tal fin designó defensor oficial, y en ejercicio de una efectiva defensa material consintió responder el interrogatorio pudiendo negarse, añadió explicaciones y aportó documentación en su descargo, todo lo cual fue incorporado al proceso judicial del país interviniente tanto por la acusación como por su defensa. Estas particularidades reducen, la posible afectación de garantías fundamentales del requerido que resguarda el artículo 11, inciso "d", de la ley 24.767, pues se ha acreditado de modo incuestionable que optó por no asistir al proceso que se le seguía ante la justicia del país interviniente y proveer a su defensa de otro modo. Esa decisión personal, que armonizó con su temprano pedido de exención de prisión, respondió a una determinación deliberada de renunciar a esclarecer presencialmente su situación ante la justicia de aquel país. Se trata, como podrá advertirse, de un supuesto que guarda cierta analogía con el contemplado en el artículo 366 del Código Procesal Penal de la Nación, que prevé la realización de la audiencia aun cuando el imputado no desee asistir o continuar haciéndolo, y que en tal situación "se procederá en lo sucesivo como si estuviere presente, y para todos los efectos será representado por el defensor". Esta realidad, permite proponer una adecuación del principio que impide la entrega en casos de juicio en ausencia, pues frente a ese cúmulo de información y al uso que se ha hecho de ella, no se advierte la afectación de las garantías fundamentales que justifican esa regla, razón por la cual configura un rigor formal frustrante del valor justicia que inspira la cooperación internacional En definitiva, el procesado hizo ejercicio de su libertad en el sentido indicado y sujetar el resultado de este trámite de extradición a las seguridades de un nuevo juicio en el Estado requirente implicaría un beneficio que, sin afectación sustancial de sus derechos fundamentales, consagraría indebidamente la estrategia que oportunamente adoptó, lo cual no puede ser consentido por el Ministerio Público Fiscal en el desempeño de sus deberes funcionales.


    D., Gastón Heberto s/ Extradición


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 24816/2014/CS1, 14 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Comité contra la tortura. Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos. Sistema interamericano de Derechos Humanos. Naciones Unidas. Pacto de San José de Costa Rica. Orden de extradición. 


    Remisión a los Fallos: 322:507; 324:3484; 329:1245; 331:2249; 331:1028; 332:1322; 333:1205; 336:610 y 336:2238 y a la causa CFP 2952/2013/CS1. Ley 24.767.


    Debe tenerse en cuenta que “la posibilidad de que existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes a resultas de la decisión de entrega, constituye la recepción en el ámbito del derecho argentino del principio vigente en el derecho internacional de los derechos humanos conforme con el cual un Estado parte de un tratado tiene la obligación de asegurar que cumple sus demás compromisos jurídicos de una forma compatible con el respeto de los derechos humanos, pues su responsabilidad internacional podría verse comprometida si la decisión de entrega sometiera al sujeto requerido al sufrimiento o al riesgo de sufrir, en el proceso penal extranjero, una flagrante denegación de justicia o un riesgo efectivo (consecuencia necesaria y previsible) de que sus derechos humanos fundamentales sean violados en jurisdicción del país requirente". Para que se torne operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que, de concederse la entrega, el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos deben ser infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Esto constituye la positivización del principio del ius cogens de non refoulement, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no serán respetados sus derechos fundamentales. En cuanto a los riesgos derivados de la situación del sistema, sin perjuicio de no invocarse razón alguna que permita personalizarlos del modo indicado en la reseña que antecede, los términos del planteo hacen procedente suplir la omisión de la sentencia apelada y, con arreglo a los criterios fijados por la Corte, proponer al Tribunal que ordene al juez a quo que, oportunamente, recabe de su par extranjero las condiciones de detención a las que estará sometido el imputado en el marco de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos de las Naciones Unidas y que, de ser necesario, solicite las debidas garantías para preservar su vida y seguridad personal, teniendo particular atención en la enfermedad que padece. Sin perjuicio de ello, en atención al alegado hacinamiento y sobrepoblación de los establecimientos penitenciarios del Estado requirente, sostuvo la Corte que “... han sido incluidos entre los problemas más graves y extendidos en la región y entre los principales desafíos que enfrentan los sistemas penitenciarios de América Latina, sobre los cuales tienen dirigido su foco de atención y monitoreo desde hace décadas no solo el sistema interamericano de derechos humanos sino también el de la Organización de las Naciones Unidas", y que "sin embargo, ello no conduce per se, a que el requerido quedará expuesto, en las circunstancias del sub lite, a un riesgo 'cierto' y 'actual' de condiciones inhumanas de detención". Los términos de esta valoración del Tribunal respecto de una situación análoga a la invocada en autos por la defensa, determina la insustancialidad del planteo. En tales condiciones, no es posible afirmar que la procedencia de la extradición pueda significar menoscabo alguno a las garantías que consagran los artículos 4 y 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Finalmente, en relación a las solicitudes de la defensa en cuanto al cómputo del tiempo de detención de su asistido en estas actuaciones y a la consideración por el Poder Ejecutivo del ejercicio de la opción para ser juzgado por los tribunales nacionales al momento de la decisión final, corresponde proponer que se ordene al juez federal que deje expresa constancia de ambas circunstancias a los fines del trámite ulterior de las actuaciones. Por último y para brindar una mejor respuesta jurisdiccional a la cuestión vinculada con la salud del requerido corresponde que el poder administrador también evalúe su estado al tiempo de la decisión final, al solo efecto de la eventual postergación de la entrega.


    R., Mario Roberto s/ Extradición


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 7945/2016/CS1, 20 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Policía provincial


    Accionar policial. Prevención. Tráfico de estupefacientes. Derecho a la intimidad. Derecho a la privacidad. 


    La ley orgánica de la policía de Río Negro vigente en ese momento (n° 1965) establecía en su artículo 9°, inciso "f", que para el cumplimiento de la función de seguridad correspondía a esa fuerza "desarrollar toda actividad de observación y vigilancia destinada a prevenir el delito y aplicar para tal fin los medios que esta ley autorice". La actual ley orgánica (n° 5184, del 16 de diciembre de 2016) reconoce similar atribución en el inciso "d" de su artículo 10°. El texto de esas normas faculta a la policía de la provincia a efectuar tareas de observación y vigilancia para prevenir el delito, y no exige al efecto la concurrencia de alguna de las circunstancias o situaciones requeridas para otros actos (por ejemplo, el traslado a la independencia policial con fines de identificación está condicionado a la existencia de un estado de sospecha, objetiva y necesaria respecto de una persona, que pudiera relacionarse con la preparación o comisión de un hecho ilícito o contravencional y no acreditase fehacientemente su identidad; art. 11, inc. "a" de la citada ley provincial n° 5184), por lo que podrían ser realizadas a partir de la experiencia y el conocimiento que el personal tenga sobre el ámbito en que cumplen aquellas funciones de prevención general. El pronunciamiento de la cámara de apelaciones se basó en una visión parcial de la funciones de aquella fuerza, y en consecuencia pasó por alto su esencial actividad de prevención y vigilancia, que le es propia y previa a la regulada específicamente por el código procesal penal provincial. Dicho ordenamiento faculta a los funcionarios de la policía a realizar los actos de aquella naturaleza previstos en sus artículos 164 a 167 sin la participación del agente fiscal con asiento de funciones en comisaría, sin perjuicio de la posterior ratificación ante el juez de instrucción competente (art. 167, inc. 5°, del Código Procesal Penal de la Provincia de Rio Negro, según ley 2107, vigente al momento de los hechos objeto de la causa). La actuación de los funcionarios policiales, en las condiciones en que fue desarrollada, resultó prudente y razonable, y no vulneró la garantía constitucional a la intimidad.


    M., David Urbano y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 17988/2015/5/1/RH1, 21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Prisión domiciliaria


    Condiciones de detención. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. 


    En el dictamen del Cuerpo Médico Forense se señaló que el condenado puede ser alojado en una unidad carcelaria. En el mismo sentido, se realizaron inspecciones al penal de las que resultaron que sus condiciones sanitarias son óptimas para brindarle atención médica, que el imputado siempre recibió la medicación necesaria para tratar adecuadamente sus patologías y que de los informes obrantes en autos surge que se encontraba estable y controlado. Desde esa perspectiva, la Procuradora General de la Nación ya ha tenido oportunidad de sostener que "la Ley 24.660, al establecer no la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención [ ... ] domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de 70 años, no indica qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin", por lo cual, para evitar arbitrariedades, "habría que tener en cuenta los objetivos de la ley". Y tras afirmar que el beneficio en cuestión está encaminado a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del detenido o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, concluyó que para concederlo, incluso a un imputado mayor de aquella edad, se debería brindar argumentos que demostraran que el encarcelamiento, a raíz de las condiciones personales excepcionales del sujeto de la medida, provocaría alguna de esas dos consecuencias. Con base en ese criterio, asiste razón al recurrente cuando tacha de arbitraria la decisión del a quo por no advertir en las constancias de la causa ninguna circunstancia que permita sostener que el estado de salud del imputado empeoró a raíz de su encarcelamiento o que, en suma, mantenerlo en la unidad penitenciaria constituiría un trato cruel, inhumano o degradante, o afectaría un derecho fundamental que la prisión no debe afectar. Además, la Corte tiene dicho que "[a] pesar de que en nuestro sistema la pericial no reviste el carácter de prueba legal, si el experto es una persona especialmente calificada por su saber específico y se desempeña como auxiliar judicial distinto de las partes, la prudencia aconseja aceptar los resultados a los que aquél haya llegado, en tanto no adolezcan de errores manifiestos, o no resulten contrariados por otra probanza de igual o parejo tenor". Descartado que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de alguno de los dos fines cuya consecución es, según el criterio de esta Procuración, la ratio de la medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    M., Horacio Hugo y otros s/ Delito anterior al sistema


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 81000130/2009/7/1/1/RH1, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Hijos a cargo. Interés del menor. Denegatoria del recurso. 


    La afectación de la salud psíquica del hijo de quien es sometido a la medida, no es uno de los supuestos previstos legalmente para otorgar la detención domiciliaria. La señora Procuradora General de la Nación ha tenido oportunidad de afirmar que la reforma de la normativa local que amplió los supuestos que habilitan la detención domiciliaria, introdujo el de la "madre de un niño menor de cinco años" (artículo 32, letra "f', de la Ley 24.660) en tanto la voluntad inequívoca del legislador, tal como lo refleja el análisis del debate que precedió a la sanción de aquella reforma, fue precisamente la de adecuar la legislación argentina a los compromisos internacionales en materia de derechos humanos. El niño no se encuentra en situación de desamparo a raíz del encarcelamiento del imputado. Por lo tanto, tampoco podría sostenerse que existe una situación excepcional que requiera al juez efectuar una interpretación del derecho internacional vinculante para nuestro país que exceda los términos de la normativa local que regula la detención domiciliaria, reformada hace pocos años justamente para dar cumplimiento a las exigencias derivadas de ese derecho. Más allá de las lógicas limitaciones en la relación entre el menor y su padre, y el resto de los innegables inconvenientes que el encarcelamiento trae aparejado para quien lo padece y su entorno más cercano, no se advierte que en este caso, en el que no existe ninguno de los supuestos previstos en los artículos 10 del Código Penal y 32 de la Ley 24.660, sea necesario conceder excepcionalmente la detención domiciliaria para garantizar el interés superior del niño.


    C., Juan Carlos y otros s/ Averiguación de delito


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 53030615/2004/TO4/45/1/1/RH48, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Prisión preventiva


    Cómputo privilegiado de la privación de libertad. Delitos contra la humanidad. Ley penal más benigna. Irretroactividad de la ley penal. Proporcionalidad de la pena. Responsabilidad internacional del Estado. Obligaciones internacionales. 


    Leyes 27.362, 24.390 y 25.430. Precedente de los puntos II y III del dictamen de la causa S. 1, L. XLIX, "Simón, Antonio Herminio y otros s/ Recurso extraordinario”. Precedentes de los fallos “Torea” y “Mazzeo”.


    El dictamen de la causa “Simón” señaló por un lado, que la ley vigente al tiempo de cometerse los hechos atribuidos en ese proceso no era la Ley 24.390, sino el artículo 24 del Código Penal, según el cual corresponde computar un día de prisión por cada día que el condenado haya pasado en prisión preventiva. Por otro lado consideró que la adopción de la regla de cómputo privilegiado de la prisión preventiva que preveía el derogado artículo 7 de la Ley 24.390 no fue la expresión de un cambio en la valoración social de la clase de delitos atribuidos en aquel proceso. Por esa razón, concluyó que la Ley 24.390 no debe ser aplicada retroactivamente de conformidad con el derecho a la retroactividad de la ley penal más benigna consagrado en los artículos 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. La obligación de imponer penas apropiadas que tengan relación con la extrema gravedad de esta clase de hechos surge de los artículos 7.1 de la Convención Internacional para la protección de todas las personas contra la desaparición forzada de personas, III de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, 4.2 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y 1.1, 2, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La inaplicabilidad del artículo 7 de la Ley 24.390 a esos casos surge de la obligación constitucional del Estado Nacional de asegurar que las penas impuestas en casos de graves violaciones a los derechos humanos y su ejecución sean adecuadas y proporcionales, y que la aplicación de las normas internas no constituya un factor de impunidad ni implique la conmutación de las penas. Esos principios fueron recogidos expresamente por el Congreso de la Nación a través de la Ley 27.362, que en su artículo 1 dispone que “de conformidad con lo previsto en la Ley 27.156, el artículo 7° de la Ley 24.390 no es aplicable a conductas delictivas que encuadren en la categoría de delitos de lesa humanidad, genocidio o crímenes de guerra, según el derecho interno o internacional”. La aplicación de un cómputo privilegiado de la prisión preventiva a la pena que oportunamente se fijó en la condena desconocería el principio constitucional de proporcionalidad, cuya observancia exige el derecho internacional de los derechos humanos para la sanción de las graves violaciones a los derechos humanos. Esto implicaría una desnaturalización de la pena y, por ende, el apartamiento de la obligación del Estado argentino de sancionar adecuadamente los crímenes contra la humanidad. Además, la aplicación del cómputo que preveía la Ley 24.390 tendría, en los hechos, los efectos de una conmutación de penas contraria a las previsiones del derecho internacional de los derechos humanos y de la Constitución Nacional.


    B., Reynaldo Benito Antonio y otro s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1470/2014/RH, 14 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1470/2014/RH1, “B., Reynaldo y otro s/ Recurso extraordinario”.


    A., Juan Daniel s/ Delito


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 81000131/2007/4/3/1/RH3, 14 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1470/2014/RH1, “B., Reynaldo y otro s/ Recurso extraordinario”.


    D. M., Juan Carlos y otro s/ Infracción agravada de los funcionarios públicos y privación ilegal de la libertad


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 12000276/2004/TO1/5/1/1/RH1, 14 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1470/2014/RH1, “B., Reynaldo y otro s/ Recurso extraordinario”.


    E., Miguel Osvaldo s/ Homicidio agravado con ensañamiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91002251/2006/TO1/1/1/1/RH5, 14 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1470/2014/RH1, “B., Reynaldo y otro s/ Recurso extraordinario”.


    G., Carlos Enrique s/ Causa N° 16.733


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 9/2014/(50-G)/CS1, 14 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1470/2014/RH1, “B., Reynaldo y otro s/ Recurso extraordinario”.


    G., Pascual Oscar y otro s/ Delito anterior al sistema


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 81000131/2007/1/1/RH2, 14 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1470/2014/RH1, “B., Reynaldo y otro s/ Recurso extraordinario”.


    H. G., Carlos y otro s/ Inf. Art. 144 bis inc. 1 último párrafo según Ley 14.616


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91003389/2012/TO1/104/1/1/1/RH13, 14 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1470/2014/RH1, “B., Reynaldo y otro s/ Recurso extraordinario”.


    H. G., Carlos y otro s/ Inf. Art. 144 bis inc. 1 último párrafo según Ley 14.616


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91003389/2012/TO1/93/1/RH11, 14 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1470/2014/RH1, “B., Reynaldo y otro s/ Recurso extraordinario”.


    H. G., Carlos y otro s/ Inf. Art. 144 bis inc. 1 último párrafo según Ley 14.616


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91003389/2012/TO1/89/1/1/1/RH14, 14 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1470/2014/RH1, “B., Reynaldo y otro s/ Recurso extraordinario”.


    L., Oscar y otro s/ Sustracción de menores de 10 años


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14171/2003/CS4, 14 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1470/2014/RH1, “B., Reynaldo y otro s/ Recurso extraordinario”.


    M., Pedro Pablo y otro s/ Homicidio agravado con ensañamiento


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 93030746/2005/TO1/4/1/1/RH1, 14 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1470/2014/RH1, “B., Reynaldo y otro s/ Recurso extraordinario”.


    R., Athos Gustavo s/ Homicidio agravado con ensañamiento


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 93001074/2009/TO1/6/2/RH10, 14 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1470/2014/RH1, “B., Reynaldo y otro s/ Recurso extraordinario”.


    S. M., Carlos Guillermo y otros s/ Privación ilegal de la libertad agravada


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14216/2003/532/2/2/RH11, 14 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1470/2014/RH1, “B., Reynaldo y otro s/ Recurso extraordinario”.


    V., Orestes y otros s/ Privación ilegal de la libertad agravada


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2637/2004/TO1/11/1/1/RH6, 14 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1470/2014/RH1, “B., Reynaldo y otro s/ Recurso extraordinario”.


    V., Orestes y otros s/ Privación ilegal de la libertad agravada


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2637/2004/TO1/11/1/2/RH7, 14 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso


    Cuestiones de competencia. 


    Ante el desistimiento de una cuestión de competencia que oportunamente se planteara, se estima que ésta se deviene abstracta y que, por ende, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte.


    P., Lucas Ezequiel s/ Encubrimiento


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25367/2016/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Queja por apelación denegada


    Resoluciones equiparables a definitiva. Nulidad de sentencia. Cosa juzgada formal. Apreciación de la prueba. Principio de inmediación. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Aplicación errónea de la ley. Mantenimiento del recurso. 


    Cabe atribuir carácter definitivo al pronunciamiento apelado, pues al haber dispuesto el a quo la nulidad de la sentencia con pretensión de cosa juzgada formal, es decir, de un modo que tendrá un efecto vinculante para el magistrado que deba expedirse sobre la prescripción, ésta es la única oportunidad en la que esta parte puede y debe sostener su validez como acto jurisdiccional y, por tanto, también como acto interruptor de la prescripción de la acción. En cuanto al fondo, asiste razón al fiscal recurrente en su queja, pues la lectura de la sentencia de condena anulada no deja ninguna duda acerca de que los magistrados que entonces integraban la Sala del tribunal de casación ejercieron su jurisdicción con estricto apego a la plataforma fáctica que había dado por comprobada el tribunal de juicio y a los agravios de carácter sustantivo formulados por los acusadores en sus respectivos recursos. Así, la Sala, en su composición anterior, resolvió las impugnaciones contra la absolución que les fueron sometidas por los acusadores, por las vías legales correspondientes, sin incurrir en exceso alguno en el ejercicio de la jurisdicción que le acuerda el artículo 470 de la citada ley procesal. El a quo, objeta, sin embargo, que esa decisión se basó en una nueva valoración de la prueba en infracción al principio de inmediación y en esto fundan la anulación de la condena. Pero esto no es así por varias razones que no sólo desmienten esa afirmación, sino que a la vez también descalifican su fallo por arbitrario. En primer lugar, esa aserción no se compadece con las constancias de la causa. Es que fácilmente puede comprobarse a partir de la transcripción del hecho atribuido al imputado que el tribunal de juicio dio por acreditado que los aspectos fácticos que fueron objeto de la valoración jurídica sobre la que versó el debate habían quedado ya fijados en la sentencia absolutoria y no eran materia de discusión, de modo que la supuesta revaluación probatoria denunciada por el a quo mal podría haber incidido en la solución del caso. Y si bien esto sería ya de por sí decisivo, a ello se agrega que esa presunta nueva valoración probatoria tampoco encuentra correlato en la lectura de los considerandos de la decisión anulada que, antes bien, revelan que aquello que el a quo calificó de ese modo no es más que una reseña de las pruebas mencionadas en la sentencia absolutoria respecto de la actuación del imputado, con especial mención de algunos testimonios, del mismo estilo que aquellas que los jueces acostumbran a incluir entre los antecedentes del fallo. En estas condiciones, es aplicable entonces la doctrina de la Corte según la cual son arbitrarias las sentencias que no se compadecen con las constancias de la causa o se sustentan en pruebas que no se encuentran en autos. Por otro lado, los jueces de voto mayoritario cuestionan también la admisibilidad de una condena por vía de casación sustantiva, por considerar que es un resabio inquisitivo de nuestra legislación que permite que un tribunal condene a un ciudadano mediante la lectura de actas, sin la realización de un debate oral y público que resguarde la inmediación y el derecho de defensa irrestricto, y aducen que ello es así porque dada la estrecha vinculación entre cuestiones de derecho y de hecho sería imposible en la práctica resolver las primeras sin incursionar en las segundas. Pero esta es una opinión de lege ferenda que, con todo lo respetable que pueda ser, no se corresponde en absoluto con la lex lata, que ante una impugnación del acusador habilita al tribunal de casación a dictar una condena si ésa es la consecuencia de la correcta aplicación de la ley sustantiva a los hechos establecidos en la sentencia de grado (artículo 470 del Código Procesal Penal de la Nación). De allí pues que la pretensión de apoyar lo resuelto en este argumento constituya un apartamiento inequívoco de las disposiciones legales aplicables al caso, que toma arbitrario al fallo también por esta razón.


    D., Alejandro Pablo y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 32004689/2005/16/1/2/RH2, 10 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Inadmisibilidad del recurso. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 91026920/2008/TO1/1/1/1/RH1 “Sosa, Jorge Alberto s/ Secuestro extorsivo".


    M., Luciano Benjamín y otros


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 93000136/2009/TO1/43/2/RH5, 06 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FCB 91026920/2008/TO1/1/1/1/RH1 “Sosa, Jorge Alberto s/ Secuestro extorsivo”.


    M., Luciano Benjamín y otros


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 93000136/2009/TO1/11/3/RH6, 06 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Prisión preventiva. Libertad provisional. Resoluciones equiparables a definitiva. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien es cierto que la Corte tiene establecido que las cuestiones relativas a la admisibilidad de los recursos ordinarios no son, por regla, revisables en esta instancia extraordinaria, también lo es que tal criterio admite excepción cuando la resolución apelada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. Éste es uno de esos casos de excepción, máxime cuando lo decidido por la casación, al confirmar la libertad provisional de un imputado por un delito de lesa humanidad, pone inmediatamente en riesgo los compromisos de la Nación y, por lo mismo, configura un caso de gravedad institucional. El a quo ha expuesto un fundamento aparente que descalifica su decisión como acto jurisdiccional válido, en tanto este Ministerio Público ya había brindado las razones por cuales consideraba que debía detenerse preventivamente al imputado y se venía agraviando precisamente de que esas razones no habían sido refutadas, ni ponderadas en las instancias anteriores. Ese cercenamiento de la vía recursiva es equiparable a sentencia definitiva para este Ministerio Público, en tanto si quedara confirmada la libertad provisional del imputado, un pedido posterior de detención cautelar, de conformidad con el artículo 333 del código ritual, debería fundarse en nuevas circunstancias que exijan su detención, cuando las ya invocadas, serían suficientes para la adopción de esa medida, a pesar de que su consideración, como se ha dicho, ha sido deliberadamente omitida por los tribunales del caso.


    S., Jorge Osvaldo y otros s/ Imposición de tortura


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 24000638/2005/2/1/RH2, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario. Circunstancias sobrevinientes. Desistimiento del recurso. 


    Habida cuenta de que la situación sobreviniente ha hecho perder vigencia a la cuestión federal planteada por el representante del Ministerio Público, corresponde desistir del recurso interpuesto.


    D. I. S.A. y otros


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 9013/2016/1/1/RH1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen 


    Interés actual. Desistimiento del recurso. 


    Habida cuenta de que la situación sobreviniente ha hecho perder vigencia a la cuestión federal bien planteada por el representante del Ministerio Público se desiste del recurso interpuesto.


    R. C., Fernando Adrián y otro


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 31014125/2009/1/RH1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Cómputo de la pena. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Defectos en la fundamentación normativa. Mantenimiento del recurso. 


    La cámara prescindió de la regla explícita del artículo 24 del Código Penal que sólo autoriza a descontar el plazo que el condenado pasó en prisión durante el proceso, y no también el lapso que estuvo sometido al procedimiento sin estar privado de su libertad. Así, sin ningún fundamento en el derecho aplicable, el a quo omitió observar la norma que regía la solución del caso, lo que invalida su decisión a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.


    P. O., María Esther y otros


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1104/2012/TO1/7/1/1/RH1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Delitos contra la humanidad. Apreciación de la prueba. Apreciación del juez. Defensa en juicio. Debido proceso. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien, por vía de principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas corresponden a los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a ese principio con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. El sub examine es uno de esos supuestos de excepción, pues la conclusión adoptada por el a quo sólo fue posible merced a una consideración parcial e inadecuada de tales elementos, que presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifican como acto jurisdiccional válido.


    P., Ariel Zenón y otros s/ Delito


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 81000095/2010/17/RH13, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Distribución de estupefacientes. Participación secundaria. Pena. Fundamentación de sentencias. Insuficiencia del agravio. Invalidez del acto jurídico. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Le asiste razón al recurrente en cuanto a que el a quo casó parcialmente la sentencia de! tribunal de juicio sin motivar mínimamente su decisión. A los argumentos expuestos por el representante del ministerio fiscal en su escrito, sólo cabe agregar que el defecto de fundamentación apuntado adquiere aún más significación cuando los hechos del caso son puestos en relación con las escalas penales aplicables, las pautas de valoración señaladas por el tribunal y el monto de las penas finalmente impuestas. Tampoco es posible soslayar, como lo indica el señor fiscal, que los propios jueces que conformaron el voto mayoritario del a quo, por remisión a un precedente anterior, admitieron que "deviene innegable que la cantidad de estupefaciente secuestrada traduce un criterio relevante para establecer la gravedad objetiva del injusto por el que se ha responsabilizado al imputado en los términos del art. 41, inc. 1, del Código Penal y justifica ya su consideración como elemento para apartarse del mínimo legal”. En tales condiciones, si se atiende a que según los hechos comprobados en la sentencia, y que no fueron puestos en tela de juicio, se hacía entonces aún más exigible para el a quo el deber de motivar su decisión y señalar adecuadamente las razones por las que estimaba, pese a las circunstancias atenuantes computadas, que los montos de las penas establecidas resultaban, a su juicio, aún injustificadas. La ausencia de esas consideraciones, de conformidad con la doctrina de la arbitrariedad desarrollada por el Tribunal, priva al pronunciamiento de fundamentos suficientes que lo sustenten y basta para descalificarlo como acto jurisdiccional válido.


    R., Raúl Marcelo y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 8541/2011/TO1/3/1/RH1, 08 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Falsificación de documento por funcionario público. Dictamen fiscal. Suspensión del juicio a prueba. Garantías procesales. Debido proceso. Mantenimiento del recurso. 


    El fiscal ante el tribunal oral sostuvo, con sustento en la ley 25.188 y en la Convención Interamericana contra la Corrupción, que la imputada actuó como escribana y por lo tanto en carácter de funcionaria pública en los términos del artículo 77 del Código Penal. Sobre esa base, se opuso a la aplicación del beneficio en cuestión debido a que el artículo 76 bis del Código Penal establece que no procederá cuando un funcionario público, en el ejercicio de sus funciones, hubiese participado en el delito. Sin embargo, el tribunal hizo lugar a la suspensión del juicio a prueba. Al efecto expresó que "el término 'funcionario público' se refiere a otros casos distintos al de la especie, pues el 'escribano público' no tiene ese carácter en los términos del artículo 77 del Código Penal, toda vez que, si bien realizan una función pública con características propias, no tienen el nombramiento o relación jerárquica dentro de una estructura estatal administrativa, menos aún la administración de recursos públicos". Esa afirmación es resultado de un examen superficial y parcial del citado artículo 77, en el que omitió analizar todos los elementos en conjunto, valorar el carácter accidental que puede tener el ejercicio de la función pública y determinar si la necesidad de nombramiento podría ser referida también a ese caso. Por lo demás, cabe señalar que la letra de esa disposición no alude a la participación dentro de la estructura estatal administrativa ni a la administración de recursos públicos, sino al ejercicio de función pública, aspecto que dicho tribunal oral reconoció que se encuentra presente en el caso del escribano al expresar que éste realiza una función pública con características propias y que "como fedatario, es indudable el 'rol preponderante' que le es asignado por el Estado, como depositario de la fe pública en los actos entre particulares, y de ahí la importancia de la actividad que ejerce la imputada". En ese orden, la Corte destacó "que una conocida jurisprudencia del Tribunal ha establecido que la concesión de funciones tan delicadas como las que el Estado ha otorgado a los escribanos -la de dar fe a los actos que celebren conforme a las leyes- tiene su necesario correlato en las exigencias y sanciones que la reglamentación contiene, en el sentido de revocar aquel atributo cuando la conducta del escribano se aparte de los parámetros que la ley establece para tutelar el interés público comprendido". Sobre esa base, en el caso la controversia giraba en torno del concepto de "funcionario público" contenido en los artículos 77 y 76 bis del Código Penal, y constituía un motivo de agravio que debía ser considerado por el a quo de acuerdo con lo dispuesto en el inciso 1 ° del artículo 456 del Código Procesal Penal de la Nación. Por ello, asiste razón al apelante en cuanto a que el a quo rehusó arbitrariamente su jurisdicción, pues al efecto afirmó que la decisión del tribunal oral contaba con "fundamentos jurídicos mínimos, necesarios y suficientes, que impiden su descalificación como acto jurisdiccional válido", que la impugnación del fiscal se limitó a expresar disconformidad con la solución adoptada y que sus agravios "sólo evidencian una opinión diversa sobre la cuestión debatida", pese a que, precisamente, el supuesto de procedencia del recurso de casación previsto en el primer inciso del citado artículo 456 consiste en la incorrecta interpretación de una norma de carácter sustantivo, como ocurrió en el caso. El tratamiento de esa cuestión sobre la que el a quo omitió pronunciarse resultaba aun más exigible si se tiene en cuenta que también se encontraba en tela de juicio la interpretación del alcance del artículo 10 de la Ley 25.188 de Ética en la Función Pública y del artículo 1 de la Convención Interamericana Contra la Corrupción, lo cual había sido puesto de manifiesto expresamente tanto en el dictamen por el que el fiscal se opuso a la suspensión del juicio, como en el recurso de casación. Sin perjuicio de ello, y más allá de la discusión acerca de los elementos del concepto de funcionario público, en la oposición del fiscal a la suspensión del juicio estuvo implícita la valoración del interés público comprometido en la delicada función que ejerció la imputada, el que imponía la necesidad de realizar el juicio oral para determinar, en protección de ese interés, si aquélla se apartó de los parámetros establecidos por la ley o satisfizo las condiciones éticas requeridas para el ejercicio de la actividad notarial. Por consiguiente, la opinión del fiscal acerca de la suspensión del juicio contó con fundamentos suficientes a partir de razones de política criminal que, aunque no fueran compartidas por el tribunal oral, la pusieron a salvo del control del que pudo haber sido objeto, y la colocaron así como un límite infranqueable a la concesión de aquel beneficio. En ese sentido, conforme argumentó esta Procuración General de la Nación, el artículo 76 bis del Código Penal claramente prevé el consentimiento del fiscal como requisito ineludible para la concesión del beneficio en examen, pues además del cumplimiento de condiciones objetivas requiere una valoración subjetiva que deberá hacer el agente fiscal, sobre circunstancias distintas a aquellas condiciones previas que se dan por sentadas, y sin cuya aprobación no podrá, en ningún caso, concederse la suspensión del juicio. En tales condiciones, resultaba evidente que la impugnación del representante del Ministerio Público Fiscal no consistió en una mera expresión de disconformidad y en consecuencia el caso se ajusta a la doctrina de la Corte que establece que si bien la revisión de pronunciamientos que resuelven la procedencia del recurso de casación resulta, por regla, ajena a esta instancia extraordinaria, cabe hacer excepción a ese principio, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, cuando, como ha sucedido aquí, se ha frustrado la vía utilizada por el recurrente sin fundamentación idónea suficiente.


    L., Norma Beatriz y otro s/ Falsificación documentos públicos


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 33018563/2005/TO1/1/RH1, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Fundamentación de sentencias. Defectos en la fundamentación normativa. Mantenimiento del recurso. 


    El fallo apelado no puede ser considerado como acto jurisdiccional válido ya que la decisión apelada se apoyó en afirmaciones dogmáticas que le otorgaron una fundamentación sólo aparente. El primero de los votos que conformó la opinión mayoritaria se limitó a transcribir citas de doctrina acerca del principio pro homine, pero omitió relacionarlo con las disposiciones que regulan la suspensión del juicio a prueba y demostrar que pudiera formularse una inteligencia válida distinta de la que postuló el fiscal y aceptó el tribunal oral. Por otro lado, sin pasar por alto que dicho principio obliga a privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal, la exégesis de la ley no puede exceder el límite de razonabilidad. La elección de la interpretación más favorable debe darse siempre dentro de lo que las normas aplicables posibiliten. En consecuencia, quedarían fuera del marco del principio pro homine las interpretaciones de la ley que carecieran de base o fundamentos en esas disposiciones, e implicasen entonces dejar de lado la clara voluntad del legislador. Eso es lo que ocurrió en el sub examine, ya que en el pronunciamiento apelado se afirmó, sin brindar fundamentación suficiente, que la inteligencia que formuló el fiscal y convalidó el tribunal oral resultaba extensiva de la punibilidad y negaba un derecho reconocido por la ley. Por su parte, el dictamen contó con argumentos para sostener que, en este caso, la ley no reconoce el derecho pretendido por los imputados. En efecto, señaló que la pena mínima de prisión de cuatro años prevista para el delito atribuido (contrabando de importación calificado por haber intervenido en el hecho tres personas; artículos 863, 864 inciso "b" y 865 inciso "a" del Código Aduanero) obstaba la suspensión del juicio a prueba, de conformidad con lo dispuesto en el primer, segundo y cuarto párrafos del artículo 76 bis del Código Penal. Tal circunstancia -el monto mínimo de pena de prisión de cuatro años- constituye una diferencia sustancial con la situación evaluada en el precedente "Acosta" que invocó la mayoría del pronunciamiento apelado, pues es la razón por la que -de acuerdo con la opinión del fiscal- el delito atribuido en el sub examine no habilita el dictado de una condena cuyo cumplimiento pueda dejarse en suspenso de acuerdo con el citado artículo 26 del Código Penal. Frente a tales consideraciones, el mencionado voto se limitó a afirmar de manera dogmática que el fiscal "omitió efectuar un juicio de oportunidad, en base a razones de política criminal, sobre la conveniencia o no de llevar el caso a debate oral por el hecho ilícito materia de autos", "sin atender a las circunstancias personales de los imputados ni al argumento del tiempo que insumió el trámite de este caso". Ninguna argumentación se expuso, sin embargo, para reconocerle a esos elementos relevancia en el análisis de la suspensión del juicio a prueba, ni para atribuirles mayor significación que las pautas previstas de manera expresa en la ley –ya sea en la que se basó el fiscal en el caso, u otras que la norma contempla, como por ejemplo el límite que representa la participación en el delito de un funcionario público en el ejercicio de sus funciones-. Sin perjuicio de ello, en opinión del fiscal los actos que constituyen el objeto de la causa consistieron en "una maniobra compleja de la que se deriva la utilización de distintas empresas y la intervención de tres personas y donde entra en juego el régimen de importación por cuenta y orden de terceros". Acerca de uno de esos hechos en particular señaló que, aunque ocurrió antes de que empezara a regir la ley n° 25.986 y la pena mínima de prisión prevista en ese momento en el artículo 865 del Código Aduanero era de dos años, la suspensión en ese caso era improcedente debido a que podía debilitar el ejercicio de la acción penal respecto de los restantes. Sobre esa base, el fiscal, sin perjuicio de sustentar su opinión en el límite que claramente surge de las disposiciones aplicables, también expuso razones de política criminal vinculadas con la complejidad y envergadura de las conductas atribuidas para sostener la conveniencia de la realización del juicio oral en el presente caso. Sumado a lo hasta aquí expuesto, el voto en cuestión sólo contiene la transcripción de una simple afirmación formulada en una obra de doctrina pero ningún argumento que explique por qué el fiscal no podría oponerse a la suspensión del juicio a prueba cuando razonablemente considerase incumplido algún requisito legal para su procedencia. En tales condiciones, la decisión apelada se apoyó en afirmaciones dogmáticas que le otorgaron una fundamentación sólo aparente.


    M. S.A. y otros s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1263/2007/TO1/7/1/RH1, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen 


    Garantías procesales. Debido proceso. Facultades del fiscal. Sentencia absolutoria. Pena. Inhabilitación especial. Corrupción del funcionario público. Nulidad de actos procesales. Prueba legal. Reglas de la sana crítica. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Errónea apreciación de la prueba. Mantenimiento del recurso. 


    Contrariamente a lo decidido por el a quo, el recurso federal es admisible. No se ignora que ese remedio resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero la Corte también ha establecido que ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que ampara a todas las partes por igual. Éste es uno de esos casos de excepción, ya que el a quo impidió indebidamente que el fiscal ejerciera su facultad recursiva, al haberse pronunciado en contra de la admisión de la queja mediante la cual se pretendía impulsar la instancia de examen de la absolución del imputado, con base en fundamentos aparentes que descalifican ese pronunciamiento como acto procesal válido. En primer lugar, porque el a quo omitió por completo que, según lo afirmado por el recurrente, al solicitar la condena del imputado el fiscal requirió, además de la pena carcelaria, la inhabilitación especial por cinco años. En consecuencia, se advierte que la Corte ya ha tenido oportunidad de afirmar que esa postura de la cámara de casación se revela como un proceder claramente arbitrario, en la medida en que se sustenta en una interpretación forjada al margen del texto legal y en función de la cual se produce el indebido cercenamiento de la facultad de provocar el examen de una sentencia. "Ello es así –señaló la Corte- porque de la simple lectura del art. 458, inc. 1°, del Código Procesal Penal de la Nación se desprende con claridad que -incluso mediante el empleo de la conjunción disyuntiva "0"- el legislador ha establecido tres hipótesis distintas en las que procede el recurso de casación, en las que carece de toda relevancia el orden de gravedad de las penas de diferente naturaleza a los efectos de la unificación en los casos de pluralidad de delitos, las pautas legales para determinar la competencia, así como la circunstancia de que la inhabilitación sea absoluta o especial, o se aplique como pena única o conjunta". Y ese cercenamiento arbitrario de la facultad de recurrir resulta agravado en este caso, pues el imputado, Alférez de la Gendarmería Nacional, ha sido acusado por los delitos de exacciones ilegales e incumplimiento de los deberes de funcionario público, los que habría cometido mientras cumplía funciones, por lo que cobra relevancia, en el sentido indicado, lo afirmado por el recurrente, con cita de un precedente de la Cámara Federal de Casación Penal, en cuanto a que "la República Argentina ha asumido el compromiso ante la comunidad internacional de prevenir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas y los actos de corrupción específicamente vinculados con tal ejercicio", ya que, como es notorio, ha ratificado la Convención Interamericana y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción. Por ello, el a quo tampoco podía omitir el control de la sentencia impugnada al tener en cuenta que el recurrente había planteado, según lo expuesto en la apelación federal, que la sentencia que absolvió al imputado, tras declarar la nulidad de varios de los actos de la instrucción, se fundaba en argumentos aparentes, carentes de apoyo legal y correlato en las constancias comprobadas de la causa, por lo que se estaba poniendo en riesgo, mediante ese acto arbitrario, aquel compromiso de la Nación. En efecto, se sostuvo que el tribunal oral descalificó la validez y credibilidad de la denuncia que dio inicio al proceso en virtud del "modo potencial" en que fue redactada, sin que surja de las normas procesales -objetó el recurrente- la exigencia de ninguna forma específica de redacción dirigida a garantizar esas propiedades de la denuncia. Respecto de las intervenciones telefónicas dispuestas durante la instrucción y también descalificadas por el tribunal oral, en el recurso de casación se señaló que esa medida no fue infundada, sino que, por el contrario, se la ordenó tras la acumulación de indicios derivados de otras diligencias realizadas para verificar la veracidad de la denuncia, en particular en relación con el incremento patrimonial incompatible con sus ingresos que habrían experimentado el imputado y sus familiares. Además, se cuestionó que el tribunal oral tachara como indebida la actuación del fiscal de instrucción, al sostener que habría realizado actos de investigación sin previa comunicación al juez, cuando se encuentra agregado al expediente -afirmó el recurrente- el oficio mediante el cual se cumplió con esa comunicación. En rigor, según lo planteado en el recurso de casación, el tribunal oral, al restar validez a la actuación del fiscal de instrucción, lo que hizo fue desconocer las facultades autónomas de investigación preliminar asignadas al Ministerio Público Fiscal por los artículos 120 de la Constitución y 26 de la Ley 24.946, Y reconocidas, por lo demás, en otros fallos del a quo. También se criticó la decisión de declarar la nulidad absoluta del testimonio, central para la acusación, brindado en una dependencia de la Gendarmería Nacional ya que, en contra de los argumentos expuestos por el tribunal oral, se sostuvo que al prestarse esa declaración frente al fiscal del caso todavía no se había imputado al encausado, se informó debidamente de su realización al juez de la causa, mediante el oficio ya mencionado, y se llevó a cabo en aquella sede como medida dirigida a evitar que la investigación corriera algún riesgo, dado que el testigo, integrante de Gendarmería Nacional, podía incriminar a un camarada. En cualquier caso -añadió el recurrente- no existe ninguna norma que obligue al fiscal a recibir una declaración testimonial en la sede de la fiscalía o en alguna otra durante la instrucción. Por otro lado, ese testimonio, según el recurrente, habría carecido de relevancia para el tribunal oral aun cuando lo hubiera considerado válido ya que, de acuerdo a lo afirmado en su sentencia, habría estado igualmente fulminado por la máxima "testis unus, testis us", lo que también fue cuestionado en el recurso de casación, en tanto se entendió que ese criterio respondía a un "sistema de prueba tasada", superado actualmente por el principio de la libre convicción del juez, el que se apoya en la sana crítica racional que informa, en definitiva, el método de valoración probatoria previsto en el código ritual. Pues bien, ninguno de esos planteos oportunamente introducidos en el recurso de casación fue analizado debidamente por el a quo. Por el contrario, como toda respuesta se limitó a afirmar, sin fundamento, que el impugnante no había logrado demostrar los defectos graves que invocaba en relación con la decisión recurrida, por lo que no advertía la afectación de ninguna garantía constitucional que habilitara la competencia de la Corte y, en consecuencia, requiriera la intervención de la cámara de casación como tribunal intermedio. Y con el mismo argumento infundado justificó también la declaración de inadmisibilidad del recurso federal interpuesto. Por lo tanto, ambas decisiones deben ser descalificadas como actos jurisdiccionales válidos, en la medida en que no se ajustan a la doctrina sentada por la Corte, según la cual los órganos judiciales llamados a expedirse sobre la concesión del recurso extraordinario federal, deben resolver circunstanciadamente si tal apelación -prima facie valorada- cuenta respecto de cada uno de los agravios que la originan con fundamentos suficientes para dar sustento, a la luz de la conocida doctrina de la Corte, a la invocación de un caso de inequívoco carácter excepcional, como lo es el de arbitrariedad.


    S., Ramón s/ Cohecho, abuso de autoridad y otro


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 13005651/2009/TO1/2/1/RH2, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Gravamen actual. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    Es criterio de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de recursos, atento su contenido fáctico-procesal, no son en principio revisables por la vía extraordinaria, y que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restrictiva cuando esos pronunciamientos provienen de los superiores tribunales de provincia y se refieren a remedios previstos en el orden local. Conforme al criterio señalado, la queja no puede prosperar, pues la denegación del recurso interpuesto ante el tribunal superior local se basa en la ausencia de un gravamen actual, lo cual remite a la apreciación de circunstancias de hecho y la interpretación de normas de derecho procesal, y el punto fue resuelto con argumentos suficientes, ya que el tribunal tuvo en cuenta que el reclamo se presentó en el marco de una acción de habeas corpus en beneficio de un conjunto de condenados cuyas condiciones de detención se consideraron agravadas por el hecho de haber sido alojados por disposición unilateral de la dirección del Servicio Penitenciario Federal en establecimientos fuera de la provincia de La Pampa, pero en la misma presentación los reclamantes reconocieron que en la actualidad el control de esas medidas ya había sido asumido por los distintos jueces de instancia y ejecución provinciales. La expresión de este argumento, además de descartar la tacha de arbitrariedad, permite concluir que es también correcta la denegación del recurso extraordinario por no dirigirse éste contra la sentencia definitiva, ya que los agravios podrían encontrar reparación en la instancia abierta ante los jueces de ejecución provinciales, como de hecho ocurrió en la gran mayoría de los casos, según es reconocido por los apelantes.


    C., Roberto Manuel s/ Hábeas corpus colectivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 85/2016/RH1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Interpretación de la ley. Garantías procesales. Debido proceso. Defensa en juicio. Mantenimiento del recurso. 


    Asiste razón al recurrente en cuanto a que el a quo rehusó arbitrariamente su jurisdicción a pesar de hallarse reunidos los requisitos de impugnabilidad subjetiva y objetiva que habilitaban la procedencia del recurso de casación ante ella interpuesto. En efecto, aquello que estaba en discusión en el caso era la interpretación de normas sustantivas, concretamente, si el escribano público se halla comprendido en el concepto de "funcionario público", contenido en los artículos 67 y 77 del Código Penal, de modo que no cabe duda de que se trataba de agravios que debían ser considerados por el tribunal a quo de conformidad con lo dispuesto en el inciso 1º del artículo 456 del Código Procesal Penal de la Nación. Más aún, pues se trata de un tema de suma relevancia, que ha dado lugar a posiciones encontradas tanto en la doctrina como en la jurisprudencia, incluso de tribunales superiores, y que una de las funciones del recurso de casación –sin perjuicio de otras igualmente trascendentes que se le fueron adicionando- sigue siendo, justamente, unificar la jurisprudencia y asegurar la vigencia uniforme del derecho objetivo, máxime cuando en su propio seno se registran sentencias contradictorias de sus diversas salas en esta materia. En el caso, los jueces debían pronunciarse sobre una casación sustantiva, que sólo requiere que se alegue la incorrecta interpretación de una norma de ese carácter. Sin embargo, el recurrente sólo obtuvo como respuesta consideraciones genéricas relativas a la falta de arbitrariedad, que no eran atinentes para la decisión que debían adoptar. En tales condiciones, el caso se ajusta a la doctrina de la Corte que establece que si bien la revisión de pronunciamientos que resuelven la procedencia del recurso de casación resulta, por regla, ajena a la instancia extraordinaria, cabe hacer excepción a ese principio, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, cuando, como ha sucedido aquí, se ha frustrado la vía utilizada por el recurrente sin fundamentación idónea suficiente. Por último, cabe señalar que el tratamiento de las cuestiones sobre las que el a quo omitió pronunciarse resultaba aun más exigible, si se tiene en cuenta que también se hallaba en tela de juicio la interpretación del alcance del Artículo 1º de la Ley 25.188 de Ética en la Función Pública y del artículo I de la Convención Interamericana Contra la Corrupción, lo cual había sido puesto de manifiesto expresamente además tanto en la sentencia de la cámara federal de apelaciones, como en el recurso de casación del fiscal.


    Á., Miguel Alfredo y otro s/ Infracción decreto-ley 6582/58


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 12000106/2005/1/RH1, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Interrupción de la prescripción de la acción penal. Declaración indagatoria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Según la jurisprudencia de la Corte, la determinación de los actos interruptores de la prescripción de la acción penal es materia de hecho y de derecho común, propia de los jueces de la causa y ajena, por principio, a la instancia extraordinaria. Sin embargo, la Corte ha hecho excepción a esa regla y ha admitido el recurso extraordinario cuando el pronunciamiento recurrido contiene afirmaciones dogmáticas o carece de fundamentación suficiente para ser considerado un acto judicial válido. Esa situación es la que se presenta en autos, pues el a quo prescindió de la taxativa enumeración con la que el legislador pretendió remediar, de una vez y para siempre, la inseguridad que generaba la expresión secuela del juicio y confirió valor interruptor a un acto no previsto en la ley. Más aun, son los propios magistrados quienes, más allá de las razones ensayadas para la interpretación extensiva que hicieron, reconocen en su voto conjunto que el acto procesal escogido por ellos no es más que un mero acto preparatorio del mencionado con toda claridad por la ley: "el primer llamado efectuado a una persona, en el marco de un proceso judicial, con el objeto de recibirle declaración indagatoria por el delito investigado", que en la legislación procesal nacional, como surge del propio texto y ha sido entendido pacíficamente, está contemplado en el artículo 294 del Código Procesal Penal, que da inicio al Capítulo IV que, justamente con el título: "Indagatoria", regula los requisitos de mérito, tiempo y forma para su convocatoria y realización. La interpretación adoptada por los jueces no sólo desatiende la letra del texto legal, sino que también conspira contra el propósito de la ley 25.990 que justamente, al decir de la Corte, fue darle al instituto de la interrupción de la prescripción de la acción penal la expresión de máxima legalidad al enunciar taxativamente cada uno de los actos del procedimiento que poseen aptitud para hacer cesar su libre curso, superando así la imprecisión que la anterior ley podía presentar. Por ello resulta aplicable la doctrina de la Corte que señala que cuando una norma es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación y que no cabe admitir una interpretación de las disposiciones legales o reglamentarias que equivalga a la prescindencia de su texto, si no media debate y declaración de inconstitucionalidad o ilegalidad pues la exégesis de la norma debe practicarse sin violencia de su letra y de su espíritu. El a quo ha incurrido en una actividad creadora de derecho reservada al Poder Legislativo, que implicó a la vez prescindir de la solución normativa prevista en la ley para el caso, todo lo cual descalifica al fallo impugnado como acto jurisdiccional válido.


    V., Juan Domingo s/ Homicidio simple


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7118/2002/TO1/3/1/RH1, 21 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Ley sobre riesgos del trabajo. Cuestiones de competencia. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan esas excepciones en el caso. Por un lado, corresponde destacar que la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. Por otro lado, tampoco coloca al recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la ley 48, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la demandada quedó sometida a la jurisdicción nacional del trabajo en la que puede ejercer las restantes defensas planteadas. Finalmente, el recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Balzano, Norberto Tomás c/ Swiss Medical ART S.A. s/ Accidente - Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 30404/2014/1/RH1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Non bis in ídem. Derecho penal de autor. Mantenimiento del recurso. 


    Precedente de Fallos: 337: 637.


    La decisión apelada invalida la fundamentación de la cuantía de la pena al considerar arbitraria la inclusión del historial punitivo del imputado para dosificarla. En efecto, el hecho de que la legislación -en este caso, los artículos 40 y 41 del Código Penal- ajuste la respuesta penal por un hecho delictivo a la historia punitiva del condenado no implica una violación de los derechos fundamentales amparados por las garantías constitucionales contra la persecución penal múltiple (non bis in ídem) y la adopción de un derecho penal de autor.


    M., Martín Sebastián s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45718/2011/TO1/3/1/RH1, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    En la resolución apelada no existen opiniones sustancialmente coincidentes en los fundamentos que permitan llegar a la conclusión adoptada por la mayoría de los miembros del tribunal a quo. Por otro lado, quienes integraron la opinión mayoritaria para el pronunciamiento, asumieron sin fundamentos que la remisión de testimonios fue dispuesta en torno de la misma conducta por la que el juez en lo penal económico dictó el sobreseimiento y en consecuencia, la afectación a la garantía ne bis in idem aparece como una mera afirmación dogmática. Por ello, el pronunciamiento apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas en la causa, y debe ser descalificado como acto jurisdiccional válido.


    K. F., Fabio Damián s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 570/2013/3/1/RH2, 28 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Prisión domiciliaria. Asistencia postpenitenciaria. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    El recurso extraordinario debió ser declarado formalmente procedente, en tanto el Ministerio Público Fiscal sostuvo que la medida rechazada, al tener en cuenta las circunstancias particulares del caso, resultaba necesaria para asegurar que los imputados observaran las condiciones de la detención domiciliaria, la cual es una modalidad excepcional de cumplimiento de la privación cautelar de la libertad que, en comparación con la prisión preventiva, implica una disminución significativa del control estatal sobre el cautelado y, desde esa perspectiva, un incremento del riesgo de que eluda la acción de la justicia y de que el Estado, en consecuencia, no logre cumplir su compromiso internacional de sancionar a quienes fueran declarados culpables de delitos de lesa humanidad. Por ello, la decisión impugnada mediante recurso federal es, por sus efectos, equiparable a sentencia definitiva. Además, el recurrente también planteó debidamente la arbitrariedad de lo resuelto por el a quo y la consecuente afectación de la garantía constitucional del debido proceso, que ampara a todas las partes por igual lo que suscita cuestión federal suficiente. Por ello, la decisión del a quo es arbitraria, ya que resulta insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso. Por otro lado, tampoco puede admitirse el rechazo formal del recurso de casación mediante argumentos sobre el fondo, pues sólo cuando se rechaza el recurso por motivos formales se debe prescindir del debate. En consecuencia, el a quo ha privado al recurrente de la facultad de ejercer en plenitud su ministerio, al haberle impedido, indebidamente, que alegue ante él sobre el desacierto del pronunciamiento del tribunal oral, lo que redunda en menoscabo de la garantía del debido proceso.


    F., Eduardo René y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis, inc. 1)


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93001103/2011/TO1/61/1/1/RH5, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Condiciones de detención. Denegatoria del recurso. 


    Dado que la detención domiciliaria es una medida excepcional que está dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, como el derecho a la salud y al tener en cuenta que no obran constancias de que las condiciones del encierro al que está sometido el imputado provoquen alguna de esas dos consecuencias ilícitas, el recurso federal interpuesto carece de fundamento suficiente. Por lo tanto, corresponde aplicar al presente la doctrina según la cual las cuestiones relativas a la admisibilidad de los recursos ordinarios no son revisables en esta instancia extraordinaria, dado que la parte no ha logrado demostrar que lo decidido por el a quo adolezca de arbitrariedad y, en consecuencia, constituya la excepción a esa regla.


    C., Carlos Ernesto y otro s/ Homicidio agravado


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 34000009/2005/TO1/10/1/1/RH4, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    El remedio del artículo 14 de la Ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. Éste es uno de esos casos de excepción, dado que no se puede admitir que el a quo haya rechazado formalmente el recurso de casación con argumentos sobre el fondo, porque para resolver de ese modo, se debía permitir que, previamente, el fiscal desarrolle o amplíe los fundamentos de su pretensión, pues sólo cuando se rechaza el recurso por motivos formales se debe prescindir del debate. En consecuencia, el a quo ha privado al recurrente de la facultad de ejercer en plenitud su ministerio, al haberle impedido, indebidamente, que alegue ante él sobre el desacierto del pronunciamiento de la cámara federal de apelaciones, lo que redunda en menoscabo de la garantía del debido proceso, que ampara a todas las partes por igual. Por otro lado, esta Procuración General ya tuvo ocasión de fijar su posición sobre la detención domiciliaria, al afirmar que se trata de una medida excepcional dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, sólo en ese caso la concesión de la detención domiciliaria estaría bien fundada. En consecuencia, el a quo no podía, sin incurrir en arbitrariedad, argumentar que la impugnación de la resolución de la cámara federal de apelaciones "no hizo más que exhibir su desacuerdo sin dar fundamentos que permitan revisar lo decidido…”, en tanto el recurrente había planteado la ausencia en el caso de aquellas razones humanitarias que justificarían la concesión de la detención domiciliaria. Ese déficit de la decisión la descalifica como acto jurisdiccional válido, pues es insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso.


    M., R. A. y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis, inc. 1)


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000250/2012/14/1/RH2, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Según la posición propugnada por esta Procuración General la detención domiciliaria está dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del detenido o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, como el derecho a la salud, por lo que la resolución que revocó su denegación en este caso sólo puede considerarse válida en tanto se fundamente en la verificación de alguno de esos dos supuestos. Al no encontrarse debidamente justificada la existencia de alguno de los dos fines cuya consecución es, según el criterio de esta Procuración, la ratio de aquella medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    V., Enrique s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 53030615/2004/114/94/1/CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen 


    Recurso de casación. Lesiones gravísimas. Resoluciones equiparables a definitivas. Cuestiones de competencia. Independencia del Ministerio Público Fiscal. Cámaras de casación. Admisibilidad del recurso. 


    La doctrina del precedente Di Nunzio indica que el concepto de sentencia equiparable a definitiva para el recurso extraordinario, no difiere del establecido para el recurso de casación, tonando el carácter del tribunal intermedio de la cámara homónima, siempre que se invoque en los planteas recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento conforme la doctrina de la Corte. La omisión de tratamiento de un agravio que fue expresamente desarrollado para la verificación de uno de los requisitos formales de la admisibilidad del recurso interpuesto, importa una causal de arbitrariedad y descalifica lo resuelto. Acreditado el requisito de sentencia definitiva o equiparable a ella, la competencia de la Cámara Federal de Casación Penal se encuentra regularmente habilitada para conocer -de acuerdo a lo preceptuado por los artículos 23, 456 y 457 del Código Procesal Penal de la Nación- en cuanto a los vicios in iudicando. La impugnación de resulta propia de su jurisdicción en tanto que, no sólo involucra la inteligencia del artículo 18 de la Constitución Nacional, sino también la afectación de la función, que por imperio de su artículo 120, asiste al Ministerio, lo cual suscita -frente a la resolución que se cuestiona y en las circunstancias expuestas por el magistrado apelante, con remisión a la mayoría de los argumentos de su colega del Chaco- materia federal suficiente con arreglo al inciso 3 del artículo 14 de la ley 48 que, en virtud de la doctrina “Di Nunzio”, le compete resolver en su calidad de tribunal intermedio.


    P., Julio Hernán y otros s/ Lesiones gravísimas (Art. 91) y lesiones agravadas. Denunciante: C., Daniel Alejandro


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 1680/2014/2/1/RH1, 14 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Estupefacientes. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa: FCB 91026920/2008/TO1/1/1/1/RH1 ¨S., Jorge Alberto s/ Secuestro extorsivo¨.


    B., Roberto Marcelo s/ Infracción ley 23.737


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 91003602/2012/TO1/1/1/RH1, 06 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Sentencia condenatoria. Fundamentación de sentencias. Mantenimiento del recurso. 


    En línea con los precedentes "Arévalo", Fallos: 337:637, y CSJ 196/2014 (50-G) "Galeano, Gustavo s/ causa n° 10960", y con expresa invocación de la cláusula atinente del artículo 41, inciso 2, del Código Penal, el tribunal de juicio estableció una diferencia punitiva entre los aquí condenados y los otros coautores, que no habían cumplido con anterioridad penas privativas de su libertad ni habían sido condenados previamente por delitos semejantes. El tribunal apoyó expresamente su decisión en el "especial desprecio por los bienes jurídicos protegidos por la ley penal" que la historia criminal de los dos condenados aquí en cuestión ponía de manifiesto en el hecho por el cual fueron juzgados en este proceso. A la luz de la reiterada jurisprudencia de la Corte en esta materia, las razones ofrecidas por los jueces de mérito cumplen con el requisito de fundamentación mínima necesaria para que su pronunciamiento cuente como el acto jurisdiccional válido al que las partes tienen derecho.


    C., Juan de la Cruz y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32332/2012/TO1/1/1/2/RH6, 04 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Administración Pública. 


    Remisión al dictamen de la causa FGR 81000599/2007/17/RH9 “G., Omar y otros s/ Administración pública. Querellante: Oficina de Anticorrupción, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación”.


    G., Omar y otros s/ Administración pública. Querellante: Oficina de Anticorrupción, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 81000599/2007/18/RH10, 12 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    En atención a los fundamentos expuestos por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal en su impugnación, se mantiene el recurso de queja interpuesto.


    C., María Celeste y otro


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 15464/2015/4/1/1/RH2, 19 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 25599/2012, "Ponce, Martín Sebastián".


    A., Guillermo Darío y otros s/ Inf. Ley 23.737


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 86000309/2011/TO1/2/1/RH1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 25999/2012, “Ponce Martín Sebastián”.


    V., Néstor Osvaldo s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2166/2016/RH1, 17 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene la queja.


    G. C., Julio Chillermo y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis, inc. 1)


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000001/2012/TO1/114/1/1/1/RH32, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene la queja.


    L., Daniel Nicolas s/ Robo con armas, privación ilegal de la libertad y disparo de arma de fuego. Damnificado: P., Cristian Alberto y otros.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64915/2006/T01/3/1/RH3, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


     Se mantiene la queja.


    L., Daniel Nicolas s/ Robo con armas, privación ilegal de la libertad y disparo de arma de fuego. Damnificado: P., Cristian Alberto y otros.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64915/2006/TO1/1/1/RH2, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene la queja.


    V., Emanuel Alejandro s/ Infracción Ley 23.737


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 8247/2015/1/1/1/RH2, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Régimen penal cambiario. Desistimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa: “Cristalux”, Fallos: 329:1053.


    C. E. y C. S.A. y otros / Infracción Ley 24.144. Denunciante: Banco Central de la República Argentina


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1750/2013/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa: “Cristalux”, Fallos: 329:1053.


    C., María Cristina y otro s/ Infracción Ley 19.359. Denunciante: Banco Central de la República Argentina


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 12060300/2013/1/RH1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen 


    Remisión al fallo de la causa: “Cristalux”, Fallos: 329:1053.


    S. (A.) S.A. - C. de B. A. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.144. Denunciante: Banco Central República Argentina


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 141/2016/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa: “Cristalux”, Fallos: 329:1053.


    S. D. S. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.144. Denunciante: Banco Central República Argentina


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 262/2015/CS1, 27 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso de casación


    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    R., Antonio Héctor y otros s/ Malversación de caudales públicos (Artículo 261)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 820/2000/8/1/1/RH1, 29 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Ministerio público fiscal. Facultades del fiscal. Fiscal general. Mantenimiento del recurso. Recurso de nulidad. Resoluciones equiparables a definitivas. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Violación al debido proceso. 


    Trámite especial para revisión de autos o decretos.


    El pronunciamiento mediante el cual el a quo rechazó el planteo de nulidad resulta equiparable a sentencia definitiva, en la medida en que ocasiona un perjuicio de insusceptible reparación ulterior, puesto que la atribución en cuestión que la ley expresamente acuerda al Fiscal General ante el tribunal de casación, esto es, la facultad de mantener o no el recurso deducido por su colega de la instancia anterior, sólo puede ser objeto de tutela útil en la etapa prevista para esa actividad procesal. En ocasión de interponer la apelación extraordinaria, el Fiscal General expuso fundadamente el carácter federal de sus agravios pues, si bien éstos remiten al examen de cuestiones fácticas y de naturaleza procesal, materia ajena a esta instancia de excepción, es doctrina de la Corte que tal circunstancia no constituye óbice para declarar procedente el recurso e invalidar lo resuelto con base en la doctrina de la arbitrariedad si, como consecuencia de lo decidido, se menoscaban garantías constitucionales. Ésa es la situación que se halla configurada en el sub examine, pues el a quo al pronunciarse sobre el fondo del agravio invocado en el recurso de casación sin contar -a fin de habilitar su jurisdicción- con la debida y necesaria intervención del representante de este Ministerio Fiscal ante esa instancia, en los términos señalados en el artículo 454, en función del 465 bis, ambos del CPPN, no sólo privó de todo efecto a la opinión expresada por este Ministerio Público al no mantener la vía iniciada por el fiscal de la instancia anterior, lo que importó un indebido cercenamiento del ejercicio de un derecho que asiste al organismo y, con ello, de su autonomía funcional, sino que además incurrió en un apartamiento inequívoco de las disposiciones legales aplicables, lo cual conculca la garantía del debido proceso y descalifica su decisión a la luz de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.


    Á., Pedro Cornelio s/ Infracción Ley 23.737 (Art. 5, inc. e y Art. 11, inc. e)


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 16684/2013/1/1/RH1, 31 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Recurso de queja


    Abuso sexual. Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    C.G.,E. s/ Abuso sexual Art. 119 5º P Circ. Inc A, B, C, D, E, F 1º P y coacción (Art. 149 bis)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61636/2014/1/1/1/RH1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Evasión fiscal. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, XLVIII, "S., Alan s/ Causa n° 13.590".


    G., Leonardo s/ Inf. Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 187/2014/4/1/RH1, 08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene el recurso de queja interpuesto por el Señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal.


    E., Emanuel Esteban y otros


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 862/2013/1/1/1/RH1, 08 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CPE 14/2008/219/1/RH9, "M., Jorge José y otros”.


    M., Jorge José y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 14/2008/1/RH15, 16 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FBB 93001103/2011/TO1/61/1/1/RH5, “F., Eduardo René y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis, inc. 1)”.


    A. de L., Sergio Leonardo y otros s/ Privación ilegal de la libertad


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 6631/2014/TO1/40/1/1/RH14, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario. 


    Mantenimiento del recurso de queja.


    M., Raúl Juan Pedro y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2404/1999/79/1/RH3, 28 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso de queja.


    M., Raúl Juan Pedro y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2404/1999/76/1/RH4, 28 de junio de 2017


    Ver dictamen 


    Recurso extraordinario federal


    Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario. Circunstancias sobrevinientes. Desistimiento del recurso. 


    Habida cuenta de que la situación sobreviniente ha hecho perder vigencia a la cuestión federal planteada por el representante del Ministerio Público, corresponde desistir del recurso interpuesto.


    B. S.A. s/ Infracción Ley 19.359


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 16558/2014/1/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Prescripción. Interrupción de la prescripción. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    Conforme doctrina de la Corte, no pueden los jueces prescindir del examen de cuestiones oportunamente propuestas en tanto fueren conducentes y susceptibles de incidir en una diversa solución final del caso. Esto es lo que ocurrió en el presente, desde que el a quo omitió considerar la concreta probabilidad de que la última de las infracciones imputadas hubiese interrumpido el curso de la prescripción respecto de las anteriores. Por lo tanto, consentida como se encuentra hoy día la condena por la infracción cambiaria, resulta incuestionable que, acreditado de ese modo uno de los supuestos de interrupción de la prescripción previstos en el artículo 19 de la ley 19.359, surtió ese efecto en cuanto a las que constituyen agravio. En consecuencia, por haber soslayado esa cuestión sustancial para la correcta solución del caso, el pronunciamiento apelado carece de sustento suficiente para ser considerado como un acto jurisdiccional válido. Sin perjuicio de ello, resulta pertinente señalar el criterio sostenido por la Corte en cuanto a que resulta coherente con el sistema de aquella ley interpretar que el mencionado artículo contempla como interruptivos a los actos que impulsen la investigación tanto en la etapa preliminar del sumario -la que va desde la inspección hasta el decreto de instrucción- como en la sumarial propiamente dicha.


    I. S. A. y otro s/ Infracción Ley 19.359. Denunciante: Banco Central de la República Argentina


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 24613/2014/CS1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Remisión a los dictámenes de las causas CFP 2404/1999/75/1/RH1, CFP 2404/1999/76/1/RH4, CFP2404/1999/77/1/RH5, CFP 2404/1999/78/1/RH2, CFP 2404/1999/79/1/RH3 y CFP 2404/1999/74/1/RH6.


    M., Raúl Juan Pedro y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2404/1999/75/2/RH8, 12 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen previo.


    Q., José Maria s/ Hábeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26171/2016/2/CS3, 22 de mayo de 2017


    Ver dictamen 


    Se mantiene la queja.


    M., Raúl Juan Pedro y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2404/1999/74/1/RH6, 28 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Se mantiene la queja.


    M., Raúl Juan Pedro y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2404/1999/77/1/RH5, 28 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la queja.


    A., Walter Luciano s/ Infracción Ley 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 4816/2015/1/1/RH1, 29 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Cuestión federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 3341/2015/RH1 "González Castillo, Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego -aptitud disparo no acreditada-".


    V. P., Brian Eric Yamyl y otros s/ Infracción Ley 23.737 (Art. 5, inc. c)


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 31000181/2013/TO1/5/RH1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen 


    Cuestiones de competencia. Homicidio simple. Competencia del tribunal de casación. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC. 39442/2010, “T., Gabriel Alejandro”.


    A., Pablo Daniel s/ Homicidio simple


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23463/2012/TO1/5/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC. 39442/2010, “T., Gabriel Alejandro”.


    A., Pablo Daniel s/ Homicidio simple


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23463/2012/TO1/6/CS3, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC. 39442/2010, “T., Gabriel Alejandro”.


    A., Pablo Daniel s/ Homicidio simple


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23463/2012/TO1/4/CS2, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Robo. Competencia del tribunal de casación. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC. 39442/2010, “T., Gabriel Alejandro”.


    R., Ernesto Javier y otro s/ Robo


    COMP,CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7649/2014/5/CS1, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, "A., Sharon Mae c/s/ causa n° 15507" y al fallo CSJ 408/2014 (50-Q/CS1), "C., Luis Adolfo".


    C., Anthoni s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 99000018/2013/TO1/6/1/1/RH3, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, "A., Sharon Mae c/s/ causa n° 15507" y al fallo CSJ 408/2014 (50-Q/CS1), "C., Luis Adolfo".


    N.M., Cristopher Esteban s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 23/2015/3/1/2/1/RH2, 08 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, "A., Sharon Mae c/s/ causa n° 15507" y al fallo CSJ 408/2014 (50-Q/CS1), "C., Luis Adolfo".


    A., Juan Pablo y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1274/2013/TO2/7/1/RH2, 30 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, "A., Sharon Mae c/s/ causa n° 15507" y al fallo CSJ 408/2014 (50-Q/CS1), "C., Luis Adolfo".


    A., Julio César s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 518/2014/1/RH1, 10 de agosto de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 703/2016/RH1, “S., Carlos Alberto y otro s/ Recurso de casación”.


    G., Mario Fernando y otros s/ Privación ilegal de la libertad personal


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 76000011/2011/2/1/RH2, 28 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMZ 19108/2014/CS1, “Banco Central de la República Argentina eleva actuaciones (F.) s/ Infracción Ley 19.359”.


    F. S.A. y otro


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 22819/2013/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    G., Domingo Fernando s/ Arts. 296 y 289 inc. 3 Código Penal


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 1231/2012/1/RH1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Personas jurídicas. Aplicación de la ley penal. Ley penal más benigna. Aplicación de tratados internacionales. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Aplicación errónea de la ley. Mantenimiento del recurso. 


    De conformidad con la jurisprudencia de la Corte, el derecho reconocido en los artículos 9 in fine de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15.1 in fine del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos alcanza también, como principio, a las modificaciones de los reglamentos de naturaleza no punitiva cuyo contenido completa la descripción del comportamiento criminalizado por normas penales como las del Régimen Penal Cambiario. Sin embargo, la retroactividad de la ley más benigna no resulta aplicable de modo indiscriminado en el campo de las leyes penales en blanco. Por ejemplo, ella no corresponde cuando la reglamentación complementaria tiene carácter "eminentemente variable" -en cuyo caso corresponde tratarla como un "un supuesto de leyes temporarias en el que la garantía no rige"- o en los casos en los que su modificación no importa una variación del "fin de protección del reglamento" o ella "no se propone permitir un espacio mayor de libertad de comportamiento". De acuerdo con esta doctrina, la aplicación retroactiva de la ley penal más benigna a la que se tiene derecho en virtud de las disposiciones citadas de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, no consiste en la aplicación mecánica o irreflexiva de cualquier reglamento posterior al hecho imputado por la sola razón de que beneficiaría al acusado en comparación con la norma en vigor en el momento de comisión del hecho. Antes bien, ella exige una evaluación del sentido de la reforma a fin de determinar si constituye la clase de variación normativa que da fundamento al derecho federal en cuestión. En el caso en examen, esa doctrina federal obligaba al tribunal a quo a evaluar el sentido de la reforma normativa y juzgar si la modificación dispuesta tenía el carácter necesario para que se extendiera a su respecto el derecho a su aplicación retroactiva. En su lugar, la cámara dio una respuesta dogmática que desconoce el texto de la resolución 120/2003, que mantuvo la obligación de ingresar las divisas provenientes de las operaciones de exportación y se limitó a modificar el plazo para ello con fundamento, precisamente, en "atender a la dinámica propia del comercio exterior". Esa omisión, pone de manifiesto la arbitrariedad que descalifica lo resuelto. En el proceso sub examine está en juego exclusivamente la responsabilidad penal de una persona jurídica y, al menos en principio, no rigen a su respecto la Convención Americana sobre Derechos Humanos ni el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, cuyas normas la Corte interpretó para prescindir del artículo 20, inciso a, de la ley 19.359 que declara expresamente inaplicable el derecho a la retroactividad de la ley penal más benigna cuando está en juego la imposición de una pena de multa por infracciones cambiarias a una persona de existencia ideal punible de conformidad con la disposición del artículo 2, inciso f, de esa misma ley. En efecto, en la lectura que de la convención ha hecho la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, "la protección otorgada por el sistema interamericano de derechos humanos se limita sólo a las personas naturales, quedando fuera las personas jurídicas"; una persona jurídica, como tal "no puede ser una 'víctima' de violación de derechos humanos en el sistema interamericano, ya que aquéllas no se encuentran protegidas por la Convención" y en sentido semejante se ha expresado el Comité de Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas respecto de la protección ofrecida por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. En tales condiciones, el a quo no pudo válidamente apartarse, como en efecto lo hizo, de la solución expresa de la ley aplicable a los hechos del caso y por ello, el pronunciamiento impugnado no constituye el acto jurisdiccional válido al que toda parte tiene derecho.


    Banco Central de la República Argentina eleva actuaciones (F) s/ Infracción Ley 19.359


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 19108/2014/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FBB 93001103/2011/TO1/24/1/RH3, “F., Eduardo René y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis, inc. 1)”.


    F., Eduardo René y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis, inc. 1)


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93001103/2011/TO1/33/1/1/RH6, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa: CSJ 370/2016/RH1, “B. A., Iván Andrés y otro”.


    B. A., Iván Andrés y otro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 371/2016/RH1, 01 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Régimen penal cambiario. Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario. Circunstancias sobrevinientes. Desistimiento del recurso. 


    Precedente de Fallos: 329:1053 “Cristalux”.


    La doctrina del precedente de la referencia es incuestionablemente aplicable al sub examine, habida cuenta de que la situación sobreviniente ha hecho perder vigencia a' la cuestión federal bien planteada por el representante del Ministerio Público y de conformidad con el criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440, entre otros, desisto del recurso interpuesto.


    J. A. Argentina S.A. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1265/2015/2/RH2, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Precedente de Fallos: 329:1053 “Cristalux”.


    La doctrina del precedente de la referencia es incuestionablemente aplicable al sub examine, habida cuenta de que la situación sobreviniente ha hecho perder vigencia a' la cuestión federal bien planteada por el representante del Ministerio Público y de conformidad con el criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440, entre otros, desisto del recurso interpuesto.


    U. S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1281/2015/2/RH2, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Precedente de Fallos: 329:1053 “Cristalux”.


    La doctrina del precedente de la referencia es incuestionablemente aplicable al sub examine, habida cuenta de que la situación sobreviniente ha hecho perder vigencia a' la cuestión federal bien planteada por el representante del Ministerio Público y de conformidad con el criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440, entre otros, desisto del recurso interpuesto.


    U. S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1281/2015/CS1, 15 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Extradición. Garantías procesales. Defensa en juicio. Confirmación de sentencia. 


    En la impugnación se sostiene que el juicio de origen que concluyó en la condena por la cual se reclama al nombrado, se habría celebrado en su ausencia y con afectación de su derecho de defensa. También se alegó que no se cuenta con las garantías de que se resguardará debidamente su integridad física. En cuanto al primer agravio, el proceso en el que se encontró culpable al extraditurus fue realizado en su presencia. Este temperamento no se modifica porque el imputado no haya asistido a la audiencia para acompañar la obtención de pruebas, ya que el reo respondió al proceso en libertad. En consecuencia, es razonable sostener que por propia voluntad no estuvo presente en ese hito procesal, al que sí asistió su letrado defensor. En efecto, se trata de un supuesto que guarda cierta analogía con el contemplado en el artículo 366 del Código Procesal Penal de la Nación, reglamentario del artículo 18 de la Constitución Nacional, que prevé la realización de la audiencia aun cuando el imputado no desee asistir o continuar haciéndolo, y que en tal situación "se procederá en lo sucesivo como si estuviere presente, y para todos los efectos será representado por el defensor". En cuanto al segundo agravio, se sostiene que no se habría garantizado debidamente el ejercicio de la defensa en juicio, porque el letrado en la causa que originó este proceso habría carecido del tiempo suficiente para preparar su oposición en el juicio. Sin perjuicio de que por sí le vale el rechazo "in limine" por tratarse de una reflexión tardía, el argumento tampoco debe tener acogida favorable. Las constancias de la causa permiten aseverar no sólo el conocimiento que mantuvo hasta poco antes de su detención sobre su situación judicial en las actuaciones por las que se lo reclama, sino también que sus garantías fueron aseguradas a lo largo de su trámite durante el cual estuvo a derecho y en libertad hasta el dictado de los fallos de primera y segunda instancia. En consecuencia, acreditado que el imputado se sustrajo de la jurisdicción requirente al adquirir firmeza su condena a reclusión, no existen elementos que permitan sostener la afectación de su defensa en juicio ni de los derechos fundamentales que tienden a preservar tanto el artículo II del tratado de extradición celebrado con ese país, como el artículo 11, inciso d), de la ley 24.767. Finalmente, con respecto a los riesgos derivados de las deficiencias de la situación del sistema penitenciario y sin perjuicio de no haberse invocado razón alguna que permita personalizarlos hacia el requerido, basta -con arreglo a los criterios fijados por la Corte- la medida ordenada por el juez a quo en la sentencia apelada, por la que solicitó mediante oficio al Estado requirente que "garantice plenamente el respeto de las reglas mínimas para el tratamiento de reclusos de las Naciones Unidas, y otorgue las debidas garantías para preservar su vida y seguridad"; lo cual no puede interpretarse como una contradicción, como intenta la defensa, ya que no se puso en tela de juicio la eventual actuación de los funcionarios públicos de Brasil, sino que se buscó brindar mayores seguridades al extraditurus de acuerdo con la referida doctrina del Tribunal. En este mismo sentido, se recibió un oficio proveniente del juzgado a quo que acompañó documentación enviada por el país requirente en respuesta al aludido oficio, donde consta que en caso que se conceda la extradición, el imputado "será custodiado en la penitenciaría Araras, estado de Sao Paulo, la cual es adecuada para la situación procesal y el perfil criminal del nombrado" y que se aplicará la ley de ejecución penal y la Constitución de la República Federativa de Brasil. Según lo expuesto y considerando que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de resolver, aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso lo así informado constituye suficiente respuesta al agravio de la defensa con arreglo al criterio de los citados precedentes de la Corte y determina su improcedencia.


    G. V., Amiltom s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9533/2016/CS1, 25 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Recursos


    Recurso de queja. Mantenimiento del recurso. Delitos contra la seguridad de la Nación. Violación de secretos políticos o militares. 


    Se mantiene la queja interpuesta por la fiscalía general.


    Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos político y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2253/2012/5/1/RH6, 06 de noviembre de 2017


    Ver dictamen 


    Queja por denegación de recurso extraordinario. 


    Mantenimiento del recurso de queja Remisión al dictamen de las causas: CFP 2404/1999/75/1/RH1, CFP 2404/1999/76/1/RH4, CFP 2404/1999/77/1/RH5, CFP 2404/1999/78/1/RH2, CFP2404/1999/79/1/RH3 y CFP 2404/1999/74/1/RH6.


    M., Raúl Juan Pedro y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2404/1999/76/2/RH10, 12 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso de queja.


    M,, Raúl Juan Pedro y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2404/1999/78/1/RH2, 28 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso de queja.


    M,, Raúl Juan Pedro y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2404/1999/75/1/RH1, 28 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso de queja. Remisión al dictamen de las causas: CFP2404/1999/75/1/RH1, CFP2404/1999/76/1/RH4, CFP 2404/1999/77/1/RH5, CFP2404/1999/78/1/RH2, CFP2404/1999/79/1/RH3 y CFP 2404/1999/74/1/RH6.


    M., Raúl Juan Pedro y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2404/1999/77/2/RH9, 12 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Cuestión federal. Derecho al recurso. Delitos contra la seguridad de la Nación. Violación de secretos políticos o militares. 


    Remisión al fallo de la causa: FSM 2253/2012/5/1/RH6, "Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (art. 222) Querellante: T., Héctor y otro".


    Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (art. 222) Querellante: T., Héctor y otro”


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2253/2012/19/1/1/RH5, 06 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa: FSM 2253/2012/5/1/RH6, "Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos políticos y militares (art. 222) Querellante: T., Héctor y otro".


    Y., Juan Bautista y otros s/ Revelación de secretos político y militares (Art. 222) Querellante: T., Héctor y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2253/2012/2/1/RH7, 06 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Recusación


    Debido proceso. Defensa en juicio. Deber de imparcialidad. Procedencia del recurso. 


    Si bien es cierto que la revisión de pronunciamientos que deciden sobre la admisibilidad del recurso de casación resulta, por regla, ajena a esta instancia extraordinaria, la Corte ha hecho excepción a ese principio, en salvaguardia del debido proceso, cuando se frustra la vía recursiva de la parte legitimada sin fundamentación idónea suficiente tal como sucede en el caso. Sin desconocer la doctrina de la Corte según la cual lo atinente a la recusación de los jueces es materia ajena a la vía del artículo 14 de la Ley 48, por la ausencia de sentencia definitiva o equiparable a tal, también se han reconocido excepciones a la regla enunciada cuando circunstancias especiales incidan en menoscabo del servicio de administración de justicia y requieran que su amparo llegue en la oportunidad en que surge y se invoca la cuestión constitucional. Es que, no podría consentirse que los argumentos brindados en las instancias ordinarias para denegar la recusación resulten dogmáticos y aparentes, o que se haya aplicado aquella regla de un modo rígido y ritual que desnaturalice su ámbito propio, o se la haya utilizado para desestimar una tutela de imparcialidad encuadrada en los tipos normativos procesales que reglamentan la garantía constitucional de la defensa en juicio. Pues es necesario descartar cualquiera de esos supuestos en el contexto de la incidencia para evitar que el debido proceso, en el cual la imparcialidad del juzgador es condición necesaria, pueda verse lesionado con el mantenimiento de condiciones adversas para el correcto ejercicio del derecho a defenderse. Por otro lado, como ha sostenido la Corte, si bien las causales de recusación deben interpretarse de forma restrictiva, al vincularlas con una garantía del justiciable deben ser tan libres como sea posible, ya que el juez, que no debe gozar del consenso de la mayoría, tiene que contar, sin embargo, con la confianza de los sujetos concretos que juzga, de modo que éstos no sólo no tengan, sino que ni siquiera alberguen el temor de llegar a tener un juez enemigo o de cualquier modo no imparcial. A pesar de esa doctrina, en la resolución impugnada no hay ninguna consideración acerca del temor objetivo de parcialidad invocado por el imputado, al tener en cuenta que su juez de instrucción en esta causa es nada menos que el hijo de una de sus supuestas víctimas de homicidio. En conclusión, el a quo no debió evitar el análisis de esas objeciones planteadas por la defensa porque, al hacerlo, dejó latente la posibilidad de que la causa avance en condiciones incompatibles con el debido proceso legal, lo que demuestra la necesidad de que el reclamo efectuado obtenga respuesta inmediata, en tanto su reparación ulterior, resultaría tardía e insuficiente. Además, existe cuestión federal cuando se pone en discusión la garantía de la imparcialidad, pues está reconocida en el marco de los derechos implícitos del artículo 33 de la Constitución y se deriva de las propias del debido proceso y defensa en juicio, establecidas en el artículo 18 y en diversos instrumentos normativos incorporados a ella por el artículo 75, inciso 22. Por lo expuesto, resulta aplicable al sub examine la doctrina según la cual siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de "tribunal intermedio".


    D., Luis Gustavo y otros s/ Privación ilegal de la libertad agravada y otros


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 35022001/2011/14/1/1/RH4, 14 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Reincidencia


    Tenencia de estupefacientes. Fundamentación de sentencias. Arbitrariedad o ilegalidad manifiestas. 


    Revocación arbitraria de una decisión judicial razonable.


    A la luz de la reiterada jurisprudencia de la Corte en materia de reincidencia, la motivación ofrecida por los jueces de mérito cumple con el requisito de fundamentación mínima necesaria para que su pronunciamiento cuente como el acto jurisdiccional válido al que las partes tienen derecho. La disposición del a quo, que exigió sin más al tribunal de juicio especificar qué elementos del informe de reincidencia anejado a las actuaciones valoraron los judicantes para colegir el desapego a la ley que concluyen en su pronunciamiento esconde, tras una demanda aparente de una mayor fundamentación, la revocación arbitraria de una decisión judicial razonable.


    G., Mariana Soledad


    FSA-Justicia Federal de Salta, 14725/2014/TO1/4/RH1, 18 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Revocación de la prisión preventiva


    Circunstancias que impiden la excarcelación. Defectos en la fundamentación normativa. Sentencia arbitraria. 


    El a quo no podía, sin incurrir en arbitrariedad, responsabilizar al fiscal por la paralización del estado procesal de la causa durante tres años, pues durante ese período estuvo pendiente de resolución no sólo su recurso de casación, sino también los interpuestos por los imputados contra el procesamiento dictado en su perjuicio. También se aparta de la jurisprudencia de la Corte para fundar su decisión, en la medida en que la falta de prueba acerca de que los imputados no hubieran realizado maniobras elusivas desde que les fuera concedida la libertad, no fue considerada como suficiente para suprimir el valor que adquieren las otras ponderadas en esa jurisprudencia como restrictivas de la excarcelación. En consecuencia, al no apreciar diferencias sustanciales entre este caso y los analizados en los precedentes aludidos, el a quo ha incurrido en arbitrariedad al haber mutado su criterio con base en una fundamentación deficiente.


    Investigación de supuestos ilícitos cometidos en el Regimiento 8 de Infantería General O´Higgins


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12008008/2008/20/1/1/1/RH3, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FCR 12008008/2008/20/1/1/1/RH3, "Investigación de supuestos ilícitos cometidos en el Regimiento 8 de Infantería General O'Higgins".


    Investigación de supuestos ilícitos cometidos en el Regimiento 8 de Infantería General O´Higgins


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12008008/2008/17/2/1/RH4, 24 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Robo con armas


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Atento a la sentencia condenatoria dictada por el Tribunal Oral en lo Criminal, la contienda se ha tornado abstracta, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.


    S., Eduardo Luis s/ Robo con armas y port. arma uso civil condic. s/ Aut. mod. Ley 25.886


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1133/2016/CS1, 02 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Robo de automotor


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 10399/2011/TO1/10/1/RH1, "G. R., Miguel Francisco y otros s/ Robo de automotor".


    G.R., Miguel Francisco y otros s/ Robo de automotor


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10399/2011/TO1/9/1/1/RH4, 06 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 10399/2011/TO1/10/1/RH1, "G. R., Miguel Francisco y otros s/ Robo de automotor".


    G.R., Miguel Francisco y otros s/ Robo de automotor


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10399/2011/TO1/7/1/1/RH3, 06 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria


    Argumentos de las partes. Queja por apelación denegada. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa FSM 2378/2010/TO1/RH1, “Olivera, Guillermo Adolfo s/ Infracción Ley 22.362 (Art. 31 inc. D)”.


    El fallo del a quo no satisface los requisitos de validez jurisdiccional en tanto a la par de omitir toda consideración de los argumentos conducentes que expuso el ministerio fiscal, por todo fundamento se limitó a reproducir acríticamente las razones invocadas por el tribunal de juicio, pese a que éstas coinciden en esencia con aquéllas que la Corte descalificó, con base en la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, en el precedente supra citado. En consecuencia, el pronunciamiento impugnado debe ser dejado sin efecto, a fin de que el a quo cumpla la tarea que tiene encomendada y realice debidamente el control de la resolución del tribunal de juicio en los términos señalados tanto en el fallo citado como en el dictamen que lo precedió.


    S. M., Miguel Ángel s/ Infracción Ley 11.723


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1765/2010/TO1/1/RH1, 20 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Suspensión del juicio a prueba


    Delitos aduaneros. Contrabando. Interpretación de la ley. Principio pro homine. Fundamentación de sentencias. Aplicación errónea de la ley. Oposición del fiscal. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 61, L. XLVIII, "G., G. A. s/ Causa n° 14.092".


    No es admisible una interpretación de la norma que equivalga a la prescindencia del texto legal, ya que la primera fuente de hermenéutica de las leyes es su letra, y su exégesis no puede llegar al extremo de exigir mayores requisitos que los que aquélla impone. Con la mera alusión a las pautas generales que regulan la suspensión del juicio a prueba, no se expone una razonable posibilidad de otra interpretación acerca de la norma que dispone, de un modo directo, que no procede la suspensión del juicio a prueba respecto de los hechos reprimidos por la Ley 22.415. En ese sentido, se omite explicar por qué aquellas reglas tendrían alguna incidencia frente a delitos como el sub examine, que el legislador dejó fuera del universo de los que admiten el beneficio mediante esa especial limitación prevista de manera específica y lógicamente previa a todo análisis. El principio pro homine obliga a privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal. Sin embargo, la exégesis de la ley no puede exceder el límite de razonabilidad, y la elección de la interpretación más favorable debe darse siempre dentro de lo que la norma admite. El voto en cuestión solo contiene la transcripción de una simple afirmación formulada en una obra de doctrina pero ningún argumento que explique porque el fiscal no podría oponerse a la suspensión del juicio a prueba cuando razonablemente considerase incumplido algún requisito legal para su procedencia.


    Z., Hugo Jorge s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 558/2012/TO1/1/1/RH1, 10 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Trata de personas


    Explotación sexual. Graduación de la pena. Principios procesales. Principio de inmediación. Principio de contradicción. Reenvío. Falta de agravio concreto. Recurso de queja. Improcedencia del recurso. 


    La defensa interpone recurso extraordinario en el que plantea la afectación de las garantías de la inmediación y el contradictorio, pero los argumentos utilizados por el a quo para rechazarlos no han sido refutados en el recurso federal, en tanto sólo se reitera allí que el tribunal que dictó la condena no fue aquel ante el cual se realizó el contradictorio sobre la prueba, sin advertirse que había sido el a quo el que dispuso el reenvío con esa finalidad. Y luego de esa decisión, que tampoco fue objetada por la parte, el tribunal oral se limitó a realizar la audiencia de visu necesaria para la determinación de la pena, que es una regla dirigida a garantizar el derecho del imputado a ser oído sobre la pena a imponérsele antes de que se dicte la condena. Admitir la objeción del recurrente importaría reconocer que la cámara de casación no tiene la facultad de resolver el caso al entender en la sustanciación de los recursos de su especialidad contra las sentencias de los tribunales orales, por lo que siempre que revocara una absolución debería ordenar el reenvío para la realización de un nuevo juicio, y no sólo para el dictado de otro pronunciamiento que se ajuste a los fundamentos brindados en su decisión. Además de contradecir disposiciones expresas de la ley procesal aplicable, la objeción desconoce la jurisprudencia de la Corte según la cual, el derecho al recurso no exige necesariamente la realización de un nuevo juicio oral, sino un procedimiento de revisión con las garantías procesales mínimas que resulten suficientes para resolver los agravios del recurrente. El planteamiento es producto de una reflexión tardía que no logra demostrar el agravio invocado, pues el imputado fue sometido a un juicio en el que pudo ejercer eficientemente todas sus facultades defensivas, y la condena dictada tras la revocación de su absolución no importó restringirlas, ni mucho menos privarlas de efecto, sin que la parte haya señalado qué perjuicio concreto se le habría irrogado al realizarse la segunda audiencia. En cuanto a la pena impuesta, el tribunal ponderó el contenido del injusto en relación con la lesión del bien jurídico en juego, valoró las particularidades del caso que revestían entidad suficiente para justificar el monto de la pena criticado por la defensa y que conducen a descartar la tacha de arbitrariedad. La parte se queja de la extensión del desarrollo efectuado por el tribunal oral, tras lo cual reitera que la alzada convalidó la doble valoración de la misma circunstancia en el juicio de subsunción típica y en el de determinación de la pena, así como la omisión de las circunstancias personales del condenado, sin agregar argumentos distintos a los que ya habían encontrado respuesta en la sentencia del a quo. Los jueces expresaron mínimamente las razones por las cuales entendieron que correspondía aplicar la pena impuesta y no cualquier otra dentro de las permitidas por el marco legal, lo que autoriza a descartar la existencia de una arbitrariedad que habilite la revisión excepcional de esta instancia, pues el ejercicio que hacen los magistrados de sus facultades para fijar las sanciones dentro de los límites previstos en las leyes respectivas no suscitan cuestiones que quepa decidir a la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, en tanto se vinculan con aspectos de hecho, prueba y derecho común. Lejos de demostrar deficiencias lógicas de razonamiento o la omisión de argumentos conducentes para la adecuada solución del caso, el recurrente reiteró su mera disconformidad con el fallo del a quo mediante la exposición de argumentos que ya tuvieron respuesta suficiente.


    D., R. s/ Infracción Ley 26.364


    FSA-Justicia Federal de Salta, 71003881/2013/TO1/3/2/1/RH3, 07 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo xIv


    Derecho Tributario y Aduanero


    Acción de inconstitucionalidad


    Impuesto de sellos. Correo oficial. Facultades del gobierno provincial. Tesoro nacional. Facultades tributarias nacionales. 


    Renta de correos.


    No es objetable la facultad de las provincias para darse leyes y ordenanzas de impuestos y, en general, todas las que juzguen conducentes a su bienestar y prosperidad, sin más limitaciones que las enumeradas en el Art. 126 de la Constitución Nacional, siendo la creación de impuestos, la elección de objetos imponibles y las formalidades de percepción del resorte propio de cada una de ellas porque, entre los derechos que hacen a su autonomía, es primordial el de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención de autoridad extraña. Esa facultad provincial para gravar toda actividad comercial e industrial que se desarrolle dentro de su territorio tiene, entre otros límites, la imposibilidad de alcanzar aquellas fuentes de rentas que expresamente han sido reservadas a la Nación, tales como las de Correo y de la Aduana. Esta conclusión no varía por la constitución de una sociedad anónima para continuar con las prestaciones que estaban a cargo de la anterior concesionaria. Como ya sostuvo esta Procuración en el dictamen registrado en Fallos: 324:1127, por razones que son análogamente aplicables a la gabela aquí discutida, el poder fiscal de las provincias para incluir a ENCOTEL (o, en la actualidad, a Correo Oficial de la República Argentina S.A.) como sujeto pasivo de un tributo local se encuentra limitado por lo establecido en el Art. 4° de la Constitución Nacional, puesto que la "renta de correos" integra el grupo de los recursos con los cuales se conforma el Tesoro Nacional y debe reputarse reñido con su intangibilidad admitir la detracción que significa el cobro de un impuesto provincial. Si bien la Constitución Nacional no se ocupa de les aspectos concernientes a la organización de los servicios que permiten devengar la renta de correos, la circunstancia que se manifiesta en la prestación de los servicios pertinentes por órganos de la administración pública descentralizada y, posteriormente, por la actual empresa pública, no puede, en modo alguno, desvirtuar la idea y la doctrina que la Carta sustenta respecto de la propiedad que adjudica al Tesoro Nacional de los ingresos que forman esa renta. Carecen de relevancia tanto la nueva organización societaria del correo oficial cuanto el eventual carácter trasladable del gravamen cuyo cobre se debate, en tanto es la "renta" que aquellos servicios producen la que ha sido reservada al financiamiento exclusivo del Tesoro Nacional y, por ende, se encuentra a extramuros de la potestad tributaria local. La Corte explica que las leyes no deben ser interpretadas solamente en razón de sus circunstancias históricas, sino también en consideración a las nuevas condiciones y necesidades de la comunidad, porque toda ley, por naturaleza, tiene una visión de futuro y está predestinada a recoger y regir hechos posteriores a su sanción. Con mayor fundamento, la Constitución, que es la ley de leyes y se halla en el cimiento de todo el orden jurídico positivo, tiene la virtualidad necesaria de poder gobernar las relaciones jurídicas nacidas en circunstancias diferentes a las que existían en tiempos de su sanción. Este avance es la obra genuina de los intérpretes, en particular de los jueces, quienes deben consagrar la inteligencia que mejor asegure los grandes objetivos para los cuales fue dictada la Constitución. El carácter indestructible de las autonomías provinciales no puede erigirse en un obstáculo a la unidad nacional, también indestructible, que requiere "un solo país para un solo pueblo".


    Correo Oficial de la República Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4232/2015/08 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Impuestos municipales. Código tributario municipal. Cuestiones de competencia. Competencia provincial. 


    Interpretación de normas locales de procedimiento.


    Las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, excepto cuando la decisión apelada deniega el fuero federal reclamado por la recurrente, supuesto que se configura en el sub lite. La sentencia apelada se ajusta a derecho, toda vez que este proceso no corresponde a la competencia de la justicia federal. La actora inicia esta acción contra la Municipalidad de Posadas a fin de obtener que se declare la inconstitucionalidad de los arts. 107 y concordantes del código fiscal municipal, 9, 11 y 12 de la ordenanza tributaria 2964 y 3 y 27 de la resolución general 1/2012 sancionada por el municipio demandado, por entender que se encuentran en colisión con los arts. 9, 10, 11, 14, 75, inc. 13, y 126 de la Constitución Nacional. La Corte ha dicho que la nuda violación de derechos constitucionales provenientes de autoridades de provincia no es suficiente para sujetar por si sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá en razón de las personas cuando aquéllos sean lesionados por o contra una autoridad nacional o en razón de la materia cuando las causas “versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por leyes de la Nación”, en sentido estricto, esto es, cuando la solución de aquéllas dependa de la interpretación y aplicación exclusiva de normas federales (art. 116 de la Constitución Nacional y art. 2, inc. 1°, de la ley 48). Este proceso corresponde a la competencia de los jueces locales, ya que aquel que deba resolver el pleito tendrá, ineludiblemente, que examinar el alcance de un tributo que deriva de diversas normas municipales creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y los efectos que la soberanía local ha querido darles. La solución tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Toyota Argentina S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Posadas s/ Acción meramente declarativa de derecho


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 561/2016/1/RH1, 16 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Impuesto de sellos. Contratos. Oferta pública de títulos valores. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 692/2010, “Asociación de Bancos Privados de Capital Argentino (ADEBA) y otros c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza”.


    Asociación de Bancos Argentinos (ADEBA) y otros c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1023/2012/(48-A)/CS1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Impuestos nacionales. Impuestos provinciales. Coparticipación de impuestos. Transporte interno. Servicio público. Doble imposición. Cómputo de importes improcedentes. 


    La Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestadores de servicios públicos de transporte interjurisdiccional en aquellos supuestos en que se acreditó que las tarifas pertinentes habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto sobre los ingresos brutos provincial y en que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias. Para decidir de esta forma, el Tribunal sostuvo que si el impuesto provincial sobre los ingresos brutos no es trasladable -por no estar contemplada su incidencia en el precio fijado mediante tarifa oficial-, su determinación conduce a que sea inexorablemente soportado por el contribuyente, hipótesis en la cual el gravamen queda excluido de la previsión del art. 9°, inc. b, párrafo cuarto de la ley 20.221y encuadrado en el segundo párrafo del mismo artículo, en cuyo texto se plasmó el principio básico que privilegió el legislador, consistente en la prohibición de mantener o establecer impuestos locales sobre la materia imponible sujeta a imposición nacional coparticipable. De ahí que, encontrándose las rentas de la demandante sujetas al impuesto a las ganancias, la aplicación del tributo local importaba la configuración de la hipótesis de doble imposición contraria a la regla señalada precedentemente. Por otra parte, la Corte diferenció, dentro del ámbito de aplicabilidad del decreto 958/92, los supuestos en que se trataba de transporte interjurisdiccional de pasajeros organizado como "servicio público", de los demás supuestos ("tráfico libre" y "ejecutivo") para los cuales, a diferencia de aquél, no existía restricción alguna para los particulares prestadores al momento de fijar las tarifas, ya que bastaba la mera comunicación a la autoridad de aplicación en un plazo no menor a los treinta días corridos antes de la iniciación de un nuevo servicio. Por tal motivo, al no haber impedimento legal alguno para la traslación de la carga tributaria local al precio de los pasajes, y al no haberse alegado ni demostrado que el pago del impuesto exigido afectase de tal modo el servicio que lo impidiera o restringiera en medida irrazonable o determinase -incluso- la eventual exclusión de la empresa del mercado de transporte, desestimó la tacha de inconstitucionalidad argüida sobre la gabela provincial, y rechazó la demanda. Con tales pautas interpretativas, con el dictado del decreto 2407/02, el diseño de la tarifa de los servicios de tráfico libre y ejecutiva fue equiparada a la de los servicios públicos, sin que se contemplara en su elaboración la incidencia del tributo discutido. En efecto, mediante dicho reglamento, en ejercicio de facultades del art. 99, inc. 3° de la Constitución Nacional y tomando en cuenta las pautas establecidas en la ley de emergencia 25.561, el Poder Ejecutivo Nacional declaró el "estado de emergencia del transporte automotor de pasajeros por carretera de carácter interjurisdiccional que se desarrolla en todo el territorio de la Nación por operadores sujetos a la competencia de la Autoridad Nacional", encargando a la Secretaría de Transporte la fijación de las condiciones técnico-operativas y económico-financieras a las que deberían ajustarse los permisionarios para continuar brindando sus servicios. En lo relativo a las tarifas, el art. 6° de ese reglamento aprobó la aplicación de "bandas tarifarias" para todos los tipos de servicios, especificando expresamente en el art. 7° in fine, que los servicios de tráfico libre y ejecutivos debían ajustarse a lo establecido en los anexos I y II del decreto. En el art. 7° del segundo de estos anexos se estableció el régimen tarifario para cada una de las categorías de servicios definidas en su art. 1° (comprensivas de los tres tipos de servicios ya señalados), estructurándolo sobre la base de "bandas tarifarias" y se indicó la manera en que ellas se elaborarían. Si bien es cierto que dichas franjas prevén un límite mínimo y uno máximo dentro de los cuales cada operador puede fijar sus precios, también lo es que en su confección no se contempla como elemento constitutivo al impuesto provincial sobre los ingresos brutos. Ello aparece corroborado por el informe de la Comisión Nacional de Regulación de Transporte en el que se señala que el régimen tarifario dispuesto por la resolución 1008/94 establecía una estructura de costos con un valor máximo de acuerdo a cada una de las categorías de servicios y que la fijación del nivel tarifario, que conformaba dicho régimen, se efectuaba mediante resoluciones que establecían los valores de los parámetros utilizados en su cálculo, tales como Costo de Terminal (CT) y Base Pasajero-Kilómetro (TB), las tarifas mínimas y los criterios de redondeo a aplicar, en cuya estructura "no se incluían en el cálculo de los ítems remunerados por la tarifa a los impuestos a los ingresos brutos de jurisdicción alguna ni el Impuesto de Emergencia con destino al Fondo de Incentivo Docente". En segundo término, se indica que el decreto 2407/02 estableció la banda tarifaria compuesta por un valor máximo y uno mínimo, según la categoría de servicios y que la resolución 726/08, por la que se fijaron nuevos valores de referencia para cada una de las categorías de servicios interurbanos, no incluyó nuevos componentes “por lo cual puede inferirse que los nuevos niveles fijados con la metodología desarrollada e implementada tampoco incluyen el impuesto a los ingresos brutos, ni tasas municipales de jurisdicción alguna". Sin perjuicio de lo señalado, resta determinar si, en cada caso, las tarifas fijadas por la autoridad nacional contemplaron o no el impuesto en cuestión, si la actora se encontró realmente imposibilitada de trasladar esa carga tributaria y si revestía el carácter de contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias, y si los servicios por los cuales se le reclama el tributo tienen todos el mismo régimen de tarifas, lo cual, remite ineludiblemente al examen y valoración de las pruebas rendidas en autos, tema que resulta ajeno al dictamen, que debe circunscribirse a las cuestiones de índole federal antes examinadas. De acuerdo con lo señalado y en el supuesto de que por medio del examen de las pruebas de la causa, efectivamente se hayan configurado las circunstancias requeridas por los precedentes y alegados por la accionante, corresponde hacer lugar parcialmente a la demanda y declarar la improcedencia de la pretensión fiscal respecto de los viajes realizados bajo el concepto de "servicio público" con anterioridad a la aplicación de las pautas fijadas por el decreto 2407/02 y normas complementarias, así como también por los viajes realizados luego de la vigencia de ese reglamento por los viajes cuyas tarifas fueron fijadas empleando los valores tarifarios allí establecidos.


    Empresa Puerto Tirol S.R.L. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 49/2014/(50-E)/CS1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Fideicomiso


    Obras públicas. Tributos. Impuesto de sellos. Facultades tributarias provinciales. Admisibilidad del recurso. 


    Elthema decidendum estriba en determinar si una provincia puede gravar con el impuesto de sellos la instrumentación de contratos. Es decir, si el ejercicio de la potestad tributaria local, en el caso puntual resulta susceptible de impedir u obstaculizar la concreción de una política nacional. La Corte hizo suya la tesis que la Suprema Corte de los Estados Unidos definió, hacia el año 1931, en el caso "Indian Motorcycle v. United States" (238 US 570), en cuanto sostuvo que: "Los instrumentos, medios y operaciones a través de los cuales el gobierno nacional ejercita sus poderes, están exentos de impuestos por los estados, y los instrumentos, medios y operaciones de que se valen las provincias para ejercitar los poderes que les pertenecen, están exentos de impuestos por el gobierno nacional, en virtud del principio implícito de la independencia del gobierno de la nación y de los estados dentro de sus respectivas esferas". Como expresa la jurisprudencia norteamericana, la Constitución de ese país -al igual que nuestra Constitución- no contiene ninguna limitación expresa al poder -ya sea de un estado o del gobierno federal- para gravarse recíprocamente, o gravar sus "instrumentos". Esta limitación nace a partir del célebre caso "Mc Culloch v. Maryland" (300 US 352), donde el máximo tribunal de los Estados Unidos, para explicar su génesis, puntualizó: "La doctrina (de la no imposición) tiene su origen en la máxima de que el poder impositivo puede, en ciertos casos, ser ejercido de tal manera que destruya los “instrumentos mediante los cuales el gobierno pone en ejecución sus leyes dentro de los estados”. La doctrina de la inmunidad de los instrumentos de gobierno se halla fundada en la que ha sido calificada como "la gran ley de la auto preservación". Va de suyo, entonces, que cuando esta ley de auto preservación no está en juego, esto es, cuando no resulta con clara evidencia que el uso de sus poderes impositivos por parte de la provincia obste a la actividad gubernamental del gobierno federal, o la entorpezca material y apreciablemente, aquella inmunidad no debe ser reconocida, por hallarse ausente la razón vital que determina su aplicabilidad. Para que la potestad impositiva provincial soporte esta excepcional restricción, es indispensable la presencia de circunstancias también excepcionales, de las que nazca la certeza de que la atribución nacional resguardada ha sufrido o sufrirá una real perturbación, debe mediar un efectivo “entorpecimiento a la marcha de la institución”. En el caso en cuestión concurren tales circunstancias excepcionales, el Estado Nacional, en el marco de la situación de emergencia indicada, tomó la decisión de encarar esa alta política en materia energética vinculada con el transporte y distribución de gas mediante la creación de un patrimonio de afectación -los fondos fiduciarios logrados merced a los contratos que aquí se pretende gravar-, cuya finalidad era financiar las obras necesarias para la expansión de la red de transporte y distribución de ese combustible. Los contratos analizados son auténticos e innegables instrumentos de gobierno, que el Estado Nacional utilizó por estimarlo necesario para llevar adelante sus cometidos en el ámbito de la ampliación de la red de gasoductos y del sistema de transporte y distribución de gas. Este instrumento de gobierno, destinado a efectivizar una alta política nacional en materia energética no puede ser incidido directamente por el impuesto provincial, sin representar ello, una palmaria interferencia del poder local sobre el nacional, junto a una inadmisible limitación de su independencia. Se verifica aquí el criterio sentado por la Corte en Fallos: 247:325, pues resulta con prístina evidencia que, a través del dictado de las respectivas resoluciones determinativas de oficio para cada uno de esos tres contratos por parte de la Dirección de Rentas de la Provincia de Salta, se entorpece material y apreciablemente la actividad gubernamental desarrollada por el gobierno federal y encaminada -dentro de la emergencia declarada por el Congreso Nacional- a preservar la continuidad y calidad de los servicios referidos, encontrándose presente, entonces, la razón vital que determina la consagración de la inmunidad fiscal sobre esos instrumentos contractuales. En materia tributaria, las manifestaciones de los particulares no juegan papel alguno en el nacimiento de las obligaciones tributarias, en efecto, como señaló la Corteen el último de los precedentes citados, la obligación tributaria sustantiva nace al verificarse en la realidad el presupuesto de hecho hipotético determinado por el legislador, y que ella "tiene por fuente un acto unilateral del Estado justificado por el poder tributario que la Constitución Nacional le otorga al Congreso, y su cumplimiento se impone coactivamente a los particulares, cuya voluntad carece, a esos efectos, de toda eficacia”.


    Nación Fideicomisos S.A. c/ Salta, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 240/2011/47-N, 29 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Impuesto a las ganancias


    Poder Judicial Provincial. Funcionarios judiciales. Exenciones impositivas. AFIP. Recurso extraordinario. Cuestión de derecho público local. Denegatoria del recurso. 


    En cuanto al pago del impuesto a las ganancias, remisión al dictamen de la causa FRO 22012481/2012/CA1-CS1, "Alonso, María y otros c/ AFIP y otros s/ Amparo Ley 16.986".


    La cuestión controvertida requiere, principalmente, la interpretación de normas de derecho público local, que es materia propia de los jueces de la causa y ajena, como regla y por su naturaleza, al remedio federal intentado, máxime cuando los argumentos de la apelación federal solo exhiben una mera discrepancia de criterio con los fundamentos dados por los magistrados.


    Solari, Susana c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 3212/2013/CS1, 06 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado


    AFIP DGI. Impuesto a las ganancias. Impuesto a la ganancia mínima presunta. Saldos a favor. 


    El segundo párrafo del art. 30 de la RG 2.111 no sólo no prohíbe el proceder de la actora, sino que lo autoriza, en cuanto habla de "idéntico tratamiento" para los eventuales saldos a favor en los tributos citados que el dispensado para el "crédito de impuesto" del ICD "no imputado contra los anticipos de los impuestos a las ganancias y/o a la ganancia mínima presunta y/o contribución especial sobre el capital de las cooperativas". El proceder realizado por la actora es el que permite poner en práctica el mecanismo de coordinación entre el IG y el IGMP fijado por el Congreso de la Nación en el art. 13 del anexo al art. 6° de la ley 25.063, y en el art. 2° de la ley 25.123, en cuanto ambos tributos se vinculan estrechamente, de tal forma que un sujeto gravado por ambos terminará pagando el mayor de ellos, sirviendo los ingresos realizados en virtud del otro como si fueran anticipos, en el respectivo ejercicio fiscal. Es la tesitura promovida por el Fisco la que vendría a impedir el derecho del contribuyente, postergándolo sin fundamento válido alguno y contra la voluntad del legislador. Al quedar alcanzado por el IG del ejercicio 2008 con una obligación que superaba la cuantía de su IGMP, lo que la actora realizó en verdad, más que un pedido de "compensación", fue una suerte de reimputación del cómputo del beneficio fiscal del citado art. 13 del decreto 380/2001. De esta forma, lo extrajo de la órbita del IGMP, donde lo había aplicado en primer término para cancelar sus anticipos, tributo del cual quedaba exenta al tener que abonar el IG en mayor medida, para aplicarlo a la cancelación de éste, tal y como lo contempla la norma citada. El Ministerio Público entendió que si la recaudación de los tributos pierde su fundamento esencialmente impositivo para convertirse en un fenómeno exclusivamente financiero, las bases éticas de la potestad de recaudar se ven distorsionadas. Y eso es lo que, en definitiva, ocurriría en este caso si, como pretende el Fisco, se congela la suma imputada como anticipo del ejercicio 2008 del IGMP cuando nada debió abonar por este gravamen al resultar obligada al pago del IG del mismo ejercicio.


    Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Estado Nacional - AFIP - DGI - Resol. 1/12 (LGCN) periodo Fiscal 2008 s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 23487/2012/CA1-CS1, 20 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 23487/2012/CA1-CS1, "Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ EN-AFIP-DGI- Resol 1/12 (LGCN) período fiscal 2008 s/ Dirección General Impositiva".


    Industrial And Commercial Bank Of China (Argentina) S.A. c/ Estado Nacional - AFIP - DGI - Resol 4/12 (DR DOGCN) 15/13 s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 24256/2013/CA1-CS1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 23487/2012/CA1-CS1, "Telefónica Móviles Argentina SA c/ EN-AFIP-DGI- Resol 1/12 (LGCN) período fiscal 2008 s/ Dirección General Impositiva".


    Citibank NA Sucursal Argentina c/ Estado Nacional - AFIP- DGI - Resol 57/12 (LGCN) s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 42621/2012/CS1-CA1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 23487/2012/CA1-CS1, "Telefónica Móviles Argentina SA c/ EN-AFIP-DGI- Resol 1/12 (LGCN) período fiscal 2008 s/ Dirección General Impositiva".


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Estado Nacional - AFIP - DGI - Resol 8/12 (LGCN) período fiscal 2007 s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 23486/2012/CA1 - CS1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 23487/2012/CA1-CS1, “Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Estado Nacional-AFIP-DGI- Resol 1/12 (LGCN) período fiscal 2008 s/ Dirección General Impositiva”.


    Transportadora de Gas del Norte S.A. c/ Estado Nacional- AFIP- DGI- Resolución 3/13 (De LGCN) s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 27943/2013/CA1-CS1, 07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso directo. Impuesto a las ganancias. Honorarios. Bonos de consolidación. Pesificación. 


    Es doctrina de la Corte que cuando una ley es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación, y que es adecuado dar a las palabras de la ley el significado que tienen en el lenguaje común, o bien en el sentido más obvio del entendimiento común. Sobre la base de dichas pautas hermenéuticas, resulta evidente que el art. 36 bis de la ley 23.576 abarca dentro del beneficio fiscal que instaura, sin duda alguna, a los conceptos disputados en autos. No altera lo sostenido el argumento del Fisco basado en distinguir entre "los intereses de los Bonos de Consolidación" y "los intereses y diferencias de cambio resultante de la conversión a pesos de la acreencia solicitada en dólares estadounidenses", ya que tal diferencia no surge del texto de la norma que contiene la franquicia ni permite abrir una presunta brecha en ella.


    Montero, Abelardo c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 23444/2015/CA1-CS1, 19 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Procesos de conocimiento. Coparticipación de impuestos. Declaración de inconstitucionalidad. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 315/2009 (45-S)/CS1, “San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos”, y CSJ 1073/2011 (47-S)/CS1, “San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos”.


    GCBA c/ Estado Nacional - Ley 24.764 - COFIM - Resol. 233/03 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 51610/2007/CS1, 19 de abril de 2017


    Ver dictamen


    IVA. Declaración de inconstitucionalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 827/2009 (45-S)/CS1, “San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    La Corte indicó que la Ley Fundamental admite, como excepción, la posibilidad de detraer de los recursos coparticipables a las contribuciones cuya recaudación, en todo o en parte, tengan una asignación específica dispuesta por el Congreso, estableciendo requisitos especiales para su validez (artículo 75, inciso 3°). Asimismo, añadió que el establecimiento o la modificación de tales asignaciones deben tener tiempo determinado, deben realizarse mediante la sanción de una ley especial, y esa ley debe ser aprobada por un quórum integrado por la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara. Del mismo modo, el Tribunal puso de relieve que la reforma constitucional de 1994, en lo atinente a la distribución de competencias entre la Nación y las provincias respecto de la prestación de servicios y en materia de gastos y recursos, como así también con respecto al instituto de la coparticipación, tuvo el expreso objetivo de fortalecer el régimen federal. Y destacó que, consecuentemente, cualquier interpretación que se realice sobre el inc. 3° del art. 75 de la Constitución Nacional deberá guiarse por esa premisa, pues surge claro del texto de la ley 24.309 de habilitación de la reforma, y también de los debates ocurridos en el seno de la convención constituyente, que la incorporación del régimen de coparticipación ha procurado fortalecer la posición de las provincias y darle mayores garantías respecto de la distribución de los recursos financieros y fiscales a los que se refiere el artículo 75, inciso 2°. A ello agregó que es necesario destacar que las asignaciones específicas de recursos coparticipables constituyen transferencias de ingresos de las provincias a favor de algún sector especial. Es por esta razón, y a los efectos de poner a resguardo los intereses de las jurisdicciones locales, que los convencionales constituyentes destacaron tanto la “integralidad” de la masa coparticipable, como el carácter excepcional de estas asignaciones, disponiendo que solo pueden ser fijadas por un tiempo determinado y con una finalidad determinada. De lo contrario, el Congreso Nacional podría, por regla y de manera unilateral e inconsulta, afectar la distribución de recursos tributarios consensuada por la totalidad de las jurisdicciones involucradas y disminuir las sumas que deberían percibir las provincias en concepto de coparticipación. En virtud de todo ello, la Corte concluyó que, a la hora de examinar la validez constitucional de una asignación específica dispuesta por el Congreso, así como de los límites constitucionales fijados al ejercicio de esa potestad, se impone una interpretación restrictiva pues, en definitiva, lo que se encuentra en juego es una facultad con una trascendente incidencia sobre el régimen de distribución de recursos y el sistema federal en su conjunto. La norma en crisis, el inc. a), del art. 52 de la ley del IVA, ha devenido inconstitucional, tras la reforma de 1994, ya que, al carecer de limitación temporal y estar solamente atada a la vigencia indefinida del gravamen del cual la detracción se nutre, colisiona frontalmente con el mandato constitucional del inc. 3° del art. 75 de la Carta Magna.


    Procuración General C.A.B.A. c/ Estado Nacional - Ley 26.078 y 23.349 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 40551/2009/CA1-CS1, 19 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Pago de tributos


    Impuesto a las ganancias. Omisión de pago. Erogaciones no documentadas. Perfeccionamiento del hecho imponible. Declaración de inconstitucionalidad. 


    El thema decidendum se circunscribe únicamente a determinar si la conducta imputada - haber omitido el pago tempestivo del impuesto a las ganancias correspondiente a ciertas salidas no documentadas- queda subsumida dentro de las previsiones del Art. 45 de la ley 11.683. El organismo recaudador pretende subsumir la referida conducta de la actora en la infracción prevista en el art. 45 de la ley 11. 683, que sanciona la "omisión" en el pago de tributos. Y que, para sostener que hubo tal "omisión", se basa en lo dispuesto por su resolución general (AFIP) 893, que fija la fecha de vencimiento para el ingreso de ese impuesto, estableciendo que debe efectuarse dentro de los quince días hábiles administrativos de producida esa erogación o salida no documentada, razonamiento que ha sido compartido por el a quo en la sentencia apelada. Para fijar la fecha de vencimiento para el ingreso de un gravamen, la obligación tributaria que éste conlleva debe hallarse, con anterioridad, en condiciones jurídicas de ser exigida. Y que, para que ella pueda reputarse exigible, a su vez, ha de haberse perfeccionado el respectivo hecho imponible que la genera, en todos sus aspectos, incluyendo el temporal. El ente fiscal considera como momento de perfeccionamiento de ese peculiar hecho imponible del art. 37 de la ley del impuesto a las ganancias a la oportunidad en que el contribuyente realiza la erogación o salida no documentada, para luego otorgarle, a partir de ese momento, quince días hábiles administrativos para el ingreso de la obligación tributaria consecuente. Tal consideración, contenida en un reglamento expedido por la AFIP, se encuentra huérfana de todo sustento legal, pues ni en la ley del impuesto a las ganancias ni en norma alguna de similar naturaleza existe una disposición que así lo establezca. Aunque no vulneran el principio establecido en el art. 99, inc. 2°, de la Constitución Nacional los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada. En el presente caso es una norma de grado inferior (resolución general AFIP 893) la que fija la oportunidad en que se perfecciona ese peculiar hecho imponible -diverso, como lo ha explicado la Corte del impuesto a las ganancias- y exige la cancelación del impuesto aquí tratado, a extramuros de la inveterada doctrina del Tribunal sobre el alcance del principio de reserva de ley que impera en la materia. Es reiterada postura de la Corte que el principio de legalidad o de reserva de la ley no es sólo una expresión jurídica formal de la tributación, sino que constituye una garantía sustancial en este campo, en la medida en que su esencia viene dada por la representatividad de los contribuyentes. Este principio de raigambre constitucional abarca tanto a la creación de impuestos, tasas o contribuciones como a las modificaciones de los elementos esenciales que componen el tributo, es decir, el hecho imposible, la alícuota, los sujetos alcanzados y las exenciones. En esta materia la competencia del Poder Legislativo es exclusiva. Que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto constituye la más delicada de las funciones a encomendar a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado la última ratio del orden jurídico; por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados y que la colisión con los preceptos y garantías de la Constitución Nacional debe surgir de la norma misma y no de la aplicación irrazonable que de ella se haga en el caso concreto. La postura fiscal de considerar perfeccionado el hecho imponible aquí en debate en oportunidad de realizarse las correspondientes erogaciones, como lo establece la resolución general (AFIP) 893, avanza indebidamente sobre una materia reservada con carácter exclusivo al Congreso Federal. Resulta evidente que la pretensión punitiva del Fisco se apoya en la inobservancia de la actora al mandato contenido en un reglamento inconstitucional y que, por tales motivos debe ser revocada la sentencia dictada.


    Quercia Jose Luis (TF 28038-I) c/ DGI


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 53432/2012/CS1, 29 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Honorarios del abogado. Regulación de honorarios. Conversión de moneda. Nulidad del acto administrativo. Derechos de exportación. Actualización monetaria. Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones referentes a honorarios, así como también la determinación de la base computable para la regulación de los emolumentos y a la apreciación de los trabajos profesionales y de la importancia y complejidad del pleito, al ser de naturaleza fáctica y procesal, no son susceptibles de tratarse en la instancia del art. 14 de la ley 48, ya que conducen a la discusión de cuestiones regidas por normas de derecho común y procesal, como así también de aspectos de hecho y prueba que están reservados a los jueces de la causa. Ello sin perjuicio de la posibilidad que cabe al Tribunal de hacer excepción en los casos abarcados por la doctrina de la arbitrariedad de sentencias. La Corte tiene resuelto que la cuestión consistente en decidir si un pleito es o no susceptible de apreciación pecuniaria, así como la de efectuar esa apreciación a los fines de la regulación, se halla reservada a los jueces de la causa en razón de su carácter fáctico y procesal, por lo que no constituye materia del recurso extraordinario, salvo circunstancias excepcionales. No se configura este último supuesto excepcional con relación al agravio según el cual el juicio carece de monto. Lo resuelto en este aspecto por el a quo no resulta arbitrario. No es irrazonable juzgar que el contenido económico del juicio está dado por los montos que hubieran debido pagar las empresas actoras en caso de aplicarse lo dispuesto por la resolución ministerial impugnada, cuyos efectos fueron suspendidos por la medida cautelar dictada a solicitud de la actora. Tampoco escapa a la regla general el agravio vinculado con los honorarios que fijó la cámara por los trabajos realizados por los letrados de la parte actora en relación con el recurso extraordinario interpuesto contra la sentencia de mérito dictada en la causa, si se tiene en cuenta que el art. 14 de la ley 21. 839 es la norma específica para las regulaciones que deben efectuarse por las actuaciones correspondientes a segunda o ulterior instancia, y es de estricta aplicación cuando se regulan honorarios por la contestación del traslado del recurso extraordinario, en virtud de lo cual la Corte ha resuelto reiteradamente dejar sin efecto las sentencias que decidieron que los honorarios por interposición o por contestación de recursos extraordinarios debían regularse de acuerdo con el Art. 33 de la ley 21.839, previsto para los incidentes, prescindiendo de aplicar la norma que concretamente rige el caso. No fue respetado el mandato del art. 4 de la Ley 25.561, cuando se regularon los honorarios en un porcentaje de una cantidad determinada de moneda extranjera y se dispuso que tales emolumentos se expresarían en moneda nacional según el tipo de cambio vigente en una fecha futura, pues ese proceder tiene un evidente propósito indexatorio de las retribuciones fijadas, al estabilizar su valor vinculándolo con el del dólar estadounidense. Por otra parte, no se advierten fundamentos objetivos para fijar la base regulatoria en moneda extranjera, estableciendo por esa vía un mecanismo de actualización del monto reclamado e -indirectamente- de los honorarios regulados en un porcentaje de aquélla, si se tiene en cuenta que, según el art. 728 del Código Aduanero, a los fines de la liquidación de los derechos de exportación y de los demás tributos que gravan la exportación para consumo, es de aplicación el tipo de cambio para la conversión de la moneda extranjera en moneda nacional de curso legal vigente en la fecha del registro de la correspondiente solicitud de destinación de exportación para consumo. Es cierto que de conformidad con lo dispuesto por el Art. 20 de la ley 23.905, los derechos de importación y de exportación, así como los demás tributos que gravan esas operaciones de comercio exterior, deben determinarse en dólares estadounidenses y su pago puede efectuarse en la mencionada moneda, en bonos de crédito a la exportación de acuerdo a las normas vigentes, o en moneda nacional, cuya equivalencia, en este último caso, se fijará conforme al tipo de cambio vigente al día anterior al del efectivo pago. Del hecho de que las normas aplicables autoricen el pago de los derechos de exportación en dólares estadounidenses no se deriva que la base regulatoria deba establecerse, en el presente caso, en esa moneda extranjera. La decisión de la cámara infringe notoriamente lo dispuesto por las normas desindexatorias citadas en los Arts. 7° y 10 de la ley 23.928 y 4° de la ley 25.561. En relación con el cuestionamiento relativo al quantum regulado y a la falta de consideración de lo dispuesto por el art. 13 de la ley 24.432 y del criterio del Tribunal en materia de regulación de honorarios en juicios de elevada base regulatoria, la consideración de dichos argumentos es prematura. El monto ingresado en concepto de tasa de justicia devengada en la causa no parece guardar relación con el monto de la pretensión, aun cuando el contenido económico del proceso fuera recalculado.


    Romero, Juan Antonio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 6883/2008/3/RH2, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Recurso directo


    AFIP DGA. Importaciones. Fisco Nacional. Cuestión federal. Defensa en juicio. Confirmación de sentencia. 


    El Fisco Nacional señala que el Tribunal Fiscal no se encuentra habilitado para expedirse sobre cuestiones que no sean requeridas por la actora al interponer su recurso de apelación, ni tampoco objeto de controversia durante el curso del proceso. Ello es así, sí bien el Art. 1143 del Código Aduanero establece que el Tribunal Fiscal impulsará de oficio el procedimiento y tendrá amplias facultades para establecer la verdad de los hechos y "resolver el caso independientemente de lo alegado por las partes" lo cual implica encuadrar el requerimiento de los contendientes en su adecuado fundamento de derecho, pudiendo en esa tarea, incluso, aplicar una norma no invocada por ellos, estas atribuciones no pueden ser empleadas para introducir pretensiones que los litigantes no han efectuado, ya que reconocer y acordar a una de las partes derechos no debatidos es, como principio, incompatible con el art. 18 de la Constitución Nacional.


    Codorniu Argentina S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 30796/2016/CA1-CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 30796/2016/CA1-CS1, "Codorniu Argentina S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


    Fiat Auto Argentina S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 2460/2016/CA1-CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 30796/2016/CA1-CS1, "Codorniu Argentina S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


    Fiat Auto Argentina S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 47586/2016/CA1-CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 30796/2016/CA1-CS1, "Codorniu Argentina S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


    Fiat Auto Argentina S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 65669/2015/CA1-CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 30796/2016/CA1-CS1, "Codorniu Argentina S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


    Parafina del Plata SACI c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 3004/2016/CA1- CS1, 04 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Derecho tributario. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa: CAF 1351/2014/CA1-CS1, “Molinos Río de la Plata S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Molinos Río de La Plata S.A. c/ Dirección General de Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1351/2014/1/RH1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Derecho tributario. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa: CAF 1351/2014/CA1-CS1, “Molinos Río de la Plata S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Molinos Río de La Plata S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1351/2014/2/RH2, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Remisión al dictamen de la causa CAF 23.444/2015/CA1-CS1, "Montero, Abelardo c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo".


    Montero, Abelardo c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 23444/2015/1/RH1, 19 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 40551/2009/CA1-CS1, “Procuración General CABA c/ Estado Nacional Ley 26.078 y 23.349 s/ Proceso de conocimiento”.


    Procuración General C.A.B.A. c/ Estado Nacional - Ley 26.078 y 23.349 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 40551/2009/3/RH1, 19 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 51610/2007/CS1, "GCBA c/ Estado Nacional - Ley 24.764 - COFIM - Resol. 233/03 s/ Proceso de conocimiento".


    GCBA c/ Estado Nacional - Ley 24.764 - COFIM - Resol. 233/03 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 51610/2007/1/RH1, 19 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Jubilaciones. Impuesto a las ganancias. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    En su tarea de establecer la correcta interpretación de las normas de carácter federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado y del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la inteligencia que rectamente les otorgue. Vale recordar que, los jueces no están obligados a pronunciarse sobre todas las articulaciones de las partes, sino solamente sobre aquellas que estimen conducentes para fundar su decisión. En esta tarea, es preciso, en primer término, dilucidar si la prestación jubilatoria, de acuerdo a su naturaleza, puede constituir un hecho imponible en los términos de la ley 20.628 para, a partir de allí, proceder a verificar su validez constitucional. El art. 2° de la ley 20.628 establece: "A los efectos de esta ley son ganancias, sin perjuicio de lo dispuesto especialmente en cada categoría y aun cuando no se indiquen en ellas: 1) los rendimientos, rentas o enriquecimientos susceptibles de periodicidad que implique la permanencia de la fuente que los produce y su habilitación". La Corte señaló que si bien los réditos o rentas no presentan en sí mismos rasgos distintivos, existen signos o caracteres objetivos tales como la periodicidad, la permanencia de la fuente que los produce y su habilitación que permiten reconocerlos con relativa seguridad. La idea de periodicidad está claramente expresada, pues el tributo recae sobre una entrada que persiste o es susceptible de persistir. Así el fruto que produce el árbol o la cosecha que da la tierra, el arrendamiento, el salario o el interés de un capital. Esa periodicidad del rédito, induce la existencia de una fuente relativamente permanente que subsiste después de producirlo, la cual se debe también “mantener y conservar”, pues sólo haciéndolo así se podrán “mantener y conservar” los réditos como lo requiere la definición de la ley. Ello es así porque, para configurar el gravamen sobre las personas físicas, nuestro legislador hizo suya la denominada “teoría de la fuente”, “teoría clásica de la renta” ó “renta-producto”, que la ley adopta para las personas físicas y sucesiones indivisas. Por ello, los importes cobrados por el actor en virtud de su jubilación encuadran dentro de los cánones del art. 79, inc. c), de la ley 20.628. Es decir, el haber jubilatorio es un rendimiento alcanzado por el impuesto a las ganancias. Por otro lado, el cumplimiento de las funciones del Estado origina “gastos”, sobre cuya provisión trata el art. 4° de la Constitución Nacional. Éste incluye a las “contribuciones”, cuyos caracteres se señalan en los arts. 16 y 75, inc. 2°, normas que constituyen un conjunto interrelacionado, al margen de los intrincados debates suscitados otrora sobre los límites existentes entre las facultades tributarias federales y provinciales que el caso no exige replantear. En el orden nacional, el art. 75, inc. 2° citado incluye el imponerlas entre las facultades del Congreso Nacional, quien las recibe como un desprendimiento de la soberanía, a los efectos de crear las rentas necesarias a la vida de la Nación. En concordancia con la forma republicana de gobierno el Congreso tiene, por otra parte, otras atribuciones como las contenidas en el art. 75, inc. 8°, lo que sienta un principio de transparencia en el manejo de la renta pública, una relativa anticipación de su destino, que se completa con el control de su efectivo gasto. En lo atinente a los sujetos llamados a sufragar esos gastos mediante sus contribuciones, la Constitución exige igualdad y equidad y proporcionalidad en relación a la población. De estos recaudos no surge que el trato deba ser idéntico entre los contribuyentes, sino que, equitativamente, las contribuciones han de ser impuestas de modo igual a quienes estén en condiciones iguales. Bajo este prisma, que el haber previsional sea una suma de dinero “… que se ajusta a los parámetros constitucionales de integridad, para subvenir a la totalidad de las necesidades que pueda tener la persona en ese período de vida” no conduce, sin más, a marginarlo de todo tipo de tributo que, sobre esa renta, el Estado razonablemente requiera para el sostenimiento de sus actividades, en simetría con los demás rendimientos o beneficios que –con innegable sustento en el art. 16 de la Constitución Nacional- son objeto del impuesto a las ganancias, con las diversas modalidades que pueda establecer la ley al respecto. Para delimitar adecuadamente el concepto, es innegable que el haber jubilatorio es una “renta, rendimiento o beneficio” que, como tal, puede ser alcanzado por el impuesto a las ganancias, siendo indelegable tarea del legislador graduar el monto a partir del cual comenzará a tributar como así también la intensidad de su contribución, respetando las garantías constitucionales. Así las cosas, es evidente que la sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación razonada del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que corresponde atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto. En este punto, es necesario recordar, que no le compete a los jueces considerar la bondad de un sistema fiscal para buscar los tributos que necesita el erario público y decidir si uno es más conveniente que otro; sólo le corresponde declarar si repugna o no a los principios y garantías contenidos en la Constitución Nacional. En tal sentido, ha dicho la Corte que el Poder Judicial no tiene por función clasificar los sistemas económicos y rentísticos según su conveniencia y eficacia, sino simplemente la de pronunciarse sobre su conformidad con los arts. 4°, 16 y 75 inc. 2° de la Constitución Nacional. Tampoco es función de los magistrados resolver cuestiones de política económica, las que son privativas de los otros poderes del Estado. Es que, salvo el valladar infranqueable que suponen las limitaciones constitucionales; las facultades del Congreso Nacional para crear impuestos o contribuciones son amplias y discrecionales, de modo que el criterio de oportunidad o acierto con que las ejerza es irrevisable por cualquier otro poder. Por último, tiene dicho la Corte desde antaño que la doble imposición no importa, por sí misma, agravio constitucional. En este sentido, tal fenómeno –desde el punto de vista jurídico- tampoco se encuentra configurado en esta causa pues, en un primer momento el impuesto a las ganancias se aplicó cuando el actor percibió su "salario" o sus "honorarios" como consecuencia del desarrollo de su actividad como abogado mientras que, años más tarde, le es exigido al percibir el "haber jubilatorio". Además, se observan dos cuestiones adicionales sobre las cuales la sentencia no se ha hecho cargo en su razonamiento. La primera de ellas radica en que los aportes o descuentos que periódicamente le fueron efectuados con destino al fondo de jubilaciones de la caja provincial a la que está adherido debieron ser deducidos de la base imponible del tributo en los términos de los arts. 81, inc. d) y cdtes. de la ley 20.628 y, por ende, no quedaron sujetos a este gravamen en esa oportunidad. Y, en segundo lugar, que no se halla en nuestro ordenamiento federal norma alguna que garantice que una renta gravada en un ejercicio no deba ser sometida nuevamente a imposición -en forma de ahorro, de gasto o incluso en alguna forma de beneficio- en los ejercicios subsiguientes.


    Cuesta, Jorge Antonio c/ AFIP s/ Acción de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 21005389/2013/CA1-CS1, 15 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Interpretación de leyes federales. Contrato de franquicia. Impuesto a las ganancias. Impuesto a la ganancia mínima presunta. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En su tarea de establecer la correcta interpretación de normas de carácter federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la inteligencia que rectamente les otorgue. El thema decidendum estriba en determinar el alcance del beneficio fiscal concedido a favor de la actora en el impuesto a las ganancias. Específicamente, corresponde establecer si la AFIP puede exigirle a la empresa el pago del impuesto a la ganancia mínima presunta como intenta mediante las resoluciones que aquí se ponen en discusión. Cierto es que, según constante doctrina de la Corte, nadie tiene un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos, ni a su inalterabilidad. Pero no menos cierto es que la facultad de imponer nuevos tributos o de modificar los existentes puede ser objeto de razonable limitación contractual y legal, como así también que corresponde reconocer la existencia de derechos adquiridos en el marco de actos contractuales celebrados con el Estado, que puedan dar nacimiento a derechos subjetivos del administrado. Desde esta perspectiva, la exigencia del pago del impuesto a la ganancia mínima presunta aquí cuestionada encuadra, sin hesitación en las situaciones reseñadas en el párrafo anterior. En efecto, frente a la estrecha e inescindible vinculación existente entre los impuestos a las ganancias y a la ganancia mínima presunta es claro que la intimación al pago del segundo implica desconocer la exención que la actora goza en el primero en los términos en que se encuentra prevista por el art. 8°, capítulo V, del contrato de concesión celebrado con el Estado Nacional y aprobado por el decreto 497/81. De esta forma, el Fisco pretende que la actora abone un tributo en concepto de renta inferida o presunta, que desconoce la franquicia convenida con el Estado Nacional, la que encuentra tutela en la garantía del art. 17 de la Constitución Nacional. En otras palabras, dada la peculiaridad del asunto involucrado en el sub lite, queda en evidencia que la circunstancia de gozar de la franquicia en el impuesto a las ganancias es la que, paradójicamente, la obligaría a pagar el impuesto a la ganancia mínima presunta, perdiendo así todo sentido la exención pactada. Esta solución es la que mejor se engarza con la doctrina según la cual la interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada artículo sólo por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todos se entiendan teniendo en cuenta los fines de los demás y considerárselos como dirigidos a colaborar, en su ordenada estructuración, para que las disposiciones imperativas no estén sujetas a merced de cualquier artificio dirigido a soslayarlas en perjuicio de quien se tuvo en mira proteger.


    Coviares S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 18423/2016/CA1-CS1, 07 de septiembre de 2017


    Ver dictamen


    Reorganización de la empresa


    Transferencia de fondo de comercio. AFIP DGI. Reajuste de impuestos. Impuesto a las ganancias. Intimación a la presentación de declaración jurada impositiva. Deber de información al fisco. Facultades de dirección de AFIP. Interpretación de normas impositivas. Nulidad del acto administrativo. 


    Los arts. 77 y cc. de la ley 20.628 prevén un beneficio fiscal en el gravamen por ella regulado, para el caso en que se reorganicen sociedades, fondos de comercio o explotaciones de cualquier naturaleza, consistente en que los resultados que pudieran surgir como consecuencia de dicho proceder no queden alcanzados por el impuesto y permitiendo el traslado de los derechos y obligaciones fiscales de los sujetos que se reorganizan a sus continuadores, que se cumpla con una serie estricta de requisitos sustantivos como formales. En el impuesto a las ganancias se determina y abona mediante declaraciones juradas que deben ser presentadas ante el organismo recaudador en las fechas y condiciones reglamentariamente fijadas. En lo que atañe al sub lite, las declaraciones juradas realizadas por las empresas por los períodos fiscales involucrados son los documentos en los que se plasmó la posición por ellas asumida frente al impuesto a las ganancias -incluyendo lo relativo a la franquicia de los arts. 77 y cc. de la ley del gravamen-. La postura asumida por ambos contribuyentes ante el impuesto a las ganancias y exteriorizada en sus respectivas declaraciones juradas, únicamente puede ser impugnada por el Fisco mediante el procedimiento de determinación de oficio, sin que se haya verificado ninguna de las hipótesis que permita hacer excepción a ese principio general. La AFIP debió ceñirse a poner en práctica sus amplias facultades de inspección y fiscalización, para revisar lo efectuado por ambos contribuyentes y reflejado en sus respectivas declaraciones juradas para, en caso de discrepar de ello, activar el único procedimiento válido para impugnar en este caso dichas declaraciones juradas. Los actos de la AFIP no produjeron -ni eran aptos para producir- efecto jurídico alguno en orden a cuestionar la exactitud de las declaraciones juradas del impuesto a las ganancias presentadas por las firmas involucradas durante los períodos fiscales estudiados. La resolución administrativa, en tanto dispuso no hacer lugar a la solicitud de reorganización efectuada por la actora es nula por tener vicios relativos a la competencia del funcionario actuante como así también en el procedimiento para su dictado. El acto impugnado no tiene virtualidad alguna para invalidar las declaraciones juradas del gravamen presentadas por la actora y su antecesora, el eventual saldo a favor del Fisco que pudiera surgir no podría ser objeto del juicio de apremio. Es decir, el Fisco no tiene forma alguna de proceder al cobro compulsivo de las sumas que pretenda cobrar, porque al no haberse llevado a cabo la determinación de oficio no tiene manera de expedir un título formalmente hábil para reclamar la deuda. Inclusive si la sentencia de la Corte le otorgase la razón al Fisco Nacional en este juicio, igualmente habrá que acudir al procedimiento de determinación de oficio para la fijación de las sumas adeudadas y corregir lo declarado en su momento por ambas empresas involucradas, salvo que ellas voluntariamente rectificasen tales documentos, modificando su postura inicial. Ninguno de los actos administrativos involucrados tiene virtualidad para suspender ni mucho menos interrumpir el curso de la prescripción liberatoria que corre en favor de ambos contribuyentes. De emitirse sentencia definitiva en autos, se corre el serio riesgo de dictar un pronunciamiento en abstracto.


    Rina Iberia SL Suc Argentina c/ AFIP - DGI s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 37697/2013/CA1-CS1, 26 de mayo de 2017


    Ver dictamen


     


     

  


  
    Capítulo xv


    Derechos Humanos


    Violación de derechos humanos


    Terrorismo de Estado. Desaparecidos. Lugar de trabajo. Imprescriptibilidad. Acción civil. Indemnización. Delito continúo. 


    Lesa humanidad.


    Las sentencias deben considerar las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto de la litis, se deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos preceptos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir. En ese sentido, el 1° de agosto de 2015 entró en vigencia el Código Civil y Comercial de la Nación que establece en el artículo 2.561 último párrafo que "las acciones civiles derivadas de delitos de lesa humanidad son imprescriptibles". Dicho artículo excluye de las reglas de la prescripción a las acciones civiles derivadas de los delitos de lesa humanidad en procura de receptar en la esfera civil los principios emergentes del derecho internacional vinculados a esos delitos a fin de atribuir responsabilidad por la comisión de los hechos ilícitos, asegurar la reparación de las víctimas de las más graves violaciones de derechos humanos y propender a la búsqueda de la verdad de lo sucedido. Al igual que en el ámbito penal, la imprescriptibilidad de las acciones de responsabilidad civil procura evitar los factores que determinan la impunidad de los autores y responsables de estos crímenes, contribuir con el derecho a la verdad, la memoria, y la justicia, y asegurar el acceso de las víctimas a la reparación. Esa medida se encuentra en consonancia con las obligaciones impuestas al Estado argentino por el derecho internacional frente a estas graves violaciones de derechos humanos. Todo ello demuestra la trascendencia social e institucional del artículo 2.561. La eficacia temporal de la imprescriptibilidad de las acciones derivadas de delitos de lesa humanidad prevista en el mencionado artículo 2.561 es determinada por el principio general establecido en el artículo 7 de ese código. En este sentido, no es aplicable el artículo 2.537 del Código Civil, que establece que "Los plazos de prescripción en curso al momento de entrada en vigencia de una nueva ley se rigen por la ley anterior […]". En efecto, el artículo 2.561 no modifica plazos de prescripción, sino que directamente excluye de la regla de la prescripción a las consecuencias civiles de los ilícitos más aberrantes para la conciencia universal. Por ello, ese supuesto no se encuentra comprendido por el artículo 2.537 que rige la aplicación en el tiempo de las modificaciones de los plazos de prescripción. De acuerdo con el artículo 7 del Código Civil y con la doctrina de la Corte, la ley se aplica a las relaciones y situaciones jurídicas que se constituyan en el futuro, a las relaciones y situaciones jurídicas existentes en cuanto no estén agotadas, y a las consecuencias que se encuentren en curso o no se hayan consumido bajo el régimen anterior. En ese sentido, el artículo 2.561 es aplicable al presente caso puesto que se trata de una relación jurídica existente que aún no se ha agotado. El ilícito civil de la desaparición forzada de personas no es instantáneo sino que comenzó a producirse a partir de mayo de 1977 y se sigue cometiendo en la actualidad en tanto la víctima permanece en condición de desaparecida, no se ha establecido su paradero y tampoco se han encontrado sus restos. La naturaleza continuada de este ilícito ha sido reconocida en la jurisprudencia de la Corte Suprema y de órganos internacionales de derechos humanos. De este modo, la información que simplemente da cuenta de que la persona está desaparecida es insuficiente a fin de determinar el cese de la desaparición forzada. En conclusión, la declaración judicial de desaparición forzada existente en el presente caso respecto de la víctima y el reconocimiento formal de tal carácter por parte del Estado en los términos de la ley 24.411 no hace cesar la incertidumbre sobre su paradero y, por ello, no tiene efectos concretos sobre el curso del hecho ilícito continuado. Bajo estas premisas, la relación jurídica se encuentra en curso al momento de la entrada en vigencia del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación y, en consecuencia, en los términos del artículo 7 de ese cuerpo normativo, el caso de autos se rige por la aplicación inmediata de este. Por su parte, la ley 9.688 de Accidentes de Trabajo no contiene una regla de prescripción con relación a las acciones derivadas de los delitos de lesa humanidad, por lo que corresponde recurrir a las reglas específicas contenidas en el derecho común, esto es, el artículo 2.561. De este modo, la aplicación del principio de imprescriptibilidad desplaza los plazos de prescripción contenidos en la citada ley 9.688. El propio artículo 19 de la ley 9.688 dispone la aplicación supletoria de la legislación civil en relación con la interrupción y el curso de la prescripción. Esta interpretación es coherente con los fines protectorios que rigen el derecho laboral y con la finalidad del artículo 2.561 del Código Civil y Comercial. La reparación adecuada de las graves violaciones a los derechos humanos ha sido caracterizada por la Corte IDH como un principio fundamental del derecho internacional contemporáneo. Como derivación de aquel, aquellas víctimas tienen un derecho a la tutela judicial efectiva en materia de reparación y en este marco, el paso del tiempo no puede constituir un obstáculo para el acceso a la adecuada compensación de los perjuicios sufridos a raíz de la desaparición. El hecho ilícito que motivó la presente acción es de lesa humanidad y en virtud de ello se encuentra excluido de las reglas de la prescripción de la ley 9.688 en atención a lo dispuesto por el artículo 2.561 del Código Civil y Comercial a fin de garantizar la reparación de violaciones a los derechos humanos. Por lo tanto, la acción resarcitoria interpuesta por el actor es imprescriptible. Por su parte, los agravios que cuestionan la atribución de responsabilidad laboral en la desaparición forzada no pueden prosperar puesto que remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48. El a quo realizó una interpretación razonable del artículo 1 de la ley 9.688 en cuanto sostuvo que es suficiente que el daño se produzca por el hecho u ocasión del trabajo para que se configure la responsabilidad del empleador. En ese razonamiento, se tuvo por acreditado que el secuestro que da inicio a la desaparición forzada se produjo en el establecimiento de la demandada en ocasión de la prestación de tareas. Con respecto al agravio sobre la valoración de las declaraciones testimoniales, la cámara realizó una interpretación razonable de los elementos probatorios del caso, por lo cual, la mera discrepancia del recurrente no es suficiente para configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Ingegnieros, María Gimena c/ Techint Sociedad Anónima Compañía Técnica Internacional s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 9616/2008/1/RH1, 03 de marzo de 2017


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo xvI


    Economía y Finanzas


    Juicios contra el Estado


    Juicios en que es parte una provincia. Fondo fiduciario para el desarrollo provincial. Créditos del Estado. Convenios con las provincias. Compensación. 


    El carácter de acreedora simultánea del Estado Nacional a esa fecha, o la posterior regularización de sus deudas con el Fondo Fiduciario para el Desarrollo Provincial (FFDP), carecen de toda relevancia para decidir la cuestión pues claramente se pactó que únicamente aquellas provincias que no mantengan deudas con el FFDP recibirán un Certificado de Crédito Escritural, o Títulos Públicos Nacionales a valor par. Por ello, frente a la claridad de la exclusión fijada por la cláusula en cuestión, no existe razón decisiva para justificar, por vía hermenéutica, el apartamiento de su texto pues, con arreglo a reiterada jurisprudencia de la Corte, es inadmisible toda interpretación que equivalga a prescindir de la norma que gobierna el caso. Ha sido claro el Tribunal cuando señaló que la jerarquía superior que cabe reconocerle a los acuerdos intrafederales y a las leyes-convenio, es inherente a su propia naturaleza contractual, en la que concurren las voluntades de los órganos superiores de la Constitución en aras de alcanzar objetivos comunes. Por ello, agregó, la esencia misma del derecho intrafederal impone concluir que las leyes-convenio y los pactos que lo componen no se encuentran en una esfera de disponibilidad individual de las partes, dado que sólo pueden ser modificados por otro acuerdo posterior de la misma naturaleza, debidamente ratificado por leyes emanadas de las jurisdicciones intervinientes. La compensación fue solicitada el 26 de julio de 2006, pero el crédito provincial reclamado recién se habría tornado exigible el 31 de enero de 2011. Sin embargo, es doctrina del Tribunal que sus pronunciamientos deben ajustarse a las circunstancias existentes en el momento en que se dictan, razón por la cual la exigibilidad del crédito no seguiría constituyendo un óbice -luego del 31 de enero de 2011- para acceder al pedido de compensación planteado por la actora.


    Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1074/2011/(47-S)/CS1, 19 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Recursos


    Recurso extraordinario. Recurso de infracción de ley. Cuestión federal. Lealtad comercial. Concentración económica. Libre competencia. Defensa de la competencia. 


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible, pues se encuentran en tela de juicio la inteligencia de preceptos federales y un acto de autoridad nacional dictado en su virtud; y la decisión ha sido contraria a las pretensiones del apelante. La Corte tiene dicho que en la tarea de esclarecer la hermenéutica de este tipo de normas no se encuentra limitado por las posiciones de los magistrados actuantes, ni de las partes sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos en debate y que, al ser invocadas también causales de arbitrariedad que se encuentran inescindiblemente vinculadas con los temas federales en discusión procede que tales planteos sean examinados en forma conjunta. Resulta de importancia recordar que la Ley de Defensa de la Competencia prevé que las operaciones de concentración económica de gran trascendencia en el mercado deben ser notificadas en forma previa a su perfeccionamiento para su fiscalización y autorización por parte de la autoridad de aplicación (artículos 6 y 8, ley 25.156). Ese sistema de control previo responde a la manda constitucional prevista en el artículo 42 de la Constitución Nacional, y tiende a prevenir que ciertas concentraciones puedan causar daños irreparables al correcto funcionamiento del mercado, a sus agentes económicos y, en definitiva, a los usuarios y consumidores, así como evitar los costos que implica la reversión de los resultados de una concentración ilegítima. En ese marco, es dable remarcar que la autoridad a la que alude el artículo 58 de la ley 25.156 comprende a la CNDC -con facultades de investigación, instrucción y asesoramiento- y al órgano ejecutivo de la cartera económica al que, según la estructura organizativa, le corresponda la facultad resolutoria a través: del dictado de actos administrativos. La Corte ha señalado que los requerimientos de información en el marco de una investigación de mercado carecen de carácter decisorio, pues reflejan el ejercicio de una actividad de instrucción del procedimiento comprendida en las funciones legalmente atribuidas a la CNDC por el artículo 24 de la ley 25.156 (texto original). Asimismo, en el artículo 2° de la resolución 40/01 se faculta,en particular, a la CNDC para el dictado de todas las resoluciones relacionadas con las notificaciones de concentración económicas, con excepción de la resolución quese refiere el artículo 13 de la ley 25.156, la que quedó a cargo del Secretario de Comercio. En ese contexto normativo, se advierte que el Secretario de Comercio, autorizó la concentración económica y, "a los efectos de guardar las condiciones de competencia en los mercados de mineral de hierro de tipo calibradode calidad alto horno y mineral de hierro tipo fino de calidad alto horno", resolvió poner en marcha un esquema de monitoreo de precios promedio mensual desde el20/02/08 y hasta 5 años posteriores a la decisión. Para esto último, previó que su instrumentación se realice de acuerdo a los términos del numeral 286 del dictamen 1000 de la CNDC, que consideró parte integrante delacto, yen el que se sugería la delegación en la Comisión de la facultad de modificar, ampliar y/o especificar el contenido de la información a suministrar a los efectos del monitoreo.


    Vale S.A. s/ Infracción Ley 25.156


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1496/2014/1/RH1, 26 de octubre de 2017


    Ver dictamen


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo xviI


    Salud Pública


    Acción de amparo


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Programa federal de salud. Cobertura médica. Prestación por niño con discapacidad. Interés del menor. 


    Intervención jurisdiccional dividida entre el fuero federal y la justicia ordinaria.


    El principio de protección del interés del niño opera imperativamente en un papel integrador, que llena los eventuales vacíos de la ley y prevalece sobre preceptos cuya implementación se revele contraria a sus derechos. Por ende, los tribunales deben aplicarlo analizando sistemáticamente cómo los derechos y conveniencias del menor se verán afectados por las decisiones que habrán de asumir. En ese marco, el derecho del menor hallará mayor satisfacción si no se retrotrae el procedimiento y se define de inmediato el problema que viene en recurso. En situaciones análogas, la Corte dividió la intervención jurisdiccional entre el fuero federal y la justicia ordinaria, en tanto fueron demandados el Estado Nacional y el Gobierno de una Provincia, respectivamente. Ese temperamento, allende lo opinable que pueda resultar, fue mantenido no solo respecto de las acciones colectivas, sino de los requerimientos personales en el orden de la salud y, aun, en los relativos a personas con discapacidad.


    A., S. E. s/ PROFE - Incluir Salud Unidad Ejecutora y otro - Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 25675/2015/CS1, 19 de mayo de 2017


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Medicina prepaga. Sistema nacional del seguro de salud. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Tiene dicho la Corte que, para dilucidar los conflictos de competencia, debe considerarse, principalmente, la relación de hechos contenida en el escrito inicial y después, en tanto se ajuste a ese relato, el derecho invocado en sustento de la petición. Expuso también que, a ese fin, es necesario indagar en la naturaleza de la pretensión, en su origen y en la relación jurídica habida entre las partes. Las cuestiones objeto de debate en la presente causa conducen, en definitiva, a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y resoluciones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, especialmente las leyes 26.396 y 26.682, así como por el Programa Médico Obligatorio. Por lo tanto, el reclamo posee virtualidad para afectar la organización, la instrumentación o la planificación de las prestaciones relativas al Sistema Nacional de Salud.


    S., Erica Laura c/ Asociación Médica del Departamento de Castellano s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2415/2017/CS1, 22 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRO 41798/2017/CS1, "C., Marcos Hernán c/ OSDE - medicina prepaga s/ Amparo ley 16.986".


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión. El tema objeto del litigio conduce prima facie al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de la medicina prepaga por las leyes 26.396 y 26.682, así como por el Programa Médico Obligatorio. Por lo tanto, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y del derecho del consumidor, eventualmente implicados, la materia propuesta a debate posee virtualidad para afectar la organización, la instrumentación o la planificación de las prestaciones relativas al Sistema Nacional de Salud.


    B., Julieta Marina c/ Prevención Salud s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2464/2017/CS1, 22 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


     


     


     


     

  


  
    Capítulo xviiI


    Seguridad Social


    Acción de amparo


    Asignación universal por hijo para protección social. Pensiones. Personas con discapacidad. Protección del niño. Alcance de la cobertura. Gravamen irreparable. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Compatibilidad entre la AUH y la pensión provincial por discapacidad. Decreto 1602/09.


    La regla de incompatibilidad contemplada en el artículo 9 del decreto 1602/09 persigue un fin legítimo, esto es, evitar que se superpongan prestaciones que puedan brindar diferentes sistemas públicos, incluso de diferentes jurisdicciones, en aras de asegurar la sostenibilidad y coherencia de estos sistemas y el uso racional de los recursos públicos disponibles. Sin embargo, y en función de esta finalidad, el alcance de la incompatibilidad para acceder a la AUH debe limitarse, como principio, a la percepción de otras prestaciones contributivas o no contributivas, que tengan propósitos similares a la AUH, y cubran las mismas o análogas contingencias y necesidades, pero sin alcanzar a aquellas otras que responden a fines diversos y resguarden otros riesgos sociales. Esta última circunstancia es la que se verifica en el presente caso, puesto que no existe identidad entre la AUH y la pensión provincial por discapacidad instituida a favor de la niñez. La prestación nacional y la local están dirigidas a satisfacer finalidades diferentes y, por ende, no se superponen ni cubren los mismos riesgos sociales. En efecto, la AUH forma parte del sistema de seguridad social y consiste en una prestación periódica dirigida al sostenimiento del ingreso de los grupos familiares que se encuentren desocupados o se desempeñen en la economía informal. Por su parte, las pensiones por discapacidad de la provincia de Buenos Aires tienen por objeto contribuir a solventar las prestaciones específicas vinculadas con la condición de discapacidad, incluyendo la cobertura médica del Instituto de Obra Médico Asistencial. De los fundamentos de la Ley provincial 11.427, modificatoria de la Ley 10.205, surge que el régimen de protección a los niños con discapacidad y sus familiares "está altamente justificada, dado que las características de estas afecciones además de generar gastos extraordinarios por los altos costos de su tratamiento, generalmente afectan el desarrollo de las actividades no solo de los menores que padecen la enfermedad sino también la de sus responsables que deben dedicar mayor tiempo al cuidado de estas personas". Además, el propio decreto 1602/09 reconoce que la AUH tiene una finalidad diversa a la de cubrir los gastos específicos que se derivan de la discapacidad. En efecto, este decreto ha instituido, junto con la modalidad genérica de la AUH, la Asignación Universal por Hijo con Discapacidad. Esa asignación está dirigida a atender la situación de los niños o niñas con discapacidad -incluso con posterioridad a los 18 años- para posibilitar que puedan afrontar las necesidades particulares referidas a su situación de discapacidad. La AUH apunta al sostenimiento de un ingreso básico de subsistencia, y la prestación local a la cobertura de necesidades propias de la condición de discapacidad, por lo que, a la luz de la interpretación expuesta del artículo 9 del decreto 1602/09, son compatibles. Finalmente, la inteligencia de la regla de incompatibilidad que se propone resulta la más adecuada para la realización de la finalidad tuitiva del decreto 1602/09, y se ajusta también al deber de juzgar con especial cautela las peticiones vinculadas con la seguridad social en tanto revisten carácter alimentario y su cometido es la cobertura integral de las consecuencias negativas producidas por los riesgos sociales de subsistencia. Cabe ponderar, que aun percibiendo el monto total que surge de adicionar la pensión provincial con la AUH genérica, el núcleo familiar se encontraría por debajo de la línea de indigencia, de acuerdo a las últimas cifras publicadas por el INDEC. Por lo tanto, la percepción de la AUH en su modalidad genérica no resulta incompatible con la pensión provincial instituida a favor de los niños con discapacidad.


    T., V. F. c/ ANSES y otro s/ Varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 73023789/2011/CS1, 03 de febrero de 2017


    Ver dictamen


    Aportes y contribuciones previsionales


    Competencia previsional. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    OSTEP c/ Echegoyen Módica, María Fernanda s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 45869/2015/CS1-CA1, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    OSTEP c/ Falleau, Daniel Alejandro s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 44911/2015/CA1-CS1, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    OSTEP c/ Gómez, Carlos Sebastián s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 44795/2015/CS-CA1, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    OSTEP c/ Priv. Hogar de niños 128 s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 35177/2015/CS1-CA1, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia


    Competencia de la corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Procesos de ejecución. Seguridad social. Recursos de la seguridad social. Cajas de Previsión. 


    Remisión al dictamen de la causa: C.76, L. XLV "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2491/2017/21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: C.76, L. XLV "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2480/2017/21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: C.76, L. XLV "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2479/2017/21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: C.76, L. XLV "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Eejecución fiscal".


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2481/2017/21 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Amparo por mora. Beneficios previsionales. Pensiones graciables. Competencia previsional. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La actora promovió el presente amparo por mora de la Administración en los términos del Art. 28 de la ley 19.549, a fin de que la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos dicte un pronunciamiento en el expediente, iniciado con el objeto de obtener la pensión graciable establecida en la ley 26.913. Según lo dispuesto en el Art. 6°del decreto 1058/2014, reglamentario de la citada ley 26.913, el pago de dicho beneficio se halla a cargo de la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSeS), la materia involucrada en autos remite a cuestiones propias de la justicia federal de la seguridad social, en los términos de la ley 24.655. Se trataría, en particular, del supuesto previsto en el Art. 2°, inc. d, de dicha norma, en el que se dispone que dicho fuero será competente para conocer en los casos de "amparo por mora previsto en el artículo 28 de la ley 19.549, modificada por la ley 21. 686, en materia de seguridad social". A ello cabe agregar que tanto la propia ley 26.913 como su decreto reglamentario se refieren al "derecho previsional vigente" como normativa a la cual deberá estarse a los efectos de determinar el carácter y orden de los derechohabientes de la pensión graciable en el supuesto de fallecimiento del beneficiario.


    Jorge, Adela Leonarda c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Amparo por mora de la administración


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 61525/2016/CS1, 28 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Obras sociales. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial, e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión. Por lo expuesto, el tema objeto del litigio conduce prima facie al estudio de las obligaciones legalmente impuestas a las obras sociales y a las empresas de medicina prepaga, especialmente por las leyes 23.660, 23.661 Y 26.682. Por lo tanto, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y del derecho del consumidor, eventualmente implicados, la materia propuesta a debate posee virtualidad como para afectar la organización, instrumentación y/o planificación de las prestaciones relativas al Sistema Nacional de Salud. En ese contexto, no se advierten motivos para soslayar la doctrina según la cual los pleitos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    N., Javier José c/ Obra Social del Personal de la Industria Molinera s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2010/2017/CS1, 30 de noviembre de 2017


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Competencia previsional. 


    Deviene extemporánea la declaración de incompetencia adoptada fuera de las oportunidades previstas en los artículos 4°, 10 y 352 del Código adjetivo, es decir, una vez que la jurisdicción se hallaba consentida, pues solo la Corte cuando interviene en instancia originaria, y los jueces federales con asiento en las provincias, pueden declararse incompetentes en cualquier estado del proceso. Considerando la cuestión debatida –pretensión de reajuste del haber previsional- y que la acción se dirige contra una resolución de la ANSES, resulta competente para conocer en los autos el fuero federal de la seguridad social.


    Galati, Graciela c/ ANSES s/ Reajustes varios


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 77881/2014/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Seguridad Social. Sistema previsional. Competencia Federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 14646/2002/CS1 “Constantino, Eduardo c/ ANSES s/ Reajustes varios”.


    Cerrutti, Hugo c/ Fondo Compensador para Jubilados y Pensionados Telefónicos s/ Otros - previsionales - daños y perjuicios


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 106264/2014/CS1, 11 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Aportes a obras sociales. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Casanova Nicolás s/ Cobro de aportes y contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 26874/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ English Center SH de Lione Ana Maria Magliolo M. Isabel y P. s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 41306/2015/CS1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Escuela Agrotécnica 299 Carlos Sykvestre s/ Cobro aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 41788/2015/CS1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Escuela Especial N° 320 s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 41641/2015/CS1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Escuela Nuestra Señora de Pompeya s/ Cobro de aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 27535/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Fundación del Sol s/ Cobro aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 41213/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Fundación Nuevo Surco s/ Cobro de aportes y contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 26923/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Hogar Escuela San Juan Bosco s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 34427/2015/CS1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Instituto Divino Maestro B318 s/ Cobro de aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 26940/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Instituto Mariano Moreno s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 26996/2015/CS2-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Ipanee Inst para la atención de Nec. Educ. Espec. s/ Cobro aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 41897/2015/CS2-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Jardín de infantes Juan Gaviota s/ Cobro de aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 26956/2015/CS2-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Nieto, Jorge Adrian s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 35189/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Quispe Gustavo Rubén s/ Cobro aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 44594/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Reinoso Juan Carlos s/ Cobro aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 45000/2015/CS1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Rizutti Jorge Luis s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 27527/2015/CS1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Esc. Enseñanza Polimodal Particular 3114 s/ Cobro aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 43259/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: CSS 50805/2015/CS1, “OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Ostep c/ Ramirez Gustavo Ariel s/ Cobro aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 44824/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Facultades de la alzada. Competencia federal. 


    No corresponde a la Corte expedirse sobre el conflicto planteado, pues aquél fue dirimido por el órgano investido con facultades para ello por el artículo 24, inciso 7|, del decreto ley 1285/58, texto ley 21.708.


    Ostep c/ Colegio San Ignacio de Loyola SRL s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 50805/2015/CS1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Aportes y contribuciones previsionales. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, "OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones".


    OSTEP c/ Álvarez, Silvana del Carmen s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 45942/2015/CS1, 28 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, "OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones".


    OSTEP c/ Instituto Julio Verne s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 26946/2015/CS1, 28 de diciembre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, "OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    OSTEP c/ Asociación civil del Instituto Dr. Domingo Cabred s/ Cobro aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 40102/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, "OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    OSTEP c/ Asociación Civil Instituto Manuel Belgrano s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 37327/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, "OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    OSTEP c/ Asociación Cultural de Rawson El Puente s/ Cobro de Aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 38427/2015/CS1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, "OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    OSTEP c/ Asociación Padres y Amigos del Insuficiente Mental s/ Cobro aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 38727/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, "OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    OSTEP c/ Colegio Católico Santo Tomas Moro s/ Cobro aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 40818/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, "OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    OSTEP c/ Fuentes de Vida Pergamino s/ Cobro aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 40741/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, "OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    OSTEP c/ Instituto Edward Kenney S.R.L s/ Cobro aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 40295/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, "OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    OSTEP c/ Jardín de Infantes Virgen De Begona s/ Cobro aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 41166/2015/CS1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 50805/2015/CS1, "OSTEP c/ Colegio San Ignacio de Loyola S.R.L. s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    OSTEP c/ Nuestra Sra. de las Nieves Colegio Primario s/ Cobro aportes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 38527/2015/CS1-CA1, 09 de octubre de 2017


    Ver dictamen


    Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 77881/2014/CS1, “Galati, Graciela Mabel c/ ANSES s/ Reajustes varios”.


    Diani, Susana Rita c/ ANSES s/ Reajustes varios


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 71650/2015/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 77881/2014/CS1, “Galati, Graciela Mabel c/ ANSES s/ Reajustes varios”.


    Fachino, Lidia Rosa c/ ANSES s/ Reajustes varios


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 71345/2015/CS1, 22 de junio de 2017


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Cámara federal de apelaciones. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión a Fallos: 339: 740 (“Constantino…”).


    De Aza, Luis Ernesto c/ ANSES s/ Reajustes varios


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 52237/2012/CS1, 31 de julio de 2017


    Ver dictamen


    Veteranos de guerra. Pensión social Islas Malvinas. Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen Comp. 867, L. XLVI, “Aguirre, Ramón Cecilio y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”.


    Resulta extemporánea la declaración de incompetencia adoptada por los tribunales de origen fuera de las oportunidades previstas en los artículos 4°, 10 Y 352 del Código ritual, es decir, de oficio, al inicio de la acción, o bien, al tiempo de resolver una excepción de esa naturaleza.


    Acosta, Víctor Manuel y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 42337/2006/CS1, 07 de abril de 2017


    Ver dictamen


    Sistema previsional


    Reajuste jubilatorio. Movilidad del haber jubilatorio. Sentencia arbitraria. 


    En cuanto a los agravios vinculados a la determinación de los componentes del haber jubilatorio inicial y de su movilidad posterior, remisión al dictamen de la causa Q. 68, L. XLVI, "Quiroga, Carlos Alberto c/ ANSES s/ Reajustes varios".


    Resultan procedentes los planteos que cuestionan la aplicación de la tasa de sustitución prevista en el artículo 49 de la ley 18.037 por considerarla incompatible con el sistema previsional vigente en los términos del artículo 156 de la ley 24.241, ya que el fallo carece de la debida fundamentación exigible a las decisiones judiciales y lesiona las garantías constitucionales consagradas en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por ello, se lo debe descalificar, en este punto, como acto judicial sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad. La norma no prevé un cálculo del haber jubilatorio únicamente sobre la base de una cierta relación con el salario del activo sino que pondera otros parámetros del sistema solidario. Por ello, el legislador creó un sistema en donde el haber jubilatorio no queda sujeto a un porcentaje predeterminado y en el que, si bien la relación con el haber de actividad debe existir, no debe ser rígida. El solo argumento del a quo basado en la aplicación supletoria por compatibilidad del artículo 49 de la ley 18.037 con el régimen previsto en la ley 24.241, sin un acabado análisis del sistema vigente, resulta insuficiente para fundar este aspecto de la sentencia. Ello así pues el Congreso de la Nación creó un sistema que, en este punto, luce diferente al de la ley 18.037, y los jueces no deben suplir la voluntad legislativa salvo que se declare su invalidez constitucional, extremo que no se configura en el sub lite.


    Benoist, Gilberto c/ ANSES s/ Previsional Ley 24.463


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 12001599/2006/1/RH1, 10 de marzo de 2017


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     

  

OEBPS/Images/EBook_Tapa-Dictamenes_escudo-2017.png
2017

Dictamenes

de la Procuracion General de la Nacion

% MINISTERIO PUBLICO
FISCAL






